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EL CHANTAJE


      


      


      


      


      
Amenazas institucionales


      


      —Los dos partidos han llegado a un acuerdo: o firmas un pacto o irán a por ti.


      Este fue el mensaje que me hicieron llegar desde el Partido Popular de Cataluña a través de diversos abogados. Las amenazas, transmitidas por medio de los letrados se convertían en recomendaciones que era preciso asumir.


      —Les dices que no me creo que María Dolores de Cospedal y Alfredo Pérez Rubalcaba hayan llegado a ningún acuerdo —le contesté a uno de los abogados sabiendo que ambos eran los únicos interlocutores posibles para lograr pactos entre partidos.


      —Será entre Alicia Sánchez-Camacho y Pere Navarro —aclaró el abogado.


      —No me lo creo. No soy tan importante como para que pacten nada los dos partidos antagónicos.


      —Saben que tú tienes información y que la vas a utilizar.


      —Si he permanecido callado hasta ahora no voy a hablar. Pero a mí no me chantajea nadie.


      Habían cometido un error de bulto en toda negociación: ir de farol y pretender ganar. Nadie podía creerse que los dos partidos, de forma institucional, pactasen hacer frente común a Méto- do 3. Por mucha información que manejásemos, no éramos tan importantes como para conformar un pacto bilateral de tales características. Pero durante las dos semanas previas a los comienzos de la negociación casi no pude dormir. Por fin cogí el toro por los cuernos e hice un acercamiento directo a los letrados de una de las partes implicadas:


      —Me dicen que hay un acuerdo político entre el PP y el PSC para acabar con Método 3.


      —Eso no es cierto —me contestó uno de ellos.


      —Pues entonces transmítele que no pienso aceptar una culpabilidad que no tengo.


      —Paco, sí tienes una.


      —¿Cuál?


      —Culpa in vigilando.


      El letrado, una de las personas más perspicaces que he conocido nunca y verdadero amigo de sus amigos, había dado en el clavo. Era cierto. Dos de mis exempleados habían manejado cierta información y eso era, verdaderamente, culpa de mi empresa. Durante los casi treinta años de Método 3, tuvimos alrededor de ciento cincuenta empleados y solo dos manzanas podridas; debía asumir, pues, esa parte de culpa.


      —De acuerdo, aceptaré la culpa in vigilando, pero nunca haber realizado una grabación ilegal, ya que todos sabemos que es absolutamente legal, porque nos la encargó la propia Sánchez-Camacho a través de un intermediario.


      Los abogados ya estaban acostumbrados a mi forma tajante de hablar, aunque la primera vez que supieron que la dirigente popular era la clienta final de la grabación que se había realizado en julio de 2010 durante una comida en el restaurante La Camarga se extrañaron. Recuerdo dicha conversación como si fuese ayer:


      —¿Me estás diciendo que fue la propia Alicia Sánchez-Camacho la que te solicitó grabar la comida en La Camarga?


      —Sí, claro.


      —¿Y entonces por qué provocó tu detención?


      —Según informó la prensa, porque no quería que se supiese que ella conocía los manejos de la familia Pujol en el año 2010 y no los denunció. Pero si me preguntas por el contenido de la grabación, no lo sé. Nunca la he escuchado.


      —Hombre, tú lo sabrás. Habrás escuchado la grabación —me dijeron los equipos jurídicos que tuvimos que contratar para defendernos de las falsas acusaciones de la dirigente popular.


      —No. Te lo repito: no la he escuchado y no conozco su contenido. Cuando se contrató, yo estaba de vacaciones con mi familia y nunca me interesó. A mí me preocupan las grandes investigaciones, aquellas de las que nadie sabe, ni siquiera mis empleados. Si prestábamos una grabadora a una señora, por muy política que fuese, ni me enteraba.


      


      


      
Dudando si pactar


      


      Tras dos semanas de intenso desasosiego pensando que el Partido Popular me iba a «pisar como a una cucaracha» y que iba a «lanzar a treinta personas contra mí» si no aceptaba poner por escrito que había grabado ilegalmente a la dirigente popular, encontré una salida.


      —Les diré que vayan redactando el acuerdo —me dijo el letrado.


      —Pero recordad que no asumiré haber realizado una grabación ilegal. A partir de ahí, estoy dispuesto a un pacto.


      —Y al perdón del ofendido —añadió haciendo uso de la figura legal que permite, en los ilícitos contra la intimidad, desactivar un proceso penal en marcha.


      El perdón del ofendido es una figura legal que supone la extinción de la responsabilidad penal del ofensor. Se trata de un recurso que en los delitos de injuria o en los relativos al derecho a la intimidad permite acabar con el proceso penal sin que el Ministerio Fiscal pueda actuar.


      —Pero ¿qué es exactamente el perdón del ofendido? —me preguntó mi mujer.


      —Lo entenderás perfectamente con el delito de las injurias, cariño. Si yo le hubiese dicho a Alicia Sánchez-Camacho que era una imbécil —cosa que ni he hecho ni haría— y se hubiese querellado por injurias, estaría en la misma situación que ahora.


      —¿En qué sentido?


      —En el sentido de que un juzgado me habría abierto unas diligencias para comprobar si, de verdad, la llamé imbécil y la prensa me hubiese masacrado defendiendo a la pobre Alicia Sánchez-Camacho, víctima de un desaprensivo que la insultó.


      —Deja la ironía y ve al grano —me pidió.


      —No es una ironía. Si yo llego a un pacto personal con Alicia y le digo que me equivoqué, ella puede dirigirse al juzgado e invocar el perdón del ofendido, con lo que el proceso penal por injurias se extingue.


      —Entiendo —afirmó Marion—, pero entonces todo parte de que reconozcas que la grabación de La Camarga fue ilegal, y todos sabemos que no lo fue porque ella te contrató para hacerla, por tanto era legal.


      —Ahí radica precisamente la discusión. Ellos quieren que asuma que la grabación fue ilegal y yo me niego a hacerlo. Pero sí reconozco una culpa in vigilando del informe que, indudablemente, fue revelado a terceros, primero por el propio PP y luego por dos exempleados.


      Estaba tan acostumbrado a tomar decisiones de forma unilateral que hablar con alguien me ayudaba a aclarar las ideas.


      —¿Tú qué harías? —le pregunté a mi mujer.


      —No tengo toda la información, Paco —me contestó renuente a tomar una decisión que no le tocaba a ella.


      —¿Qué necesitas saber?


      —Mira, en el fondo —empezó a corregir su postura de cautela inicial—, se trata de luchar o no luchar; y tú siempre has abogado por defender tus derechos sin amilanarte a las amenazas y los chantajes.


      El mensaje era sencillo.


      —Lo sé, pero no quiero pactar ninguna mentira.


      —Pues espera a que te hagan la oferta en firme y entonces les haces tú una controferta en la que dejes constancia únicamente de la verdad.


      Y la oferta no tardó en llegar.


      


      


      
La oferta


      


      Tras dos semanas de silencio, el 17 de junio de 2013 llegó la oferta del Partido Popular en un esbozo de contrato. El primer párrafo era inequívoco: pretendían que asumiese que «ni la Sra. Sánchez-Camacho Pérez ni la Sra. Álvarez Martín tenían conocimiento de la grabación a que estaban siendo sometidas; por lo que no la autorizaron, ni permitieron expresa ni tácitamente». Algo sencillamente falso. A cambio, además, me comprometía a pagar 80.000 euros a Alicia Sánchez-Camacho y una cantidad inferior a Victoria Álvarez.


      —¿Me estás diciendo que, aparte de denunciarnos para entrar en nuestro despacho con autorización judicial, encima pretende cobrar? —me preguntó mi madre.


      —Sí, porque Alicia Sánchez-Camacho necesita firmar un documento que luego pueda enseñar a la prensa y desactivar los rumores que la señalan como la solicitante de la grabación.


      —Yo, hijo, solo te puedo decir que no aceptes culpas que no tenemos. Si nos contrató y luego nos denunció, que asuma sus errores.


      —Entonces les digo que no acepto.


      —Lo que hagas estará bien —me dijo mi madre.


      Aunque había tomado —y errado en muchas ocasiones— decisiones que afectaban a Método 3 y a mi familia, esta me costaba más. Por un lado sabía que luchar penalmente contra el PP, que domina el aparato policial, era titánico pero, por otro, las palabras de mi mujer sobre la defensa de los derechos me retumbaban en la cabeza. Esa misma mañana del 17 de junio me reuní con Jordi Estalella y Álvaro Amigó, nuestros abogados civilista y penalista, respectivamente.


      —No aceptaremos asumir la responsabilidad de una grabación ilegal porque no la hemos hecho —dije nada más sentarnos en la mesa de juntas de su despacho.


      —De acuerdo, entonces no hay pacto —me contestaron sabiendo que ellos recomendaban cerrar los pleitos extraprocesalmente.


      —Lo único que aceptaremos es una culpa civil in vigilando y la responsabilidad civil derivada de la misma. Nunca asumiremos una culpa penal que no tenemos.


      —¿Pero estás dispuesto a pagarles? —me preguntaron.


      —No —contesté tajante—. En primer lugar porque no tengo dinero para hacerlo y en segundo porque los que me deberían pagar son ellos, ya que han entrado en mi despacho usando una denuncia realizada en nombre de Alicia Sánchez-Camacho.


      —¿Y entonces?


      —Método 3 tiene firmada una póliza de responsabilidad civil. Que demanden al seguro —les contesté.


      Pero el mensaje del partido era sencillo. Querían dinero y en metálico. Tras múltiples tiras y aflojas y un «voy a montar una rueda de prensa y explicar toda la verdad», nos volvimos a sentar en la mesa de negociaciones.


      —Les han entrado las prisas y quieren firmarlo hoy mismo —me comentaron nuestros letrados.


      —No entiendo el cambio de postura —dije—. Han pasado de las amenazas a querer pactar. Algo ha ocurrido y no nos hemos enterado.


      


      


      
El levantamiento del secreto de sumario


      


      La misma mañana de la oferta recibí un mensaje de texto en mi móvil. Era de un exalto cargo del Ministerio del Interior, que me escribía para reunirse conmigo. Nos citamos en un céntrico bar de Barcelona. Era curioso que, tras cuatro meses desde mi detención, mi vida se había convertido, ahora sí, en una película de espías.


      —Te vas a poner de moda otra vez —me comentó.


      —¿Por qué?


      —Esta semana se levanta el secreto de sumario —me informó.


      —¿Pero sobre qué aspectos se va a centrar la investigación policial? —le pregunté.


      —¿Qué diferencia hay?


      —Si el informe policial se centra en el tema de Alicia Sánchez-Camacho no tengo nada que temer —acoté.


      —En el Partido Popular están muy nerviosos —me advirtió mi interlocutor.


      Ahora entendía el cambio de postura de los abogados de Sánchez-Camacho y las prisas por firmar un pacto. Se iba a levantar el secreto de sumario y la dirigente popular temía la aparición de declaraciones que la vinculasen como la contratante de la grabación a través de un intermediario en la comida de La Camarga y, por eso, quería un documento que le permitiese aparecer en público como víctima y no como lo que era, verdugo de Método 3. Enviamos una contraoferta a sus abogados en la que únicamente aceptábamos una culpa in vigilando y añadimos el siguiente párrafo: «Que mediante el presente documento transaccional, y en este acto, D.ª Alicia Sánchez-Camacho Pérez concede el más amplio perdón tanto civil como penal y reconoce que la mercantil Méto- do 3, S.A., así como el personal, apoderados y administradores de la misma no han cometido ningún tipo de ilícito civil o penal en la grabación realizada en La Camarga, circunscribiendo la responsabilidad de Método 3, S.A. a una culpa civil in vigilando del informe sobre la grabación».


      


      


      
El no pacto


      


      Habían pasado únicamente unas horas desde que había recibido la citada oferta en firme y solo dos semanas desde las amenazas iniciales. Pero el miedo me acogotaba. Me enfrentaba a un aparato policial controlado desde un partido político.


      Si habían podido crear desde la nada un proceso penal en mi contra, denunciarme, detenerme con la asistencia de más de quince policías, mantenerme tres días en un calabozo, pergeñar una investigación policial durante meses y filtrar a los medios de comunicación información falsa, no quería ni imaginar lo que podrían llegar a hacer tras lanzarles el órdago de negarme a pactar con ellos salvo con la verdad. Ya había cerrado mi empresa y me mantenía alejado del mundo de la investigación privada de manera cautelar, pero no imaginaba hasta dónde podían llegar.


      A las 23.39 horas de ese 17 de junio recibí un mensaje del abogado que hacía de interlocutor con la defensa de Alicia Sánchez-Camacho: «Me acabo de mensajear con los abogados del PP y los he visto distantes y pesimistas».


      Esa noche no pude dormir. Me desvelaba la idea del levantamiento del secreto de sumario y si, en realidad, mi órdago en la negociación impedía la firma del contrato. Como un boomerang, la duda inicial volvía una y otra vez a mi cabeza: ¿debía plegarme a los intereses de Alicia Sánchez-Camacho y mentir asumiendo una culpa que yo no tenía?


      A primera hora de la mañana siguiente recibí un correo electrónico de mis abogados indicando que «las modificaciones no han sido bien acogidas». Pero ese día, por primera vez en muchos meses, no había ninguna referencia a Método 3 en los medios de comunicación. Lo que me indicaba que, quizás, de verdad, querían llegar a un acuerdo y me eliminaban la presión de los medios.


      Entonces entendí que este libro era lo más importante. En días previos le había dicho a la editora que, posiblemente, debía obviar la información sobre Alicia Sánchez-Camacho, porque quería llegar a un acuerdo. Pero las advertencias del Partido Popular de Cataluña, a través de sus letrados durante la negociación, me hicieron cambiar de opinión. ¿Qué política nos dirigía que, por mantener su poltrona pública, era capaz de hacer detener a cuatro personas y forzarlas a volcar en un contrato información falsa para mantener su puesto de trabajo? ¿Qué poder omnímodo les hemos dado a nuestros dirigentes que pueden usar los resortes estatales en contra de los ciudadanos? Si era capaz de mentir en un documento cuyo fin último era enseñarlo a los medios de comunicación para salvar su culo político, ¿qué no sería capaz de hacer con los recursos de todos los ciudadanos?


      Aun así decidí —por motivos puramente éticos y legales—1 no desvelar el contenido de la conversación entre Alicia Sánchez-Camacho y su interlocutora, la exnovia de Jordi Pujol Ferrusola, Victoria Álvarez. Sin embargo, lo fundamental no fue lo que se dijo, sino cómo se hizo y qué provocó. Sobre ello no firmé ninguna cláusula de confidencialidad; pero es que, además, aquella conversación se grabó por orden de la política popular y, por ende, en tanto que nuestra clienta, debía respetarla no desvelando el contenido de esa charla «entre amigas», dejando que fuesen los lectores quienes valorasen si lo que allí pudo decirse era, o no, fundamental. Para mí, sin embargo, lo importante era comprobar cómo un político podía destrozar la vida de un ciudadano español sin inmutarse.


      


      


      
Y finalmente, el pacto


      


      Al día siguiente, 18 de junio, recibí la llamada de nuestros abogados a las 11.35 horas. Acababan de hablar con los letrados del Partido Popular de Cataluña, detalle que era importante por cuanto yo sabía que el Partido Popular nacional jamás actuaría tal y como lo había hecho Alicia Sánchez-Camacho. Estaba seguro de que en Génova ya no apoyaban a su líder territorial.


      —El problema está en que necesitan que nos allanemos en la demanda para quedar bien públicamente.


      El concepto jurídico «allanarse» suponía mi declaración expresa de no formular oposición a la demanda y de conformarme con la pretensión planteada por Sánchez-Camacho, de ahí que se dictase una sentencia estimatoria a sus pretensiones. Sin embargo, debía mantenerme firme y buscar una fórmula jurídica que me permitiese conformar un híbrido entre lo que la dirigente popular necesitaba para no arruinar aún más su puesto político y la defensa de los derechos de Método 3.


      Por eso redacté una cláusula en la que, jugando con los conceptos jurídicos y sin asumir mentira alguna, le facilitaba su deseado victimismo al formular el perdón del ofendido en sede penal, lo que me haría dejar de estar imputado por algo que nunca habíamos hecho. Minutos más tarde lo envié a nuestros abogados, e informé al intermediario, con una afirmación tajante: «Que no pidan más. Es mi última oferta».


      El párrafo decía así:


      


      Primero. Método 3, S.A. en liquidación se allana a la demanda, y en consecuencia, reconoce:


      
        	Que dos exempleados de la empresa difundieron la grabación de la conversación y por este motivo Método 3, S.A. en liquidación ha iniciado un proceso penal contra los mismos en el Juzgado de Instrucción número 32 de Barcelona (Diligencias Previas 2451/13) en el que se ha solicitado, expresamente, el ofrecimiento de acciones a Alicia Sánchez-Camacho.


        	Que como consecuencia de la grabación y posterior difusión de la misma se ha causado daño a la Sra. Sánchez-Camacho Pérez.


        	Que Método 3, S.A. en liquidación asume una culpa in vigilando del informe de Alicia Sánchez-Camacho.

      


      


      Pocos minutos después recibí un correo electrónico de nuestros letrados: «Nos parece bien. Se lo pasamos al abogado» [del Partido Popular]. Seguíamos manteniendo nuestra oferta y solo aceptábamos una culpa en la vigilancia del informe, pero ninguna en la grabación ni en la divulgación y la supuesta indemnización. Aún me seguía sorprendiendo que Alicia Sánchez-Camacho quisiese dinero, que le debía pagar una compañía de seguros. A cambio, eliminaba el proceso penal en nuestra contra. Por tanto, nadie ganaba pero, sobre todo, nosotros no perdíamos.


      Durante la mañana del día 18 los acontecimientos transaccionales concluyeron, llegando a realizarse siete versiones del mismo documento con pequeñas modificaciones, cuyo fin último era que Alicia Sánchez-Camacho cobrara de las aseguradoras un dinero y que, a cambio, nos otorgara el perdón del ofendido penal, extinguiéndose así cualquier tipo de responsabilidad criminal de Método 3. La última disquisición legal fue sobre el término «dos exempleados grabaron». Aceptamos incluirlo siempre y cuando no se hiciese referencia al aserto «ilegal». Era obvio que habíamos grabado la conversación, porque lo hicimos, pero legalmente, y al final se aceptó.


      —Parece que firman —me dijeron nuestros abogados por telefóno.


      —Pero tiene que ser hoy, 18 de junio de 2013, sea a la hora que sea.


      —¿Por qué?


      —Porque entre hoy y mañana se levanta el secreto de sumario y en cuanto la prensa, a la que hasta ahora han azuzado desde el Partido Popular, se lance contra mí, ya no habrá pacto posible y lucharé con la verdad sobre nuestra inocencia.


      —Hablo con ellos y te digo algo.


      Ese mediodía me fui solo a tomar un refresco a una terraza de un restaurante barcelonés y la camarera, con la inteligencia del pueblo que da la calle, me reconoció y me dijo, al verme meditabundo:


      —Es una vergüenza leer cada día la prensa.


      —¿Perdone? —le pregunté asombrado.


      —Cada día leo cómo roban los políticos y a usted se lo han llevado por delante solo por investigar sus trapos sucios y saber demasiado.


      —Gracias.


      —Espero que todo le vaya bien y algún día pueda seguir limpiando de porquería la política de este país.


      Los chantajes nunca se deben aceptar. Es preferible soportar la presión temporal del objeto del chantaje que asumir un secreto de por vida. Esta máxima me había perseguido siempre.


      En cierta ocasión, a un empresario lo chantajearon con unas fotografías suyas en la cama con una mujer que no era la suya. Cuando vino a consultarme estaba dispuesto a pagar, pero yo le recomendé «afrontar» con su mujer «el desliz» explicándoselo todo y, luego, «demostrar» el chantaje al que había sido sometido. Hoy, él sigue felizmente casado y el chantajista fue condenado a tres años de prisión; si hubiese pagado en su momento, no tendría familia y seguiría haciéndolo para que dichas imágenes no saliesen nunca a la luz.


      A nosotros nos pasó algo similar. Dos empleados me chantajearon y, al encontrar mi negativa como respuesta, «vendieron» información (poca, parcial y falseada) a un empresario al que habíamos investigado. Este, a su vez, filtró esa información a algunos políticos que la usaron para fines inconfesables.


      —¿Y no hubiese sido mejor pagar? —me preguntó un cliente.


      —Nunca.


      —Te habrías ahorrado todos estos meses de sufrimiento, acoso policial y presión política.


      —Jamás se debe pagar.


      —¿Por qué?


      —El chantaje seguiría vigente de por vida, pagaría muchas veces, tantas como el chantajista necesitase dinero. Y no podría dormir.


      —¿Y ahora puedes?


      —Más o menos, pero esto pasará. Y además el chantaje ya no me lo pueden hacer.


      


      


      Muchas han sido las historias y las teorías conspirativas que han rodeado nuestro «caso de los espías», pero ni éramos una sucursal del CNI, ni el CNI catalán nos había contratado, ni tampoco el Gobierno español. Éramos unos empresarios prestigiosos que cayeron en manos de cuatro políticos que, asustadizos, crearon un caso judicial, lo mediatizaron y esperaron a ver nuestra caída. Y mi idea inicial sigue vigente: no aceptar un chantaje jamás, y por eso también escribí este libro.


      A las doce de la noche del 19 de junio se reunía Alicia Sánchez-Camacho con sus abogados y nosotros con los nuestros para firmar los documentos transaccionales que acabarían con la mayor de mis pesadillas. El conocido mediáticamente como «caso Método 3», «caso de los espías» o «espías.cat», que había empezado con una solicitud por parte de los periodistas estrellas de El Mundo para que confirmase si habíamos formado parte en una investigación que afectaba a la familia Pujol, se había convertido en el principio del fin de la mayor agencia de detectives de la historia de España. Lo que en un principio nos pareció un hecho sin demasiada trascendencia, no lo fue.





Capítulo I

      

      ASÍ COMENZÓ TODO


      


      


      


      


      
Redacción del diario ABC


      


      Madrid, 9 de noviembre de 2012


      


      —¡Tenemos una bomba!


      Cruz Morcillo, la redactora de sucesos «de libreta y paraguas», entró como un vendaval en la redacción del diario ABC. La periodista y su compañero, Pablo Muñoz, quizás los mejores redactores de sucesos de la prensa española, tenían la portada política del día siguiente. Venía de la calle, el territorio natural de los grandes reporteros de sucesos, con los papeles de la UDEF que implicaban a Convergència i Unió en el cobro de comisiones ilegales.


      La mañana del lunes 12 de noviembre de 2012 fue muy movida en todas las redacciones de los diarios españoles. ABC, adelantándose al resto de medios, apareció con la reproducción de un informe policial sobre el caso Palau,2 responsabilizando directamente al partido Convergència Democrática de Cataluña, en plena campaña electoral, de ser el beneficiario directo de las comisiones irregulares del 2,5 por ciento por las adjudicaciones de las obras que se realizaban en la comunidad autónoma de Cataluña.


      La portada, gráficamente perfecta, reproducía unos informes de la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal bajo el siguiente titular: «El 2,5 por ciento para Convergència». Las firmas de Pablo Muñoz y Cruz Morcillo indicaban a cualquiera relacionado con el mundo de la investigación periodística que los informes se habían filtrado desde el Cuerpo Nacional de Policía. Eran los que había recibido el juez instructor del caso Palau, que sirvieron de base para que, en un auto judicial, el magistrado Josep María Pijuan señalase que CiU había recibido casi 6 millones de euros de la Fundación Orfeón Catalán-Palau de la Música entre 2002 y 2008, por medio de varias vías, entre las que se encontraba la Fundación Trias Fargas, vinculada al partido político.


      El origen del dinero se relacionaba judicialmente con el pago de comisiones por obras públicas adjudicadas, principalmente a Ferrovial. No obstante, un informe que habíamos realizado en nuestra agencia de detectives años atrás apuntaba a la implicación de «todo Barcelona» en la financiación del partido catalán.


      


      


      
Redacción del diario El Mundo


      


      Madrid, 12 de noviembre de 2012


      


      La misma mañana del scoop de ABC, el perspicaz director Pedro J. Ramírez, acostumbrado a publicar las mayores exclusivas sobre corrupción en España, llamó a su despacho a Eduardo Inda y Esteban Urreiztieta, sus periodistas estrellas de investigación, para que empezasen a localizar a «todos sus contactos». No quería que nadie más se les volviese a adelantar.


      —Tranquilo, Eduardo, dame unos días y tendrás la exclusiva del año —le dijo una de sus fuentes al redactor.


      El 16 de noviembre, apoyándose en otro informe de la UDEF, El Mundo titulaba: «La policía vincula cuentas en Suiza de Pujol y Mas con la corrupción de CiU». De quién consiguió el diario aquellos papeles sigue siendo, aún hoy, un misterio. El único por resolver de la trama que me llevó a convertirme en el «espía de España».





Capítulo II

      

      ALICIA SÁNCHEZ-CAMACHO


      


      


      


      


      —Álex, por favor, ve al restaurante La Camarga y pide que te enseñen el salón donde mañana comerá Alicia Sánchez-Camacho —le pidió Elisenda Villena, directora de operaciones de la oficina barcelonesa de Método 3, al encargado del departamento audiovisual.


      —¿Qué tengo que hacer?


      —Solo mirar donde se puede ocultar una grabadora. Mañana ella come con una tía y quiere grabarla. Di que eres su secretario personal y que te dejen ver el lugar.


      


      


      
Restaurante La Camarga, calle Aribau 117, Barcelona


      


      7 de julio de 2010, 14.00 horas


      


      Victoria Álvarez se quitó el casco, se arregló el pelo en el espejo retrovisor de su motocicleta y entró, casi a la carrera, en el restaurante, sin darse cuenta de que en el exterior había una pareja de detectives privados grabando unos movimientos que ella creía gráciles y el vídeo, más tarde, reflejó como torpes; contoneos sobre unos tacones propios de quien pretende tener una condición social que no es la suya. Dos años colgada del brazo de Jordi Pujol Ferrusola recorriendo el mundo de lo que ella definía como «blanqueadores de capital» y «socios con intenciones asesinas» le habían aportado esa seguridad impostada de las clases sociales elevadas de la burguesa Barcelona. Vestía un top de raso en colores azulones, atado en la nuca, y unas gafas de sol que ocultaban las noches de insomnio.


      Poco después llegó Alicia Sánchez-Camacho. Descendió del coche oficial y dejó, tras de sí, una pareja de mossos d’esquadra que la protegían. Los detectives, que seguían sus propias órdenes, dejaron de grabar. Con sus labios artificiales y el pelo aclarado en alguna de las mejores peluquerías de la zona alta de la Ciudad Condal, su cuerpo menudo aparecía apretado bajo un top negro, cubierto por una chaqueta del mismo color, adecuado para una noche festiva más que para una «comida de trabajo», demostrando que su crianza había transcurrido en alguna de las provincias catalanas. Se apartó el flequillo, se quitó las gafas de sol y se recolocó el caro bolso que seguramente acababa de comprarse en una tienda de moda. Estaba tranquila, cumplía órdenes —según confesó su ya amiga Victoria Álvarez años después— de Jorge Moragas. Se iba a reunir por segunda vez con «aquella chica» que sabía tanto de los Pujol. Esa vez, como tantas otras, había acudido a un amigo vinculado al PSC encargado de «coordinarlo todo» para que la comida se pudiese grabar.


      —Tienes una nota de una llamada urgente encima de tu mesa —le dijeron a Elisenda nada más entrar en la oficina de Método 3 el 7 de julio de 2010.


      Quien llamaba era un amigo personal suyo. A las 12.48, Elisenda telefoneó al cliente —un político socialista cuyo nombre, por respeto a su abogado y su entorno, no revelaré—, quien durante 4 minutos y 28 segundos le informó sobre sobre un favor personal que necesitaba que Método 3 le realizase. En cuanto colgó, Elisenda se puso en marcha:


      —Álex, necesito que ocultes un micrófono para grabar una comida de trabajo en un restaurante. Algo que no llame la atención —pidió Elisenda.


      —Podemos poner una grabadora en un centro de flores —contestó el técnico.


      —Me parece bien.


      A partir de ahí se puso en marcha una investigación anodina y normal.


      Días antes, el 26 de mayo de 2010, un cliente habitual de Método 3 nos había contratado para realizar una investigación y Elisenda Villena, encargada de su cuenta, le había enviado un correo electrónico informándole de los resultados de la investigación. El 6 de julio de ese mismo año el cliente la llamó nuevamente.


      —Necesito que le dejes una grabadora a una persona —le dijo.


      Una amiga suya precisaba tener constancia de lo que se decía en una comida de trabajo. Nuestra detective le propuso una grabadora de alta calidad con un micrófono que su amiga podía llevar en el interior de un bolso.


      —Es que no se atreve a llevarlo ella —dejó en el aire el socialista catalán.


      —Explícame un poco de qué va y veremos qué podemos hacer.


      —Alicia Sánchez-Camacho se verá el miércoles —refiriéndose al día siguiente— en La Camarga con una chica que le ha pedido una reunión a través de Jorge Moragas y quiere grabar el encuentro. Pero prefiere no llevar una grabadora encima —le explicó a Elisenda.


      Sánchez-Camacho era amiga de nuestro cliente desde hacía años y, sobre todo, les unía la necesidad de derrocar a Convergència i Unió, que conquistaba al electorado catalán. «Entraron en contacto» cuando, en el año 2008, Hacienda recibió del Gobierno alemán un DVD con datos sobre poseedores de cuentas en el LGT Bank de Liechtenstein en el que, entre otros titulares, aparecía Arturo Mas Barnet. «Nadie se dio cuenta de quién era hasta que él vio el nombre», me confirmó un político del PSC. Entonces «llamó a Alicia para informarle de sus hallazgos» y «desde entonces el enemigo común les une».


      El PP catalán siempre ha sido y se ha sentido el hermano pequeño en la sociedad catalana. Tal y como señala el expresidente del Gobierno José María Aznar en sus memorias, cuando Jorge Fernández Díaz era el cabeza de cartel en las elecciones a la antigua Alianza Popular, en el acto de cierre de la campaña popular «prácticamente no había nadie». Manuel Fraga anuló el mitin despidiéndose de los «tres señores que fueron a escucharlo».


      En este contexto debíamos entender la petición de ayuda del Partido Popular al de los socialistas, mucho más afianzado en un territorio donde el voto federalista y el nacionalista condicionaban la vida de los partidos nacionales. Además, Alicia Sánchez-Camacho había decidido alejarse de la idea de ser «un partido cautivo de los nacionalistas». Aznar, tras ganar las elecciones de 1996, quería un partido cuya sede en Cataluña tuviese «capacidad de maniobra y de decisión, y que no fuera un mero satélite de CiU» como había sido al calor de Jorge Fernández Díaz. Y, por eso, en aquellos años promovió a Alejo Vidal Quadras superando «reticencias y resistencias» del actual ministro del Interior.


      Sánchez-Camacho era presidenta del PP catalán desde julio de 2008, impuesta por Mariano Rajoy como candidata de consenso en un cónclave catalán en el que Jorge Fernández Díaz fue recibido con una importante pitada. Sánchez-Camacho se enfrentaba con la diputada autonómica Montserrat Nebrera, que con casi la mitad de los apoyos de los compromisarios consiguió aglutinar a militantes de diversas corrientes, unidos por la reivindicación de libertad y de democracia interna, y opuesta a la idea de un partido controlado «por los de siempre».


      En ese espacio de regeneración e independencia de CiU fue donde Sánchez-Camacho encontró en nuestro cliente a su verdadero «hermano mayor». La líder catalana era una total desconocida en el partido nacional cuando, en mayo de 2008, fue elegida por el presidente como miembro de la Comisión Redactora de la ponencia política del XVI Congreso Nacional del PP y «se creció de tal forma» que, a partir de ese momento, «tomó decisiones propias».


      Tampoco se sentía fuerte en su propio partido y aquel «encuentro» con nuestro cliente, su Pigmalión, no se conoció en su partido ni, tampoco, institucionalmente en el PSC. No fue ni una guerra entre partidos ni mucho menos un espionaje político, sino una ayuda desinteresada de nuestro cliente, socialista catalán inteligente y lector incansable, a una íntima amiga. Fue un error cuando ella transmitió el informe a sus compañeros de partido. Tarde o temprano las cloacas del Estado lo iban a utilizar y, quizás, cuando ocurrió dos años después, la gran amistad se había tornado una mera convivencia en la misma ciudad, extraña para Sánchez-Camacho y por explotar, para nuestro cliente.


      La reunión con la exnovia de Jordi Pujol Ferrusola, María Victoria Álvarez, fue promovida, como ya hemos dicho, por Jorge Moragas, que la conoció cuando esta militaba en las Nuevas Generaciones del partido.


      Álvarez, que se sintió traicionada por Jordi Pujol porque no la complació en lo material durante su relación, empezó a «contar a todo aquel que la quería escuchar» su relación con el primogénito del expresident de la Generalitat y contactó con Moragas, quien montó una reunión con Sánchez-Camacho. La presidenta del PPC, antes de la comida grabada, citó a Álvarez en su despacho de la sede del partido, en la calle de Urgell, y cuando esta empezó a contar lo que sabía, la dirigente popular pospuso la reunión a «una comida tranquila». La realidad era otra. El «relato desgarrador» de la informante era tan brutal que la política quería grabar la conversación.


      La dirigente popular buscó en nuestro cliente a un aliado con el que compartir secretos sobre los Pujol y juntos diseñaron la comida en la que ella debía ganarse la confianza de la amiga de los Pujol y «obtener toda la información posible sobre los negocios de los hijos del expresident». Alguien debió de aconsejar a su íntima amiga Sánchez-Camacho, como me indicó meses después un abogado del dirigente socialista, cómo llevar a cabo la reunión, y siguiendo cualquier manual de psicología aplicada, le dijo que debía «ganarse su confianza» haciéndola partícipe de su propia vida. En la comida, según la describen Eduardo Inda y Estaban Urreiztieta, «la presidenta del PP de Cataluña interroga a su interlocutora durante más de dos horas». Todos aquellos que, a diferencia de mí, han escuchado la grabación, señalan que se trata de una entrevista guionizada cuyo contenido, por motivos contractuales, no desvelaré jamás.


      Nuestro cliente, hablando por boca de Sánchez-Camacho, hizo de «mero intermediario» y solicitó, además, a la directiva de Método 3 que hiciese fotos de María Victoria Álvarez pero «no de Alicia Sánchez-Camacho». Era obvio, además, que nosotros siempre creímos en la versión de nuestro cliente y las pruebas corroboraban nuestra versión. Pero si él conoció esos secretos de su amiga y traicionó a la dirigente popular, cosa poco probable, nunca lo supimos.


      «Supimos —señalaron los empleados de Método 3— con anterioridad la hora y el lugar de la comida» por boca de nuestro cliente, que lógicamente fue informado, a su vez, por Sánchez-Camacho. Elisenda Villena ordenó la instalación de una grabadora en un centro de flores y los detectives de Método 3 se presentaron en el restaurante La Camarga minutos antes de la reunión. Pidieron que les acompañasen a la mesa que Sánchez-Camacho había reservado y allí dejaron el centro de flores que grabó las dos horas y pico de conversación, según declararon judicialmente los empleados de Método 3. A las 17.26 horas Elisenda informó telefónicamente al intermediario del resultado:


      —Todo ha ido perfecto.


      —Me alegro. Cuando puedas hazme un resumen y dame la copia que se la haré llegar a Alicia.


      —De acuerdo.


      —¿Ha habido algún problema?


      —Ninguno.


      Es obvio que cualquiera —y más a un político— al que se le diga que una persona, en calidad de secretario personal inexistente, ha estado comprobando el reservado de un restaurante antes de una reunión confidencial, pondría el grito en el cielo. Pero la dirigente popular, simplemente, agradeció al dueño del restaurante que hubiese dejado entrar a su supuesto secretario.


      Los rumores de que existía una grabación de Alicia Sánchez-Camacho se conocen en la policía de Barcelona, según uno de sus exjefes superiores, desde diciembre de 2011 por medio del propio Partido Popular. Sánchez-Camacho nunca denunció su existencia. Tampoco se dirigió a los juzgados cuando El Mundo la llamó en diciembre de 2012 para decirle que había escuchado la grabación. Solo cuando temió que se conociese el contenido completo de la misma, impulsada por el Partido Popular procedió a hacer la denuncia.


      —Era un secreto a voces —me dijo el jefe policial.


      Pero si encima se buscaban aliados en el partido político contrario, por mucho que se tratara de un enemigo común, el secreto se deslizaba como un líquido en los vasos comunicantes. Y si se refería a Alicia Sánchez-Camacho, nadie dudaba en los cenáculos del poder de que la información se sabría, ya que al parecer ella es una incontinente verbal. Gran conocedora de su falta de prudencia y su incapacidad para mantener la boca callada, en cuanto la contactaron de El Mundo supo que «estaba perdida». La simbiosis entre ella y Jorge Fernández Díaz, así como su incapacidad para mantener un secreto, se describía en la designación de los ministrables tras ganar las elecciones de 2011. El mismo día 12 de diciembre en el que Rajoy iba a comunicar a la Junta Directiva del PP los nombres de los elegidos, el diario ABC publicó en portada la fotografía de Fernández Díaz señalándolo como presidente del Congreso. Su presunto nombramiento se había convertido en un secreto a voces desde que Sánchez-Camacho lo dijera en un corrillo de periodistas durante la recepción del Día de la Constitución, el 6 de diciembre.


      


      


      
Victoria Álvarez


      


      Tras plantar varias veces a los periodistas de El Mundo, Esteban Urreiztieta y Eduardo Inda, Victoria Álvarez, ya amiga de Alicia Sánchez-Camacho, se reunió a cenar con ellos en Madrid en febrero de 2013.


      —Necesitamos tu consentimiento escrito para publicar la reunión que tuviste con Alicia Sánchez-Camacho.


      —¿Mi consentimiento? —preguntó la amiga de Pujol.


      —Sí. Método 3 no nos lo facilita y necesitamos que tú o Alicia nos firméis un documento por el cual nos autorizas a publicar la reunión.


      —Déjame hablarlo con mi abogado —dijo Victoria sabiendo que jamás lo iba a hacer. En cuanto salió del restaurante, hizo dos llamadas.


      Los periodistas le pidieron el «consentimiento escrito» para poder revelar el contenido de la conversación, a lo que verbalmente se comprometió.


      —Pero ¿te dijo que te firmaba el consentimiento? —le pregunté a Esteban Urreiztieta.


      —Sí, fue su abogado el que la debió de hacer cambiar de opinión. Y, por eso, no publicamos el contenido íntegro de la conversación durante la comida.


      —Contextualizamos la historia, pero no informamos sobre el contenido para evitar demandas —aclaró Inda.


      —Pero luego Victoria Álvarez ha ido diciendo que vosotros la forzasteis a firmar un documento.


      —Tú sabes que no es así, Paco. Es su propia justificación frente a Sánchez-Camacho —contestaron, casi al unísono, ambos periodistas.


      —¿Y cuándo vas a decir que Alicia es la que contrató la grabación, así como el nombre del intermediario? —me preguntó Urreiztieta que quería el titular para su medio.


      —Ya lo dije cuando me detuvieron. Contesté a los fiscales «que el entorno de Sánchez-Camacho nos contrató» y mi cliente es el entorno de Sánchez-Camacho —les contesté.


      —Pero ¿y por qué no dijiste su nombre? —insistió Inda—. Te hubieses ahorrado todo este periplo.


      —Porque para ello tengo que hablar sobre un cliente. A los fiscales, cuando me preguntaron sobre la persona del entorno de Sánchez-Camacho, les dije que me acogía a mi secreto a no declarar. Y estoy esperando que mi cliente dé el paso solo. Sé que es buen tío y no arruinará, aún más, la vida de tantas personas —contesté sin creerme del todo mis propias palabras.


      —¿Te fías?


      —No, la verdad es que no. Pero una íntima amiga suya, senadora, y su propio abogado me han pedido «tranquilidad» y que confíe en él. Y eso hago.


      —Tienes que decir la verdad —me comentó Esteban.


      —Cuando la diga te enterarás —finalicé la conversación.


      Cuando, días después, Álvarez llegó a decir a otra periodista que El Mundo «la quería forzar a firmar el documento», lo que en realidad pasó es que, tanto Alicia en su momento como Victoria en la actualidad, conocían la existencia de la grabación. Álvarez, incluso, comentó el contenido de la misma con los periodistas del mencionado periódico. Ambas sabían, además, que el diario la iba a publicar pero solo cuando la política popular tuvo que dar explicaciones a los dirigentes del partido en Cataluña «forzó la denuncia» contra Método 3. Tenía que ocultar cualquier atisbo de inquina hacia los dirigentes convergentes.


      


      


      
Los ingresos de Alicia Sánchez-Camacho


      


      La dirigente popular acostumbraba a gastar en ropa y complementos más que muchos de nosotros. Y es que, según la contabilidad oficial del partido, cobraba sobresueldos del Partido Popular. En 2011, recibió 113.633,28 euros del partido, que junto a su sueldo de senadora la llevaron a percibir casi 200.000 euros.3 Además, el partido le pagó 18.036,62 euros como «gastos de representación». Era obvio que la lideresa catalana los necesitaba. Revisé sus fotografías y comprobé que, a diario, cambiaba íntegramente su vestimenta, pasando del negro al blanco, luego por los grises, de forma que su vestidor debía de medir como la totalidad de muchas viviendas. Su afición a la ropa y a los complementos era conocida, incluso su intento de emular a la modelo Martina Klein con vestidos de Ángel Schlesser de más de 700 euros.


      En plena campaña electoral de 2011 pudo gastar parte de esos 18.036,62 euros dejándose ver en el centro de Barcelona, acompañada por su guardaespaldas, comprando chaquetas, casacas y otras prendas «sin llamar la atención» del resto de clientes.


      —Es que tiene una agenda muy diversa y necesita cambiar mucho de atuendo.


      —Como el resto de las políticas —comenté a mi confidente del Partido Popular catalán.


      —No es lo mismo ir a una fiesta mayor, que a una reunión empresarial o al Senado, y eso Alicia lo tiene muy claro. Por eso cambia su atuendo tantas veces, incluso en un mismo día.


      La propia dirigente justificó sus sobresueldos señalando que tenía «más responsabilidad, más faena, y el trabajo se paga». La popular consideraba «apropiado» su sueldo de 200.000 euros.


      —Esos sobresueldos y gastos de representación se le abonan en nómina y se le hace la retención correspondiente —me aclaró mi fuente.


      —Solo faltaría —contesté.


      Lo que me quedaba claro era que lejos quedaban las penurias económicas de antaño de una dirigente aferrada a su cargo incluso a costa de denunciar de forma falsa y conseguir su ingreso en los calabozos policiales.


      —Alicia cobra, oficialmente, poco más de 80.000 euros según ha declarado en el Senado —me dijo mi amigo popular en ese mismo año 2011.


      —Algo más será —apunté, conociendo la declaración de bienes hecha por la popular que, incluso, cobraba sus asistencias a algunos programas televisivos.


      —En serio, la he escuchado personalmente decir que pierde dinero en política —me dijo literalmente mi amigo popular.


      —Eso lo dicen todos.


      —De verdad, incluso declaró en el foro político de Tribuna de Girona que tenía un sueldo privilegiado pero que cobraba dos o tres veces menos en política que cuando trabajaba en Gerona.


      —Pues no lo entiendo, porque en el año 2009 se endeudó hasta las cejas —le contesté.


      El problema económico de Alicia venía de 2009, cuando se compró un bonito piso en una de las zonas más caras y exclusivas de Barcelona con un crédito de casi 650.000 euros. Sin embargo, como hacía siempre, no medía sus actos y tuvo que pedir, posteriormente, dos créditos más para decorarlo y otros motivos personales. Su deuda bancaria declarada ascendió a la astronómica cifra de 766.000 euros.


      —Tío, haz la cuenta de la vieja —le dije a mi amigo popular.


      —Los ingresos que declaró oficialmente en el año 2010 ascendieron a 82.593,58 euros, que se convirtieron en su declaración de IRPF en 45.519,60 euros.


      —Correcto.


      —Tiene cuatro créditos concedidos: uno de La Caixa de 648.000 euros, otro con el BBVA de 26.000, un tercero de 37.000 con Barclays y un cuarto con el Banco Popular de 55.000 euros.


      —¿Y esas deudas cuánto le cuestan al mes? —me preguntó con sorna pretendiendo defender a su jefa de mis simples dudas—. He visto que en agosto del 2009 La Caixa le concedió un préstamo de 648.000 euros y a diciembre de 2010 sigue debiendo 644.300.


      —¿Me pretendes decir que ha declarado eso? —le pregunté indignado—. Los bancos desahuciando a la gente por impagos de hipoteca y ¿Alicia Sánchez-Camacho en dieciséis meses solo ha amortizado 3.700 euros? —grité calculando que eso suponía una cuota de 231,25 euros al mes.


      —Le deben de haber dado una carencia y durante meses no ha pagado la deuda hipotecaria. Si no es imposible, porque una cuota media del crédito de 650.000 euros supone aproximadamente 3.000 al mes.


      La declaración de bienes de la dirigente popular asumía deudas bancarias de 766.000 euros de las que, en quince meses,4 había pagado algo más de 30.000.


      —Alicia, entre los préstamos personales y los hipotecarios, tiene que pagar más de 4.000 euros al mes —le dije al dirigente del mismo partido político que la lideresa.


      —Pues con su sueldo puede —me contestó altivo.


      —No hagas trampa. Según esas mismas cifras pagó 2.000 euros al mes con un sueldo declarado de 45.000 netos —y esto se lo comenté en el año 2011, cuando aún no sabía que el sueldo de la dirigente popular ascendía, en realidad, a 200.000 euros.


      —Bueno, pues se equivocó en su declaración de bienes.


      —¡Y tanto que se equivocó! —exclamé—. Se olvidó incluso de declarar los bienes inmuebles a su nombre.


      Y es que mi interlocutor no sabía que con su verdadero sueldo, el que aglutinaba los pagos del partido y los pagos públicos, la líder amasaba ingresos de 200.000 euros con los que renovaba sin problemas su vestuario.


      


      


      
La grabación se hace pública


      


      Redacción de El Mundo


      Madrid, 10 de febrero de 2013


      


      —¿Qué haces en la redacción? —contesté al teléfono reconociendo el número de El Mundo en Madrid.


      —En parte es por tu culpa —me dijo Esteba Urreiztieta.


      El lunes 11 de febrero de 2013 El Mundo salió con este titular de portada: «El PSC mandó grabar a la novia de Pujol Jr. con Sánchez-Camacho», en un ataque soterrado contra el Partido Popular. El PP «conoce desde hace años buena parte de la corrupción del clan catalán, en general, y del primogénito, muy en particular». Días antes, Inda había tenido un acalorado debate con la representante de los populares en el programa El gato al agua de Intereconomía Televisión, en el que el periodista atacó a la popular afirmando que «los políticos son todas unas almas cándidas que los engañan siempre. Tenéis un problema los políticos. Insultáis la inteligencia de los ciudadanos. Nos tomáis el pelo sistemáticamente».


      El debate se centró rápidamente en acusar a la líder popular de conocer la corrupción nacionalista y no denunciarla; y el 15 de febrero, en el programa Al rojo vivo, se preguntaba: «¿Por qué Alicia Sánchez-Camacho no fue de inmediato a denunciar a la policía la acusación de corrupción?».


      


      


      Redacción de El Periódico de Cataluña


      Barcelona, 11 de febrero de 2013


      


      El viernes 8 de febrero Mayka Navarro había dejado cerrada la crónica y se había ido tranquila a su casa. Tenía la magnífica sensación del trabajo bien hecho. La corresponsal del diario catalán en Madrid disfrutó del fin de semana sin saber que el lunes se iba a solapar con la noticia de El Mundo.


      El lunes siguiente El Periódico de Cataluña salió a los quioscos titulando: «Una testigo denunció al PP las cuentas de los Pujol».


      —Paco, lo tenían todo pensado —me comentó un abogado que se había reunido con Carlos Rey, el abogado del Alicia Sánchez-Camacho.


      —Pues la pienso denunciar por acusación y denuncia falsa —le dije indignado con la dirigente popular por denunciarme diciendo que no era ella la que había pedido que se grabase la conversación.


      —Hasta eso tenían pensado. La denuncia la puso el Partido Popular, no Alicia Sánchez-Camacho.


      Todo estaba planeado políticamente: «obtener la información de Victoria Álvarez» en una «comida guionizada» y, ahora, buscaban quedar como víctimas de un supuesto espionaje. No les importaba si, con ello, mataban civilmente a tres ciudadanos españoles, tergiversando la realidad.


      El 13 de febrero de 2013, a las 13.30 horas, interpusieron en la Jefatura Provincial de la Policía de Barcelona una denuncia sin firmar.


      —Doña Alicia, encantado de conocerla —debió de decir el jefe superior.


      —El placer es mío, Agustín —debió de contestar la política.


      —¿Os conocéis? —debió de preguntar Sánchez-Camacho mi- rando al policía y a su acompañante. Y, sin esperar a la contestación, debió de presentarlos—. Agustín, Jordi Cornet. Él será quien presente la denuncia en nombre del Partido Popular de Cataluña.


      Se denunciaba a Método 3 y se anunciaba, con claro oportunismo político, que se había aconsejado a Victoria Álvarez denunciar los hechos de los Pujol ante la Fiscalía Anticorrupción. «Le dije incluso que podríamos tener una reunión con el fiscal anticorrupción pero no quiso denunciar, tenía mucho miedo. Yo usé todos los mecanismos para que denunciara esa información, pero nadie puede denunciar por terceros», afirmó la política a los medios.


      —¿Jordi Cornet? —me preguntó un senador socialista.


      —Sí, fue él quien puso la denuncia.


      Sacó un papel y me apuntó en una servilleta el nombre de diversos empresarios con negocios en el Consorcio de la Zona Franca, que guardo con cuidado.


      El colmo del cinismo fue cuando Alicia Sánchez-Camacho reclamó «todas las pruebas de la grabación para saber quién la encargó». Como la vi venir, el 15 de febrero me presenté voluntariamente en la Policía Nacional a las 21.00 horas y anuncié mi presencia en la misma puerta de entrada. Me acababan de realizar una cirugía odontológica y tenía la cara deformada por los puntos internos. Pero circulaban rumores que apuntaban a que me había hecho una cirugía estética e iba a abandonar el país rumbo a Latinoamérica. Me recibió el jefe del grupo policial y un comisario que, tras unos minutos de sorpresa, me dejaron declarar. Antes de entrar a la sala me despedí de mi mujer telefónicamente porque no sabía si me iban a detener.


      Declaré durante treinta minutos, relatando cómo dos extrabajadores, Antonio Tamarit y Julián Peribáñez, habían sido despedidos y nos habían chantajeado con filtrar datos de la empresa. Durante el interrogatorio, me negué a aclarar si Método 3 realizaba encargos para «algún partido político», acogiéndome a mis derechos. Además, advertí de que «hacía meses» que la documentación que guardaba mi agencia había sido «destruida físicamente» y «borrada de forma segura». También indiqué que «cualquier información que apareciese y se atribuyese a Método 3 debería ser considerada ilegal y falsa».


      El resultado de mi declaración es un documento de seis páginas poniéndome a disposición de la policía para declarar posteriormente si así se me requería. Intentaba evitar una detención y un escarnio público; quería que mi familia no sufriese «la pena de telediario» como luego ocurrió, por influencia del Ministerio del Interior del Gobierno de España.


      —Ya está —anuncié con alivio a mi mujer.


      —Te espero en casa, amor.


      Pero yo sabía que me iban a detener, y así fue.





Capítulo III

      

      EL ORIGEN DE LA FILTRACIÓN


      


      


      


      


      El 18 de febrero de 2013, detenido y encerrado en los calabozos policiales, solo me desesperaba una pregunta: ¿por qué? Tapado con una raída manta encima de un bloque de cemento, sin quitarme los zapatos durante tres días, intentaba matar las horas rumiando lo que estaría pasando en el exterior y, sobre todo, cómo lo iría soportando mi familia. Quería mantener la mente ocupada, pero esa sola pregunta entraba y salía sin respuesta.


      Días antes de mi detención, el financiero caído en desgracia, Javier de la Rosa, me había hecho una advertencia cuando me crucé con él en la avenida Diagonal de Barcelona.


      —Tienes a la policía cabreada.


      —¿Qué he hecho, según tú? —le pregunté, acostumbrado a la gente que se conduce como quien posee y maneja la información.


      —Tienes secuestrada la declaración de una tal Victoria.


      —¿Qué dices? —le contesté sin entender sus palabras; y me fui sin más.


      Y una vez en el calabozo policial, encerrado bajo tierra, empecé a entender aquel críptico mensaje. De la Rosa se refería al informe realizado, en el marco de la más absoluta legalidad, entre la exnovia de Jordi Pujol Ferrusola y la dirigente popular.


      


      


      
El informe de la UDEF sobre la familia Pujol


      


      El sábado 10 de noviembre de 2012, a las 16.00 horas, Javier de la Rosa se dirigió a un restaurante. Llevaba muchos años fuera de los círculos del poder catalanes y le venían a ver, antes de las elecciones catalanas, en nombre del «Gobierno de España». El financiero respiraba nervioso. Le habían llamado desde Madrid, a través del diputado catalán Javier Basso, exregidor y candidato a diputado del PP catalán, para que ayudase en una investigación «sobre la familia Pujol». Javier de la Rosa, que llevaba veinte años intentando demostrar las traiciones de los nacionalistas catalanes, creyó que había llegado su momento. Había adelgazado y volvía a vestir trajes de las mejores sastrerías de la Ciudad Condal. La reunión duró casi una hora, menos de lo que a él le hubiera gustado; pero creyó que, por fin, el CNI iba a «pagar su deuda de honor» por todo aquello que prometió enterrar «a cambio de su silencio».


      Ese sábado de noviembre, Javier Basso llegó al restaurante José Luis de la avenida Diagonal. No iba solo. Le acompañaba un hombre de unos sesenta años, encorvado, que tenía un tic que le hacía ladear la cabeza hacia atrás. Entraron dos minutos pasadas las cuatro de la tarde y, tal y como les había dicho su interlocutor, subieron a la planta superior, donde les esperaba, en la segunda mesa del final, pegado a la ventana que daba a la Diagonal, el empresario barcelonés Javier de la Rosa.


      —Javier, te presento a Manuel Villar —introdujo el candidato popular al empresario presentándole al supuesto abogado madrileño.


      —Encantado de conocerte —contestó el supuesto letrado de Madrid.


      —Me han pedido desde Génova que os presente —dijo el representante del Partido Popular que actuó de mero introductor y dejó al financiero con el letrado, que era en realidad un policía dependiente de la Brigada de Información del Cuerpo Nacional de Policía de Madrid.


      Villar, poco a poco, generó confianza en el empresario catalán y, al final, fue al grano.


      —Te pedimos, en nombre del Gobierno, que nos ayudes a desenmascarar a la familia Pujol.


      —¿Y en qué os puedo ayudar?


      —Cuando te detuvieron, injustamente, sabemos que tú le abriste a Jordi Pujol una cuenta en la Banca Lombard de Suiza —le dijo enseñándole unos papeles.


      —Sí, es cierto —confirmó De la Rosa.


      Sin embargo, también informó directamente a CiU de esta reunión a través de Luis Prenafeta.


      


      


      
El autor del informe de la UDEF


      


      Encerrado en los subsuelos de la comisaría de La Verneda, solo me desesperaba conocer los motivos de por qué estaba allí. Al final lo vi muy claro: la información que Victoria Álvarez le había dado a Alicia Sánchez-Camacho había acabado, de alguna forma, plasmada en el informe de la UDEF. El ministro del Interior no podía determinar la autoría de dicho informe y, según informó el Departamento de Asuntos Internos de la Policía, no se había podido establecer quién lo había realizado, pero todo indicaba que era un miembro de la UDEF. Por eso me propuse saber quién era el autor.


      El sábado 9 de marzo de 2013 hice una llamada:


      —Hola, ¿cómo estás? —pregunté.


      —¿Cómo estás tú? —me contestó Javier de la Rosa.


      —Bien, gracias. Me gustaría verte —le dije a mi interlocutor.


      —Cuando quieras nos vemos —me contestó el empresario catalán.


      —A las 18.00 horas en el bar que nos vimos la última vez.


      —Ahí estaré —me contestó Javier.


      Ese día tenía en casa a mi hijo, al que solo veo fines de semana alternos, y mi actual mujer me abroncó por «dejar tirado a tu hijo para ir a ver a ese». Obviamente mi hijo es lo principal, pero en esos momentos necesitaba saber quién narices había hundido mi vida. Con todo el revuelo mediático, me sentaba con De la Rosa para obtener información. Me contó que le había venido a ver «un diputado del PP de aquí» con otra persona «a la que me presentó y se marchó». El diputado popular era Javier Basso, secretario de Relaciones Institucionales del Partido Popular de Cataluña.


      De la Rosa, sin querer revelar el nombre del abogado madrileño, siguió con su discurso:


      —El abogado venía en nombre del CNI y me enseñó documentos que vinculaban a los Pujol con diversos asuntos. Me enseñaron informaciones muy comprometidas.


      —Ya —le corté.


      —Paco, no es momento de hablar sino de escuchar —me dijo Javier.


      —Tienes razón, perdona —acepté obligándole a hablar.


      Tras escuchar una diatriba tras otra, finalmente pude centrar la conversación, plagada de teorías conspirativas. Lo único que quería es que me dijese con quién se había reunido.


      —¿Cómo se llama este? —dije en referencia al abogado.


      —Te voy a dar el nombre, pero no lo utilices.


      —Bien —sentencié, sabiendo que estaba grabando la conversación.


      —Se llama… y no lo utilices ni en un momento de desesperación… Manuel Pérez Villar.


      —¿Un abogado que se llama Manuel Pérez Villar? —dije interrogando, sabiendo que no se trataba de un abogado famoso porque el nombre no me sonaba.


      —A lo mejor tiene otro nombre —dijo De la Rosa con la perspicacia de los años y de quien ha vivido mucho.


      —¡Coño, Pérez Villar! —exclamé imaginando quién podía ser.


      —Tiene un dolor de espalda permanente —me informó el empresario mientras yo me quedaba fuera de juego intentando analizar la información—. Monta a caballo y corre todos los días por la mañana —dijo facilitándome detalles para que pudiese saber el nombre real del supuesto abogado.


      —¿Qué más me puedes decir?


      —Tiene su despacho en Madrid, en Torre Picasso, y se le mueve la cabeza hacia atrás, esto es muy llamativo.


      La UDEF estaba realizando una investigación en toda regla.


      Pasé unos días encerrado investigando quién podía ser el supuesto abogado madrileño Manuel Pérez Villar que se había reunido, en nombre del Gobierno de España y de Alicia Sánchez-Camacho, con Javier de la Rosa. finalmente di con él. Lo tenía claro, pero necesitaba datos objetivos y no meras sospechas o medias verdades.


      En una reunión posterior le dije a De la Rosa:


      —Ya sé quién es.


      —¿Estás seguro? Está casado tres veces y usa una sociedad que se llama Stuart and McKenzie —me aclaró.


      —Es él, seguro. Se trata de un expolicía vinculado a los servicios de inteligencia. Yo lo conocí por medio de un exempleado de Método 3.


      —Se ha operado recientemente la espalda y actúa como un espía. La última vez que lo vi no quería venir a Barcelona porque decía que los mossos le espiaban, por eso quedamos en Zaragoza. Te estoy contando historias de espías, pero me la juego. Cuando fui a a Madrid me vino a buscar Villar al tren con un cochazo y me llevó a la sede policial de Canillas, donde me salió a recibir Vázquez —se refería a Manuel Vázquez, comisario jefe de la UDEF— con un gallego y me subieron a su coche particular para que nadie me tuviera que identificar en la puerta. Villar y Vázquez son íntimos amigos.


      —Sí, al que yo me refiero siempre ha trabajado como enlace entre la UDEF y las alcantarillas de la inteligencia policial —le aclaré.


      —Vamos a hablar claro. Manuel Pérez Villar echó pestes de ti y de tu madre. Os odia. Paco, te recomiendo que no hables. Te da más fuerza el silencio que el ataque. Yo que tú no hablaría ni con los fiscales. Que estén acojonados todos con tu silencio, porque al final te ofrecerán una salida.


      Mientras De la Rosa me decía esto, yo sabía que mi única fuerza era mantenerme en silencio y no amenazar, como había hecho el propio financiero, con «tirar de la manta». Mi negociado siempre había sido el silencio y en ello me debía mantener. La conversación derivó en diatribas sobre los medios de comunicación, Jorge Fernández Díaz, la financiación del PP en Cataluña y otros temas, por lo que tuve que volver al origen de la información.


      —El abogado, además, me dijo que habías ido a ver a tu contacto en la Generalitat para hablar mal de mí —me recriminó.


      —Javier… —fui a justificarme.


      —Es igual. A Alicia la llamaron a Madrid y a Victoria la llevó el mismo Villar. Cuando fui a la capital me acompañó el socio de Villar, otro abogado llamado Rafael Redondo Rodríguez. Un buen chico —aclaró—; el mismo letrado que acompañó a Victoria a Madrid.


      Sabía que De la Rosa mentía, al menos en parte. El que había hecho correr el rumor de que había visto correos electrónicos míos con El Mundo sobre los Pujol era él, y ahora pretendía atribuirlos a terceras personas. Nadie ha visto esos correos, pero mucha gente del entorno nacionalista intentó deslizar la idea de una conspiración desde el diario usando a Método 3.


      Sin embargo, Javier de la Rosa, creyéndose que ya formaba parte del mundo de la investigación y de la información porque tenía vínculos con la inteligencia española y con la catalana, se aventuró a determinar los motivos de nuestra detención y de nuestra muerte civil.


      —Esto tiene un doble foco —me dijo el financiero.


      —¿Cuál?


      —Poner ventilador por el tema de Bárcenas y desviar la información, y en Cataluña, además, quitarse de en medio a Victoria Álvarez —empezó a elucubrar para finalizar con un absurdo—: esto lo han hecho Jorge Fernández Díaz y los Pujol para desmontar a los de la UDEF. Y yo te avisé hace meses.


      —Ya, Javier, pero yo no creo en el mundo de los espías ni en las teorías de la conspiración. Soy muy pragmático y no hice caso a tus advertencias.


      —La única certeza es que Manuel Pérez Villar es José Manuel Villarejo. Un espía de la policía —le dije a De la Rosa.


      


      


      
Operación Goldfinger: Sean Connery


      


      Los datos que investigué me aseguraron casi al cien por cien que Manuel Pérez Villar era José Manuel Villarejo, expolicía, pseudodetective y espía que, según se decía, actuaba como correveidile del CNI a la UDEF y viceversa. Además, supe que De la Rosa había visitado el despacho de los abogados madrileños Díaz-Bastien y Truán acompañado por Villarejo. Al referirse a este despacho, me puso en alerta y recordé enseguida que, en el caso Goldfinger, un juez instructor de Marbella mantenía imputado al actor escocés Sean Connery y a tres de los abogados de Díaz-Bastien por «defraudar al fisco y ocultar los beneficios obtenidos por la promoción inmobiliaria Malibú».


      La Operación Goldfinger, bautizada con el nombre de una de las películas del agente 007 protagonizada por el actor escocés, consistió en la venta de la villa de Marbella que poseían Sean Connery y su esposa Michelle, también imputada, y la construcción de más de setenta apartamentos en su lugar. La Agencia Tributaria estimaba que los promotores habían obtenido un beneficio de 53 millones de euros y se investigaba si, al menos una parte de dichas plusvalías, se habían ocultado al fisco. El juez de instrucción de Marbella, en un auto firmado el 6 de octubre de 2011 y confirmado por la Audiencia de Málaga, decidió ampliar la investigación para aclarar si los imputados habían cometido un delito de estafa procesal relacionada con un juicio monitorio. Los letrados de Díaz-Bastien formularon primero un recurso de reforma y posteriormente de apelación ante la Audiencia al entender que el juez había procedido de oficio, sin que mediara una petición previa de la Fiscalía ni de ninguna otra acusación. También argumentaron que se había vulnerado el derecho al juez natural porque se había abierto una pieza separada para investigar estos hechos que no había sido objeto de reparto entre los demás magistrados. Y en su ayuda apareció Villarejo, que actuaba protegiendo a sus amigos y abogados a través de una sociedad de «comunicación de crisis» llamada Cenit Media.


      «Seguro que es Pepe Villarejo», me dije sabiendo este último aspecto de la información que me dio el financiero catalán. Manuel Pérez Villar, el supuesto abogado madrileño, era un miembro de la inteligencia española.


      


      


      
La UDEF y sus informes


      


      Victoria Álvarez declaró voluntariamente, como Javier de la Rosa, ante la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal. Según relató al grupo policial, Jordi Pujol Ferrusola contactó con ella tras la publicación del borrador policial en El Mundo e intentó sonsacarle si había sido una de las fuentes del informe policial, a lo que Victoria respondió preguntándole: «¿Y qué vas a hacer cuando te metan en la cárcel?».


      El informe de la UDEF era, por tanto, real y lo había realizado la policía. Se llevó a cabo en la propia UDEF y El Mundo debió de tener acceso al mismo antes de que entrase, oficialmente, en el sistema informático. Villarejo formó parte del operativo. Pero su impacto mediático y el vuelco electoral que había provocado requería que las fuentes de información saliesen a la luz y darles forma de testifical policial. La UDEF necesitaba oficializar con rapidez las acusaciones que su informe contenía, y que provenían de distintas fuentes, testigos y sumarios, y debieron establecer nuevas vías para conseguirlo.


      La exnovia de Pujol declaró en la UDEF y, posteriormente, el 17 de enero de 2013, compareció ante la sede del Juzgado Central de Instrucción número 5 de la Audiencia Nacional. En el marco de las diligencias previas 1141/2012, el juez Ruz le preguntó:


      —Se llama María Victoria Álvarez Martín. Es usted, ¿verdad?


      Y entonces inició su interrogatorio certificando que la declaración realizada por Álvarez en la policía había sido hecha libre y voluntariamente.


      —Mire, tengo delante una declaración. Le leo: «Acta de declaración de María Victoria Álvarez Martín que se extiende en las dependencias de la Comisaría General de Policía Judicial del Cuerpo Nacional de Policía el 13 de diciembre del año 2012, a las doce y media de la mañana. Se recibe por los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía con carnet 78.777 y 92.807 quienes manifiestan que se procede a tomar declaración mediante exhibición del documento nacional de identidad a quien acredita llamarse María Victoria Álvarez Martín». Ya le digo que esto ocurre el día 13 de diciembre del año 2012. ¿Recuerda usted que ocurrió así?


      —Sí, sí, por supuesto —contestó.


      Álvarez, al igual que De la Rosa, creyó que declaraba como testigo protegido y no contaba con que sus declaraciones se iban a filtrar a los medios de comunicación. Sin embargo, la UDEF tenía claro que necesitaba demostrar, públicamente, que los datos que su informe contenía eran reales.


      —Al día siguiente de mi declaración, o al cabo de dos días, empiezan a salir en el diario El Mundo las primeras noticias sobre la supuesta trama de la familia Pujol —se quejaba Victoria.


      —¿Al día siguiente de qué? —preguntó Ruz.


      —Al cabo de dos días de este primer contacto policial, esas personas querían cenar conmigo. Me decían que necesitaban hablar conmigo, etcétera, etcétera, y yo les dije que no. Al cabo de dos días, creo que era martes o jueves, aparecieron mis declaraciones en El Mundo —decía quejumbrosa—. Entonces se volvieron a poner en contacto y por teléfono me avisaron que había unas fotografías mías con Jordi Pujol Ferrusola en Andorra, en Londres, en un montón de sitios... La persona que me llamó me recomendó que declarase voluntariamente y, al cabo de dos días, se puso en contacto la UDEF.


      —Dice que le llamaron desde la UDEF, ¿quién? —preguntó Ruz.


      —Miguel Ángel, tengo su teléfono ahí.


      —¿Es un funcionario o un policía de la UDEF? —preguntaba el magistrado.


      —Sí, un policía de la UDEF.


      —¿Cómo contacta con usted? ¿Cómo se identifica? —interrogaba acertadamente el juez de la Audiencia Nacional.


      —Hola, buenos días Victoria, soy un policía —parafraseó la catalana para corregirse—: perdón, me dijo UDYCO (Unidad de Drogas y Crimen Organizado) —añadió mientras continuaba con la declaración—. Entonces me dice que estaban viniendo a Barcelona y que les gustaría hablar conmigo.


      Victoria Álvarez, poco acostumbrada a declarar judicialmente, se mostraba nerviosa a diferencia de su desparpajo ante los medios de comunicación o como interlocutora en una comida de amigas. Pero, finalmente, consiguió continuar:


      —Me pidieron que fuese a Via Laietana [la comisaría central de la policía en Barcelona], a lo que me negué en redondo. Entonces quedamos en un hotel y me hicieron una serie de preguntas.


      La cita con Álvarez se produjo en el hotel Princesa Sofía de Barcelona a principios de noviembre de 2012. Acudieron dos policías de la UDEF que la convencieron para que declarase en la sede policial de Madrid el 13 de diciembre de 2012.


      Sin embargo, la parte fundamental de la declaración de Álvarez estaba por llegar. Necesitaban que declarase contra su antiguo amor y que confirmase sus informaciones previas. Lo que aquella mujer declaraba no contenía mentiras, era lo que realmente había vivido.


      Pero yo necesitaba determinar si, realmente, tras la operación policial estaba José Villarejo o su equipo. Sentía algo cercano al miedo cerval; la inquietud me agarrotaba los músculos y notaba el corazón bombear en mi sien. Sabía que la inteligencia policial había tenido algo que ver en mi detención y quería conocer quién y por qué lo habían hecho.


      En este sentido, el juez Ruz condujo el interrogatorio intentando determinar qué policías habían contactado con la testigo para que declarase:


      —Usted acude a Madrid en AVE y, entonces, ¿la vienen a buscar estos dos policías u otros?


      —No —afirmó Álvarez descolocando al juez—. Me vino a buscar un abogado.


      Sus declaraciones como testigo se producen sin asistencia letrada. Al juez le resultó extraño que fuera un abogado quien la recogiese en la estación de Atocha y la llevase a declarar a la policía, por lo que le preguntó:


      —¿Un abogado?


      —Sí —contestó la exnovia de Pujol.


      —Pero ¿por cuenta suya o de la policía? —reiteró el juez Ruz intentado determinar si se trataba de un abogado contratado por la testigo o alguien enviado desde la UDEF.


      —No, no lo sé, no sé quién es ese señor.


      —Pero ¿se identifica ante usted como abogado? —continuó.


      —Sí, sí, como abogado. Se presentó como Ramón Redondo. Y me trajeron aquí —contestó Álvarez refiriéndose a la sede policial.


      —¿Es la persona que la está esperando a usted en la estación del AVE? —insistió Ruz sin entender qué hacía un abogado implicado en la declaración policial de una testigo.


      —Sí.


      Como me explicó personalmente De la Rosa, la amante de Pujol relató que la recogieron en un coche particular y de ahí la llevaron al centro policial de Canillas para declarar en sus dependencias, donde la esperaban los policías de la UDEF que la habían visitado en Barcelona, hasta que apareció Manuel Vázquez, el jefe de la Unidad.


      Entonces el juez Ruz volvió a inquirir sobre la presencia de un letrado en la declaración policial:


      —Dice que estuvo en todo momento presente este abogado al que usted señala como Ramón Redondo o Rafael. No sabe si es Rafael o si es Ramón —quiso precisar el magistrado para aclarar quién era.


      La testigo no pudo determinar el nombre real. Sin embargo, para mí era fundamental esa información.


      


      


      
Las acusaciones de la familia Pujol


      


      María Victoria Álvarez relató durante la más de hora y media que duró la declaración, que su relación sentimental con el hijo mayor del que fuera presidente autonómico de Cataluña, Jordi Pujol Soley, se inició en febrero de 2006 tras conocerse en un avión y finalizó en 2008, aunque durante 2009 todavía siguieron teniendo encuentros y algunos viajes. Además, ratificó que en viajes a Andorra («entre seis y diez, más o menos») y Londres su entonces novio llevaba grandes cantidades de dinero en metálico y se veía con personas que se dedicaban al blanqueo de capitales, como un abogado hindú llamado Herbert.


      El supuesto modus operandi utilizado en Andorra —según la examante de Pujol— para blanquear dinero era sencillo: iban en coche hasta el país vecino, Pujol Ferrusola realizaba allí alguna operación durante un par de horas, a las que ella no asistía, y volvían en coche hasta Lérida y desde allí seguían «el viaje a Madrid».


      Por su parte, en los que hicieron juntos a México y Argentina, Álvarez Martín no vio supuestas operaciones que pudieran ser ilegales. Sin embargo, fue diferente lo que vivió en un viaje a Londres en septiembre de 2006. Jordi Pujol Ferrusola le presentó a Herbert Brandford, quien según aseguró el hijo de los Pujol se dedicaba a blanquear dinero:


      —Luego me contó al cabo de un tiempo que Herbert se dedicaba al blanqueo de dinero en las islas del Canal [...]. Pues me lo cuenta un día [en 2008] que me llama a mí un amigo que quería también blanquear: «Oye, ¿cómo se blanquea una factura?». ¡Yo qué sé cómo se blanquea una factura! Y Jordi me dice: «¿Quieres que te explique cómo se blanquean los dineros con las facturas?». Y me dijo: «Mira, tú haces una factura en un país extraño de una mercancía que luego no llega. Pero has facturado»… Y me revela: «A esto es a lo que nos dedicamos con Herbert».


      En esa reunión que mantuvieron en la capital del Reino Unido, le ofrecieron a Victoria crear una empresa de telecomunicaciones en Liechtenstein que controlaría Pujol desde su despacho de trabajo en Barcelona, que «estaba compartiendo hasta hace relativamente poco con el hermano de Felip Puig», actual consejero de Empresa y Empleo y exconsejero de Interior. La «central» de operaciones solo tenía esos dos socios y «una secretaria», relató Álvarez, dando así por válido otro de los puntos que aparecían en el informe de la UDEF:


      —No, no, me lo contó. Resulta que es que ellos habían comprado el Puerto de Rosario [Argentina], iban a hacer una serie de reformas y luego venderlo y sacar una plusvalía de treinta y pico millones de euros, aproximadamente. Entonces uno de los socios, por lo visto, les trajo muchos problemas. Con todos los negocios y con todos los socios ha terminado a hostias, pero a hostia limpia literal, literal, literal, y con muchas amenazas y muchas historias. Y de este tío precisamente me dijo: «Estoy hablando con la gente a ver si se lo puede cargar, porque si lo mato estaré mucho más tranquilo». Yo pensé que era la típica broma y le contesté: «Pues mátalo, ja, ja, ¿sabes?», y respondió que no, «es que estoy hablando con los míos y nadie se quiere arriesgar a ir a Argentina a matarlo». Palabras textuales. Yo ahí ya me quedé blanca, verde y de todos los colores.


      Finalmente, Victoria Álvarez Martín terminó la declaración llorando y notablemente nerviosa.


      Por su parte, Javier de la Rosa vivió algo similar. Un abogado le prometió ayuda a cambio de su declaración, que jamás se iba a filtrar en la prensa. El financiero, más bregado que Álvarez en lides procesales, le amenazó diciendo que, si se filtraba, no la ratificaría en sede judicial. Por eso, el 20 de enero de 2013 el empresario, ante el Juzgado de Instrucción número 43 de Madrid, se retractó de parte de su denuncia en la UDEF.


      


      


      
Pepe Villarejo, el espía


      


      José Manuel Villarejo, inspector jefe de policía, fue parte del equipo que elaboró el informe de la UDEF y que «quemó» la ciudad de Barcelona.


      «¡Aquí lo tiene, señor ministro del Interior!», me dije cuando vi a Jorge Fernández Díaz afirmar que era imposible determinar la autoría del informe de la UDEF. En cuanto lo supe y me reuní con varias personas para corroborar mis sospechas, la advertencia no tardó en llegar: «Quieres destruir a la UDEF —me amenazaron—, me lo ha dicho gente muy importante de Madrid».


      El informe existía y es tal y como lo explicó El Mundo. Primero filtraron la noticia y luego, con las elecciones catalanas dando un vuelco contra el soberanismo, empezaron a «filtrar los documentos» que usaron para redactar ese informe.


      —A los pocos días de dar la noticia, alguien me dio tu informe sobre la comida de Alicia Sánchez-Camacho y Victoria Álvarez —me dijo Eduardo Inda.


      —Sé que no me dirás tu fuente Eduardo, pero…


      —No, Paco, no te diré mi fuente. Pero no te desgañites, no me llegó desde la UDEF.


      —¿Entonces? —dejé la pregunta en el aire, esperando la respuesta del periodista.


      —Un empresario madrileño me dio tu informe y me dijo textualmente: «Por si lo necesitas para defenderte».


      Posteriormente supe que el empresario era del «entorno de Javier Tallada», un empresario madrileño al que habíamos investigado en Método 3 en diversas ocasiones.


      Pero ahora se necesitaba polarizar a la opinión pública y, para ello, se me posicionaba en la órbita del PSOE y de CiU. De esta forma, se conseguía transmitir la idea de que Método 3 formaba parte de un sector socialista y nacionalista que pretendía el soberanismo catalán. Pero cualquiera que me conozca sabe que, ideológicamente, yo estoy muy alejado de esas posiciones políticas.


      José Manuel Villarejo Pérez, alias Pepe Villar, Manuel Villar, Manuel Pérez Villar, el técnico o Pepe la gorda, nació el 3 de agosto de 1951. La sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid del 28 de noviembre de 2001 lo reseñaba como «hijo de Pedro y Ángela, natural de El Carpio (Córdoba) y vecino de Boadilla del Monte (Madrid), en libertad provisional por esta causa». Ingresó en la Escuela de la Policía por convocatoria el 17 de noviembre de 1971 para cubrir una de las quinientas plazas policiales. Aprobó en la posición 263.


      Tras su ingreso en las fuerzas y cuerpos de seguridad, Villarejo disfrutó sus primeros años en la Ciudad Condal, donde fue jefe de Prensa del sindicato de la policía SPP dejando, según un diario de la época, «la revista del sindicato de agentes con una deuda de 17 millones de pesetas» de 1985. Lo definían como alguien «conocido por su dureza y su simpatía por los ultras». El presidente del SPP acabó siendo detenido por apropiación indebida de los fondos del sindicato. Villarejo también fue secretario general de coordinación del Sindicato Profesional del Cuerpo Superior de Policía (SPCSP), que alguien definió en 1985 como «una auténtica “troika” formada por Pablo Sánchez, José Villarejo y Antonio Yébenes, muy ligados, por otra parte, con la Brigada de Información». Los sindicatos policiales negociaron su unión pactando «el ostracismo del controvertido Villarejo», que dejó Barcelona y se trasladó a la capital de España.


      Con los problemas del sindicado en pleno auge, abrió en Madrid una agencia de detectives que llamó RV Consultores, pero siguió ligado al cuerpo como funcionario y, por tanto, aparentemente no tenía funciones ejecutivas en la compañía. En octubre de 1995, El Periódico de Cataluña informaba que José María Ruiz-Mateos tenía su propio equipo con antiguos guardias civiles, entre ellos el sargento Romero y el cabo Quintas. A los espías les apoya José María Schaff, técnico en telecomunicaciones. Ruiz-Mateos les encargaba la fabricación masiva de dosieres sobre Felipe González, Miguel Boyer y Mariano Rubio, incluyendo a Villarejo, de la agencia RV Consultores, entre los que realizaron un informe sobre Ibercorp.


      —Blanco y en botella —me dijo el veterano periodista de investigación y exsubdirector de El Mundo, Antonio Rubio, cuando le describí a Manuel Pérez Villar.


      Sin embargo, le dije:


      —Por cierto, el otro día me contaron que un tío que se ha casado tres veces, tiene tics en el cuello, le acaban de operar de la espalda y al que le encantan los caballos se llama Manuel Pérez Villar.


      —Paco, ese es Pepe —dijo refiriéndose a José Manuel Villarejo.


      —Sí, claro. Pues ese es su nuevo alias.


      —Es Pepe. Blanco y en botella.


      Mi amigo, sin saber ni para qué ni por qué le preguntaba por Pepe Villarejo, me confirmaba lo que yo ya sabía.


      —No sé nada de él desde que dejé El Mundo —comentó Rubio, ahora profesor del mejor máster de periodismo de investigación de este país.


      Así que seguí investigando al policía que aparentaba ser un espía del CNI cuando, en realidad, era más bien una mezcla de Mortadelo y un bocazas de los medios de comunicación. «A Villarejo no lo querían en el CNI», me contó un alto cargo del Centro Nacional de Inteligencia. Y, por fin, encontré algo que me permitió conocer al personaje. La información me la facilitaron desde Estados Unidos, cuando pregunté a mis contactos en el mundo de la inteligencia.


      Tras saber que la UDEF había usado, entre otras fuentes, a sus «bajos fondos» en la inteligencia policial, llamé desde un sistema vía satélite seguro a un miembro de la CIA.


      —Ya sé lo tuyo —me dijo un miembro de la compañía americana.


      —Lo imagino —contesté agradeciendo la sinceridad del espía.


      —¿Qué necesitas? —me preguntó, confirmándome que, por mucho que me hubiesen detenido, seguía confiando en mí.


      —¿Qué tenéis de un tal José Villarejo?


      A los pocos día, recibí una información aséptica: «Mírate US vs. Al Kassar, case 1:07-cr-00354-JSR».


      Allí estaba lo que necesitaba probar. En el documento 108, acomodado a los autos del caso americano US vs. Al Kassar que me hicieron llegar, se establecía que el traficante de armas Monzer Al Kassar se había comprometido a vender doce mil armas al grupo terrorista colombiano de la FARC. El documento judicial americano puntualizaba, de forma desgarradora, que dichas armas se iban a usar para «asesinar a estadounidenses». Los documentos intervenidos indicaban que el traficante tenía un arsenal de armas en Rumanía y Bulgaria, y añadía que Al Kassar «estaba tan seguro del beneficio mutuo con las FARC que aceptó viajar a Madrid para reunirse con el jefe del grupo terrorista colombiano Carlos» a pesar «de la advertencia del inspector jefe Villarejo de no viajar». El espía-policía —según la documentación judicial norteamericana— advirtió, por tanto, a un terrorista de que la policía de otro país podía estar detrás de la investigación (DX J-T2 at 1, 4-5. VILLAREJO: «You shouldn’t go [to Madrid] . . . I don’t know, my nose tells me that something is not really right»).


      En esa misma documentación se señalaba que el hecho de que Al Kassar hubiese sido colaborador de los servicios de inteligencia españoles «no cambia el análisis» criminal del caso. Y en ese sentido Villarejo «jugó» un papel fundamental poniendo en duda el verdadero trabajo del traficante de armas y permitiendo que se pudiese pensar que había actuado «ayudando» al Estado Español.


      El vídeo de la declaración de Villarejo y la documentación judicial generaban la apariencia de que el terrorista tenía un estatus de colaborador en el CNI, pero en realidad no era así. Monzer Al Kassar era una fuente de información del Ministerio del Interior y, en concreto, de la Brigada de Información de la Policía, a través de Villarejo, pero nunca de los servicios de inteligencia estatales.


      El tribunal norteamericano estableció, además, que «Al Kassar usó su relación con los servicios de inteligencia españoles para protegerse a sí mismo y sus actividades criminales más que por un deseo genuino de beneficiar a España o a cualquier otro gobierno». Aunque Al Kassar creyó que las armas que había acordado vender iban dirigidas a las FARC «para asesinar a estadounidenses» a principios de febrero de 2007, había informado al inspector jefe José Villarejo o al comisario Enrique Castaño5 de ese hecho. En cambio, mintió repetidamente a Villarejo y le dijo que el deal era legítimo. El jurado norteamericano, finalmente, comprobó que Al Kassar había intentado engañar a la inteligencia española y rechazó rotundamente la versión facilitada por el policía Villarejo y por la defensa del terrorista.


      El interrogatorio de José Villarejo permitía comprobar, por primera vez, hasta qué punto la Dirección General de la Policía y sus agentes podían hacer creer a un tribunal norteamericano que un terrorista formaba parte de las estructuras de inteligencia estatales cuando, en realidad, actuaba como un mero confidente. El 30 de octubre de 2008 el abogado norteamericano de Al Kassar, Ira Sorkin, realizó el siguiente interrogatorio a Villarejo:


      —¿Tenía Al Kassar el nombre en código LUIS cuando realizaba labores de inteligencia?


      —Sí —contestó Villarejo.


      —¿Presentó Al Kassar a Abu Abbas a los agentes de inteligencia españoles?


      —Sí —contestó nuevamente Villarejo.


      —¿Gracias a Abbu Abbas los servicios de inteligencia españoles pudieron detener a diversas células antiterroristas?


      —Sí —siguió Villarejo.


      —¿Ha testificado usted con anterioridad que Al Kassar había proporcionado información a los servicios de inteligencia españoles? ¿Facilitó Al Kassar información sobre uno de los mayores distribuidores de droga llamado Oubiña?


      —Sí —reiteró Villarejo.


      —¿Gracias a las informaciones de Al Kassar se pudo arrestar y condenar a Oubiña?


      —Se le detuvo en Grecia. Yo fui allí y se le detuvo en Grecia.


      —¿Facilitó Al Kassar la información para detener a Oubiña en Grecia?


      —Sí, Al Kassar también estaba allí conmigo.


      —¿Le contactó a usted Al Kassar sobre la transacción de armamento?


      —Sí.


      —¿Durante el periodo en que Al Kassar le suministraba información de inteligencia?


      —Sí.


      —¿Nos puede indicar, inspector jefe Villarejo, qué le dijo?


      —Recuerdo que me preguntó si tendría problemas legales en España por hacer una transacción de armas entre Nicaragua y Rumanía —afirmó Villarejo.


      —¿Y usted qué le dijo?


      —Le indiqué que si todo se hacía de forma legal y documentada, el dinero se enviaba a través del circuito bancario y estaban perfectamente identificadas todas las partes, que no veía que en España hubiese algún tipo de responsabilidad.


      Otras fuentes con las que me entrevisté señalaban que Villarejo había trabajado para la agencia norteamericana Kroll en la investigación de las cuentas de Sadam Hussein en España y había elaborado algunos informes contra Javier de la Rosa por encargo del Gobierno de Kuwait. Por eso, cuando me entrevisté con De la Rosa, me dijo:


      —Manuel Pérez Villar sabía mucho de mí y me aseguró que el CNI cumpliría unas promesas históricas que me habían hecho.


      Pero todo aquello era rumorología que el propio policía-detective había hecho correr. En los noventa conocí a muchos de los detectives de Kroll en Londres, así que escribí a uno de los que había dirigido las investigaciones en la Península Ibérica y le pregunté por Pepe Villarejo, pero no me confirmó esa relación. Lo cierto fue que Villarejo recibió el encargo de Julián Sancristóbal y Luis Roldán para que participara en la confección del «informe Crillon» sobre Mario Conde, aunque no llegó a un acuerdo por diferencias económicas. Villarejo, tras su paso por Barcelona, saltó de la policía, para la que fue recuperado en la época de José Luis Corcuera porque el exministro consideraba que había que copiar el modelo de investigación norteamericano, «utilizar empresas privadas ajenas a la policía como pantallas para trabajos delicados», me informó uno de los periodistas que mejor conoce a Villarejo y que más información ha recibido de él.


      En la obra Servicios secretos de J.J. Alcalde, se cuenta que a pesar del secretismo que reinó en la contratación de Kroll los servicios secretos españoles y la CIA conocían la investigación. Y, en realidad, la filtración se produjo, según el mismo libro, porque «Villarejo era asiduo colaborador del CESID», cosa que pude comprobar que, también, era falsa, según me informaron importantes dirigentes de los servicios de inteligencia españoles.


      Lo cierto era que la policía española intentaba proteger a Al Kassar y evitar su extradición a Estados Unidos; cuando la Sección Cuarta de la Audiencia Nacional se debía pronunciar sobre la extradición del traficante sirio, su defensa acusaba a la DEA norteamericana de actuar ilegalmente en territorio español y confirmaba que su cliente se había dedicado a la intermediación en el comercio de armas aunque de forma legal y, según su abogado, había dejado esta actividad en 1995, después de que la Audiencia Nacional le absolviera de un delito de suministro de armas a los secuestradores del barco italiano Achille Lauro, caso que instruyó el juez Garzón.


      El abogado de Al Kassar sostenía la legalidad de las actividades de su cliente manifestando que «el inspector al que acudió Al Kassar le aconsejó que no fuera solo a la reunión que iba a tener lugar en Madrid». Ese inspector era Villarejo, que le puso en contacto con el comisario Enrique Castaño, al que tenía que telefonear nada más llegar a Madrid para que le acompañara en la reunión. Su detención en Barajas frustró esta llamada.


      Fue en 1985 cuando Fernando de la Malla, jefe de la división de Economía y Tecnología, y Julio Garulo, jefe del área de Tráfico de Armas del Centro Nacional de Inteligencia español llegaron a un acuerdo con Al Kassar: podría vivir en Marbella si informaba al entonces CESID de sus operaciones de tráfico de armas. Al Kassar, siguiendo instrucciones del CESID, puso en marcha la venta de misiles Sam 7 que acabaron en la cooperativa Sokoa, descubriéndose un importante arsenal. En la operación también actuó el espía Francisco Paesa, a quien desenmascaré años más tarde.


      Cuando Luis Roldán se fugó, Al Kassar incluso recibió órdenes de Villarejo para localizar al fugado. En 2008, Al Kassar ya no servía a la policía española y dejaron que la DEA lo investigase permitiendo su extradición a Estados Unidos. El 24 de febrero de 2009 un tribunal de Nueva York le condenó a treinta años de cárcel por tráfico de armas. El CESID hacía tiempo que se había desentendido de Al Kassar y eran los servicios de inteligencia de la policía, con Villarejo como interlocutor, los que obtenían información del traficante de armas.


      Villarejo, en pleno escándalo de las escuchas del CESID, preparó una nota interna «elaborada el 5 de diciembre de 1994 por el inspector jefe José Manuel Villarejo sobre un supuesto centro de escuchas ilegales del CESID».


      El 25 de junio de 1995, el diario El País señaló que Villarejo «tiene abierto un expediente disciplinario por presunta violación del secreto profesional» y sugirió que el comandante José Manuel Navarro Benavente, exjefe del Servicio de Escuchas del CESID, pudo ser quien dio a El Mundo la información sobre este escándalo. En aquella época se dijo que «Villarejo informó hace seis meses a sus jefes de que tenía “noticias confidenciales” de que El Mundo estaba investigando escuchas ilegales del CESID sobre 1.300 o 1.500 teléfonos».


      «La investigación del referido diario pudiera haber sido provocada por la información facilitada por un comandante, al parecer llamado Navarro Benavente, quien en la actualidad está en situación de disponible y que perteneció al CESID en el Servicio de Escuchas, si bien fue expulsado del mismo por realizar trabajos de carácter privado, y que pudiera tener en su poder cantidad importante de grabaciones y pruebas del referido centro», señalaba Villarejo en su nota interna.


      Es decir, Villarejo, fuente de información de los mejores periodistas de investigación de la época —que compagina su empresa privada de detectives con su sueldo como funcionario—, acusaba a un miembro del CESID de realizar idénticas actividades. Destinado entonces en la comisaría de Retiro (Madrid), anunció que profundizaría «más detalladamente en la referida información».


      En un escrito enviado con posterioridad a Carlos Corrales, por entonces jefe de policía de Madrid, Villarejo consideraba «urgente aclarar por qué no se investigó su denuncia» y se quejaba de su «actual situación». El comisario general de Información, Gabriel Fuentes, sostuvo en un escrito remitido a la dirección de la policía que «dado que no se pudo contrastar la información ni obtener otros indicios sobre su veracidad, se procedió a su archivo provisional en tanto se pudiera aportar alguna prueba»; y, además, que Villarejo no volvió a dar más datos.


      Las sospechas de José Manuel Villarejo en torno al comandante Navarro coincidían con lo publicado por El Mundo. Esas notas eran la base de la información del diario.


      Años más tarde, en marzo de 1998, alrededor de las 8.30 horas, los técnicos de Telefónica que acudieron a revisar la centralita de la sede de HB en Vitoria localizaron una derivación de todas las líneas a un piso superior. HB denunció las escuchas y se procesó a cuatro agentes del CESID.


      Uno de los máximos cargos del CNI me comentó que «el principal exponente de la guerra entre La Casa y los servicios de información de la policía y la Guardia Civil se produjo cuando le pidieron a la Guardia Civil que enviase hombres camuflados que hiciesen desaparecer la documentación comprometedora».


      —Se negaron a hacerlo y desde entonces los servicios de inteligencia estatales estamos enfrentados con los servicios de inteligencia policiales —me informó el agente.


      Algunos años más tarde, la Audiencia de Vitoria condenó a varios agentes, absolviendo a los directivos del Centro Nacional de Inteligencia. Navarro Benavente, al que Villarejo había acusado tiempo antes, iba a ser llamado al juicio como testigo, pero tuvo «un accidente» y murió una semana antes de declarar. Este exespía del CESID había captado, aparentemente, unas conversaciones sobre narcotráfico en Levante que implicaban a un político.


      Los trabajos de Villarejo se confundían entre el mundo privado de su agencia de detectives y el mundo público de sus funciones policiales. Por eso, un policía que había sufrido su acoso y el de sus amigos de la UDEF me sugirió:


      —Investiga qué hizo Villarejo para la Cienciología.


      


      


      
La Cienciología


      


      Hace unos diez años me contactó un detective norteamericano que trabajaba en exclusiva para la Cienciología. Quería contratarnos para llevar a cabo las investigaciones de la antigua secta en España y nos reunimos en nuestra antigua sede de Barcelona con Lourdes Buitrago, presidenta en nuestro país de los cienciólogos.


      Para poder contratarnos nos pidió que, de forma previa, contestásemos a diversas preguntas con el «electrómetro o e-metro» en las manos. Se trataba de un elemento considerado sagrado que servía para auditar a sus miembros aunque, en realidad, no dejaba de ser una especie de «máquina de la verdad».


      —¿Pero para qué tienes que auditarme? —le pregunté.


      —Para saber que no nos mientes —me dijo.


      —Lourdes, si has venido tú a buscarnos, ¿por qué tienes que dudar de nosotros?


      —Porque hace años un detective nos engañó —me contestó.


      Esa respuesta ahora cobraba sentido. Lourdes Buitrago me pidió que sostuviese con las manos dos cilindros metálicos conectados al e-metro y respondiese a unas preguntas. Con cada respuesta, el medidor se activaría y señalaría una serie de magnitudes que la ciencióloga debía interpretar. Por supuesto me negué.


      La pregunta clave iba a ser: «¿Quiere usted investigar a la Cienciología?». A mi madre y a mí nos explicó que un detective español les había engañado y que no querían que se repitiese la experiencia. Tras debatirlo entre nosotros, nos negamos a entrar en su juego y no pasamos su «polígrafo religioso».


      —Lo siento, preferimos no trabajar para vosotros —argumentamos.


      Ahora, pasado el tiempo, entendía que posiblemente el detective al que se referían era José Villarejo. En este sentido, la Audiencia Provincial de Madrid consideró probado que «con la ayuda de José Manuel Villarejo consiguen lavar el cerebro de un drogadicto llamado J. C. B., con antecedentes penales por atracos, que había sido tratado en Narconón (centros de rehabilitación de drogas de la Cienciología) para que se autoinculpe de un robo en la sede de Dianética e implique en el delito a Pedro Lerma».


      Lerma había fundado en España uno de estos centros de desintoxicación. La organización, al descubrir que no seguía sus instrucciones, le envió varias misiones para intentar primero «reconducirle» y luego, simplemente, «eliminarle». Una tal Judit y un tal Greg pusieron en marcha una operación de desprestigio interno de Lerma apoyados por Villarejo, que infiltró en Narconón a uno de sus cuñados, «el Pitrancas», quien con el nombre en clave de «HERO» realizó la labor de difamación de Lerma.


      Pero como todo fallaba y no conseguían su propósito, la Cienciología dio, según los hechos probados judicialmente, la orden de meter a Pedro Lerma en la cárcel.


      Así, el 8 de mayo de 1984, J. C. B., el delincuente controlado por Villarejo, compareció en la comisaría de Ventas para autoinculparse de dos atracos que, efectivamente, había cometido en 1979 —dando así verosimilitud al asunto— y del robo en la sede de la Cienciología. Declaró ante los amigos policías de Villarejo que habían sido inducidos por Pedro Lerma. En aquellas fechas Villarejo prestaba servicios para la Cienciología investigando el uso indebido de marcas y patentes. En el curso de una reunión que mantuvo en el despacho de abogados que le había contratado, le pidieron consejo —por su condición de funcionario del Cuerpo Nacional de Policía excedente— acerca del procedimiento a seguir para efectuar una autoinculpación (refiriéndose a la de J. C. B.), por lo que dicho acusado, una vez enterado del lugar donde los hechos habían ocurrido, les remitió a la comisaría de Ventas. Después, a través de un inspector jefe que era amigo suyo, se interesó por el resultado, confirmándole su amigo que el individuo efectivamente había cometido unos delitos.


      En la comparecencia efectuada por J. C. B. el día 8 de mayo de 1984, después de describir la forma en que se había apoderado de los e-metros que se hallaban en la calle Montera, sede de Dianética, refirió que unas personas, a quienes identificó con nombre y primer apellido, le acompañaban, aunque no llegaron a entrar. También manifestó que los hechos los había cometido por indicación de Pedro Lerma, «a la sazón director del centro de rehabilitación de toxicómanos donde trabajaba».


      La sentencia abundaba en que los policías, «influenciados» y «sirviendo a los intereses de su amigo Villarejo», detuvieron a Lerma mientras el juez ordenaba su ingreso en prisión. Uno de los documentos judiciales, además, indicaba que la organización de la Cienciología había puesto en marcha «el soborno, la extorsión, raptos y secuestros, robos de documentos, estafas, falsificaciones y denuncias falsas» a través de Villarejo. El Tribunal expresaba «su gravísima preocupación al apreciar que la organización ha tenido acceso a altos organismos de esta nación, lo que representa una amenaza peligrosa» y constataba el plan de la Cienciología de establecerse en España. El Ministerio Fiscal pedía para Villarejo «la pena de 8 meses de multa, con una cuota diaria de 1.000 pesetas y la responsabilidad personal subsidiaria prevista en el art. 53 CP de 1995, por el delito de simulación de delito; la pena de 1 año de prisión y multa de 12 meses, con cuota diaria de 1.000 pesetas y la responsabilidad personal subsidiaria del citado art. 53, por el delito de denuncia falsa; y la pena de 4 años de prisión, con inhabilitación para el ejercicio de la profesión de policía y del derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena, por el delito de detención ilegal».


      El Tribunal Constitucional, en sentencia 155/2000, inadmitió la demanda de amparo de Villarejo y su abogado Díaz-Bastien.6 Finalmente, la justicia absolvió a quien el Ministerio Fiscal acusaba de simulación de delitos, denuncia falsa y detención ilegal, porque no se pudo probar «en ningún caso con la necesaria coherencia, por lo que el Tribunal en base a ese dato hace decaer los delitos de simulación de delito y denuncia falsa, de modo que mal puede entonces sostenerse el más grave de detención ilegal, pues no ha quedado probada la implicación de los acusados en ninguno de los hechos constitutivos de tales ilícitos».


      El abogado de Villarejo, Díaz-Bastien, era el mismo que había defendido en España a Al Kassar y el que prestó su despacho para que Javier de la Rosa se reuniese en Madrid con Villarejo.


      


      


      
La agencia de detectives de Villarejo


      


      —Villarejo realizó en 2010 el curso de comisario de policía y lo aprobó siendo destinado a Zaragoza —me contó un periodista con el que me reuní para intentar comprender qué poder tenía el espía en la estructura de la policía española.


      —¿Seguro? —le pregunté.


      —Sí, estoy seguro —me contestó—. En la actualidad sirve en Madrid bajo las órdenes de la Brigada de Información.


      Más tarde, diversos policías me negaron este punto.


      —Acabo de llegar de una reunión de comisarios de policía en Madrid y nadie puede afirmar que Villarejo lo sea —me dijo un comisario policial—. Pero parece que, como inspector jefe, dirigió una comisaría en Zaragoza.


      Comisario o inspector jefe, era el dueño del grupo de detectives Cenyt. Sin embargo, como no tenía licencia de detective, actuaba como consultor. Tampoco podía compaginar su trabajo de funcionario con el de detective, por lo que, aparentemente, se ocultaba tras diversas sociedades.


      Cenyt Argo es «la unidad de Inteligencia empresarial de Cenyt, especializada en investigaciones financieras y especialmente en la recuperación de pérdidas por fraude», indicaban desde la empresa sosteniendo, sin pudor, que el grupo «mantiene una estrecha relación institucional y operativa con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado». La misma empresa señalaba que «el equipo de expertos multidisciplinar cubre todas las etapas y aspectos del proceso. Cuenta con abogados, licenciados en ciencias policiales y seguridad, economistas auditores, sociólogos y psicólogos», y su principal servicio es la «investigación financiera»; es decir, una agencia de detectives que actuaba sin la licencia que requería el Ministerio del Interior.


      Los miembros del equipo de Cenyt Argo eran el abogado Rafael Redondo Rodríguez, el perito Ángel Benseny Pellicer y dos expolicías; aparentemente, Villarejo no tenía nada que ver con la empresa. El primero de ellos, Redondo, era el abogado que había ido a buscar a Javier de la Rosa y a Victoria Álvarez a la estación del AVE y que los había llevado a declarar en la UDEF, tal y como lo contó la exnovia de Pujol al juez Ruz.


      Cenyt Consultoría Organizacional, S.L. era la matriz del grupo de investigación de Villarejo, de la que dependían el resto de sociedades, en forma de racimo. La mercantil domiciliada en la calle Convento 11 de Boadilla del Monte tenía como presidente a José Manuel Villarejo y, como secretario, a su fiel escudero, el abogado Rafael Redondo Rodríguez. La sociedad, con un capital de 2,4 millones de euros y una cifra de negocio de de 202.082 euros en el año 2011, pertenecía, en realidad, a una sociedad tenedora de acciones de otras mercantiles y de una vivienda. La entidad se constituyó en 2006 con el nombre de Central de Criterios Creativos S.A. y luego cambió a Grupo Inmobiliario Cenyt, S.L.7


      —Pero si Villarejo trabaja para la policía, ¿cómo le pagan? —pregunté a un amigo del espía.


      —Parece que te caes del guindo —me dijo—. Con fondos reservados.


      El uso de fondos reservados por parte de Interior para pagar a Villarejo tampoco era algo nuevo. Ya Rubio y Cerdán en su libro El caso Interior señalaron que en 1991 Kroll, Sancristóbal y Roldán «mantuvieron un encuentro con el controvertido Villarejo que ya había investigado para Kroll» en anteriores ocasiones. Los propios periodistas del rotativo madrileño habían publicado que con la ayuda de algunos miembros de su secretaría particular de la Dirección General de la Guardia Civil, de sus escoltas personales y del grupo conocido como los «pata negra» elaboraron parte del «informe Crillon» sobre Mario Conde y refundieron los dosieres que les fue proporcionando la agencia Kroll.


      Algunos de los escoltas de Roldán, guardias civiles de su total confianza, fueron los encargados de desplazarse a La Moncloa para recoger el dinero de los fondos reservados que el vicepresidente Narcís Serra se había comprometido a entregar al exdirector de la Guardia Civil para financiar la operación. Roldán recibió de Serra, según él mismo reconoció, 100 millones de pesetas para hacer frente a los gastos de la investigación. Este dinero lo cobró en distintas fases, en función de la facturación que le hacía llegar la agencia Kroll desde su sucursal londinense. Años más tarde supe, a través de la propia Kroll, que Roldán había hecho diez pagos entre enero y noviembre de 1992 por un importe de 67 millones de pesetas. Además, había pagado «otros 40 millones a colaboradores españoles», atribuyéndoselo principalmente a Villarejo.


      Según el exdirector de Interviú, Manolo Cerdán, Roldán «recibió de Kroll cinco informes sobre las actividades financieras y privadas de Mario Conde» y también un dosier sobre el socio de Conde, Jacques Hachuel, bajo el nombre clave de «Everst». Sin embargo, lo que yo seguía sin entender era por qué el bufe-te Díaz-Bastien, aunque hubiese actuado como abogado de Al Kassar y del propio Villarejo en el caso de la Cienciología, había facilitado su despacho a Villarejo para reunirse con Javier de la Rosa.


      


      


      
Ernesto Díaz-Bastien


      


      El abogado Ernesto Díaz-Bastien López iba a ser el encargado de defender a Augusto Pinochet, si finalmente la justicia británica decidía extraditar al senador vitalicio y exdictador chileno a España para que fuera juzgado por graves violaciones de los derechos humanos.


      El 22 de febrero de 1995, ante el notario de Marbella Manuel Tejuca Pendás, formalizó una escritura en la que el matrimonio compuesto por Al Kassar y Raghda Habbal y el abogado Díaz-Bastien constituían la sociedad limitada Conastra Trading Company, con un capital de 3.000 euros, cuyo objeto social era «la compra y venta internacional, comercialización o intermediación en el comercio internacional de toda clase de bienes manufacturados, su importación o exportación».


      Años más tarde, la policía judicial, junto a técnicos de Hacienda, realizó dos registros en sendas sedes de la firma Díaz-Bastien & Truán Abogados, ubicadas en Marbella y en Madrid. El registro tuvo lugar durante aproximadamente doce horas, en las que se requisó información vinculada al exalcalde de Marbella Julián Muñoz y el exasesor urbanístico de la localidad, Juan Antonio Roca, sobre el convenio urbanístico que permitió la construcción de setenta y dos viviendas en una parcela calificada en el Plan General de Ordenación Urbana de 1986 como suelo urbano para vivienda unifamiliar, con un máximo de cinco chalés. Así, el registro tuvo lugar por orden del Juzgado de Instrucción número 1 de Marbella, en lo que es una pieza separada del caso Malaya. Más de un centenar de sociedades podrían estar involucradas en la trama.


      La parcela en cuestión era la finca Malibú, en la que antiguamente se ubicaba la residencia marbellí del actor escocés Sean Connery, quien, cuando abandonó la ciudad en 1999, la puso a la venta por 9 millones de dólares. Para la defensa de los intereses de Díaz-Bastien contrataron a José Villarejo, a través de Cenyt Media, que se hizo cargo de poner en marcha el gabinete de comunicación de crisis manifestando que la entrada y registro al despacho de los abogados estaba «fuera de lugar», ya que el requerimiento habitual para declarar era «más que suficiente». Así, afirmaban que se trataba de un «tema fiscal» y que el registro «fue realizado por inspectores de Hacienda, pero se necesitaba la presencia de Policía Judicial». Preguntados por la vinculación de esta investigación con el caso Malaya, desde el despacho se aseguró que Hacienda «se sube al remolque de las indicaciones del Tribunal de Cuentas, por lo que hay investigaciones que pueden aparecer ligadas pero que no lo están». Así, la empresa de Villarejo defendió que se trataba de un «ataque en toda regla» hacia el bufete de abogados.


      Según constaba en el sumario judicial de la Operación Malaya, Juan Antonio Roca sería posiblemente propietario de un apartamento en la urbanización. Según podía leerse en el sumario: «En el informe de la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal de la Comisaría General de Policía Judicial 38.112/07 que figura en los folios 28.184 a 28.295 del tomo XCIX de las actuaciones se recogían diversos inmuebles que han sido propiedad de Roca por medio de sociedades interpuestas y una serie de testaferros. En el archivo informático localizado en las oficinas de Maras Asesores se reflejaba una serie de inmuebles que serían propiedad de Roca por medio de sociedades interpuestas con referencia a su descripción, fecha de compra, sociedad y ubicación (folio 28.186). Estos inmuebles serían el piso de la calle Goya nº 59 4º B de Madrid, un piso en la urbanización La Trinidad de Marbella, apartamentos en Village, Malibú y El Embrujo».


      Ahora recordaba cuando, años atrás, me había entrevistado con Villarejo en su despacho de la Torre Picasso. En Método 3 necesitábamos información sobre el caso Malaya y un exempleado nuestro consideró que la pieza clave para obtenerla era Pepe Villarejo, que se pasó más de una hora «fanfarroneando» sobre cómo la UDEF no podía pedir las sociedades y propiedades necesarias para realizar «toda la investigación del caso Malaya sin levantar sospechas». Era el propio Villarejo el que solicitaba a los registros toda la documentación.


      Villarejo también me informó en aquella reunión —la segunda vez que lo veía en toda mi vida— que Juan Antonio Roca era «informante» del CNI y que él era su enlace. Nunca creí esa afirmación y menos ahora, que desde la propia casa me cuentan que Villarejo nunca había trabajado para ellos y que tenía condición de «mero informador» pagado.


      


      


      
Los otros negocios de Villarejo


      


      José Villarejo, posiblemente actuando en favor de Interior, había iniciado otros negocios como Cenyt Mercosur. Con esta sociedad, el abogado Rafael Redondo, director de Cenyt, adquirió hace unos años el edificio Antonio Serratosa en Uruguay, el cual está siendo rehabilitado. Y usaba el medio de comunicación de Alfonso Rojo, Periodista Digital, para publicitar sus blogs.


      Pero lo preocupante era la permeabilidad de este grupo en la justicia. Resultaba cuando menos chocante que uno de los directivos de Cenyt, Ángel Benseny Pellicer, perito calígrafo y psicólogo jurídico, fuese el director de la academia privada Instituto de Práctica Jurídica Schola Iuris que se usaba como reclamo para los cursos a diversos magistrados relacionados con el juicio de escuchas Gürtel y con el proceso de la memoria histórica y la causa de los «cursos» en Nueva York contra Baltasar Garzón, acusándole de prevaricación primero y de extorsión después, por la supuesta búsqueda de patrocinio para una universidad norteamericana.


      Otro negocio de Villarejo ha sido mediar, desde que fue destinado a Zaragoza, donde se reunió con Javier de la Rosa, para que el consorcio International Leisure Development (ILD) pusiese en marcha el proyecto Gran Scala, contruyendo una gran ciudad del ocio en Ontiñena (Aragón). Se trataba de un macroproyecto para emplazar un complejo de ocio en la comarca española de Los Monegros que contaría con una inversión prevista de 17.000 millones de euros y contemplaría la construcción de treinta y dos casinos, setenta hoteles, seis grandes parques temáticos (y doce pequeños), museos, campos de golf, centro comercial y un hipódromo. «La opacidad y escasa envergadura de los inversores, la falta de concreción material y técnica del proyecto y otras circunstancias han hecho dudar del verdadero trasfondo del mismo, que ha llegado a tildarse de fraude», como hizo El País con el titular «Gran Scala o gran estafa».


      Lo cierto es que se pretendía una ciudad del juego donde uno de los grandes reclamos era un parque temático del espionaje llamado Spyland, que había ya fracasado en Francia, y su agrupamiento societario se había llevado a cabo con un capital de 1.500 dó- lares. Tres meses después de la solemne presentación se sucedieron las revelaciones: la mayoría de los socios de ILD estaban radicados en paraísos fiscales; algunas de sus empresas eran absolutamente opacas; dos de los hombres fuertes del pool promotor habían estado directamente implicados en el pufo de Goldenpot, casino virtual que dejó en Barcelona deudas por cientos de miles de euros; y la sociedad chipriota Darlen Ltd., accionista de relevancia, aparecía vinculada a un comisionista implicado en grandes escándalos financieros y políticos.


      ILD, finalmente, anunció la inclusión en su accionariado de un «fondo soberano» de la isla de Jersey, que nunca apareció; el socio industrial del pool, Aristocrat, se vio envuelto en problemas legales en Estados Unidos y en febrero de 2012 el proyecto no se llevó a cabo al no ejercerse la opción de compra que los promotores tenían sobre los terrenos que iban a utilizarse para desarrollar el proyecto.


      Tampoco era la primera ciudad temática que diseñaba Villarejo. En 2003, a través de la firma Ciudad Al-Mansur, S.L., ideó un parque temático que iba a recrear una ciudad andalusí del si-glo X con todos sus elementos esenciales (palacio califal, mezquita, caballerizas, zoco, murallas...) en Almodóvar del Río. Pos- teriormente, el proyecto se paró por problemas de financiación. Según un miembro del consejo de administración de Ciudad Al-Man-sur, S.L. consultado por el diario ABC, la operación tuvo que detenerse en 2003, cuando ya contaba con luz verde desde el Ayuntamiento almodovense, debido a que, nuevamente, «inversores de Estados Unidos se echaron atrás». El proyecto se vendió como una inversión de 12 millones de euros que iba a generar ciento sesenta empleos. En el año 2000 se anunció el inicio de las obras y, al igual que el proyecto Gran Scala, se iba a levantar sobre 15.572 metros cuadrados destinados a ocio.


      ABC criticó duramente el proyecto y Villarejo, a través de su fiel empleado Rafael Redondo, envió una carta de rectificación que ni si quiera le publicaron, la cual tuvo que mandar a Periodista Digital, donde su amigo Alfonso Rojo sí la publicó.


      


      


      
Villarejo dice que es del CNI


      


      —A Villarejo no lo querían en el CNI —me había dicho un cargo de La Casa.


      —Pero él dijo, incluso ante un juez americano, que formaba parte de los servicios de inteligencia —le contradije.


      —Puede que tenga estatus de colaborador, pero no es de los nuestros.


      Las guerras que mantenía el CNI con la policía por el «control de la información» habían provocado que la inteligencia española «apartase» al colaborador de la policía de su estructura.


      —En una ocasión me llamó Pilar Cernuda echando pestes contra Villarejo —me dijo el mismo alto cargo del CNI—. Yo, a su vez, me puse en contacto con Margarita Robles, que puso firme al policía.


      


      


      
El caso Palau


      


      Existían cinco informes que circulaban sin sello ni firma bajo el título «Sumario Palau. Análisis de situación», fechados entre el 12 de septiembre y el 31 de octubre de 2012, donde se citaban como fuentes de la información a «sectores judiciales no nacionalistas, empresariado catalán, servicios policiales extranjeros, imputados que quieren negociar y sindicalistas de los mossos».


      Pero la inquina policial había llegado a tal extremo que se había atacado al Ministerio Fiscal y a los jueces acusándoles de querer «ocultar el escándalo» sugiriendo, según José Manuel Romero en El País, que «trabajan a sueldo de los políticos independentistas catalanes». Fuentes del Ministerio Fiscal de Barcelona, incluso, informaron que el 28 de octubre de 2012 el exjefe de la UDEF, José Luis Olivera, nombrado jefe del Centro de Inteligencia del Crimen Organizado (CICO), pidió una reunión con el fiscal anticorrupción, Emilio Sánchez Ulled, para solicitar que se ordenase la entrada y registro en la vivienda del tesorero de CiU. Pero la Fiscalía se negó.


      Según el propio Olivera, la reunión con la Fiscalía se produjo para «presentar a Marcelino Martín Blas, jefe policial de Asuntos Internos, competente en la investigación de casos de corrupción policial». Personas que estuvieron en esa reunión indican que la introducción que hizo el miembro de la policía no duró más de diez minutos y que, finalmente, Olivera indicó:


      —Si nos autorizas a que investiguemos, podemos obtener resultados contra la corrupción en Cataluña.


      —¿Si os autorizo a quiénes? —preguntó Sánchez Ulled sorprendido ante la petición directa del policía.


      —Cuando solicitaste que fuese la UDEF la que investigase el destino de los fondos de Palau, cumplimos.


      —Lo solicité en un procedimiento judicial y un juez lo autorizó —debió de contestar Ulled.


      —Lo sé, Emilio. Solo te pido que solicites que sea Marcelino el que investigue y nos des tu apoyo para conseguir una orden de entrada y registro en la sede de Convergència y la casa del extesorero.


      Las mismas fuentes relatan que Sánchez Ulled comentó que tras tres años investigando, si había alguna prueba en la sede o en casa del extesorero de CiU ya habría desaparecido. Y, según las fuentes de Romero, la bestialidad fue tal que Olivera argumentó que tenían confidentes con «información importante».


      Emilio Sánchez Ulled se negó a plegarse a los designios de los policías e informó a sus superiores y al juez del caso Palau sobre lo ocurrido. El ministro del Interior, según fuentes del centro de Canillas, «tampoco sabía nada».


      


      


      
Amenazas desde la UDEF


      


      El 22 de marzo de 2013, mi mujer y yo nos desplazamos a Palma de Mallorca para reunirnos con una fuente de información. Habíamos decidido vernos fuera de Barcelona y Madrid porque ya empezaban a correr rumores sobre la existencia de este libro. Días antes había recibido la llamada de un periodista:


      —¿Estás escribiendo un libro? —me preguntó a bocajarro.


      —¿Por qué lo preguntas?


      —Existe mucha inquietud porque dicen que sabes quién es uno de los autores del informe de la UDEF.


      Caminando por el Paseo Marítimo de Palma a las 13.12 horas recibí una llamada. En la pantalla del móvil apareció el nombre de Javier de la Rosa, por lo que me debatí entre contestar o no. Miré de reojo a mi mujer, ensimismada contemplando el mar, y decidí atender.


      —Hola, Javier —contesté.


      Estaba histérico, solo repetía: «Déjame hablar».


      —Me ha llamado una gente muy seria de Madrid.


      De la Rosa había vuelto a sus orígenes, creyéndose el centro del poder de la información, que hacía circular de forma interesada. Por eso decidí ofrecerle una pequeña porción de su «narcótico» a cambio de escucharle y comprender qué querían desde la UDEF.


      —¿Quiénes? —pregunté sin obtener más respuesta que su histriónico monólogo.


      —Paco, me dicen que tú con un exjefe de policía habéis hecho muchas preguntas sobre la UDEF —me gritó—. ¡Queréis desmantelarla!


      —¡Qué tontería es esa! —exclamé.


      —Queréis desmantelar la UDEF y has estado preguntado por Manuel Pérez Villar.


      Me giré hacia Marion, que me miraba asombrada. Los gritos del financiero traspasaban la intimidad del teléfono y se escuchaban alrededor. Mi mujer estaba enfadada por estar allí plantados, en medio del Paseo Marítimo, aguantando un chaparrón. «Suerte que lo estoy grabando», pensé.


      —Ya están histéricos —comentó Marion tras escuchar la conversación.


      Le expliqué que lo máximo que podía pasar era que entrasen en casa a robarnos ese fin de semana para buscar las pruebas del libro que estaba escribiendo y que yo no quería desmantelar nada; solo necesitaba que saliese la verdad sobre Método 3 y que los políticos dejasen de usarme para tapar sus chorizadas. Hice un par de llamadas para que controlasen mi vivienda y me prometí que, en cuanto llegase a Barcelona, pondría a buen recaudo las más de ciento cincuenta horas de entrevistas grabadas que había realizado. Sin embargo Marion, perspicaz como nadie, me advirtió:


      —Tú no eres de los que mandan. Estás en manos de los que lo hacen.


      —Lo sé, pero algo tendré que hacer para que se conozca la verdad —contesté casi enfadado.


      —Si escribes el libro no te olvides nunca de lo que te pueden hacer: aprietan un botón y tienes a quince tíos en casa deteniéndote.


      —Ya lo han hecho, amor —contesté apesadumbrado.


      —Pues eso. Lo pueden volver a hacer.


      Los rumores de que el ministro del Interior había provocado el caos alrededor de Método 3 para «tapar» información sobre su persona o su familia no sabía si eran ciertos. Por eso, días después de mi viaje a las islas Baleares, me reuní con un alto directivo de la policía catalana que seguramente conocería si existía algún tipo de denuncia o investigación sobre algún ministro. Lo localicé utilizando cabinas telefónicas y siempre a través de conocidos. Nos encontramos en la catedral de Barcelona el 22 de marzo. Entré sigilosamente y me senté en uno de los reclinatorios. Allí estaba él. Ni me miró. Simplemente dijo:


      —¿Cómo estás?


      —Mal. Gracias por preguntar.


      Los rumores eran falsos.


      —Nunca ha habido una denuncia oficial contra ese político en Cataluña —me dijo el grado 30 de la policía.


      —Si tú no lo has sabido, estoy seguro de que es falso —le contesté.


      —Yo no he dicho que no exista. He dicho que oficialmente no existe.


      —Entonces, ¿por qué tiene tanta inquina contra mí? —pregunté.


      —Es contra los detectives en general y contigo en particular porque eres la persona que más información ha tenido en este país.


      —Hay algo más. No entiendo por qué el Gobierno ha lanzado esta campaña de acoso y derribo contra nosotros —le dije.


      —La verdad es que los detectives en general habéis hecho mucho daño a la clase política investigando a los políticos corruptos. Y tus informes son muy mediáticos.


      —Yo no puedo hablar de los demás, pero lo único que sé es que me llevaré mis secretos a la tumba —acoté la conversación.


      —Por cierto, los rumores sobre esa denuncia siempre han existido y los centran en la comisaría de Iradier antes de cedérsela a los mossos.


      —¿Pero hubo tal denuncia?


      —Paco, ha habido varios políticos, incluso de su propio partido, que han buscado ese documento y nunca lo han encontrado. Y si hubiese una fotocopia ya habría salido.


      Me hubiera gustado decir que era verdad y que la denuncia existía pero, a diferencia de lo que el Ministerio del Interior había hecho conmigo, no era justo que dejase una puerta abierta en este punto.





Capítulo IV

      

      LOS NERVIOS DEL MINISTRO


      


      


      


      


      Jorge Fernández Díaz, ministro del Interior, estaba muy nervioso. No se podía entender la inquina que había mostrado contra mi agencia y mi persona. Los rumores eran muchos y, poco a poco, fui descubriendo los verdaderos motivos de la «campaña de marketing» que se había iniciado desde Interior contra nosotros.


      Las primeras versiones decían que era porque el 30 de abril de 2012 el secretario de Estado de Seguridad, Ignacio Ulloa, el director general de la policía, Ignacio Cosidó, y otros mandos policiales habían ido a comer al restaurante La Camarga para ultimar los preparativos de seguridad de la cumbre del Banco Central Europeo (BCE) que tendría lugar en la Ciudad Condal en mayo de ese año. Entre los mandos se encontraba el jefe superior de policía de Cataluña, Agustín Castro, y el máximo representante de la Guardia Civil en Cataluña, Ángel Gozalo.


      Sin embargo, eso no era lo que atenazaba al ministro cuando, el 18 de febrero de 2013, día de mi detención, un comisario principal de la Dirección General de la Policía me preguntaba, usando el nombre del ministro, a través de otra persona: «¿Qué información tienes sobre el ministro o sobre el Gobierno?».


      Jorge Fernández Díaz se ha dedicado siempre a la política. Aunque estudió una carrera técnica y fue inspector de trabajo, ha pertenecido al sector público desde muy joven. Militó en UCD, CDS, AP y, desde finales de los años ochenta, en el Partido Popular. Hijo de un militar franquista, medró siempre a la sombra del nacionalismo catalán. Aznar tuvo que desplazarlo de la dirección del partido en Cataluña en favor de Alejo Vidal Quadras, dado que «no conseguía diferenciar su mensaje del convergente, lo que, en su opinión, llevaba al electorado a ejercer el voto útil en favor de Convergència i Unió». Sin embargo, el expresidente, para acallar la rebelión orquestada por Fernández Díaz tras su relevo, lo nombró secretario de Estado para las Administraciones Territoriales, secretario de Estado de Educación, Universidades, Investigación y Desarrollo y secretario de Estado de Relaciones con las Cortes. Fue, por tanto, la sombra de Mariano Rajoy, quien, tras ganar las elecciones, lo aupó a ministro del Interior el 22 de diciembre de 2011. Sus compañeros de partido verían a diario cómo los problemas de las rebeliones estudiantiles de Valencia, las explicaciones sobre los planes de reinserción de ETA y, en especial, sus excesos verbales contra el matrimonio homosexual habían provocado que la oposición solicitase su dimisión.


      Precisamente estos excesos verbales, las dimisiones de sus hombres de mayor confianza y su mala valoración en el CIS —cuando los titulares de Interior suelen ser los mejor valorados— le han llevado a darse «baños de imagen» en ruedas de prensa improvisadas. En verano de 2012, «el Pato», como le llaman sus enemigos, dio cuenta de diversos datos relacionados con el secuestro del empresario zaragozano Publio Cordón después de que la Guardia Civil detuviera a cuatro miembros de los GRAPO, por lo que la Audiencia Nacional abrió una causa contra el ministro por un posible delito de revelación de secretos a raíz de la publicación en los medios de comunicación de diversos datos contenidos en una comisión rogatoria internacional que permanecía secreta y que estaba relacionada con esa causa. La Audiencia finalmente la archivó señalando que «el ministro no quería perjudicar la investigación» y «no tenía conciencia del deber de reserva por mandato judicial».


      El dirigente popular temía cualquier información que tuviésemos sobre él o relacionada con su hermano Alberto, regidor y presidente del grupo municipal del Partido Popular de Cataluña en el Ayuntamiento de Barcelona, con el que desde hace muchos años manteníamos una relación de amistad personal.


      


      


      
La cúpula policial se reúne contra Método 3


      


      Aeropuero del Prat de Llobregat (puente aéreo)


      Barcelona, 18 de febrero de 2013, 6.50 horas


      


      Agustín Castro, jefe superior de la policía de Cataluña, supuestamente tomó el puente aéreo IB 651 a las 6.50 de la mañana. Aterrizó en Madrid a las 8.20 horas, donde le esperaba un coche policial que lo llevó directamente al centro de la capital para reunirse con el director adjunto operativo (DAO) de la Policía Nacional, Eugenio Pino.


      


      


      Dirección General de la Policía


      Madrid, calle Miguel Ángel, 5


      18 de febrero de 2013, 9.00 horas


      


      En la sede de la calle Miguel Ángel le esperaba el DAO para «estudiar si había base legal para adoptar alguna medida contra Método 3». Posteriormente se informó que el director general de la policía, Ignacio Cosidó, había estado en la reunión. Sin embargo, fueron su director adjunto operativo y el jefe superior catalán los que, tras tomar las decisiones oportunas, despacharon en una reunión posterior con el director general para informarle de las decisiones que se habían adoptado en la sede de la Dirección General de la Policía en Madrid.


      Cosidó, abiertamente enfrentado al ministro, de esta forma «se ponía al frente» de la investigación para impedir que le fulminasen del cargo, según me dijo un miembro del sindicato policial SUP. «Quería demostrar su lealtad al ministro poniéndose al frente de una investigación que consideraba desmesurada», pero que «acuciaba al ministro». La reunión empezó sin él a las 9 en punto de la mañana y a las 11.15 comenzó la que se celebró con el director general. A las 12.00 horas, Castro se desplazó a las dependencias policiales en Canillas desde donde empezaron los movimientos de la UDEF.


      


      


      Complejo policial de Canillas


      Madrid, 18 de febrero de 2013, 12.30 horas


      


      La primera de las medidas que se tomaron fue que la Brigada de Investigación Tecnológica de Barcelona pasase a depender del Grupo de la Policía Judicial de Madrid. El ministro, atemorizado por lo que podía aparecer en la investigación, evitó incluso desplazarse a Barcelona «para participar en un foro sobre ciberdelincuencia» y, así, obviar «una jugada» del que aún era su subordinado. No sabían qué podía aparecer en nuestros archivos y el ministro debía de creer que, estando cerca de la toma de decisiones, podría lograr que nadie filtrase informaciones que le pudiesen afectar.


      Dos días antes, el director del rotativo La Vanguardia había recibido la información de que se iba realizar un «gabinete policial de urgencia» y que se incorporarían los «servicios de información de la policía» al equipo especial de investigadores creado por la Jefatura Superior de Policía de Cataluña. Los asesores de la DAO ya habían puesto un pie en la investigación cerrando el círculo, como supe tiempo después, para proteger la «autoría de sus propios informes» realizados ad hoc y que afectaban al proceso político de Cataluña. Y en los servicios de Información trabajaba Villarejo.


      Los nervios se hicieron palpables cuando, pocas horas después, los servicios de información de Interior enviaron a mi encuentro a una periodista y comprobaron que no estaba dispuesto a «vender» mis informes a cambio de «impunidad policial». Un día antes de mi detención, La Vanguardia recibió la información de que Antonio Tamarit, exempleado de Método 3, había llegado a un acuerdo con los servicios de información de la policía para «pactar la entrega anónima» de material; pero la recepción del mismo, manteniendo el anonimato de la fuente, se hizo de forma surrealista, haciendo que «alguien» dejase en una papelera de la plaza Urquinaona «un sobre marrón» que contenía un dispositivo de memoria USB junto a unos auriculares que incorporaron a la causa, descubriendo que «contenía el archivo de audio con la grabación de la conversación» entre Sánchez-Camacho y Victoria Álvarez.


      La entrega de la grabación se hizo de forma tan absurda como surrealista.


      «A las 16.40 horas del día 18 de febrero de 2013 se recibe en el Centro de Comunicación Permanente (antigua Sala 091) de la Jefatura Superior de Policía de Cataluña una llamada anónima que literalmente manifestó:


      »—Escúcheme con atención. Tengo información sobre la agencia de detectives Método 3. Esta información la voy a dejar en la plaza de Urquinaona [anunció de forma anónima una voz nasal e impostada para continuar]. Hay una estatua de color negro de un niño con un botijo [en esos momentos su voz se tornó silencio; seguramente, se debía estar riendo de él mismo y del hilarante guion que se había preparado para pergeñar la entrega anónima. Por fin se repuso de su “ictus” verbal y siguió]: Al lado hay una papelera y en esa papelera dentro de un sobre de color blanco les dejaré esa información».


      El guion, propio de Berlanga, continuaba en el atestado policial informando que el comisario jefe «de inmediato comisiona a dos policías para que urgentemente se desplacen a la plaza Urquinaona y hagan gestiones tendentes a la localización del material y efectúen la correspondiente inspección ocular».


      Sin embargo, seguían sin tener nada con lo que proceder a mi detención. Desde que el Partido Popular de Cataluña había interpuesto la denuncia contra El Mundo, El Periódico de Cataluña y Método 3 cinco días antes, la policía no había avanzado. Y aquel 18 de febrero, con la cúpula policial reunida en Madrid, se les obligó a tomar decisiones.


      En cinco días el Ministerio del Interior había utilizado cerca de quince agentes de policía diferentes8 de los más de cuarenta que acabaron actuando en la causa, cuyo sueldo pagamos todos los españoles para proteger a Alicia Sánchez-Camacho. No tenían ninguna acusación que fundamentase un auto judicial de entrada y registro en mi despacho y mi domicilio. Y durante las horas que transcurrieron entre la reunión de la cúpula policial y mi detención a las 21.00 horas del día 18 de febrero, pudieron conformar, mal que bien, un atestado policial que les permitiese presentarse frente a un juez y mirarle a los ojos para que les estampase una firma que adversase ese dislate policial.


      Por fin habían aportado a los autos la grabación de Alicia Sánchez-Camacho, obtenida de la basura de al lado del niño del botijo, y solo les quedaba encontrar un testigo de cargo. Y, para ello, el atestado dejó de ser propio del director cinematográfico valenciano y se convirtió en un esperpento valleinclanesco.


      Así, fueron a buscar a uno de nuestros exempleados, el mismo al que yo había denunciado tres días antes, el 15 de febrero, de intento de chantaje. No tenían a nadie más y poco les importó usar a un testigo incurso en multitud de causas de nulidad judicial.


      Y, por fin, consiguieron lo que necesitaban.


      Nuestro exempleado declaró que «por los años que ha trabajado en Método 3, por el conocimiento del funcionamiento de dicha empresa y por las funciones que desarrollaba cada trabajador […], podría asegurar (sic)» que la grabación de la dirigente popular la había «orquestado Francisco Marco». Sin embargo, señalaba que en las fechas de la misma ya no trabajaba en Método 3 y que «tuvo conocimiento de las mismas cuando fueron publicadas en la prensa», es decir, en febrero de 2013.


      Sin embargo, el verbo «orquestar», declarado por un testigo, permitió a la policía proceder a mi detención y a un juez establecer, en un auto judicial, que existían «serios indicios aportados por el exempleado Antonio Tamarit» para determinar que yo había orquestado la grabación de Alicia Sánchez-Camacho.


      Pero la puntilla final la puso la propia dirigente popular, quien el 18 de febrero, a las 20.30 horas, llegaba a la Brigada Provincial de la Policía Judicial. Les esperaban los policías 18.779 y 28.292. Minutos más tarde terminaba su declaración y se iniciaba mi detención.


      


      


      
Mi detención


      


      Ese día 18 de febrero fue frenético para todos. Los teléfonos no paraban de sonar y las órdenes que había que cumplir se acumulaban. Entre otras, las de amedrentarme y condicionar cualquier declaración pública que pudiese realizar.


      El comisario principal de la Policía Nacional, tras comprobar que «su enviada» a mi encuentro no me había condicionado, llamó a sus superiores. La conversación debió de ser así:


      —El objetivo no quiere ceder.


      —¿Pero tiene algo? —contestaría el superior.


      —Dice que no, pero amenaza con ir a denunciarnos al Juzgado de Guardia.


      —Que Agustín —refiriéndose al jefe superior de policía— llame a la periodista y le diga al objetivo que, en cuanto pueda salir de Madrid, se reunirá con él en Barcelona.


      Sabían que quería denunciar en la Fiscalía Anticorrupción o en el Juzgado de Guardia la componenda policial y «no iba a permitir» amenazas contra mi empresa. Por eso, usaron nuevamente a la «misma enviada» para pararme. Esta vez me volvieron a engañar con la promesa de una reunión con el jefe superior de policía de Barcelona, mientras preparaban mi detención.


      —Dime —contesté telefónicamente a Mayka Navarro, periodista a la que la policía había utilizado, sin ella darse cuenta, para amedrentarme.


      —No hagas nada. Acabo de hablar con el jefe superior de Barcelona.


      —¿Y? ¿Qué te ha dicho? —pregunté.


      —Que está en Madrid parado por la huelga de Iberia y que, o esta noche para tomar un refresco o mañana por la mañana para desayunar, te localizará y se reunirá contigo fuera de Jefatura.


      Seis coches tomaron posiciones en la calle Aribau de Barcelona con «mi fotografía» impresa. Eran diez agentes que ni me vieron salir para reunirme, a pocas manzanas, con mi abogado. Los servicios de inteligencia, sin embargo, sí me localizaron a las 19.00 horas para darme la última advertencia. «Salva a Alicia o te callaremos».


      A los pocos minutos tocaron el timbre de mi casa. Mi mujer abrió la puerta creyendo que me había olvidado las llaves. Miró el reloj y pensó que era muy pronto para haber acabado la reunión con mis asesores legales, pero aun así lo hizo sin preguntar y con una sonrisa, creyendo que era yo. Entonces se encontró a cuatro personas que no conocía, tres hombres y una mujer, vestidos de forma juvenil, y su instinto le hizo cerrar de un golpe la puerta.


      —Abra, policía —dijo uno de los cuatro agentes que entraron mientras once personas más esperaban en las inmediaciones, de pie en las aceras, y otros en seis coches camuflados.


      —Dígame —contestó mi mujer atemorizada.


      —¿Francisco Marco Fernández? —preguntó blandiendo una placa policial en la mano.


      —No está en casa.


      —Señora, no nos mienta, sí está. Llevamos controlando la vivienda todo el día y el señor Marco no ha salido.


      —Oiga —dijo elevando la voz con un atrevimiento impropio de sus jóvenes treinta y pocos años—, si le digo que no está es que no está. No tengo por qué mentirle —aseveró con la certeza de quien se sabe con la razón.


      —¿Quién es usted? Identifíquese —pidió el policía.


      —Soy su mujer.


      —¿Pero vive aquí? —preguntó uno de los agentes.


      —Sí —respondió Marion.


      Luego cerró la puerta para buscar su identificación y la abrió nuevamente para entregar el DNI a los policías.


      —¿Lo puede localizar? Si no aparece en cinco minutos tendremos que entrar a comprobar si está o no. Necesitamos que nos acompañe para hacerle unas preguntas.


      —Pues espere que lo llamo —contestó mientras cogía su teléfono móvil.


      —Dime, cariño —le dije ya en la reunión con el despacho de abogados.


      —Hay cuatro policías en casa que vienen a detenerte.


      —Diles que ahora mismo voy. Que me esperen fuera de casa —afirmé casi de forma imperativa para proteger a mi familia.


      Me levanté de la mesa y me puse el abrigo.


      —Voy contigo —dijo Álvaro Amigó, el abogado que había contratado para que llevase mi defensa, mientras adivinaba que me iban a detener.


      —Suerte. —Me abrazó otro de los abogados presente en la reunión.


      Salí corriendo del despacho para tomar un taxi y llegar, en menos de cinco minutos, a mi casa.


      —¿Me estáis buscando, no? —le dije con tono chulesco a uno de los policías que me esperaban en la puerta.


      —Acompáñenos, por favor, señor Marco —me pidió con su placa policial en la mano.


      —¿Estoy detenido?


      —Sí, se le acusa de un delito de revelación de secretos —contestó con aire circunspecto.


      —Me presenté a declarar de forma voluntaria hace días para evitar precisamente esto —casi le grité mientras mi teléfono sonaba en el bolsillo interior de la americana del traje, que no con-testé.


      Automáticamente entró un mensaje de texto: «Sr. Marco, ¿es verdad que le han detenido?». La maquinaria de prensa del Ministerio del Interior ya se había puesto en marcha. Se trataba de «detenciones on line» para «lavar la cara del ministerio».


      —Apague el teléfono, por favor —me dijo el policía desde el asiento del copiloto, girando la cabeza hacia atrás para mirarme.


      Antes de apagarlo revisé en mi lista de e-mails y vi que acababa de entrar uno con el siguiente asunto: «Hotel Encanto». Era un correo electrónico que me llegaba de mi corresponsal en México; enseguida supe que se refería a una de las últimas investigaciones que estaba llevando a cabo sobre los supuestos intereses de la familia Pujol en México. De inmediato borré todos los correos y SMS que había en mi Blackberry. No quería ponérselo fácil a los policías.


      La inquina era tan asombrosa que, los días siguientes a mi detención, a mi mujer y a mi secretaria incluso les revisaban las mo-chilas escolares de los niños y las seguían en sus quehaceres más mundanos. Las libertades democráticas no importaban. Había algo más relevante: sus cargos políticos.


      Nunca había visto una detención tan rápida ni que alguien pasase tres días detenido por una grabación legal. Pero las órdenes eran claras: «Hay que destrozarlos». Las setenta y dos horas que estuve encerrado no tuve posibilidad de defenderme. Los telediarios abrían con las imágenes de mi detención. Sin embargo, lo más humillante fue cómo siguieron a los miembros de mi familia, controlando sus entradas y salidas, revisando sus bolsos, vulnerando nuestros derechos…


      La caza del espía había comenzado y nos masacraron buscando un mero rédito político. Pero habían desatado contra Método 3 una campaña sin prever que algún día la justicia demostraría que todo se sustentaba en mentiras políticas.


      


      


      
Tapando información


      


      Alicia Sánchez-Camacho sabía, cuando recibió una llamada de El Mundo en diciembre de 2012, que si su conversación con Victoria Álvarez se hacía pública, su carrera política podía desvanecerse. A la lideresa catalana se le atribuía un sexto sentido, el que la convertía en una superviviente nata. Sus amigos la definían como «una mujer muy calculadora» y sus enemigos como una «mujer fría, calculadora y ambiciosa».


      —No te fíes de la pepera —me dijo una senadora catalana.


      Sánchez-Camacho mostraba a menudo su inseguridad respecto a su físico y su intelecto, pero se creía superior al resto del mundo.


      En la demanda civil que interpuso solicitaba, con urgencia, medidas cautelares para evitar que se difundiese la conversación. Alegaba de contrario que la «injerencia a la intimidad se mantiene durante largo tiempo, afecta a personas distintas del investigado y permite acceder a las informaciones más íntimas y reservadas del sujeto, como ha ocurrido en el asunto de autos».


      En nuestra contestación a la demanda, indicamos que «la propia actora ha desvelado en diferentes entrevistas muchísimos más detalles íntimos y personales de su vida privada. Ha explicado, por ejemplo, que ha sido madre soltera y que lo hizo sin que nadie lo supiera, ni familiares ni amigos, y concedió una entrevista a Lucía Etxebarría en la revista Woman en la que hablaba sin tapujos de su vida amorosa y sexual. Por ejemplo, respecto de sus relaciones amorosas reconoció que «se trataba de hombres que quizás otras mujeres no encontrarían atractivos, pero yo sí, porque eran inteligentes, leían mucho y tenían mucha vida interior». Decía que «no es mujer de juegos», pero creía que su mejor activo para seducir era el hecho de ser «muy dulce y cariñosa».


      Jorge Fernández Díaz era el guardián de la cápsula, palabra que definía el plan de seguridad que rodeaba al presidente del Gobierno; era el gestor de los planes estratégicos de seguridad nacional y de antiterrorismo, el único ministro del Interior que había sido denunciado y querellado por revelación de secretos. Pero, por mucho que se empeñase, en mis informes no había nada contra él ni contra miembros del Gobierno. También querían proteger un informe cuyo contenido completo y real aún es un secreto —aunque algunos medios han creído tener en su totalidad— y que afectaba al exdirector general de la policía, Juan Cotino.


      Por este y otros informes, hacía años que la policía intentaba acceder a mis archivos y yo siempre me había negado. Lo intentaron en 2009 y me quejé formalmente al Ministerio del Interior. Posteriormente, en 2011, lo volvieron a intentar y en 2012 reiteraron las presiones. Ahora lo habían conseguido pero, una vez más, erraron. Aunque la prensa dijo que se habían llevado diez camiones de información, el acta de entrada y registro a nuestra sede era clara y solo se habían llevado «tres carpetas».


      Los intentos de acceso a nuestra información se remontaban al año 2009, cuando Ignacio González, actual presidente de la Comunidad de Madrid, denunció que le habíamos investigado.





Capítulo V

      

      IGNACIO GONZÁLEZ, PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE MADRID


      


      


      


      


      
Oficina de un empresario madrileño, calle Serrano


      


      Madrid, 27 de enero de 2009, 18.00 horas


      


      En 2004 investigamos las presuntas irregularidades de un directivo del mundo del deporte que acabaron en una entrada y un registro, controlados por un juzgado de instrucción, y una querella de la Fiscalía. Aquella investigación la recordaba bien un empresario cuando me citó en sus oficinas de la calle Serrano de Madrid el día 27 de enero de 2009, a las 18.00 horas. «Menuda investigación tan buena hicisteis», me dijo nada más conocerme.


      La intermediación para contratarme la había llevado a cabo un director general de la Comunidad de Madrid con el que había comido días antes en un restaurante de la capital:


      —Tengo un amigo que necesita contratarte para un tema importante —me comentó el político.


      Poco después, me abrió la puerta Javier, secretario personal del empresario, al que llamaré Juan, en su oficina. Era un pequeño despacho con una sala de juntas llena de revistas y documentación de una fundación vinculada a la Comunidad de Madrid. Me recibió en dicha sala y me informó sobre las investigaciones que quería que realizase.


      —Necesitamos —dijo hablando en plural— que investigues a determinados políticos.


      —¿Necesitáis quiénes? —pregunté a Juan.


      —En realidad, lo necesita Nacho González, el vicepresidente de la Comunidad de Madrid. Una de esas personas lo hizo investigar hace poco.


      Quedamos que le prepararía un plan de trabajo y un presupuesto que le envié a su despacho. Días después me citó nuevamente en su oficina. Otra vez fue Javier el que me abrió la puerta y de dentro del despacho del directivo apareció Ignacio González, con su mechón blanco, y me saludó para darme las gracias por haber aceptado la investigación.


      —Os presento. Francisco Marco —dijo girando su cara hacia mí—, Nacho González.


      Recuerdo la escena. El político salía, a contraluz, del despacho del empresario y de dirigía hacia mí con la mano tendida. Su frase textual, que tengo archivada, fue:


      —Muchas gracias. Confío en ti —dijo únicamente, despidiéndose.


      Juan, por orden de González, quería saber quién, en realidad, le había investigado provocando que, desde el 28 de enero de 2009, Manuel Rico, periodista de Público, publicase contra él; me dio una lista de dirigentes del Partido Popular a los que tenía que investigar porque «el vicepresidente los considera sus enemigos».


      


      


      
El Canal de Isabel II


      


      Curiosamente, el Canal de Isabel II ya había sido, con anterioridad, mi cliente. Ildefonso de Miguel, mano derecha de González, nos contrató durante años para investigar a numerosas personas mediante el jefe de seguridad de la empresa púbica. Se trataba de investigaciones empresariales anodinas relativas a fraudes contra el Canal. Entre las investigaciones que realizamos estaba la de un tal Antonio Fernández, vinculado con unas empresas argentinas. Cuando llevamos a cabo la investigación supimos que se trataba de «Antonio Fernández, exalcalde socialista de Pinto, que llevó a los tribunales al exregidor por 18 viviendas construidas con dinero del Consistorio en la ciudad argentina de Pinto y 600.000 euros de subvenciones». Fue, en realidad, una investigación empresarial normal realizada en un país latinoamericano. Necesitaban saber «qué vínculos accionariales le unían a una empresa de Pinto (Argentina)».


      El PP de González nos había utilizado sabiendo que nunca realizamos investigaciones políticas de partido contra partido; solo investigamos, por orden de un partido, a sus propios dirigentes. A esos informes los llamamos de «limpieza interna». Pero cuando solicité la investigación de «un tal Antonio Fernández» al país andino y me devolvieron el informe, comprobamos que se trataba del exalcalde de Pinto (España) y nos negamos a facturarla.


      Cuando González me contrató a través de Juan lo hizo para investigar la «corrupción interna del partido», pero los informes no salieron a «su gusto» porque exonerábamos a algunos políticos de corruptelas en beneficio propio.


      —¿Por qué paga un constructor un informe privado del vicepresidente de la Comunidad de Madrid? —me preguntó Marita, fundadora de la empresa, cuando lo supo.


      —Son amigos —le contesté entonces.


      Pero en realidad la respuesta la obtuve en marzo de 2013, cuando supe que el juez Ruz estudiaba añadir los «papeles de Bárcenas» a la causa sobre el caso Gürtel, pidiendo a la UDEF que emitiese un informe «a la mayor brevedad» para encontrar la «conexión» entre las anotaciones del extesorero y lo sabido hasta ahora de la Gürtel.


      Una investigación de la UDEF se estaba centrando en Juan, empresario y presidente de diversas sociedades, que aparecía vinculado a dos empresas beneficiadas con numerosas adjudicaciones en los municipios madrileños donde operaba la Gürtel. «Aparece en la contabilidad de la trama como donante de comisiones en los papeles de Bárcenas», me confirmaron. «En las anotaciones publicadas por el diario El País y que pertenecen a Luis Bárcenas, aparece su apellido», corría por Madrid. Y lo cierto era que pude comprobar, personalmente, que se encontraba en la lista de los supuestos donantes al PP. Fuentes policiales aseguraban, además, que había pagado a una de las empresas de la trama Gürtel.


      —En un USB localizado por la policía en el despacho de Francisco Correa, aparece una empresa de Juan con múltiples pagos. Míralo —me señaló un policía de Madrid.


      Y lo comprobé. En el sumario se recogían diversas contrataciones y adjudicaciones a empresas de Juan durante los años de apogeo de la Gürtel.


      


      


      
Mobbing periodístico contra el vicepresidente de la Comunidad de Madrid


      


      Ignacio González demandó al diario Público usando los servicios jurídicos de la Comunidad de Madrid.9 Así, Ignacio González interpuso una demanda ante el Juzgado de Primera Instancia número 55 de Madrid, autos 802/2009, por el que se dictó fallo el 13 de mayo de 2011, en el que se desestimaba la demanda del presidente de la Comunidad de Madrid contra el diario madrileño.


      «Ni para defenderse se gasta su dinero», comentaban en los foros jurídicos mientras el juzgado consideraba, y lo reflejaba en un auto de 15 de marzo de 2010, que Ignacio González «no podía ser defendido y representado por el letrado de la Comunidad de Madrid».


      Es cierto que Público fundamentó sus artículos, como señala la Audiencia Provincial de Madrid, en sentencia de 27 de junio de 2012, en un dosier que según el tribunal «es, en sí mismo, una noticia, y es, por otro lado, una fuente de información para el periodista, que le pone sobre la pista de un determinado dato noticiable». El primer artículo que publicó el diario, el 28 de enero de 2009, se basaba en el dosier de la agencia de detectives que lo elaboró y lo tituló: «Los informes que alimentan la guerra del PP».


      El dosier principal sobre el entonces número dos de Aguirre tenía 69 páginas y detallaba, punto por punto, el patrimonio, las adjudicaciones y las relaciones de González, estableciendo «las cinco adjudicaciones de la Comunidad de Madrid que encendieron las alarmas en el Partido Popular». Estas adjudicaciones que se informaban en el dosier, atribuido a Método 3 y no confirmado por el periodista de Público, eran las realizadas por el Canal de Isabel II a dos empresas; a diversas obras en carreteras autonómicas; la tercera adjudicación que se denunciaba se refería al campo de golf de Chamberí, dándose cuenta de la adjudicación a un consorcio formado, entre otras, por la empresa Tecnoconcret, constituida por José Antonio Clemente, que «resultó ser socio de un cuñado de González en otra sociedad»; la cuarta irregularidad que se imputaba era la referida a la plaza de toros de Las Ventas, que se adjudicó a Taurodelta, quitándole la explotación a Simón Casas. Decía la sentencia que «según el informe Simón Casas manifiesta públicamente que sabe (aunque no se puede probar) que Nacho González obtuvo 50 millones de pesetas por esa concesión». Y se concluía relacionando a uno de los empresarios, que creó con otros una sociedad que sustituyó a la anterior, con el conocido caso Malaya, sin referencia alguna en este aspecto al ahora demandante»; la quinta adjudicación relatada se refería a las televisiones digitales de Madrid.


      Se mencionaba igualmente la adjudicación a siete empresas, las cuales, a su vez, crearon en diciembre de 2005 la empresa Teledifusión Madrid para gestionar la señal de las nuevas televisiones, quedando el 30 por ciento del capital en una empresa que administraba el cuñado del gerente del Canal de Isabel II, «el más estrecho colaborador de González». Se abundaba —en la sentencia— en que Teledifusión Madrid había contratado a una empresa fundada por Ildefonso de Miguel, el mismo gerente del Canal de Isabel II.


      Bajo el titular «Una firma beneficiada por González tiene de socio a su hermano», Manolo Rico, el periodista que mejor conoce los entresijos del poder en la Comunidad de Madrid, informaba que «Pablo González adquirió en noviembre de 2008 más del 30 por ciento del capital de Tecnoconcret, concesionaria del campo de golf adjudicado por el vicepresidente». El mismo diario incluía un artículo en el que se señalaba que «un cuñado de González fue promotor del proyecto del campo de golf del Canal. Empresas relacionadas con familiares del vicepresidente se quedaron con las subcontratas». El 16 de febrero publicaba que «González benefició a la firma de su profesor de pádel» inyectándole 1,3 millones a través de la sociedad de capital riesgo de la Comunidad. Y toda esa información provenía de una agencia de detectives.


      El periódico también focalizaba el asunto en Pedro Antonio Martín Marín, exsecretario de Estado de Comunicación, quien «despachó a diario con Ignacio González y que una de las hijas de aquel trabaja en la Fundación del Canal de Isabel II».


      La Audiencia analizó todas y cada una de las afirmaciones y, mediando la excepción de veracidad, confirmó que la actividad desplegada por el diario Público, siguiendo el dosier de la investigación de Nacho González, no había faltado a la verdad. Según la sentencia, los artículos periodísticos, fundamentados entre otras fuentes en el informe que se nos atribuía, «no revelan ningún atentado al derecho al honor» de Ignacio González.


      Aun así, González se tomó el informe y las noticias periodísticas como una campaña de acoso a su persona y siguió adelante.


      


      


      
Redacción de El Mundo


      


      Madrid, 17 de febrero de 2013, 13.00 horas


      


      Llegué al edificio de la editora de El Mundo la mañana de 17 de febrero. La prensa no paraba de señalar que «teníamos información de toda España» y quería tranquilizar a mis clientes. Pacté la entrevista la noche del viernes anterior, pidiendo que la misma fuese el domingo porque ya «me habían llegado rumores» de mi «inminente detención». Esteban Urreiztieta venía directamente de Palma de Mallorca de asistir a la declaración de Diego Torres en los juzgados baleares. Eduardo Inda se reunió con nosotros, aunque tenía una fiesta familiar.


      —¿Por qué no hacemos una entrevista y pones las cosas en su sitio en los términos y con las palabras que tu elijas? Le daríamos máxima difusión —me comentaron desde el diario.


      Y allí estaba yo, deformado por la operación odontológica, demacrado por las noches en vela y sintiéndome traicionado por aquellos que un día me habían contratado. El único mensaje que quería enviar era el de «tranquilidad» a todos aquellos clientes de Método 3 que habían depositado sus «secretos» en mis manos.


      En pleno escándalo por la grabación a Alicia Sánchez-Camacho, me realizaron una entrevista entre cuyas preguntas se incluían las siguientes:


      —¿Investigó usted al presidente de la Comunidad de Madrid Ignacio González?


      —Existe un procedimiento abierto en el Juzgado 47 de Madrid que intenta demostrar que hemos investigado a González. Jamás hemos sentido más presión económica, mediática, judicial y policial para intentar demostrar que he realizado un informe contra él y para que yo dijera el nombre del cliente. No es así y jamás se va a poder demostrar.


      Posteriormente, los periodistas E&E (como los llamaba Pedro J. Ramírez) me preguntaron el porqué de dicha presión. Hice un ejercicio de introspección y, mentalmente, enumeré todo lo que había intentado González contra mí y comprobé lo que realmente podían hacer los políticos para conseguir sus fines. Yo he sufrido los ataques desmedidos de los políticos cuando se les acusa de corruptelas. En este sentido, en la entrevista en cuestión me preguntaron:


      —¿Cree entonces que los políticos corruptos de Cataluña utilizan a Método 3 como cortina de humo?


      Mi respuesta, como en muchas otras ocasiones, parafraseó a mi hijo:


      —Lo más inteligente que he escuchado sobre este tema se lo he escuchado a un niño de once años, mi hijo. Un día me dijo: «Papá, ¿de verdad es noticia que un político sea corrupto? Si eso pasa todos los días…». Partiendo del enfoque de un menor, te diré que los políticos quieren desviar el foco de todo lo que no sea ellos, eso es obvio y lo ve cualquier lector de diarios. ¿Que lo estén utilizando voluntariamente? No les atribuyo ese nivel de inteligencia a los políticos. Esto es una cortina de humo que están montando los medios de comunicación con la ayuda de partidos políticos y dos exempleados de Método 3 que están diciendo tonterías.


      Y me equivocaba. González, al igual que había usado a los letrados pagados por todos los ciudadanos de la Comunidad de Madrid, había iniciado contra mí su particular campaña de acoso y derribo. Lo que él definió como «mobbing periodístico contra su persona» no fue nada en comparación con la campaña de «mobbing contra los detectives» que realizó el presidente de la Comunidad de Madrid.


      El 22 de julio de 2009 recibimos en la sede de nuestra agencia en Madrid una llamada en la que nos comunicaban que iban a realizarnos una inspección rutinaria en la agencia de detectives. Los que nos dedicamos a esta profesión sabemos que, por ley, estamos controlados administrativamente por la policía. Los investigadores, además, llevamos un libro-registro que debía estar a disposición de la policía para su control.


      El director de la sede de Madrid de nuestra empresa los atendió. Automáticamente, la policía solicitó la fotocopia íntegra del libro donde se registraban, conminados por la ley española que regula a los detectives, todos los contratos de nuestra agencia. En ese momento, la policía llegaba a nuestras oficinas centrales en Barcelona. Les hice esperar mientras atendía telefónicamente al director de la sede de Método 3 en Madrid, a quien dije textualmente: «Niégate a que se lleven fotocopias y despídelos».


      Al día siguiente, escribí diversas cartas al Ministerio del Interior quejándome de la forma de actuar del personal de la Unidad Central de Seguridad Privada al intentar realizar «una fotocopia del libro-registro para tener conocimiento de todas las investigaciones realizadas en el año 2008 de Método 3, con indicación de los clientes e investigados». La respuesta de Ignacio González se materializó a través de la revista Interviú, que publicó que Método 3 era el principal objetivo de las investigaciones sobre el espionaje a Ignacio González, por el que habríamos cobrado 100.000 euros, añadiendo que era «un dosier económico y un seguimiento durante un viaje del político a Colombia en el verano del pasado año». Otro dosier, esta vez acerca de Ildefonso de Miguel, exgerente del Canal de Isabel II, y de su mujer también fue objeto de las mismas gestiones.


      La revista decana indicaba que las pesquisas se habían centrado hacía tiempo en Método 3, una vez descartadas otras agencias. Cuando la policía accedió al primero de los dosieres —dedicado a las propiedades y las vinculaciones empresariales de Ignacio González y otras veintiséis personas de su familia y de la de su esposa–, trabajaron desde un principio con la hipótesis de que el informe era obra de profesionales: «Su redacción y su presentación tienen el marchamo de una agencia de investigación privada». La revista concluía que «el caso ha servido para que muchos detectives hayan intentado acabar con la competencia, acusando sin ninguna base ni fundamento a otro de la autoría de los dosieres», señala uno de los detectives que fue interrogado por la policía durante los primeros meses de gestiones.


      No obstante, en Método 3 nos limitamos a negar haber realizado el informe. También negamos sistemáticamente saber quién lo había realizado. Mi imputación en el Juzgado 47, en las diligencias previas número 1337/2009, venía dada a petición de la acusación particular, sostenida por la Comunidad de Madrid y el Sr. Ignacio González, quien, mediante escrito presentado el 26 de noviembre de 2010, había solicitado mi declaración en calidad de imputado, según se argumentaba en el propio escrito, «por no haber colaborado en la aportación de la información requerida tras su declaración en calidad de testigo el 20 de octubre de 2009». Es decir, no se solicitaba mi imputación por la concurrencia de indicios relacionados con realización de ningún dosier de investigación, sino por entender, siempre desde un punto de vista subjetivo, que no se había colaborado con la investigación.


      La presión sobre mí provenía de octubre de 2009 cuando González nos hizo llegar, a través de un empresario amigo común, que me iban a citar como testigo en las diligencias penales abiertas «para saber quién contrató su investigación». Obviamente, me negué a facilitarle dicha información y el 20 de octubre de 2009 depuse como testigo en sede judicial, donde se puso de relieve que desde la agencia de detectives se habían solicitado datos al registro de la propiedad sobre el querellante. Por aquel entonces, aclaré que ni yo ni la mercantil Método 3 habíamos solicitado esos datos al Registro de la Propiedad. Otra cosa es que algún empleado de la agencia de detectives, o quizás alguna otra persona vinculada a alguno de estos, hubiera usado la clave de la agencia para solicitar dicha información, por otra parte pública y en absoluto confidencial.


      En este sentido, el 20 de diciembre de 2010, y sin solicitud previa, se recibió en las oficinas de la agencia de detectives una nota del Registro de la Propiedad sobre los bienes del Sr. Mariano Zabia, con la referencia «nunca más», causando profunda extrañeza este hecho, porque la nota llegó un mes después de haber declarado como imputado. Alguien estaba pidiendo al Registro de la Propiedad, usando las claves de Método 3, propiedades de los investigados en el dosier de Ignacio González con posterioridad a mi imputación, y años después de haberse emitido el informe de 69 páginas que se me atribuía.


      Las inspecciones que nos envió González a través de la policía de seguridad privada se archivaron porque el Ministerio del Interior se equivocó notificándolas y tuve que recurrirlas. La delegación del Gobierno se vio compelida a archivar el expediente sancionador el 30 de abril de 2010, ya que habían instruido mal el expediente administrativo.


      Pero La Razón, tras mi detención en febrero de 2013, publicó en portada: «El dueño de Método 3 se reunió con un jefe policial de la era Rubalcaba», refiriéndose al antiguo jefe superior de policía de Barcelona, Narciso Ortega. El subtítulo era, además, una infamia: «Meses después, Interior archivó una inspección realizada en la agencia de detectives». El comportamiento del periódico, cuya información bebía de fuentes de la Jefatura de Policía de Barcelona señalaba que «al cesar Ortega y ser nombrado el actual titular de la Jefatura Superior de Barcelona, Agustín Castro, Marco ha intentado varias veces comer con él. En todas las ocasiones, las invitaciones fueron declinadas». A Castro, como a los últimos cinco jefes superiores de policía de Barcelona y Madrid, lo invité a comer «para conocernos». Sin embargo, a este último —a diferencia de los anteriores— lo hice mediante carta, tras señalarle que se estaba filtrando a los medios de información una comunicación interna de la policía en la que se me implicaba en un caso en cuyos autos no aparecíamos.


      Narciso Ortega demandó a La Razón y en la vista judicial de 21 de marzo de 2013, en el Juzgado de Primera Instancia 48 de Barcelona (derecho de rectificación 318/2013), el medio de comunicación reconoció que «la noticia publicada no era correcta». La sentencia asumió que «resulta incontestable» que La Razón mintió y obligó a publicar en portada que Narciso Ortega ni comió conmigo en La Camarga ni me archivó sanción policial alguna.


      


      


      
Restaurante Via Veneto


      


      Barcelona, 22 de abril de 2009, 21.30 horas


      


      Feliciano López derrotó a Santiago Ventura en la segunda ronda del Torneo de Godó en Barcelona. Juan, el amigo empresario de Ignacio González, viajó junto a mi amigo, el director general de un gabinete de la Comunidad de Madrid, para ver la ronda deportiva.


      Por la noche, tras cambiarse en un hotel de la Ciudad Condal, se dirigieron en taxi a uno de los mejores restaurantes de la ciudad donde yo les esperaba, charlando en el salón principal con José Monge, dueño del comedor.


      No recuerdo si esa misma noche u otra, alguien me informó que un día habían llegado unas fotos anónimas de un político a su vivienda y su mujer había «montado en cólera». Su reacción, desmesurada, le llevó a poner «una pareja de policías» para que «robasen un vaso» con las huellas de la amante, a la sazón una alta mandataria de la misma comunidad autónoma. El político hizo comparar las huellas con las del sobre de las fotos y, aunque finalmente no supe el resultado, como me dijo mi madre entonces «ha quedado en manos de la policía para siempre» al usar medios públicos para sus «fines privados».


      —Nacho te agradece la investigación —me saludó el empresario.


      


      


      
Jueces ayudando a políticos


      


      El Juzgado de Instrucción número 47 de Madrid, dirigido por Adolfo Carretero,10 con la Fiscalía en contra y negándose a continuar la investigación contra mí, siguió adelante la instrucción.


      El magistrado que me estaba investigando por las supuestas revelaciones de Ignacio González era Adolfo Carretero Sánchez, hermano del director de la Academia de la Policía en la Comunidad de Madrid, Agustín Carretero Sánchez. «Solo por eso, porque el hermano del juez chupa de la teta de la Comunidad de Madrid, es razón de sobra para que se inhiba de la causa», se decía en los medios confidenciales.


      Adolfo Carretero era un juez con mala fama desde que se vio relacionado con la Operación Bloque, por la que fueron detenidos casi treinta agentes policiales de Coslada, entre ellos el «sheriff de Coslada», Ginés Jiménez, supuestamente «por extorsionar a comercios, bares de copas y prostitutas». En este caso también se implicó al alcalde del lugar, del PP, por prevaricación y malversación de fondos públicos, pero finalmente el Tribunal Superior de Justicia de Madrid le absolvió. Carretero nunca fue imputado. Simplemente fue acusado por la policía de apoyar al citado Ginés Jiménez durante el juicio y su hermano, Agustín Carretero, se hizo famoso al detener por corrupción a dos exalcaldes del PSOE en Ciempozuelos, aunque poco después el gobierno de Esperanza Aguirre le fichó como alto cargo en plena instrucción del sumario. La prensa, además, acusó «al magistrado de haber cerrado causas de varios particulares contra Ginés». Según los informes, «la relación de amistad entre ambos habría influido en la falta de neutralidad necesaria a la hora de decidir y, por tanto, el citado debió inhibirse».


      Sin embargo el juez Carretero, con los informes del Ministerio Fiscal y de la policía en contra, y señalando que no se podía vincular a Método 3 en la investigación a Ignacio González, decidió «seguir adelante» con la instrucción contra nosotros. Con todo en contra, lo que en realidad pasó fue que los agentes de la Comisaría General de Policía Judicial abrieron otra vía de investigación. Acudieron al Registro Central de la Propiedad y comprobaron que Método 3 había solicitado propiedades de Ignacio González y de Ildefonso de Miguel, y por ello concluyeron que éramos nosotros los autores del dosier de 69 páginas.


      Otra agencia de detectives también había solicitado información registral de alguna de las personas objeto de dosieres y seguimientos. Se trataba de Mira Detectives. Uno de sus directivos narró a Interviú la intervención policial: «En el mes de julio, varios policías se presentaron en algunas de nuestras oficinas. No era una inspección rutinaria, como nos hacen con frecuencia, sino que fotocopiaron todo el libro de registro, algo completamente inusual. Pese a ello, nosotros colaboramos sin ningún problema porque no tenemos nada que ocultar». Nosotros, protegiendo a nuestros clientes, nos negamos a entregar el libro-registro o cualquier otra información donde apareciese el nombre de nuestros clientes y, para el juez Carretero, eso constituyó una falta de colaboración por nuestra parte.


      Antes, en los últimos días de julio, agentes de la Unidad Central de Seguridad Privada irrumpieron de manera simultánea en las oficinas de Método 3 en Madrid y Barcelona, solicitando oficialmente el libro-registro de nuestras investigaciones para fotocopiarlo. Les acusamos de extralimitarse en sus funciones y declaramos públicamente que «para Método 3 el cliente es sagrado. Ni delante del Tribunal Constitucional diríamos el nombre de un cliente. Aunque hubiésemos hecho esos trabajos (los que investiga el juzgado 47 de Madrid), jamás diríamos quién nos contrató».


      La realidad era que, tras años de investigación, las pesquisas disgregaron las investigaciones privadas realizadas a Ignacio González. A Método 3 se le imputó la realización del informe sobre sus actividades y las de su entorno, y a Mira Detectives la de un seguimiento a Colombia. El 28 de septiembre de 2009, la revista publicaba: «La policía se pierde en la búsqueda de los espías».


      El titular del Juzgado de Instrucción número 47 de Madrid tenía en su despacho, desde el pasado 18 de septiembre, el informe que ha elaborado la Unidad de Delitos Económicos y Financieros (UDEF) de la Comisaría General de Policía Judicial, tras ocho meses de trabajo. En el informe policial que la UDEF entregó al juez —de 13 folios y nueve anexos—, se incluían las identidades de periodistas de distintos medios de comunicación que consultaron los bienes de González, De Miguel y algunos miembros de sus familias. Pero esa información no tenía ninguna fuerza probatoria y, según se informó, «mantenía todas las incógnitas abiertas». Pese a ello, González demostraba «su fortaleza presionando a los estamentos públicos».


      El informe iba firmado por el comisario jefe de la UDEF y por un inspector jefe. Concluía que Mariano Ortiz, un veterano detective con sede en Murcia, había seguido a González a Colombia entre el 28 de agosto y el 4 de septiembre de 2008. Esos datos, «unido a que en la grabación sonora del vídeo del seguimiento figuran dos voces, una castellana y otra colombiana, constituyen indicios suficientes para adelantar la hipótesis más probable: que este detective en unión de otra persona colombiana pudieran ser los autores del seguimiento». Sin embargo, se desvinculaba a Ortiz de Método 3.


      El informe policial abordaba también la autoría de los dos dosieres objeto de la denuncia. Indicaba que existía un informe de 29 páginas centrado en investigaciones del exgerente del Canal de Isabel II, Ildefonso de Miguel, y su esposa; en él se incluían fotografías de las fincas y casas a su nombre. Los informes fueron entregados a la Fiscalía Provincial de Madrid por periodistas de la Cadena Ser y del diario El País, y la policía los atribuyó a Mira Detectives. Julio Gutiez, dueño de dicha agencia, reconoció a Interviú la autoría del dosier, aunque negó que se tratase de una investigación: «Solo es —dijo el responsable de Mira— una verificación patrimonial».


      La policía, además, atribuyó a Método 3 la realización del informe de 69 páginas por cuanto en el mismo se desglosaban las propiedades y sociedades de un total de veintisiete personas relacionadas con Ignacio González. El Colegio de Registradores reveló a los investigadores que nuestra agencia se había interesado por los bienes de once de las veintisiete personas que aparecían en el dosier, «lo que hizo concluir a los agentes que éramos los autores del informe». Y la policía concluía que, con esos datos, Método 3 «es la entidad que ha obtenido información suficiente para elaborar el mencionado informe de 69 páginas». Sin embargo, la policía no podía atribuirnos directamente la investigación porque nos negamos a facilitarles nuestro libro-registro, aun asumiendo una sanción administrativa por hacerlo.


      Durante cuatro años, el letrado de la Comunidad de Madrid, siguiendo órdenes de su cliente Ignacio González, mantuvo de forma ficticia mi imputación hasta que alguien consiguió que un testigo, de forma falsa, cambiara su versión inicial y me implicase. Y no era otro que el mismo que utilizó la policía de Barcelona en el atestado de Alicia Sánchez-Camacho.


      Por respeto a Juan y al director general del gabinete de Esperanza Aguirre, «he estado callado» sin decir que el propio Ignacio González, a través del empresario y del Canal de Isabel II, me había contratado en multitud de ocasiones sin considerar su actitud delictiva. Solo en el momento en que se creyó investigado y comprobó que «no íbamos a decir el nombre de nuestro supuesto cliente», intentó a través de la presión mediática, empresarial, policial y judicial «conseguir su fin». Sin que sirva de precedente, había decidido explicar «quién era» el presidente de la Comunidad de Madrid que se sumó «públicamente a los ataques contra Método 3».


      En este sentido, apareció en los medios de comunicación llamándonos «mafia parapolicial» por haber investigado la corrupción política por orden de mis clientes. Por fin se sabría, una vez más, que en política la verdad no debe ocultar el fin perseguido. Y Nacho González también contrató a Método 3.


      


      


      
La policía política


      


      Paco Mercado, periodista de El País, publicó el 14 de febrero de 2013 que «Método 3 es una obsesión para el PP desde mucho antes de que saltara el presunto espionaje a la dirigente popular catalana Alicia Sánchez-Camacho. Ignacio González, presidente del Gobierno madrileño, no oculta en privado su convicción de que esta agencia colaboró en los informes realizados sobre su vida personal, tanto en lo patrimonial como en el espionaje de sus viajes a Colombia y Sudáfrica […]. Pero hasta el momento la justicia ha pinchado en hueso sobre ese asunto. No hay forma de darle la razón en sede judicial». Lo cierto era que la policía española, después de cuatro años investigándonos, no había conseguido imputarnos la autoría. González, cansado, manifestó que «en este tema siempre digo lo mismo, hace cuatro años cuando se produjo esta circunstancia, presenté una denuncia ante los tribunales de justicia. Llevo cuatro años intentando saber quién ha hecho esto, por qué, quién está detrás de esta circunstancia y lo único que pido es que esto se esclarezca». Era lo único que quería saber: el nombre de mi supuesto cliente. Pero nosotros no habíamos hecho esa investigación y, si la hubiésemos hecho, no lo desvelaríamos.


      González, obsesionado con la seguridad, fichó en julio de 2008 a Enrique Barón, hasta entonces jefe superior de la policía de Madrid, como director general de Seguridad Ciudadana de la Comunidad de Madrid y, al comprobar que en junio de 2012 la policía indicó al Juzgado 47 que «no puede determinarse de ningún modo que la mercantil Método 3 y el Sr. Marco están vinculados al dosier de 69 páginas comprensivo de datos que afectan a la intimidad de Ignacio González y su entorno familiar», intentó que fuese Barón el que nos investigase.


      Entonces, según señaló un portavoz del Tribunal Superior de Justicia de Madrid citando al propio magistrado Carretero, cuando finalizó la investigación del espionaje con la Policía Judicial de los juzgados, el juez recibió una petición por escrito del propio Ignacio González solicitando «que se averiguara aún más sobre ese caso, principalmente quería saber quién pagó a esos detectives».


      Tras este varapalo judicial señalando que no podía vincularse a Método 3 con la investigación de Ignacio González, el entonces vicepresidente de la Comunidad de Madrid reclamó que la investigación la dirigiera el comisario Enrique Barón, ahora al frente de la Comisaría General de Información en la que estaba vinculado el espía José Villarejo, y que hasta antes de las elecciones generales había ejercido como director general de Seguridad en el gobierno de Aguirre.


      Con Barón en la UDEF, González, además, se aseguraba que no existiesen más investigaciones sobre su persona en la misma unidad policial, por cuanto existían, al menos, cinco informes policiales, fechados entre agosto y diciembre de 2011, todos ellos sin membrete oficial ni firma de sus autores, con un doble encabezamiento: «Diligencias indagatorias. Informe Gürtel». Fuentes policiales al tanto de esa investigación aseguraron a Tono Calleja de El País que «los documentos eran entregados al comisario Miguel Ángel Fernández-Chico,11 jefe policial de los agentes autores de las pesquisas». Según Calleja, «un colaborador relacionado con la trama Gürtel comunicó que, en relación con la operación de Arganda,12 había sido fundamental la intervención de Ignacio González». A partir de esa declaración, en al menos dos de esas «diligencias indagatorias» policiales se afirma: «Inmediatamente después del viaje a Colombia de Ignacio González, se detectó su presencia en un inmueble de una urbanización de alto standing de la Costa del Sol». Un amplio ático dúplex de 495 metros cuadrados en la urbanización Alhambra del Golf, en Guadalmina (Marbella).


      Al margen de la inexistencia de pruebas que vinculasen a Método 3 con la investigación de González, el juzgado citó, entre el 11 y el 26 de octubre de 2010, a doce empleados de Método 3, entre los que se encontraba Antonio Tamarit Febrero, exdirector de la agencia de detectives en Madrid. Todos ellos negaron saber algo en relación a dicha investigación.


      Tampoco el propio presidente de la Comunidad de Madrid pudo acusarnos directamente de la autoría. González, que tanto en los medios de comunicación como en privado responsabilizaba a Método 3 de haber realizado la investigación, testificó en sede judicial señalando que desconocía a los autores del informe. Una vez más, mentía a la prensa o al juzgado.


      Pero el juez amigo de González, tal y como señalaba nuestro escrito de petición de sobreseimiento de julio de 2012, «ordenó a la policía judicial que examinara e investigara los movimientos de mis cuentas corrientes» que el juez instructor y acusación particular (a la vista de toda esta información) consideró oportuno. La policía judicial, tras analizar exhaustivamente la gran cantidad de movimientos bancarios interesados, presentó sendos informes en los que afirmaba «la nula conexión de la agencia de detectives Método 3 con la investigación al político madrileño».


      


      


      
Juzgado de Instrucción número 47 de Madrid, Plaza de Castilla


      


      26 de noviembre de 2010. Declaración de Francisco Marco


      


      —Lo único que he investigado es para saber a quién se ha pagado una comisión por la venta de una empresa pública, señoría —afirmé.


      Era cierto: Método 3 había solicitado información sobre alguna de las propiedades de Ignacio González en el año 2005, cuando un despacho de abogados nos encargó investigar una operación de compra-venta de la filial del Canal de Isabel II en Latinoamérica, la Triple A. En mi relato ante el juez expliqué que aquel informe era un mero informe previo en el que «identificábamos a las tres personas que estaban en la mesa de negociaciones de la venta de la Triple A». Ignacio González estaba intentando vender la filial del Canal de Isabel II y los posibles compradores querían datos básicos de los directivos que estaban negociando. Sobre ellos recabamos datos genéricos, como la fecha de nacimiento, el estado civil, el patrimonio, sus cargas o deudas, si trabajaban en la administración y qué cargo tenían. Declaré en sede judicial que esa información se pide, habitualmente, para saber «a quién tienen que pagar esa comisión».


      Ignacio González, sin embargo, no cejaba en sus intentos de acercamiento a mi persona. De manera sistemática me enviaba emisarios que, en su nombre, me pedían que declarase quién había sido mi cliente y por qué le había investigado (nunca he podido comprobar que hablasen realmente en nombre de Nacho González o que pretendiesen ganarse su favor). Dichos emisarios me ofrecieron contratos con diversas entidades, empresas cercanas al poder patronal madrileño. Cuando no me plegué a sus intereses, otros empresarios amigos de González dejaron de contratarme indicándome de forma explícita que tenían órdenes de no hacerlo e intentaron ponerme en contra a personas cercanas a mi familia.


      Se me vinculó, de forma no explícita, a Francisco Granados, dirigente del PP al que, también, se le forzó a decir que nosotros lo habíamos investigado.


      González, sin embargo, comprobó que «mediante amigos», presión mediática, presión judicial y años de investigaciones policiales, la policía emitía un informe el 5 de julio de 2011 que indicaba que «no se observa que alguno de ellos [se entiende movimientos de las cuentas] pudiera tener un origen o destino que pudiera identificar alguna relación entre la agencia Método 3 o Francisco Marco»; y las otras agencias de detectives y otro informe de 11 de junio de 2012 que señalaba que «no pueden determinar, de ningún modo, que la mercantil Método 3, S.A. y el Sr. Marco estén vinculados al dosier de 69 páginas comprensivo de datos que afectan a la intimidad de Don Ignacio González y su entorno familiar». Y entonces, González decidió «dejarse ayudar» por el Grupo Intereconomía.


      Pero la verdadera apisonadora contra Método 3 se desencadenó al comprobar que no nos podían implicar en el caso Pitiusa.


      —¿Sabe usted con quién está hablando? —me preguntó el juez Carretero, con su bigotito y la chaqueta plagada de pins de supuestas condecoraciones.


      —Sí, señoría. Un magistrado. Mi abuelo también lo era —le contesté impertinente al juez.


      —¡Y mi padre era el presidente del Tribunal de Cuentas! —contestó el magistrado saliéndose de la objetividad de aquellos que deben impartir, supuestamente, justicia.


      


      


      
La Operación Pitiusa: la policía contra los detectives


      


      El 7 de mayo de 2012, el Ministerio del Interior, a través de su brazo armado, detuvo a más de setenta personas acusadas de formar parte de una gran red de tráfico de datos. Eran detectives privados, pero también había trabajadores del INEM, abogados, gestores, empleados de telefonía o guardias civiles.


      La investigación comenzó un año antes, cuando el ministerio detectó informes de agencias de detectives con datos confidenciales de ciudadanos y empresas. La investigación la llevó a cabo el Juzgado de Instrucción número 17 de Barcelona que imputaba a la red delitos de intrusismo profesional, cohecho, revelación de secretos y blanqueo de capitales.


      El ministro del Interior se apresuró —como siempre— a realizar una rueda de prensa, mientras la policía aún estaba practicando detenciones y el juzgado diligencias de entrada y registro, en la que señaló que los detectives «entraban en connivencia, en cohecho, con funcionarios de las administraciones que tenían acceso a los datos».


      La mayoría de los detectives detenidos fueron vinculados en la operación por comprar información confidencial. La policía, siguien- do los mismos parámetros que había utilizado contra Método 3 en el caso de Ignacio González, se presentaba en las agencias de investigación como si fuese a realizar una inspección administrativa rutinaria; pero, en realidad, usando en fraude de ley su labor administrativa de inspección, llevaba a cabo la detención de los detectives porque no iban a practicar ninguna labor de control, sino que era una excusa para entrar en las oficinas.


      Fue una operación muy deslavazada hasta que, finalmente, solicitaron al grupo Antiblanqueo de la Policía Nacional que ayudase en la investigación y, a partir de ahí, salió un documento que permitió al Juzgado 17 de Barcelona llevar a cabo las detenciones. La denominada Operación Pitiusa se desplegó por veinte provincias españolas en las que se realizaron cuarenta y tres registros y más de setenta detenciones. El Col.legi de Detectius Privats catalanes salió en defensa de sus asociados y su presidente, Enrique Arranz, y la directiva dieron asistencia legal y decidieron suspender su colaboración para el Día de Seguridad Privada que organizaba la policía.


      Pero la operación desvelaba, según la revista Cambio 16, «un posible correctivo del PP contra los detectives». Se señalaba que «una semana antes de lanzarse el operativo, casualmente, admitió una demanda el Juzgado 5 de Coslada contra María Dolores de Cospedal» y que el PP trataba de amedrentar a los detectives que realizaron «dosieres comprometedores de la red Gürtel». Método 3 fue la única agencia de detectives importante que no fue registrada por el juzgado. «Por mucho que lo intentaron no pudieron implicarte», me contó un alto cargo policial.


      


      


      
Oficina de Método 3


      


      Barcelona, 2 de junio de 2010, 12.44 horas


      


      Recibí el artículo de Cambio 16 maquetado el sábado 2 de junio de 2010. Se iba a publicar el siguiente lunes. En él se reflejaba que Pitiusa se había destapado inicialmente con la detención de una excuñada del ministro Fernández Díaz, empleada del INEM en Badalona. «Más historias conducen a su hermano Alberto, líder municipal del PP barcelonés y vicepresidente de su diputación. Amistades peligrosas centrarían informes “conductuales” que queman de mano en mano», señalaba la revista.


      «Te envío un correo electrónico», informé por mensaje de texto. Envié la primicia periodística a Alberto Fernández Díaz el mismo sábado, y nos cruzamos diversos mensajes en los que le tuve que explicar el contenido del mismo porque no lo podía leer bien en su smartphone.


      Era obvio que el ministro del Interior quería terminar con la profesión de detective. Eran ya demasiados los escándalos políticos que habíamos destapado los investigadores privados españoles que afectaban a políticos de su partido y de otros. Lo mejor era acabar, de un plumazo, llevando a cabo una macro operación contra el colectivo.


      Método 3 no resultó afectada en la operación. Sin embargo, nos sorprendió que la policía, en una nota de comunicación interna, indicase que estaban implicadas «las agencias más importantes de España como Método 3 o Winterman».


      Un mes después, el 2 de julio de 2012, contacté con el jefe superior de policía de Barcelona mediante carta, indicándole que «una nota informativa elaborada por miembros de la policía» afectaba a Método 3 y nos implicaba, de forma falsa, en la Operación Pitiusa. Me contestó el día 5 de julio, señalándome textualmente que sentía «las molestias que le hayan podido causar personas ajenas a este cuerpo [en referencia a los medios de comunicación] y que pudieran afectar a la agencia de detectives privados Método 3».


      Sin embargo, Ignacio González, esta vez ayudado por el primo carnal de una socia de su mujer, conseguía que Javier Tallada, dueño de una parte del Grupo Intereconomía, publicase que estábamos implicados en la Operación Pitiusa.13 Ese mismo día escribí a José Luis Cervero, que era quien firmaba la noticia:


      


      He leído con sorpresa e indignación la información que firma usted en el diario en el día de hoy.Más allá de lamentar que no se pusiera en contacto con esta agencia para contrastar la información, lo que hubiera evitado problemas mayores, nos ha causado un gran estupor leer que estamos implicados en la operación Pitiusa cuando eso es ABSOLUTAMENTE falso. Tampoco estamos imputados en el juzgado de Madrid por cohecho y la noticia obvia datos como que el 12 de junio de 2012 se dictó una providencia en el marco del proceso judicial al que usted alude en el que se afirma que no se puede demostrar de ninguna de las maneras que tengamos algo que ver en una investigación sobre Ignacio González. Dicha resolución se dictó a instancias de la policía.


      


      El periodista contestó poco después:


      


      Buenos días, un cordial saludo. La información que publicamos hoy la tenemos lo suficientemente contrastada para sacarla a la luz. Nada decimos sobre que ustedes están imputados por cohecho, el subtítulo de la información se refiere a otros detectives implicados en la operación Pitiusa que sí lo están por cohecho. Es cierto que puede parecer que la información se refiera a ustedes pero no es así, no se preocupe que así lo haremos constar y lo aclararemos.


      


      Pocas veces he visto que un periodista rectifique y este tampoco lo hizo. Pero el colmo de la desfachatez era que, en privado, sí se retractaba de la información.


      


      Tampoco decimos que estén implicados en un juzgado de Madrid por lo del Sr. González, nos referimos a que un juzgado de Madrid abrió unas diligencias y ustedes declararon en ellas. Lo que sí decimos y nos ratificamos es cómo se produjo la reunión en un hotel de Madrid para iniciar esas investigaciones. También es público y notorio que la policía en aquella ocasión se dirigió a sus oficinas de Barcelona y Madrid a pedir los libros de registro, informaciones periodísticas a este respecto señalan que fue usted personalmente el que negó esos documentos a la policía, tampoco lo decimos en la información nuestra.


      


      Así, el 8 de julio de 2012 La Gaceta anunciaba que «María Victoria Cristóbal, Vicky, exjefa de prensa del PP de Madrid cuando Francisco Granados era secretario general del partido, es la mujer joven, rubia, que contrató a los detectives de Método 3 para que espiaran al vicepresidente de la Comunidad de Madrid, Ignacio González. A la reunión, que se celebró en una suite del hotel Intercontinental de Madrid, en el verano de 2006, asistieron dos constructores que debían hacerse cargo de los gastos de las pesquisas». Dado que todo era falso y estaba pergeñado para atacar a Método 3 y defender a Ignacio González en el Juzgado número 47 de Madrid, Victoria Cristóbal inició acciones legales contra Cervero e Intereconomía. No tenían ningún tipo de sustento de la información y Cervero no podía revelar su fuente de información, a la que protegería hasta sus últimas consecuencias.


      —Tengo documentación que prueba quién contrató a Méto- do 3 para investigarle y qué informe hizo —informó un periodista de La Gaceta a Javier Tallada, segundo accionista en el medio de comunicación.


      Desde que el 12 de marzo de 2012 despedí, disciplinariamente, a Antonio Tamarit Febrero, me la tenía jurada. Toni había sido el director de nuestra agencia en Madrid desde su fundación; era mi mano derecha en la capital. Sin embargo, un cúmulo de problemas le llevaron a coger la baja en junio de 2010. Dos años después volvió a nuestra empresa, pero no lo pudimos aceptar en la plantilla. Durante ese tiempo había sido condenado por un delito de falsedad documental y tenía antecedentes penales.14 En Método 3 no aceptábamos a nadie con esas circunstancias. Él no lo entendió y, en lugar de negociar un proceso de emancipación individual normalizado, empezó a condicionar su salida de la empresa a que le pagásemos una cifra económica «a cambio de un pacto de confidencialidad» que, en realidad, ya tenía firmado. Siempre había dicho, incluso escrito, que nadie debe aceptar un chantaje porque es el principio del fin. El chantajista nunca tiene suficiente y siempre volverá a pedir dinero.


      El 7 de mayo de 2012, en el Juzgado de lo Social número 22 de Barcelona, se hizo patente el chantaje:


      —El letrado de la parte demandante tiene la palabra —dijo el juez.


      —Con la venia, señoría. Señor Marco, ¿es usted el director general de Método 3? —preguntó tartamudeante el abogado de Tamarit.


      —Sí —contesté.


      —¿Es cierto que es usted licenciado en Derecho y doctor en Derecho Penal?


      —Sí.


      —Muy bien —siguió el letrado–, ¿cómo y cuándo usted se entera de que el señor Tamarit se ha allanado en una pena por un delito de falsificación en documento privado por el asunto de Japón?


      En la puerta del juzgado me habían pedido dinero «a cambio de su silencio» y yo entré al juicio muy enfadado. Nunca había aceptado chantajes y no lo iba a hacer ahora.


      Durante mi interrogatorio por haber despedido a Tamarit al tener antecedentes penales por falsedad documental, el abogado intentaba crear pruebas para demostrar que yo conocía la situación penal de mi exempleado. A mitad de mi declaración me enseñó un documento en el que, aparentemente, yo le había llamado «tonto» a Tamarit.


      —Señoría, me gustaría ver el documento en su totalidad —dije con el convencimiento de no haberlo llamado así nunca.


      De pie, frente al micrófono, con traje azul, me vi leyendo un correo electrónico de forma pausada y finalmente espeté:


      —Señoría, hacerme llegar amenazas es no saber quién soy. Me hace llegar amenazas de que le debíamos pagar. Ahora me amenaza con vincularme a un procedimiento penal. Yo —me dirijo al abogado— me iré de inmediato al juzgado de guardia porque esto se llama injurias y calumnias vertidas en juicio. Y, además, este señor me está amenazando.


      —Mantengamos la compostura —indicó la magistrada.


      —En este e-mail, señoría, yo le digo: «Afronta lo que has hecho, lo que has dicho sobre mí y sobre mi madre, tus amenazas sobre mí, sobre si has hecho o dejado de hacer, y tú nos has dejado en mil temas, juicios, que no se demuestra con violencia. Me llamas y lo arreglamos» —leí el correo que me acababan de entregar—. ¿Y todo el e-mail lo resume el letrado diciendo que me mofo de él llamándole «tonto»? —pregunté frente a la magistrada—. Pero ¿dónde se dice eso en el e-mail? Porque yo lo estoy leyendo y no lo veo. El concepto tonto se resume en que si este señor asume algo que no ha hecho él ni he hecho yo, es que es tonto. Y mucho menos se viene a un juzgado a decir «yo lo asumí pero ahora digo que lo hice añadiendo denuncias a la Seguridad Social, amenazas, coacciones y le pido 80.000 euros en la puerta del juicio». Yo he contestado que ni cinco euros, porque soy doctor en Derecho Penal y el único código de seguridad privada comentado y concordado sobre la legislación que nos rige, a nosotros los detectives, lo he escrito yo y pone textual y claramente que un señor con antecedentes penales no puede ejercer de detective privado, y es lo único que estamos dilucidando aquí. ¿Este señor puede o no puede ejercer de detective privado? —pregunté en voz alta—. No puede —me contesté a mí mismo—, la ley se lo impide. Y claro que me da pena este señor. Le dije que volviese a Barcelona porque a Madrid, y usted también se lo está hurtando a este juzgado —añadí dirigiéndome al letrado de Tamarit—, este señor no puede volver por diversas cuestiones; y luego empieza con sus amenazas y sus chantajes. Venga, hombre, ¡por Dios!


      «Solo voy a permitir…», «Pregunta innecesaria», «Impertinente»… A partir de ese momento la juez contestaba en esos términos al abogado de Tamarit, cada vez más nervioso.


      —¿Y usted sabía que no podía ser detective desde el mes de noviembre, no? —dijo el abogado buscando la prescripción laboral.


      —¿Le vuelvo a leer el e-mail?


      —Pregunta innecesaria —intervino la magistrada.


      —¿Es cierto que clientes de Método 3…? —comienza a preguntar el abogado.


      —Señoría, me gustaría que en estos momentos, como el letrado va a hablar sobre datos confidenciales de mis clientes, se le lea el artículo 197.4 del Código Penal [de revelación de secretos], porque me voy a ir al juzgado de guardia. Va a revelar secretos de mi empresa; sobre mí puede revelar lo que quiera, sobre mis clientes no.


      —Es que no he oído la pregunta —dijo la juez.


      —Son… son preguntas en el sentido de acreditar una caja única o grupo de empresas —dijo balbuceante el letrado de mi exempleado.


      —Yo también le voy a decir una cosa: el Código de Comercio dice que los libros de los comerciantes son secretos, ¿eh? Cuidado, a ver qué pregunta —le advirtió la juez al abogado.


      —La pregunta es si hay servicios prestados por Método 3 que son cobrados por otras sociedades —intervino el leguleyo.


      —¿Me está acusando de algún delito? —le pregunté.


      —Pregunta innecesaria.


      —No hay más preguntas, señoría —finalizó desquiciado el letrado.


      El día 8 de junio de 2012, el juzgado de lo social15 emitió una sentencia en la que daba validez al proceso de despido disciplinario y negaba la indemnización indicando, además, que Tamarit había actuado «con abuso de confianza».


      La reacción fue inmediata y La Gaceta empezó a atacar a Método 3, lo que fue objeto de demandas contra el medio de comunicación y su redactor. El 13 de septiembre nuestro exempleado culminó su actuación emitiendo una nota manuscrita en la que se desdecía de la falta de implicación de Método 3 en la investigación de Ignacio González y nos imputaba, directamente, la elaboración del informe.


      


      


      
Otra vez el Juzgado de Instrucción número 47 de Madrid


      


      5 de noviembre de 2012


      


      Dos años antes, el 26 de octubre de 2010, Tamarit había declarado en el Juzgado número 47 de Madrid «que Método 3 no había realizado nunca la investigación de Ignacio González» y, sin embargo, tras publicar La Gaceta sus insidias y falsedades, el 5 de noviembre de 2012 se personó en las dependencias judiciales manifestando, en una declaración solicitada voluntariamente, que deseaba cambiar su versión del año 2010. El juez amigo de la Comunidad de Madrid lo aceptó, permitiendo a nuestro exempleado consumar sus amenzas.


      No obstante, en la declaración de Tamarit se pusieron en duda sus manifestaciones, a lo que, sin disimulo, contestó:


      —Sé que lo que he declarado aquí es lo mismo que publicó La Gaceta —intervino dejando claro con quién estaba aliado.


      —¿Pero tiene usted alguna prueba de que se realizó esta reunión [en el hotel Intercontinental] en la que contrataron a Método 3 para investigar a Ignacio González? —preguntó la abogada de mi equipo de defensa.


      —No —contestó Tamarit.


      Durante su declaración, también se le indicó que todo sonaba a chantaje y que nos había solicitado dinero o «cambiaría su versión en el Juzgado 47 de Madrid». Pero, así, La Gaceta ya tenía adveradas judicialmente sus falsas acusaciones. El juzgado únicamente podía mantener la imputación sin establecer la autoría del mismo informe. Sin embargo La Gaceta, usada por González, ese 4 de diciembre de 2012 afirmaba que «los detectives de Método 3 incluyen en el documento datos reservados de la Agencia Tributaria y de la Seguridad Social, a los que solo se puede acceder mediante mandato judicial». Ahí estaba la verdadera acusación. Ya no ocultaban que nos iban a imputar delitos más graves que los de injurias. Los mismos que se nos habían intentado imputar —sin poder— en la Operación Pitiusa e idénticos delitos que, más tarde, nos imputó Javier Tallada, segundo máximo accionista del Grupo Intereconomía, dueño de La Gaceta.


      A su vez, el Grupo Intereconomía, a través de su televisión, empezaba a utilizar la palabra «espionaje». El mismo mes de diciembre de 2012 se decía en este medio que «Tamarit confirmó ante el titular del Juzgado de Instrucción número 47 la existencia de estas vigilancias al político del PP, que fueron encargadas por María Victoria Cristóbal, Vicky, exjefa de prensa de Francisco Granados, en la reunión mantenida en el verano del 2006 en una suite de la planta ejecutiva del hotel Intercontinental». El grupo de comunicación tampoco ocultaba su estrategia al llevar a Tamarit, su fuente falsa de información, a declarar al Juzgado 47 de Madrid, para detener la querella de Victoria Cristóbal. Así, escribían en su medio escrito con total impunidad que «cuando el pasado mes de julio La Gaceta publicó que Vicky, actual concejala del PP en el Ayuntamiento de Majadahonda (Madrid), había contratado los servicios de la agencia Método 3 para investigar a Ignacio González y, a raíz de que su propio partido le abriera un expediente administrativo, filtró a un medio de comunicación que había presentado una querella por calumnias contra este periódico. La verdad es bastante diferente, en el mes de septiembre, dos meses después de las revelaciones de este diario, Vicky presentó un acto de conciliación previo a una supuesta querella contra La Gaceta. Fue entonces cuando los servicios jurídicos de esta casa estimaron que se tienen las suficientes pruebas para demostrar la veracidad de toda la información y rechazó esta tentativa de conciliación».


      Paralelamente, el detective Antonio Tamarit comparecía voluntariamente en el Juzgado de Instrucción número 47 para declarar que todo lo contado en el reportaje era verdad, ya que él estaba en esa reunión del hotel Intercontinental donde se contrató a la agencia de la que entonces era el director regional de Madrid. Pero la clave la dio el propio redactor, José Luis Cervero, en un programa de otra cadena en febrero de 2013, en pleno auge de las escuchas, al decir que él había tenido acceso al informe de Alicia Sánchez-Camacho que se atribuía a Método 3 «hace seis meses», es decir, en agosto de 2012. Cuando empezaron los ataques a Método 3 por parte del presidente de la Comunidad de Madrid y del accionista de Intereconomía, Javier Tallada, el periodista que «creaba las noticas con empleados chantajistas», ya tenía el supuesto informe de Método 3 sobre Alicia Sánchez-Camacho.


      He permanecido callado hasta hoy, revelando que el propio González nos había contratado, e intenté durante cuatro años que el presidente de la Comunidad de Madrid o Juan se diesen cuenta de «mi fidelidad al no revelar el nombre de mis clientes», incluso cuando mantenían mi falsa imputación a través de los letrados de la Comunidad de Madrid en el Juzgado 47. Sin embargo, tras mi detención por el asunto de Alicia Sánchez-Camacho, González se reunió el 5 de marzo de 2013 con la lideresa popular y manifestó que «es una oportunidad para que se haga una investigación en profundidad y se aclare qué hay detrás de estas mafias de detectives parapoliciales y si han hecho de esto una trama de extorsión o un intento de destrucción».


      En marzo de 2013, Ignacio González, ya presidente de la Comunidad de Madrid, se sentó con la presidenta de la mayor asociación de detectives española a «tomar un café» y «normalizar la situación» desde un punto de vista «institucional».


      


      


      
El clan González


      


      Ignacio González siempre ha actuado como Nepote y, según El Plural, «el clan de los Cavero González es como una plaga genovesa. Te los encuentras en cualquier organigrama público y además viven de ello. Aquí no están todos los que son pero sí los que te podías imaginar». Es hijo de Pablo González Liberal, que trabaja en el Grupo Parlamentario Popular en el Senado y que, durante el franquismo, ocupó cargos en el Ministerio de Información y Turismo, el INI y el Ayuntamiento de Madrid al que llega de la mano del alcalde en tiempos de la dictadura, Juan de Arespacochaga.


      Su hermana, Isabel Gema, ha sido jefa de la Secretaría del Secretario de Estado para el Deporte, por donde pasó Pedro Antonio Martín Marín. También coordinó el gabinete de la presidenta del Senado, Esperanza Aguirre. En la actualidad, entre otros cargos, cobra como diputada de la Asamblea de Madrid desde la VI Legislatura. Por su parte, su hermano Pablo fue nombrado en abril del 2012 director de Estructuras Comerciales de Mercasa, que depende de la SEPI. Con anterioridad trabajó en Bankia, entidad que González intentó presidir. El informe que el presidente de la Comunidad rechaza de forma tan brutal lo vincula con Juan José Caballero Escudier, cuñado de Ignacio González en Tamanaco 07 Consulting, resultando adjudicatarios del campo de golf de Chamberí, ubicado en terrenos del Canal Isabel II. Se presentó un consorcio de tres empresas: Iridium (propiedad de ACS), Soto Once (empresa gestora de otros campos de golf, ya involucrada en otros casos parecidos) y una empresa llamada Tecnoconcret con vínculos con Tamanaco.


      El tiempo y la justicia han dado la razón a aquellos que apuntaron irregularidades en la concesión del campo de golf y el Tribunal Supremo, el 12 de diciembre de 2012, dejó patente que el campo de golf no era legal.


      Su mujer, Lourdes Cavero Mestre, presidía Subastas Segre, una firma que tenía entre sus socias a varias amigas íntimas, entre ellas Carmen Cafranga y Concha Tallada, prima hermana del accionista de Intereconomía Javier Tallada. Carmen Cavero Mestre, cuñada de Ignacio González, cobraba como vocal del Consejo de Caja Madrid Cibeles, S.A. Hasta su nacionalización ha sido una de las consejeras «independientes» en el Consejo de Administración de Bankia.


      Sin embargo, González tampoco se limitó a «ayudar» a la familia; también a los amigos y socios de su mujer, como Carmen Cafranga, que fue consejera de Caja Madrid. Cafranga poseía, además, varias empresas y una fundación, que habían recibido en los últimos tres años contratos y subvenciones de la Comunidad de Madrid que ascendían a cientos de miles de euros.


      Carlos Martín, profesor de pádel de González, escribió en un e-mail: «Me ha prometido el viceconsejero de Medio Ambiente delante de I. González que nos ponen cita para hablar sobre el polideportivo que se va a hacer en Pozuelo con el alcalde. Han dicho que va a ser impresionante y a día de hoy no tienen ningún compromiso y creo que tenemos buenos padrinos». Y Pilar, la hija de Borja Sarasola Jáudenes, secretario general de la Presidencia de Ignacio González y yerno de Pedro Antonio Martín Marín, trabajaba en la Fundación Canal de Isabel II.


      Ildefonso de Miguel, exgerente del Canal de Isabel II, logró un contrato millonario con la Consejería de Justicia en 2007 a través de la sociedad Secuencia Pixels; al frente de esta empresa aparecía un hermano de su mujer. También fue director de Quiero TV. Su mujer, Concepción Ruano, es consejera de la Cámara de Cuentas de la Comunidad de Madrid desde 2006 y su cuñado, Fernando, era consejero delegado de la empresa que difundía la señal de las emisoras de TDT que adjudicó Esperanza Aguirre.


      


      


      
Sede del Sindicato Unificado de Policía


      


      Madrid, 12 de abril de 2012


      


      El 12 de abril de 2012, los sindicatos de la policía clamaban que «el ministro del Interior ha anunciado en el Senado que se ha producido una investigación policial ilegal en torno al vicepresidente de la Comunidad de Madrid, Ignacio González», llegando a señalar que «es falso» lo que el ministro había manifestado en el Senado. Las actividades de González provocaron las primeras guerras fratricidas en la UDEF.


      Según desveló El Mundo, González tenía un ático ubicado en un selecto complejo denominado La Alhambra del Golf en Guadalmina, en la frontera entre Marbella y Estepona, con una extensión de 257 metros cuadrados en la primera planta y 238 en la segunda, que incluye una piscina, un baño turco y una sauna. Sin embargo, la vivienda era propiedad de la sociedad Coast Investors, radicada en el paraíso fiscal de Delaware (Estados Unidos) y administrada por el abogado Rudy Valner, un estadounidense al que la policía considera un testaferro que «controla entidades mercantiles de conocidos empresarios españoles».


      La policía investigaba esta propiedad en Málaga desde que un testigo del caso Gürtel relacionó a Ignacio González con la venta a bajo precio (77 millones en lugar de los 100 que marcaba una tasación encargada por el ayuntamiento) de una parcela municipal en Arganda al constructor Fernando Martín, de la empresa Martinsa. Los investigadores creían que el ático de Málaga constituiría el pago de una comisión por parte de Martinsa al número dos de Aguirre.


      Cuando la prensa desveló la existencia del ático, el registro de la propiedad continuaba a nombre del constructor y promotor, Javier Villate, pero tanto los gastos de comunidad como otros desembolsos, incluido el IBI, los pagaba Coast Investors. Aparentemente, la compraventa del ático entre el promotor y la citada empresa se habría hecho en Gibraltar.


      El entonces vicepresidente regional negó en rueda de prensa que el ático de lujo fuese de su propiedad y señaló que «una vez más la información que publica El Mundo es falsa, y de nuevo sin aportar ningún solo documento, el piso no es mío, es alquilado y pago conforme a lo estipulado al propietario, como les acredité a las personas que escriben la información». Puso encima de la mesa toda la documentación del piso para quien la quisiera consultar. Además, informó que había hablado con el director general de la Policía Nacional y que este le había dicho que no había ninguna investigación abierta contra él. «Esta información vuelve a ser una falsedad y habla de supuestos informes de la policía que no muestra, es un periodismo basura que obliga a acreditar el contrario de lo que ellos no pueden probar», precisó.


      La realidad era que Ignacio González y Rudy Valner, el abogado que administraba la sociedad de Delaware dueña del ático, tenían un punto de conexión en Enrique Cerezo, presidente del Atlético de Madrid, quien aparecía vinculado a Egeda Digital, S.L. que, a su vez, tenía la sociedad Egeda U.S. Inc., cuyo tesorero era el abogado Rudy Valner. El policía que lo había investigado era un comisario de Marbella al que la Dirección General de la Policía (DGP), controlada por Fernández Díaz, comunicó su traslado a una comisaría de distrito de Madrid. El comisario, Hermes de Dios, participó en una reunión de Asuntos Internos cuyos agentes trataban de determinar si las pesquisas habían sido «ilegales». Meses más tarde, el director general de la policía, Ignacio Cosidó, llevó a cabo una remodelación en su departamento y destituyó al comisario general de policía judicial, Enrique Rodríguez Ulla, que él había nombrado cuando el PP accedió al Gobierno hacía apenas seis meses.


      El aparatoso cese «se cimentó, sobre todo, por la apertura de una investigación secreta y oficial sobre el ático de lujo que usa en Marbella Ignacio González, vicepresidente de la Comunidad de Madrid y número dos de Esperanza Aguirre. Dichas pesquisas fueron abiertas por Rodríguez Ulla sin conocimiento ni autorización del director de la policía ni del director adjunto operativo, Eugenio Pino», se informó. Pero, por encima de todo, lo que desagradó más en el Ministerio del Interior fue que Rodríguez Ulla ordenase abrir esa investigación oficial y secreta un mes después de que el Sindicato Unificado de Policia (SUP) le amenazara por carta con llevarle a los tribunales si no lo hacía. En dicha misiva, el sindicato policial amagaba con denunciar a aquellos mandos policiales que dejaban de hacer su labor por lograr un puesto de trabajo para un pariente.


      El 16 de enero de 2013, el ya presidente de la Comunidad de Madrid, Ignacio González, admitió que «a finales de 2012 compró, por 770.000 euros, el ático de Guadalmina» y el juzgado de Estepona ordenó a la Agencia Tributaria que investigara quién era el propietario del inmueble.


      El 80 por ciento de la vivienda (equivalente a 616.000 euros de los 770.000) era de la esposa del dirigente popular, Lourdes Cavero, y el 20 por ciento restante, que sería propiedad de González, suponía un desembolso de 154.000 euros. En sus respectivos patrimonios, a él le correspondía un 20 por ciento indiviso y, a ella, un 80 por ciento. El sueldo de González como presidente madrileño ascendía a 103.000 euros brutos al año, unos 4.800 netos al mes. Cavero, que cobraba un salario de la CEIM, recibió en julio de 2011 una indemnización de 700.000 euros tras veintiséis años en Unesa, la patronal del sector eléctrico, según fuentes cercanas al matrimonio.


      Para realizar la compra, González y Cavero constituyeron una hipoteca de 270.000 euros con La Caixa a veinte años. La nueva versión de González era que «desde el 18 de diciembre, el ático era de su propiedad», mientras que hasta ese momento había afirmado que él solo era un inquilino: «Yo esta casa la tengo alquilada por un contrato desde hace tiempo», afirmó en una entrevista. «Es más, llevo tiempo negociando la posibilidad de comprarla». Mes y medio después de la entrevista, el presidente de la Comunidad de Madrid compró el ático, según figura en la escritura.


      La persona que filtró esta investigación de Delaware fue, una vez más, José Villarejo, que ahora trabajaba para Enrique Barón.


      En paralelo, el ministro del Interior, Jorge Fernández, aseguró en una comparecencia en la sede nacional del PP que la policía estaba «a disposición» de la juez de Estepona para que investigase el ático de Ignacio González en Marbella. Sin embargo, Fernández salió también en apoyo de su compañero de partido puesto que ya se archivó «dos veces una denuncia». El ministro solía decir: «Entre las responsabilidades de un ministro no está saber de quién es la propiedad de un ático».


      


      


      
González intenta investigar a la policía


      


      Ignacio González, una vez más a través del abogado de la Comunidad de Madrid y en papel con el logotipo de la entidad pública a modo intimidatorio, indicaba el 21 de marzo de 2013 que el proceso penal que seguía su amigo el juez Carretero «se había iniciado por unos seguimientos a Colombia»; «con posterioridad —continúa el letrado de la Comunidad—, ese mismo órgano asume la investigación de otro hecho». Se refería a la realización de un «dosier de 69 páginas, presuntamente elaborado por la agencia de detectives Método 3 y difundido por el diario Público». El colmo fue leer el siguiente aserto del abogado defensor de González —pagado con dinero público—, que indicaba: «Por cierto, recientes revelaciones periodísticas han apuntado una nueva línea de investigación eficazmente seguida por el instructor». El peloteo legal continuaba con una frase muy jurídica como «la exhaustiva y encomiable instrucción» evidencia la «existencia de una maquinación delictiva orientada a dañar la imagen pública del actual presidente de la Comunidad de Madrid y, por ende, socavar su carrera como servidor público».


      La novela legal del letrado del servidor público anunciaba, con un párrafo propio de la literatura policial, una suerte de males para enganchar a su único lector, el juez. «Sin embargo, la cosa no queda ahí —decía el letrado—. Hemos tenido constancia de que el Sr. González ha continuado siendo víctima de esas investigaciones ilegales, pues existe un tercer episodio que pasamos a poner en conocimiento del órgano judicial».


      Tras leer el párrafo asumí que iban a revelarnos el Watergate. No obstante, el punto primero del escrito me dejó helado. «Diversos medios de comunicación dan cuenta, desde el 20 de marzo de 2012, de la existencia de investigaciones policiales en torno al Sr. González». A partir de ese momento, asumí lo que leía. Ignacio González pretendía incrustar en el Juzgado de Instrucción número 47 la investigación de la policía por el informe de su ático. Así, resumía el letrado que «la investigación seguida en relación con D. Ignacio González fue ordenada en Madrid y ejecutada al margen de los protocolos judiciales» imputando a policías indeterminados ilegalidades para citar, de rondón, al policía Hermes de Dios, ya destituido.


      Pues bien, el letrado, siguiendo su magnífica novela, señalaba que el juzgado «ha de asumir la investigación de los hechos» porque «Don Ignacio González ha sido objeto, no de dos, sino de tres investigaciones ilegales en un lapso temporal de apenas tres años. La existencia de una maquinación delictiva antes apuntada resulta evidente», señalaba el escrito judicial que parecía preparado para un guion de una película policial de serie B.


      Para nuestra sorpresa y la del Ministerio Fiscal, su amigo el juez Carretero ordenó la apertura de una pieza separada e inició la investigación judicial. El fiscal se despachó, por fin, con un escrito con el que se quedó a gusto, señalando que «llevamos cuatro años de instrucción, durante la cual no se ha derivado de los casi 3.000 folios de la causa indicio objetivo alguno, ni siquiera sospecha racional, ni mención alguna de testigos o imputados de que los hasta ahora imputados» hubieran podido tener algo que ver en un «concierto contra González».


      Era palmario: el presidente de la Comunidad de Madrid usaba al juzgado para investigar las fuentes del policía, de los medios de comunicación y de los detectives. Nadie estaba a salvo si Ignacio González se cruzaba en su camino.


      


      


      
Los pagos del ático de González


      


      La realidad era que los pagos de la vivienda de Ignacio González en Marbella se habían realizado desde la cuenta bancaria 153458023980 del US Bank, cuyo titular era Coast Investors LLC en la oficina 9595 Wilshire Blvd, Beverly Hills, CA 90212. La cuenta tenía un saldo, a fecha de 18 de enero de 2013, de 890.339,88 dólares.


      Se trataba de una cuenta que usaba el testaferro Rudy Valner para realizar FX Spots. Las operaciones Forex16 eran clásicas en los sistemas de blanqueo pero, en favor de González, hay que señalar que la única firma que aparecía en la cuenta era la del abogado, en la que tenía ingresos significativos y de la que, incluso, existía una tarjeta de débito ATM con la que realizaba reintegros en cajeros y reenvíos desde la cuenta de Coast Investors LLC a su cuenta bancaria como abogado.


      Cuando ya estaba desanimado, me llegó una información telefónica:


      —Los pagos del ático de González provienen también de la cuenta 164301096479 del mismo US Bank, según consta en la documentación judicial. Con esa cuenta se hizo un pago de 158.910 dólares el 31 de marzo de 2008 a Javier Villate [el constructor del ático] vía el Banco Popular.


      En Estados Unidos confirmaron que la cuenta del US Bank pertenecía a Law Offices of Rudy Valner, State Bar Client Trust; es decir, los pagos del conocido como «ático de González» los realizaba el abogado Rudy Valner «en nombre de un cliente oculto (trust)» y, por supuesto, ni era él ni el ático era suyo.


      —Pero ¿por qué Esperanza [Aguirre] sigue protegiendo a González? —me preguntó una exdirigente de la Comunidad de Madrid.


      —No lo sé. La verdad.


      —Ahora ya ni siquiera se llevan bien —me comentó la política.


      —Estoy seguro de que Esperanza jamás se ha llevado ni medio céntimo en política —le dije.


      —Es algo que nos preguntamos todos. Ojalá algún día la justicia ponga en su sitio a Nacho González.


      —Nadie puede ser inmune tanto tiempo —le comenté.


      


      


      
El entorno de González


      


      Me debatí durante semanas en cómo realizar la llamada. Se podía interpretar como una amenaza y no quería que así fuese. Además, no sabía cuál sería la reacción de Juan o del exdirector general de la Comunidad de Madrid, que intermedió en la contratación.


      Sin embargo, tras la aparición del caso Método 3 en la prensa y de que la Audiencia Provincial de Madrid no aceptase mi solicitud de archivo de la causa del Juzgado de Instrucción número 47, hice diversas gestiones. Por un lado, necesitaba demostrar que la aparición de Tamarit en el juzgado para adverar lo publicado por La Gaceta provenía de sus propias amenazas y se había realizado para cubrir al propio medio de comunicación. La otra gestión se centraba en comprobar cuál era la actitud del entorno del presidente de la Comunidad de Madrid.


      El 17 de julio de 2013 me volví a reunir con el periodista de La Gaceta que había firmado el artículo acusándome de haber contratado la investigación de Ignacio González con el entorno de Francisco Granados y que, posteriormente, adveró su información con la declaración de mi exempleado en el propio juzgado.


      —Si algún día me reactivo, cambiaré el sistema de trabajo. Buscaré pocos asuntos que investigar al año y hacerlos de forma artesanal —le dije.


      —Sobre todo busca gente en la que confiar —me dijo el periodista.


      —A mí lo de Toni me ha molestado mucho. Pero tú piensa que si me ha traicionado a mí y te ha utilizado a ti para vengarse de mí, mintiendo en decirte que Victoria fue mi cliente y me reuní con ella en el hotel Intercontinetal, lo acabará haciendo contigo.


      —Sí, sí —aseguró el periodista.


      —Y no la debe de haber visto en su vida —dije refiriéndome a la supuesta contratante.


      —A mí me dio una descripción —me indicó con cara de pillo el periodista.


      —Pero saber cómo es Victoria es fácil. La buscas en Google y ya está.


      —Sí —me confirmó tanto mi afirmación como su cara de pillo—. Que te digo que llevas razón, Paco —mi interlocutor reconoció que Toni Tamarit le había usado para atacarme y vengarse de mí.


      Él había hecho su trabajo: tenía una fuente de información, corroboró que más o menos la versión era verosímil y la publicó. Después Tamarit se presentó en el Juzgado número 47 dándole cobertura a la falsedad que había publicado y, finalmente, se dio cuenta de la misma y de que le habían usado.


      —Es que la gente dice nombres y no se da cuenta que luego le deducen testimonio —me dijo el periodista para añadir—: Por falso testimonio.


      —Es lo que le pasará a Tamarit en el Juzgado de Instrucción núnero 47 —rematé.


      Además, necesitaba conocer qué se decía en el entorno del actual presidente de la Comunidad de Madrid. Llevaba días demorando la llamada. Me incomodaba tener que hablar con un exdirector general de la Comunidad para tener una prueba más de la contratación de Ignacio González a través del empresario al que llamo Juan, para protegerlo. El 8 de julio por la mañana lo llamé a su teléfono móvil particular tres veces y no me contestó. Creí que no quería hablar conmigo pero, finalmente, a las 15.01 horas me llamó.


      —Hola, soy Paco Marco —un silencio en la línea se hizo eterno.


      —¿Cómo estás, Paco? —me contestó—. Ya voy siguiendo tus andanzas.


      —Llamo para decirte —empecé a hablar sin rodeos, pero midiendo mis palabras para que no sonasen amenazantes— que me gustaría que hablases con Juan.


      —¿Para qué?


      —Como tú sabes, Juan me contrató en nombre del presidente y me lo presentó en su despacho. Necesito que le digas que ya llevo demasiado tiempo aguantando la presión y que alguien debería hablar con Nacho González para que lo pare.


      —Lo mejor es que hables tú con Juan. Esto que me acabas de decir lo habéis hecho vosotros —me dijo saliéndose del foco de tiro pero reconociendo que conocía los hechos.


      —Es que lo que el cuerpo me pide es ir al juzgado y decir la verdad —le informé.


      —¿Por qué no organizamos un café tranquilos? —me contestó intentando evitar cualquier huida hacia adelante por mi parte.


      —Me parece bien. Cuando vaya a Madrid te llamo.


      —Es lo mejor. Tienes la entidad suficiente y la fuerza moral para decírselo —concluyó indicándome que sabía que lo que González me había hecho era una jugarreta.


      —De acuerdo, te llamo cuando sepa que voy. Un abrazo.





Capítulo VI

      

      AMENAZAS POLICIALES


      


      


      


      


      El 18 de febrero, a las 21.10 horas, tras llegar a las dependencias policiales, un policía me acompañó a una celda. El ruido del metal acorralándome en un cubículo frío y con rejas aún no me deja dormir. ¡Clac!, resuena en mi cabeza rememorando al funcionario que me obligó a quitarme el cinturón y los cordones de los zapatos. «Es por si intenta autoagredirse», me dijo.


      Con la espalda dolorida por el incómodo banco de cemento y el frío metido en los huesos, me llevaron a declarar.


      —¿Va a declarar el detenido? —me preguntó el policía acostumbrado a hablar en tercera persona mientras me miraba a los ojos.


      —Sí, voy a declarar —contesté con la mirada aterrada de mi abogado Álvaro Amigó, acostumbrado a aconsejar a sus clientes que nunca se declara en la policía.


      —Pero… —protestó, mientras mi mirada le pedía que se tranquilizase.


      —Pues empecemos —sonrió el policía creyendo que habían roto mi fortaleza y que iba a confesar un delito que jamás había cometido.


      —Por favor, tome nota literal de lo que voy a decir. No quiero que ponga usted ninguna palabra ni que interprete mi relato. Voy a ser yo el que dicte literalmente mi declaración.


      Y entonces relaté cómo la noche del domingo 17 de febrero había recibido un papel en mi casa para que, a la mañana siguiente, 18 de febrero, a las 9.00 horas, fuese a la calle Calvet, esquina con la Travessera de Gràcia, donde se me acercó un policía —al que no conocía— de los servicios de inteligencia. Me habían advertido:


      —Al mediodía se te acercará una persona de tu confianza para ofrecerte un pacto. Hazle caso.


      Ese mediodía Mayka Navarro, redactora de El Periódico de Cataluña, me llamó y quedó conmigo en la calle Aribau. «Llegó en un taxi hablando por el móvil con un auricular inalámbrico», testifiqué, sabiendo que la habían utilizado sin darse cuenta. Se bajó del coche mientras hablaba con un comisario principal del centro policial de Canillas (Madrid).


      —Tienen un ofrecimiento del ministro del Interior —me dijo la redactora.


      La periodista, que dijo seguir instrucciones de Canillas, me preguntó si «había hecho algún informe sobre el ministro del Interior o algún miembro del Gobierno» y si estaba dispuesto a desplazarme a Madrid, a lo que accedí. «Durante los diez minutos que estuve con ella, recibió tres llamadas de Canillas y ella hizo otras dos», aseguré en mi declaración policial.


      A partir de aquí, el interlocutor policial se puso nervioso y me indicó que me desplazase a ver a Sebastián Trapote, segundo de la jefatura policial catalana. «Te van a detener», me avisó la periodista, a lo que contesté que me iba al juzgado de guardia a denunciar a la cúpula de Interior. Ella, que sin saberlo estaba siendo usada por Interior, como se ha dicho, me pidió una hora para hablar con «el comisario de Interior» y, posteriormente, se comunicó conmigo para informarme de que el jefe superior de Barcelona, que se encontraba atrapado en Madrid por la huelga de Iberia, intentaría verme la noche del lunes o desayunar conmigo a la mañana siguiente.


      Volví a mi casa y, alrededor de las siete de la tarde, salí a ver a mi abogado, momento en el que apareció el miembro del servicio de inteligencia que me había abordado por la mañana y me dijo textualmente: «Sabemos que Alicia lo sabía. Sálvala. Cállate la boca o te la callaremos».


      


      


      
Tres días detenido


      


      Estuve detenido sabiendo que la prensa me estaría masacrando, pero no imaginaba la barbaridad mediática que se había creado. Tras tres días entre rejas teniendo que pedir, incluso, que me abriesen una celda para poder ir al baño, el 21 de febrero de 2013 me trasladaron a la Ciudad de la Justicia para declarar ante el juez, pocas horas antes de que se cumpliesen las setenta y dos horas que fija la ley como plazo máximo de detención en dependencias policiales. Agentes del Cuerpo Nacional de Policía me detuvieron el lunes 18 de febrero de 2013 junto a tres de mis exempleados de la agencia Método 3: Julián Peribáñez, Alejandro Borreguero y Elisenda Villena. Nos acusaban de un delito de descubrimiento y revelación de secretos, en relación con la grabación de la conversación que había tenido lugar en julio del 2010 en el restaurante La Camarga de Barcelona entre la presidenta del PP catalán, Alicia Sánchez-Camacho, y la exnovia de Jordi Pujol Ferrusola, María Victoria Álvarez, como ya he contado anteriormente. En sus «Sabatinas intempestivas», Gregorio Morán describió esa reunión como un encuentro entre Alicia Sanchez-Camacho, «un esperpento, y una chica que dice haber sido amante de un hijo de Jordi Pujol». Yo, como Morán, lo reconozco, no me reuniría con Sánchez-Camacho ni en una floristería porque —como al genial escritor— me produce una cierta repulsión física que él califica como de «ideológica» y yo de «mental».


      Los investigadores policiales estaban convencidos de que yo había ordenado la grabación y de que fueron mis detectives los que técnicamente la llevaron a cabo. Sin embargo, aún no sabían que yo estaba entonces de vacaciones con mis hijos y mi mujer. Meses más tarde tuvieron que asumir que yo no conocía en el año 2010 la grabación.


      En cuanto llegué a los calabozos de la Ciudad de la Justicia con las manos esposadas, escuché a otros detenidos, en su mayoría por delitos violentos, que me gritaban:


      —¿Eres un político o el detective?


      —Perdóneles —me dijo con suma educación el funcionario.


      —No se preocupe, gracias.


      —Es que usted no sabe el numerito que hay montado ahí fuera.


      El «numerito» debía ser mayúsculo si un pequeño delincuente, con aspecto de estar sumido en el mundo de los opiáceos, había escuchado la historia de los espías. Y pronto sabría hasta qué punto. Pero, para mí, aislado del mundo en una celda y habiendo salido solo seis horas de setenta y dos para asistir a la entrada y registro de la oficina de Barcelona, la realidad estaba desdibujada por la falta de información.


      Mientras tanto, Alicia Sánchez-Camacho permanecía en contacto con el Ministerio del Interior y su Departamento de Comunicación se dedicaba a llamar a todos los medios lanzando insidias contra Método 3. Pero la información no se trasladaba a los redactores. Las filtraciones eran, como me explicó el periodista de La Vanguardia, Enrique Figueredo, en los días previos a mi detención, al propio director del rotativo catalán, que manejaba la información que le filtraban. En El Periódico de Cataluña las «filtraciones» también le llegaban al director; tal y como me dijo el 9 de abril uno de sus redactores, venían «de la poli» que, incluso, era capaz de «hacerle un informe que contenga» dichas filtraciones.


      Albert Gimeno, responsable de Comunicación del Ministerio del Interior y cuya última ocupación fue la de subdirector del suplemento dominical del rotativo catalán La Vanguardia, había orquestado una verdadera campaña de comunicación contra Método 3. Solo algún confidencial se atrevió a decirlo cuando todos los periodistas catalanes con los que me entrevisté se quejaron de que Gimeno filtrase la información al medio de comunicación de cuyo dominical había sido subdirector. Ahora entendía que fuese el propio director de La Vanguardia el que se reunió con sus redactores el sábado 16 de febrero a las 16.30 horas sin «ni siquiera darme la posibilidad de ofrecerles mi versión». Tal y como me dijo el periodista: «Esto se escapa de mis manos y lo maneja directamente el director».


      Meses después supe que la sobreexposición a los medios tampoco iba a atribuir a nadie un conocimiento exacto de lo sucedido. Eran pocos, muy pocos, los que realmente supieron y orquestaron la caída de nuestra agencia y creyeron que nunca se conocerían los verdaderos motivos. El mundo del espionaje real siempre creyó que sus actos quedarían impunes. Hasta la aparición de este libro. Mi última investigación.


      


      


      
Los medios catalanes «a la caza del todopoderoso espía»


      


      Los primeros días posteriores a mi detención leí, de forma somera, la prensa. Pretendía conocer el grueso de lo que se escribía pero me negaba a mí mismo la posibilidad de obsesionarme con lo que se escribía de nosotros. Pero, por fin, después de más de una semana, me encontraba con fuerzas, y más después de escuchar el día anterior a la abogada de Peribáñez en el programa del conductor Josep Cuní. Aún me estaba riendo de cómo todo el mundo se sumaba al carro de la televisión.


      Lo que encontré en la prensa escrita provocaba, también, hilaridad. La Vanguardia, en varios artículos firmados por Enrique Figueredo, Santi Tarín e Iñaki Ellakuría, relataba que «la policía analiza una docena de citas grabadas por Método 3 en restaurantes». La portada, buscando el escándalo, indicaba que «la policía detecta una docena más de espionajes en restaurantes» con un subtítulo ad hoc: «Método 3 hizo grabaciones en más de un local, algunas también a políticos».


      Lo primero que me asombraba era el dinero que gastaba La Vanguardia al utilizar a tres redactores para firmar una sola página. En cualquier otra empresa que no estuviese subvencionada, y por tanto que el dinero no proviniese de las arcas públicas, sería impensable. Durante el ejercicio presupuestario de 2011 el Grupo Godó recibió el 40 por ciento de las subvenciones concedidas por el Departamento de Presidencia de la Generalitat a los medios de comunicación catalanes. El conjunto de dichas subvenciones y ayudas fue en 2011 de 3,64 millones de euros, de los que 1,45 millones fueron a parar al Grupo Godó: 273.000 euros de los 667.000 otorgados a canales de televisión —el 34 por ciento—, 309.000 de los 493.700 euros concedidos a las emisoras de radio —el 63 por ciento—, 815.000 euros del 1,86 millones otorgados a los dos rotativos del Grupo Godó —La Vanguardia, 715.700 euros, fundamentalmente destinados a la edición en catalán, y Mundo Deportivo, otros 100.000 euros—, sumando entre ambos periódicos el 44 por ciento de estas ayudas, y 55.000 euros más para las ediciones digitales, el 9 por ciento del total. Además, el mismo Gobierno de la Generalitat había concedido 5,5 millones de euros a la empresa Crea Impressions de Catalunya, S.L., presidida por Javier de Godó, con el objetivo de ampliar «la planta de impresión de la empresa para la edición de La Vanguardia en lengua catalana».


      Otra de las empresas del Grupo Godó beneficiadas era Publipress Media, presidida asimismo por Javier de Godó, que recibió casi 2 millones más —para ser exactos, 1.999.828,60 euros— para la emisión, a través de las emisoras del Grupo Godó, de «cápsulas y microespacios divulgativos de interés para la ciudadanía» —es decir, publirreportajes dedicados fundamentalmente a cantar las excelencias de la gestión del Gobierno de la Generalitat—. Esta adjudicación se realizó mediante un procedimiento negociado sin publicidad, con un único licitador: el Grupo Godó. El mismo grupo de comunicación obtuvo otra ayuda de 500.000 euros destinada a sus emisoras de radio.


      Hice una apuesta con mi mujer:


      —Si escribo el libro, a medida que se suceden los hechos lo más seguro es que no haya sentencia cuando se publique. Pero me apuesto un millón contra uno que jamás existirán esas grabaciones.


      Y, en cuanto se levantó el secreto de sumario, pude comprobar que esa información era radicalmente falsa.


      


      


      
Los políticos catalanes, nerviosos


      


      Leer la prensa cada mañana se había convertido en un acto «desleal contra mí mismo». Lo que leía solo ayudaba a dañarme viendo cómo «mis aliados» se convertían en mis más férreos enemigos. Y como había trabajado para todos los partidos políticos españoles, la mayoría tenían miedo. Leía en un mismo día quejas de Duran i Lleida en El Periódico, de Felip Puig en La Vanguardia y de Ignacio González en cualquier otro medio.


      En algún dominical aparecían viñetas alusivas a micrófonos ocultos y una entrevista imposible, firmada por Ana Sánchez, sobre el caso de espionaje, con preguntas a un espía sin contestar: ¿cuál es su método? ¿Sus escuchas son políticamente correctas? ¿Usted también recomienda comer en La Camarga de oídas? ¿El tripartito pagó 30.000 euros a Método 3 por un estudio del cultivo de la avellana? ¿El espionaje siempre da tantos frutos? ¿Hay algún político que ni pinche ni corte? ¿Despiden a los espías que tienen filtraciones en casa? ¿Cuál es el gurú de los detectives? ¿Mayor Oreja? ¿Dónde se compra el mejor secreto ibérico?


      Y es que mi silencio les atemorizaba previendo algún tipo de reacción.


      El 21 de febrero de 2013 a las 18.00 horas me pusieron en libertad. Entonces el temor de los políticos se incrementó exponencialmente. «Sale en libertad, ¡mierda!». «¿Por qué?». «Los fiscales no se han tragado la historia», advirtió el agente destacado en Barcelona a «el técnico», un inspector jefe de la UDEF que siempre ha actuado como espía de los servicios de información del Ministerio del Interior. Con la cara contrariada y un tic en la cabeza, colgó el teléfono sabiendo que tenía que informar enseguida al comisario general de Información.


      Salí de la cárcel con un auto anodino que señalaba, brevemente, que me dejaban en libertad con cargos pero sin siquiera tener que pagar fianza alguna. Llevaba un casco de motorista que ocultaba mi imagen a los más de cuarenta fotógrafos y cámaras de televisión allí apostados y que, amablemente, me habían dejado ponerme los policías que custodiaban los calabozos de la Ciudad Judicial de Barcelona, previa autorización de la juez de guardia. Pocos días antes de mi detención había concedido una entrevista a El Mundo. Desde entonces nadie ha podido escuchar —o leer— mi versión de los hechos sobre el mayor escándalo de espionaje español.


      Siempre pensé que, aunque te detengan si eres inocente, no era necesario ocultar el rostro, más aún cuando se sabe que tras ese casco, el traje de raya diplomática gris claro y el abrigo negro estaba yo, Francisco Marco, pero quería evitar el escarnio público a mi familia. Escuchaba las preguntas de los periodistas, siempre precedidas de mi nombre: «Señor Marco, ¿cómo está?», «Señor Marco, ¿tiene algo que declarar?». Yo quería evitar a toda costa que mi rostro descompuesto apareciese en televisión para que no lo vieran mis hijos ni los de mi mujer. Además, sabía que si aparecía una foto mía con barba de tres días, cansado, ojeras de no haber dormido y tras de mí algún símbolo judicial o policial, sería el recurso televisivo que usarían los medios de comunicación en los siguientes meses.


      En el exterior de los juzgados me esperaba mi hermano en una moto. «Hay una moto arrancada hace dos horas saliendo a mano derecha», me advirtió el mosso d’esquadra que custodiaba la Ciudad Judicial de Barcelona. Nada más salir de los calabozos, protegido por el casco, salté encima del ciclomotor apartando a los reporteros gráficos que esperaban ansiosos mi salida.


      Mi familia estaba en una vivienda que la prensa y la policía desconocían porque durante esos tres días que había estado secuestrado del mundo asediaron a mi mujer impidiéndole, incluso, salir de casa, tapando la mirilla de la puerta y acosándola para obtener unas declaraciones; habían invadido también la casa de mi exmujer y mis hijos para conseguir algún tipo de imagen, así como la de mi hermano y mi madre, que tampoco se libraban del acoso de los medios.


      Lo primero que hice al llegar fue ducharme, afeitarme, tirar a la basura la ropa de esos últimos días y debatirme entre llorar o salir sonriente frente a los míos para no preocuparlos. Por fin cobré fuerzas para comunicarme con mi hijo de once años, al que llamé para tranquilizarlo. Dos días antes de mi detención, además, me había operado de la boca, como ya conté, y llevaba puntos internos. Los últimos tres días había evitado comer nada porque la falta de higiene bucal —por mucho que pedí a la policía un cepillo de dientes y pasta me lo negaron— había infectado la herida. Y automáticamente, con mi mujer de la mano, apoyado por su gesto y su mirada que gritaban al mundo que no tenía nada de qué avergonzarme, me fui al odontólogo, quien me estaba esperando.


      —¿No es que cogías esos días para descansar de la operación? —me dijo con sorna, al verme. La noticia había sido tan radiada, debatida, expuesta y explicada que no había nadie que no la conociese.


      La juez había decretado mi libertad sin fianza pero me había retirado el pasaporte e impedido salir de territorio español. Aun así, me sentía feliz por estar fuera, aunque la primera noche, con la adrenalina corriendo por mi cuerpo, no podía dormir. Tenía miedo.


      —Es como tener estrés postraumático —me dijo Marion acariciándome la mano y escrutando cada uno de mis gestos para comprobar cómo me sentía y si me estaba haciendo el valiente para no preocuparla.


      Por la mañana fui yo el que me escruté frente al espejo y vi los reflejos de canas que antes no tenía. Pasé ese primer día en libertad entre abogados, muchos abogados. Tras mi escarnio policial, aunque era abogado y doctor en Derecho Penal, me sentía desplazado entre leguleyos. Si de algo me di cuenta en esas primeras horas de libertad fue que intentaban que nunca pudiese volver a ser detective privado. Me habían matado civilmente.


      Agotado del lenguaje forense, por la tarde fui a recoger a mi hijo a casa de mi exmujer. Me había divorciado hacía cinco años y me tocaba estar con mi pequeñajo ese fin de semana, pero fui para decirle que era mejor que permaneciese con su madre. No quería que viese grupos de prensa a la caza de su padre o, peor, algún policía o miembro de los servicios de inteligencia volviéndome a amenazar. Sin embargo, en cuanto le vi me rompí y por mis mejillas rodaron dos lágrimas solitarias y sordas, las únicas que me he permitido en todo este proceso. Bajé la cabeza para evitar que mi hijo sufriese más de lo que debía.


      —¿Por qué lloras? ¿No estás feliz?


      —Sí, hijo, ahora lo soy. Es que tenía miedo de tu reacción. Eras de las pocas cosas que me atenazaban estos días.


      Ocupé el poco rato que estuvimos juntos en explicarle que no era normal lo que me había pasado —no quería que pensase que una detención era algo frecuente—, que no quería que él fuese detective aunque en el pasado hubiese sido mi mayor ilusión. Nuestra agencia, Método 3, había sido la mayor de este país y había roto todos los moldes en la investigación de la corrupción empresarial y política de España, pero en esos momentos odiaba todo lo que algún día había creado mi madre y que ambos hicimos crecer conociendo los secretos empresariales y políticos de los últimos veinte años.


      —Me preocupa lo que te han dicho tus amigos, hijo.


      —Nada, papi.


      —Eso no es posible —le contesté sabiendo que mi hijo pretendía no dañarme.


      —Papá, tranquilo, tú no has hecho nada malo.


      —Gracias, amor. Sí he hecho cosas mal en mi vida, pero esto no.


      —Ya lo sé, papi. Te han detenido por hacer tu trabajo.


      —Así es. ¿Y tus amigos no te han dicho nada más?


      —Que hay un delincuente con el nombre de mi padre que sale en la televisión.


      Estuve una hora escasa con él y volví a mi casa para refugiarme. Todo estuvo tranquilo hasta que a las 20.30 horas sonó el timbre. La sangre se me heló, me quedé petrificado. No esperábamos a nadie, nadie tenía que venir. Solo podía ser la policía.


      Marion, sin mirarme a los ojos, se levantó y se dirigió a la puerta. Eran unos vecinos que pedían algo que se les había caído en nuestra terraza y «querían cotillear». Mis pulsaciones se relajaron. Mi mujer lloraba desconsoladamente. Ella también creía que venían a buscarme. Y yo sabía —y sé— que los políticos, que un día me contrataron, tenían miedo y no cejarían con mi mera muerte civil.


      


      


      
Matando al «todopoderoso»


      


      La segunda de mis noches en libertad dormí mejor y solo me desperté en una ocasión. Al despertarme lo primero que hice fue leer la prensa digital. Comprobé cómo me acusaban despiadadamente.


      —¿Has leído la prensa? —me preguntó Marion.


      —Sí, en diagonal en el ordenador. ¿Y tú?


      —Me desvelé de madrugada y la leí en el teléfono —me dijo.


      Mientras mi mujer se duchaba, me llamó mi madre para informarme, con cautela, que nos habían intervenido todos los teléfonos:


      —En El Mundo dicen que la policía investiga si el PSC nos contrató para investigar a CiU.


      —Ya lo sé, mamá. Y La Vanguardia que CiU nos contrató para investigar al PSC. Y El Periódico que el PP nos usaba para investigar a CiU.


      Por si esto fuera poco, comprobé que había basura seudoperiodística que campaba a sus anchas por las redes y las tertulias de todo tipo. Navegué un poco por internet, sin obsesionarme, y comprobé que La Vanguardia había creado, con los registros policiales en las sedes de Método 3, la misma plataforma que se creaba con los partidos de fútbol en la prensa. El titular era: «Los registros a Método 3, minuto a minuto». Y se relataban, minuto a minuto, nuestras declaraciones en el juzgado.


      —Tu hermano sabía por Twitter lo que pasaba judicialmente antes que por el abogado —me dijo mi mujer.


      —Es alucinante. A alguien le ha interesado darse un baño de publicidad.


      —¿Publicidad?


      —Sí, cuando algunos periodistas me llamaron un minuto antes de ser detenido para preguntarme si lo estaba.


      —¿Qué?


      —Sí —contesté a Marion poniendo voz de falsete para parafrasear a dichos periodistas—: «Hola, señor Marco, ¿está usted detenido?».


      —Sí, fue alucinante.


      —Además los policías, durante las entradas y registros, iban comentando que les agobiaba el chaleco fluorescente que les obligaban a llevar y que les identificaba como Policía Nacional.


      —Estoy segura de que era para aparecer en todos los medios catalanes. Una advertencia del Ministerio del Interior a los mossos d’esquadra.


      El correo postal también estaba controlado y no llegaba nada desde hacía unos días. El correo electrónico y la Blackberry, pinchados. Me sentía tan vulnerable que creía que me iban a volver a detener en cualquier momento y quería evitar que los niños lo viesen en vivo y en directo. Lo absurdo era que la prensa que me machacaba y reinventaba mi vida me llamaba «el todopoderoso». Tenía miedo y mi carácter se tornó irascible. Me preguntaba cómo el Ministerio del Interior tenía tanto poder como para conseguir que los periodistas de sucesos diesen, de forma unívoca, el mismo mensaje. Uno de los grandes periodistas de investigación me dio la clave:


      —Solo tienen que levantar el teléfono y los periodistas escriben al dictado, sin comprobar la fuente.


      —Eso es absurdo —contesté.


      —Mira, la poli toca las palmas y todos escribimos sin rechistar, les hemos dado una presunción de veracidad inmerecida, pero real.


      —Si a eso le añades la carga política en el mensaje, la capacidad de destrucción es bestial.


      —Paco, la policía está protegida porque son nuestra fuente de información perenne. Ningún periodista se atreve con ellos, son intocables. ¿O cuántos reportajes sobre corrupción policial ves al día? Hay muchos policías en la cárcel por haberse vendido al narcotráfico y nadie escribe, de verdad, sobre ello. En este país ya ni el rey es intocable. Solo queda la policía, y porque nos suministran la información con la que llenar los diarios.


      


      


      
Días después de salir en libertad


      


      A 400 kilómetros de Barcelona


      


      Dejé mi teléfono en casa para que me tuviesen allí posicionado a través del GPS del teléfono móvil. De madrugada una furgoneta aparcó frente a mi vivienda y un grupo de gente, aparentemente «de fiesta», tapaba la visión directa de mi vivienda a los policías allí apostados. Fui en el interior de la furgoneta hasta la salida de Barcelona, donde tenía un coche alquilado a nombre de un amigo.


      Conduje y llegué a un lugar a 400 kilómetros de mi vivienda con luz cenital. Allí, en un local alquilado, guardaba desde hacía años «la historia de mi vida». Tomé notas y las volví a dejar allí, ocultas a la vista de «todos aquellos que quieren saber la verdadera historia de Método 3». La protección de la información de mis clientes siempre ha sido fundamental en mi vida, porque así me lo inculcó mi madre, la fundadora de la empresa. Ese lugar, desconocido incluso para mi familia, guardaba en libretas molesquines todo aquello que «perseguía el ministro del Interior», pero no estaba dispuesto a vivir en un estado policial y volví a dejar «las pruebas de mis investigaciones más relevantes» a buen recaudo.


      Busqué una libreta con el logotipo de Método 3. Hacía años que, como Carmen Rigalt, arrastraba siempre una conmigo y por ello mandé a hacer una producción especial. Esas molesquines que muchos periodistas usaban, ahora se ocultaban. Sin embargo, yo seguía sintiéndome orgulloso de nuestra empresa, que había crecido hasta límites insospechados en el mundo de la investigación privada en España. Realmente, había destruido ciertos archivos para proteger a mis clientes, pero recuperé las libretas donde, año tras año, fui escribiendo mis secretos mejor guardados.





Capítulo VII

      

      LA FAMILIA PUJOL


      


      


      


      


      
La politización de la vida judicial


      


      Necesitaba saber qué había, tan importante, en la información de Victoria Álvarez respecto a la familia Pujol. La peor manera de desprecio era acogotar a alguien en inferioridad de condiciones y a mí me habían despreciado y humillado. Estaba seguro de que algo tenía que ver el informe que había desvelado El Mundo, de la mano de Eduardo Inda y Esteban Urreiztieta, una semana antes de las elecciones catalanas, dinamitando el proceso electoral. Un informe de la UDEF que revelaba que las comisiones que las empresas pagaban a Convèrgencia Democràtica de Catalunya (CDC) —el 4 por ciento de cada adjudicación— se desviaban, a través de la trama del Palau de la Música, a depósitos bancarios suizos de su principal dirigente, Artur Mas, y de la familia de Jordi Pujol. En este borrador que había realizado la Brigada de Blanqueo de Capitales de la UDEF se denunciaba la existencia de hasta cinco cuentas en Suiza y Liechtensteien controladas por Artur Mas, padre e hijo, así como por Jordi Pujol, su mujer, Marta Ferrusola, y su primogénito, Jordi Pujol Ferrusola.


      El 16 de noviembre de 2012 El Mundo publicó que los Pujol disponían de «tres cuentas numeradas y dos cajas de seguridad con número correlativo a la del propio Fèlix Millet [responsable del Palau]», cuya última beneficiaria era también la familia Pujol. Aquella mañana, leí y releí el diario y algo me llamó la atención. La policía vinculaba a Artur Mas Barnet, padre del president de la Generalitat, con las funciones de testaferro. Accedí a mis sistemas informáticos y comprobé que el sumario de la operación Jade-Limusina,17 que investigaba una masiva evasión de capitales a través del Liechtenstein Global Trust (LGT) de Liechtenstein, había desvelado, en el año 2008, que el padre de Artur Mas tenía un fondo con 2 millones de euros en dicho banco. La información sobre las cuentas del padre del president de la Generalitat ya la habían publicado Interviú y otros medios. Además, el sumario judicial afirmaba que aquellas cuentas se habían abierto principalmente a través de sociedades controladas por las intermediarias españolas Merchbanc y el banco suizo Vontobel. Al destaparse esta información, la familia Mas «regularizó ese dinero mediante una declaración complementaria».


      Los días posteriores a la publicación del borrador fueron de lo más estresantes para el El Mundo y sus redactores. La UDEF se desmarcaba del mismo, los medios de comunicación atacaban al diario y hubo que empezar a dar muchas explicaciones. Además, las querellas de los Pujol, Mas, Felip Puig y demás implicados empezaron a llover por doquier.


      En el programa Espejo público de Antena 3 Televisión, el expresident de la Generalitat, Jordi Pujol, explicó con claridad las dudas que surgían sobre el informe y negó todas las acusaciones. El político catalán también se refirió con sorna al supuesto informe policial indicando que «¿qué coño es eso de la UDEF?». Pujol señaló, de forma meridiana, las dudas que sobrevolaban sobre el borrador policial al indicar que «no sabemos si se hizo de forma subrepticia y o si el ministerio lo autorizó». También comparó el informe con «la policía política» y con las cosas «que ahora se hacen mucho en Rusia.Y Rusia tiene una democracia peor que la nuestra».


      Eran varios los frentes que se le acumulaban a El Mundo y muchos los desmentidos que surgían alrededor del informe de la UDEF. El banco Lombard, lugar donde se decía que Pujol tenía el dinero, desmintió al diario. Incluso la UDEF se desvinculó del informe por boca de su comisario jefe, Manuel Vázquez. Esto encendió todas las alarmas del periódico al comprobar que, textualmente, Vázquez señalaba que el borrador «no ha sido elaborado por la Unidad de Central de Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF) ni por ninguno de los funcionarios que la integran. Por consiguiente, el citado informe no puede ser validado».


      El día antes de que la unidad policial se desmarcase oficialmente, el juez instructor del caso Palau mantuvo una reunión con el alto cargo de Interior y con el fiscal anticorrupción, en la que el comisario jefe de la UDEF le aseguró que no le constaba que su equipo confeccionara ningún informe sobre el desvío de fondos del Palau del Música «que no figure en el sumario». Vázquez aseguró al juez que el último informe que habían hecho era el que había publicado el diario ABC.


      El borrador de la UDEF permanecía oculto y ya se empezaba a dudar de su existencia cuando, por fin, el 23 de noviembre, José Manuel Sánchez Fornet, secretario general del sindicato mayoritario de la Policía Nacional, el SUP, enseñó el borrador señalando que el texto tenía «detallada documentación sobre una serie de entramados societarios que decían corresponder a la familia Pujol, así como a las comisiones que el padre del actual presidente Mas recibía en Liechtenstein por llevar dichas sociedades de las que una parte de ellas desviaba a su propio hijo». El borrador de la UDEF señalaba como el origen de la investigación las diligencias judiciales en las que se estudiaba el escándalo de la presunta financiación ilegal de CiU. Inicialmente, se había tratado de una inspección de la Agencia Tributaria para aclarar que se estuviese utilizando en sus transacciones «cantidades exageradas de billetes de 500 euros»; derivado de esa inspección administrativa, el presidente de la Fundación del Palau de la Musica, Fèlix Millet, y su mano derecha, Jordi Montull, fueron los primeros imputados. La Audiencia de Barcelona, en un auto de 28 de septiembre de 2012, les atribuyó los posibles delitos de apropiación indebida, falsedad, malversación de caudales públicos y delito contra la Hacienda Pública.


      A partir de ese momento se inició la politización del proceso señalándose que en un principio la investigación, así como todos los registros, se adjudicaron a los mossos d’esquadra. Aparentemente, el juzgado de instrucción temió una mala praxis de la policía catalana y ordenó la investigación a la UDEF de la Comisaría General de Policía Judicial, dejando fuera del proceso a la policía catalana. Entre la documentación intervenida en el despacho de Fèlix Millet en el Palau, se obtuvieron documentos, escritos en catalán que implicaban, aparentemente, a la familia Pujol, según señalaban las informaciones policiales: «Pendent de pagament el 20 por ciento del que ha estat assignat a Palau, a JP fill, treure en efectiu i entregar en ma al lloc habitual, el seu pare JA ha estat informat com sempre» («Pendiente el pago del 20 por ciento de lo asignado a Palau, a JP hijo, sacar en efectivo y entregar en mano en lugar habitual, su padre ya ha sido informado como siempre»).


      Los investigadores detectaron cómo Millet y Montull utilizaban cuentas bancarias que estaban a nombre del Orfeó Català para su uso personal e, incluso, localizaron una cuenta abierta en Suiza a nombre de los dirigentes catalanes, se señalaba en los autos judiciales. Incluso se encontró un «archivo que hace referencia a pagos a FP, con la anotación en catalán “porta 250 en efectiu a la seva casa en el Golf de Vallromanes” (Lleva 250 en efectivo a su casa en el Golf de Vallromanes)». La prensa señaló que tras las iniciales FP estaba Felip Puig, entonces conseller de Interior de la Generalitat.


      El informe de la UDEF, además, relataba de forma detallada cuál era el circuito de financiación de la Generalitat e identificaba al tesorero de CDC, Carles Torrent, como el cobrador en ventanilla de uno de los talones expedidos por la Fundació del Palau. Asimismo, vinculaba al exdiputado de CiU Jaume Camps con diversos cobros18 —aunque es obvio que Jaume Camps hay muchos— y en varios documentos se le señalaba como un posible intermediario de la federación nacionalista con Ferrovial. Jaume Camps fue el titular de una cuenta secreta en Suiza en la que el financiero Javier de la Rosa ingresó al menos un millón de euros procedentes de KIO. Camps devolvió el dinero, aduciendo que había sido el cobro de unos trabajos personales y el tema se archivó. Asimismo, se le apuntó en otro caso de supuesta financiación ilegal, el que se habría articulado a través de Casinos de Catalunya, que terminó archivado por prescripción. Y, sea o no Jaume Camps el gran recaudador de Convergència —dado que aún no ha sido condenado— como apuntan algunos medios,19 la UDEF creyó que Javier de la Rosa podía aportarles muchos datos «sobre los Pujol».


      El informe de la UDEF señalaba igualmente que «el dinero que los constructores ingresaban en el Palau llegaba hasta CDC a través de un entramado de sociedades instrumentales interpuestas vinculado a Millet y Montull». Las sociedades que se mencionan son: Hispart, S.A., New Letter Marketing Directo, S.L., Letter Grafic, S.L., Mail Rent, Altraforma, S.A., GPO Ingeniería / Triobra.


      A partir de ese momento, empecé a investigar en nuestros archivos localizando informes internos y ahí estaba todo. Nuestra información, repicada en el informe de la UDEF, involucraba además, entre otras,20 a empresas que financiaban a CDC a través de la Fundación Ramón Trias Fargas: Comsa Emte, Rehac, Copisa, Tamisa, Bruesa Construcciones, Nova Lloret, Grupo Excover, Construcciones PRH, Cepsa, Sorea (Agbar), Searsa y la farmacéutica Grupo Ferrer Internacional. Era cierto que todas estas habían hecho ingresos en la Fundación Ramón Trias Fargas,21 fuese o no para financiar al partido dado que, aún, no existía una sentencia firme. Lo incontestable era que el juez de caso Palau había declarado a Convergència como responsable civil «a título lucrativo» y le había exigido que depositase una fianza por valor de 3,2 millones de euros.


      El informe de la UDEF, además, vinculaba a la familia Pujol con un resort, «un hotel y villas de lujo en Acapulco (México)»22 en primera línea de mar sobre una superficie de 130.000 metros cuadrados y con cuarenta y cuatro habitaciones. Entre sus socios, el informe de la UDEF citaba a los mexicanos Sergio Kam y Rafael Aragonés. La inversión la cifraban en 125 millones de dólares. Según el informe, el dinero para el pago del hotel mexicano procedía «de varias transferencias del banco privado Lombard Odier, Rue de la Corraterie 11, Ginebra (Suiza), donde se ha detectado una fundación de la que penden a modo de racimo ocho sociedades, con un capital disponible de casi 165 millones de francos suizos, entre diferentes monedas, y cuyos beneficiarios finales son el matrimonio Pujol-Ferrusola y los hijos Jordi y Oriol».


      Igualmente, el informe establecía que «Jordi Pujol Ferrusola también dispone de importantes propiedades en Argentina, donde ha adquirido el 30 por ciento de la sociedad explotadora de Puerto Madero23 en Buenos Aires, perteneciente a un trust brasileño con matriz en las Antillas Holandesas, inyectando para ello un activo considerable a través del Banco Cantrade Lausane S.A., Avd. Rumire 20 de Lausana (Suiza), donde además de tres cuentas numeradas la familia posee dos cajas de seguridad, con número correlativo a la que el propio Millet posee en el mismo establecimiento».


      La declaración de Victoria Álvarez se reforzaba ante el juez Ruz, esta añadió que el testaferro de Pujol Ferrusola era inglés, se llamaba Herbert Brandford y tenía su despacho en «Moon Street 128».24


      


      


      
Miguel Durán. El origen de los problemas de la familia Pujol


      


      Mi obsesión por saber qué nos había llevado a la destrucción civil no me hizo olvidar mis obligaciones con la familia. Mi hijo me pidió que lo fuese a ver a un partido de fútbol en su colegio. Era algo que quería evitar, por no dar que hablar a los padres, pero la lección nos la dio el entrenador, un chaval joven e imberbe que vino a hablar conmigo como si nada hubiese pasado. ¡Algunos jóvenes tienen más sentido común que muchos adultos! Nada más verme, mi hijo se me tiró encima y sus amigos se acercaron. Todo seguía igual en el mundo de los pequeños.


      Mi madre, que había permanecido sola en Madrid las casi tres semanas que duraba esta presión, llevaba dos días en Barcelona. Y mi hermano estaba histérico protegiéndola, no quería que estuviese sola en ningún momento. Él también había visto la soledad sobrevenida de esa mujer que, antaño, era tan fuerte como un roble y que ahora mostraba al mundo su lado más débil preparando, seguramente, un ataque fulminante contra quien se había atrevido a atacar a su familia.


      Escribí un SMS a Eduardo Inda para quedar con él y con el periodista Alfonso Rojo, que había dicho verdaderas barbaridades sobre mí desde el inicio de este sainete político. «Rojo quiere comer el jueves en Madrid», me dijo Inda. Le indiqué que prefería quedar media hora, de forma previa a la comida; que no me apetecía compartir mantel con Rojo, que me incomodaba. Pero quería sentarme con él y saber qué tenía contra mí. Además, lo recordaba en un plató de televisión sentado junto a Miguel Durán, exdirector general de la ONCE, que dijo: «Tuve a Método 3 en un juicio. Y la parte contraria a un juicio a la parte que yo defendía como abogado, presentó una pericia que hacía Método 3 [...]. No habían trabajado con una extraordinaria profesionalidad». Recordé el juicio y a Miguel Durán intentando interrogarme sin conseguirlo. A eso se refería con mi «profesionalidad». No pudo resquebrajar mi informe en la sala. Y preferí no entrar en su juego de descalificaciones personales remitiéndome a un dato objetivo. La sentencia del juicio para que se valorase mi profesionalidad y la suya y, así, dejaríamos los subjetivismos para centrarnos en la información más objetiva. En 1998 Durán fue imputado por el juez Baltasar Garzón por un presunto delito fiscal y de apropiación indebida durante su mandato al frente de Telecinco. No obstante, la Audiencia Nacional, en sentencia del 19 de abril de 2007, lo absolvió. En su biografía suelen omitirse las guerras intestinas en el sector del juego de las que formó parte.25


      En la misma televisión, Rojo le preguntaba a Durán si alguna vez había contratado a Método 3, lo que él negaba.


      


      


      
Sede de la Asociación Española de Máquinas Recreativas


      


      Madrid, calle Columela, 4


      2 de noviembre de 2000


      


      Don Miguel debía de haber olvidado que, cuando andaba siempre acompañado de la abogada Laura Guillot, en octubre del año 2000, nos intentó contratar para investigar el dinero que, según él, había obtenido la familia Pujol del sector del juego en Cataluña. Nos pidió un presupuesto para «investigar las posibles cuentas personales en paraísos fiscales que pudieran pertenecer al president de la Generalitat de Cataluña, Jordi Pujol Soley, a los miembros de su familia y a las principales personalidades de la cúpula de Convergència vinculadas con la Generalitat de Cataluña». Pero el que le dimos lo consideró elevado. Según El Mundo, otra agencia de detectives fue la que realizó la investigación y «entre las personas del entorno de Jordi Pujol que mandó investigar se encuentran su sucesor en el cargo Artur Mas i Gabarro, su hijo Jordi Pujol Ferrusola, el exconsejero de Economía y Hacienda de la Generalitat Maciá Alavedra i Moner, el director de juego de la Generalitat de Cataluña Amadeu Farré i Morell, el director general de Turismo Xavier Civit i Fons y el consejero de Interior Xavier Pomés i Abella».


      Fue la propia Laura Guillot la que nos confirmó que nuestro presupuesto era muy elevado. Por aquel entonces le pedimos 50 millones de pesetas para que no nos contratase. La investigación que pretendía realizar no valía más de 20 millones, pero consideramos que, si pedíamos una suma «desmesurada», nos iban a denegar la contratación.


      —El señor Durán considera que el presupuesto es carísimo —nos dijo Guillot.


      —Laura, preferimos no hacerlo, la verdad —le informamos a la secretaria general de la Asociación Española de Máquinas Recreativas que, posteriormente, consiguió la imputación del propio Miguel Durán por acoso sexual.26


      Aún conservo los datos de aquellas reuniones. Fue precisamente a Miguel Durán al que por primera vez le escuché hablar del dinero de la familia del expresident en paraísos fiscales. Con los años a quien sí investigué fue a Miguel Durán, del que me reservo mi opinión personal y los datos obtenidos. Tras sus sonoros fracasos en el mundo del juego, intentó volver a controlar la Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE) y, para ello, fundó una corriente crítica a la que puso por nombre PUEDO (Plataforma Unitaria de Encuentro para la Democratización de la ONCE). Durán siempre había tenido la necesidad de controlar los medios de comunicación y la política; por eso compró con la ONCE el 25 por ciento de las acciones de Telecinco, la cadena de radio Onda Cero, la agencia Servimedia y los periódicos El Independiente y Diario de Barcelona. Sus intentos en la política también fueron sonoros fracasos. En 1995 se afilió a Unió Democràtica de Catalunya (UDC), de la mano del presidente de este partido, Josep Antoni Duran i Lleida, donde solo militó dos años. En 2009, Ciudadanos se presentó a las elecciones europeas de la mano del partido catalán. La formación nacida en Cataluña iba coaligada con Libertas, cuyo candidato en España era él, Miguel Durán, quien ahora participa asiduamente en el programa El gato al agua de Intereconomía Televisión, la ultraderecha española.


      


      


      
El sainete policial


      


      En su estrategia contra Método 3, y en opinión de La Vanguardia, la Policía Nacional tuvo controlado «el domicilio de Marco desde el sábado 16 de febrero, al producirse la denuncia de Alicia Sánchez-Camacho; es decir, el Partido Popular interpuso una denuncia, que ni siquiera firmó, de un delito semipúblico y el Ministerio del Interior desplazó a agentes públicos, pagados por toda la ciudadanía, a controlarme cuando el día antes, viernes, me había puesto a disposición del juzgado y del mismo ministerio en una declaración voluntaria para declarar como testigo en el marco de la investigación sobre espionaje.


      Pues bien, aun poniéndome a disposición del Ministerio del Interior, el día de mi detención presenté un hábeas corpus en el que relaté cómo había sido el día 18 de febrero en el que fui detenido por quince policías en mi vivienda, en la que, aunque llevaban controlando dos días, no me habían visto entrando ni saliendo. El 9 de marzo, casi un mes después, La Vanguardia empezó a dar verosimilitud a mi declaración estableciendo que «el 18 de febrero al mediodía, horas antes de la detención de Francisco Marco por parte de la Policía Nacional, las unidades de este cuerpo que estaban vigilando desde hacía dos días al director de Método 3 identificaron el coche de Manel Prat, director general de los mossos d’esquadra, en las inmediaciones del domicilio particular de Marco, en la calle Aribau, donde recogió a una mujer que había estado reunida con el detective».


      El reconocimiento del vehículo tipo berlina se produjo en las horas previas a mi detención. En plena polémica política por si la investigación del caso Método 3 debía estar en manos de la Policía Nacional o de los mossos, la policía se despachaba con esta nueva filtración. Mi domicilio estaba vigilado por agentes de la policía desde el sábado 16 de febrero, día de la denuncia de Alicia Sánchez-Camacho. La filtración policial señalaba que «al detectar el vehículo los agentes realizaron una primera comprobación rutinaria del número de la matrícula y descubrieron con asombro que pertenecía a la Generalitat de Cataluña». Después supieron que el coche correspondía al del director general de los mossos d’esquadra. La noticia fue desmentida por la Dirección General de la Policía de la Generalitat, que negó que el vehículo oficial del director, Manel Prat, «hubiera circulado o hubiera estado estacionado ante la casa del jefe de la agencia Método 3 en Barcelona» horas antes de su detención por los casos de presunto espionaje político. Sin embargo, el Cuerpo Nacional de Policía contraatacó con un informe que daba veracidad a la información periodística. Su informe señalaba que dicho vehículo había recogido a una mujer que había estado «con el objetivo» [es decir, conmigo] antes de la detención».


      Al leer la noticia supe que debía comprobar cuál era la motivación política que tenía la filtración del Departamento de Comunicación a La Vanguardia. A estas alturas, yo ya sabía que las noticias filtradas por los políticos no se realizaban sin razón alguna. Alicia Sánchez-Camacho, horas después de las filtraciones, renunció al servicio de escoltas de los mossos d’esquadra y decidió sustituirlo por agentes de la Policía Nacional. La popular envió una carta al consejero de Interior catalán, Ramon Espadaler, vinculando su decisión con las sospechas sobre la posibilidad de que el coche del director general de los mossos, Manel Prat, tuviese relación conmigo. «Conocidos los graves hechos que se publican respecto al director general de los mossos y en relación con la conversación telefónica mantenida por usted con la delegada del gobierno, quiero comunicarle mi renuncia a la escolta de mossos», decía textualmente la carta. Sánchez-Camacho renunciaba a esta escolta de forma «oportunista», instrumentalizando al cuerpo de seguridad por razones políticas y mezclando «cuestiones de seguridad y política».


      La guinda del sainete entre el Ministerio del Interior y la Conselleria de Interior, del Partido Popular de Cataluña con Convergència i Unió, de los mossos d’esquadra con la Policía Nacional y Alicia Sánchez-Camacho la puso su compañero de partido, Enric Millo, que pidió «responsabilidades al Govern de la Generalitat “caiga quien caiga”» sobre la presencia del vehículo del director general de los mossos en las inmediaciones de mi casa, porque era un asunto «muy grave que en cualquier país occidental se llevaría al gobierno por delante».


      Un mes después de mi detención, la policía se lanzó con esa «exclusiva» fomentando que se pensase que yo había mantenido una «reunión secreta» con una enviada por la Generalitat; pero se olvidó de contar en sus crónicas que el día de mi detención, un mes antes, yo había revelado en mi declaración policial la existencia de esa reunión en la que jamás estuvo el mando de los mossos y que la policía utilizó para intentar amedrentarme.


      Para darle color a esta opereta en la que se estaba convirtiendo mi caso, se empezó a discutir sobre quién era la mujer que el director general de los mossos había, supuestamente, recogido saliendo de mi casa. Tuvo que ser «esa mujer», la periodista Mayka Navarro —sobre la que informé en mi hábeas corpus—, la que salió a la palestra mediática el lunes 11 de marzo con una columna titulada «Esto fue lo que pasó». La policía intentaba así calumniarla a ella y al director de los mossos d’esquadra. Luego supe que la periodista, tras reunirse conmigo, había quedado con el policía, pero nunca lo vio ni en mi vivienda ni en los alrededores.


      Tras nuestra reunión se dirigió a la calle Consejo de Ciento con Rambla de Cataluña, esto es, a un kilómetro y medio de mi domicilio, y mantuvo una reunión que nada tuvo que ver con mi detención. Pero así Alicia Sánchez-Camacho se «quitaba de encima la escolta policial de los mossos» y el Ministerio del Interior daba una vuelta de tuerca más a las disensiones territoriales con Cataluña.


      


      


      
Detenido en el coche policial


      


      Barcelona, 18 de febrero de 2013, 19.32 horas


      


      Los policías no solo cometieron los atropellos urdidos desde Interior sino que, además, controlaron mi Blackberry. El día 21 de febrero a las 17.16 horas, estando yo detenido en dependencias judiciales, la policía activó mi correo electrónico con mi dispositivo Blackberry, pero no vieron que, camino de las dependencias policiales, tres días antes, había recibido un correo electrónico desde México cuyo asunto era «Hotel Encanto» y que, como antes ya comenté, había borrado, al igual que todos los e-mails, sabiéndome detenido. Me disponía a ser vejado por un Ministerio del Interior que protegía a los Pujol y a sí mismos.


      Sabía que existía la posibilidad de que se filtrase mi informe e intenté pararlo. De esta forma pretendía —ahora sé que de forma equivocada— proteger a mi empresa de la exposición mediática como autora de una guerra entre partidos políticos. Además, como no conocía la investigación de La Camarga cuando llegué a mi oficina, tras hablar con los periodistas de El Mundo me informé sobre dicho expediente dado que no sabía ni de su existencia.


      A medida que fueron pasando los días e iba saliendo información que confirmaba y ratificaba mis sospechas sobre el informe de la UDEF, tenía un miedo cerval a la explosión en los medios del informe de Sánchez-Camacho. Estaba tranquilo por la legalidad del mismo, incluso se lo dije así a los periodistas y al abogado de El Mundo, Juan Luis Ortega. Si la información tenía que explotar, quería que fuese como un caso más de los de Método 3. Sin embargo, alguien se puso muy nervioso al ver que El Mundo no lo publicaba y filtró la información (sin datos concretos, ni detalles ni informes) a Mayka Navarro de El Periódico.


      De inmediato todo se tornó en una locura mediática. Ambos medios salieron a la calle en paralelo y El Periódico, que tenía una desventaja porque no conocía ni siquiera la fecha exacta de la comida entre Sánchez-Camacho y la examante del primogénito del president de la Generalitat, se apuntó una exclusiva. Interior, además, sustentaba que yo había controlado muchas conversaciones en La Camarga. Todo ello falso, como más tarde se demostró.


      En el informe de 303 páginas del Servicio de Vigilancia Aduanera (SEVA) remitido al juzgado en septiembre del 2011, entre otros aspectos sobre los seguimientos efectuados a los investigados, se documentan dos comidas en La Camarga que ocupan 8 folios, incluyendo las fotos. La primera fue el 9 de junio del 2011 y participaron Oriol Pujol Ferrusola, Sergi Alsina (de la consultora Alta Partners, que actuaba de intermediaria) y Xavier Pujol, propietario de la empresa Ficosa, con la que se negoció. El primero en llegar fue Alsina, a las 20.45 horas, y el último Oriol Pujol, una hora después. Los agentes fotografiaron a los tres hombres a su llegada y a la salida, que ocurrió minutos después de las 24.00 horas. La segunda, el 12 de julio de 2011 en el mismo local, tuvo lugar entre Oriol Pujol, Sergi Alsina y Sergi Pastor, también acusado de intermediar. Igualmente se describían las dos reuniones: cómo llegaban al restaurante los comensales, si a pie, en coche o en moto, y se fotografiaban los vehículos. En ninguno de los dos casos hay datos sobre lo tratado en el restaurante, pero aquellos hechos, que llevaron a las imputaciones en el caso de las ITV, pusieron muy nerviosos a los políticos catalanes, que empezaron a cambiar sus hábitos culinarios sin que el restaurante tuviese nada que ver.


      Ya el exdirector del Centro Nacional de Inteligencia (CNI), Alberto Saiz, potenció durante su mandato dos divisiones que se dedicaban exclusivamente a buscar información en Madrid y Barcelona, reactivando una vieja misión, llamada Operación Tenedor, consistente en recabar información en los restaurantes de lujo en los que se reunían discretamente los representantes de esos poderes con personalidades del mismo signo o contrario. En la década de los setenta, el restaurante elegido fue El Bodegón, situado en las proximidades de la calle Serrano, uno de los mejores de Madrid, que el siglo pasado controlaba la Agrupación Operativa de Misiones Especiales del CESID, comandada en aquel momento por José Luis Cortina, que había instalado micrófonos ocultos para grabar las conversaciones de los representantes del empresariado español. Y ahora se pretendía vender a los medios de comunicación que Método 3 había llevado a cabo su propia «Operación Tenedor» en La Camarga, lo cual se demostró, judicialmente, falso.


      


      


      
Los informes de la familia Pujol


      


      El día 17 de enero de 2013 me reuní con Esteban Urreiztieta y Eduardo Inda en el restaurante Lucio de la capital. Cuando llegué, ellos ya esperaban en la mesa. Inda comprobaba el iPad y su compañero el correo electrónico. La preocupación de El Mundo con las querellas que había interpuesto la familia Pujol acabó meses más tarde archivada por los tribunales de justicia, pero en aquella comida se respiraba la tensión por las mismas.


      Todo transcurrió con una relativa tranquilidad, si es que con E&E se puede estar tranquilo. Los móviles no desaparecían de la mesa y las miradas cómplices de mis interlocutores me hacían sentir incómodo. Pero llegamos a un pacto:


      —Parad el reportaje de lo de Alicia, por favor.


      —Si podemos lo haremos.


      La información sobre la familia Pujol se desbordó. Lo que tantos años había quedado oculto a los ciudadanos de repente salía a la palestra. Se realizó un juicio público desmedido y global acusando a toda una familia de lo que, posiblemente, había realizado únicamente alguno de sus miembros.


      Jordi Pujol Soley, president de la Generalitat de Cataluña durante veintitrés años, estaba casado con Marta Ferrusola y tenía siete hijos. Los inmuebles que, como personas físicas y a través de diversas personas jurídicas, controlaba el grupo familiar ascendían, junto a los activos empresariales, a más de 50 millones de euros.


      La sociedad catalana es así. En cuanto cae uno de sus miembros, se le sustituye por otro y se le deja de lado. Y, tras las informaciones en los medios de comunicación, todo el mundo se atrevía a criticarlos y a intentar investigarlos. Se pretendía criminalizar al núcleo familiar al completo y no se diferenciaba la actitud de unos y otros.


      —No lo voy a hacer —le dije a un empresario catalán que quería investigar a todo el núcleo familiar.


      —¿Por qué?


      —Porque siento un profundo respeto por el expresident.


      —Y yo también —me dijo, falaz, el empresario. Pero necesito tener un as en la manga.


      —No cuentes conmigo, lo siento.


      Pero, posteriormente, me vi abocado a investigar aquellos datos que relataba Victoria Álvarez en su declaración ante el juez Ruz. Necesitaba saber hasta qué punto eran ciertos.


      


      


      
Las inversiones argentinas


      


      El informe original de la UDEF, reproducido por El Mundo el 17 de noviembre de 2012, indicaba que Jordi Pujol Ferrusola era dueño del 30 por ciento de Puerto Madero (Argentina). La información que contenía el borrador de la UDEF era errónea, porque Puerto Madero es un barrio de Buenos Aires y no una empresa. Sin embargo, descubrí que, en realidad, las acusaciones de Victoria Álvarez se referían a Puerto Rosario. El error provenía de la propia Álvarez, que había dicho a la policía que la inversión se había realizado en Puerto de Rosales y estos, simplemente, se confundieron al referirlo en el informe policial.


      En el año 2006 llegó al despacho de Jordi Pujol Ferrusola en la barcelonesa calle Ganduxer la tarjeta Iberia Plus platino. Sus viajes a Argentina le habían dado muchos puntos extra. Años antes, Lluís Badia i Chancho, político convergente que había sido teniente de alcalde de Tarragona y senador por dicha provincia, involucrado en el caso de Terres Cavades,27 siendo presidente del Puerto de Tarragona le expuso a Pujol —y a diversos empresarios de Tarragona— la posibilidad de entrar en el accionariado del Ente Administrador de Puerto Rosario (Enapro) en Argentina.28 Terminal Puerto Rosario, S.A. es una sociedad que gestiona las terminales 1 y 2 del puerto argentino29 desde octubre de 2002.30 Enapro otorgó la concesión de la terminal multipropósito en octubre de ese año a la sociedad Terminal Puerto Rosario S.A. (TPR) por un periodo de treinta años.


      El objetivo que buscó Enapro a través de esta concesión fue dar competitividad al puerto argentino para, así, convertirlo en un centro recolector y distribuidor de la producción central del país y del comercio exterior, incluyendo especialmente al Mercosur. También estableció ciertas condiciones en la licitación del puerto como pagar un canon fijo mensual de 150.000 pesos durante los primeros diez años de explotación y la realización de un plan de inversiones obligatorio orientado a terminar el muelle, el galpón de fertilizantes y otros temas técnicos. Asimismo, Enapro estableció que el concesionario debía hacer una inversión de 10 millones de dólares en la mejora de las infraestructuras básicas en un periodo mínimo de dos años y máximo de cinco, y tuviera flexibilidad para decidir si se deseaba invertir más.


      El contrato era intransferible, según el pliego firmado en 2002, lo que no impidió a los socios argentinos y a Jordi Pujol Ferrusola transferir las acciones a Propuerto, S.A. —empresa de Gustavo Shanahan dueña de 7.950 acciones nominativas clase B de un voto por acción y de 1.000 pesos de valor nominal cada acción— a Inter Rosario Port Service, S.A., que asumió una emisión de 1.500 acciones clase A (acciones intransferibles que tenían que estar en manos del operador) y 1.500 acciones clase B (que fueron 1.050 para Interlogística Portuaria, S.L. y 450 para Pro Puerto, S.A.).


      La empresa Inter Rosario Port Services Sociedad Anónima, constituida el 12 de diciembre de 2001, era la mercantil con la que actuaban desde 2008 Jordi Pujol Ferrusola y su mujer, como presidente y secretario de la sociedad; desde el 17 de junio de 2009 aparecía Jordi Pujol como apoderado y desde el 5 de enero de 2009 su mujer, Mercé Gironés, como administradora única de la sociedad.


      En diciembre de 2004 se realizó una ampliación de capital de 5.500 acciones (a valor nominal de 1.000 pesos cada una) que significó la pérdida de poder de Jordi Pujol y que terminó en denuncias judiciales.31 El argentino Guillermo Salazar Boero intentó quedarse, así, con el control total de TPR, provocando que Pro Puerto se quedase con 1.650 acciones clase A (30 por ciento) y 3.850 acciones clase B (70 por ciento). En 2007 hubo otra emisión de acciones, esta vez de 2.750 a valor nominal de 1.000 pesos, que fueron 825 acciones clase A (30 por ciento) a Inter Rosario Port Service y 1.925 acciones clase B (70 por ciento), de las que 1.650 fueron a Pro Puerto y 275 a Interlogística Portuaria.


      Posteriormente, en septiembre de 2007, Pro Puerto vendió 1.650 acciones clase A a Inter Rosario Port, quedando finalmente la tenencia actual de acciones de TPR (13.250.000 pesos) en 13.250 acciones: 3.975 acciones clase A fueron para Inter Rosario Port Service y el 70 por ciento (9.275 acciones clase B) estaban divididas en 1.325 acciones clase B (10 por ciento) para Interlogística Portuaria y 7.950 acciones clase B (60 por ciento) para Pro Puerto.


      En suma, como concluía mi información sobre las inversiones argentinas desconocidas hasta este momento, Inter Rosario Port Service controlaba el 30 por ciento de las acciones clase A de Terminal Puerto Rosario. En septiembre de 2012, tras conocer Pujol las filtraciones de Victoria Álvarez, vendió dicha participación a Neltume (grupo Chileno Ultramar).


      Además conseguí un documento oficial argentino en el que Pujol aparecía como directivo de la sociedad y comprobé que en España, tras esa operación, se realizaron diversas operaciones de aumento de capital en las sociedades familiares de Jordi Pujol hijo.


      


      


      
El hotel mexicano de la familia Pujol


      


      El correo electrónico que recibí justo en el momento de ser detenido —y que pude borrar a tiempo— era, como ya he comentado, sobre las inversiones de Jordi Pujol en México. Mucha de la información la localicé a través de mis fuentes habituales en el sector de la información económico-financiero. Pero investigando en México me llegaron datos que me obligaban a recurrir, nuevamente, a los servicios de inteligencia.


      El informe de la UDEF que indicaba que Jordi Pujol Ferrusola era dueño de un hotel mexicano llamado Encanto era muy contestado desde el sede convergente, indicando que, en realidad, estas inversiones eran del suegro de su hija Mercé, un multimillonario de aquel país. Sin embargo, más de cien fotografías publicadas por la revista mexicana Quién desvelaban que el fin de semana del 27 y 28 de noviembre de 2009 una buena parte de la familia Pujol, «comandada por el mismísimo “honorable” Jordi Pujol y su esposa Marta Ferrusola», celebró una larga fiesta en Acapulco (México) en la que su hijo Jordi Pujol fue presentado como «socio» del hotel Encanto, cuya inauguración se festejaba. En las fotos no solo aparecía la familia Pujol al completo, sino también sus mujeres. Había fotografías de Maika Zorita, Laura Vilar, Marta Pujol y Mercé Gironés, pero ello solo probaba que habían visitado el hotel. No obstante, el informe de la UDEF era muy claro señalando que Jordi Pujol era el dueño del hotel junto a sus socios «Sergio Kam y Rafael Aragonés». Nuestras fuentes policiales de México señalaban, efectivamente, que el socio local de Pujol era Rafael Aragonés, quien incluso «ha viajado a España» acompañando al «magnate español».


      Realizamos nuestra investigación acudiendo a los contactos que teníamos en aquel país. Nos informaron que los últimos 3.688 m2 comprados y que eran ocupados por el hotel Encanto se habían registrado el 4 de diciembre de 2012 en el folio 156659 del Registro de la Propiedad de Acapulco. El titular de los terrenos era la mercantil Encanto Inc., sociedad de capital variable a nombre de Rafael Ramón Aragonés Pardo y Sergio Kam Okon. Nunca supe si fue a través del propio arquitecto o de su entorno pero, poco a poco, nos fuimos acercando a su círculo más cercano y, finalmente, accedimos a información que vinculaba a Jordi Pujol hijo con aquel hotel.


      El entorno del arquitecto Miguel Ángel Aragonés Pardo, hermano del supuesto socio de Pujol, nos facilitó la ficha técnica sobre su «obra maestra», el hotel en cuestión, en la que se leía, de forma textual, que Jordi Pujol era socio del mismo. También supimos que, finalmente, había vendido su participación al «ser descubierto por la policía española». Entonces recurrí, una vez más, a mi fuente de los servicios secretos españoles, que me facilitó una información que situaba a Aragonés, el supuesto socio de Pujol, en el circuito madrileño del Jarama en 2006.


      Localicé enseguida a un Jordi Pujol, que corría en una carrera de competición, el 19 de marzo de 2006, a bordo de un coche Norma M20, cuyo precio sobrepasaba los 100.000 euros, en un equipo de competición llamado CAT Team que era del joven Jordi Pujol Gironés, nieto del expresident e hijo de Jordi Pujol Ferrusola, y lo integraban un equipo con dos vehículos, un Porsche 911 y el Norma M20.


      Y finalmente encontré un artículo francés del año 2006 que señalaba: «Le catalan Jordi Pujol, associé à Rafael Aragones Pardo, pourtant sur une Norma M20, aura fort à faire pour briller sur son circuit tant le plateau est impressionnant». (El catalán Jordi Pujol, asociado con Rafael Aragonés Pardo, llevando un Norma M20, tendría que hacer mucho en el circuito para brillar). Por tanto, Aragonés y Pujol eran socios aunque en la documentación mercantil mexicana apareciese que el hotel Encanto tenía solo dos socios: Aragonés y Kam.


      


      


      
Oleguer Pujol Ferrusola


      


      Las inversiones de Oleguer, el hijo menor de los Pujol, aportaban un punto de inflexión para el diario El Mundo. La portada era demoledora: «Las inversiones de Oleguer Pujol vienen todas de paraísos fiscales».


      —Tengo que verte —me llamó un empresario cercano a CiU.


      —¿Has hecho tú el informe de Oleguer? —me preguntó a bocajarro en cuanto nos encontramos.


      —No, la verdad. ¿Por qué lo dices? —le pregunté.


      —Hay rumores de que existen e-mails tuyos con El Mundo informando sobre las sociedades de Oleguer.


      Días más tarde me llamó un político municipal vinculado a Convergència y me citó en un céntrico restaurante de Barcelona.


      —¿Has estado en la isla de Guernsey últimamente?


      —¿Qué? —pregunté fuera de juego.


      —Sí. Alguien ha estado en Guernsey investigando a Oleguer Pujol.


      —Oye, ya me habéis enviado a un amigo mío y ¿ahora tú? —contesté ofendido.


      —Paco, solo tú eres capaz de sacar la información en paraísos fiscales.


      —Mira, dile a tu grupo parlamentario que me olvide. El Mundo tiene a los mejores periodistas de investigación de este país.


      El diario había determinado las estructuras globales de las inversiones de Oleguer a través del grupo Drago y no me necesitaba para nada. Pero un e-mail del secretario del Consejo de Administración del grupo, Iván Azinovic, enviando un desmentido a El Mundo en el que se señalaba que Drago Capital, S.L. —la empresa en la que trabaja el hijo del expresidente de la Generalitat, Oleguer Pujol — y Drago Real Estate Partners, Ltd., radicada en paraísos ficales, «no tienen absolutamente nada que ver», y que en las informaciones que publicaba El Mundo «insisten en confundir» la una con la otra, me llevó a investigar alguna de las piezas del puzle.


      Esa misma mañana me pidieron que encontrara alguna prueba que sustentase, aún más, las informaciones del diario madrileño que, al día siguiente, publicaba: «Este periódico ha tenido acceso al Registro Mercantil de Guernsey, donde tras la sociedad Drago Real State Partners figura como administrador Luis Iglesias, fundador y copropietario junto a su íntimo Oleguer Pujol de Drago Capital. Todo ello pese a que en el citado desmentido por escrito, Oleguer Pujol Ferrusola recalca que “Drago Capital, S.L. es una pequeña compañía de gestión” y “Drago Real Estate Partners, Ltd. es un fondo de inversión inmobiliaria”, siendo esta, siempre según su versión, “la única coincidencia”».


      Obtuve informes de Guernsey sobre Mare Nostrum Capital Managers Limited, también establecida en la isla situada frente a las costas de Normandía, y que constituía la matriz que englobaba al resto sociedades del grupo, entre cuya lista de consejeros figuraba Oleguer Pujol.Y ahí estaba todo. Mis fuentes desvelaban que el propio Oleguer Pujol, incluso desmintiéndolo, aparecía vinculado en Guernsey como directivo de una de las sociedades con las que se controlaban las inversiones en España de fondos de inversión internacionales; de esta manera, el menor de los Pujol controlaba, también, fuertes inversiones en España.


      


      


      
Pere Pujol Ferrusola


      


      Nunca había querido, como ya he dicho, investigar a la familia Pujol y siempre que me lo solicitaron me negué a hacerlo. Nuestra agencia nació en Cataluña y el «clan Pujol» era el verdadero árbitro de la política y la economía catalanas. Pero, a diferencia de lo que hubiese hecho ante una petición de investigación sobre la Familia Real, tampoco rechacé de forma apriorística su investigación.


      La realidad era que uno de los hermanos Pujol sí constaba en mis archivos. Hacía unos años, una empresa del sector eólico veía cómo, sistemáticamente, perdía los contratos para realizar parques energéticos en Cataluña.


      —Necesito saber por qué siempre pierdo los contratos —nos dijo quien nos contrató.


      El informe que realizamos detallaba el fraude en el sector y los «líderes políticos» que controlaban las concesiones. En uno de los muchos apartados del informe se señalaba a Pere Pujol como uno de los «artífices» del sector eólico catalán: «Los últimos parques eólicos y otros cincuenta tienen un único parámetro común. Los informes medioambientales fueron realizados, en todos los casos, por dos firmas. Una, Entorn, S.L., que tuvo como apoderado a Pere Pujol, hermano de Oriol Pujol, que era secretario de Industria e intervenía en la evaluación de los expedientes para las concesiones; la otra empresa es Codema, cuyo presidente es Carles Sumarroca, fundador de CDC y amigo del expresidente Jordi Pujol, cuya autoridad fue citada en una ocasión por su hijo Oriol para promover la aprobación de un parque eólico y en dos ocasiones por Albert Mitjà, director general de Energía».


      Nuestro informe continuaba señalando que «Pere Pujol Ferrusola finaliza en 1990 sus estudios como ingeniero agrónomo en la Universitat Politécnica de Cataluña y empieza a trabajar en la empresa Eco Lògica Enginyeria de Residus, S.A. Mientras trabaja en esta empresa se consiguen trabajos con el Consell Comarcal del Priorat por 22,8 millones de pesetas. Sin embargo, dichos trabajos nunca llegan a realizarse y por los que la Audiencia Provincial de Tarragona en marzo de 2001 condenó a cinco años y tres meses de prisión y nueve años más de inhabilitación al exgerente del Consell Comarcal del Priorat, Enric d’Anguera, y al gerente de la empresa Eco Lògica, Armand Gutiérrez, por un delito de falsedad y malversación de fondos públicos».32


      Sin embargo, únicamente era una parte del informe, que se centraba en la existencia de un grupo empresarial que controlaba la concesión de los informes medioambientales preceptivos en el sector. La sociedad se llamaba Entorn, S.L.


      Describía el informe que «el 4 de junio de 1993 se crea la sociedad Entorn, S.L. Enginyeria I Serveis, nombrándose presidente a Joan Tasias Valls. En la sociedad aparece Pere Pujol Ferrusola como apoderado». En la actualidad, la sociedad se denominaba Entorn, S.A., producto de la fusión el 30 de junio de 2007 de las mercantiles Codema Serveis Agroambientals, S.A. y Entorn, S.L.U. «La apariencia siempre había sido que Entorn, S.L.U. era al cien por cien de la familia catalana Sumarroca. Sin embargo, en la mercantil de nueva creación Entorn, S.A. aparece un nuevo socio, Blau Consultoría, S.L., que ostenta el 40,05 por ciento de las participaciones de Entorn».


      Los socios de Blau Consultoría, S.L. eran Pere Pujol, con un 79,7 por ciento, su mujer, María Carme Zorita Castañer, con un 20,3 por ciento. Estaba gestionada por el economista Francisco José Vinaches Soler, que también realizaba las mismas funciones en MT Tahat, S.L., sociedad de Josep Pujol Ferrusola.


      Entorn, S.A., por su lado, con la vuelta de CiU al control de la política catalana, había visto cómo sus contratos públicos aumentaban. En este sentido, el 16 de enero de 2012 obtuvo un contrato de 166.498 euros,33 el 28 de marzo uno de 70.469,60 euros, en junio de ese mismo año uno más por valor de 42.000 euros,34 el 23 de octubre otro de 40.423,36 euros,35 y así indefinidamente. Pocos meses antes había recibido, también, 145.676,06 euros del Port de Barcelona y en 2012 un contrato de 11.925 euros.


      Sin embargo, descubrí algo que realmente llamó mi atención y que permitía a mi cliente «conocer mejor a los interlocutores». El informe indicaba que «el 26 de noviembre de 1993 la Comisión Europea otorgó a Entorn, S.L. un proyecto denominado “Proyecto de demostración de la producción del zumaque con nuevas técnicas de cultivo”. El coste total del mismo era de 1.381.132 ecus y la contribución financiera máxima de la Comunidad quedó fijada en 1.035.849 ecus. La solicitud de la subvención la realizó en nombre de Entorn, S.L. su consejero delegado, Joan Tasias i Valls».


      Mediante escrito de 30 de noviembre de 1993, se informó a la Comisión de que se había producido un cambio en la dirección y los datos bancarios de Entorn, S.L.. El escrito llevaba la firma de A. López Gargallo. Otro documento, fechado el 29 de marzo de 1994 y firmado por el Sr. J. Tasias Valls, notificó a la Comisión una nueva dirección de Entorn, S.L. en Sevilla. En este escrito, los Sres. D. García Rodríguez y J. Tasias Valls se presentaban, respectivamente, como responsable técnico y responsable del proyecto.


      La Comisión Europea ingresó dos anticipos de un importe total de 725.094 ecus en una cuenta de Banca Nazionale del Lavoro en Madrid y en otra de la sociedad off shore Entorn Trading, Ltd. en Caja Madrid.


      El único error de Entorn fue pensar que la Comisión no iba a controlar las subvenciones. Pero el 24 y 25 de julio de 1997 se desplazó personal europeo a la dirección sevillana de Entorn, S.L., donde los recibieron Tasias y Darío García Rodríguez. Lo que vieron los enviados europeos no les gustó e iniciaron un procedimiento de inspección. El 10 de abril de 2001, la Comisión ordenó la supresión de la ayuda financiera controvertida y la devolución, por la demandante y, en su caso, por las personas jurídicamente responsables de sus deudas, de los anticipos ya abonados, en un plazo de sesenta días desde la notificación de la decisión. Se les exigieron 725.094 euros.


      La solicitud de ayuda pública la realizó Entorn, S.L. con sede en Barcelona. Mientras tanto, los dueños constituyeron la sociedad Entorn Trading Limited, constitutida en Guernsey con dirección en Dublín, y en España gestionaron la ayuda creando el 5 de julio de 1994 una sucursal denominada Entorn, S.L. Sucursal en España. Tenía su domicilio en la sede de una empresa de auditoría en Plaza Ruiz de Alda, Sevilla, y posteriormente en Tenerife para ser disuelta. Sin embargo, los inspectores pudieron determinar que la dirección de Sevilla era la sede de una consultoría empresarial ajena a Entorn y que se habían falsificado firmas en distintos documentos.


      Por los datos fiscales de Entorn, S.L. se comprobó que el proyecto tenía un coste de 23 millones de pesetas. A la Comisión se presentaron documentos que cifraban el coste en 233.623.004 pesetas. Las facturas que presentó la empresa como pagadas para gestionar el proyecto se las emitió Codema, de la que se indicaba que «en lo que respecta a la participación del Sr. J. Tasias Valls como responsable técnico del proyecto, de los autos se deduce que presentó por sus prestaciones una serie de facturas a Entorn, S.L.-Sucursal mediante la sociedad Codema, S.A., y que esta recibió el primer pago por sus facturas el 18 de enero de 1994».


      Los estamentos europeos también investigaron las finanzas de Entorn, S.L. y determinaron que «el volumen de negocios en el ejercicio de 1994 ascendió a 30.373.833 pesetas (182.550,41 euros) y los beneficios a 2.899.905 pesetas (17.428,78 euros)». Según se desprendía de la declaración del Impuesto sobre Sociedades de la demandante correspondiente al ejercicio de 1999, el importe total del volumen de negocios de dicha sociedad ascendía a 138.387.025 pesetas, es decir, 831.722 euros. En el ejercicio de 1999, los beneficios fueron de 7.652.264 pesetas, esto es, 45.991,03 euros. Los directivos de Entorn, S.L. declararon en Unidad de Coordinación de la Lucha contra el Fraude (UCLAF) el 29 de septiembre de 1997.


      Joan Tasias Valls, firmante de toda la documentación, estaba vinculado a los puestos políticos de la Generalitat como secretario general de la Consellería de Agricultura en los años ochenta.


      El informe finalizaba señalando que «en los años 2002 y 2003, los más de cincuenta informes medioambientales necesarios para lograr las licencias de parques eólicos fueron elaborados por solo dos empresas: Entorn, S.L., y Codema Serveis Agroambientals, cuyo presidente es Carles Sumarroca, fundador de CDC y amigo de Jordi Pujol. Codema tiene, además, una participación en Entorn y, en ocasiones, las dos firmas han colaborado en algún proyecto. La Fiscalía abrió diligencias informativas y se dirigió a Medio Ambiente para recabar información. También ha pedido al Departamento de Industria que le remita la documentación correspondiente a tres parques eólicos».


      


      


      
Los testaferros de Jordi Pujol Ferrusola


      


      El informe de la UDEF acusaba a Artur Mas Bernet, padre del actual president de la Generalitat, de ser el testaferro de la familia Pujol. A otro testaferro, el de Jordi Pujol Ferrusola, lo señaló Victoria Álvarez como «Herbert, que se dedica al blanqueo de dinero en las islas del Canal».


      La persona a la que se refería la exnovia de Pujol era un financiero inglés, gran desconocido para el gran público, pero activo financiero internacional al que, incluso, se vinculó a la compra —y posterior venta— del magnífico hotel parisino George V. Se trataba de Herbert Arthur Joseph Rainford Towning, con el que Jordi Pujol Ferrusola aparecía como directivo desde el 28 de abril de 2005 en la sociedad Brantridge Holdings, Ltd. en Reino Unido. La amante del primogénito no pudo identificarlo completamente.


      Hace unos años investigamos a este ciudadano, vinculado a otros escándalos. Sus datos aparecen referenciados en mis molesquines: «Tanto Herbert Arthur Joseph Rainford Towning (nacido el 14 septiembre 1935) como Elisabeth Hildegard Schoenberger,36 su socia, aparecen registrados en 128 Mount Street, Londres». Tow-ning se presentaba como licenciado en Económicas por la Universidad de Nottingham y posgraduado en la London School of Economics. Su primer trabajo, en 1956, fue en CT Bowring & Co., «progresando en el mundo de la banca londinense», que dejó en 1974 para «iniciar su carrera en el mundo de la banca internacional en Estados Unidos, Bahamas y el Golfo Pérsico».


      Asimismo, en mi libreta se señalaba que «Towning tiene, también, una dirección en Aspen, Colorado en 173 Buchanan Dr., donde se dice que están rodeados de billonarios del petrodólar». Posiblemente, el testaferro y Pujol se conocieron en la época en que el financiero hindú trabajó en Keusch & Merlo Investments de Zúrich y Centrum Bank de Liechtenstein. Ahora, Herbert Towning y su mujer, Cheryl, disfrutaban de una vida social activa en Aspen donde su mayor placer eran las «subastas de grandes añadas de vino o las pequeñas donaciones a la Sinfónica de Houston».


      Jordi Pujol Ferrusola viajaba mucho a Londres y allí estaba la clave, según Victoria Álvarez, que le acompañó en alguno de esos viajes. Ella iba de vacaciones mientras su novio visitaba el despacho de Mount Street. «La Pujola», como muchos la llaman, define a Herbert Towning como un hombre «bajito y de pelo blanco de origen hindú». Este hombre, que aparece referido en mi informe como un banquero jubilado, se desenvolvía muy bien en las finanzas londinenses y en el uso de sociedades radicadas en paraísos fiscales. Vivió con bastante tranquilidad apartado de los focos de la alta sociedad londinense hasta que, en 1998, la empresa International Heritatge Inc. (IHI) fue investigada por haber recibido 50 millones de dólares de un «grupo de inversores europeos». Towning, a través de EPP Finanz Aktiengesellschaft, invirtió 10 mi-llones «de sus clientes» habiendo depositado, con anterioridad, otros 11 en la sociedad Keusch & Merlo Investments de Zúrich y Centrum Bank de Liechtenstein. En 2002, un juzgado federal americano condenó al consejero delegado de IHI, Stan Van Etten, por conspiración y blanqueo de dinero al haber convertido a IHI en una «estafa piramidal». Van Etten fue condenado a diez años de prisión y Towning «ni se despeinó». «Sus inversores europeos permanecieron ocultos» y ganó fama en el mundo de las inversiones internacionales «oscuras».


      Brandtridge Holdings Ltd. fue constituida en el Reino Unido el 12 de abril de 2005 por la sociedad gestora de mercantiles Waterlow. El accionista de la mercantil era la sociedad de las islas del Canal, Brandtridge Holdings Ltd., que a su vez estaba controlada por Brandtridge Establishment en Lichtenstein y que se gestionó con la mercantil Tradeparts AG sin ser ciudadano de ese país. En esa sociedad aparece Jordi Pujol referenciado como «inversor privado».


      Towning, además, aparecía vinculado en mis notas «como directivo de Biomass Suply Ltd., constituida en septiembre de 2010 y domiciliada en 128 Mount Street. Sin embargo, lo importante era que, a través de Brantridge Holdings de Jersey, controla el 90 por ciento de Owaste y, a su vez, Owaste 2 Energy Company Limited que se redirecciona a Mexico a través de Nicolas Al Houayek y mundialmente a través de Charles Balfour. Con Brantridge en Jersey también controlan la mercantil Ow2e Holdings Company Limited en Reino Unido». Controlaba, también, Powermaster Recyclone Limited, Belgravia Financial Services Limited y otras sociedades. En Reino Unido ha estado vinculado a Business Identity Television, Ltd., Zerowaste Renewable Energy Company, Ltd., en la que invirtió a través de Mcc Global N.V, Durham House Chelsea Limited o Gracepair Limited.


      Towning llegó en los años ochenta a Miami, invirtiendo desde Bahamas en sociedades como Kinross Properties Limited Corporation, Fintecon International, Inc. Y H-T International, Inc. o en sociedades de Curaçao como Lelia N.V. En Estados Unidos aparecía vinculado a Global Green Matrix Corp, True Product Id Inc., Fields Aircraft Spares Inc., Wareforce Com Inc., Umember Com Inc/Co o Cross Media Marketing Corp.


      Otro de los detalles que aparecían en mis libretas era la vinculación de ese banquero jubilado a Vistula Communications Services, Inc.37 La novia de Pujol afirmó ante el Juez Ruz que, a través de sus contactos, había conocido en una comida en el George Club a Rupert Galliers-Pratt, quien le propuso buscar socios españoles para su empresa de telecomunicaciones. La empresa madre se llamaba Vistula Communications Services, Inc., radicada en el 405 de Park Av., Nueva York. Galliers-Pratt, conocido como el «maestro de los desastres», vinculado a la minería de diamantes rusa y a otros múltiples negocios internacionales, también aparecía en mis notas.


      Y al final volvía a aparecer Guersney. En Estados Unidos la mercantil londinense Brantridge, en la que Pujol fue directivo, se denominaba Brantridge Estates Limited, radicada en la isla de Guersney, a través de la que había realizado inversiones por valor de decenas de millones de dólares. Era, precisamente, «en esa jurisdicción donde el Dr. Eberhaud Braun, administrador concursal de la sociedad alemana Walter Marketing GmbH & Co. K.G., inició un proceso contra Brantridge Estates, Ltd. para demostrar que unos pagos realizados por la sociedad alemana, previo a su concurso e impago, se realizaron para levantar bienes y dejarlos a buen recaudo en Guersney».


      


      


      
La venganza de Victoria Álvarez


      


      Pero el sentido soterrado —o no tanto— de Victoria Álvarez al denunciar las actividades de Pujol era la venganza por no haber cobrado «ninguna comisión» de las actividades del hijo del expresident. «Buscaba inversores en México para unos amigos —decía a quien la quisiese escuchar la mujer, que no desaprovecha ningún momento para acogotar a su expareja con una venganza sibilina y cruel—. Habían realizado varias centrales hidráulicas» y buscaban inversores por más de 100 millones de euros.


      «¿Te interesan unas centrales hidráulicas en México?», rezaba el mensaje que recibió Jordi Pujol Ferrusola de Victoria Álvarez.


      —Te llamo luego —le contestó.


      «Acompañé a Jordi y los presenté».


      —Allá vosotros si lleváis a buen puerto el negocio. Yo quiero una comisión como parte de esto —dijo «la Pujola» en la reunión.


      «Y de repente me entero de que Jordi se me ha saltado (sic)».


      —Veo que se han saltado todas las comisiones, que no, que no, que no. Si pagaba alguien, Jordi me tenía que dar a mí algo —le explicaba a la gente para justificar su odio al hijo del gran político catalán.


      Cogió «un rebote fenomenal y a partir de ahí planeó su venganza».


      Jordi Pujol se hospedaba, habitualmente, en el hotel Marriot donde, incluso, le acompañó Victoria Álvarez, que pudo comprobar que la «operación mexicana» se había llevado a cabo. Herbert Towning tenía, a través de las islas del Canal y Londres, la sociedad Owaste2, dedicada en México a la instalación de plantas de reciclaje y otras sociedades dedicadas a la energía alternativa.


      «Y de repente me entero de que Jordi se lo ha saltado en las comisiones», sentenció Victoria Álvarez en su declaración ante el juez Ruz.


      Fue, precisamente, la inquina de una mujer por no haber recibido más que migajas de una relación o la de un empresario, Miguel Durán, buscando una ventaja competitiva, lo que llevó a la familia más poderosa de Cataluña a ver su nombre arrastrado por el fango.





Capítulo VIII

      

      EL GRUPO INTERECONOMÍA


      


      


      


      


      Perdiéndose en una holgada chaqueta deslavazada, José Luis Cervero, exguardia civil reconvertido en periodista de La Gaceta, se sentó en aquella mesa junto al segundo máximo accionista del Grupo Intereconomía, Javier Tallada. Pero Antonio Tamarit, al que todos saludaban formalmente, estaba acostumbrado a sentarse en los más importantes despachos de las empresas nacionales. Había dirigido, durante diez años, la sede madrileña de la mayor agencia de detectives española.


      Finalmente, el tiburón financiero Javier Tallada rompió el silencio. Con un gesto cambió su hierática cara, envejecida desde que la agencia le pusiese al descubierto de la sociedad española, e inició la conversación:


      —Gracias por venir.


      —De nada. Es un placer —contestó pletórico Tamarit, pensando en la minuta que cobraría traicionando a la agencia que lo acogió durante tantos años.


      Corría el mes de junio de 2012. Javier Tallada supo, por boca de Tamarit, que se «iba a vender» para demostrar que «la investigación» que le habíamos hecho «se basaba en informes falsos sobre su persona obteniendo la información de forma ilícita». Tamarit era pequeño y estaba obeso, pero se había enfundado un traje para dar empaque a su presencia. No se daba cuenta, como luego hablé con Cervero, de que «alguien que traiciona al que ha sido su em-pleador los últimos quince años no es de fiar».


      —A Tamarit lo conocí trabajando en Interviú —dijo Cervero—. Me lo presentó el propio Francisco Marco y desde entonces hemos hablado muchas veces.


      —Encantado —debió de decir Tallada.


      Tallada convocó con José Luis Cervero a una reunión. El pe-riodista, en un alarde de conocimiento de nuestra agencia de investigación, les informó que «Método 3 es una empresa de detectives domiciliada en Barcelona y con delegación en Madrid. Se trata una agencia muy buena que ha conseguido muchos méritos en sus investigaciones». Él creía que, gracias a mi empleado, no hay «nadie que sepa de Método 3» más que él, se jactaba el periodista. Cervero se sintió asqueado al comprobar cómo un investigador podía venderse, pero no tuvo más remedio que publicar la información.


      El chantaje de nuestro exempleado materializaba lo que Tallada había perseguido tanto desde que perdió un pleito de más de 100 mi-llones de euros y nos acusaba de haberle «desprestigiado». Tallada «está obsesionado con tu cliente», hablé con Cervero. «Esos días descubrimos gracias a la investigación y a cruces de información de periodistas investigadores de Intereconomía» el informe que realizó Método 3 sobre mí, decía Tallada. Y la acusación, apoyada en documentos falsos y robados en la sede de Método 3 y en nuestros servidores de información, se materializó el 4 de julio de 2012 con una portada en la que nos acusaban de «crear informes falsos para desprestigiar» al accionista de La Gaceta.


      Posteriormente, Cervero analizó en Intereconomía Televisión a nuestra agencia señalando que «no digo yo que alguno [mérito] no habrá conseguido, pero en la medida en que uno avanza y va penetrando en lo que es el tejido operativo de Método 3 nos damos cuenta de que utiliza muchas trampas, y de que cobran unas cifras enormes. En el caso de Tallada, aparte de lo que ha contado él, nosotros tenemos preparado para un reportaje sobre su colaborador en Suiza que buscó propiedades no solamente de Tallada sino de su mujer, de su hija». A mí, sin embargo, me dijo que «Método 3 era la mejor agencia de detectives de Europa». Cada uno escuchaba lo que quería oír.


      La filtración de los informes de Método 3 la promovió Javier Tallada. Antonio Tamarit Febrero, director de nuestra agencia en Madrid, «vendió» información a la que accedió ilegalmente en nuestros sistemas informáticos; pero solo pudo acceder a las facturas y a algunos «partes de trabajo» con los que confeccionó una lista de ciento sesenta y nueve informes que, supuestamente, habíamos realizado. Sin embargo, la información era falsa y, por ello, lo denunciamos en los juzgados de Barcelona.


      —Paco, el Grupo Intereconomía, Tallada y Expósito —dijo Cervero refiriéndose al jefe de seguridad del grupo— le han hecho una putada a Tamarit dos veces.


      —Es decir, ¿no le han pagado por la información? —pregunté al periodista.


      —Tallada se juega mucha pasta.


      —Ya, y por eso vino a por mí —afirmé al redactor de La Gaceta.


      —Paco, yo tuve en mis manos la información del tema de Alicia Sánchez-Camacho en La Camarga en junio de 2012 —dijo Cervero.


      —¿Y por qué no lo publicó La Gaceta? —quise saber.


      —Tampoco lo entiendo yo —sentenció.


      Allí estaba la clave del problema: un investigado de Método 3, Javier Tallada, había pactado con Antonio Tamarit, exempleado


      de nuestra agencia, venderle sus conocimientos sobre las investigaciones que habíamos realizado sobre el empresario y todo aquello que fuese de su interés. En cuanto tuvo esa información en su poder, alguien de los servicios de inteligencia españoles obtuvo el resumen de nuestro informe sobre Alicia Sánchez-Camacho y Victoria Álvarez sobre la familia Pujol.


      


      


      
Javier Tallada, el tiburón financiero que controla Intereconomía


      


      Bufete de abogados en el Paseo de la Castellana, Madrid


      1 de octubre de 2010


      


      —¿Cómo te va todo? —me preguntó el socio de uno de los mejores bufetes de abogados de la capital dándome un abrazo.


      —Muy bien, genial —contesté.


      —Necesitamos probar que una persona ha vendido unas acciones en bolsa. ¿Se puede saber?


      —Todo se puede saber —contesté—, pero el único sitio donde podemos comprobarlo es la Comisión de Mercado de Valores, que es territorio vedado —le indiqué.


      —¿Entonces, es imposible?


      —No. Si tiene una gestoría o una asesoría de referencia, se puede intentar. Ya sabes que siempre la mejor fuente es el propio investigado —añadí.


      —El tío se llama Javier Tallada. ¿Tienes algún conflicto de intereses? —me preguntó sabiendo que si era nuestro cliente no lo podíamos investigar.


      —No solo no tengo conflicto sino que, además, lo he investigado en multitud de ocasiones.


      Javier Tallada38 no era el típico empresario español ni el clásico inversor que uno se imagina en los parqués bursátiles; y, sin embargo, era uno de los mayores inversores privados españoles. «Casi toda empresa donde él mete su dinero se engancha a un circuito de volatilidad que, de paso, suele dejar grandes réditos para quien sabe aprovecharse y fuertes pérdidas para los más desprevenidos».


      Su entrada en Avanzit en enero de 2006, con la compra del 6,01 por ciento del capital —pocos meses después compraba el 14 por ciento—, le sumó unas plusvalías de más de 140 millones comprando y vendiendo acciones de la compañía que él mismo dirigía. «Incluso llegó a operar a la baja para beneficiarse de las caídas de Avanzit, aunque el argumento oficial fue “estabilizar la cotización del valor”». En noviembre de ese año pidió prestados un millón de títulos a un broker para venderlos en masa y desplomar la acción, según informaron los medios de comunicación, y más tarde «los recompró cuando Avanzit había caído un 11 por ciento». La prensa de la época señalaba que esas operaciones habían coincidido con «noticias relevantes alentadas por el propio inversor», aconsejando la compra de acciones que provocaba el aumento del valor. Incluso desde Banif, el banco privado con el que solía operar Tallada, recocieron a la prensa que «Avanzit es un valor que se mueve al calor de los rumores, que no hacen sino perjudicar a su cotización».


      En pleno conflicto con los inversores de Avanzit y cuando Tallada contaba con 14 millones de acciones, solicitó sindicar solo 10,7 millones de títulos para poder vender si lo necesitaba porque, según él, «estaba arruinado». Sin embargo, tal y como demostramos, «a lo largo de 2009 movió un volumen de más de 30 millones de euros en operaciones intradía, es decir, compras y ventas de valores en una sola sesión. En estas operaciones también se incluían acciones de la propia Avanzit».


      Finalmente, la Corte de Arbitraje de Madrid dictó el 26 de septiembre de 2011 un laudo arbitral en el que rechazaba las pretensiones de Javier Tallada y su sociedad Rustraductus contra el fondo TSS Luxembourg, al que había reclamado un total de 112 mi-llones de euros por un presunto incumplimiento del pacto de accionistas. El laudo desestimó cinco de los ocho incumplimientos contractuales alegados por Tallada y el fondo TSS Luxembourg pagó el 15 por ciento de las costas del pleito arbitral (44.671 euros), mientras que Tallada tuvo que hacer frente al 85 por ciento, unos 253.000 euros.


      Y Tallada me culpabilizaba de haber perdido esos 112 millones de euros. La verdad era que Método 3 nunca había tenido tanto poder. Pero Tallada, además, perdió un sueldo de 360.000 euros que se había fijado en Ezentis unos días antes de la entrada del fondo de inversión.


      —Paco, lo que ha hecho Tamarit, vendiéndole información a Tallada, ¿es un delito, no? —preguntó Cervero.


      —Sí, lo es. Y por eso nos hemos querellado contra él y Tamarit —le contesté.


      —¿Ah, sí?


      La verdad era que sí. Los juzgados de Barcelona aceptaron la querella a trámite y abrieron unas diligencias previas ofreciéndole, además, a Alicia Sánchez-Camacho acciones para ser parte en el proceso contra ellos.


      Pero comprar la información, de forma ilegal, a nuestro exempleado no era nuevo en el proceder de Tallada, que cacareaba en los medios de comunicación que queríamos «liquidarlo efectivamente» con la «apropiación de información privada» contra su persona. En plena guerra de socios en Avanzit, Tallada compró «a una trabajadora de Deutsche Bank» que acabó siendo despedida «por facilitar a Tallada información confidencial. Esta persona, que antes trabajaba para Banif, facilitó al inversor las operaciones efectuadas por el socio de Tallada y por la propia autocartera de Ezentis a través de su broker del banco alemán». Tallada, que afirmaba necesitar «30.000 euros al día para vivir», lo hacía en una mansión en el Parque del Conde Orgaz, una zona exclusiva de Madrid. La casa medía 422 metros cuadrados de una parcela de 2.743, una de las más grandes, según el Registro de la Propiedad. Su valor de mercado podía alcanzar los 10 millones de euros. Tenía piscina, pista de tenis y pabellón de recreo. El empresario había asumido un proceder clásico en el empresariado catalán: disponer de todos los lujos del mundo pero sin mostrarlos. «Quiero dar una imagen sobria», solía decir el empresario de una manera bastante ridícula cuando lo hacía subiéndose a un vehículo Bentley. Su pasión, como la de Jordi Pujol Ferrusola, eran los automóviles de lujo. Su flota incluía, además del mencionado Bentley, un Jaguar, un Mercedes y otros más.


      Tallada, siempre alejado de los focos mediáticos —salvo para sustentar los rumores que movían las acciones que poseía—, aparentaba llevar una vida austera pero, en el año 2010, según El Mundo, cundía «detrás de los muros de su casa el boato y la ostentación. El personal de servicio incluye una criada de las de antes, uniformada en tonos rosas y blancos, con cofia incluida. También cuentan con chófer, jardinero y servicio de seguridad privado. Es frecuente ver a la entrada de la vivienda la presencia de camiones de las mejores empresas de catering que organizan banquetes para la familia y sus allegados». También con la prensa mantenía una posición contradictoria. Por un lado les exigía discreción y, por otro, fomentaba rumores mediáticos para «movilizar» sus acciones en bolsa.


      La vivienda que más disgustos le dio a Tallada fue su casa en la urbanización privada Ses Tanques, de Cala Canutells, en Mahón (Menorca), sobre la que tuvo que pedir una hipoteca unilateral para hacer frente a los 740.548 euros de sus declaraciones de impuestos de los años 2008 y 2009, de las que el empresario solicitó la devolución de 3.202 euros en su declaración de IRPF. Dicha vivienda se unía a la operación que más sinsabores había aportado al tiburón financiero: el fondo Tvikap, radicado en Suecia por motivos fiscales, en el que participaban grandes fortunas españolas y que supuso su descrédito público. El Mundo publicó que «Rosalía Mera —exesposa de Amancio Ortega, la segunda empresaria más rica del mundo, según la revista Forbes [fallecida en agosto de 2013]—, y una veintena de grandes fortunas están atrapadas en un fondo de capital riesgo creado en 2007 por Javier Tallada, el po-lémico tiburón financiero que saltó a la palestra bursátil hace ya quince años con una operación sobre Puleva que le reportó plusvalías millonarias. En el fondo participan, además de Mera, el gallego Manuel Jove —exdueño de Fadesa—, así como la familia Frías de Burgos. También están otras fortunas familiares a las que Tallada fue convenciendo una a una con promesas de revalorizaciones rápidas y millonarias».


      Entre todos ellos y diversos bancos desembolsaron 90 millones de euros con el compromiso, por parte de Javier Tallada, «de duplicar el valor de sus inversiones en cuatro años». Pasado ese tiempo, y cuando al fondo le quedaban pocos meses para agotar el plazo que se fijó, los inversores comprobaron que habían perdido casi el 90 por ciento de su inversión. El fondo actuaba a través de Géminis Capital, controlado por José Manuel Arrojo, socio de Javier Tallada. «El empresario, aunque no figura como directivo, actúa en la sombra. El objetivo que se fijaron en el momento de su creación fue contar con un vehículo de inversión de 500 mi-llones para desembarcar en empresas medianas de la Bolsa española donde tomar posiciones de control o influencia sobre su gestión», se señalaba en nuestras informaciones. Sin embargo, en el año 2010 solo ha realizado dos únicas inversiones: el 22 por ciento de Amper y el 14 por ciento de Service Point, que costaron 90 millones de euros. En diciembre de 2010, esas participaciones estaban valoradas en poco más de 26 millones.


      En diciembre de 2010, El Mundo afirmaba que «la gestión ha sido nefasta, Arrojo y Tallada envían informes en una hoja que no aclaran nada», explicaba un inversor. Las cosas podían complicarse aún más, ya que Lloyd’s —el banco acreedor— estaba reclamando el cobro de su deuda. Si el fondo se viera obligado a vender los 15 millones de golpe para pagar a Lloyd’s, la acción de Amper prácticamente desaparecería y con ello, dejaría detrás un reguero de pequeños inversores perjudicados».


      Muchos de los partícipes del fondo culpaban a Javier Tallada de lo que calificaron como «un engaño para contribuir a su enriquecimiento personal». Mientras que todos habían visto volatilizarse su inversión, existía constancia de que Tallada había hecho operaciones intradía, «rozando supuestamente la información privilegiada», para ganar dinero en Amper y Service Point. Algunos de los inversores investigaron esas operaciones bursátiles que calificaban cuando menos de «irregulares». Nosotros documentamos algunas compras y ventas accionariales que Tallada había llevado a cabo en los últimos años en contra de estos inversores.


      En 2013, con un traje gris, camisa blanca y corbata a rayas granates y negras, Tallada mesaba su tupé encanecido de tantos sinsabores y se arrellanaba en el sillón del plató de televisión sabiendo que aquello «iba a ser un paseo triunfal» porque estaba en «su casa», el grupo del que era el segundo máximo accionista.


      —Permíteme, Javier, que recordemos que hay varios periódicos que publican informaciones que, se supone, llegan a esos medios a través de Método 3. La agencia de detectives que fabrica informaciones falsas consigue que la prensa publique que «Hacienda embarga una mansión a Tallada», «Hacienda sanciona a Tallada y le embarga una casa de más de 740.000 euros». El locutor de El gato al agua continúa señalando que «una denuncia pública tributaria le acusa de ocultar ingresos para no pagar impuestos, solo declara 6.983 euros del ingreso neto, de ingresos netos, perdón, y en su IRPF reclama la devolución de 3.202 euros». Otro periódico se pregunta: «¿Se ha arruinado Javier Tallada?». «El polémico tiburón financiero asegura a sus socios que está sin fondos, sin embargo acumula un patrimonio de 20 millones de euros repartidos en sociedades, fincas y coches».


      Finalmente, el presentador del programa señaló: «Todo esto se publica en función de esas informaciones que la agencia Método 3 ha hecho y ha fabricado». El Grupo Intereconomía fundamentaba la defensa del tiburón financiero señalando que «tengo aquí una sentencia del Juzgado de Primera Instancia número 71 de Madrid que establece que el periódico El Economista, siguiendo un informe de Método 3, mintió cuando publicó que Hacienda le embargaba una vivienda a Javier Tallada».


      El programa televisivo, realizado ad hoc para el financiero, remarcaba que «a estos efectos resulta de especial transcendencia la certificación emitida por la propia Agencia Tributaria, examinado este documento no resulta ni que se haya sancionado a Javier Tallada, como decía esa información, ni que se le haya embargado inmueble alguno, ni que tenga un entramado de sociedades para eludir el pago a hacienda». El locutor señaló: «También dice la sentencia de este Juzgado de Instrucción número 71 de Madrid que los datos anteriores ponen de manifiesto que el periodista demandado se ha comportado de una manera negligente e irresponsable por transmitir como hechos verdaderos simples rumores sin carecer de toda constatación. En efecto, la noticia publicada en el periódico citado insinúa que Javier Tallada defrauda a Hacienda y que su objetivo es vejar, humillar y desmerecer de la consideración ajena a la persona aludida desprestigiarla personal y profesionalmente».


      —Pero si la Audiencia señaló todo lo contrario —me decían desde ámbitos jurídicos.


      —Envíamela, por favor —le solicité a mi interlocutor para comprobar si Tallada mentía.


      La Audiencia Provincial de Madrid estableció el 8 de febrero de 2013, condenando al pago de las costas a Javier Tallada, que «lo trascendente de la información es que un empresario conocido, con actividades empresariales relevantes, de importante cuantía y que, con frecuencia, aparece en los medios de información económicos, como es el Sr. Tallada García de la Fuente, a quien por lo anterior se le presupone solvencia, tiene una deuda tributaria de más de medio millón de euros, que han existido actuaciones de la Administración Tributaria para el cobro de la deuda, como sin mayor problema se deriva del expediente administrativo tributario (en el que figuran “importes apremio”) y que para hacer frente a esa deuda había tenido que acudir a la constitución de la hipoteca sobre una de sus viviendas». Continuaba señalando que «no deja de ser relevante el profundo contraste entre la supuesta solvencia que se le atribuye a un personaje de notoriedad pública en el mun-do económico y el hecho de que su declaración de IRPF de 2008, el resultado sea “a devolver”, cuando justo en el ejercicio anterior había tenido unas rentas de más de tres millones de euros y ha generado una deuda con la Hacienda Pública de más de medio millón de euros. Con estos datos, claramente se está transmitien-do a la opinión pública la convicción de que el Sr. Tallada ha debido acudir a la utilización de sociedades para reducir o eludir el pago a la Hacienda Pública, a la vista del enorme contraste entre los ejercicios 2007 y 2008, que se ha confirmado en los siguientes (2009 y 2010), según puede comprobarse con los datos de rentas anuales declarados por el Sr. Tallada que antes se han mencionado».39


      El Tribunal, además, no comparte con el empresario que «las informaciones controvertidas tengan el único objetivo de vejar, humillar y desprestigiar personalmente y profesionalmente al demandante, Sr. Tallada García de la Fuente», porque «no hay imputación de hechos que lesionen la dignidad de otra persona. Menoscabando su fama o atentado contra su propia estimación, sino la plasmación de informaciones sustancialmente ciertas».


      Sin embargo, en El gato al agua se escuchaba, casi con una marcha militar de fondo, lo que su accionista necesitaba «transmitir a sus amigos» televidentes con idéntico sentir político y sin informar de lo anterior:


      —El cliente de Método 3 le pagó para que prepare informes falsos sobre mí, además obteniendo información ilícita de Hacienda y de fuentes a las que solo se puede acceder mediante mandamiento judicial y esos informes los publican determinados medios de comunicación, en primera página, como antes has comentado. A raíz de eso yo inicio mis demandas contra el honor y mi gran sorpresa es que en los juicios encuentro como prueba por esos medios de comunicación de sus informaciones ese informe de Método 3 con todo tipo de informaciones falsas.


      Sin embargo, el recurso judicial del propio Javier Tallada establecía que fue él mismo el que aportó sus datos fiscales. En este sentido, el recurso del financiero señalaba que en el ejercicio de IRPF de 2007, D. Javier Tallada García de la Fuente tenía una deuda con la Hacienda Pública de 522.316,22 euros y fue el propio tiburón el que en el documento número 5 de la demanda aportó una comunicación de la Agencia Tributaria que le exigía cubrir el importe de 740.548,87 euros. El documento número 6 de la demanda era la escritura pública de constitución de hipoteca unilateral inmobiliaria a favor de la Hacienda Pública otorgada por el financiero y su mujer. Pero era más televisivo decir que fue Método 3 la que aportó sus datos tributarios.


      Era muy propio de personajes como el financiero. Decían ser sobrios y conducían coches de 200.000 euros y tenían viviendas de 10 millones. Querían tener un low profile mediático y, mientras, sustentaban rumores en la prensa económica, para colmo de las incongruencias acusaban en televisión de «crear» y de «acceder ilegalmente» a su información fiscal en la demanda judicial mientras aportaba un «certificado» solicitado por él mismo a Hacienda. Fue él, no nosotros, con mi exempleado, el que manejó la información obtenida ilegalmente porque, tal y como me confió Cervero, «la gente de Tallada manejaba la información fiscal» de Método 3.


      No obstante, lo fundamental, aquello que Tallada dejó traslucir en sus respuestas, me pasó desapercibido hasta que leí la transcripción de la conversación: «Sí sí, lo que yo no sabía hasta hace unas horas, unos días, es que X [omito voluntariamente el nombre de la empresa cliente] era la que había encargado y pagado esos informes a Método 3».


      


      


      
Los movimientos económicos del tiburón


      


      Javier Tallada «ganaba millones en bolsa» gracias al juego peligroso del intradía. Cervero lo definía como «alguien que no paga ni la luz» y que traicionó, incluso, al traidor de mi exempleado. «Han vuelto al tiempo de la mafia», me dijo el redactor de La Gaceta para añadir que «la gente de Tallada» manejaba información contra mí y que a él le engañaron «como a felipón» para obtener la información.


      Yo sabía muy bien lo que era la mafia. La he conocido sentado en mesas de negociaciones moscovitas con rusos mucho menos peligrosos que algunos dominicanos que, antaño, también me amenazaron. Pero los verdaderos mafiosos, en España, visten de traje y corbata.


      Tallada pasaba largas horas al día frente a varios monitores informáticos a la vez. El estrés de las operaciones intradías era intensísimo: compraba y vendía grandes bloques de productos financieros decenas de veces y pagaba gran parte de sus ganancias en comisiones. El estilo intradía llamaba la atención de algunos operadores bursátiles porque generaba beneficios de manera inmediata, reduciendo el riesgo de las posiciones a largo plazo, que eran las que generaban riqueza en el mercado. Este tipo de actividad en bolsa fue creada con la intención de colmar las necesidades de «hacer el mercado» (market maker) por parte de las instituciones bancarias operando millones de dólares por día.


      Tallada se formó en las carteras de inversión de Asesores Bursátiles y FG Valores y creó equipo con Guillermo Mesonero Romanos (también socio de Intereconomía) y luego con José Manuel Arrojo, del que seguía siendo socio. Su primera gran operación especulativa fue en 1995, cuando compró Puleva, una empresa en suspensión de pagos con una capitalización de 24 millones de euros. Cinco años después, cuando la empresa se fusionó con la azucarera Ebro, Puleva se valoró ya en 530 millones de euros; luego en 1998, con el apoyo que le ofrecían sus entonces socios financieros en Puleva, Tallada compró el 22 por ciento de Clesa con el fin de tomar el control de este grupo lácteo, lo que obligó al presidente de la compañía, el alto cargo de la CEOE Arturo Gil, a vender la empresa a Parmalat «para evitar la entrada de Tallada».


      Nuestro informe de 27 de octubre de 2010 sobre Javier Tallada indica que «opera a través de una gestora de valores» realizando operaciones de riesgo intradía por millones de euros, incluso de las compañías de las que es accionista.


      


      


      
Luis Bárcenas


      


      El 19 de febrero de 2009, día que entregaba uno de los primeros informes que había elaborado sobre Tallada para un cliente británico que se hospedaba en el hotel Intercontinetal, cuando me despedía de él me crucé con Luis Bárcenas en la puerta. Mientras observaba al personaje, engominado, con el pelo plateado hacia atrás y un traje, seguramente hecho a medida, entrando en uno de los salones privados del hotel, una amiga con la que había quedado me sorprendió adelantándose quince minutos a la cita.


      —Perdona, llego pronto —me dijo justificándose.


      —No te preocupes, acabo de llegar —contesté mirando de forma impávida el reloj y la puerta para comprobar que mi cliente ya no estuviese en la zona.


      Tomamos un refrigerio en el bar del magnífico establecimiento hotelero y a las 21.00 horas pasamos al restaurante.


      —Necesito un favor —me dijo durante la cena.


      —Dime.


      —Es un tema conflictivo —reiteró dando vueltas al asunto.


      —Diiime —le contesté por segunda vez impaciente.


      —Necesito conocer el patrimonio inmobiliario de Luis Bárcenas.


      «Luis Bárcenas —señalaba el informe— era senador popular por Cantabria y tesorero del PP. Acumuló en los últimos años un patrimonio inmobiliario valorado en unos 3,3 millones de euros. Todos los inmuebles que componen su cartera patrimonial junto a su esposa han sido pagados al contado». Lo que ahora se llamaría «espionaje político» fue una mera comprobación para una amiga, si bien posteriormente se publicó en un medio de comunicación sin citar la fuente. La investigación permitió sustentar, de forma pública, que el patrimonio inmobiliario del matrimonio no se correspondía con el sueldo oficial del entonces senador.


      En 2002, el matrimonio Bárcenas había comprado una vivienda de 186 metros cuadrados, más trastero y plaza de garaje, en Guadalmina (Marbella). El valor del inmueble se estimaba en un millón de euros. Además, el matrimonio poseía otro inmueble de lujo adquirido en julio de 2008 en una de las mejores zonas de la estación invernal de Baqueira Beret, en el Valle de Arán (Lérida); un chalé de 151 metros cuadrados más dos plazas de garaje cuyo valor estimado supera el millón de euros. Solo tres meses después de comprar este inmueble, en octubre, Bárcenas adquirió al contado una plaza de garaje en el madrileño barrio de Salamanca valorada en unos 100.000 euros. Justo un año antes el matrimonio había adquirido otra plaza. Al patrimonio de la pareja se sumaba también un piso de 220 metros cuadrados en la calle del Príncipe de Vergara —una de las zonas más caras de Madrid— con un valor estimado de más de un millón de euros.


      El expediente sobre Luis Bárcenas que llevamos en Método 3 y la lista de supuestas investigaciones famosas que alguien puso en circulación, aun siendo falsa, jamás incluyó el nombre de Bárcenas. Años después, la periodista que publicó en exclusiva su patrimonio me avisó de los ataques de la extrema derecha: «Mañana sale en portada de La Gaceta tu vinculación con la secretaria general del PP». Automáticamente escribí a Intereconomía «para intentar pararlos», pero todo les importaba poco. En esos momentos existía una guerra soterrada con parte del Partido Popular y el ataque a Cospedal estaba en su ideario editorial, porque la información que publicaron era incierta.


      El uso de Intereconomía que ya he denunciado con Ignacio González se iba a demostrar el día 24 de febrero con un artículo, aparentemente indiferente, en La Gaceta: «La policía filtró a Méto- do 3 informes reservados del caso Gürtel». En él se indicaba que «entre la cuantiosa documentación de Método 3 a la que ha tenido acceso La Gaceta, camuflado entre centenares de informes sobre empresas y personas, nuestro equipo de investigación ha encontrado un documento inesperado: el último informe de la Policía Judicial sobre Jesús Sepúlveda, marido de Ana Mato; es decir, una parte sustanciosa de la investigación del caso Gürtel. ¿Qué hace ahí ese papel? Esta es la cuestión». Según el diario, «el documento consta de 81 páginas mecanografiadas, todas ellas con membrete de la Dirección General de la Policía. Lo firma el inspector jefe de grupo número 81.067, es decir, Manuel Morocho, uno de los hombres de Garzón y Rubalcaba. El mismo que, según contó La Gaceta, filtró recientemente a la prensa el informe de la UDEF contra Ana Mato».


      Este diario, que publicaba la noticia posteriormente a mi detención, ya no se ocultaba y establecía que había tenido acceso a «cuantiosa documentación». Era imposible que la hubiesen obtenido en sede judicial, por cuanto en el auto de entrada y registro consta que solo se llevaron tres carpetas, aunque la prensa publicó que se habían llevado «diez furgonetas de información».


      La estructura del artículo de La Gaceta tenía un claro trasfondo político, vinculándome a Manuel Morocho, un policía al que ni siquiera conozco. El verdadero motivo del uso torticero de una noticia, a todas luces falsas, vendría tres días después, cuando supe que Alfonso García-Pozuelo, expropietario de la Constructora Hispánica y uno de los tres imputados en la trama Gürtel, «se acogió a la amnistía fiscal y solicitó mediante un escrito al Juzgado de Instrucción número 5 que se aparte de la investigación al inspector de policía adscrito a la UDEF, Manuel Morocho».


      Los abogados del imputado en el caso Gürtel denunciaron «que el inspector Morocho es presunto responsable de un delito de descubrimiento y revelación de secretos por haber filtrado a la empresa de detectives Método 3 un informe sobre el exalcalde de Pozuelo, Jesús Sepúlveda». Intereconomía publicaba una noticia falsa que permitía a un imputado en Gürtel apartar de la investigación a un policía. La prensa al servicio de los imputados en este caso.


      La información sobre Manuel Morocho nunca apareció en-tre nuestra documentación. Pero la clave me la daban en Madrid diversos periodistas al anunciarme un cambio de rumbo editorial del grupo de comunicación, posicionándose contra el PP. «La situación financiera de Intereconomía es alarmante»; los trabajadores no cobraban sus sueldos y, según se indicaba, tenían una «inspección laboral en ciernes que podría acarrear una multa millonaria».


      Creo, sin embargo, que se equivocaban. Ariza ni ha estado a las órdenes del PP ni ahora lo estaba contra el partido político que lo cobijó. Ariza solo trabajaba para Ariza y sus socios, entre los que estaba Javier Tallada. Por tanto, esto no era ninguna novedad. El PP de Rajoy había dejado de lado al exdiputado del PP y director del Grupo Intereconomía Julio Ariza desde que este se postuló como «defensor de la entrada en política de Mario Conde», dedicándole una portada completa el 15 de agosto de 2012. El periodista Enrique de Diego, despedido de Intereconomía, señaló que Conde poseía el 5 por ciento del grupo a través de la sociedad Royal Oak, empresa que, sin embargo, no figuraba en el registro de accionistas de Intereconomía Corporación (60 por ciento en manos de Ariza; 15,8 por ciento en propiedad de Rustraductus, S.L., de Javier Tallada, y 13,74 por ciento de Borayma Desarrollo SCR, empresa propiedad de Guillermo Mesonero Romanos). De hecho, el propio Conde negó por completo su vinculación con Intereconomía en 2010 a través de un desmentido enviado al diario PR: «En ningún momento ni de manera directa ni indirecta, he realizado ni contribuido a que se realice ninguna aportación de ningún fondo financiero al Grupo Intereconomía». Sea como fuere, Tallada era una de las fuentes de financiación del grupo de comunicación y era obvio que este, tal y como ha manifestado públicamente al señalar que la «agencia de detectives Método 3 fue contratada» para «desprestigiarle», forzó a su grupo a atacarme. No creo que el grupo de comunicación fuese consciente de la servidumbre que se cobró su segundo mayor accionista al usarlos contra nosotros.


      


      


      
La traición


      


      Siempre he sabido que Toni Tamarit, uno de nuestros exempleados, era el origen de todos los rumores que corrían sobre Método 3. Por eso, el 15 de febrero, días antes de mi detención, declaré en la policía que «hace siete meses aproximadamente, en un juicio laboral con uno de mis exempleados, Antonio Tamarit Febrero, al que despedí por cometer y asumir judicialmente un ilícito penal, me amenazó con que o le pagaba 200.000 euros o se inventaría información sobre Método 3». Añadí en mi declaración que de esa conversación «existe tanto vídeo como audio ya que tuvo lugar en sede judicial», en el que se comprueba que ya existían amenazas del exdirector de nuestra oficina madrileña.


      En este sentido, cuando declaré de forma voluntaria en la Brigada de Información Tecnológica, manifesté textualmente que «al perder en el juicio laboral, el citado empleado empezó a aparecer en la prensa (Grupo Intereconomía) revelando los vínculos de Método 3 con una investigación del actual presidente de la Comunidad de Madrid». En mi declaración, además, denuncié que a la salida de un juicio laboral con Tamarit, siendo Julián Peribáñez —otro exempleado— testigo, me indicó que o les pagaba 50.000 euros a cada uno o «acabará con todo lo que te hemos hecho en la prensa». El 12 de diciembre de 2012 supe que Tamarit y Peribáñez habían ofrecido «documentación de Método 3 a cambio de dinero», por lo que le envié un mensaje de texto al segundo indicando que «me acaba de llamar una persona (y es la tercera) que va diciendo que ofreces información de Método 3. Además de no tener nada que ocultar que sepas que el mero ofrecimiento es un delito». Ya el 5 de octubre, tuve que enviarle un correo electrónico en el que le indicaba: «Me acabas de amenazar diciendo que tú sabes muchas cosas», al que me contestó el mismo día: «Yo solo he dicho que me han comentado ciertas cosas sobre las actuaciones de la empresa que deberías saber para que no saliesen a la luz».


      La filtración de una lista de ciento sesenta y nueve investigaciones que se nos atribuían solo me hizo reafirmarme en mi convencimiento de que Tamarit, ayudado por Julián Peribáñez, había creado una lista falsa de supuestos informes que, posiblemente, habían puesto a la venta, y por eso el 27 de febrero de 2013 denunciamos en el juzgado de guardia: «Desconocemos quién ha sido el autor material del apoderamiento físico de dicha documentación, aunque habida cuenta de la situación de animadversión existente, entre el Sr. Tamarit con el denunciante, pudiera ser este quien, en un momento anterior a su marcha, se apoderara de la citada documentación, y posteriormente la alterara para causar un mayor perjuicio al dicente, en atención a su contenido». La lista que pusieron a la venta con las «ciento sesenta y nueve supuestas investigaciones» realizadas por Método 3 estaba tan bien hecha que, incluso, la abogada de Peribáñez «creía que tenían expedientes de verdad».


      El 27 de febrero de 2013 mantuve una reunión con la prestigiosa letrada en la que, literalmente, asumió que su cliente me había robado los expedientes:


      —A ver, para que yo lo entienda, ¿tú crees que hay unos expedientes falsos que ellos han creado? —me preguntó la abogada.


      —Yo creo que Julián ha cogido expedientes de Método 3 y que han creado un menú con la mitad de la información falsa y el resto verdadera.


      —Ya, claro, yo creía que tenían expedientes de verdad —comentó su letrada.


      —Tamarit y Peribáñez no tienen nada más que archivos digitales. No pueden tener ni un expediente en papel.


      —Para que me entiendas, yo pensaba que ellos lo que tenían son expedientes de verdad —dijo su abogada, que había recibido ya la confidencia de su cliente.


      —Ellos lo que tienen son archivos digitales y, a lo mejor, alguno puede ser cierto —dejé en el aire esperando su reacción para saber qué le había explicado su cliente.


      —Pero inventados por ellos… —espetó mientras su pasante añadía—: Desde el momento que tú te adueñas de algo lo puedes manipular como quieras.


      La clave la dieron hacia el final de la reunión.


      —Peribáñez se ha quedado solo. Nos pidió que buscásemos a Tamarit. Fue a él al que le dio la documentación y luego no la pudo recuperar.


      La certeza se convirtió en realidad cuando leí en El País, de la pluma de los redactores Romero y Mercado, que existían informes sobre políticos que, además, el medio de comunicación reprodujo con total impunidad. La clave me la dio comprobar que entre los documentos supuestamente políticos había una factura sobre una empresa cliente para la que había hecho una de las investigaciones sobre Javier Tallada, y acerca de la cual el propio empresario manifestó el 4 de julio del año anterior, en el programa El gato al agua: «Yo no sabía hasta hace unas horas, unos días, quién era el que había encargado y pagado esos informes a Método 3».


      Sin embargo, no tenía la certeza de que el origen de la información de El País proviniese de los informes que Tamarit había filtrado a Javier Tallada a través del redactor de La Gaceta, José Luis Cervero. Fue el propio Paco Mercado, redactor de El País, el que me lo confirmó el 20 de marzo de 2013, un mes después de ser detenido y días después de publicar en la portada del día 18 de marzo que existía una investigación sobre Bárcenas, diferente a la que he indicado en este libro, que se atribuía a Método 3. El veterano periodista fue de los pocos que, desde el principio, dudó de los motivos de mi detención y el único que se atrevió a publicar algunas verdades sobre la inquina de la operación que se había orquestado contra nosotros.


      —Me dicen que Bárcenas me va a denunciar, ¿es verdad? —le pregunté al periodista.


      —Sí.


      —Es decir, que un periodista dice que le he investigado, él lo da por cierto y ¿me denuncia? —le pregunté incrédulo sabiendo que el periodista decía que eran los propios investigados Bárcenas y Álvarez Cascos los que afirmaban que Método 3 les había investigado.


      —Es que lo da por cierto y no porque lo haya leído en la prensa, sino porque ya tenía información de que lo habías hecho tú —me dijo Mercado.


      —Si tú me dices que El País no me acusa de haberlo hecho sino que son los propios investigados los que dicen que esos informes los he hecho yo… —expuse para conseguir que me contestase y me contase motu proprio lo que yo ya sabía.


      —Yo tengo una información en mi poder, unos papeles con los que se comprueba que se ha espiado a unas personas y esas personas dicen que es Método 3 —me confirmó el periodista para añadir—: Ayer aseguraban que había e-mails que confirman que lo hiciste tú.


      —¿Que hay e-mails?


      —Cuidado, no nos confundamos con otros e-mails de Méto- do 3 que circulan —aseveró el periodista, que se metía cada vez más en el pozo de conocer y manejar información obtenida de forma ilegal.


      —Pero ese tema —dije refiriéndome a un cliente concreto de Método 3— lo han manejado Tamarit y Cervero.


      —Sí —afirmó el periodista.


      —Esos papeles os los ha pasado Cervero, no hay ninguna duda —afirmé.


      —Correcto —me confirmó el periodista, revelándome el origen de la información falsificada y revelada por parte del diario El País.


      —Paco —añadió el periodista—, hay gente de La Gaceta que tiene e-mails tuyos.


      —¿Qué pasa? ¿Que cierra La Gaceta y Cervero quiere volver a El País? —pregunté mientras Paco Mercado se reía al otro lado de la línea.


      


      


      
Me siguen investigando


      


      Miraba al infinito. Me sabía derrotado y abatido. Me sentía solo en la vida por mucho que hubiese gente a mi alrededor. Todo era falso desde que había caído en desgracia. Me sentía arruinando la vida de los demás cuando, en realidad, estaban arruinando la mía.


      Necesitaba evadirme, huir de mi vida. Las ideas autodestructivas se convirtieron en habituales compañeras de mi viaje. Cualquier problema, incluso uno nimio, se tornaba un mundo infinito, un escollo insalvable. Buscaba algo que se convirtiese en una esperanza vital; un tornado que entrase en mi vida y revolucionase mi cerebro con ideas nuevas, longevas, sobre todo que me emocionasen y me hiciesen sentir, nuevamente, alguien con futuro y con algo que dar a los demás.


      Me había pasado la vida buscando el bienestar de los míos. Siempre había sido más importante dar que recibir y lo que para mí era impensable era posible para mi familia. Ahora no tenía qué darles, solo acumulaba problemas y dudas. Quien me había buscado como una roca donde asirse se encontró con plastilina moldeable que asumía los golpes, uno tras otro, sin devolverlos, hasta que por fin este libro, y la posibilidad de defenderme, de explicar mi verdad, de investigar quién y por qué buscó la caída de Méto-do 3, me devolvió a la realidad de la lucha.


      —Hijo, no te han derrotado, tienes que luchar —me dijo mi madre, provocando lo que quería.


      —Lo haré.


      Me senté frente al ordenador y releí lo que tenía escrito. Me di cuenta de que allí estaba todo; estaba mi defensa en lo que había escrito. No me había dado cuenta de que, realizando la investigación para este libro, estaba desentrañando los motivos reales por los que los políticos, mediante su brazo policial armado, habían reventado mi vida.


      Durante los últimos veinte años no me había dado cuenta de lo necesario que era escucharse para encontrar los fallos de los propios pensamientos. Ahora, tras mi detención y el hundimiento de mi empresa, desconfiaba de todo el mundo. Pero he aprendido a escucharme, a reflexionar sobre lo que oigo. Supe, una vez más, que en el silencio se encuentra la verdad y que aquellos que hablan mucho pueden cometer errores. La policía estaba sumida en una grave equivocación: filtraba sistemáticamente todo aquello que alguien «les daba» y me masacraban, a través de los medios de comunicación, con portadas y artículos controlados.


      Yo ya sabía quién me había traicionado y por qué. Interior necesitaba justificar sus propios actos y para ello tenían que hacer una entrada y registro y encontrar el informe de la grabación. Pero cuando leí en El Confidencial un artículo titulado «Método 3 intenta colocar nuevos informes a políticos y empresarios», me di cuenta de por dónde iban a intentar atacarme; tras comprobar que no era una empresa de espionaje y no tenía maletines para interceptar teléfonos, intentaban justificar su incursión en mi empresa indicando que nosotros habíamos filtrado la información.


      El artículo, fechado el 26 de abril, indicaba que «según también ha podido conocer este diario, una persona vinculada a la polémica agencia de detectives Método 3 fue grabada el pasado martes en el hotel Wellington de Madrid, donde mantuvo varias reuniones, incluso con representantes de medios de comunicación, supuestamente para vender algunos informes en su poder y, en consecuencia, obtener algún tipo de rendimiento económico». Era un artículo absurdo con una idea unívoca. Ya no se me atacaba por pinchar teléfonos sino que, ahora, pretendían acusarme de intentar «vender informes». Sin embargo, dicha reunión había sido con el periodista de La Gaceta, José Luis Cervero, para conocer información sobre la relación entre Tallada y mi empleado, Antonio Tamarit. ¡Suerte que la grabé, porque así podía demostrar la falsedad de El Confidencial!


      


      


      
José Luis Cervero, un fontanero de la Guardia Civil reconvertido en redactor


      


      En un correo electrónico del 25 de marzo de 2013, el barroco periodista me decía:


      


      Don Francisco, antes de nada perdone mi tardanza en contestar pues me acabo de enterar ahora mismo, he estado por ahí fuera trabajando y sin tiempo siquiera de leer el correo. A mí me encantaría hablar personalmente con usted, y le agradezco que me lo proponga. Pese a que en algún momento he escrito algunas cosas relacionadas con usted, lo que le puedo asegurar sinceramente es que no me alegro en absoluto de su situación actual, pues me consta que usted es un gran profesional de la investigación. Yo estoy a su disposición para cuando quiera que nos veamos, y no se preocupe que yo no llevaré grabadoras, será una conversación entre caballeros. Sin más, muchas gracias por su delicadeza y mientras espero sus noticias reciba un fuerte abrazo.


      


      Pero yo ya había dejado de «ser un caballero» y necesitaba «probar lo que allí me explicó» José Luis Cervero, con el que tenía verdaderos sentimientos encontrados. El periodista al principio me atacó «siguiendo los designios» de Tallada pero, posteriormente, no quiso «hacer leña del árbol caído» y se convirtió en mi verdadero testigo de cargo contra aquellos que filtraron la información. Por eso intenté ser lo más justo posible con él, lo más objetivo. Por mucho daño que me hubiera hecho, recurrí a autos y sentencias judiciales —obviando información policial y de sus propios compañeros de profesión— para que fuesen otros los que pusiesen palabras a los personajes implicados en la muerte civil de Método 3.


      La sentencia del Tribunal Constitucional 18/2000, de 31 de enero de 2000, recurso de amparo 2656/96, promovido por José Luis Cervero contra la sentencia de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo de 6 de junio de 1996 mostraba cómo durante años él había sido un perseguido de la Guardia Civil franquista por sus ideas evolucionadas. En este sentido, el juez togado militar permanente de Instrucción número 1 de la Primera Región Militar dictó auto el 27 de noviembre de 1985 y ordenó la detención de Cervero Carrillo. El 29 de enero de 1986 se procedió a la misma y, por auto de esa misma fecha, el instructor acordó su procesamiento y decretó su prisión preventiva por delitos contra el honor. El 24 de abril de 1986 (detenido desde el 29 de enero de ese año), solicitó el beneficio de la libertad provisional que le fue concedido por resolución de 23 de junio de 1986.


      Sin embargo, tampoco iba a ser esa la última vez que lo detuvieran. En 1989 fue en un bar del centro de Madrid tras participar en un programa de la emisora Antena 3; en esas fechas estaba procesado por dos supuestos delitos de estafa y cohecho por los juzgados de instrucción número 4 y 9 de Madrid. Fuentes de la Dirección General de la Guardia Civil aseguraron que Cervero no había entregado la tarjeta de identificación militar ni el arma reglamentaria, como era preceptivo al ser dado de baja, a pesar de los «reiterados requerimientos» realizados, y por ello lo detuvieron nuevamente. Con anterioridad también había tenido problemas con la justicia, pero todo aquello parecía en aquel momento una venganza de los poderes públicos contra aquel joven guardia civil que no asumía bien las órdenes de sus superiores y, aunque las acusaciones eran demoledoras, las obvié por respeto.


      José Luis Cervero Carrillo ingresó en el ejército en 1961 y en 1965 ya formaba parte de los servicios secretos de la Guardia Civil pasando, posteriormente, a los grupos operativos de los servicios de información GOSSI. Fue uno de los fundadores del sindicato clandestino de la Guardia Civil SUGC. El propio Cervero reconoció a los periodistas Manuel Cerdán y Antonio Rubio haber efectuado trabajos de guerra sucia en la Guardia Civil, es decir, que formó parte del GAL de la Guardia Civil (GAL verde). Sin embargo, en el sumario de la muerte de Mikel Zabalza40 aparecía una nota interna de la Guardia Civil, sin firma alguna, obrante a los folios 1.937 y 1.938, en donde se señalaba que el exsargento José Luis Cervero Carrillo, respecto del caso Zabalza, tenía la matrícula del coche en el que se había trasportado el cadáver de Zabalza. Respecto de estos hechos, declaró en el sumario el coronel Jorge Martín Lacasa, jefe de la Unidad Central de Contrainteligencia, que negó toda verosimilitud a la «nota interna» sin firmar.


      El 11 de noviembre de 1985 Cervero solicitó del Ministerio de Defensa la baja voluntaria del ejército. Luego escribió para la revista Interviú en un reportaje titulado «GAL: un guardia civil destapa la guerra sucia». Pero el artículo era la gota que colmaba el vaso, ya que el sargento Cervero Carrillo, destinado en los Servicios Especiales de la Dirección General, colaboró, con el seudónonimo de Jesús Mendoza,41 también en informaciones publicadas en Diario 16 y en El País, filtrando información que delataba a los jefes de la Guardia Civil.


      La verdad era que Cervero consiguió su reingreso en la Guardia Civil en el año 1995, por sentencia judicial del Tribunal Su-premo que lo absolvió de todos los cargos, desbloqueándose así su recurso paralizado durante muchos años. Fue resarcido por todos los salarios dejados de percibir y ascendido a subteniente. «Y me tuvieron que pagar 27 millones de pesetas», me confirmó. Tallada lo usó contra Método 3 y, cuando abrió los ojos y se dio cuenta, me brindó su ayuda para desenmascarar a aquellos que habían buscado la caída de Método 3. Cuando acabamos nuestra primera reunión, el periodista me dijo: «Pero tenía razón con tu amigo de la SGAE».


      


      


      
La SGAE


      


      El expolicía y actual periodista se refería a la época en que trabajé para la Sociedad General de Autores y Editores (SGAE).


      En su número de noviembre de 2011, la revista Vanity Fair contaba que un directivo de la SGAE había recibido una llamada en mitad de una reunión de trabajo. «Te tenemos cogido por los huevos», escuchó el exdirector de Relaciones Internacionales de dicha sociedad. «La Guardia Civil y la SGAE saben que te gastaste el dinero de la empresa en putas. Será mejor que colabores», continuó amenazante la voz. «No sé de qué me habla», respondió el directivo, y colgó. Diez días después, el 7 de octubre de 2011, era detenido.


      Su detención se había orquestado, según él mismo, por el CNI. Por muchas veces que me lo dijo nunca lo creí. La última vez que comí con ese directivo, al que llamaré Jorge para proteger su identidad, fue el 5 de octubre de 2012. Recuerdo la fecha porque es el aniversario de la muerte de mi padre. La comida fue extraña. Jorge no paraba de mirar a su alrededor y de observar mi teléfono móvil. Nuestra conversación fue algo similar a la siguiente:


      —¿No me estarás grabando? —me preguntó mientras miraba mi teléfono.


      —Sabes que no.


      —¿A quién le interesaba mi detención?


      —No lo sé, Jorge, dímelo tú.


      —Analicémoslo. Estaban investigando a todos los de la SGAE y al único al que temían era a mí. No querían que hablase y que, si lo hacía, estuviese tan desprestigiado que nadie me hiciese caso.


      —¿Y tú qué sabías?


      —Eso no es lo importante, Paco. Pero para contestar a tu pregunta: ¿quién puede saber todo de mí y movilizar a la Guardia Civil y a los medios para acabar conmigo?


      —Solo el CNI —contesté.


      «Pronto se conocerá lo que se ha maquinado contra mí», dejó caer cuando declaró el año anterior en la Audiencia Nacional. Su as en la manga: la respuesta que se negó a dar a la Guardia Civil. «¿Iba usted solo a esos locales o le acompañaban personas con las que se relacionaba por su trabajo?», le preguntaron al ver que había justificado sus gastos como «cena Guardia Civil», «comisario Policía Nacional» o «grupo político».


      El hombre que le llamó y le amenazó era José Luis Cervero. Volvió a hablar con él antes de su detención y le dijo lo mismo: «Todos mis gastos fueron aprobados por la dirección financiera de la SGAE y estaban destinados a mantener las buenas relaciones con los distintos grupos de interés».


      —¿No va a decir si esos grupos de interés son policías, guardias civiles o políticos? ¿Los invitó para compensarles por redadas antipiratería, leyes...? —le insistieron para que Jorge desvelase algún tipo de información.


      La misma pregunta le hice yo a mi amigo.


      —Jamás se sabrá —me contestó.


      La Guardia Civil creía probado que el director financiero de la SGAE, Ricardo Azcoaga, había autorizado los pagos del directivo. Él no dirá ni una palabra más. Es una mera cabeza de turco mediática y, aunque seguía sin creer que el CNI tuviese algo que ver en su detención, como tampoco en la mía, sí asumí que los grupos de la inteligencia de la Guardia Civil llevaron a cabo la persecución de mi amigo.


      


      


      
Palau Sant Jordi, concierto de Bruce Springsteen


      


      Barcelona, 16 de octubre de 2003


      


      Método 3 trabajó durante muchos años realizando investigaciones sobre falsificaciones musicales. Muchas fueron las redes que desarticulamos. En el año 2003, a partir de una denuncia del mánager de Bruce Springsteen, neutralizamos la venta de un disco pirata de The Boss grabado fraudulentamente el 16 de octubre en el Palau Sant Jordi. Los funcionarios de policía, tras la denuncia presentada con nuestro informe, registraron el 20 de diciembre de 2003 la tienda de discos Revólver de la calle Tallers de Barcelona «donde se comercializaba este doble álbum ilegal». Un conocido DJ fue detenido y puesto a disposición judicial como «responsable de la fabricación ilegal de los cedés».42


      Durante años investigamos múltiples redes y, también, portales de descarga de internet. Uno de los casos más polémicos fue cuando nos contrataron para determinar quién estaba detrás del portal www.alasbarricadas.org, que mantenía una particular batalla con el cantante Ramoncín. «Encontramos un mensaje en el cual se le descalifica y se le insulta», decíamos en nuestro informe, que describía al personaje público. Este informe se presentó en el juzgado que condenó, gracias a nuestra investigación, al portal que acusaba al cantante con hasta veintisiete mensajes más en los que se le sigue insultando y descalificando llamándole de todo.


      Identificamos al creador de la página web, quien finalmente fue condenado a retirar los insultos, publicar la sentencia e indemnizar a Ramoncín con 6.000 euros. En marzo del 2011, el Tribunal Supremo confirmó la sentencia anterior. También realizamos multitud de informes sobre descargas ilegales de música. Muchas han sido las sentencias en que los tribunales, a partir de los informes de Método 3, condenaron a diversas webs por permitir las descargas ilegales, como por ejemplo la del webmaster de www.elrincondejesus.com, que tuvo que pagar 3.587,68 euros a la SGAE porque «consideraba que desde esa web podían realizarse descargas directas de música».


      Sin embargo, la investigación más compleja que realizamos para la SGAE fue la que finalmente llevó a que la Audiencia Nacional coordinase una operación contra el fraude del IVA de una red organizada en España y Portugal. La Guardia Civil detuvo a dieciocho implicados y llevó a cabo hasta doce registros en Madrid, Barcelona y Pontevedra. Por su parte, la Guardia Nacional Republicana de Portugal realizó ocho registros en sedes y domicilios de ese país. Se había defraudado al menos 7 millones de euros mediante la importación y distribución con fraude de IVA de CDs y DVDs vírgenes y se habían creado decenas de sociedades interpuestas que, a través de testaferros y por medio de operaciones intracomunitarias ficticias de compraventa de CDs y DVDs, defraudaban el IVA. La Agencia Tributaria valoró las pérdidas y detectó más de 7 millones de euros. Se trató de una operación conjunta del Grupo de Delitos Económicos de la Guardia Civil y la Guardia Nacional Republicana de Portugal coordinada por el Juzgado Central de Instrucción número 6 de la Audiencia Nacional, en la que, finalmente, se detuvo también a un empresario de una multinacional fabricante de soportes ópticos que, posiblemente, también fue usado por los verdaderos defraudadores y no participó con ellos en modo alguno.


      Con el tiempo fue la SGAE objeto de la investigación judicial. El 29 de junio de 2011 se publicó que la Audiencia Nacional la estaba investigando por desviación de fondos. Dos días antes de celebrarse las elecciones en la entidad supe que el titular del Juzgado Central de Instrucción número 5 de la Audiencia Nacional, Pablo Ruz —y no el del número 6, Eloy Velasco, como en un principio se informó por error—, investigaba el supuesto desvío de fondos desde la Sociedad Digital de Autores y Editores (SDAE). El 1 de julio de 2011, un día después de sus elecciones, la Guardia Civil registró varias sedes de la sociedad así como diecisiete domicilios particulares en el marco de la Operación Saga de la Fiscalía Anticorrupción, deteniendo al entonces presidente, Teddy Bautista, y a otros ocho miembros de la SGAE, entre ellos José Neri (director general de SDAE), a los que se acusaba de apropiación indebida, falsificación de documentos y desvío de fondos. El 12 de julio de 2011, Bautista presentó su renuncia como presidente de la SGAE.


      Todo estaba tranquilo pero había una voz que podía «reventar» la operación judicial. Mi amigo Jorge, exdirector del gabinete de Teddy Bautista, había «compartido» muchas confidencias con mandos de la Guardia Civil y la Policía Nacional además de haber gestado, en primera persona, la legislación en materia de propiedad intelectual que tanto había favorecido a la SGAE.


      El 9 de octubre de 2011, La Gaceta llevaba a su portada un artículo firmado por José Luis Cervero: «La SGAE pagó en una sola noche más de 9.500 euros en champán y mujeres». Y, como muy bien establecía mi amigo en su blog, citando el ensayo de Alex Grijelmo La información del silencio, Cervero hacía buena la afirmación de saber «cómo se miente contando hechos verdaderos».


      El texto de este periódico era demoledor contra mi amigo, el directivo de la SGAE. Se señalaba que Jorge, exjefe de gabinete y hombre de la mayor confianza de Teddy Bautista, pagó con la tarjeta corporativa de la SGAE orgías de alcohol y «sexo de autor» en clubes de alterne de Madrid. Los días siguientes fueron una pesadilla para él, que fue detenido y llevado a declarar ante el juez Ruz en la Audiencia Nacional que lo dejó en «libertad y sin la imposición de medidas cautelares».


      La SGAE, con un comunicado público, acabó por dar verosimilitud al ataque contra su exdirectivo y dejó claro que todo lo que Jorge pudiese decir de políticos y mandos policiales era falso. Sin embargo, conozco a periodistas, políticos y policías que acudieron a aquellas fiestas en las que mi amigo Jorge no participaba y solo «pagaba favores».


      


      


      
El jefe de seguridad del Grupo Intereconomía


      


      Los fontaneros de la Guardia Civil habían destrozado la vida de un directivo de la SGAE para tapar informaciones que, desde las fuerzas y cuerpos de seguridad, se había hecho a la entidad. Así se actuaba en «nuestra España» y así se usaban los medios de comunicación.


      —A río revuelto, ganancia de periodistas —me dijo un amigo redactor de sucesos.


      —Pero si tú aún crees en la justicia —le dije.


      —Me encantaría hacer un libro sobre los fontaneros de España. Aquellos que usan la información para, desde las cloacas de la policía, destrozar vidas ajenas sin importarles si la información es o no verdadera —señaló el periodista.


      —¿Y quiénes serían los principales fontaneros españoles?


      —Villarejo y Cervero.


      Estaba claro, el trabajo de fontanero requería pertenecer —o haber pertenecido— a la policía o la Guardia Civil y «usar» a los periodistas para filtrar aquellas informaciones que le interesaban. Y en el Grupo Intereconomía no solo había recalado Cervero. Había otras personas que, desde esa empresa de comunicación, «jugaban» con la información sin importar a quién «se llevaban por delante».


      Muchas han sido las veces que he oído que Julio Ariza creía que Método 3 le había investigado. Siempre se había rodeado por personajes extraños como José Antonio Expósito, su asesor de seguridad, que tenía en su historial el haber protegido a Eduardo Tamayo, el tránsfuga que le dio la presidencia de la Comunidad de Madrid a Esperanza Aguirre. Según un libro realizado desde sus propias filas, Julio Ariza «montó un equipo de investigación» en el que «la persona más destacada era José Antonio Expósito […], quien se incorporó a Intereconomía en calidad de jefe de seguridad aunque nunca ocupó realmente esas funciones, sino de persona a las directas órdenes de Ariza, al que obedecía ciegamente y con audacia».43


      Expósito, incluso, montaba reuniones en la planta novena donde tenía su despacho y obligaba a asistir a los periodistas. Así lo relataba un periodista del grupo señalando que «antes de que sus funciones fueran ignotas y oscuras, se nos hizo asistir a los trabajadores de Intereconomía a reuniones con el nuevo jefe de seguridad en las que facilitaba informaciones inquietantes. Por ejemplo, se nos podía escuchar a través del móvil aunque no estuviéramos haciendo ninguna llamada, siempre que no estuviera apagado. La ulterior falta de cometido concreto generó leyendas urbanas y temores de que podíamos ser escuchados. Suposición seguramente por completo falsa, pero que lo propiciaba el que ni el consejero delegado supiera realmente qué se traían entre manos en el oscuro despacho de la novena».


      Y es que José Antonio Expósito se hacía pasar por miembro del Centro Nacional de Inteligencia. En marzo de 2010, reconoció en la Audiencia Provincial de Madrid, procedimiento abreviado 8393/04, que se hizo pasar por agente del Centro Nacional de Inteligencia (CNI) para rodearse de «un halo de misterio» ante sus allegados y compañeros al no estar pasando «una buena época». Declaró judicialmente que «les dejaba entrever que colaboraba con los servicios de inteligencia a nivel electrónico y operativo. Estaban convencidos de ello. Lo hacía con la simple, llana y tonta intención de sentirme importante y destapar mi propio ego. Me sentía bien si la gente me alababa», confesó el acusado.


      Expósito se enfrentaba a nueve años de cárcel por un delito de descubrimiento y revelación de secretos, usurpación de funciones públicas y otro continuado de falsedad en documento público. Se presentó en la vista oral en libertad provisional tras haber estado ingresado en prisión provisional por la causa. La Fiscalía le acusaba de hacerse pasar por agente del CNI para darse mayor importancia de cara a «la venta de información a diferentes empresas e instituciones a cambio de dinero». En el juicio reconoció que se había inventado «que había participado en operaciones terroristas como agente del CNI» y que falsificó los distintivos de este organismo, descargando logotipos del CNI y confeccionando carnés falsos con una cartulina y «poniendo letritas». Junto a Expósito, se juzgó a dos agentes del Cuerpo Nacional de la Policía por dos delitos de revelación de secretos a los que propuso «como colaboradores para participar en la creación de una nueva unidad de contravigilancia de los servicios de inteligencia».


      En el escrito de acusación, el fiscal indicó que Expósito «se concertó con un agente de la comisaría de Marbella y otro de la comisaría de Centro de Madrid para que le suministraran información de carácter reservado y personal sobre personas de nacionalidad extranjera, así como vehículos, con la idea de lucrarse al suministrarla a diferentes empresas e instituciones a cambio de dinero». El tribunal absolvió a los dos policías, ya que el fiscal retiró la acusación contra ellos al estimar que habían actuado en la creencia de que Expósito era de verdad agente del CNI. Sin embargo, la sala condenó «al falso espía» del Grupo Intereconomía «por los delitos de descubrimiento y revelación de secretos, falsificación de documento oficial y usurpación de funciones públicas» a veintidós meses de prisión, rebajando la petición de nueve años porque Expósito padecía un «trastorno mixto de la personalidad con perfiles muy marcados de seudología fantástica y personalidad paranoide», por lo que le aplicaron la atenuante de trastorno psíquico. Y ese personaje era el que había creado un vídeo sobre cómo trabajábamos en Método 3.


      Expósito, además, fue retenido junto a otro personaje el 4 de noviembre de 2008 al simular «ser directivos de una empresa que no figura en el Registro Mercantil y a los que se intervinieron sendas identificaciones como miembros del Grupo de Comunicación Intereconomía» y les requisó una grabadora camuflada en una agenda y una aparente sortija de brillantes, que ofrecieron a un abogado tendiéndole una trampa.


      El letrado desconfió de Expósito y puso los hechos en conocimiento de la policía, que montó una vigilancia del encuentro. El momento álgido de la trampa, «la cumbre del ridículo», se produjo cuando Expósito —haciéndose pasar por un tal Bret— mostró un anillo de oro engarzado de diamantes, lo puso sobre la mesa e indicó que era «un detalle para la esposa del abogado», señaló Enrique de Diego. El anillo era, obviamente, de bisutería. Expósito necesitaba que «ese abogado, molesto para Carlos Fabra» —presidente de la Diputación de Castellón—, aceptase el anillo. Solo con esa imagen iban a «crear la noticia», pero el abogado, que se vio venir el pastel, había avisado a la policía y, en el preciso momento en que Expósito «intentó comprarlo con el falso anillo», apareció en escena y «desmontó el operativo para desacreditar al abogado».


      La policía identificó y detuvo a los falsos empresarios —a Expósito y su compañero—, que alegaron que no llevaban encima el DNI y enseñaron sus carnés de Intereconomía. El Juzgado de Instrucción número 14 de Valencia archivó el caso y el 14 de diciembre de 2008 se reabrió. Expósito intentó hacer lo mismo con Método 3 en 2008.


      Nos citó en la sede de Intereconomía forzando una conversación y nos intentó chantajear con las imágenes que había grabado. En cuanto supe de la trampa, ordené que denunciasen a Expósito por amenazas condicionales. Era el año 2008. Tras nuestra detención presentó ese vídeo extrapolado en la portada de La Gaceta.


      —Expósito os hizo una gran putada —me dijo Cervero, su compañero en las filas de Intereconomía.


      —Ya lo sé, pero así es el personaje, fantasioso y paranoide.


      Sería injusto, sin embargo, que se dijese que todo el mundo era igual en el Grupo Intereconomía. Meses más tarde de mi detención Cervero, una vez más, me llamó desde las oficinas del grupo.


      —Hola, Paco.


      —¿Cómo estás, José Luis?


      —Oye, te llamo porque a Xavier Horcajo, al que tengo aquí a mi lado y te envía saludos, le gustaría que fueses al plató para entrevistarte.


      —Dile que no doy declaraciones. Agradécele, sin embargo, la invitación.


      —Te envía recuerdos.


      A Horcajo lo conocía hacía años y no entendía «su amabilidad» tras uno de sus editoriales en los días de mi detención. Imaginaba, que, como muchos otros periodistas, había escrito y dicho, al calor de las portadas sensacionalistas, aquello que en realidad ni pensaban ni por supuesto era cierto.


      


      


      
El festival de Joan Laporta


      


      Sala de fiestas Luz de Gas, calle Muntaner, 246, Barcelona


      1 de diciembre de 2009


      


      La carrera delictiva de mi exempleado Tamarit, condenado por falsedad documental, y de Expósito, condenado por descubrimiento y revelación de secretos, falsificación de documento oficial y usurpación de funciones, se habían unido para «matar a Método 3» por haber conseguido desenmascarar a Javier Tallada. Yo no creía que el grupo de comunicación, como tal, hubiese participado en la trama, pero permitió que se usasen sus medios y entró en la invectiva «sin pestañear». Xavier Horcajo señalaba que «quince años de tropelías de Método 3 y ahora, precisamente ahora», era cuando los detenían.


      El periodista añadió que «es de chiste, porque el ahora ministro, Jorge Fernández Díaz, también tiene un hermano muy amigo de Paco Marco, el dueño de Método 3. Se trata de Alberto Fernández Díaz, líder del PP en el Ayuntamiento de Barcelona, con el que tiene una peculiar relación. La última vez que hablé con Paco Marco, a propósito del espionaje a Ignacio González, me dijo: “Mira, estoy con un conocido tuyo, Alberto. Te lo paso y le saludas”». Sin embargo, Horcajo mentía al señalar ese incidente, ya que nunca habíamos hablado de ese tema.


      Lo que en realidad pasó fue que yo le contacté cuando en Método 3 estábamos investigando la realización de una fotografía del expresidente del Fútbol Club Barcelona en la sala Luz de Gas de Barcelona el 1 de diciembre de 2009, que el Grupo Intereconomía definió como «el desenfreno de Laporta». El departamento de seguridad del club de fútbol necesitaba saber si las fotografías las había hecho alguien del entorno del presidente que pusiese en peligro al mandatario o un periodista. La verdad era que nos había informado el propio Horcajo a través de un tercer empleado del grupo de comunicación. Entonces la dirección de seguridad del club de fútbol nos llamó para saber quién había tomado las fotografías del mandatario azulgrana.


      —Necesitamos saber quién hizo estas fotografías —me dijo mi interlocutor en el club mientras me lanzaba el diario La Gaceta que llevaba en portada a Laporta bailando en una sala de fiestas.


      En cuanto llegué al despacho, supe que la mejor manera de investigarlo era ir directamente a la fuente y llamé a un periodista del Grupo Intereconomía. Quedamos en Madrid para cenar.


      —Necesito que llames a Horcajo.


      —¿Para qué? —me preguntó.


      —Porque yo no se lo puedo preguntar directamente. Se cree un dios desde que sale en la televisión.


      —Eso es cierto —me dijo su compañero—, pero controla La Gaceta.


      —Por eso mismo. Necesito saber quién hizo las fotos de Laporta.


      —Ahora lo llamo. —Y descolgó el teléfono.


      Josep Pedrerol44 se había desplazado a Barcelona para una larga conexión de un partido de fútbol en el programa Punto pelota de


      


      Intereconomía Televisión. Horcajo me informó, a través del otro periodista, que Pedrerol supo que Laporta asistía asiduamente a esa sala de fiestas y envió a unos periodistas —a los que me identificó con nombres y apellidos— a realizar las fotografías del directivo culé.


      Al día siguiente volé a Barcelona y quedé con el cliente:


      —Aquí lo tienes —le dije dándole el informe.


      —¿Quién fue?


      —Nadie del entorno del presidente.


      —¿Y entonces?


      —Pedrerol sabía que va habitualmente a Luz de Gas y envió a dos periodistas.


      —Bueno, me quedo tranquilo —contestó—. ¿Cómo has conseguido la información tan rápido?


      —Porque en La Gaceta son tan indiscretos como tu presidente.


      


      


      
Querella contra Tallada


      


      Frente al ordenador, escribiendo el pasaje sobre las fotografías del presidente del Barça y Xavier Horcajo, me sentí humillado viendo cómo gente a la que antaño conocí ahora se atrevía a vilipendiarme públicamente.


      —En cuanto la prensa te ataca en masa, todo el mundo sale en desbandada —me dijo un cliente de Método 3.


      —¿Y tú por qué no te apartas?


      —Porque no me creo nada de lo que escriben sobre ti —me contestó.


      Entonces me juré que lucharía hasta que todos los que habían intentado acabar conmigo pagasen, judicialmente, sus culpas. Y aquella mañana era fundamental, porque tenía una reunión en la que podía obtener información crucial sobre los ataques orquestados contra Método 3. Pero los minutos eran horas y el tiempo se me hacía eterno. Leí y releí, mil y una veces, el guion que me había prefabricado. Necesitaba que todo saliese bien y, por ello, compro-bé en tres ocasiones el nuevo sistema de grabación oculto. La puesta en escena también era fundamental. El traje debía estar planchado, al igual que la camisa. «Mierda, los gemelos», me dije. Salí corriendo fuera del hotel Wellington para comprar unos porque, si llevaba la camisa holgada, la persona con la que iba a mantener la entrevista desconfiaría precisamente creyendo que llevaba algún sistema de grabación.


      Treinta minutos antes de las 13.00 horas me afeité y, frente al espejo, me puse la camisa blanca con las iniciales en el puño. De esta forma el objetivo centraría su visión, sin quererlo, en las terminaciones de la camisa. Necesitaba toda su atención y, lo más importante, generar confianza. Había elegido un traje sastre azul oscuro ajustado. La ropa ancha generaba dudas en el interlocutor creyendo que podía ocultar algún micrófono. Y, finalmente, la americana de la que me desprendería solo al ver a mi fuente de información.


      Ya en el bar inglés del hotel, pedí al camarero un café ristretto y agua fría. Tenía aún diez minutos y repasé mentalmente mi guion cuando llegó el camarero, que puso, encima de la pequeña mesa, la taza de café, una bandeja de alpaca con pastas de té, un servilletero, un menú y la botella de agua. Me bebí el café con rapidez inusitada, quemándome el paladar que apagué con el agua fría, y retiré todo el utillaje a la mesa contigua. Frente a mí, únicamente dejé un pequeño vaso con los restos del líquido que no bebí.


      —¡Hola, Paco! —dijo José Luis Cervero al verme.


      —José Luis, gracias por venir —contesté mientras me quitaba, frente a él, la americana y retiraba la batería del móvil, dejándolo todo lejos de nuestra mesa.


      Ahí estaba yo, con traje ajustado y en mangas de camisa, que me impedía llevar ningún sistema de grabación potente para captar la conversación con un sonido perfecto.


      —Yo tampoco llevo grabadora —señaló Cervero que portaba dos teléfonos móviles, una chaqueta deportiva verde y una mezcla de colores que, en circunstancias normales, me hubiesen impedido mantener una conversación tranquila.


      Tras unas pocas preguntas de control, conseguí que confiase en mí.


      —¿Bueno, qué tal todo? ¿Qué tal te va? —rompió el desagradable hielo el periodista.


      —La verdad es que no muy bien —le recordé—. ¿Tú cómo estás en Intereconomía?


      —Bueno… ya sabes que en esa empresa está todo mal, porque ha habido un ERE y hubo otro anteriormente. Llevamos cinco meses sin cobrar —dijo Cervero mientras reflexionaba cómo continuar la conversación—. Está todo mal.


      —Yo lo que te quería preguntar… es si tú viste documentación mía obtenida ilegalmente de mi despacho —iniciando el interrogatorio que me había marcado previamente.


      —Sí, sí —contestó para añadir la primera puñalada de aquellos que se sienten indemnes—. Yo en lo que te pueda ayudar, te lo digo de verdad, que te ayudo. Sé que tú eres un gran investigador y que tienes el mejor despacho de detectives de toda Europa —añadió creyendo que haciéndome la pelota iba a conseguir que me olvidara de sus actos.


      Yo necesitaba probar que dos de mis exempleados, Antonio Tamarit y Julián Peribáñez, tras chantajearme habían vendido la información al segundo máximo accionista de Intereconomía, Javier Tallada. Y, casi tan importante como lo anterior, era determinar cuándo tuvo «en sus manos» el informe de Alicia Sánchez-Camacho.


      —Ya, pero tú sabes perfectamente que en el origen del asunto están Tamarit y Tallada —quise dejar clara mi posición.


      —Yo con Tamarit me he visto tres o cuatro veces, y estaba muy dolido contigo porque te quería mucho.


      —Sí, lo que tú quieras, pero cuando alguien te exige 200.000 eu-ros a cambio de no mentir, deja de ser tu amigo, la verdad —me posicioné.


      —Pues eso no lo sabía yo —mintió, ya que mi declaración policial estaba en internet.


      —Mira, José Luis, lo que a mí me interesa es saber cuándo viste tú por primera vez un informe sobre Alicia Sánchez-Camacho. Porque me han dicho que saliste en Cuatro diciendo que lo tuviste en tus manos en junio —establecí como punto de partida.


      —Yo sé que ha pasado por Intereconomía y lo he visto. Hay detectives que, mediante intermediarios, han ofrecido información tuya —me dijo.


      —Solo hay dos detectives, y se llaman Tamarit y Peribáñez —quise aclarar.


      —Peribáñez tiene mucha información. Yo no le conozco, pero sé que ha estado por Intereconomía. Y tú ahí tienes un enemigo, que es Javier Tallada —dijo abiertamente.


      —Bueno, porque Tamarit le dio la información pensando que Tallada se la pagaría y este le engañó.


      —Hay algo de eso. Tallada está obsesionado contigo y con tu cliente, con el que le investigaste, y ahora tu empleado y Tallada ya no se llevan bien.


      —Lo único que me gusta de todo eso es saber que Tallada también engañó a Tamarit —le dije.


      —Y no solo él —indicó el periodista.


      —¿Expósito? —le pregunté sobre el jefe de seguridad del dueño de Intereconomía.


      —Expósito no, porque le ha hecho también una putada a Toni —me informó para añadir, cosa que antes había negado, para dar nombre a la actitud de mis exempleados—: Eso es una extorsión.


      Cervero y yo habíamos discurrido un camino cuando menos tortuoso. Y ahora estaba el fontanero de la Guardia Civil frente a mí, ofreciéndome ayuda, algo que le agradezco profundamente:


      —Bueno, yo te ayudo, yo miro lo que... Tú, lo que necesites de mí, me llamas que yo...


      —A mí lo que me interesa saber es el origen y el tema de Alicia Sánchez-Camacho porque, si tú tienes el informe en junio y no salta a la prensa hasta febrero, quiero saber por qué La Gaceta no lo saca.


      —Yo tampoco entiendo por qué no lo publicó —dijo, sabiendo que Ariza era amigo de Sánchez-Camacho.


      —¿Y qué actitud tienen mis exempleados? —le pregunté.


      —Ellos han cometido un delito al descubrir la información —espetó.


      —Mira, José Luis. Tamarit ha jugado muy fuerte porque ha falseado lo de Tallada —indiqué esperando la confirmación.


      —Claro, claro, y la relación de este con Tallada es meterte en la mierda, hablando vulgarmente. A mí no me importan los problemas de Tallada.


      —Ya pero tu director, Ariza, ¿por qué cree que lo he investigado?


      —Porque le han engañado —empezó a decir la verdad—. Y Tallada te ha investigado. Yo iría mejor por gente próxima a él para conocer la información que ha obtenido sobre ti.


      —¿Y la información falsa que están intentando vender sobre mí?


      —Tiene que ser de algún abogado enviado por tus dos exempleados —dijo para pedir árnica—. No hay que ir a las vías judiciales, los hombres se entienden hablando.


      —José Luis, os dieron un documento confidencial de mi empresa que publicasteis en Intereconomía.


      —Eso es el Peribáñez este —contestó olvidándose de su impostado y barroco lenguaje—. Yo, lo único que he hecho mal, mea culpa, es no haberte llamado para decirte: «Oye, Paco, que quiero hablar contigo...». La amistad y la lealtad van por encima de todo; yo, por eso, ¿has visto?, cuando empiezan a ir a por ti me aparto. Porque siempre he dicho que eres un gran investigador, un tío con un doctorado, un tío que trabajando en la calle… —dijo escuchándose a sí mismo—. ¿Y sabéis lo difícil que es hacer una carrera y encima un doctorado, sabéis lo difícil que es? No lo saben, estar en la calle en un seguimiento y tener que ir a la facultad, eso solo lo sé yo. Eso no lo saben ellos —sentenció.


      —Señorita, ¿me trae la cuenta, por favor? —empecé a querer marcharme.


      —Paco, me gustó el detalle de querer hablar conmigo, yo te lo agradezco porque ahí se te ve tu nobleza, macho.


      En cuanto nos levantamos de la mesa recuperé mi americana y el teléfono móvil. Me cubrí sintiéndome protegido por la chaqueta y recuperé el calor corporal bajo la lana fría. Sin hablar, me dirigí a la habitación que había ocupado la noche anterior y allí me quité toda la ropa recuperando el micrófono, casi invisible, oculto en las entretelas de los bajos del pantalón. La reunión, que yo creí difícil, había transcurrido a la perfección y su contenido me permitía querellarme contra Tallada por revelación de secretos. Y evitar futuras falsedades publicadas, nuevamente, desde el grupo de comunicación.


      Posteriormente, el 25 de abril, estaba trabajando en este libro en mi casa como otros días. Había adoptado la rutina diaria de dedicarme toda la mañana a trabajar en los documentos judiciales y en poner, negro sobre blanco, aquello que estaba ocurriendo. No solía contestar al teléfono, pero en la pantalla apareció el nombre de José Luis Cervero y le contesté:


      —Sí, dime, José Luis.


      —Hombre, Paco, ¿qué tal estás? —empezó la conversación el exguardia civil para añadir, creyendo que iba a olvidar todo lo que había hecho a las órdenes de Tallada—: Bueno, que te voy a ayudar, que ya sé algunas cosillas. No te preocupes.


      —¿Ah, sí? —le espeté para no interrumpir su discurso y permitirle hablar. Es muy fácil equivocarse cuando se mantiene una conversación y eso intentaba dándole la posibilidad de hablar.


      —Aquí tienes: hoy me han dicho que han visto a dos de tus exlacayos en Madrid —me dijo refiriéndose a Tamarit y Peribáñez—. Es que esta mañana me he mosqueado porque me llama Tallada y me dice: «¿Tú sabes algo de los de Método 3?» Y le he dicho: «No tengo ni idea». Y luego me he enterado de que estos estaban aquí pero no creo que vayan a hablar con él porque no me ha dicho nada, pero vamos, que ha sido mosqueante, ¿no? Uno dice que los ha visto a los dos en Atocha esta mañana, para que lo sepas.


      —A lo mejor sí se reúnen con Tallada, que ha decidido pagarle la deuda a Tamarit —añadí.


      —Ese no paga ni la luz. No sé si le daría o no el dinero, pero esta llamada me ha mosqueado porque yo de tonto tengo lo justo, lo mismo que tú, Paco, y luego me han dicho que han visto a esos dos. Si me entero de algo más, te lo cuento —acabó diciendo Cervero.


      


      


      
Robo en la oficina principal de Método 3


      


      4 de mayo de 2012


      


      —Me han llamado para decirme que Julián Peribáñez acaba de entrar, por la noche, en la agencia —dijo mi madre.


      El 4 de mayo de 2012, Marita le envió un correo electrónico a nuestro exempleado diciéndole: «Estoy saliendo de mi casa para presentar una denuncia, no me convence tu explicación», y, al día siguiente, comprobamos que faltaba información fiscal. Meses más tarde, el 5 de octubre, me amenazó diciendo: «Yo no he amenazado a nadie, eso lo dices tú, yo solo he dicho que me han comentado ciertas cosas sobre las actuaciones de la empresa que deberías saber para que no saliesen a la luz».


      Posteriormente, La Gaceta publicó en portada: «La conexión con Método 3 del marido de Cospedal», apoyando el artículo con un documento fiscal obtenido del interior de la agencia y que había robado Peribáñez. Pero nunca pudieron obtener los informes porque nuestros sistemas de protección no fallaron. Solo se llevaron retazos de partes internos de trabajo; los informes originales quedaron a buen recaudo hasta que los destruí. Por eso nuestros clientes podían respirar tranquilos.


      El 11 de junio de 2013 recibí un escrito del Juzgado de Instrucción número 32 de Barcelona que señalaba: «Se admite a trámite la querella en nombre y representación de Francisco Marco Fernández y Método 3, S.A. por un supuesto delito de descubrimiento y revelación de secreto contra Antonio Tamarit Febrero, Julián Peribáñez y Javier Tallada García de la Fuente».





Capítulo IX

      

      LOS SERVICIOS DE ESPIONAJE EN ESPAÑA


      


      


      


      


      
Encomendándome a Dios y al jefe de los servicios de espionaje catalanes


      


      Los días posteriores a mi detención me acuciaba la idea de volver a la iglesia que había abandonado años atrás después de haber sido un devoto estudiante de los jesuitas.


      —Hace tiempo que no escucho a Dios y creo que es el momento de volver a hacerlo —le dije a mi mujer.


      —Pues vamos a misa —me contestó ella, que quería ayudarme a salir del círculo vicioso en el que había entrado obsesionado por mi detención.


      —No sé si grabar la misa —le dije con socarronería. Ella sonrió a mi sarcasmo.


      Esa mañana, después de salir de un bar de desayunar, me detuve a hacer una llamada desde un teléfono público. Solo dije:


      —Te veo a las 16.00 horas en ese pueblo fuera de Barcelona en el que nos encontramos este verano.


      —De acuerdo, ahí nos vemos —recibí como respuesta de mi lacónico interlocutor.


      Era el 2 de marzo de 2013. Estaba inquieto cuando salí de la iglesia, ya que hacía tiempo que no escuchaba una homilía y esta me removió la conciencia. Había adelgazado y el espejo me devolvía una cara demacrada y blanquecina que apartaba al cruzarse mis ojos con su reflejo. Tras salir del templo, incrustado en lo alto del edificio escolar, miré hacia el exterior y, como un centinela, observé un coche camuflado que controlaba todos nuestros movimientos.


      No quise preocupar a mi mujer mientras nos dirigíamos hacia el coche que tenía aparcado en las inmediaciones. Un miembro de la Oficina Antifraude catalana me había dicho que los políticos «me tenían miedo», y no se daban cuenta de que el miedo lo tenía yo porque la policía estaba controlando mis actividades más mundanas. Apagué el teléfono, miré a mi alrededor y, con la excusa de atarme los cordones de los zapatos, me arrodillé para examinar los bajos de mi coche. Tras comprobar que no tenía ninguna baliza GPS que pudiese monitorizar mi presencia, quité la batería a mi teléfono. Desconecté también el sistema de navegación y me dispuse a circular hacia las afueras de Barcelona.


      —Quita por favor la batería de tu teléfono, amor —le pedí a mi mujer.


      Conduje, sin hablar, controlando los límites de velocidad y, en la autopista, pagué el peaje en metálico. Miraba sistemáticamente el retrovisor y daba vueltas sobre mí mismo hasta que, despistando a mi escolta policial, conseguí quedarme solo en la carretera asumiendo que nadie me seguía.


      —No nos ha seguido nadie —le dije a mi mujer tras cuarenta minutos.


      Llegamos a Sitges a las 14.00 horas y nos fuimos a comer a Cal Pinxo. Había un rally de coches de época y Sitges estaba repleto, lo que me permitía ser anónimo pero no comprobar si nos seguían. Tomamos algo con rapidez mientras mi mujer intentaba iniciar una y otra conversación; pero yo estaba ausente y seguía pensando en la reunión que tenía en pocos minutos.


      


      


      
Playa de Sitges, chiringuito Alberto Beach


      


      2 de marzo de 2013, 15.45 horas


      


      A las 15.45, tras pagar, nos levantamos y anduvimos por el paseo marítimo hasta la playa Alberto Beach. Tenía los sentidos a flor de piel y controlaba, casi en 360 grados, a todas las personas que me cruzaba. Bajé a la arena y esperé a mi amigo. Mientras esperaba a pie de playa, mi mujer entró en el coche que habíamos aparcado en la calle, cerca del chiringuito.


      Paseaba sobre la arena como un alma en pena mirando el reloj compulsivamente cada minuto que pasaba y «mi amigo» no venía. Tras quince minutos de retraso volví al paseo marítimo y, nada más hacerme visible, apareció un coche anodino y viejo que no llamaba la atención, pero su presencia me resultó molesta. Retrocedí sobre mis pasos buscando una vía de escape y finalmente un reflejo me permitió ver la cara del copiloto. Respiré profundamente, hice un gesto a mi mujer y subí al coche. «Mi amigo» era el copiloto. Lo que me asustó fue el conductor, al que no conocía. Aunque su aspecto de policía me alarmó, subí igual al coche.


      Me senté en el asiento trasero y no hablé. Con mi mano hice un gesto de cariño a mi interlocutor apretándole el hombro, y él me devolvió el gesto apretándome la mano, tranquilizador. Entramos en las calles interiores de Sitges. El coche llevaba inhibidores de teléfono. El conductor aparcó y bajó del vehículo, momento en el que mi amigo se trasladó a la parte trasera y se sentó a mi lado. Lo miré, había adelgazado, también tenía un aspecto blanquecino y demacrado. No se había afeitado y la ropa sport que llevaba le quedaba holgada. «Tu relación con Xavier Martorell te pasará factura», me dijo en cierta ocasión un miembro del grupo de información de la policía catalana.


      La reunión apenas duró veinte minutos. Ambos estábamos tensos y hablamos poco, con sobrentendidos. La amistad se tornó en desconfianza mutua por lo que, al poco tiempo, me devolvieron a la zona donde me habían recogido. Mi mujer, nada más verme, arrancó y volvimos a Barcelona. En cuanto entramos en la ciudad nos dirigimos a la casa de mi suegra a recoger a uno de los hijos de Marion. Yo ya iba más relajado y conducía sin cinturón.


      Entonces miré por el retrovisor y vi un coche de policía camuflado. Las luces aparecieron de la nada. Nos dio el alto. Era la Policía Local, que nos mantuvo en la zona durante veinte minutos para, finalmente, pedirme los datos de mi «localización actual». El policía, que ya conocía mi identidad, pasó de llamarme «caballero» a llamarme «señor Marco». Negó que me estuviese buscando y que me había parado por conducir sin el cinturón de seguridad abrochado, pero a estas alturas de mi «película de espías» no creía en las casualidades y esa identificación policial tras «desaparecer» dos horas del control del Ministerio del Interior me parecía sospechosa. Más cuando la identificación se produjo en cuanto conecté la batería de la Blackberry y se me podía posicionar.


      Dos días después, Oriol Pujol, frente a un atril con el logotipo «CDC endavat» (CDC adelante), se presentaba ante los medios de comunicación. Abrió una botella de agua y, tras beber un sorbo, contestó a la pregunta que le hacían los periodistas:


      —¿Es Xavier Martorell el jefe de seguridad de Convergència?


      —No, no lo es —contestó tajante.


      Dos días después de nuestra reunión, el «caso de los espías» se cobró la siguiente víctima después de mí: Martorell dimitió de sus cargos políticos y meses después de su cargo público. Era amigo de mi familia desde que trabajaba como directivo de la empresa de seguridad Provinen. Nunca nos había contratado para ningún tema político y nuestra relación profesional siempre se había basado en la lealtad mutua y la legalidad de las investigaciones empresariales, que no políticas, que él me encargó. Pero el «acoso mediático» le obligaba a dimitir por haberme contratado en su época al frente de la seguridad del Barça. Supe que iba a dimitir para no dañar al partido después de las declaraciones de Josep Rull, secretario de Organización de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), que pidió que se considerase «corrupción política» la «guerra sucia» de España contra el proceso independentista de Cataluña. «El proceso de transición nacional se ha visto afectado de una manera muy severa por la utilización de estos instrumentos ilegítimos», afirmó el dirigente convergente. Con posterioridad, el partido y, sobre todo, las declaraciones de Felip Puig pidiendo celeridad en «resolver el tema de Martorell», le llevaron a la dimisión. El consejero de empresa catalán entendía que la ciudadanía esperaba «celeridad» y «determinación» por parte de Convergència sobre el futuro del director general de los Servicios Penitenciarios de la Generalitat.


      En una entrevista telefónica en el espacio Via lliure de Rac1, Puig se remitió a la Asamblea local del partido en Sant Cugat. «Es posible que unas decisiones que pueden ser difíciles requieran, de cara a la opinión pública, mayor celeridad y determinación», señaló. «Creo que son momentos de decisiones valientes fundamentadas y no solo provocadas por informaciones que puedan estar o no contrastadas», matizó. «Y el presidente Mas intenta edificar de nuevo la confianza a los ciudadanos por lo que respecta a las instituciones», añadió.


      Oriol Pujol anunció el cese del cargo de Xavier Martorell como presidente de CDC de Sant Cugat. Tras la reunión de la dirección del partido, explicó que lo dejaba por motivos de salud. Y era cierto. La noche del sábado había sido atendido en urgencias con el azúcar disparado a más de 400 y fuertes arritmias. «Casi se lo llevan por delante», se decía en todos los cenáculos catalanes. «No dimite del cargo porque le va el sueldo», me dijeron desde la Oficina Antifraude catalana. Posteriormente, tras comparecer en una comisión parlamentaria, tuvo que dimitir de su cargo público al frente de la Dirección General de Prisiones. Y era cierto. Martorell es uno de los únicos políticos que conozco que no se ha enriquecido con sus cargos. Enrique Figueredo de La Vanguardia me explicó que, cuando le llamaban, se le disparaba tanto el azúcar que tenía que «inyectarse insulina».


      Pujol también dejó claro que el partido y el president de la Generalitat le amparaban, señalando que Martorell «no ha cometido irregularidad alguna». Tampoco desaprovechó la oportunidad para desvincularse de Método 3 e insistió en que su partido no había contratado nunca a la agencia de detectives, ni servicios similares, para investigar a nadie, ni de dentro ni de fuera de la formación. «Da la sensación de que somos víctimas, pero se nos trata como verdugos», afirmó el secretario general de CDC.


      Además, denunció la «sorprendente rapidez» de la Policía Nacional al decomisar los informes de Método 3 «evitando la colaboración de los mossos d’esquadra», mientras que el ministro del Interior, Jorge Fernández Díaz, no había dado «explicaciones razonables» sobre el caso del borrador policial de la Unidad de Delitos Económicos y Financieros de la Policía.


      


      


      
Felip Puig


      


      —Es posible que unas decisiones que pueden ser difíciles requieran, de cara a la opinión pública, de una mayor celeridad y determinación —afirmó el conseller Felip Puig pidiendo la dimisión de su compañero de partido Xavier Martorell.


      Felip Puig i Godes, nacido el 11 de octubre de 1958 en Barcelona, inició su carrera política militando en Convergència Democràtica de Catalunya en el Ayuntamiento de Parets del Vallés. Posteriormente ocupó diversos cargos durante los gobiernos de CiU, destacando el de consejero de Medio Ambiente y el de Política Territorial y Obras Públicas.


      El Juzgado de Instrucción número 3 de Barcelona, tras una querella de la Fiscalía por la polémica del 3 por ciento, cuando en enero de 2005 Pasqual Maragall acusó a CiU de cobrar comisiones en las obras públicas que contrataba Puig —quien llegó a ocupar cuarenta y un cargos siendo consejero—, lo tuvo en el punto de mira. Con posterioridad, un informe de la Sindicatura de Cuentas reveló sobrecostes no justificados en rehabilitación de viviendas, que en algún caso alcanzaron el 80 por ciento y que, de media, superaron el 17 por ciento. Ese porcentaje es similar al 20 por ciento que exigió Adigsa en comisiones a los constructores, según la investigación judicial. Puig no estuvo imputado, aunque sí cargos de su confianza.


      Ingeniero de caminos, canales y puertos, posteriormente disputó la consejería de Interior con Martorell y ambos se convirtieron en antitéticos. Sin embargo, Martorell —lejos de pedirnos que investigásemos a Puig— supo que existían dosieres que afectaban al conseller y nos solicitó que encontrásemos quién lo había investigado y por qué, cosa que hicimos y le informamos sin cobrar por ello; información sobre Puig que existía en el mercado de la investigación y cuyo valor máximo se centraba en el patrimonio desmesurado de sus hermanos, que luego, a través de facturas a la empresa FPG Enginyeria, Estrategies, Gestió i Desenvolupament, S.L., llegaban en una «pequeña parte» a Felip Puig.


      Adelantamos, además, una reclamación por un juzgado de Punta Cana, en la República Dominicana, para responder de una acusación de estafa en la que el empresario argentino Alfredo Seffeld le solicitaba prisión y una indemnización de 7 millones de euros a uno de sus hermanos. Posteriormente supimos que la Procuraduría Fiscal del distrito de Altagracia había pedido el 5 de febrero de 2013 al Ministerio de Relaciones Exteriores que citase a Jordi Puig el 23 de marzo. La citación se envió a la dirección barcelonesa en la que Jordi Puig había mantenido durante años empresas conjuntas con Jordi Pujol Ferrusola, cuyos vínculos también aparecían en esos informes que hicieron «otras agencias de investigación» y cuyas copias conseguimos para advertirle de esos riesgos.


      Igualmente, el informe de la UDEF centraba sus acusaciones en Puig señalando que, entre la documentación intervenida al que fuera responsable del Palau de la Música, Fèlix Millet, se habían encontrado anotaciones de «pagos a FP». No obstante, y aunque en ese documento se hacía constar que «gestiones practicadas señalan que dichas iniciales podrían corresponder a Felip Puig», dado que en los archivos intervenidos a Millet figura la siguiente frase textual: «Llevar 250 en efectivo a su casa en el Golf de Vallromanes», el consejero no está imputado y ha interpuesto querellas contra aquellos que le han vinculado al pago de comisiones ilegales.


      Lo que sí me extrañó fue encontrarme al hermano de Felip Puig, Jordi, en un céntrico restaurante barcelonés con un detective privado en julio de 2012. El detective era un enemigo declarado de Martorell y, sin embargo, compartía mesa y mantel con el hermano del conseller.


      Lo fundamental de las investigaciones que otros llevaron a cabo sobre Felip Puig y cuyo informe conseguimos era que, además de su sueldo, había cobrado dinero directamente del partido a través de su sociedad FPG Enginyeria, Estrategies, Gestió i Desenvolupament, S.L. Si era por trabajos realizados o se trataba de un sobresueldo ni lo sé ni lo investigué nunca; sin embargo, la cifra era lo suficientemente ínfima como para tratarse de algún tipo de comisión ilegal, como publicó la prensa.


      


      


      
Casco antiguo de Barcelona


      


      20 de diciembre de 2012, 13.00 horas


      


      A Xavier Martorell Villalobos lo conocí en su época al frente de los mossos d’esquadra, pero no fue hasta que recaló en la empresa de se-guridad Provinen cuando empezamos a ser amigos. Después el Bar-ça de Joan Laporta lo contrató por intermediación de otro político cuando Martorell pasaba una «mala época» en su partido político. Felip Puig y él no se llevaban bien y se disputaron la Conselleria de Interior, que finalmente ganó Puig. Martorell, sin embargo, recaló, tras auparse Mas en el poder, en una dirección general de la Generalitat.


      En diciembre de 2012 me reuní con él y le informé que «algo raro pasaba»:


      —Van a por mí —le dije sentado en un bar del casco antiguo de Barcelona.


      —Hay una operación orquestada contra Cataluña desde el Estado español —me informó.


      Un mes antes, en octubre, había recibido la primera idea de lo que iba a pasar. El Confidencial, con la pluma del periodista Antonio Fernández, publicaba que el president de la Generalitat «quiso montar un CNI catalán nada más llegar al poder, tras las elecciones de finales de 2010». Desde este medio de internet se señalaba que «una semana después de la formación del nuevo Gobierno fichó al hombre que debería montar esa estructura: Xavier Martorell, concejal de Seguridad Ciudadana en el Ayuntamiento de Sant Cugat y jefe de Seguridad del F.C. Barcelona».


      Lo único real de la absurda idea de El Confidencial era que el 4 de enero de 2011 Martorell había sido nombrado director general de Análisis y Prospectiva, perteneciente al Departamento de Presidencia. Recordaba perfectamente a Xavi explicándome que iba a «montar un departamento que buscaría líneas de negocio en todo el mundo y posibles contratos para empresas catalanas en el extranjero». Pero, ahora, un periodista le acusaba de montar el «CNI catalán».


      En septiembre de 2012, un alto cargo del CNI me advirtió que tuviese cuidado con Martorell:


      —Van a por él, porque creen que es la llave de Mas para atacar al Gobierno central —me dijeron desde el Centro Nacional de Inteligencia.


      Poco tiempo después se publicaba que «la Dirección General de Análisis y Prospectiva era una cobertura perfecta para lo que tenía que hacer, ya que se podría dedicar a realizar informes y expedientes de lo que quisiese, utilizando para ello recursos del Departamento e incluso recursos ajenos a la Administración, es decir, contratando los dosieres fuera». Ahí estaba la clave de la advertencia de mi canal de confianza en el espionaje español. Alguien creía, o «mejor dicho» vendía, que yo iba a trabajar para el CNI catalán realizando dosieres políticos.


      Para dar verosimilitud a su artículo, el periódico digital buscaba lo que en el mundo de la investigación se hacía habitualmente: si no se podía probar algo «del presente», se buscaba un hecho del pasado que pudiera dar certeza a la actualidad. Así, se indicaba que «una persona crítica con Martorell señala que esa manera de hacer no es nueva. En los mossos d’esquadra ya se había creado hace años un grupo de información al que se conocía como los Mortadelos y ahora se trataría de repetir la historia y montar los Mortadelos segunda parte con gente afín al partido y de la total confianza de la cúpula, para realizar tareas de investigación de élite e incluso política».


      —Paco, la policía y la Guardia Civil identifican a Método 3 como factótum en la creación del CNI catalán —me advirtieron desde el propio CNI.


      Pero para Antonio Fernández la andanada no podía ser completa si no me atacaba a mí. El periodista escribió para atacar a Martorell: «Una de las cosas que propuso en el Gobierno, poco después de llegar, fue por ejemplo contratar a un conocido despacho de detectives, envuelto en varios escándalos, como la empresa de referencia a la hora de contratar trabajos fuera, pero desde el propio Ejecutivo le cortaron tales aspiraciones». Se refería, obviamente, a Método 3 porque con ese periodista de El Confidencial había tenido un enfrentamiento verbal en el año 2009 tras publicar un artículo que tituló «La historia jamás contada de Método 3», donde contaba «éxitos y fracasos. Cara y cruz. Ying y Yang. Así es la historia de Método 3, la agencia de detectives que durante los últimos años no ha dejado de salir en la prensa». Sus últimas actuaciones —afirmaba el periodista— son el espionaje a Ignacio González, vicepresidente de la Comunidad de Madrid, a quien siguió hasta Colombia, y la elaboración de informes sobre cuatro vicepresidentes del F.C. Barcelona por orden del director general del club, Joan Oliver».


      «De casta le viene al galgo», continuaba el periodista. «Los últimos años, el nombre del despacho ha estado vinculado a algunos de los escándalos más sonados y, en ocasiones, los resultados de sus investigaciones se han vehiculado a través de uno de los diarios más potentes de España, El Mundo. Una de las investigaciones elaboradas para este fue sobre el diputado de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) Joan Puig».


      Fernández dejó El Mundo tras ser contratado como redactor jefe de Cataluña y se vengó de su «exjefe» señalando que «el informe sobre Puig fue literalmente volcado en las páginas del rotativo, pero contenía falsedades de todo tipo. Acusaba al excéntrico diputado de haber recalificado unos terrenos de su pueblo, Blanes, en beneficio de una empresa propia y le acusaba de haber permitido a su cuñado dañar una iglesia del siglo XI para montar un restaurante. Nada más lejos de la verdad. Puig no recalificó nada. Los terrenos donde se ubicaba una nave de su empresa habían sido convertidos en zona industrial en 1981 (él era concejal desde 1995) y en una nueva recalificación de la zona quedó fuera de las modificaciones».


      Una vez más, el periodista mentía.


      


      


      
El caso Malaya


      


      Otro de los casos mediáticos en los que ese confidencial implicó a Método 3 fue el caso Malaya.


      


      Hotel Embajador, Av. Sarasota, 65, Santo Domingo


      (República Dominicana)


      19 de marzo de 2012


      


      Método 3 llevaba aguantando la crisis económica desde 2010. La empresa, fundada por mi madre como ya he contado, se convirtió en un paradigma de la investigación. Desde 1995, poco a poco, asumí la dirección de la compañía y las cifras de facturación no dejaron de crecer. Pero cuando, como al resto de España, nos afectó la crisis, en lugar de reestructurar la plantilla intentamos aguantar viendo cómo decrecían a diario los ingresos. El lastre del millón de euros anuales en nóminas seguía pesando como un ladrillo.


      Varios fueron los asesores que nos recomendaron realizar un expediente de regulación de empleo de parte de la plantilla, pero yo ya me había convertido en autosuficiente y no escuchaba a nadie. Además, me daba miedo la repercusión mediática que suponía realizar un ERE. La empresa seguía funcionando y mi familia aportó todos sus ahorros para que continuase la misma plantilla.


      En marzo de 2012, sin embargo, tuve que viajar a República Dominicana para unas investigaciones previas a las elecciones presidenciales del 20 de mayo. No eran las primeras elecciones en las que se me contrataba para investigar a parte de la contienda electoral y comprobar si los candidatos eran corruptos. En octubre de 2006 habíamos investigado al principal aspirante a la presidencia de República Dominicana, Miguel Vargas Maldonado, al que descubrimos vinculado al caso Malaya.


      Los empresarios Carlos Sánchez y Andres Liétor —imputados en el caso Malaya, presos en Alhaurín y socios del padrino Juan Antonio Roca— consiguieron el mejor socio: el secretario de Estado de Obras Públicas del país centroamericano y aspirante a la presidencia, Miguel Vargas. A la pareja de empresarios se la había relacionado con el pago a Juan Antonio Roca de 5,3 millones de euros por numerosas inversiones multimillonarias en República Domincana, siempre apoyadas por Vargas Maldonado. La verdad era que «los malayos» estaban creando en aquel país un complejo de ocio y turismo, Punta Perla, valorado en 2.000 millones de euros. El proyecto pretendía construir ocho mil viviendas.


      Las inversiones de Carlos Sánchez, íntimo amigo de Juan Antonio Roca, en República Dominicana aumentaron de forma vertiginosa a partir del año 2000, cuando el control urbanístico de Marbella empezó a ser férreo tras la caída de Jesús Gil.


      —Era el momento de buscar nuevos mercados —me comentaron cuando hice la investigación.


      Carlos Sánchez y Andrés Liétor se centraron en la República Dominicana ayudados por su hombre de confianza, el empresario español Ignacio Coronado Ruz. «Nacido el 21 de diciembre de 1952, está imputado junto a los constructores marbellíes en un delito fiscal, controla las cuentas bancarias de Liétor-Sánchez en la República Dominicana», se afirmaba en mi informe.


      Tras la aparición en los medios de comunicación de la Operación Malaya, el Banco Popular dominicano solicitó a los españoles cancelar sus cuentas y retirar sus depósitos del banco. Sin embargo, estos tenían un as en la manga. Coronado residía en un piso comprado por Carlos Sánchez al exresponsable de Obras Públicas del país, Miguel Vargas Maldonado, que era su gran protector.


      Lo que allí viví fue tremendo. Pude comprobar que se había repetido en el país dominicano lo realizado años antes en Marbella.


      El principal exponente de la investigación demostraba las similitudes entre Santo Domingo y Marbella con la compra del hotel La Hispaniola por parte de Sánchez, que adquirió el inmueble a una empresa controlada por testaferros del influyente político local. El 6 de septiembre de 1999, Palmeras Comerciales, S.A. compró al Banco Central de República Dominicana, de titularidad estatal, el hotel La Hispaniola por 165 millones de dólares. El responsable de dicha empresa, José Miguel Neder, era uno de los principales hombres de confianza de Vargas Maldonado. El motivo de su nombramiento: la legislación dominicana prohibía que los funcionarios públicos participasen en negocios con entidades estatales. La empresa Inversiones Inmobiliarias Harna también participó en el asunto con unas parcelas como parte del pago. El presidente de esta sociedad era, precisamente, Miguel Vargas Maldonado.


      La operación era sencilla. Los terrenos sobre los que se levantaba el hotel pertenecían a todos los dominicanos. El Banco Central dominicano los infravaloró en 7 millones de dólares realizando un cambalache con Inversiones Inmobiliarias Harna, empresa del propio político local. En marzo de 2001, Carlos Sánchez adquirió Palmeras Comerciales, y con ella, los derechos sobre el hotel La Hispaniola por 23 millones de dólares.


      En 2003, el gobierno del Partido Revolucionario Dominicano, presidido por Hipólito Mejías y con Vargas Maldonado como secretario de Estado, aprobó también a Carlos Sánchez y sus socios una concesión por treinta años para la explotación de los hoteles Cayacoa y Cayo Levantado, tras una maraña de procesos judiciales y licitaciones en las que participaron. Posteriormente, el español vendió el 60 por ciento de la sociedad al Grupo Piñeiro, socio de Vargas Maldonado en varias sociedades afincadas en el país caribeño.


      Muchos eran los ejemplos que aparecían en nuestros informes, como por ejemplo que Piñeiro, Sánchez y Vargas Maldonado eran socios al 33 por ciento de la empresa Inversiones Izmir. La firma era propietaria de un avión Cessna 560 XL que usaba habitualmen-te el político dominicano.


      El 15 de septiembre de 2006, un informe del Servicio de Prevención de Blanqueo de Capitales español daba la voz de alarma. Un holding español preparaba la creación de Punta Perla, un complejo turístico construido sobre los terrenos recomendados por Maldonado a Sánchez y Liétor. Las empresas de ambos participaban en las fases fundamentales de la urbanización y habían ganado en menos de un año 200 millones de dólares con la venta de los terrenos.


      Nuestra investigación, además, planteaba la existencia del empresario inglés Sean Woodhall como integrante de la trama, que permitía ocultar los negocios de Carlos Sánchez. Woodhall estaba tras las mercantiles Ocean View y Punta Perla Ltd., afincadas en Gibraltar, desde donde se enviaron más de 11 millones de dólares a la constructora de Sánchez en la República Dominicana. Woohdall era además el encargado de la comercialización del complejo Cap Cana en Inglaterra.


      


      


      
Los servicios policiales de inteligencia en el caso Malaya


      


      Oficina del Departamento de Inteligencia de la UDEF


      Madrid, año 2007


      


      Realizando la investigación del caso Malaya conocí al inspector jefe de policía José Villarejo, quien me dijo que «Juan Antonio Roca es mi confidente» y al que tuvo que «dejar tirado» porque la UDEF empezó una investigación contra él. Villarejo, que además contaba con una agencia de detectives en la capital, me informó que la UDEF le pedía a él determinadas investigaciones cuando no quería aparecer, oficialmente, como la solicitante.


      —¿Y cómo te pagan? —le pregunté.


      —Pues… —no me contestó.


      El caso Malaya, la operación anticorrupción más grande que se ha llevado a cabo hasta la fecha en España, comenzó su primera fase en el año 2006 con la detención de Juan Antonio Roca. El juez Miguel Ángel Torres Segura, con la ayuda de la Fiscalía Anticorrupción y la UDEF detuvieron a los noventa y cinco procesados acusados de diferentes delitos fiscales. Entre ellos se materializaron acusaciones de malversación de fondos y bienes públicos, cohecho, blanqueo de capitales continuado en el ámbito de una organización, prevaricación, tráfico de influencias o fraude, entre otros. Durante el periodo 1992-2003, Roca sirvió bajo las órdenes de Jesús Gil como gerente municipal de Urbanismo de Marbella. A su vez, trabajaba en una empresa llamada Planeamientos 2.000, S.L. desde donde, aparentemente, se organizaban todos los temas urbanísticos. Allí comenzó la primera de las investigaciones, que culminó con su ingreso en la cárcel de Alcalá Meco, en abril de 2002, por el caso Saqueo.45


      En los más de 200.000 folios del sumario del caso Malaya, recopilados en 194 tomos, se vincula a Roca con Jaime Hachuel Fernández, su jefe de seguridad. Al cabecilla del caso Malaya le llamaba «el Comisario» cuando, en realidad, era sargento de la Guardia Real en excedencia. Según constaba, era un «colaborador valioso de lo que él creía que era el CNI» y, sin embargo, a los que informaba era a los servicios de información de la policía. La prensa, no obstante, también vinculaba a Roca con el CNI a través de Tomás R. e Iñaki (o Ignacio). Poco es lo que se sabía de estos dos posibles agentes del CNI que habrían actuado a la sombra de Roca para que este les suministrara información sobre mafias y narcotráfico en la Costa del Sol.


      El Ministerio Fiscal, en la sala de vistas de la Ciudad de la Justicia andaluza, preguntó a Hachuel:


      —¿Usted hizo gestiones ante la policía, la Guardia Civil o la Policía Local?


      —Haría dos llamadas —contestó el sargento.


      La acusación pública sostuvo que la actividad del responsable de Seguridad no solo consistía en averiguar datos sobre vehículos que podían estar investigando a su jefe, sino también sobre personas, miembros de los cuerpos y fuerzas de Seguridad del Estado.


      —Sé que se tomaron determinadas medidas contra determinados policías —contó un inspector de la UDEF en su declaración judicial del caso Malaya sobre las precauciones que la Policía Nacional tuvo que adoptar entre 2005 y 2006 para proteger su investigación de algunos agentes, ante el riesgo de posibles fugas de información.


      —¿Y quién tomó dichas medidas? —preguntaron desde el ministerio público.


      —El jefe del Grupo III de la Udyco Costa del Sol fue el mando policial encargado de adoptar las medidas para evitar filtraciones que pudieran llegarle al principal acusado, Juan Antonio Roca. Para no ser descubiertos por el entorno de este, que tenía relación con la Policía Local de Marbella, tuvimos que usar muchísimos medios para no ser detectados.


      Anticorrupción tenía claro que la persona encargada de esa contravigilancia de Roca, para detectar seguimientos policiales y escuchas telefónicas, era su jefe de Seguridad y también acusado, Jaime Hachuel.


      —Hubo cientos de rotaciones de vehículos y numerosos medios humanos y materiales —informó la policía.


      El celo a la hora de proteger las pesquisas no era solo de la policía. De hecho, el entonces titular del Juzgado de Instrucción número 5 de Marbella, Miguel Ángel Torres, recelaba tanto de los propios funcionarios de la sede judicial que comenzó a trabajar en el caso Malaya solo por las tardes y con unas claves de acceso especiales, conocidas por su círculo más inmediato de funcionarios. «Dudábamos de todo el mundo», me dijo un funcionario judicial antes de la detención del oficial de Justicia, Francisco Ramírez, adscrito al Juzgado de Instrucción número 1 de Marbella, que resultó detenido y es uno de los noventa y cinco acusados en el macrojuicio.


      —El caso Malaya dejó entrever las dificultades en el control de los confidentes —me dijo un alto cargo del CNI—. Luchábamos con la inteligencia policial por el control de la información en Marbella y la Operación Malaya desbarató todo aquello.


      


      


      
El informe Horizonte Después. El CNI contra Cataluña


      


      Hotel no identificado (por cuestiones de confidencialidad) en el madrileño Paseo de la Castellana


      14 de marzo de 2013, 20.00 horas


      


      «Pintan bastos en el CNI», me comentaron el jueves 14 de marzo de 2013, preocupados por la filtración de una operación de gran calado en Cataluña.


      —Han informado a la prensa de un plan de acción del CNI llamado «Horizonte Después», en el que se diseñaba la estrategia a seguir si Mas ganaba las elecciones de 2012.


      —Déjame que llame a alguno de mis amigos y te devuelvo la llamada —dije a mi interlocutor del CNI.


      —No, no digas nada aún.


      Sin embargo, no me pude reprimir. A estas alturas cualquier estrategia policial o de inteligencia que estuviese politizada me interesaba porque me iba a permitir establecer los motivos de mi detención.


      Llamé a uno de los pocos amigos que me quedaban en los medios de comunicación y de los que me podía fiar y me reuní con él en un hotel, cuyo nombre no doy por cuestiones de confidencialidad.


      —¿Por qué nos han filtrado la información el 13 de marzo, justo antes de que el director del CNI rinda cuentas en el Congreso? —me comentó ese periodista—. Una vez más alguien tenía un informe guardado en el cajón y lo sacó cuando le interesó —me dijo.


      —¿Pero tienes los papeles? —le pregunté.


      —Si los tuviésemos quemaríamos España —me contestó el periodista.


      Ahora, de forma previa a la comparecencia del general Félix Sanz en el Congreso, alguien intentaba «pararla» con contrainformación. Todo indicaba que la filtración se producía por «agentes que intentaban con marketing» condicionar la comparecencia del director del CNI con datos que vinculaban a La Casa con una operación para desestabilizar Cataluña.


      La información, finalmente, no se reventó en los medios antes de la comparecencia del director del CNI. Alguien, posiblemente desde La Casa, consiguió parar dicha publicación.


      Horizonte Después era un informe «de algo más de 500 páginas que elaboró el CNI entre finales de septiembre y principios de octubre del año 2012», contaba Interviú. Se guardaba, según la revista, en una cámara acorazada de la sede central de los servicios de inteligencia —a las afueras de Madrid, en la carretera de La Coruña— a la que solo tenían acceso dos personas: el director del CNI, Félix Sanz, y otra persona de su confianza. «Aunque también hay al menos una versión impresa y encuadernada en un lomo blanco que se ha enseñado a algunas personas».


      —Horizonte Después no existe —me dijeron desde el CNI.


      —Interviú no publicaría esa información sin tenerla contrastada.


      —Alguien quiso crear algo similar a Horizonte Después y se lo planteó al CNI, pero nunca se llegó a elaborar el informe ni nunca se puso en marcha.


      Sin embargo, para los periodistas del semanario, el informe se había llevado a cabo después de que los servicios de inteligencia hiciesen un «pronóstico electoral» en el que se consideraba que Artur Mas iba a «arrasar» en las elecciones catalanas. Se pretendía, según el lenguaje del CNI, hacer un «proyecto de tareas» con un supuesto Artur Mas triunfal tras «arrasar en las elecciones catalanas», que consistía en «fomentar la batalla mediática», incluso financiando, de forma indirecta siempre, la participación de determinados tertulianos y periodistas favorables a que Cataluña siguiera siendo parte de España en medios de comunicación catalanes, explicaba el periodista Luis Rendueles en el programa de Julia Otero.


      —Algo me suena —le dije a mi interlocutor de la inteligencia estatal—. Luis Rendueles ha dicho en la radio que uno de los proyectos de Horizonte Después era realizar investigaciones sobre algunos políticos independentistas catalanes usando en el trabajo de campo de agencias de detectives.


      —Paco, te aseguro que no hemos tenido nada que ver con tu detención. Horizonte Después es algo que se ha filtrado desde la policía y que le interesa a los políticos catalanes para justificar actitudes del Gobierno hacia ellos.


      —Te leo textualmente lo que han dicho los redactores de la noticia —añadí—: «El plan para frenar a Artur Mas pretendía recuperar viejas informaciones, chivatazos, dosieres sin contrastar sobre algunos políticos catalanes y sus familias».


      —¿Y?


      —La leche. ¿No te das cuenta? De esta forma apuntaban directamente al informe anónimo de la UDEF y al nuestro sobre la reunión de Alicia Sánchez-Camacho.


      La gente del CNI informó que no había tenido que poner en marcha el plan porque «algún otro servicio de información» lo había realizado. «La guerra entre el CNI y la policía por el control de la información es muy antigua», me indicaron en el Centro de Inteligencia cuando pedí explicaciones sobre mi detención y la desmesura de la operación.


      José Manuel Sánchez Fornet, que dirigía el sindicato policial SUP, aseguraba que a él el borrador de la UDEF se lo dieron tres policías y que «cansados de que ya hace veinte años se planteara el asunto de los negocios de los hijos de Jordi Pujol sin que nadie hiciera nada» decidieron sacarlo a la luz. Fornet añadía que esa información también la tenía el CNI y no sabía si esos tres policías estaban «inspirados por algún alto cargo político o policial». En ese borrador y en otros documentos que circulaban desde entonces, había algunas mentiras e inexactitudes, pero también datos ciertos. «Cualquier campaña de descrédito debe partir de una verdad», decía Rendueles. Todos esos trapos sucios, ese dinero de los hijos de Jordi Pujol ya los sabían los agentes del CNI.


      Existía la posibilidad de que desde el CNI me desmintiesen rotundamente la existencia de Horizonte Después. «Se asustaron con el panorama político en Cataluña y decidieron no esperar», apoyándose en otras informaciones de la policía o «elementos de los servicios de información que actuaron por su cuenta». Lo cierto era que desde el CNI ya me habían advertido que desde el Gobierno catalán se «habían hecho algunos movimientos orquestales en la oscuridad» creando su propio centro de inteligencia.


      El Ejecutivo catalán daba credibilidad a la información divulgada por la revista Interviú en la que se desvelaba el plan del CNI para «detener la deriva soberanista catalana». Para Francesc Homs, la información «era muy preocupante» porque se incrementaba la percepción desde Cataluña de que «hay una intencionalidad detrás en las cosas que han ido pasando en los últimos meses» y «que nada tiene que ver con la búsqueda de la justicia», sino con «el interés partidista y particular». Método 3 no dejaba de ser «un peón» en un tablero «mucho mayor».


      Los correos electrónicos de los periodistas que, habitualmente, cubrían las informaciones de la Audiencia Nacional empezaron a «escupir fuego». Tal y como había señalado El Mundo, que además contrastó sus fuentes y no mintió porque dicho informe «existe» y está «creado» desde Interior para «atacar a los Pujol», empezaba a tomar forma con un auto del juez Ruz realizado desde la Audiencia Nacional. Los periodistas del diario, diligentes, contactaron con «otros medios de la UDEF» y del SUP y supieron, a ciencia cierta, que el informe de la UDEF existía.


      —Nos han dicho que te ha contratado la Generalitat para investigar la autoría del informe de la UDEF —me comentaron los periodistas de El Mundo el 17 de abril de 2013 en un restaurante de Madrid.


      —Estoy investigando la autoría pero mi cliente no es la Generalitat. Soy yo mismo —les contesté sonriente, dado que mantenía oculta la existencia de este libro y no quería desvelar todas mis cartas.


      —Por cierto, también nos dicen que tú has enseñado nuestros correos electrónicos contigo sobre los Pujol —añadió Esteban Urreiztieta, como quien no quiere la cosa.


      —Eso ya no me hace tanta gracia —le contesté—. Cuando estabais investigando los vínculos entre Oleguer Pujol y el Grupo Prisa alguien filtró a La Gaceta la información y se lo recriminé. El empresario me confesó que le habían sondeado desde tu diario y que él ayudó. Sin embargo, como yo sabía que era falso y que era él quién había filtrado a Intereconomía la información, le dije: «¿Qué quieres, que te enseñe correos electrónicos con esa información? Deja de mentir».


      Sabía, a ciencia cierta, que una de las mayores fuentes de información de Interviú, su «hombre de negro», era nuevamente José Villarejo. Y, antes de establecer si el informe Horizonte Después existía, quise corroborarlo y me reuní en días posteriores con otra de mis fuentes en el CNI.


      —¿Existe Horizonte Después?


      —No. Existió una preocupación importante en el Centro pero nunca se desarrolló ningún informe ni ningún plan —me dijo el directivo del Centro Nacional de Inteligencia.


      Por tanto, la filtración de Horizonte Después no dejó de ser una «cortina de humo» creada desde la Brigada de Información de la Policía para «tapar» sus propios actos contra la familia Pujol y el catalanismo.


      —Pues intentan hacer creer que fue el CNI el que me usó como parte del plan Horizonte Después —le dije al CNI.


      —Ya sabes que eso no es cierto. Todo lo han creado personas del mundo de la inteligencia policial por sus propios intereses personales.


      Yo nunca he trabajado para el CNI, aunque he colaborado con ese centro, como con otros del hemisferio occidental. Sentados alrededor de una mesa de un bar de hotel en Seattle (Estados Unidos), me enteré de que en el primer trimestre de 2003 se iba a producir la invasión en Irak. Ahora, once años después, recibía amenazas continuadas de las cloacas del Estado español.


      Las referencias sistemáticas que se hacían a cualquier vinculación de Método 3 con los servicios de inteligencia me molestaban profundamente. Sé que hay muchos detectives que se sienten prestigiados alardeando de «colaborar con el CNI». Sin embargo, para mí es la antítesis de lo que debe ser un detective privado. El propio concepto de la profesión ha de conllevar la independencia de cualquier vínculo estatal o gubernamental. Y, por eso, los días previos a la comparecencia del general Félix Roldán estaba muy preocupado.


      —Cariño, te veo insegura, por favor apóyate en mí —le dije a mi mujer.


      —Paco, tú no estás. Te han destrozado y estás obsesionado con quién y por qué. Y no estás aquí más que físicamente, tu cabeza está en otro sitio —me contestó en los días previos a la comparecencia de Félix Roldán en el Congreso.


      —Eso es injusto. Sí estoy en lo personal, aunque obviamente mi cabeza está ocupada en intentar descubrir quién me ha jodido la vida.


      —En serio —insistió mi mujer—, no estás y no te lo reprocho.


      De pronto, sonó mi móvil. Era Javier de la Rosa, que me enviaba un SMS:


      «Dicen los mismos que llevas dos días con El Triangle». Se refería, por supuesto, a Villarejo, con el que se entrevistó los días previos a la aparición del informe de la UDEF.


      Me había entrevistado con Jaume Reixach de El Triangle, al que había denunciado por revelación de secretos, para que descolgase la lista de las ciento sesenta y nueve falsas investigaciones que se atribuían a Método 3. Con él apareció el exjefe superior de policía de Barcelona. Me habían seguido. Dos días antes me acerqué, tal y como me había indicado un intermediario, a una zona de Barcelona a las 13.00 horas. Tuve que esperar dando vueltas hasta que vi que un tío, de unos cincuenta años, calvo, muy moreno, con una «mariconera» colgada, americana azul cielo y tejanos, me seguía. No sabía —ni sé hoy— si era la escolta habitual que me había puesto la policía allí donde iba o era que el alto cargo de Interior con el que había quedado me había puesto a alguien para saber con quién me veía después de la reunión con él. A las 14.00 horas entré en el bar cuya dirección me llegó por SMS unos minutos antes. Allí estaba «el poli» controlando mi entrada en el bar. Ahora la UDEF sabía que me había reunido con «Chicho», el exjefe superior de policía de Barcelona, y me enviaba a través del supuesto abogado Villar o sus socios un mensaje claro.


      Días antes, titulando «Fernández el virrey», El Triangle había publicado: «El ministro del Interior, Jorge Fernández Díaz, ha entrado en tromba en la vida política catalana. Su actuación partidista en el caso Método 3, convirtiendo a la policía en un instrumento político al servicio de los intereses políticos del PP, pone a Cataluña en estado de sitio y deja indefensa a la ciudadanía delante de los excesos de la arbitrariedad ministerial». Acababa el confidencial catalán acusando al ministro de las filtraciones del sumario a La Vanguardia y señalando que «Jorgito se ha convertido, de facto, en el nuevo virrey de Cataluña usando el CNP, el CNI y los instrumentos del Estado como una fuerza disuasoria para ahogar las libertades públicas. ¡Parémosle los pies!».


      Decidí contestar a Javier de la Rosa también vía SMS: «¿Con El Triangle? Te están amenazando para que me rebote a mí».


      Siempre he odiado las películas de espías en las que algunos policías y detectives convertían su vida. Muchos, incluso, jugaban a ser del CNI. Yo, en cambio, siempre renegaba de ese papel e, incluso, verbalizaba que todo eso era una imagen falsa de nuestra profesión. Pero, desde mi detención, creía estar viviendo esa vida peliculera que tanto había rechazado.


      


      


      
Trabajos para los servicios de inteligencia


      


      Comisión de Gastos Reservados, sesión a puerta cerrada


      Madrid, 19 de marzo de 2013


      


      Me amenazaban, subía a coches ajenos sin saber quiénes eran los interlocutores, viajaba a reuniones sorpresa y los policías controlaban mi vida y mi entorno. Para acabar de rematar mi «nueva vida de espía», el director del CNI, general Félix Sanz Roldán, compareció el 19 de marzo a puerta cerrada ante la Comisión de Gastos Reservados, de la que forman parte los diputados con acceso a materias clasificadas como secreto. Los que asistieron, aunque tenían prohibido informar sobre dicha comisión, me indicaron de forma confidencial que Sanz Roldán había asegurado lo obvio: que «el CNI no ha tenido nunca relación con Método 3 ni le ha hecho ningún encargo».


      Lo que sí reconoció era que había habido contactos con mi agencia y que el CNI declinó usarla dado que «con sus propios medios tenía cubiertas sus necesidades». El que más interés puso en la comparecencia fue Josep Antoni Duran i Lleida, al que el director del CNI —según me informaron desde el propio centro de inteligencia— le quiso dejar claro que el Centro no había intentado montar una red de espionaje en Cataluña con Método 3, que los miembros de inteligencia no habían aumentado su presencia en el territorio catalán como tanto se habían hartado de decir desde el Gobierno catalán y que agentes del DiploCat, la nueva red de la Generalitat catalana en el extranjero, habían intentado verificar la cobertura del servicio secreto español en varios países en viajes puntuales.


      Duran i Lleida siempre había afirmado, en privado, que sabía «a ciencia cierta» que el número de agentes del CNI había aumentado sensiblemente tras el órdago soberanista del presidente Mas. Mis fuentes en La Casa me indicaron que el número de agentes desplazados era de alrededor de setenta miembros «permanentes». El general Sanz dio, a puerta cerrada, cifras similares. Sin embargo, la realidad era que la presencia de miembros «volantes» había aumentado sensiblemente en los últimos tiempos y que tenían una doble función: por un lado el control del yihadismo en Cataluña y, por otro, el contraespionaje del supuesto CNI catalán. La tregua de ETA y el aumento de la amenaza islámica en todo el mundo provocaron un cambio radical en las funciones anuales del CNI. Como ya he dicho, en el plan de acción para 2013 del CNI, el control de la corrupción y ETA pasaron a un segundo plano. Tampoco sugería el plan anual que Cataluña fuera una prioridad del Centro aunque se hubiese esbozado un plan antisoberanista para evitar una secesión del territorio. Sí lo era, sin embargo, «la implantación del extremismo islámico en Cataluña».


      —Paco, olvídate, el CNI no está detrás de tu operación —me reiteraron desde el propio Centro.


      —Pero, entonces, ¿a qué viene esta comparecencia del director?


      —Os lo advertimos y no escuchasteis. Visteis una amenaza donde había un consejo.


      —Pero alguien me abordó diciendo que era de Inteligencia y me amenazó para que «salvase» a Alicia.


      —Mira, cuando la vicepresidenta del Gobierno despacha con Félix Roldán y aparece la palabra «corrupción», ella le recuerda que en el plan de acción de 2013 los asuntos internos de España quedan fuera del ámbito del CNI.


      —¿Y? —pregunté casi impertinente.


      —Tu gran escollo está en la policía. En los servicios de inteligencia de la policía —me aseguraron desde el CNI.


      


      


      
Reunión con la CIA


      


      Seattle, Washington


      5 de septiembre de 2002


      


      Desde el año 2011, el CNI centró sus esfuerzos en combatir las redes islamistas, especialmente en Cataluña, considerada la «cuna» de los nuevos muyahidines. El CNI tenía más de cuarenta agentes encargados de controlar el islamismo radical en lo que en los servicios de inteligencia se conoce como el llamado eje Lérida-Tarragona. El Centro Nacional de Inteligencia establecía en sus informes internos que Cataluña era el principal riesgo de terrorismo islamista en España, asumiendo que existían «células de Al Qaeda en Cataluña».


      Los mossos d’esquadra habían establecido un aumento considerable de agentes del CNI en Lleida, «una de las cunas» del independentismo catalán. No obstante, el Centro acusaba el desplazamiento de agentes a esa zona por el control del imán de la mezquita del Nord de Lleida, Abdelwahab Houzi, que pretendía extender el salafismo a través de una federación de mezquitas. Controlaban la financiación del imán y, sobre todo, el posible «uso de dinero islamista» para promover el voto de los partidos más radicales en Cataluña.


      Sin embargo, también era cierto que el CNI había aumentado sensiblemente sus agentes volantes desplazándolos para «el control de surgimiento del independentismo catalán». En este sentido, Método 3 no tenía ningún tipo de información que interesase al CNI, al que solo habíamos informado en una ocasión, a través del Ministerio de Defensa y de forma previa a la invasión de Irak, cuando nos pidieron desde Estados Unidos una lista completa de las personas españolas vinculadas al terrorismo etarra.


      En septiembre de 2002 viajé a Washington, donde me encontré con un miembro de la CIA reconvertido al «sector privado». En Estados Unidos, el uso de agencias de investigación privadas por parte de los gobiernos es normal y habitual y conocí, de antemano, la invasión de Irak:


      —En el primer trimestre de 2003 invadiremos Irak y necesitamos «proteger nuestras fronteras». Queremos una base de datos con toda la gente vinculada al terrorismo en España.


      En cuanto volví a nuestro país, confeccionamos una base de datos de toda la gente que se había visto vinculada con el terrorismo vasco. Pero antes de entregarla consideramos que, como la misma «afectaba al Estado», debíamos facilitarla al Ministerio de Defensa. Nos dieron el green light y la enviamos a Estados Unidos. Un mes después se produjo la invasión y se aumentó el control en todas las fronteras. Esa fue toda mi actividad relacionada con el CNI.


      El Gobierno inglés, también a través de agencias de detectives del Reino Unido, nos contrató en varias ocasiones para investigar a defraudadores de empresas públicas inglesas o, incluso, del fisco del Reino Unido. Muchos de los ciudadanos de la isla usaban España para refugiarse del fisco y querían que localizásemos a sus ciudadanos, su patrimonio en nuestras fronteras y sus cuentas bancarias. Con los datos concretos, posteriormente, ejercían los derechos que la legislación europea en materia de embargos les permitía.


      


      


      
Servicios de inteligencia de la Europa del Este


      


      En algún lugar de Europa del Este


      Julio de 2012


      


      El uso de detectives privados por parte de los servicios de inteligencia es muy normal en el resto del mundo y, a diferencia de España, que se fía de los servicios de inteligencia extranjeros y creía firmemente en su red de trabajadores, el resto de los servicios «saben que los detectives son especialistas en localizar dinero oculto».


      En julio de 2012, mi mujer y yo nos desplazamos a un país de las antiguas repúblicas soviéticas. Me habían llamado y enviado un e-mail confidencial y encriptado con este mensaje: «The Team». Nos desplazamos un fin de semana, sin ocultarnos, y nos alojamos en un hotel de una capital europea donde me enteré que existía algo que se conoce como «The Team»: una red desconocida y confidencial que se lideraba desde Estados Unidos y que solo trabajaba para los gobiernos centrales de todo el mundo localizando grandes fugas de capitales.


      Uno de mis contactos entre los miembros del antiguo KGB me pidió que abriese otra cuenta de correo electrónico segura y encriptada, que únicamente usaría para contactar con él y con «The Team». Querían conocer mis contactos gubernamentales en España para vender «a un equipo internacional, liderado desde Washington» capaz de descubrir cuentas bancarias ocultas en paraísos fiscales. El equipo lo dirigían un exmiembro del FMI y un exmiembro de la CIA. A mí me contactaban para formar parte del equipo y realizar las investigaciones en España, Gibraltar y Andorra. Cualquier estudio internacional que pretendiese conocer cuentas bancarias en paraísos off shore dependía de una buena investigación previa de testaferros, fundaciones y sociedades instrumentales. Además, me conminaban para que contactase con el ministerio español interesado en «localizar grandes defraudadores fiscales» y la localización de movimientos de desestabilización de los mercados financieros españoles».


      Pero mi detención frustró la firma de cualquier contrato, no sin antes comprobar la efectividad del equipo localizando, para mí, las cuentas bancarias ocultas de un alto cargo en un paraíso fiscal. Tuve dos reuniones fuera de nuestras fronteras con las personas interesadas en la firma de un contrato similar al que tenía firmado «The Team» con tres gobiernos europeos, pero mi detención impidió la contratación. Poco después, mientras escribía este libro, accedí al correo electrónico seguro y comprobé que la cuenta había desaparecido. Solo yo y «The Team» sabíamos de su existencia y únicamente yo conocía las claves de acceso. Nunca le dije a nadie, tampoco a ellos, la clave de nueve cifras; pero «alguien» supo de mi detención y se evaporó, no sin antes eliminar las pruebas de su existencia.


      


      


      
Servicios de inteligencia catalanes


      


      También los servicios de inteligencia policiales en Cataluña habían controlado mis pasos.


      Un día de mayo de 2006 fui a comer al restaurante Laray de Madrid. Me recibió Fernando, su dueño, y me ofreció una de las mesas del centro del salón. Había quedado con el CEO de una de las empresas del IBEX y en una de las partes más apartadas de la sala vi a Federico Trillo, al que me habían presentado años antes en la concesión de la Gran Cruz del Mérito Militar a Juan Cirera de Luna, marido de una de las grandes amigas de nuestra familia, Mayte Carbonell. Juan tenía una de las mejores agendas de Cataluña, así como línea directa con la Casa del Rey. De él aprendí que jamás, por muy importante que fuera Método 3, debía realizar investigaciones que afectasen al Estado. Y solo el rey y su familia eran el Estado. Por eso, cuando Vanity Fair me entrevistó, el título del artículo fue «Al Rey no se le investiga».


      Trillo me reconoció y me pidió que «organizase una comida» con representantes de la «sociedad civil catalana» para «pulsar la opinión» sobre el Partido Popular catalán. Eran los días previos al referéndum estatutario de Cataluña y el PP, liderado por Josep Piqué, pidió el «no» a la ciudadanía. Los dirigentes nacionales del partido organizaron diversos actos contra el nuevo estatuto e iniciaron una recogida de firmas en toda España (consiguieron cuatrocientas mil) con el objetivo de «frenar el Estatuto de Cataluña». El Partido Popular de Cataluña fue el único que hizo campaña en castellano, pero la dirección de Madrid no estaba muy conforme con la política catalana del partido.


      Semanas más tarde, miembros del ejército, la Guardia Civil, la empresa y altos cargos, incluyendo a dos exconsellers de CiU, nos reunimos en una sala privada del restaurante barcelonés Via Veneto. Trillo vino acompañado con la que definió como «el futuro del partido». Aquella tarde conocí a Soraya Saenz de Santamaría, a cuyo lado me senté, según el protocolo que habría marcado Cirera de Luna, que acababa de fallecer. La actual vicepresidenta era, por aquel entonces, la mano derecha de Mariano Rajoy en política territorial, controlando de forma directa «la reforma del Estatuto catalán». Uno de los pactos de aquella reunión fue que lo que «aquí se hable no se desvele» y, por tanto, mantengo mi silencio. No la he vuelto a ver desde entonces, y de Trillo guardo sus últimas palabras: «Gracias por traer a un grupo tan heterogéneo».


      Cuando salimos del restaurante, había un coche extraño en las inmediaciones. Posteriormente supe que era de los mossos d’esquadra.


      


      


      
Referéndum vinculante sobre el Estatuto de Autonomía de Cataluña, mesa electoral


      


      Barcelona, 18 de junio de 2006


      


      La mañana electoral me levanté muy temprano, fui a desayunar con mi hijo y juntos fuimos a votar.


      —¿Podré poner yo la papeleta del voto? —me preguntó.


      —No, hijo. Votar es muy importante.


      Cuando habíamos acabado, nos cruzamos con Artur Mas, entonces en la oposición, que era «mi vecino». Nos saludamos y continué mi camino.


      Tiempo después me enteré de que la comida del Via Veneto con Trillo se había manejado en los ambientes policiales del primer tripartito catalán. «Tenéis un Perote en el grupo», me dijo un político, indicándome que uno de los comensales había informado al Gobierno catalán de aquella comida.


      Alberto Perote, exjefe de los equipos operativos del CESID, dijo que quien controla los servicios de información controla el Estado. Los servicios de inteligencia de España siempre creyeron que yo tenía mi propio Archivo Jano. Este archivo, creado en julio de 1977 por el Centro Superior de Información de la Defensa (CESID), heredó de su predecesor, el Servicio Central de Documentación (SECED), una operación cuyo nombre en clave era «Jano». Según José Ignacio San Martín, director general jefe del SECED, se trataba de un fichero con las biografías de las personalidades más relevantes de España. Por mucho que negué su existencia nadie lo creyó y, por eso, tenían que controlar mi información. Alguien les había dicho que en el interior de mi oficina había un zulo.


      De hecho, el jefe del operativo policial que entró en febrero de 2013 en la sede de Método 3 tenía una única orden: «descubrir el zulo». Pero la agencia ni tenía su propio Archivo Jano ni contaba con zulos. La mañana de mi detención recibí mi amenaza, al igual que otros muchos antes, como Pedro J. Ramírez, que en su libro El desquite cuenta que en mayo de 1997 «el teniente general Calderón [en aquellos momentos director del CESID] dio luz verde para la continuación de una “Operación Jano”» sobre su persona, tras un tibio e infructuoso intento de acercamiento del CNI a El Mundo. Pedro J. recibió un mensaje amenazante de Aurelio Madrigal, a la sazón secretario general del CESID: «Que le digan a Pedro J. que no se ande con coñas y que tenga cuidado».


      El CNI siempre ha usado empresas tapadera para realizar aquellas funciones en las que no quería dar la cara. Una de estas, Uzcalar, se utilizó para alquilar la vivienda del exvicepresente Narcís Serra en la calle Ebro 5, Madrid. La empresa estaba a nombre de Vicente Lanz Muniaín, asesor jurídico del CNI y más tarde jefe de la División de Contrainteligencia. Hoy dicha empresa tiene otro nombre, que no revelaré, con impagados a la Seguridad Social e intereses en inmobiliarias. El CESID se encargó de Serra y de otros muchos, y ahora, según el líder de Unió, se pretendía dar la imagen de que «Método 3 era la tapadera del CNI» y nos habían «pillado».


      Muchos habían sido los verdaderos espías «pillados» mientras investigaban a políticos. Agentes del CESID fueron detenidos siguiendo por ejemplo al secretario de la Casa del Rey en los años ochenta o a magistrados del Supremo, como Francisco Pera Verdaguer, en los noventa. Si Método 3 había realizado multitud de investigaciones sobre políticos y jueces, ¿dónde estaban las denuncias?


      «Te han montado un CIR», me dijeron en el año 2010 desde el CNI. En el argot de los espías eso es un «control integral de relaciones». Un año más tarde, un conocido de mi mujer le comentó que le habían citado a una comida para «obtener información de ella» y le habían advertido que yo estaba controlado y que todo el mundo que me rodeaba era objeto de control. Su conocido añadió fantasías varias para darse importancia —muy típico de su personalidad—, por lo que deseché la información. Pero ese mismo año recibí un críptico e-mail: «Sabemos todo de ti». Hace pocos meses, un compañero de profesión me advirtió que uno de mis exempleados, Antonio Tamarit, había dicho públicamente que sabían todo de mí y que acabarían conmigo.


      Las primeras opiniones contra Método 3 desde el CNI fueron a raíz de sus guerras particulares con Rubalcaba. El enfrentamiento entre la policía catalana, la Policía Nacional y el CNI se materializó durante la primera legislatura de José Luis Rodriguez Zapatero como presidente del Gobierno, cuando Rubalcaba intentó frenar al director del CNI, Alberto Saiz. Se calculaba que había más de 3.000 agentes asignados al Centro, de los que casi el 30 por ciento eran militares, 14 por ciento policías y guardias civiles y, el resto, civiles.


      En realidad, el CNI no me había realizado un CIR ni había nadie que supiese todo de mí. Simplemente tenía a «mi Perote», un traidor, en mi despacho y había decidido «cobrar» los servicios prestados de la mano de Javier Tallada, igual que Perote se los cobró de Mario Conde.


      


      


      
Nuevamente La Camarga


      


      Barcelona, año 2004


      


      —¿Tú conoces a Josep Peris? —me preguntó el entonces redactor jefe de El Mundo en Cataluña, Félix Martínez.


      —Ni idea. ¿Quién es? —le devolví la pregunta.


      Josep Peris era comandante del Ejército del Aire cuando en 1988 lo nombraron subinspector jefe de los mossos d’esquadra. El policía preguntaba a diario a los escoltas de Jordi Pujol sobre los recorridos del president hasta que un agente le espetó: «Pero, tú, ¿para quién trabajas?».


      Los servicios de información de los mossos, conocidos, como ya hemos dicho, por los Mortadelos, observaron durante meses extraños movimientos en las inmediaciones de las casas de Jordi Pujol y de su hijo y pusieron a Peris «bajo vigilancia». Jordi Pujol, al que sus escoltas llamaban «el León», empezó a intentar ser controlado por los hombre del coronel Ortiz, jefe del CESID en Cataluña. La información se la facilitaba Peris.


      Los Mortadelos controlaron al subinspector y, finalmente, «el León» ordenó su destitución en 1993 por sus continuas visitas a la sede del CESID en Barcelona. Peris siempre lo negó todo. Lo que ocurrió era que, aparentemente, los servicios de inteligencia españoles siempre habían mantenido bajo vigilancia a la familia Pujol. Incluso, los «intentos de controlarlos» se remontaban al abuelo Pujol Brugat, que fue señalado por el Juzgado Especial de Delitos Monetarios como evasor de divisas.


      «Siempre nos han intentado destruir», solía decir el president. Y, ciertamente, en los ochenta la familia Pujol fue objeto de una inquisitio investigativa en los casos Banca Catalana y Casinos con «acusaciones de corrupción» sistemáticas. Ya en los años noventa, el CESID se acercó al entorno financiero de Javier de la Rosa para demostrar sus vínculos con los Pujol Ferrusola. El pequeño de los Pujol, Oleguer, también había sido objeto de vigilancia por sus intereses independentistas durante los Juegos Olímpicos de Barcelona de 1992. Y en noviembre de 2004 también circuló por Barcelona un dosier falso de Jordi Pujol Ferrusola.


      Para Félix Martínez y Jordi Oliveres, «la traición de Josep Peris es uno de los episodios que a Pujol le quedaron grabados a fuego. Los hijos del president también lo recuerdan, porque Peris no solo pasaba información al enemigo sino que se acabó convirtiendo en un hombre de confianza de Josep Antoni Duran i Lleida, algo tan malo para los chicos Pujol Ferrusola como pasarle información al CESID». «¿Qué buscaban los agentes del CESID, De la Rosa, Peris o Duran i Lleida en las actividades comerciales privadas de la familia de Jordi Pujol?», se preguntaban. No se trataba del patrimonio del president, ya que Pujol se desvinculó de Banca Catalana en 1976. Descartada su fortuna como objetivo de las investigaciones, el blanco de los sabuesos solo podían ser los hijos del clan.


      El 22 de septiembre de 1995, Jordi Pujol afirmó públicamente: «Yo mismo he sido espiado por los servicios secretos españoles».


      Las caras de los dirigentes convergentes denotaban mucho nerviosismo en la ejecutiva de CiU el 18 de febrero de 2013. Duran i Lleida, con traje oscuro, compareció ante los medios de comunicación para informar que «ni Convergència ha espiado a miembros de Convergència ni a ningún dirigente de Unió Democrática». Pero los allí presentes comentaron que Duran pidió explicaciones a los miembros de sus socios de Gobierno porque «sé que nos habéis espiado». Y es que Convergència i Unió decidió, tras nuestra detención, institucionalizar una campaña orientada a contrarrestar el efecto del «caso de espionaje» tramando que se trataba «de una operación orquestada en la sombra por el Centro Nacional de Inteligencia (CNI), usando como tapadera a la agencia de detectives Método 3 para desacreditar el proceso soberanista catalán en marcha». Por ello crearon un «comité de crisis». Duran i Lleida solicitó en la tarde del lunes la comparecencia en el Congreso del director del CNI, Félix Sanz Roldán, para que diese cuenta de la operación. Se trataba de demostrar el supuesto montaje contra el soberanismo.


      Y era cierto. CiU creía que tras la disolución del Parlament y la convocatoria de un referéndum sobre la independencia se había iniciado el proceso «Horizonte Después» desde el CNI. La estrategia convergente consistió en denunciar al Centro como responsable de una estrategia política; habría sido el responsable último de la grabación de la conversación mantenida en el restaurante La Camarga de Barcelona, en julio de 2010, entre Alicia Sánchez-Camacho y María Victoria Álvarez, «una chica que no está en sus cabales y que el CNI ha decidido utilizar para hacer daño a la familia Pujol», aunque el Centro habría utilizado como tapadera a la agencia de detectives Método 3, según se señalaba desde los medios convergentes.


      —Es falso —me dijeron desde el Govern—. Aunque Duran se lo cree.


      El 24 de enero de 2013, Fernando Rueda publicaba en la revista Tiempo un artículo titulado «El plan del CNI para evitar la independencia de Cataluña», donde señalaba que el CNI había desplegado un plan para hacer frente a las pretensiones independentistas de algunos partidos catalanes, fundamentado, por un lado, en obtener la máxima información de personas y proyectos utilizando todos los medios operativos a su alcance y, por otro, en crear los medios y apoyar a las personas capaces de hacer revertir la situación en la opinión pública utilizando a gente no vinculada directamente en la actualidad con el servicio de inteligencia. Según las fuentes consultadas por Tiempo, Sanz estaba promoviendo que en diferentes sectores de la sociedad «se aúnen las voces y las iniciativas para que se escuchen los argumentos convincentes en contra de la independencia».


      La misma revista señalaba el 25 de febrero que «la primera semana de febrero, los agentes de la UDEF ya tuvieron el convencimiento de que se estaba intentando poner en el mercado la grabación subrepticia de una comida que habían mantenido la presidenta del PP catalán, Alicia Sánchez-Camacho, y María Victoria Álvarez, exnovia de Jordi Pujol Ferrusola, en julio de 2010. Pero los mossos d’esquadra también habían oído algo y movilizaron sus recursos llegando a la misma conclusión. Comenzó la guerra entre cuerpos policiales».


      —Antes de que sospecharas nada, en el CNI ya tenían entre ceja y ceja que estabas vinculado al Govern.


      —¿Qué chorrada es esa? —le dije al periodista que me informó.


      —Habían detectado contactos tuyos con los mossos d’esquadra. Y lo que querían evitar era que el tema se les escapase de las manos y los miles de expedientes de tu despacho de los últimos veintiocho años fuesen a parar a manos de la policía autonómica.


      —Eso es absurdo, porque los destruí en diciembre de 2012.


      —Pero también es cierto que los mossos d’esquadra estaban intentando «captar» posibles investigados de Método 3 para que me denunciasen en sus comisarías, intentar así judicializar alguno de los casos y conseguir «meter una patita» en las investigaciones de nuestra agencia.


      —Es una guerra entre cuerpos policiales —me dijeron desde la UDEF.


      —Yo no respondo ni ante vosotros ni ante los mossos —contesté al policía.


      —Te debes a España, no a Cataluña. ¿Verdad que cuando descubriste a Paesa vivo no informaste a los mossos?


      —Te repito, ni a ellos ni a vosotros. Soy un empresario privado y solo respondo ante mis clientes.


      


      


      
Vivienda de Francisco Paesa


      


      45 Boulevard de la Petrusse, Luxemburgo


      13 de noviembre de 2004


      


      Según el Manual de inteligencia del servicio secreto español, un agente es una «persona especialmente adiestrada para realizar actividades secretas, legales o no, en beneficio y bajo la dirección de un servicio de inteligencia, al que puede pertenecer o no. Normalmente recibe contraprestación económica». Para algunos especialistas en estos servicios, como Fernando Rueda, esta definición se ajustaba perfectamente a Francisco Paesa, un personaje al que se consideraba singular, con muchas de las cualidades de los espías cinematográficos —mujeres, champán francés, coches ca-ros…— y de los personajes de los bajos fondos —estafas, falsificaciones, mentiras, traiciones...—. Sin embargo, yo seguía pensando que Paesa era, simplemente, un esbirro a sueldo del tráfico de armas.


      Un día, el periodista catalán Josep Cuní me preguntó sobre el paradero de Paesa, años después de haberlo localizado en Luxemburgo y París, y cuando yo ya no sabía nada del personaje.


      —Josep, cuando llegas a casa ¿entrevistas a tus hijos? —le pregunté en directo al genial entrevistador.


      —No, claro que no.


      —Pues yo lo mismo. Cuando finalizo una investigación deja de interesarme el personaje —le contesté.


      Así era. Aunque la figura de Francisco Paesa siempre me había interesado, lo último que supe fue su detención en 2011 en Sierra Leona y su posterior expulsión cuando, acompañado de su sobrino Alfonso García Paesa, aterrizó en el aeropuerto de Lungi. Las autoridades africanas le acusaron, según la Cadena Ser, de haber «participado en una operación de tráfico de drogas». Pero, en realidad, tras usar «diversos nombres franceses y españoles» había abandonado Sierra Leona el 11 de octubre de 2011 en un vuelo de Air France con destino a París. Paesa estuvo retenido tres días, pero fue puesto en libertad al no pesar sobre él ninguna orden de búsqueda internacional.


      Como siempre, fue devuelto a los servicios secretos franceses sin ser procesado. Siempre había estado vinculado a las mafias internacionales de tráfico de armas, aunque se había sabido «proteger» ayudando a los servicios secretos.


      Empezó su carrera en Guinea Ecuatorial y en 1976 fue detenido por la Interpol en Bélgica acusado de estafa y encarcelado en Suiza, donde un tribunal de Ginebra rechazó su apelación, que solicitaba su «libertad condicional». El caso Paesa se transformó en un escándalo internacional, con implicaciones en Italia y Suiza, a pesar de que vivía en Francia y fue detenido en Bélgica. Su detención africana tuvo lugar mientras hacía «su último trabajo». El historial laboral de Paesa pasaba por haber sido director del Banco Nacional de Guinea, diplomático de Santo Tomé y Príncipe, traficante de armas, fundador de bancos, financiero, rentista, colaborador de los servicios secretos francés y suizo, empresario fantasma en Panamá y las islas Vírgenes, protegido de la Stasi…


      Francisco Paesa o Francisco Pando o Alberto Seoane nació en Madrid el 11 de abril de 1936. En los años sesenta contactó con el dictador guineano Macías para el que trabajó en la organización del Banco Nacional de Guinea, hasta que fue acusado de intentar estafarle prometiéndole baúles llenos de dólares que, en realidad, solo contenían revistas. Veía en Suiza su «lugar para refugiarse» y, sin saber cómo, compró el Commerce Bank «bajo mano» y sin comunicar a las autoridades, como era preceptivo, que él era el propietario. Pagó un millón de francos suizos en 1971 y un año después «tuvo que cambiarle el nombre porque otro banco alemán reclamaba los derechos de marca». Con los resquicios del primer banco creó el Trust Development Bank, con sede en las Bahamas, con el que quiso estafar a Banesto.


      Pero todo le fue mal y se marchó a Bruselas, donde creó la UniB Holding colaborando con la mafia italiana, que también lo denunció por fraude, falsificación y apropiación de 2 millones de marcos. Cuando en octubre de 1976 la Interpol lo detuvo en Bélgica, fue extraditado a Suiza, donde se le encarceló.


      Tras más de un año y medio en la cárcel salió y se «volcó» en conseguir dinero a través de las mujeres. Tuvo un affaire con Ratna Sari Dewi, viuda del expresidente de Indonesia, Sukarno, que pagaba «incluso los regalos que Paesa le hacía», según informó Manuel Cerdán.


      «Todo lo que envuelve a Paesa es una tomadura de pelo», dijo Juan Alberto Belloch en noviembre de 2004, después de que lo descubriésemos vivo en Luxemburgo, cuando todo el mundo le daba por muerto ya en 1998. Había fingido su fallecimiento en Tailandia de paro cardiaco e, incluso, publicó diversas esquelas en El País falsificando su certificado de defunción y pidiendo a sus familiares que celebraran «en su memoria varias misas gregorianas». El certificado de defunción de Paesa estaba firmado por un testigo tailandés que no existía. En realidad, se había escapado con los 11,8 millones de euros que Roldán le había confiado antes de traicionarlo y entregarlo al Ministerio del Interior.


      —Se marchó con el dinero de Luis Roldán —me confirmaton en el entorno del exdirector general de la Guardia Civil.


      Como su «plan de ser un mantenido» no funcionó, se tornó muy desconfiado y empezó su «verdadera carrera criminal» de la mano de Georges Starckmann, un ciudadano francés relacionado con el tráfico de armas. A partir de ese momento, siempre ha vivido protegido por guardaespaldas y estafando a quien se le acercase.


      En 1989, Garzón procesó a Paesa por un delito de colaboración con banda terrorista (GAL), por otro delito contra la administración de Justicia y por uso público de nombre supuesto. En 1990 adquirió la inmunidad diplomática al quedar acreditado como representante adjunto de la misión de Santo Tomé y Príncipe ante los organismos internacionales con sede en Ginebra, pero antes de que acabara el año ya había perdido su condición de diplomático y Suiza le expulsó. Dejaron de fiarse de Paesa, que era un colaborador de sus servicios secretos. Entonces decidió «colaborar» con los servicios secretos franceses y españoles vendiéndole una partida de armas a ETA, concretamente misiles con detectores para ser localizados, que condujo el 5 de noviembre de 1986 al desmantelamiento de la cooperativa Sokoa. Aquella fue una de las operaciones más destructivas de la banda terrorista.


      —El CNI no te perdona que lo descubrieses vivo —me dijeron en aquellos años desde el Centro.


      Y es que en noviembre de 2004 nos contrataron para investigar una estafa de 20 millones de euros de un español conocido como Francisco Pando Sánchez. Su nueva identidad, emitida en Argentina, señalaba que había nacido el 1 de marzo de 1950, pero mantenía las siglas de su nombre. Lo descubrimos viviendo en el número 45 del Boulevard de la Petrusse de Luxemburgo. Compartía oficina con su sobrina Beatriz García en el número 13 de la Plaza de Armas.


      —Creo que Paesa vive —le dije de golpe a Antonio Rubio, director de investigación de El Mundo, por teléfono.


      —Claro que vive —me contestó.


      —Y creo que lo tengo localizado —mis palabras provocaron un silencio en la línea.


      —Nos vemos en persona —me dijo Rubio.


      Tras varios meses de trabajo descubrimos que nuestro investigado, Francisco Pando, tenía una sobrina llamada Beatriz que vivía en la calle Romero Robledo de Madrid y cuya madre trabajaba en el Congreso. Era Beatriz García Paesa, sobrina de Francisco Paesa. Ella fue la persona que tras la fuga de Luis Roldán transfirió 1.800 millones de pesetas (casi 11 millones de euros) desde el Aresbank de Madrid al de Singapur y que, una vez allí el dinero, borró el rastro del mismo con ingresos físicos en diferentes bancos del país asiático. Fue la que nos condujo hasta su tío.


      Nos desplazamos a Luxemburgo con Antonio Rubio y confirmamos que Paesa vivía en compañía de una mujer, rubia y más joven que él, en la dirección que conocíamos de la capital luxemburguesa y que tenía una oficina que también descubrimos. Sin embargo, no había cambiado sus costumbres y seguía vistiendo como un auténtico gentleman: traje gris, pañuelo en el bolsillo izquierdo, chaleco, corbata y camisa con gemelos. También seguía siendo un empedernido fumador y no había abandonado su mechero Zippo de plata ni su marca de tabaco preferida, Benson & Hedges.


      La noticia salió en la portada de El Mundo y se reclamó su procesamiento porque tenía pendiente una orden de busca y captura por parte del Juzgado de Instrucción número 17 de Madrid, que investigaba el dinero que el clan Paesa había hecho desaparecer y que, presuntamente, pertenecía al prófugo Luis Roldán. Internacionalmente, sobre Paesa pesaba una orden de busca y captura por delito de blanqueo de capitales dictada por el juez suizo Paul Perraudin.


      En 1998, antes de la supuesta muerte de Paesa en Bangkok (Tailandia), su sobrina Beatriz trasladó su residencia a Luxemburgo con el pretexto de acabar su carrera de Económicas. Sin embargo, Alfonso, su sobrino, permaneció en París con la misión de mantener y controlar las propiedades y la documentación secreta que el agente Paesa había ido acumulando en los últimos años.


      Tío y sobrina operaban en Luxemburgo a través, fundamentalmente, de dos sociedades. Por medio de una de estas compañías off shore el clan Paesa llevó a cabo el fraude de 20 millones de euros que le costó ser descubierto y localizado.


      Tras la supuesta muerte de Francisco Paesa en julio de 1998, Luis Roldán recibió en la cárcel de Brieva (Ávila) dos misivas desde Francia. La primera era una carta fechada en Marsella en marzo de 1999 y escrita a máquina, en la que un español exiliado en Francia se identificaba con el exdirector de la Guardia Civil y le animaba a soportar la pena que le había caído. La segunda carta, de fecha posterior, era una tarjeta postal con una vista turística de Marsella en la que simplemente se recogía un escueto saludo. Y en esa zona, precisamente, se identificó a Francisco Paesa viviendo bajo su nuevo alias.


      Siempre iba rodeado de seguridad privada. Gastaba tanto dinero en su seguridad que tenía que «dar palos» económicos para mantener su alto nivel de vida.


      —Destrozaste al CNI y a los servicios secretos franceses —me dijeron en Madrid, años después.


      —Paesa es un mal bicho.


      —Lo que tú quieras, pero Al Kassar y Paesa nos facilitaban información sobre el tráfico de armas y lo necesitábamos.


      —Mira, creo que he hecho bien —contesté al espía.


      Así pues, Francisco Paesa Sánchez nunca murió ni fue incinerado en Bangkok. La treintena de misas gregorianas que encargó su hermana María, madre de Beatriz y Alfonso, fue una simple pantomima.Y tras su «reaparición forzada», el que me escribió a mí fue Luis Roldán. Su misiva acababa con un mero «gracias». Habíamos conseguido lo que él siempre había querido: demostrar que el espía era un mentiroso. Nunca le contesté, porque Roldán era un personaje igual que Paesa.


      Después de unos meses con Paesa al descubierto, y viendo que no lo detenían, me llamó Manuel Cerdán, excompañero de fatigas de Antonio Rubio y en aquella época director de Interviú. Quería que localizase al espía, fugado ya de Luxemburgo, y que montase un operativo para que él lo pudiese entrevistar.


      El día antes de la publicación por El Mundo de la reaparición de Paesa, cuando el diario entraba en la rotativa, informamos a la Dirección General de la Policía. Nos citamos en Madrid con un alto cargo del ministerio y le entregamos una copia del informe. A la mañana siguiente recibimos una llamada:


      —No lo vamos a detener.


      —¿Por qué? —pregunté.


      —Francia ha pedido su inmunidad.


      —¿Por qué? —reiteré cabreado.


      —Es una fuente de información muy importante. Protégete. Vendrá a por ti.


      Conociendo ya el alias de Paesa y que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado no hacían nada para detenerlo, asumimos que el espía seguía trabajando para el CNI. Me puse en contacto con mi informante habitual en La Casa y únicamente me hizo llegar un SMS que ponía: «PARÍS». En Francia contacté con un detective al que había conocido en Boston hacía años. De aspecto poco fiable, me explicó que «mi especialidad no es la investigación económico-financiera». Me vino a decir que no era mi socio ideal en aquel país. Conocía Método 3 y sabía que nuestra especialidad era la investigación del fraude financiero. Cuando lo llamé y le pregunté si podíamos vernos en París para obtener «información de inteligencia», me contestó que «esa sí es mi especialidad». Al día siguiente comimos en un bar de Champs-Élysées.


      Me quedé sorprendido al comprobar que el lupanar donde me había citado era un tugurio con multitud de coches en el exterior. Mi contacto me explicó que aquel local era un sitio especial. Había que ser socio y se necesitaba una tarjeta para acceder al local.


      —Pero si es muy cutre…


      —Sí, pero es seguro —me contestó mi amigo.


      Le expliqué quién era Paesa y su historial. Le pedí que localizase su dirección a través de sus fuentes en la Direction Générale de la Sécurité Extérieure (DGSE).


      —Dame tres días —me pidió antes de abandonar del local—. Saldré detrás de ti, en un rato.


      A los pocos días tenía la dirección. Ambos sabíamos que realizar un control con personas que le siguiesen iba a ser imposible, por lo que se decidió poner una motocicleta en las inmediaciones, con un sistema de videovigilancia cuyas baterías se cambiarían cada madrugada y se examinarían a las veinticuatro horas de grabación. Pocos días después teníamos una imagen del espía entrando a recoger unos papeles en una vivienda parisina.


      A partir de ahí, se desplazó Manolo Cerdán, junto al entonces recién licenciado periodista Dani Montero, a hacer historia con la entrevista al espía. La crónica de Cerdán, magistral, se transformó tiempo después en un libro.


      —Eres la última persona que pensaba ver —le dijo Paesa a Manolo cuando se encontraron «cara a cara».


      —¿Cómo estás, Paco? —le contestó Manolo Cerdán.


      Manolo lo describe así:


      


      Doce y veinticinco, midi, en París. Mañana fría y desapacible. Mucho más en el barrio de Montparnasse por la proximidad del Sena. Un hombre de unos setenta años camina por la acera de la Rue Cassendi. Cuando llega a la Rue Liancourt gira a la derecha. Presenta un aspecto impecable y viste elegantemente: un abrigo color gris, un sombrero del mismo color y una bufanda a juego. En ese momento me encuentro en el restaurante hindú Coffee India, sentado en una mesita junto a una ventana que da a la calle. Me fijo en su figura y digo: «Pero si es él». Salgo corriendo, sin tiempo de colocarme el abrigo, y me lanzo hacia él. Lo dejo caminar unos pasos hasta que Daniel Montero y Luis Iturriaga preparan y accionan sus cámaras de vídeo. Paesa se percata de la presencia de los reporteros y hace un movimiento brusco como pretendiendo entrar en el portal de uno de los inmuebles. Me acerco a él cuando se dispone a pulsar al azar uno de los botones del telefonillo. No se fija en que yo estoy a sus espaldas. Me dirijo a él por su propio nombre: «Buenos días, señor Paesa…».


      


      Y esa segunda vez nos costó mucho encontrarle.


      Habíamos llegado a Paesa rastreando su actividad empresarial por todo el mundo. La desarrollada por Pando Sánchez en Inglaterra se extendió también a la firma SG Tactic Ltd., afincada en St. James House, en el número 13 de la londinense Kensington Square. La firma se disolvió en marzo de 2003, pero pese a estar inactiva, abrió un nuevo abanico de socios para el espía fallecido. Entre los accionistas aparecían nombres como Alexander Nistratoy —empresario ruso nacido en abril de 1976—, el americano Geoffrey Hyde Russell y Vladimir Semernin, director de la firma moscovita IFK Solid ZAO, dedicada a la gestión de fondos de inversión.


      En la misma dirección, la nueva identidad de Paesa aparecía en Investment Group Ltd. Para los periodistas parecía un puzle pero, para nosotros, un trabajo más. La pieza que nos faltaba apareció entre el mar de papeles financieros con la entrada en el consejo de la firma de Marc Jean-Louis d’Hombres. En Reino Unido nos informaron que el consejero vivía en la Rue Saint Sulpice de París.


      —Es la misma calle donde Paesa escondió a Roldán tras su salida de España —casi me gritó por teléfono Manolo Cerdán desde la sede del Grupo Z.


      El análisis de la documentación también nos deparó una sorpresa al descubrir que Lucie Henriette Sarf era la única socia de Paesa. Sarf había desaparecido de su domicilio en la pequeña localidad de Warwick en el año 2003 y ahora reaparecía como la persona encargada de liquidar la sociedad Golder UK en octubre de 2004. «Paesa era famoso por rodear su vida de bellas mujeres y apoyar sus negocios en ellas», me informó el periodista. La dirección que aportó la socia de Paesa pertenecía al barrio parisino de Issy les Moulineaux; una casa humilde vinculada a otra de las mujeres del espía: Lucie Henriette, seudónimo de la francesa Martine Buzon, pareja sentimental de Paesa.


      Sin embargo, fueron los servicios secretos franceses y mi «nuevo socio en París» los que nos dieron la clave para localizar, por segunda vez en menos de un año, al espía supuestamente más buscado por los servicios secretos que, en realidad, jamás fue buscado porque era uno de sus mejores confidentes.





Capítulo X

      

      DOSIERES POLICIALES


      


      


      


      


      
Calabozos de la comisaría de la UDEF


      


      Barcelona, 18 de marzo de 2013


      


      El día de nuestra detención, Método 3 fue trending topic en Twitter. El comentario más retuiteado era: «Si Método 3 no te ha investigado, no eres nadie». El portal catalán de noticias, E-noticies, no lo entendió así y tituló: «E-noticies, el único medio de comunicación espiado por Método 3». Sin embargo, posteriormente, el director del portal Prnoticias también publicó que se había querellado contra nosotros porque había sido investigado.


      Pocos han sido los periodistas que hemos investigado y siempre por motivos diferentes a su trabajo. Pero he de reconocer que en muchas ocasiones nos han pedido investigar a reporteros, sobre todo para determinar quiénes eran sus fuentes de información, y nos negamos.


      La primera vez que conocí en persona a Eduardo Inda me espetó:


      —¿Y a nosotros nos has investigado?


      —Nunca te he investigado.


      —Pues no me han dicho lo mismo.


      Mi respuesta a Inda era sincera. Nunca lo habíamos hecho, aunque en, al menos, cinco ocasiones nos lo pidieron. Otra cosa es que nos pidiesen investigar quién había filtrado, por ejemplo, el precio de una compra-venta de una empresa familiar en la portada de un diario de tirada nacional. En aquella ocasión se investigó quién había vulnerado la confidencialidad de mi cliente en el proceso de compra-venta y descubrimos que el asesor fiscal que medió era el que había contactado con el periodista que publicó la noticia. Pero esto es diferente, porque no investigamos directamente al periodista por su «labor profesional», aunque supimos de su fuente de información, quien fue además demandado por revelación de secreto.


      Lo mismo ha ocurrido con muchos políticos. En nuestra labor de investigación del fraude empresarial hemos topado con muchos políticos corruptos que «median» y «favorecen» a determinadas empresas, y por eso en mis molesquines aparecen muchos de sus nombres. Ahora estaban nerviosos, temían nuestros archivos. De ahí que la disputa en torno a Método 3 irrumpiera con fuerza en el debate del Parlamento catalán el miércoles 13 de marzo. Alicia Sánchez-Camacho pidió la dimisión del director de los mossos d’esquadra, al que llamó mentiroso compulsivo, y sobre el que dijo: «¿Le han preguntado sobre el contenido de la conversación con la periodista?». Todos estaban muy nerviosos y la Generalitat se defendió redoblando la confianza del Govern en su jefe policial y contraatacando con la afirmación de que en el 2008 el PP de Barcelona había contratado a Método 3 para investigar al entonces jefe de la policía local de Barcelona, Xavier Vilaró.


      


      


      
Disturbios en Barcelona, Plaza de España


      


      Madrugada del 30 de junio de 2008


      


      La investigación de Vilaró la filtró nuestro cliente en 2008 y nos vimos envueltos en la polémica sin quererlo. El 14 de julio de ese año El País señaló que «Alberto Fernández Díaz admitió a este diario que su grupo municipal encargó la investigación a la agencia de detectives Método 3 ante la opacidad de la información del gobierno municipal, que ocultó durante cinco días la herida de Vilaró y su ingreso en un hospital».


      —Queremos que el ayuntamiento aporte más información —dijo Fernández.


      Dos publicaciones, El Mundo y Vilaweb, difundieron parte del informe de nuestra agencia. Se llamó mediáticamente «caso Vilaró», pero no lo contrató el Partido Popular de Cataluña.


      El jefe de la Guardia Urbana, Xavier Vilaró, acusó a los mossos d’esquadra diciendo que había sido herido en una violenta concentración ciudadana en la plaza de Espanya por la consecución de la Eurocopa. El Ayuntamiento de Barcelona aseguró, tras ocultar cinco días que Vilaró estaba ingresado, que había sido alcanzado por una bala de goma de los cuerpos policiales catalanes. Nuestra información demostraba que existía un parte médico de la mutua después del ingreso de Vilaró la madrugada del lunes 30 de junio tras la celebración de la Eurocopa. En dicho informe, fechado dos días después del ingreso, se hacía constar que «sufrió heridas en un incidente de orden público por golpeo de objeto volador ocurrido sobre las 24.00 horas del domingo en que se celebrara la Eurocopa». En el parte también se especificaba que Vilaró tenía heridas en la zona abdominal y en la espalda —lo que no hizo público, ya que se había informado que recibió un impacto en el abdomen que le obligó a que le extirparan el bazo—. El informe señalaba que los testigos de los hechos eran mandos y agentes de la Guardia Urbana.


      Uno de los aspectos que se focalizaba en nuestro informe era la hora en el que el incidente se produjo, sobre las 24.00, cuando sin embargo Vilaró había ingresado en el Hospital del Mar pasadas las 8.00 horas de la mañana, hecho que también se había ocultado. Tiempo después supe que nadie localizó a las fuentes de información que yo tuve, pero personal del Ayuntamiento de Barcelona fue objeto de presión política para saber si ellos lo habían sido. Además, el ayuntamiento cerró filas en torno a Vilaró. «Confirmo y ratifico que fue una pelota de goma lo que causó las heridas», afirmó la concejal de Seguridad, Assumpta Escarp, quien anunció que el Consistorio, por una parte, y Vilaró, por otra, se querellarían contra los medios de comunicación que habían afirmado que Vilaró mintió. El impacto de la bola se produjo entre «el tercio inferior del húmero y la zona costal abdominal», según el parte médico que citó Joan Albert Dalmau, gerente de Seguridad Pública del Consistorio.


      Finalmente, el 5 de junio de 2009, la jueza de Instrucción número 28 archivaba la querella de Vilaró contra la policía autonómica porque «no existen fundamentos» para creer que el incidente ocurrió. Este se querelló también contra los medios de comunicación pero, finalmente, retiró la querella tras la intermediación de los partidos políticos.


      


      


      
Amenazas terroristas


      


      Ofrenda al monumento de Rafael Casanovas


      Barcelona, 11 de septiembre de 2007


      


      Esa no fue la única investigación que nos vinculó al hermano del ministro del Interior, pero sí la única a la que me referiré dado que algunas nunca se han hecho públicas por parte de mi cliente.


      En el año 2007 identificamos al autor de varias amenazas de muerte a miembros del PP cuando estos fueron abucheados e insultados en la Diada. Durante la ofrenda al monumento a Rafael Casanova, un energúmeno gritó un «Gora ETA» y continuó con otros insultos como «hijos de puta», tras lo que llegó a dirigir el dedo índice de su mano derecha al cuello en un claro gesto de agresión. Eran unas amenazas directas contra el dirigente popular.


      Los mossos d’esquadra no investigaron la autoría de la denuncia de Alberto Fernández Díaz y, desde Método 3, descubrimos que se trataba de Marc Palacios i Manuel, un vecino de la barcelonesa localidad de Montmeló y dirigente de Esquerra Republicana de Catalunya. Palacios se presentó en aquellas elecciones municipales por Montmeló en la candidatura de ERC encabezada por Xavier Castells i Boliart, posterior concejal de dicha población.


      Las cámaras de televisión recogieron el momento en el que este joven gritó diversas consignas al llegar la comitiva a su altura, pese a tener un agente de los mossos d’esquadra a su espalda. Marc Palacios repitió el gesto de un lado a otro del cuello dos, tres y hasta cuatro veces, acompañado de las palabras «muertos, todos muertos, todos muertos» y, tras ello, un nuevo «hijos de puta, cabrones». Este radical fue posteriormente condenado.


      A Alberto Fernández lo amenazaron de muerte con gritos como «Alberto, mira debajo de tu coche», «Gora ETA» y «Todos muertos». Sin embargo, la policía autonómica ni tan siquiera tomó declaración a quien los vociferaba y tuvo que ser el dirigente popular quien nos contratara para emprender acciones legales. Según explicó más tarde el propio Fernández Díaz, el juicio ni tan siquiera se celebró ya que Marc Palacios «admitió los hechos, pidió disculpas y aceptó una multa».


      Por aquel caso declaré en la Audiencia Nacional, que valoró la prueba y confirmó tanto la validez de la misma como la autoría de Palacios, aunque consideró que dichas amenazas no constituían «apología del terrorismo» y remitió el caso al juzgado de instrucción número 17 de la Ciudad Condal. Fernández Díaz, tras la condena, estaba exultante ya que «los radicales saben que no hay impunidad, que sus amenazas no le salen gratis». Asimismo, el dirigente popular «lamentó que si personalmente no hubiese denunciado los hechos, estos actos hubiesen resultado impunes, por lo que pide más actuaciones a la Generalitat y a los mossos para defender la condena de radicales frente a las instituciones».


      Por este caso, el portavoz adjunto del grupo parlamentario de Esquerra Republicana de Cataluña, Oriol Amorós, dijo que «los que quieren saber cosas de Método 3 que le pregunten al PP, que no monten comisioncillas para distraer la atención y crear cortinas de humo». Y, acto seguido, remachó que «la señora Camacho, esa que primero se lía con Método 3 y después se hace la víctima, que no nos interesan sus conversaciones con un jarrón de flores, que ya investigan instancias judiciales y que ha trascendido que encargó su entorno, sino el espionaje al pueblo de Cataluña que presuntamente habría sido sufragado con fondos públicos».


      


      


      
Guerra de dosieres entre partidos políticos


      


      La guerra de espionaje entre partidos no era nueva, siempre se ha producido. En multitud de ocasiones se ha escrito que Alfonso Guerra siempre dominó el arte de los dosieres y el PSOE de Felipe González, con Narcís Serra a la cabeza, también realizó informes, incluso usando fondos reservados y espías de Interior.


      El caso más paradigmático fue el conocido como «Informe Crillón», que contrataron a la agencia americana Kroll desde el PSOE, a través de Luis Roldán, para investigar a Mario Conde. Tampoco Luis del Olmo y Baltasar Garzón se han salvado del espionaje político. En 1995 se nos implicó, y hasta hoy nunca hemos dicho nada, en la investigación del caso Ibercorp. Ese mismo año, también, se nos vinculó al caso Juan Guerra, sobre el que nunca nos hemos manifestado.


      El 18 de noviembre de 1995 escuché ruidos en mi despacho. Un «ejército» entraba a primera hora de la mañana en nuestras antiguas oficinas de la calle Rosellón de Barcelona. A la cabeza de la comitiva, Antonio Giménez Raso, quien años más tarde trabajaría para Método 3.


      Los teléfonos de la agencia no dejaban de sonar. Carlos Rubio, primo del exjefe superior de policía, dirigía desde la Jefatura Provincial de la Via Laietana de Barcelona a sus «agentes allí destacados». A nosotros nos prohibieron toda comunicación con el exterior.


      —¿Dónde están las grabaciones?, ¿dónde están las grabaciones? —gritaban los policías mientras un fotógrafo de El Periódico, al que el policía Rubio había llamado para filtrar la noticia, esperaba pacientemente para hacernos una foto.


      El Periódico, en plenas elecciones catalanas, abría el diario con el siguiente titular: «Cae una red de escuchas ilegales. Redada contra el espionaje en Barcelona». El diario narraba, con el fiel estilo de la escuela periodística de los noventa, que «en una espectacular redada, la policía detuvo a siete personas bajo la acusación de intervenir teléfonos ilegalmente y elaborar dosieres sobre importantes políticos y empresarios». El artículo destilaba una mano política y señalaba que para Método 3 trabajaba el exagente del CESID Joaquín Turrado, que no ha sido inculpado. La operación policial se produjo justo cinco años después de la desarticulación de la red de escuchas que sí trabajó en La Vanguardia y cuyos miembros iban a ser juzgados diez días después. Sin embargo, el mensaje que se quería enviar, tras nuestra detención por parte del inefable Carlos Rubio, se indicaba en el siguiente párrafo del artículo de Jordi Corachán, redactor de El Periódico, que ahora dirigía la revista Grama: «La policía atribuye al grupo de María Fernández, Marita, el 90 por ciento de los pinchazos telefónicos detectados en Barcelona en los últimos años y algunos de los descubiertos en otros puntos de España. Entre estos últimos, se encontraría el realizado en Sevilla a Juan Guerra, hermano del exvicepresidente del Gobierno. Los investigadores vinculan a la red con las intervenciones ilegales a dirigentes políticos y miembros de la judicatura».


      Si se observa el párrafo del único periódico que tuvo la exclusiva, las acusaciones eran las mismas que, ahora, reproducen el mismo diario y otros. Tras dieciocho años sin leer ese artículo, lo releí con una sonrisa de indignación porque por aquel entonces Método 3 era una pequeña empresa que nunca había trabajado para partidos políticos, aunque el escrito de prensa señalase que «entre sus clientes figuran conocidos empresarios y algún partido político».


      Con posterioridad, como ahora, se han realizado perfiles sobre mí; entonces se realizaron sobre mi madre, indicando que «María Fernández Lado, Marita, nacida hace cuarenta y seis años en Galicia, es la supuesta cerebro de la red de escuchas desarticulada ayer en Barcelona». El periódico catalán cerraba la crónica con lo que entonces ocupó la prensa durante dos días y que, en la actualidad, han convertido en la mayor acusación contra Método 3: «Políticos, fiscales y periodistas, en el punto de mira».


      Al margen de las escuchas telefónicas detectadas en La Vanguardia y de las que en su día se realizaron a Josep Maria Cullell, exconseller de Obras Públicas de la Generalitat, cuyos autores fueron identificados, existían en Cataluña otros casos que se vinculaban a supuestos pinchazos telefónicos, en la época.


      En noviembre de 1991, una empresa contratada por la dirección del PP catalán descubrió que el teléfono de Aleix Vidal Quadras había sido manipulado. Se halló una línea paralela que partía de la centralita hasta el patio de luces y el sótano del edificio en que se encuentra la sede de los conservadores, al final de la cual pudo haberse conectado una grabadora. En febrero de 1993, las continuas denuncias de escuchas ilegales pusieron sobre aviso a la policía, que inició las pesquisas para descubrir una red de espionaje privada que habría pinchado los teléfonos de políticos, fiscales y periodistas en Barcelona, comprobándose incluso que el teléfono particular del fiscal jefe del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, Carlos Jiménez Villarejo, había sido intervenido ilegalmente. El pinchazo coincidió con la instrucción del fraude de los pagarés falsos, en el que estaba implicado el entonces presidente del Institut Català de Finances, Jordi Planasdemunt.


      Se intentaba, como en la actualidad, «forzar» la situación para poner «en contra» a la Fiscalía y a los partidos políticos.


      —La Fiscalía de Cataluña te tenía ganas desde una investigación que realizaron sobre el asunto Intervida —me dijo un periodista parafraseando a Sebastián de Juan, abogado de Victoria Álvarez.


      —No te lo creas. Yo hace años, cuando este hizo correr el rumor, me entrevisté con un dirigente de la Fiscalía y aclaramos todo.


      —Pues él mantiene que tu detención ha sido posible gracias a la Fiscalía.


      —Mira, si la Fiscalía hubiese querido, mi situación procesal sería mucho peor. Han actuado profesionalmente y no me creo nada de lo que dice Sebastián de Juan.


      Ya en 1995 se intentó lo mismo y, por boca del entonces inspector jefe Carlos Rubio, se decía que también se denunciaron escuchas ilegales en los despachos del presidente de Iniciativa per Catalunya, Rafael Ribó, y del presidente del Comité de Gobierno de Unió Democràtica de Catalunya, Josep Antoni Duran i Lleida. Otro de los afectados fue el director de TVE en Cataluña, Enric Sopena. A finales de mayo, los mossos d’ esquadra descubrieron que los teléfonos del financiero Carles Vilarrubí, hasta mediados de 1992 consejero delegado de la sociedad Gran Península, promotora del parque de atracciones Port Aventura, también habían sido intervenidos ilegalmente.


      En el año 1995, con veintitrés años, acabé detenido junto a mis padres acusado de un delito de escuchas ilegales. También me tuvieron retenido setenta y dos horas y el juez de guardia nos puso en libertad con una frase que a mi madre siempre la ha perseguido: «Señora, usted no ha hecho nada». «Lo siento, la policía me ha engañado», dijo el juez instructor. Pocos meses más tarde, el juzgado que había dirigido nuestra detención sobreseyó la causa y nos querellamos contra el policía Carlos Rubio y El Periódico. La querella contra el policía no prosperó, pero la vida me permitió escuchar, años más tarde, a Antonio Giménez, el policía que entró en mi despacho a la cabeza de la comitiva policial, decirme que «Rubio actuó por motivaciones políticas».


      Hace pocas semanas, otro de los policías que actuó a las órdenes de Rubio se reunió conmigo en Barcelona:


      —Siento lo que te está pasando, Paco.


      —Pero si es lo mismo que me hicisteis en el 95 —le contesté.


      —Lo sé.


      —Rubio inventó toda la operación contra mí.


      —¿Me lo dices o me lo cuentas? —me preguntó reafirmando lo que sabía todo el mundo vinculado al entonces inspector jefe Carlos Rubio.


      


      


      
Fontaneros hasta en la Policía Local


      


      La historia era sencilla. Telefónica sospechaba que uno de sus empleados vendía datos sobre titulares de teléfonos a agencias de detectives. El entonces delegado para Cataluña de la empresa de comunicación confió sus investigaciones a un expolicía local de Barcelona, Antonio Hernández Gracia, que les convenció que su empleado no solo vendía datos sino que pinchaba teléfonos para detectives privados, y que él sabía que lo hacía principalmente para Método 3. Se olvidó decirles que Hernández había sido socio de nuestra agencia y mi madre lo echó por «vago y pernicioso».


      Era verdad. Antonio Hernández, aun trabajando para la Guardia Urbana de Barcelona, pagaba parte de su sueldo a su jefe para poder compaginar su trabajo como funcionario con el de Método 3. Lo que no sabíamos era que estaba implicado con el Grupo de Información de la Guardia Urbana. Con posterioridad, supimos que Hernández apareció junto a Fulgencio Ros, por entonces jefe del Servicio de Información de la Guardia Urbana de Barcelona, y del que dependía jerárquicamente, en un bar de la Plaza Real de Barcelona en julio de 1985. Se les acercó Nour Abdelouahed, un marroquí de cincuenta y tres años, a pedirles unas almendras y el jefe policial se levantó y sacó su Beretta 84 disparando contra el indigente. Efectuó dos disparos. La víctima recibió uno de los dos impactos en la cabeza y, a consecuencia de ello, sufrió hemiplejía. Abdelouahed permaneció ingresado durante más de año y medio. Las versiones ofrecidas por Francisco Flores García y Antonio Hernández Gracia, los dos agentes que acompañaban a Ros, y las de otros testigos presenciales eran opuestas. Mientras los primeros sostenían que el marroquí portaba una pistola de fogueo, otros lo negaban y subrayaban que Fulgencio Ros había disparado a corta distancia.


      El exjefe de la desaparecida Unidad de Información y Seguridad de la Guardia Urbana de Barcelona fue condenado, años después, a ocho años de prisión por un delito de homicidio en grado de frustración. Ros negó en el juicio que hubiera disparado contra el marroquí: «Solo le golpeé en la cabeza con la parte inferior del cañón de mi pistola. Entonces —añadió—, escuché el tiro». La procedencia de la bala no pudo determinarse porque el proyectil no fue hallado. Ros explicó que golpeó al mendigo «después de ver cómo se llevaba la mano a una pistola». Francisco Flores y Antonio Hernández se contradijeron durante la vista. Hernández negó su versión inicial; mientras que Flores dijo haber visto «algo parecido a una pistola», el otro agente declaró: «No sé si llevaba algo en la cintura».


      En 1995, Hernández Gracia se vengaba de Método 3 porque Marita lo había echado por su falta de eficiencia y culminó su venganza vinculándonos en un informe que entregó a Telefónica que nos denunció en la policía. Blanca Cia, del diario El País, publicó que «la policía ideó, primero, y un juez de Barcelona autorizó, después, la puesta en marcha de un plan para obtener pruebas y desarticular una supuesta red de escuchas ilegales» que, de acuerdo con las sospechas policiales podía operar desde nuestra agencia.


      En el propio informe policial, que asumieron los policías con Carlos Rubio a la cabeza, se indica que la compañía denunció las sospechas a la policía y Cross-Word, la agencia de detectives de Antonio Hernández, aportó la información obtenida. Con ese material, el Juzgado de Instrucción número 15 de Barcelona autorizó la intervención telefónica del número de teléfono de un empleado de Telefónica. La policía de la Brigada de Delincuencia Organizada diseñó entonces, según indica el informe policial, un plan que fue aprobado por el juez. Primero, «se alquiló un local en la calle de Balmes, 89-91», en cuya gestión intervino —y pagó— Cross-Word, que prestó la identidad de una persona para contratar un número de teléfono «que serviría de cebo».


      El informe policial continuaba señalando que «el gerente de la empresa Cross-Word cuenta con la colaboración necesaria de un empresario, Joan Masramon Caritg, administrador de la empresa Exportextil Countertrade». Por indicación de la policía, el empresario, que servía de cebo, encargó a Método 3 el seguimiento de un exsocio. Marita se entrevistó con él y «a partir de ahí, se montó un dispositivo de vigilancia» hasta que fue detenida.


      Al estallar el caso, nuestra defensa requirió la declaración del empresario, quien afirmó: «Me he limitado a colaborar por relaciones de amistad con el detective Antonio Hernández Gracia», y en todo momento «seguí el plan establecido previamente por la policía para desenmascarar a Método 3».


      Sin embargo, escribía El País: «En los registros policiales no se obtuvo ninguna otra grabación de escuchas ilegales que la provocada por el propio plan, según fuentes judiciales», lo que conllevó el sobreseimiento del caso y nuestras querellas contra la policía.


      Pero en 1995, a diferencia del 2013, la policía se plegó a los intereses de una empresa como Telefónica y de un detective que había trabajado en Método 3 usando a un empresario amigo del detective. Meses más tarde, La Vanguardia destacaba que Masramón declaró ante el juez que «dos inspectores de policía, uno de ellos jefe del grupo de delincuencia organizada de Barcelona, montaron una trampa para acusar de escuchas ilegales» a Método 3. Masramón explicó al juez que Antonio Hernández fue el que le presentó a los inspectores de policía. También actuamos contra el empresario e hicimos un informe con todo lo que realmente nos había solicitado, y un juzgado civil le obligó a pagarnos la minuta de todo lo realizado «porque nuestra actividad fue legal» mientras el juzgado de instrucción sobreseía la causa policial contra nosotros.


      Lo que durante nuestra detención pasó desapercibido fue que mientras la prensa catalana ponía en duda la operación contra Método 3 «porque enseguida vimos que era una venganza contra vosotros», El Periódico continuaba empecinado con su denuncia de espionaje, mientras el mismo día en Madrid el exdirector del CESID, Emilio Alonso Manglano, y el exjefe de la Agrupación Operativa, Juan Alberto Perote, estaban citados para declarar ante el juez Eduardo Móner, que instruía el caso GAL en el Tribunal Supremo. El instructor madrileño pretendía indagar en la relación entre el servicio secreto y la guerra sucia contra ETA y el diario catalán explicaba que la policía se había incautado en nuestra sede «de un informe sobre el exgobernador del Banco de España, Mariano Rubio, y su esposa, Carmen Posadas» mientras reconocía que «la operación ha abierto una polémica jurídica por la autorización que concedió un juez a los inspectores del caso para que pudieran tender una trampa a fin de obtener pruebas acusatorias».


      La «espectacular redada» tenía como objetivo encontrar pruebas sobre pinchazos efectuados a personalidades en los últimos años pero, como reconoció a la prensa el jefe policial del grupo, «la operación no dio los frutos apetecidos». Se filtró, además, que entre el material «que estaba siendo examinado apareció un exhaustivo informe sobre las empresas vinculadas a Mariano Rubio en la etapa en que fue gobernador del Banco de España» y se encargaron de filtrar que «Método 3 elaboró este dosier al estallar, en febrero de 1992, el escándalo Ibercorp, que le costó el cargo a Rubio. El informe contiene datos sobre las propiedades y negocios del exgobernador del Banco de España y de su esposa, muchas de ellas obtenidas en registros públicos».


      Un redactor de un diario catalán me dijo el 9 de abril de 2013 que la policía les filtraba noticias que, incluso, podían no estar en un sumario pero que luego podían hacer un informe ad hoc para que los mismos fuesen legales:


      —A ver, Paco, esto viene de la poli —me comentó el redactor.


      —Sí, eso lo sé —le contesté.


      —Pues entonces… ¿tú crees que la policía lo aportará al sumario?… Porque yo no sé si esto está en el juzgado —me informó el periodista y añadió—: Lo que pasa, Paco, es que tampoco nos vamos a autodefender, que no es ese el plan, pero si la policía me hace un informe y me recoge esos correos y yo reproduzco esos correos según el informe de la policía….


      Se veía claramente que lo ocurrido en 1995 era idéntico a lo de ahora, con la única diferencia de que, por entonces, solo un medio de comunicación «se creyó a la policía» y en 2013 la noticia «abría los telediarios quemando las redes sociales».


      Demandamos a El Periódico y el Tribunal Supremo, en sentencia del 20 de julio de 2005, señaló que «cualquier ciudadano medio es consciente de que la detención policial no implica la automática afirmación de que los detenidos hayan cometido un delito, sino que solo implica un primer paso en su averiguación» y que El Periódico, más tarde, dio cuenta del asunto públicamente al publicar que existía «un posible montaje policial» en contra de Método 3 y de la polémica «por la autorización que concedió un juez a los inspectores del caso para que pudieran tender una trampa a fin de obtener pruebas acusatorias, de suerte que, contra el carácter de abundancia o insistencia en la ofensa que el recurso atribuye a esta última información, subrayando que se publicara un día después de la noticia de la libertad de los detenidos, su tono general o contexto era más bien favorable a la posición de estos, cuya versión, además, de que “todo es un montaje policial” cerraba, así entrecomillada y en negra, la información que el recurso considera más especialmente ofensiva».


      


      


      
Ibercorp


      


      Pero entonces, como ahora, intentaron crear un halo de culpabilidad vinculándonos a investigaciones (la prensa lo llamó «espionaje») políticas, como el caso Ibercorp. El 12 de febrero de 1992, El Mundo acusaba en portada al gobernador del Banco de España de ser, junto a Miguel Boyer, socios de la empresa Ibercorp. «Anda, pruébalo. Está exquisito. Es una delicia». «Que no, gracias, Manolo. No insistas. No quiero bacalao. Que para bacalao y del bueno el que habéis montado vosotros», respondió Jesús Cacho, con una misteriosa sonrisa a Manuel de la Concha, ante las miradas atónitas e incrédulas de Pedro J. Ramírez y Casimiro García-Abadillo. Así se recuerda en los archivos del diario madrileño una de las historias que cambiaron el mapa económico y político de la España del siglo XX.


      Solo unos días antes, Pedro J. había dado luz verde a un titular en portada: «De la Concha engañó a la Comisión de Valores para encubrir a Rubio y Boyer». A Mariano Rubio y el exministro de Hacienda, Miguel Boyer, se les acusaba de hacer chanchullos accionariales con Manuel de la Concha, gestor del dinero de la sociedad madrileña, ese grupo de la élite empresarial y social que se dio a conocer como la beautiful people. Había empezado el caso Ibercop, que despertó la atención de la sociedad financiera de nuestro país desde 1992 hasta que, en 1995, se nos detuvo.


      La investigación de Cacho y García-Abadillo aclaraba cómo se «ordenó falsificar una lista de vendedores en la que figuraban él [Mariano Rubio] y sus amigos. Sistemas Financieros recompró sus acciones a buen precio al “grupo de confianza” en el que figuraban el gobernador del Banco de España y el exministro de Hacienda. Poco después, los títulos se hundieron y el resto de accionistas sufrió un gran quebranto». Un quebranto que, con el paso del tiempo, el juzgado calculó en unos 7.100 millones de pesetas.


      Sistemas Financieros era una sociedad controlada por el Grupo Financiero Ibercorp, cuyos propietarios principales eran el propio De la Concha, Jaime Soto y, en menor medida, Benito Tamayo. De la Concha y Soto manejaban desde hacía años los ahorros de Mariano Rubio, Miguel Boyer, Isabel Preysler, Juan Antonio García Díez y un amplio grupo de esa beautiful people antes mencionada. «Aprovechando información confidencial —informaba el diario El Mundo—, el conocimiento exacto del valor de la sociedad y de su posible evolución en bolsa, Sistemas Financieros había recomprando en junio de 1990, para su autocartera, los títulos a ese grupo de confianza». Todas las operaciones se hicieron a través de Ibercorp Bolsa.


      Las acciones bajaron estrepitosamente, salvo para los amigos de la élite. La prensa se hizo eco de un ataque de violencia de José Antonio Torrontegui, marido de Cuqui Fierro, que tuvo que recuperar su dinero. A la familia Torrontegui y a Cuqui Fierro los conocí años más tarde, pero ellos no tuvieron nada que ver en la investigación de Ibercorp.


      Cuando la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) se dio cuenta de que las pérdidas se habían ocultado en las empresas pantallas, se solicitó una relación de los ordenantes finales de las transacciones realizadas con acciones de Sistemas Financieros para su autocartera. Casimiro García Abadillo descubrió que «De la Concha confeccionó una lista en la que Mariano Rubio y Miguel Boyer eran, respectivamente «M. Jiménez» y «Miguel Salvador»». Y, a pesar de la denuncia periodística, Rubio se mantuvo al frente del Banco de España hasta que expiró su mandato.


      El 5 de abril de 1994 se reveló la existencia de una cuenta secreta del gobernador en Ibercorp que, aparentemente, tenía dinero negro, y el entonces fiscal jefe del Tribunal Superior de Justicia de Madrid y posterior ministro de Justicia, Mariano Fernández Bermejo, ordenó el ingreso en Carbanchel de Rubio y De la Concha. En octubre de 1994, una comisión parlamentaria de investigación consideró probado que Rubio había «hecho uso de su cargo en beneficio propio» y el 25 de febrero de 1999 condenaron a De la Concha, Soto y Tamayo a un año de cárcel.


      Era, precisamente, en esa cuenta secreta en lo único que tuvimos que ver. Se destapó que Rubio había ocultado durante dos años la cuenta secreta 4310 7MM en Ibercorp por valor de 130 millones de pesetas de la época. El entonces fiscal jefe de Madrid abrió una investigación y, un mes después, Rubio ingresaba en la prisión de Alcalá-Meco junto a Manuel de la Concha por presuntos delitos contra la Hacienda Pública y falsedad. Salió doce días después en libertad condicional.


      Según los medios de comunicación, «Manuel de la Concha, presidente de Ibercorp, sospechó siempre que el expolicía Antonio González Pacheco —Billy el Niño— y Javier de la Rosa habían filtrado la información, pero nunca pudo probarlo». González Pacheco era el jefe de seguridad de Renault España y tenía vínculos indirectos con Javier de la Rosa. A ambos se les relacionó con el robo, en agosto de 1991, de un ordenador cuya información acabó en las manos de un periódico. Pero no fueron ellos. El ordenador había sido robado por los servicios de inteligencia del Ministerio del Interior, que hizo llegar su contenido al diario que lo publicó. Nuestro trabajo fue, únicamente, comprobar para el entorno de un importante abogado catalán, al que De la Concha había hecho perder mucho dinero, si la cuenta 4310 7MM era la de Mariano Rubio.


      En Chicoa, un restaurante clásico de la Ciudad Condal, un abogado ya retirado citó a un exempleado de Método 3 que había formado parte de las estructuras de interior y de la inteligencia del Estado. El 4 de abril de 1994 nos encargó confirmar si la cuenta de Ibercorp era la de Mariano Rubio. Simplemente hicimos una llamada.


      —¿Qué hay, amigo? —preguntó nuestro empleado.


      —¡Hombre! ¿Cómo estás? —contestó su interlocutor.


      —Bien, gracias. Y a ti, ¿cómo te va todo?


      —¿Qué necesitas? Tú solo llamas cuando necesitas algo.


      —Necesito que me confirmes el titular de la cuenta 4310 7MM de Ibercorp.


      Nuestra fuente nos confirmó la cuenta, pero en Ibercorp saltaron todas las alarmas y este nunca se lo perdonó a nuestro empleado. El libro Los servicios secretos de España vincula a Billy el Niño a la agencia de detectives Checking del excomisario de Bilbao Francisco Álvarez, procesado por los crímenes de los GAL. El 27 de junio de 1995, Ernesto Ekaizer publicó en El País un artículo clarificador titulado «El mercado negro de informaciones», en el que se señala que «Conde y otros empresarios, en menor escala o de forma puntual, utilizaron gente procedente de la policía, especialmente de la Brigada de Interior, o compraron información a empresas especializadas. En el caso de Checking, compañía formada por Francisco Alvarez o Paco Gálvarez, como se le llamaba en 1988, en Bilbao, implicado en los GAL. Otros agentes trabajaron por su propia cuenta. Es el caso de José Villarejo, que fue contratado en el asunto Ibercorp, cuando sus propietarios intentaron defenderse, en 1992, de lo que calificaron como un «ataque desestabilizador». Pinchazos telefónicos a periodistas, asaltos a oficinas con robo de ordenadores, seguimientos, trasvase de la información obtenida al CESID. Todo esto ocurrió durante aquellos días, en lo que fue uno de los primeros escándalos financieros con intervención de agentes, informes y servicios de seguridad privados».


      Tras nuestra detención en 1995, pocos meses más tarde de ese artículo, Ekaizer dijo en la radio: «Y ahora dirán que todo lo que pase en el país es culpa de los detenidos en Barcelona». Nuevamente el policía Villarejo estaba detrás de la defensa de los de Ibercorp y, por eso, la policía, tal y como denunciamos en una querella, nos «plantó el informe Ibercorp» que nosotros nunca hicimos y los fontaneros Carlos Rubio y José Villarejo «intentaron hacer pasar como nuestro» para apartase ellos del foco judicial.


      Lo que la policía no dijo fue que «nos colocaron el informe de Ibercorp» porque en el acta de entrada y registro de la agencia no estaba. Rubio sabía que habíamos hecho esa llamada a nuestro interlocutor y «puso una copia del informe de Ibercorp» que habían hecho otros entre el material incautado en nuestra agencia. Y, por eso, nos querellamos contra Carlos Rubio que, posteriormente, fue el jefe superior de policía de Barcelona.


      —Sabíamos que no habíais hecho lo de Ibercorp —nos dijo un policía—. Pero sí investigasteis a Juan Guerra y eso no sentó bien al PSOE.


      


      


      
Juan Guerra


      


      La mayor profusión de titulares en 1995 se centró en Método 3 y la investigación a Juan Guerra. Un conflicto orquestado por un exsocio y una trampa policial que utilizó el Gobierno del PSOE para indicar que nosotros habíamos «destapado» el «caso Juan Guerra», cosa totalmente absurda, como el tiempo ha demostrado.


      Corrían los años noventa y el mundo del juego legal estaba en pleno apogeo y evolución. Las licencias eran muy cotizadas y uno de nuestros clientes veía cómo un desconocido del sector obtenía las de máquinas tragaperras en contra de sus intereses.


      —Necesito saber por qué no nos otorgan licencias en Andalucía —nos pidió.


      —Lo sabrás —contestó mi madre, sabiendo de las dificultades de la investigación.


      —Confío en vosotros —sentenció el cliente, que siguió siéndolo muchos años.


      Desplazamos a tres personas a Andalucía, que entraron en contacto con el entorno de esos empresarios. Nos hicimos amigos suyos en poco tiempo y, aprovechando el carácter andaluz, «organizamos una cena de hermandad». Los viajes entre Barcelona y Sevilla se sucedían y, en ocasiones, para «simplemente tomar un café». Pero tras dos meses «trabando amistad», organizamos una cena. Allí, por casualidad, escuchamos a uno de los empresarios decirle al otro:


      —¿Mañana se firman las licencias? —preguntó casi en un susurro uno al otro tras regar la cena con vino en la larga sobremesa de alcohol.


      —Mañana nos vemos con Guerra en la Delegación de Gobierno —contestó.


      Nuestros detectives informaron a mi madre, que se extrañó al saber por la prensa que Alfonso Guerra, el vicepresidente del Gobierno Español, estaba en un viaje oficial y, por tanto, era difícil que «firmase ningún papel». A la mañana siguiente salimos de dudas.


      Juan Guerra, que desde finales de 1989 ocupaba un despacho oficial en la Delegación de Gobierno de Andalucía como asistente de su hermano, fue el encargado de recibir a los empresarios del juego. Otros dos detectives habían conducido toda la noche y desde primera hora de la mañana permanecían apostados frente a la vivienda de uno de estos empresarios investigados. A las diez de la mañana salió de su casa, sin afeitar y con «una resaca de mil demonios» y se dirigió automáticamente a la Delegación de Gobierno. Tras dos horas en la sede oficial, nuestro investigado salió a «tomar un cafelito» con Juan Guerra.


      Guerra, acusado de cohecho, tráfico de influencias, fraude fiscal, prevaricación y malversación de fondos públicos, fue condenado, finalmente, por fraude fiscal. Implicado en múltiples causas, fue absuelto en la mayoría de ellas.


      Meses más tarde de nuestra investigación se informaba de una instrucción judicial en la concesión fraudulenta de 367 licencias de máquinas tragaperras que llevó al Supremo a condenar a algunos cargos de la Junta y a empresarios en lo que se denominó el «caso Tragaperras». Lo único cierto era que a los empresarios del juego les perdió su ego meses antes, cuando «fardaron» frente a nuestros detectives de sus éxitos como conseguidores de favores de Guerra.


      


      


      
El uso del lenguaje para criminalizar a Método 3


      


      En 1995, como en la actualidad, se usó el lenguaje para criminalizar, con el verbo «espiar», el trabajo de nuestra agencia. Aunque el asunto del espionaje estaba siendo investigado por la Policía Nacional, los mossos «interferían» para poder controlar la información de Método 3. Fuentes cercanas al Govern me dijeron que el Gobierno catalán estaba muy nervioso porque creía que había informes comprometedores sobre «personajes políticos catalanes». De ahí que necesitaran, por todos los medios, «controlar el proceso de investigación policial».


      La necesidad de controlar la información de Método 3 fue tan acuciante durante los últimos diez años que, según algún medio digital, «los mossos d’esquadra habían infiltrado a una agente de la policía autonómica en nuestro entorno». En este sentido, se informaba que uno de nuestros empleados mantenía una relación con una agente de la policía autonómica por lo que «los mossos conocían actividades que desarrollaba Método 3 merced a esa relación y a las confidencias que el detective le hacía a su pareja». Nunca he podido confirmar este aspecto y sigo creyendo que se trata de una más de las leyendas urbanas que circulan sobre Método 3.


      Por eso la información de nuestra empresa estaba compartimentada y únicamente yo podía acceder al «informe en su conjunto». Obviamente, durante una investigación al menos diez manos tienean acceso a parte del proceso, pero sabía que lo que la policía me atribuía como informes eran meros resúmenes de partes internos incompletos que Tamarit y Peribáñez habían «falseado y modificado» a su antojo y al de Javier Tallada, tal y como denunciamos en una querella criminal contra estos personajes. Cuando la policía entró en nuestra sede no encontró ni mi ordenador fijo; en su día declaré. En cuanto hubo rumores de filtraciones, meses antes de la apertura de las diligencias previas judiciales, destruimos todo para proteger a nuestros clientes.


      El propio portavoz del Gobierno catalán y consejero de la Presidencia, Francesc Homs, criticó tras una reunión del Ejecutivo de Artur Mas que el Ministerio del Interior hubiese monopolizado las pesquisas. «Se podía haber actuado de manera diferente», subrayó. Otros medios, como El Confidencial Digital, señalaron que, según fuentes de Interior, el Gobierno catalán nos encargó «diversos trabajos»; uno de ellos, añadía el medio, «fue una investigación, llevada a cabo en 2009, para descubrir a una testigo por falso testimonio». Las mismas fuentes concluían «que la Generalitat ha hecho uso de la agencia Método 3 para operaciones de parainteligencia».


      El Confidencial erraba porque nunca hemos trabajado institucionalmente para el cuerpo de los mossos d’esquadra. Se refería al llamado «caso Lucian» por el que cinco mossos habían sido condenados a penas de prisión por maltrato y tortura de un detenido rumano. No fue la Generalitat «la que encargó a Método 3 que desenmascarase a esta mujer», sino que fueron los cinco agentes y sus abogados los que lo hicieron.


      No se puede ser David y luchar contra Goliat en el siglo XXI. Solo el cuarto poder de Occidente tiene la capacidad de desvelar las tropelías de los políticos sin sufrir ataques intestinos de aquellos que veían peligrar sus intereses más espurios. Muchos han sido los periodistas de otras latitudes que han caído rendidos ante las garras de los poderosos, incluso pagando con sus vidas. Y algunos, como Pedro J. Ramírez, han tenido que luchar contra aquellos que lo quisieron matar civilmente por destapar su guerra sucia orquestada con dinero público.


      Ahora se atacaba a una agencia de detectives porque era mucho más fácil que a un medio de comunicación. Un simple verbo convertía un trabajo legal y bien hecho es un terrible acto deleznable. Para Álex Sàlmon, director de El Mundo en Cataluña, desde un punto de vista semiótico Método 3 se identificaba con el verbo «espiar». Y el Ministerio del Interior, sin elaborar un plan preconcebido, consiguió a través de Albert Gimeno, su director de Comunicación, conformar un sentido unívoco al espionagge. Considerar que se trataba de un plan de ruta trazado era atribuir al ministro y sus hombres una inteligencia que no tenían. Se encontraron con una «bomba» creada artificialmente por Alicia Sánchez-Camacho, se asustaron y «filtraron» todo tipo de infundios acusándonos de lo que, realmente, hacían ellos desde «el departamento de Información de la policía».


      Las agencias de detectives investigamos y lo hacemos bajo el amparo de las leyes y los tribunales de justicia. En muchas ocasiones, incluso, colaboramos con los medios de comunicación en ese ejercicio tan democrático del control de los poderes públicos y a eso nos hemos dedicado en los últimos veintiocho años. Pero el morbo de algunos medios y las guerras partidistas de los políticos convirtieron esta profesión en algo, a los ojos de los ciudadanos, ilegal. Y todo apoyado en el uso torticero de un verbo.


      En otras ocasiones, también ayudamos a funcionarios acusados, injustamente o no, de extralimitarse en sus funciones. Estos casos, que siempre habíamos realizado, de forma humanitaria y sin contraprestación económica, nos han traído multitud de problemas.


      


      


      
Trabajando para los mossos d’esquadra


      


      Cuando aquellos cinco mossos vinieron a vernos en octubre del año 2009, nos transmitieron su ansiedad porque iban a «acabar en prisión por culpa de una testigo falsa».


      —Paco, ¿te puedo ir a ver? —me preguntó por telefóno un conocido policía catalán.


      —Sí, claro.


      —Iré con cinco amigos que tienen un problema —me dijo.


      Nos citamos en un bar. José Alberto, el policía que actuaba de intermediario, llegó con el semblante preocupado, acompañado de otros cinco mossos.


      —Dentro de un mes, el 25 de noviembre, el Tribunal Supremo revisará nuestra condena a cuatro años de cárcel.


      —Perdonad, me he perdido —les interrumpí—. ¿A qué caso os referís?


      —Hace unos años detuvimos por error a un ciudadano rumano… —empezó a relatar uno de los ellos.


      Se trataba de un caso de 2006, cuando los agentes detuvieron por error a un ciudadano rumano llamado Lucian Paduraru. Días después, el hombre denunció que «me detuvieron ilegalmente y me torturaron». Así fue como nació el caso Lucian, que llegó a los periódicos con una sentencia condenatoria de la Audiencia de Barcelona que confinaba a los policías a cuatro años y nueve meses de cárcel.


      —¿Había testigos? —pregunté.


      —Los magistrados creyeron al rumano porque una testigo presencial, Ana María, resultó «plenamente verosímil», lo que ayudó a que se pensasen que era verdad el resto de torturas que Lucian dijo que había recibido durante el traslado y en comisaría, ya sin testigos. Y es todo falso —añadió uno de los agentes.


      —¿Y habéis investigado si la testigo y el rumano eran amigos?


      —Sí lo eran, pero creemos que, además, ella cobró por testificar —dijo otro de los mossos.


      —José Alberto nos ha dicho que sois los mejores y por eso estamos aquí —dijo un mosso, poco confiado en que les pudiésemos ayudar.


      —Por favor, dejadme el expediente judicial y ya os llamaré.


      Estudiamos los autos y comprobamos que, únicamente acercándonos e integrándonos en el hábitat de la testigo, podríamos obtener información suficiente para ayudar a aquellos policías. Ana María vivía alquilada en una habitación de una vivienda que arrendaba camas a gente con pocos recursos.


      —¿Qué os parece si alquilamos un catre junto al de ella? —pregunté al resto de mi equipo en una de nuestras reuniones habituales. Tenemos que enviar a un joven con pocos recursos que esté estudiando en Barcelona. ¿Qué os parece?


      Uno de nuestros detectives se fue a vivir allí. Intentábamos llegar a ella para que asumiese a nuestro detective como alguien cercano y en quien confiar. Como los mossos no tenían dinero para pagar nuestros honorarios, establecimos que nuestro detective trabajaría normalmente en la agencia durante el día y por la noche iría a dormir a la habitación para entablar amistad con la testigo. Una vez más buscábamos que fuese el propio investigado el que nos facilitase la información que debíamos probar.


      —Solo ella nos puede decir, con un efecto demoledor en el Tribunal Supremo y en los medios de comunicación, que faltó a la verdad en el caso Lucian —comenté con mis nuevos clientes que, aunque no iban a pagar, merecían ser tratados igual que los ricos empresarios que se dejaban importantes cantidades de dinero en sus investigaciones.


      Tras dos semanas compartiendo charlas, copas y vivencias con Ana María, establecimos un plan de acción.


      —Abra la puerta, por favor —dijo uno de nuestros detectives en la de la casa de la testigo, que estaba sola.


      Ella abrió.


      —¿Vive aquí Ernesto? —le preguntamos por nuestro detective.


      —Sí, pero en estos momentos no está.


      Por la noche, cuando llegó Ernesto, Ana María le explicó que habían venido de la policía —cosa que jamás dijimos pero permitimos que lo pensase— preguntando por él. Ya habíamos echado el anzuelo. Este le explicó que había tenido un problema con unos mossos y que le habían pegado. Ana María recomendó a nuestro detective denunciar a los policías. A los pocos días le preguntó a nuestro detective, al que creía estudiante, por su «problema».


      —Tenía un testigo y ahora dice que tiene miedo y que no se presentará al juicio —le informó nuestro detective siguiendo el guion que habíamos establecido.


      —Yo te hago el favor. A estos cabrones no les tengo miedo. Quédate tranquilo porque yo voy —dijo ella ofreciéndose como testigo falso.


      —Pero tú ya has testificado anteriormente contra los mossos —le comentó.


      —Ni me preocupo. Ahora aprietan un botón, sale mi ficha y me dirán: «¿Usted otra vez contra los mossos?». ¡Y las veces que sean necesarias!


      Ana María quiso conocer entonces la zona del supuesto altercado de nuestro detective. Necesitaba escenificar su próximo falso testimonio. Ella misma nos facilitó su «supuesta versión»:


      —Lo único que vi es uno que estaba tirado en el suelo y ellos que le estaban pegando. Si yo ya sé lo que voy a decir.


      El 6 de noviembre iba a ser la última y decisiva puesta en escena. Nuestro detective la acompañó al despacho de su presunto abogado que, en realidad, era yo. La hicimos entrar, junto a otras personas, en la sala de juntas donde teníamos una cámara camuflada y, durante la charla, aceptó un billete de 500 euros por ir a mentir en el juicio de nuestro detective. «Mil gracias», respondió.


      Al día siguiente fue portada de El Periódico de Cataluña, pero la Fiscalía no quiso aceptar su error al acusar a cinco policías de torturas fundamentada por las declaraciones de una testigo falso y no dio verosimilitud a nuestras pruebas, aduciendo que no se creía que hubiéramos hecho un trabajo gratis.


      Los mossos la denunciaron por falso testimonio y la Fiscalía consideró «cuando menos sorprendente e inusual en este sector profesional conocido por sus altas tarifas» que los detectives renunciaran a sus honorarios por la investigación que le encargaron los agentes. También que en el detalle de gastos del caso aportado no se incluyeran los 500 euros ofrecidos a la testigo cuestionada. «Y eso teniendo en cuenta —argumentaron— que el “detective infiltrado” tuvo que alquilar una habitación entre los días 26 de octubre y 10 de noviembre de 2009 para ganarse la confianza de la testigo, y que se dedicaron más de cuarenta y cinco horas de investigación solo a la grabación, lo que debió de suponer “un importante dispendio a Método 3”».


      —Muchas gracias. Por fin nos hemos podido defender y luchar públicamente para limpiar nuestra imagen —nos dijeron los policías.


      Finalmente el Gobierno, gracias a nuestra investigación, indultó a esos cinco policías injustamente condenados y los compañeros de aquellos mossos d’esquadra olvidaron pronto que algún día les habíamos ayudado. De aquella investigación solo me queda una pequeña placa de agradecimiento de los policías autonómicos. La tenía en un mueble en mi despacho y, cuando los policías nacionales entraron en mi oficina, se daban codazos señalando aquella pequeña metopa. Para ellos estaba claro que «Método 3 tenía relación con la policía autonómica», sin saber que en otra ocasión también les habíamos ayudado a ellos.


      


      


      
Trabajando para la Policía Nacional


      


      Aprovechando las Navidades de 2002, una banda organizada de delincuentes internacionales «colocó» multitud de cheques falsos en concesionarios de vehículos de Barcelona. Finalmente consiguieron llevarse un Mercedes Benz de un concesionario que nos contrató, ante la falta de resultados de las denuncias policiales. Imaginamos —y acertamos— que si habían conseguido un coche intentarían repetir la operación en otros concesionarios, así que contactamos con decenas de vendedores de vehículos de lujo y, finalmente, localizamos uno que estaba preparado para entregárselo, al día siguiente, a los delincuentes.


      Montamos un control y los fotografiamos a bordo de un coche de alquiler que supimos que iban a devolver al día siguiente en un aparcamiento de Barcelona, y avisamos a la policía.


      —Tengo aquí las fotos de los cacos —le dije telefónicamente a un miembro de la Unidad de Delincuencia Organizada de la Policía Nacional en Barcelona.


      —No nos hace falta. Solo dime qué coche lleva y dónde lo tienen que dejar.


      La Brigada de Delincuencia Económica envió a cuatro policías de paisano a detener al delincuente africano que debía dejar el coche de alquiler. Esperaron en el aparcamiento que les habíamos indicado solo diez minutos, cuando vieron salir a un ciudadano negro que coincidía con el aspecto del ladrón de coches, procedieron a su detención, aunque no lo habían visto entrar. El hombre se resistió, aparentemente de forma violenta, y aquello acabó en una reyerta.


      Al día siguiente, la prensa, publicó: «La policía golpea al trompetista solista de la Sinfónica de Barcelona al confundirlo con un delincuente». Rodney Mack, solista de la orquesta, abandonó España y se querelló contra la policía, pero el Juzgado de Instrucción la rechazó. Su abogado explicó que su cliente estaba en Estados Unidos recuperándose del estado de ansiedad y angustia que sufría desde los sucesos, que incluso le impedían trabajar.


      El Juzgado de Instrucción número 27 de Barcelona archivó la querella presentada por el trompetista al considerar que «no existen pruebas contra los agentes» y señaló que el afectado estaba huido de la justicia, porque vivía en Estados Unidos, habiendo desistido de la querella. El archivo de la misma se acordó tras escuchar en declaración a los policías implicados. El querellante aseguraba que los agentes se habían abalanzado sobre él el 15 de enero de 2002 y le habían golpeado sin identificarse cuando iba a abrir un vehículo de la marca Mercedes, igual al alquilado por la persona «a quien buscaban». Frente a esos argumentos, el juez, mediante auto, informó que los policías se habían identificado y que «quien creyó que no eran verdaderos policías fue el detenido». A renglón seguido añadió la sentencia: «Si el detenido se hubiera identificado en lugar de arremeter a golpes contra los agentes, no se hubieran producido los referidos hechos».


      Al saber que Mack se había querellado contra la policía en una operación que yo había denunciado, me dirigí a la Jefatura Superior de Barcelona.


      —Me he entrado de que el trompetista os ha denunciado.


      —Sí, se ha querellado contra los compañeros y ha iniciado una campaña desde Estados Unidos acusándonos de ser unos maltratadores.


      —¿Puedo hacer algo? —propuse.


      —No te preocupes, Paco. Gracias.


      —Me siento en deuda porque la denuncia la puse yo.


      —Como un ciudadano más —me contestó el policía con toda la razón.


      —Sí, pero este tío dice que está hecho polvo y que ha perdido el trabajo.


      —Ya lo sé, pero está en Philadelphia.


      —Déjamelo a mí —le contesté.


      Rodney Mack no estaba depresivo ni ansioso. Nuestros corresponsales lo pudieron fotografiar y comprobar que seguía trabajando como trompetista y que, incluso, estaba grabando un disco en solitario. Semanas después me recibieron nuevamente en la Jefatura Superior de Policía, cuando les entregué un informe gratuito que demostraba que el trompetista estaba perfectamente.


      —Muchas gracias, no olvidaremos nunca este favor.


      Pero todo el mundo se olvida de que alguna vez recurrió a nuestra agencia y la competencia había «empezado su guerra» contra Método 3.


      


      


      
La competencia y los falsos exempleados de Método 3


      


      «Sí. Uno ha hablado», dijeron en la redacción de Informe semanal. Les costaba encontrar a detectives que hablasen «públicamente» contra Método 3 pero, al final, hallaron en la agencia de detectives Winterman las declaraciones contra nosotros. Enric Vilamajó, hijo del fundador de dicha agencia, aparecía a cara descubierta en su despacho señalando que el detective privado solo podía actuar a instancia de una parte legitimada «para evitar precisamente los abusos que presuntamente hoy en día parecen haber cometido algunos profesionales», cosa que su padre nunca habría hecho. El hijo del fundador de la agencia catalana señalaba, para diferenciar la investigación del espionaje, una perogrullada: «Si las pruebas que obtienen los detectives se han conseguido con métodos ilegales, los jueces no tomarán en cuenta los informes». De esta forma, intentaba eliminar de un plumazo a Método 3 porque el 60 por ciento de nuestras investigaciones tenían como fin la defensa judicial. Finalmente, Vilamajó vendía sus servicios de «localización de micrófonos» porque, según él, había aumentado su contratación al haber una «pseudopsicosis» derivada de las investigaciones políticas.


      En España hay mil quinientos detectives en activo y solo Vilamajó apareció atacando a Método 3. Al que se unieron, en todo este proceso, algún otro detective mallorquín y un sevillano que no merecen ni ser mencionados. Pero Vilamajó ocultaba a los telespectadores que uno de los epicentros entre los detenidos en la Operación Pitiusa era su agencia de investigación. A lo largo de los 16.000 folios del sumario aparecían diversos detectives detenidos que pertenecían a su agencia. Y ahí sí existía una conexión con el CNI.


      En las conversaciones telefónicas grabadas por la policía al detective Aitor G. (mantengo el anonimato en favor de ese investigador) de la agencia Winterman, en Bilbao, la Guardia Civil y el CNI investigaron el contrabando gracias a sus contactos con detectives, que vigilaban a un tal Songo y a una mujer que importaban veinte contenedores de tabaco falso al mes. La mercancía ilícita entraba por el puerto de Valencia. La tabaquera propietaria de las marcas «quiso poner fin a esa situación» y solicitó, supuestamente, la investigación a una agencia de detectives. Aitor y otro detective se reunieron en un hotel de Madrid con mandos de la Guardia Civil y miembros del Centro Nacional de Inteligencia de Vigo. El detective explicó a su interlocutor, miembro de la Guardia Civil, que era una «operación del CNI» y que iba a ser este servicio el que «decida quién lo va a reventar, si lo revienta la Policía Nacional, los verdes o nuestra gente». No obstante, Aitor insistió en que «quien va a llevar la voz cantante» es la agencia de inteligencia.


      Tras la operación Pitiusa y la detención de los miembros de Winterman, los medios de comunicación llamaron insistentemente a la agencia, que puso al frente del «comité de crisis» a su empresa de comunicación y que contactó con un periodista de ABC para «parar la información» que se iba a publicar contra el detective.


      —Me dieron un informe sobre Duran i Lleida que habían realizado en Winterman a cambio de que no publicase su nombre vinculado al Pitiusa —me dijo el periodista.


      En realidad, lo único que hacía ese informe era vincular familiarmente al dirigente de Unió a una empresa eólica que, según la información que le dieron al periodista, había motivado que el político defendiese públicamente al sector. Con posterioridad, obtuve dicho informe, que filtró la propia Winterman, con parte de los datos «anonimizados», que contenía mera información mercantil sin valor mediático o judicial alguno. Nosotros, frente al ataque de los medios de comunicación, jamás entregaríamos informes de Método 3 para «parar el golpe», pero Vilamajó se atrevía a aparecer en Informe semanal cuestionando mi «método espía».


      Nunca he entendido a las personas que, cuando son detenidas o tienen problemas, «venden» a la gente que las ayudó. Por eso este libro solo habla de aquellas investigaciones que se han publicado y nunca de los clientes que confiaron en nosotros a los que, cuando me entrevistó El Mundo el día antes de ser detenido, les envié este mensaje: «He destruido veinte mil informes para proteger a mis clientes».


      Lo más inverosímil fue una mujer que se hizo pasar por exempleada de Método 3 en programas televisivos. En plena vorágine mediática, El gran debate presentaba a una «extrabajadora de Método 3» ocultando su rostro.


      —¿Tú sabes quién es? —corría la pregunta en un chat privado de exempleados de la agencia.


      —Es falsa. Nunca ha trabajado para nosotros —contesté.


      Meses más tarde, Sálvame aparecía con la misma mujer en pantalla, ocultando nuevamente su rostro. Daban la noticia un jueves para «llevarla a plató al día siguiente».


      —Mañana estará con nosotros la detective de Método 3, Mar Barroso —anunciaron en el programa.


      Necesité treinta minutos para saber que María del Mar Barroso Ramírez ni era detective ni, por supuesto, había trabajado para nosotros. Era la exsecretaria de un detective que intentaba «sacar unos euros» a mi costa. Cuando apareció en pantalla, tuvo que desdecirse porque la noche antes le advertí de las consecuencias judiciales de sus actos y, gracias a gente que trabajaba en Sálvame, pudieron destapar la falsedad de esa supuesta empleada.


      


      


      
Guerra sucia policial con fontaneros de Interior


      


      La operación llevada a cabo con los fontaneros del Ministerio del Interior era algo habitual en los países en los que se defendían los derechos humanos. Cuando las leyes protegían a los ciudadanos se tenían que conformar grupúsculos policiales que «forzasen la legalidad vigente» y actuasen como «mercenarios» contra todo aquel que no pensase igual que ellos.


      Carlos Rubio, el mismo policía que dirigió la operación contra Método 3 en 1995 y cuyas afirmaciones que indicaban que se trataba de un «montaje policial» asumió, como suyas, el Tribunal Supremo, fue el que capitaneó el Informe Veritas contra el juez Garzón y otras personalidades del mundo de la empresa, la judicatura, la política y los medios de comunicación.


      En 1995, Manolo Cerdán y Antonio Rubio dieron la noticia confirmando lo que en algunos ambientes ya sabíamos: «Interior elaboró durante 1994 y 1995 un informe secreto en el que figuran datos sobre la vida privada de jueces, políticos de la oposición, periodistas y empresarios». Este dossier, que recibió el nombre clave de «Veritas», fue confeccionado por agentes de la Comisaría de Policía Judicial, con el visto bueno del propio director de la policía, Ángel Olivares, que, según el citado diario, quiso «zanjar el escándalo de la utilización de fondos del Estado para investigar la intimidad de personas como Baltasar Garzón, Luis Ramallo, Javier de la Rosa, Luis del Olmo y varios periodistas de El Mundo», depurando a tres funcionarios estatales: Ramón Lillo, Enrique García Castaño y José Villarejo.


      El equipo que creó Olivares estaba coordinado por el «equipo de Barcelona» con el policía Carlos Rubio a la cabeza y José Villarejo haciendo labores de investigación económica. Eran los mismos policías de la guerra sucia contra Método 3.


      —Nosotros incluso denunciamos a más de ochenta coches que nos seguían a todas horas —me dijo Manuel Cerdán cuando trabajaba para El Mundo e investigaba el tema de los GAL.


      —¿Pasó algo?


      —No. La denuncia se desestimó, pero nos defendimos.


      —Pero era guerra sucia contra vosotros... ¿Por qué no actuó la justicia?


      —Porque se protegen entre policías. Ojalá tú puedas defender el buen nombre de Método 3 —finalizó.


      Carlos Rubio Fernández, posteriormente, llegó a ser el jefe superior de policía de Madrid y, en la actualidad, es el jefe de Seguridad del Banco Santander. Rubio, que ingresó en la policía en los años setenta, fue además jefe superior de Cantabria entre 2005 y 2007 y, posteriormente, de la Comunidad Valenciana. Pero, realmente, realizó su carrera en la Policía Judicial de Cataluña donde llegó a ser «inspector regional de Servicios» al calor del jefe superior de la policía de Barcelona, con el que estaba emparentado.


      La información era demoledora. Un grupo especial de la policía había investigado al juez Garzón y a funcionarios de Interior. También desvelaba la existencia de un informe secreto en el que la policía aseguraba que «Garzón tenía relaciones con miembros de una organización de narcotraficantes» y diversas acusaciones de cariz sexual. Parte de este informe fue remitido al Juzgado de Instrucción número 46 de Madrid, que abrió las diligencias 7214 demostrándose que las informaciones sobre el juez Garzón eran falsas. «Querían destruirlo y casi lo consiguen», me informaron en la policía. Una vez más, el equipo de Interior mostraba su falta de escrúpulos creando informaciones falsas aunque, sin ningún tipo de rubor, tras las denuncias, la Dirección de la Policía únicamente difundió una nota informativa negando la existencia del dosier secreto sobre Garzón y sus colaboradores policiales.


      El operativo de seguimiento y control sobre Garzón se puso en marcha a mediados de septiembre de 1994, antes de que estallara el caso GAL. En él participaron veinte inspectores, coordinados por el comisario de Barcelona, Carlos Rubio. Los policías fueron trasladados a Madrid desde la Ciudad Condal y Zaragoza para evitar filtraciones. Castaño, policía destinado a la Comisaría General de Información, estrecho colaborador de Garzón, fue también investigado por este grupo especial de policías por haber participado en la detención del sirio Monzer Al Kassar. Fue en este punto en el que, seguramente, José Villarejo, espía de Interior vinculado a la UDEF y que me había dicho que Juan Antonio Roca era su «confidente», coordinó las investigaciones con su «protegido» Al Kassar.


      El propio comisario Rubio se entrevistó en persona en el hotel Novotel con el arrepentido del caso Al Kassar, Abu Siad, para que le facilitara información sobre el entorno de Garzón. Había gente que aún tenía en su poder una nota manuscrita de Rubio que entregó al arrepentido con un número de teléfono y extensión de las dependencias de Canillas. La reunión la coordinó Villarejo.


      Las mujeres que vinculaba Interior con Garzón terminaron reconociendo que habían cobrado una suculenta suma por declarar que el juez había tenido relaciones sexuales con ellas. Cuando Garzón se aprestaba a elevar la causa del GAL a juicio, alguien entró en su despacho y robó unas notas manuscritas relacionadas con la resolución de cierre del sumario, que unos días después aparecieron publicadas en un diario nacional, por entonces muy ligado a Rafael Vera. Incluso, estando el juez ausente de Madrid un fin de semana, llegaron a entrar en su domicilio, permanentemente custodiado, y le dejaron un sugestivo mensaje.


      En 1988, Vera —que acaba de ser absuelto en el caso del secuestro y asesinato de los presuntos etarras Lasa y Zabala—,46 se jactaba de ser la persona que había expulsado de España a Al Kassar. Sin embargo, la realidad era muy diferente: el sirio entraba y salía de Marbella, con conocimiento de la policía, cuantas veces quería. Según explicaba el propio exsecretario de Seguridad del Estado de los sucesivos gobiernos de Felipe González, el sirio era un personaje de vital importancia para los intereses políticos españoles, por sus excelentes relaciones en Oriente Medio.


      Pedro J. Ramírez, en su epístola de El Mundo del 8 de octubre de 2006, señalaba que «el 7 de febrero de 1995 llamé por teléfono al juez Garzón a su domicilio para mostrarle mi solidaridad frente al infundio que acababa de escuchar por la radio». La banda de Interior le acusaba de haber pagado con dinero de los fondos reservados unas vacaciones que había pasado en la República Dominicana junto a su esposa y su cuñada. La conversación del director del diario madrileño y el juez fue la siguiente:


      —Mira, Baltasar, tú sabes que cuando nos ha parecido mal algo que has hecho lo hemos publicado y ahí están las peripecias de estos últimos años, pero cuando se recurre a cosas de este tipo…


      —La presión es tremenda. Hay momentos en que me dan ganas de dejarlo todo…


      —No, eso no puedes hacerlo.


      —Pues ya ves, de momento ya han metido a mi familia. Y preparan no sé qué historias de putas y de droga.


      —Que sepas que te vamos a apoyar a tope porque lo que está en juego es que en España la justicia sea igual para todos.


      —Van a decir que voy violando prostitutas, que consumo cocaína y que me he reunido en secreto contigo y con el PP…


      —Pero es imposible demostrar lo que no ha existido.


      —Eso no importa, Pedro J., están desesperados. Son capaces de matar si hace falta. Tengo razones para temer por mi vida.


      Tal como recordó el director de El Mundo en su libro Amarga victoria, aquella noche colgó el teléfono «con un nudo en la garganta, sabiendo que en el informe Veritas redactado por el comisario Carlos Rubio y por el espía Pepe Villarejo se aseguraba literalmente que un grupo de narcotraficantes, “conocedores de su obsesión por las mujeres”, había logrado introducir a Garzón “en fiestas aparentemente inocuas” y en orgías donde puede disfrutar de dos y hasta tres mujeres a la vez, donde se consume coca y se abusa del caviar y del champán francés, y en más de una fiesta se hicieron filmaciones en vídeo y fotografías». Y Pedro J. añadía que «si hubiera imaginado la que me iban a montar a mí un par de años después, probablemente la burla despectiva ante tan patético relato no se habría abierto camino junto al escalofrío que producía pensar que si los agentes de Corcuera y Vera habían intentado endosarle lo de las putas, tal vez también estuvieran, en efecto, preparando el darle matarile». «Me temo que alguien quiera quitar de en medio al juez Garzón —llegó a advertir por esas mismas fechas el coordinador de Izquierda Unida, Julio Anguita—. Reclamo una especial protección para él».


      Y cuando todo parecía indicar que El Mundo no tendría pruebas de todo lo anterior, apareció el propio José Villarejo dirigiendo un escrito el 5 de mayo de 1995 a Ángel Olivares, director de la policía, en el que reconoció que, durante 1994 y 1995, había participado junto con otros altos cargos policiales del Ministerio del Interior en la elaboración de un informe secreto en el que figuran datos sobre la vida privada de jueces, políticos de la oposición, periodistas y empresarios. La denuncia fue presentada en la comisaría de Retiro de Madrid (número 001870), donde fue destinado Villarejo tras ser apartado de su función de «agente encubierto».


      El cese de Villarejo, con el de otros dos policías, se produjo a raíz de que El Mundo desvelara la existencia del denominado Informe Veritas sobre la vida privada del juez Garzón, realizado con el conocimiento del director de la policía, Ángel Olivares; el subdirector, Miguel Angel Alonso, y el comisario general de Policía Judicial, Enrique de Federico. Olivares cesó a Villarejo acusándole de informar «al PP sobre la falta de medidas de seguridad en torno a José María Aznar antes del atentado de ETA» y de facilitar informaciones a terceros.


      Por eso no se entendió la decisión de Alfredo Pérez Rubalcaba de nombrar en 2008 a Carlos Rubio como jefe superior de policía de Madrid, lo que puso en guardia a la plana mayor del Gobierno regional de Esperanza Aguirre, que decidió contraatacar fichando como director de Interior de Madrid a su antecesor, Enrique Barón. La medida pasó entonces desapercibida, pero ahora, tras el escándalo de los presuntos espías de la Comunidad de Madrid, cobraba de nuevo importancia.47


      Rubio cayó en desgracia al conocerse que había sido el pergeñador del Informe Veritas, pero el entonces ministro de Interior, José Antonio Alonso, lo rescató en 2004 nombrándole jefe superior de policía de Cantabria hasta que Rubalcaba le ascendió a llevar la Comunidad Valenciana en octubre de 2007, para destinarlo a Madrid poco después, donde permaneció hasta el 7 de septiembre de 2009 que fue fichado como director de Seguridad del Banco Santander. El primer acto del comisario al llegar a la entidad bancaria fue vetar a Método 3, que trabajaba para el banco desde hacía más de quince años realizando informes comerciales, y contratar a una «agencia de detectives de su confianza». Un colaborador de Villarejo en su agencia de detectives, que dirigió el operativo contra Método 3 en 1995 siendo su jefe Carlos Rubio, me confesó que trabajaban para bancos ayudándoles en el «fraude de tarjetas de crédito».


      El Ministerio del Interior quiso hacer con Garzón lo que con anterioridad habían intentado en Italia con el juez Falcone. «Primero comenzaban por el ataque jurídico, después venía la descalificación personal, posteriormente las calumnias y difamaciones y después iban a por él». Y fueron a por él y a por mí. Y lo consiguieron. Y todo con el marchamo de las alcantarillas de los espías de interior.





Capítulo XI

      

      INVESTIGACIONES SOBRE POLÍTICOS


      


      


      


      


      
La cámara parlamentaria catalana


      


      El portavoz del PPC en el Parlament, Enric Millo, propuso al resto de los grupos la creación de una comisión de investigación parlamentaria sobre los casos de espionaje político y escuchas ilegales. El dirigente conservador, además, solicitó la comparecencia del consejero de Interior, Ramon Espadaler, en la comisión de materias secretas y reservadas para que explicase los «posibles informes» que la Generalitat había encargado a Método 3 o a otras agencias de detectives.


      En rueda de prensa desde la Cámara, CiU y ERC argumentaron, de forma previa a la votación parlamentaria, que lo único que perseguía el PP con esta comisión era «marear la perdiz» y vincular a las instituciones catalanas con el espionaje, cuando, a su juicio, «quienes tienen respuestas sobre este tema son el ministro del Interior, Jorge Fernández Díaz, y el director general de la policía, Ignacio Cosidó». El portavoz adjunto de ERC en el Parlament, Oriol Amorós, interpretó que el PP pedía esta comisión para «tapar» que algunos testimonios del caso habían apuntado a que «el entorno de la líder del PP, Alícia Sánchez-Camacho» estaba detrás de algunas investigaciones de Método 3.


      Justo el día antes de las votaciones sobre la comisión de investigación, el Ministerio del Interior («la poli», según me informó uno de los redactores de la noticia) filtró nuevos correos electrónicos e información falsa sobre Método 3 para «condicionar» el proceso de decisión de los partidos, señalando que Convergència nos había contratado para investigar a su socio, Unió. Tampoco era nuevo saber que era «la poli» la que filtraba datos a la prensa. El día 12 de abril recibí un SMS del redactor de La Vanguardia, Enrique Figueredo, que señalaba: «La policía tiene el informe sobre el jugador de fútbol Gerad Piqué, que se atribuye a vuestra compañía. ¿Te puedo llamar?». El periodista me informó que «nos ha llegado un informe de Piqué que tiene la policía en su poder». Ese informe da a entender que se hicieron «seguimientos telefónicos». Posteriormente, me aclaró, revelando su fuente, que «dice la policía que tiene más de ciento sesenta informes» y que le había facilitado el de Piqué «a Santi», refiriéndose al redactor Santiago Tarín. Le negué haber realizado ningún informe ilegal sobre el jugador, pero el periodista insistía que «en todo caso sí que es verdad que hiciste un informe de Piqué» para reafirmar que reconocíamos la existencia de una investigación.


      Interior, de la mano del PP —o el PP de Cataluña de la mano de Interior—, intentaba «influir» en la decisión política y Enric Millo, el portavoz del partido, se preguntaba «cuántos informes y e-mails deben salir a la luz hasta que cesen a Martorell y por qué los partidos que gobiernan Cataluña consideran normal espiarse entre ellos». En esta línea, increpó a Unió: «¿No quieren saber qué hay detrás del espionaje a sus concejales?». En definitiva, el portavoz popular acusaba al Govern de generar desconfianza. «¿Cómo pretenden que la ciudadanía confíe en un Govern que practica el espionaje y que, cuando se descubre, hace como si nada?».


      En este sentido puso énfasis en la votación del día siguiente de la publicación de las nuevas informaciones, convenientemente filtradas a los directores de los medios de comunicación, «invitando al resto de partidos a sumarse a la transparencia, a la voluntad de saber la verdad, al objetivo de esclarecer uno de los hechos más oscuros y rechazables que ha sufrido nuestra democracia». Anunciaba que «mañana veremos quién quiere saber qué hay detrás de todo esto, que quiere saber la verdad. No hay medias tintas. No se puede ser ambiguo. La respuesta de los partidos debe ser clara, ya que con esta claridad quedarán retratados ante la ciudadanía», para finalizar: «Mañana sabremos quién quiere tapar la verdad y, lo que es más importante, por qué».


      El pleno del Parlament de Catalunya, al día siguiente, rechazó crear una comisión de investigación sobre los casos de espionaje en Cataluña después de una votación en la que CiU, ERC y PSC votaron conjuntamente en contra de la comisión. Finalmente, esta comisión fue rechazada por 88 votos, 36 a favor y 2 abstenciones. En los días previos a la misma supe que iba a ser rechazada, pero estaba pendiente del debate entre los portavoces que, finalmente, resultó muy tenso y acabó en un cruce de acusaciones, turnos de palabra pedidos por alusiones directas y llamadas al orden por parte de la presidenta de la cámara catalana, Núria de Gispert.


      El debate era para desternillarse. El turno de palabra lo abrió el PP, que acusó a CiU y PSC de contratarnos, comparando a Método 3 con el Watergate de Cataluña. Albert Rivera, de Ciudadanos, acusó a CiU de actuar como una «familia mafiosa» y acusó al PSC, a ERC, IC y CiU de contratar a Método 3. Enarbolando, también, la bandera del Watergate, acabó implicando al PP y señalando que «también se dice que es el PP quien podría estar detrás de toda la trama. Yo quiero saberlo, señora Camacho, quiero saber la verdad».


      El tercer turno de palabra le correspondió a ERC, que en clave catalanista centró sus acusaciones en el PP señalando que por qué el Gobierno español se había llevado los expedientes de Método 3 y no había dejado que fuesen los mossos los que realizasen la investigación, para acabar: «Si una cosa queda clara es que el PP se ha metido en un embrollo, que en un inicio era Método 3 con jarrones, flores y “ex”, pero que hoy ya no es así sino que va mucho más allá espiando al pueblo catalán».


      El diputado independentista de la CUP también centró el debate en el PP preguntándose por qué sus miembros no empezaban por explicar cuántos informes ha contratado Alberto Fernández Díaz o por qué estaba en la inauguración de nuestra oficina en el año 2010. Que «se autoinvestiguen ellos mismos», dijo. El punto de máxima crispación en el debate llegó cuando el diputado de la CUP, David Fernández, replicó al representante del PP catalán, Sergio Santamaría, que había recordado que también el partido de la izquierda independentista contrató los servicios de Método 3. Fernández contestó que su formación no conocía a qué se dedicaba dicha agencia y que, en todo caso, el informe estaba publicado en su página web, por lo que exhortaba a los populares a hacer lo mismo.


      En definitiva, un pleno accidentado en el Parlament, en una legislatura tensa, acabó con la palabra del diputado de CiU que solicitó la comparecencia de Sánchez-Camacho y del Partido Popular.


      Albert Rivera, al terminar la votación, escribió un tuit: «Martorell (CiU), Zaragoza (PSC), Fernández Díaz (PP) o las CUP y compañía estarán hoy contentos», porque no se había aprobado la comisión de investigación. Era el único que enarbolaba la bandera de la transparencia, ya que no se sabía que, también, había sido cliente de Método 3.


      


      


      
Escuela Universitaria del Maresme


      


      Mataró, 7 de junio de 2006


      


      El 7 de junio de 2005, quince intelectuales, muchos de ellos cercanos a mi entorno personal, presentaron en Barcelona un manifiesto titulado «Por la creación de un nuevo partido político en Cataluña», en el que se comprometían a impulsar la constitución de una nueva fuerza política de ámbito catalán y que, posteriormente, fueron abandonando por desavenencias con su dirección. La sociedad catalana estaba muy ilusionada con la plataforma cívica que, casi un año después, el 4 de marzo de 2006, en un acto público en Barcelona, aglutinó a ciudadanos de todo tipo de ideología marcada por sus posiciones no nacionalistas y dio inicio el proceso constituyente para conformarse en un nuevo partido político. Sin embargo, las cosas se empezaron a poner difíciles y, durante la campaña para el referéndum de aprobación del estatuto, diversos miembros de la plataforma fueron agredidos por «un grupo de independentistas catalanes». Pese a que la policía autonómica —acusada de pasividad por Ciudadanos— señalaba que no había peligro alguno, la periodista y subdirectora de El Mundo, Victoria Prego, «fue testigo de todo ello» y lo plasmó en unas narraciones geniales permitiendo al nuevo partido político interponer una denuncia en los juzgados de Gerona.


      Los miembros de Ciudadanos estaban muy nerviosos y acudimos a protegerlos el 7 de junio de 2006; a «ayudarlos en el mitin de final de campaña en Mataró». La prensa describió el acto señalando que Ciudadanos «cierra la campaña entre medidas de seguridad». En Mataró, más de un centenar de personas acudieron a la Escuela Universitaria del Maresme para escuchar los motivos por los que se manifestaban en contra del Estatut. El socio fundador de Ciutadans de Catalunya, el profesor Francesc de Carreras, señaló, según recoge mi molesquín de ese mes, que «son más coherentes los de Esquerra diciendo que no, que los que dicen que sí».


      Los mossos tenían acordonada la zona, pero en el interior había diez personas de Método 3 que nos ayudaron a evitar cualquier incidente contra los miembros de la plataforma. También en el exterior teníamos «infiltrados» entre una docena de manifestantes que vociferaban contra el partido. Todo se grababa con vídeo y audio para comprobar si existían «consignas unívocas» marcadas desde algún partido político contra Ciudadanos.


      Un mes después, el 8 y 9 de julio de 2006, se celebró en el campus de Bellaterra (Barcelona) el congreso fundacional en el que se eligió como presidente a Albert Rivera. «Por la boca muere el pez», señor Rivera. Si tuviese Twitter escribiría: «CiU, PP, ERC, IC, PSC y CUP estaban contentos por parar una comisión de investigación. Después de leer este libro lo estará Ciudadanos».


      


      


      
Atacando a los políticos


      


      Un periodista, serio en los off the record como ninguno, me ofrecía «quemar» al PP sacando informes contra ellos. Le expliqué, por activa y por pasiva, que no podía matar a ningún cliente y no quería, ni podía, romper la confidencialidad de los mismos, pero no quiso escucharme. La línea editorial de su diario le impedía, incluso, escuchar. A ese periodista lo conocí investigando el espionaje en la Comunidad de Madrid y mantuvo los pactos a los que llegamos. Ahora sabía que también los mantendría, pero me negué a aplastar a algún cliente. «Ataca al PP», que es el que te «ha vendido», me recomendó. Yo me negué a revelar ningún tipo de información. Me preguntó sobre determinadas investigaciones que habíamos realizado, según él, para el Partido Popular. Él hacía su trabajo y yo el mío.


      No creía que eso fuese una verdad absoluta. Ningún partido político me ha encargado nunca investigaciones de forma institucional. Siempre han sido personas más o menos importantes en la estructura del partido, pero para hacer limpieza interna, nunca juego sucio político entre partidos rivales.


      —Paco, te tienen que tener miedo —me dijo un político.


      —No, te equivocas. El miedo no es un buen camino.


      —Pero ¿por qué te tienen tanto miedo los políticos catalanes?


      —No lo sé.


      


      


      
Carod Rovira


      


      Josep Lluís Carod Rovira, exvicepresident de la Generalitat de Catalunya y exlíder de Esquerra Republicana de Catalunya, supo por la prensa que había sido investigado por Método 3 y presentó el 22 de febrero de 2013 una denuncia a los mossos d’esquadra que el Juzgado de Instrucción número 14 de Barcelona archivó especificando que, si durante la investigación aparecían nuevas informaciones, estos archivos se podrían reabrir.


      La denuncia la presentó «ante los mossos d’esquadra porque esta es la policía del país y porque, en consecuencia, pueda intervenir en este asunto y no quedar al margen como ha ocurrido hasta ahora», añadiendo que saber que le habían investigado le provocó «inquietud e indignación». Era obvio que, si tal y como se señalaba en los «mentideros de Barcelona» Método 3 se dedicaba a «pinchar teléfonos», la denuncia estaría justificada. Sin embargo, lo que la prensa en general obvió, y tanto la Fiscalía Anticorrupción como el juzgado se dieron cuenta, es que las investigaciones eran «absolutamente legales» y se basaban en información obtenida de forma correcta.


      Un claro ejemplo era la investigación que se realizó en junio del año 2010 sobre los hermanos Carod Rovira. Josep Lluís, nacido el 17 de mayo de 1952, estaba casado y tenía tres hijos. Él y sus hermanos Apel.les, María y Pilar, junto a los hijos de los matrimonios, mantenían un patrimonio global de 5 millones de euros en el año 2010. En el estudio patrimonial se analizaban las propiedades del grupo familiar encabezado por Josep Lluís y su mujer, con una vivienda de 185,47 m2 en Tarragona valorada en más de 800.000 euros, que compró con una hipoteca de 625.000 euros en junio de 2004. Sus hijos, Pol y Oriol, tenían sendas parcelas de terreno en Cornudella de Montsant. El informe analizaba, igualmente, las relaciones de su familia con la Adminstración, destacando ayudas de 25.810 euros a su sobrino José María Arauzo Carod, mediando la aplicación presupuestaria PR05 D/482000100/2310 para la realización «de un estudio económico y social». Se trataba de una subvención otorgada directamente por Carod mediante resolución de la Vicepresidencia de la Generalitat (resolución VCP/80/2008 de 16 de enero).


      En el marco del programa de Ayudas a la Eurorregión se otorgaron diversas ayudas de las que, en su segunda modalidad, se daban 200.000 euros para la realización de estudios económicos y sociales. Ese año, únicamente se concedieron seis de las veintiocho ayudas solicitadas. Arauzo era militante de ERC según los archivos del propio partido político y familia directa de Carod.


      Pero la investigación no la encargó ningún partido político. Mucha gente solicitaba hipotecas y créditos y no se daba cuenta de que, de forma legal y habitual, se investigaba el patrimonio global del solicitante y de los posibles avalistas.


      


      


      
Joana Ortega


      


      También la vicepresidenta de la Generalitat, Joana Ortega, nos denunció por haberla investigado y el juzgado archivó la denuncia.


      Según su biografía oficial, era «licenciada en Psicología». Los trabajos «prelaborales» en los que se investigaba la picardía de los aspirantes a un puesto de trabajo eran muchos y variados. Muchos candidatos disimulaban títulos e inflaban sus conocimientos para conseguir un puesto de trabajo. Tampoco faltaban cargos públicos que incluyeran licenciaturas inexistentes y la vicepresidenta catalana no era la única. Ni Luis Roldán era ingeniero y economista, ni Carme Chacón doctora en Derecho cuando lo anunció. El ministro Bernat Soria, incluso, incluyó en su currículo un decanato inexistente en la Facultad de Medicina de Valencia.


      Se descubrió que a Ortega le faltaban dos asignaturas para finalizar la licenciatura. El asunto pasó, la mano derecha de Duran i Lleida pidió perdón y acabó la carrera. Sin embargo, se negó a dimitir, como sí hizo el ministro de Defensa alemán, Karl Theodor zu Guttenberg, cuando se descubrió que había plagiado diversos párrafos en su tesis doctoral.


      La información solo demostraba ese aspecto de la vicepresidenta de la Generalitat. Ningún partido político nos contrató para ello y aquella investigación poco tenía de «espionaje». Pero los medios de comunicación, confundidos por el Ministerio del Interior, indicaban que realizábamos estas investigaciones con pinchazos telefónicos y medios ilegales, cosa que jamás hicimos. Hubiera sido matar moscas a cañonazos, cuando la información pública es suficientemente accesible si se sabe buscar.


      Jamás pinché teléfonos móviles. Un equipo de grabación de teléfonos decente vale algo más de un millón de euros y es una inversión que no pensé nunca realizar ni tuve ganas. Pero el ministerio quería hundirme y filtró, incluso, nombres de políticos concretos a los que, supuestamente, habíamos pinchado el teléfono. Los afectados, obviamente, denunciaron los hechos y, según los medios de comunicación, el Juzgado de Instrucción número 14 los archivaba provisionalmente, como las denuncias de la vicepresidenta de la Generalitat, Joana Ortega, y de su antecesor, Josep Lluís Carod-Rovira, al no hallar indicios de espionaje por parte de la agencia de detectives Método 3.


      


      


      
Una historia empresarial que se inicia por una ciega falsa


      


      Tras mi detención, la Asociación Profesional de Detectives Privados en España celebraba en Cáceres su congreso anual. Hacía ya seis o siete años que yo había dejado de asistir a esos congresos y que solo acudía a los de las asociaciones mundiales. Pero la verdad era que los detectives más jóvenes lo estaban haciendo muy bien, con su presidenta al frente.


      La asociación indicó que el 95 por ciento de los informes que realizaban se aportaba como pruebas en juicios y que existía jurisprudencia que avalaba que «el único profesional que puede investigar en España es el detective privado». La prensa, además, señalaba que «con respecto a las informaciones a raíz de la agencia de detectives catalana Método 3, la presidenta de la asociación reconoció que “han hecho daño al sector”».


      Pocos días antes, en el programa de celebraciones leí que iban a asistir miembros de la Dirección General de la Policía y, posteriormente, supe que habían declinado su participación en el congreso a última hora.


      —Paco, ya eras el demonio antes de todo esto —me dijo un buen amigo detective.


      Y tenía razón. Nunca me perdonaron los éxitos de la agencia. La lista era interminable: por ella habían pasado las más altas instancias del empresariado español y habíamos realizado las grandes investigaciones privadas en España. El libro de memorias de Método 3 aún está por publicarse. Durante veintiocho años realizamos más de veintidós mil investigaciones y, realmente, habían sido las mayores que se habían hecho en nuestro país.


      Marita, mi madre, fundó Método 3 en 1985 fruto del azar. Acababa de vender una agencia de modelos que había montado años atrás y había decidido tomarse un año sabático. Los fines de semana, mi hermano Fernando y yo navegábamos y en el mundo de la vela conocimos a Hugo Sanmartín. Era dueño de una agencia de detectives y le ofreció a mi madre la dirección comercial. «Marita se dio cuenta que le encantaba ese trabajo».


      Un año después creaba Método 3, S.A. con varias ideas claras. Una de ellas: solo trabajar para empresas. En los años ochenta, las agencias de detectives se utilizaban, principalmente, para investigaciones particulares como las infidelidades, los informes previos a un matrimonio o los seguimientos de hijos problemáticos. Mi madre, lectora (devoradora) de novela policíaca, había leído que en Estados Unidos las agencias de detectives investigaban fraudes a las compañías de seguros y en esa rama se focalizó. Por aquel entonces, solo otra agencia de detectives se dedicaba al fraude en seguros y el mercado se polarizó, convirtiéndonos en las mayores agencias de investigación privada en España.


      En 1989, tras unos años intentando sobrevivir, llegó nuestro primer gran éxito. Marita lo relató de la siguiente forma: «Yo trabajaba en el mundo de la moda, pero me casé con un abogado penalista que, a su vez, provenía de una familia de juristas. En cuanto hice mi primera investigación, el mundo de la información se apoderó de mí. Me especialicé en investigaciones sobre seguros, en demostrar daños físicos falsos. Recuerdo que el primer caso que resolví fue el de una ciega que no lo era. La grabé en vídeo leyendo un libro y presenté la cinta al juzgado. Fue la primera vez en España que un tribunal admitió un vídeo como prueba».


      Marita supo desde el primer momento que, si quería demostrar que aquello era un fraude, tenía que grabar a aquella mujer andando y compró nuestra primera cámara de vídeo. Era inmensa y la batería duraba pocos minutos. Además, nadie sabía si un juzgado admitiría aquel vídeo como prueba.


      Yo tenía quince años y ya había hecho un par de buenas investigaciones previamente. Como mi hobby era la fotografía, me integré en el equipo de investigación de la invidente y la filmamos leyendo, andando sin ayuda y probándose unos pendientes en una parada del metro. Yo pude fotografiarla con una máquina manual de las antiguas y un pequeño zoom 80-200 desde atrás. El encuadre de la foto era un pequeño espejo en el que se reflejaba un trozo de cara de mujer probándose unos pendientes. Los ojos de la supuesta invidente se miraban directamente y comprobaban si los aros eran de su gusto.


      Un juzgado de instrucción de Barcelona admitió como prueba documental el documento videográfico aportado por nuestra agencia de detectives. La fama había empezado a los cuatro años de duro trabajo.


      Mi madre, infatigable, empezó a trabajar para las mayores aseguradoras de este país. Todos los temas con visos de ser fraudulentos acababan en nuestro despacho y ella terminó gestionando un equipo de veinticinco detectives que realizaban, casi exclusivamente, investigaciones sobre aseguradoras.


      Poco a poco mi padre, abogado penalista, se fue desvinculando de su despacho de abogados y se integró en Método 3 para redactar los informes. Íbamos al límite, cuidando que ninguna de nuestras investigaciones vulnerase el honor y la intimidad y que todos los juzgados asumiesen nuestras pruebas. Yo, por aquel entonces, compaginaba mis estudios, primero en Irlanda y luego en la universidad, con el trabajo.


      Hasta que con diecinueve años creé mi propia agencia de detectives, que llamé Camino Detectives. Marita me advirtió: «Antes de tratar con clientes de Método 3 aprende con tu propia agencia. Ah, y no quiero competencias desleales. Lo único que no hace Método 3 son temas privados. Empieza por ahí».


      Y así lo hice. Tras dos años gestionando investigaciones sobre «cornudos y cornudas», con un teléfono 24 horas que publicitaba en los anuncios clasificados de La Vanguardia, empecé a gestionar Método 3. Acabé la licenciatura en Derecho, hice el doctorado en Derecho Penal y un par de másteres en Derecho Societario. Ya me creía —y no lo estaba— preparado para dar un nuevo vuelco a nuestra profesión. Junto a Marita, reinventamos Método 3 hacia lo que posteriormente fue: la mayor agencia de detectives en lucha contra el fraude empresarial y la corrupción política.


      


      


      
Vinculaciones políticas


      


      La pérdida de fuelle mediático y judicial del caso que habían creado contra Método 3 provocaba que Sánchez-Camacho empezase a ver que su figura pasaba de víctima a verdugo. La prensa, abochornada por cómo la política de plástico acusaba a la policía autonómica para cambiar su escolta, la acusaba de crear cortinas de humo. Y el Ministerio del Interior, poco a poco, perdía fuerza con acusaciones de haber provocado la investigación y con la solicitud de la comparecencia parlamentaria del ministro para dar explicaciones.


      Sin embargo, la policía seguía filtrando correos electrónicos que imputaban a Método 3, intentando posicionarnos con otros partidos políticos. Cuando dejaron de vincularme a CiU, iniciaron sus ataques señalándome como un «hombre de Rubalcaba» y diciendo que mi madre había tenido una relación con su hermano. «Pero ¿alguien ha visto a Alejandro Rubalcaba?», preguntaba Marita, que jamás había tenido ninguna relación con él.


      El Ministerio del Interior, a través de su director de comunicación, Albert Gimeno, también filtraba correos. «Las aproximaciones de los responsables de Método 3 al ministerio que dirigía Bibiana Aído», titulaba La Vanguardia el 3 de marzo de 2009. En el artículo se decía que Francisco Marco, director de la firma de detectives, había anunciado a José Luis Marco, director financiero, que iba a mantener una cena que le podría abrir las puertas de las subvenciones públicas. «Esta noche ceno con Nuria Varela y le pediré dinero del ministerio para Maia. ¿Se le ha dado ya el tema de México?», rezaba una de las misivas. El diario catalán añadía el currículo de Nuria Varela, «quien en esos momentos ejercía como asesora del Ministerio de Igualdad y de la propia ministra, después de haber sido cesada por esta como su jefa de gabinete».


      Era cierto que el 3 de marzo de 2009 había cenado en Madrid con una amiga, Nuria Varela, una de las mayores activistas en defensa de la mujer española, que me había pedido que la ayudase a demostrar que un menor de edad que vivía con su padre en España estaba bien. La madre residía en México y no tenía dinero para viajar a ver al menor. Hicimos la investigación a través de la recién creada Fundación Maia y sin cobrarle.


      Esta se creó para Marita como un final de carrera profesional. Por motivos personales, quería «devolver» a la sociedad aquello que había obtenido de ella. La fundación la creó para proteger a los menores de los riesgos de internet. La multinacional Microsoft y la Fundación Maia ofrecían de forma gratuita formaciones a menores y padres en colegios de la Comunidad de Madrid con el objetivo de que padres y niños aprendiesen que, con unas simples precauciones, era mucho más seguro acceder a la red y evitar casos de grooming y ciberbullying.


      Cené con Nuria Varela para entregarle el informe y comprobar si el Ministerio de Igualdad podía aportar dinero a la fundación, pero la asesora me explicó que ese ministerio no era el adecuado para pedir dinero para la fundación y ahí quedó todo. Maia cayó poco a poco en el olvido debido a que la crisis afectó a nuestra capacidad para mantenerla sin financiación, porque la fundación jamás facturó un solo euro.


      La Vanguardia, una vez más, era el «medio elegido» por el Ministerio del Interior para atacarnos, ya que era donde había trabajado el hombre fuerte de comunicación del ministro, Albert Gimeno. Además de sus ocupaciones periodísticas, el nuevo responsable de Comunicación del Ministerio del Interior era tertuliano y colaborador de Rac1. En su propio Twitter se ridiculizaba con la frase: «Hola, soy el director de Comunicación del Ministerio del Interior (sic)», entre cuyos tuits se encuentra, por ejemplo, el siguiente, que denota su personalidad: «Por cierto, lo del dedo en el ojo es muy de nenaza. Por atrás... Los hombres se pelean de otra manera».


      


      


      
Nos podemos ayudar


      


      El 12 de marzo de 2013 recibí la llamada de un conocido:


      —Nos tenemos que ver.


      —¿Dónde y con quién? —pregunté poniéndome la chaqueta y cerrando la puerta de mi casa junto a mi mujer, sabiendo que si ese amigo me proponía una reunión de urgencia era porque alguien importante me quería ver.


      Me facilitó una dirección de Sant Feliú de Llobregat, una población a pocos kilómetros de Barcelona. Mi mujer no quería que fuésemos. «En mi mundo la gente no llama y da una dirección si saber quién estará allí». Y tenía razón, pero en mi mundo —mejor mi exmundo— era algo habitual.


      Al llegar a Sant Feliú de Llobregat nos dirigimos a la estación de tren, donde nos esperaba un conocido. Juntos fuimos a una antigua oficina bancaria en la que estaban una mujer listísima, con aspecto de haber salido de una película infantil, y un alto cargo del Ministerio del Interior español. Tras las formalidades, Narciso Ortega, el último jefe superior policial de Barcelona, me saludó detrás de una mesa.


      —Lo primero, gracias por venir.


      —De nada. ¿Cómo estás? —le pregunté a Ortega.


      —Bien. Gracias por haber dicho la verdad.


      —¿Sobre qué?


      —Sobre esto —dijo tendiéndome la portada de La Razón.


      —Solo dije la verdad.


      La Razón había publicado a toda portada: «El dueño de Méto- do 3 se reunió con el jefe policial de la era Rubalcaba», y añadía en el subtítulo que «El jefe superior de Barcelona celebró una comida de trabajo con Marco en La Camarga» y que «Meses después archivó una inspección realizada en la agencia de detectives», teniendo que rectificar días después, en la página 31, reconociendo que era falso lo que habían publicado previamente y que ni habíamos comido en La Camarga ni había archivado ninguna inspección policial. Pero Ortega tuvo que dar explicaciones al entorno de Rubalcaba, que quería saber si lo que publicaba el diario madrileño era verdadero. Por ello demandó a La Razón y ganó.


      Ortega sabía que, entre otras muchas cosas, podía haber negociado con el ministerio mentir sobre él o sobre cualquiera tan vinculado al mundo de Rubalcaba, como el exjefe superior de Barcelona.


      —Piensa que esto se usó contra Rubalcaba en el Congreso.


      —Lo siento, pero ya sabes que yo no tengo afiliación política.


      —Es importante —dijo Narciso Ortega— que sepas que la existencia de la grabación de Alicia Sánchez-Camacho con Vicky se conoce desde hace muchos meses.


      —¿Hace muchos meses? —pregunté indignado.


      —Sí, lo sabía mucha gente, incluyendo el entorno del Partido Popular. Aquí hay mucha mala leche contra ti. Y contra mí.


      —¿Contra ti?


      —Sí, les venía de maravilla acusarme. Y para el ataque en La Razón sí ha participado Jefatura. —Y me leyó un párrafo del diario en el que se indicaba que el actual jefe superior aparentaba ser fuente de la información.


      —¿Y? —le interrogué.


      —La existencia de la grabación se sabía hacía mucho tiempo y se filtró desde el Partido Popular, aunque las pruebas luego saliesen de tus exempleados.


      Divagó sobre información poco importante para mí y, luego, continuó:


      —Yo me he leído tu declaración sobre el hábeas corpus y ahí hay verdaderas barbaridades contra ti.


      —Y todo cierto —añadí.


      —Lo sé. Pero Mayka —se refería a la periodista Mayka Navarro— tiene que saber que no la siguieron policías que te controlaban a ti, sino que como el ministerio la llamó para que te fuese a ver, ya la seguían desde El Periódico.


      —Por cierto, ¿por qué dura tanto una declaración que solo ocupó tres páginas? —me preguntó.


      —Porque se paró cuarenta y cinco minutos ya que el policía instructor tuvo que ir a hablar con el jefe superior que estaba en Madrid y explicarle lo que estaba declarando.


      —El motivo de que Alicia Sánchez-Camacho renuncie a los mossos es algo dictado desde Madrid.


      Sobre las fuentes de la información a El Periódico y a El Mundo me dijo:


      —A Mayka se lo pasó la policía —mencionó el nombre del policía, un exinspector de la UDEF—. Se lo dio porque tiene que pagar los favores de que lo hayan mantenido y ascendido. Y no te equivoques, lo que pasó es que se manipuló la información diciendo que en La Camarga se graba todo y Agustín —refiriéndose al actual jefe superior—, para quedar bien con el ministerio, salió diciendo: «Esto no queda así».


      Ambos sabíamos que a la periodista se la habían jugado desde la policía y tuvo problemas al intentar ayudar a que la situación no se volviese el circo en el que, finalmente, se tornó. La fontanería de Interior no se amedrentaba usando a todo el mundo para conseguir sus fines.Tampoco era cierto que en La Camarga alguien supiese algo o se grabasen las conversaciones.


      Narciso Ortega se paró en seco, reflexionando sobre lo que había hablado, y finalmente apostilló:


      —Tienes que pensar a quién has pisado un callo. ¿Qué informe has hecho que deben destruir diciendo que tus métodos eran ilegales?


      —No lo sé, déjame pensar.


      —Porque esto no puede terminar sin un condenado —afirmó de forma rotunda el expolicía.


      —No ha hecho nada —dijo mi mujer, nerviosa.


      —Pensad. A Victoria y a Alicia las pone en contacto Jorge Moragas. Luego es el propio Moragas el que mueve a los fontaneros de Moncloa. Han influido en la opinión pública contra ti y ahora necesitan un condenado, y ese eres tú.


      Cuando iba a salir por la puerta, me dijo: «No me engañes. Yo no te engañaré». Ortega fue un gran jefe superior con el que solo comí en una ocasión; ocasión que aprovecharon para intentar mancillarlo.


      


      


      
Intrigas. La España de los dosieres: Cascos, Bárcenas, Barreda y Cotino


      


      A las nueve de la mañana del 17 de marzo de 2013, recibí un SMS de Paco Mercado: «Te envío un e-mail». Y un minuto después el siguiente correo electrónico:


      


      Querido Paco, no te pido que me digas quién fue el cliente, pero tenemos datos de que investigaste a Cascos, Bárcenas, Gutiez y Barreda y Cotino. ¿Qué me puedes decir?


      


      Le contesté con otro correo electrónico para clarificar mi posición:


      


      Señor Mercado, los informes de Método 3 tienen tres elementos principales: el logotipo, mi firma y un holograma de seguridad como las visas. Le puedo asegurar al cien por cien que NO tienen esos supuestos informes. Lo que usted tiene son informes falsificados.


      


      El periodista de El País hacía lo que un día me había explicado Dani Montero, uno de los jóvenes periodistas de investigación con mayor recorrido de este país; «tiraba al matorral por si salía algún pato volando». Mercado no se creía que aquellos informes fuesen realmente nuestros y solo intentaba que yo confirmase algo para poder publicarlo. Era un gran redactor, y aunque sabía que la historia contra nosotros era falsa, de raíz, debía escribir aquello que alguien le había filtrado, aunque fuese de forma interesada.


      Dani Montero también me advirtió: «Ahora todo el mundo va a echarte la culpa de lo que va a pasar en España». Y tenía razón. A partir de ese momento, se había abierto la veda y cualquier desajuste que hubiese caería sobre mí. Y con el caso Gürtel no iba a ser menos. Lo que yo hice, relacionado con esta trama, queda en mis recuerdos y no se sabrá, porque afecta a un cliente y me moriré protegiendo aquellas confidencias que me hicieron en mi labor de detective.


      Tampoco Método 3 era como la UDEF, que aglutinaba investigaciones y hacía que, como vasos comunicantes, pasasen de un caso a otro. La UDEF no parecía un equipo de investigación policial, sino un equipo al servicio del partido. Los ejemplos son múltiples y palmarios.


      La investigación a la que Paco Mercado se refería con el nombre de «Gutiez» debía ser sobre Julio Gutiez de Mira Detectives, al que jamás investigué.


      Y la UDEF jugaba en el campo político que le tocaba jugar. Un claro ejemplo era el de Ana Mato, cuya falta de entendimiento con María Dolores de Cospedal la había apartado de la dirección del PP. El periodista Dani Montero, al que algunos llaman «el brazo incorrupto de Santa Teresa de Jesús» porque sigue creyendo en la justicia de la denuncia social a través de los medios de comunicación, lo definía muy bien al señalar que en la policía también existía política en determinados cargos, mientras su maestro, el exdirector de Interviú, Manolo Cerdán, lo explicaba usando el ejemplo de Ana Mato, al señalar que no entendía por qué un informe de la UDEF ya «exprimido» volvía a salir a la luz en 2013 sin casi modificaciones. «A alguien le interesa apartar del Gobierno a Ana Mato», se comentaba en los círculos madrileños del poder.


      Garzón, tantas veces investigado por grupos policiales y parapoliciales, tampoco fue ajeno a los intereses extraprocesales cuando se reunió con el ministro de Justicia y con miembros policiales para entablar el plan de acción político de la Gürtel o cuando, en la Operación Pretoria, se detuvo a dirigentes del PSC y de CiU. Eran los estertores del proyecto de desestabilización política de la Cataluña nacionalista, en el que los dirigentes del PSC fueron meros peones de un ajedrez con rey y reina: Prenafeta y Alavedra. «Fue el primer toque de atención al president Mas», me dijo posteriormente uno de los abogados de los imputados. Pero Mas no lo quiso ver.


      Pretendían vincularme directamente a las investigaciones relacionadas con la Gürtel. El País aprovechó la mañana en la que Alicia Sánchez-Camacho tenía que declarar en el juzgado de instrucción para titular: «Bárcenas fue espiado en los meses que amenazó con tirar de la manta». La noticia, difundida por el resto de los medios de comunicación, atribuía a Método 3 la investigación y al PP el pago de la misma, señalando que «la primera aparente paradoja» es que el teléfono investigado de Bárcenas, como ratifica el dosier, «está registrado a nombre del PP». «¿Para qué iba a pagar el partido por un listado de llamadas cuya factura ya pagaba y, por ende, tenía acceso legal a su registro?», pregunté al periodista.


      Además, El País señalaba que ese supuesto informe contenía teléfonos de «entre otros, sus antecesores como tesoreros del partido, Álvaro Lapuerta, que controló junto a Bárcenas la cuenta de donativos, y Ángel Sanchís, que hizo gestiones en Suiza en relación con Bárcenas; el exeurodiputado Gerardo Galeote, implicado en el caso Gürtel y el exsenador Luis Fraga, que figura en el informe judicial sobre la fortuna suiza de Bárcenas». También se publicaba una pieza periodística en la que se establecía que habíamos realizado un informe en el que afirmábamos que Francisco ÁlvarezCascos, exministro de Fomento, «utiliza multitud de sociedades, algunas a su nombre y otras a nombre de su mujer. Sin embargo, utiliza la siguiente sociedad para cobrar comisiones de terceros sin aparecer en ningún lado». La paradoja era que la firma del dosier, Spineq Europe, tenía a Álvarez-Cascos como presidente. Se decía que habíamos recomendado «investigar a todos los clientes de esta sociedad y, a partir de ahí, se podrán definir los contactos y corruptelas de PAC». Decía Francisco Mercado que «en el mismo periodo de 2011 se espió también a los detectives Julio Gutiez y Javier Iglesias. Se ha sabido que los movimientos con el detective son a través de sus abogados y de los abogados de Correa, dado que este detective está trabajando para la red desde incluso antes de la intervención policial». El dosier revelaba, según Mercado, comunicaciones y deudas. Y todo era radicalmente falso. Alguien había engañado al periodista.


      Gutiez declaró: «Trabajé dos veces para Pablo Crespo [exsecretario general del PP en Galicia imputado en Gürtel], porque querían averiguar qué hacía Álvaro Pérez en Valencia con sus negocios. En este trabajo veo la mano de Método 3 porque hay cosas que solo ellos sabían. Me voy a personar en la causa que se instruye contra Método 3». Al día siguiente, Francisco ÁlvarezCascos declaró también en un comunicado que «el contenido del informe realizado por Método 3 recoge imputaciones graves basadas en suposiciones que fácilmente se puede demostrar que son radicalmente falsas, poniendo de manifiesto la redacción literal del informe unas connotaciones difamatorias, injuriosas y calumniosas contra Francisco Álvarez-Cascos, por lo que corresponderá a los tribunales de justicia depurar las responsabilidades en las que hayan incurrido tanto quien haya encargado el trabajo de espionaje, con eventuales motivaciones políticas si se encargó en 2011, como la empresa Método 3 que lo ha elaborado». La noticia finalizaba con unas declaraciones mías en las que comentaba que «nadie puede decir si yo he hecho o no esas investigaciones. Si se hubiesen hecho, no hay soporte físico ni digital. Solo hay una persona que conoce las investigaciones de Método 3 y soy yo, que me llevaré a la tumba mi secreto porque no existen documentos, ya que en diciembre destruí mi archivo. Los informes de Método 3 tienen tres elementos: logotipo, mi firma y un holograma de seguridad como las visas». Los informes de los que El País se hacía eco eran meros papeles en blanco.


      Mientras tanto, en el oasis catalán, la líder del PP, Alicia Sánchez-Camacho, y la exnovia de Jordi Pujol Ferrusola, Victoria Álvarez, declaraban en el juzgado de instrucción y reconocían sus voces en la cinta de audio que el juez reproducía de su encuentro en el restaurante barcelonés La Camarga el 7 de julio de 2010. Álvarez afirmó que era «una comida que tuvimos Alicia y yo en La Camarga» y que hablaron «como amigas de temas menores». Al finalizar la declaración, se escuchó a Sánchez-Camacho antes de dirigirse hacia los medios de comunicación, mirar a su comitiva de al menos seis personas, atusarse la ropa y recomponer su imagen diciendo:


      —Salgo yo primera. Tú lleva mi abrigo y tú quédate al margen, que no se te vea.


      Volvía la política y esa mujer que vive de su imagen vistiendo de forma tan artificial como su propio aspecto, y que tanto dio que hablar en la Ciudad Condal cuando se presentó en el tanatorio de Ronda de Dalt, en junio de 2012, vestida con un traje ceñido negro de tirantes, unos tacones de infarto y un escote de vértigo, todo muy impropio para una persona tan supuestamente pía como ella.


      


      


      
Políticos enloquecidos


      


      Me he tenido que enfrentar a negociaciones con la mafia rusa, a sicarios dominicanos, a los mejores despachos de abogados y a brokers malignos, pero la batalla con los políticos era, verdaderamente, la guerra. Y a ella me dispuse de forma fría. Supe desde el principio que no debía aparecer en la palestra pública para defenderme y esperé, de forma paciente, a la primera victoria, que fue el pacto con Alicia Sánchez-Camacho.


      A partir de ese momento, pude emitir un comunicado explicando que la grabación era legal y así conseguimos desenmascarar, con hechos y sin palabras, a nuestros verdugos públicos. Y seguimos sin tener que aparecer en el ágora de los medios de comunicación para defendernos. Nos hemos limitado a una defensa judicial activa en la que las reivindicaciones ante la prensa resultan innecesarias. Nuestros documentos judiciales hablaban por nosotros y los periodistas recordaron de repente, ya que hasta esos momentos lo habían olvidado, que yo nunca les había mentido. Uno de los más importantes directores de los medios de comunicación catalanes me recordó que me había ganado a pulso mi credibilidad.


      —Sé que a los periodistas nunca nos has mentido. Muchas veces nos has ocultado información y solo nos has dicho lo que tus clientes te permitían decir.


      —Pues duda de las informaciones certeras que os facilitan desde el Partido Popular de Cataluña.


      —¿Tú a Gimeno lo conocías? —me preguntó el director del medio haciendo referencia al antiguo subdirector de La Vanguardia y actual jefe de prensa del Ministerio del Interior.


      —No.


      —¿Y entonces por qué esa inquina?


      —Se ha limitado a filtrar lo que políticamente interesaba, sin importarle si la información era, o no, cierta.


      Había aprendido del director de marketing de una multinacional de las telecomunicaciones que a los periodistas no hay que mentirles porque se pierde lo único que uno tiene: la credibilidad. Pero tampoco hay que decirles toda la verdad, no hace falta.


      Desde el principio supimos que, si nos presentábamos ante los medios con nuestra verdad, la inocencia, nos derrotaría el aparato del Partido Popular de Cataluña y el jefe de prensa del Ministerio del Interior. Los policías, que contaban con la presunción de veracidad ante los periodistas de tribunales y sucesos, se nos tirarían al cuello en cuanto hiciésemos acto de presencia y rebatirían nuestras palabras con datos, verdaderos o no, que masacrarían nuestro mensaje. Por eso preferimos la estrategia del silencio.


      Ellos habían usado técnicas de comunicación política creando problemas y luego ofreciendo soluciones; algo que se utilizaba mucho en las estrategias de manipulación mediática que aconsejaban intensificar la violencia urbana para que fuesen los ciudadanos los que demandasen leyes de seguridad y políticas en perjuicio de las libertades. Nadie hubiese aceptado los recortes sociales a los que nos sometía el Gobierno sin una crisis económica previa, tan acuciante como la actual. En este sentido, el Partido Popular de Cataluña usaba el impactante lenguaje bélico posicionándome en la guerra sucia. Por eso les fue tan fácil mi detención, con unos medios de comunicación plegados a su voluntad. Si luchaba contra esa idea, grabada a fuego en la mente de la ciudadanía y los medios, diciendo que era inocente, perderíamos con toda seguridad.


      La única estrategia de comunicación plausible era desviar la atención. Los ilusionistas denominan missdirection a cuando distraen la atención de los espectadores hacia algún punto distinto del cual se realiza el movimiento secreto o gimmick. «El director de Método 3 suspende su actividad profesional y se retira de la vida pública», indicaron los medios de comunicación tras convocarles —y suspenderles— a una rueda de prensa. Después de salir del calabozo convoqué a los medios de comunicación y, minutos antes de su supuesto inicio, la suspendí con el envío de una nota de prensa anunciando mi retirada. Añadí, además, que no conocía «ni personal ni profesionalmente» a Alicia Sánchez-Camacho. Ella creyó ver en mi actuación «debilidad» y yo, por el contrario, la posibilidad de realizar más o menos tranquilo la investigación sobre la verdad de mi detención para plasmarla en este libro. Mi libro era mi gimmick y la nota de prensa una clara missdirection. Asumí, además, que dándoles muestras de debilidad al Ministerio del Interior y al PP de Cataluña saldrían en tromba contra nosotros, como así hicieron. Pero la inquina conllevaba su descrédito público y los rumores sobre las verdaderas intenciones comenzaron a llegar.


      Los nervios con mi silencio eran patentes y, cuando entré «en la mesa de negociaciones» para llegar a un pacto con Sánchez-Camacho, no necesitaba amenazar con nada. Ellos ya habían valorado la posibilidad de que realizase una rueda de prensa explicando la verdad y ni siquiera era necesario ponerlo sobre el tapate.


      La estrategia funcionó, y en cuanto la política, creyéndose ganadora, hizo público que pactaba «por 80.000 euros su honor e intimidad», las redes sociales se volcaron contra ella permitiendo que los medios de comunicación «dejasen de escuchar» al partido político y «leyesen la verdad» que, una vez más, había llegado con un mero comunicado de prensa tras cuatro meses de silencio. «Método 3 asegura que nunca realizó una grabación ilegal en La Camarga». Y a partir de ahí cambió la tendencia. La prensa, ahora sí, nos escuchaba.


      Era absurdo comprobar la dicotomía en la que se debatía permanentemente Alicia Sánchez-Camacho. Mientras aparecía ante los medios clamando que no había llegado a ningún acuerdo con Método 3, con un tono que me llevaba a «arder en los infiernos», sus letrados manifestaban en los juzgados que «la Sra. Sánchez-Camacho tiene la facultad de conceder el perdón a quien crea conveniente o le venga en gana, y su trascendencia es la que las partes quieran darle». Sin embargo, Alicia, con cara de preocupación y una vestimenta más recatada que de costumbre —en un tono oliváceo que destacaba sobre los tonos pastel de su chaqueta—, reiteraba de forma tozuda e inveraz que habíamos confirmado, punto por punto, su denuncia inicial, no habiendo tenido que ceder un ápice en sus pretensiones cuando sus letrados, abroncando al Ministerio Fiscal, escribían que «la transacción lleva aparejada una cierta negociación y cesión de alguna de sus pretensiones por ambas partes».


      Su estrategia de comunicación, fundamentada en la mentira, partía de la necesidad de señalar que Método 3 había reconocido la grabación ilegal. No solo no se reconoció, sino que además el propio Ministerio Público se lo recordó provocando que sus letrados tuviesen que escribir que «el Ministerio Fiscal, con una alegación pueril, se limita a indicar que no ha existido un reconocimiento» de la ilegalidad por parte de Método 3. Una vez más mentía a la ciudadanía, frente al Parlament o sentada ante algunos verdaderos comunicadores, como Carlos Herrera o Manel Fuentes. Y eso me llevaba a pensar si todos los políticos harían lo mismo. Estaba seguro de que hasta en su propio partido estaban «cabreados» con la decisión, incomprensible para unos y natural para otros, de pactar con aquellos a los que había llamado «delincuentes». Y pronto le pasó factura, llamando una vez más, de forma bélica, a estar «prietas las filas» en un canto de hermandad y camaradería que el Frente de Juventudes convirtió en su «himno» y los populares catalanes en su «obligación» para proteger a su efímera líder.


      El 15 de julio de 2013, el Juzgado Civil número 21 de Barcelona emitía una sentencia que señalaba que aprobaba y homologaba el acuerdo transaccional dando por «zanjadas sus diferencias en este pleito» y declarando finalizado el proceso. Por tanto, señalaba el juzgado que las partes, con el «deseo de poner término al litigio, soslayar discusiones y no extraer del olvido hechos y actos ya ocurridos», aceptamos los acuerdos en «paridad de condiciones». Y con esta sentencia judicial en la mano volvimos a solicitar, por tercera vez, el archivo de la causa penal.


      


      


      
María Dolores de Cospedal


      


      Luis Bárcenas había decidido tirar de la manta en la Audiencia Nacional. En un claro pulso al Partido Popular y, sobre todo, a María Dolores de Cospedal, se desprendía de su traje de señor y se enfundaba el de delincuente. O, quizás, con el traje de delincuente levantaba las alfombras del partido mientras que, con el de presidiario, las barría. Era lo de menos.


      La guerra fría entre la Secretaría General del Partido y la del exsenador popular venía de antaño. Cuando Cospedal llegó al partido, no aceptó las «formas de hacer antiguas» y se enfrentó directamente a Bárcenas, que creía que la presidenta de Castilla-La Mancha había usado a nuestra agencia para investigar al extesorero del partido. Bárcenas manejaba «la mentira, la verdad y las medias palabras» para asustar al partido y, sobre todo, para atacar a Dolores de Cospedal.


      En el mes de marzo recibí una llamada amenazante que me señalaba que Bárcenas y su entorno «iban a por mí». Era una absurda teoría conspirativa que señalaba que se había usado el «caso Método 3» para tapar la suciedad creada alrededor de Bárcenas. Lo único cierto de aquello era que una parte del PP creía que los había investigado, como el entorno de Ignacio González, quien junto a Sánchez-Camacho y otros reclamaron una actitud beligerante al Ministerio del Interior. Ni Bárcenas ni Génova habían tenido nada que ver, por mucho que me lo dijesen. Otra cosa es que, aprovechando que el Pisuerga pasaba por Valladolid, los imputados en el caso Gürtel se sumaran al carro atacando y anunciando querellas a Método 3.


      Lo que sabía, con certeza, era que la persona que había destapado, de manera sistemática, el inicio del caso Gürtel, la persona que puso la «Correa» al cuello a los imputados, enfundado en un traje negro, fue una vez más el espía policial Pepe Villarejo. Gómez de Liaño, actual abogado de Bárcenas, podría «investigar y demostrar» que fueron las estructuras de la «fontanería» policial las que, con Correa, anudaron el cuello de su cliente. Era obvio que, si demostraba la ilegalidad de las investigaciones policiales, conseguiría la nulidad del proceso. Mediante el chantaje no conseguiría nada.


      Se escribió hasta la saciedad intentando vincularme a María Dolores de Cospedal y su entorno más próximo. La presidenta de Castilla-La Mancha y secretaria general del PP tuvo que admitir, públicamente, que su gobierno autónomico había contratado a nuestra agencia. Las insinuaciones eran que Método 3 había trabajado para el partido o para ella misma. Por eso, El País señalaba que habíamos investigado a José María Barreda y habíamos intentado vincularlo a Domingo Díaz de Mera, un constructor de la zona. Añadiendo que en Método 3 habíamos investigado a Bárcenas —más allá de lo que ya hemos comentado— o a Francisco Álvarez-Cascos, se nos intentaba posicionar «al lado» de María Dolores de Cospedal, pero no era cierto que la secretaria general del PP nos hubiese contratado para nada personal. El Gobierno de Castilla-La Mancha, no Cospedal, nos había contratado para intentar «recuperar tres discos duros» con información relativa a la concesión de subvenciones del anterior Gobierno de Barreda.


      La información era tan poco atractiva como novedosa, ya que la contratación fue pública, se pagó mediante factura oficial —aunque tuve que reclamarlo en multitud de ocasiones, como el resto de proveedores— e, incluso, se utilizó nuestro informe en un escrito judicial que el propio Gobierno castellano-manchego presentó por la destrucción de estos archivos informáticos.


      Uno de los tres ordenadores en los que se realizó el análisis forense digital durante el año 2012 se encontraba en la Dirección General de Presupuestos y Fondos Comunitarios, dependiente de la Consejería de Economía y Hacienda. El procedimiento informático consistió en intentar recuperar la información borrada del sistema operativo y constatar si el borrado había sido intencional.


      


      


      
Limpieza política


      


      En Método 3 se ha investigado legalmente a políticos y mucha de esa información sigue, y seguirá, oculta. Lo habitual es que nuestros trabajos, simplemente, sirviesen para que, de forma privada, se conminase al personaje público a abandonar sus puestos y su posición pública. Ese ha sido el destino de muchas de las informaciones que a lo largo de los años hemos descubierto. Sin embargo, algunos de los casos se han hecho públicos —imagino, no aseguro— tras negociar con el investigado y comprobar que no asumía individualmente sus culpas.


      Este puede ser el caso del ya exsecretario general de la Associació Catalana de Municipis (ACM), Josep Maria Matas, coordinador de la Diputación de Barcelona. Tras la victoria de CiU en las municipales, Salvador Esteve —presidente de la ACM entre 2007 y 2011— fue nombrado presidente de esta diputación. Le siguió Matas como coordinador general, para gestionar un presupuesto trescientas veces superior al de la ACM. Sin embargo, alguien detectó que existían fugas de dinero desde la asociación y nos contrató.


      Nuestro informe señalaba que Josep Maria Matas había creado la sociedad Parés i Solé, S.L., con la que había facturado, desde su creación, 900.000 euros a la ACM por resúmenes de prensa, gestión de publicidad, estudios de mercado y organización de cursos. El exsecretario general de la ACM presidía CDC en la comarca de Osona y los socios fundadoras de la sociedad eran Pere Parés —alcalde de El Masnou por CiU— y Eva Solé, aunque tras la sociedad estaba Matas.


      Meses más tarde El País hizo pública la información, lo que provocó el inicio de acciones judiciales por parte de la Fiscalía Anticorrupción y su destitución en la diputación. Cuando la presión mediática estaba descendiendo, nos pidieron más información y descubrimos que Parés i Solé, S.L., la empresa de Josep Maria Matas, adquirió un piso en La Escala (Girona) que se pagó sin hipoteca alguna. Días después comprobé cómo la información, una vez más, se usaba mediáticamente y el juzgado, tras la querella del fiscal Anticorrupción y su imputación, empezó a devolver el dinero, supuestamente malversado, a la empresa pública, esto es, a todos nosotros.


      Y ello gracias a una agencia de detectives como la nuestra y al uso mediático y político que le dio nuestro cliente.


      


      


      
María Antonia Munar


      


      Muchos ríos de tinta y comentarios habían corrido vinculando nuestras investigaciones a la caída de María Antonia Munar, la lideresa del desaparecido partido Unió Mallorquina.


      —En el último juicio de Munar tu nombre sobrevolaba a todas horas —me comentó uno de los abogados que participaron en el juicio del Plan Can Domenge.


      El Plan Can Domenge fue un proyecto para construir sesenta viviendas en un barrio nuevo de Palma de Mallorca. El Gobierno balear aceptó una oferta de 30 millones de euros desechando una mucho más sustancial, y ello provocó un alud de investigaciones.


      —Dicen que toda la información que vincula a Munar con corruptelas proviene de ti —afirmó otro abogado.


      Lo único que, en realidad, hicimos fue analizar las relaciones de Munar con representantes de constructoras favorecidas por la lideresa del extinto partido. Sin embargo, durante el juicio en el que se la condenó, se posicionó a Método 3 en su contra. Los rumores nos vinculaban con la información que sobre ella se había escrito. Y no era cierto.


      La sentencia 68/13 de la Audiencia Provincial de Baleares se inicia, como hice constar en mi molesquine sobre la líder mallorquina, así: «María Antonia Munar Ruitort, con NIF 37.726.759C, nacida en Barcelona el 16 de marzo de 1955…». La sentencia condenaba a la política «como responsable de los delitos de prevaricación, fraude a la administración y revelación de información confidencial» a seis años de prisión, corroborando lo que en nuestra agencia, años antes, habíamos detectado: los vínculos inquietantes entre Munar, su personal y la dirección de una empresa constructora.


      


      


      
El PER de los ricos


      


      —A la Gran Via de les Corts Catalanes 612, por favor —solicité al taxista.


      —¿Eso es la Conselleria d’Agricultura, no? —me preguntó.


      No entiendo a los profesionales que contestan con una pregunta y tampoco por qué, cuando se facilita a un taxista una dirección concreta, pretende saber a qué sitio concreto se dirige uno.


      —Al lado —respondí para evitar decir dónde iba con exactitud.


      Nada más entrar, tuve que identificarme ante el personal de seguridad, que me indicó el piso donde me esperaba el consejero de Agricultura, Joaquín Llena.


      —¿Cómo estás? —me preguntó Quim Llena al verme.


      —Conseller, ¿cómo estás tú? —le contesté tendiéndole la mano.


      Desayunamos juntos y me planteó el problema que tenía.


      —Los sindicatos agrarios están muy beligerantes con nosotros, algo que no te explicaré en detalle, pero hay una cosa en la que tienen razón.


      —¿Cuál?


      —Estamos subvencionando desde hace años determinados cultivos, como el de la avellana, y según nos informan muchas de las subvenciones no llegan a los agricultores porque se las quedan los empresarios agrícolas que, en realidad, no cultivan.


      —Que el terreno agrícola está en manos de unos pocos no es nuevo, conseller. Durante la época feudal se concedieron a nobles, caballeros y señores grandes extensiones de tierra, y esto ha perdurado hasta nuestros días. En Andalucía, el 2 por ciento de los propietarios posee el 50 por ciento de la tierra de la región.


      —Lo sé y no voy a entrar a valorarlo. Pero esta Conselleria quiere subvencionar, de verdad, al agricultor y no a los empresarios aprovechados.


      Planteamos una investigación sobre todas las subvenciones de la avellana que se habían pagado en los últimos años para comprobar si los dueños de los terrenos eran, o no, agricultores. Y ese fue el informe que se emitió: la relación detallada de quiénes eran los perceptores de las subvenciones pagadas en los años previos a esta reunión y si se trataba de agricultores o de empresarios que no vivían de la agricultura.


      Poco después, CiU y Manos Limpias llevaron ante la Fiscalía los informes que la Generalitat había encargado a empresas externas durante la segunda legislatura del tripartito. La polémica de los informes estalló en 2008, cuando se denunció la subcontratación a personas vinculadas con PSC, ERC e ICV-EUiA. Se creía que eran pagos de favores políticos a través de dinero público. Entre los informes contratados se enumeraban algunos con el nombre de «Seguimiento de la concha brillante», «Estudio del murciélago Nana como control de la plaga de la mariposa del arroz en el delta del Ebro» y «Diseño de parchís y puzle de la casita de cartón recortable». La Fiscalía catalana archivó la denuncia en 2010 y el tripartito reconoció haber encargado informes técnicos a personas externas de la administración por un coste de 31 millones. La acusación, liderada por Manos Limpias, aseguró que dichos informes se habían encargado a «personas afines al gobierno del tripartito» y, en total, denunció 1.583 estudios, informes y trabajos técnicos.


      Tras mi detención, con la veda política abierta, los partidos empezaron a atacarse mutuamente y el consejero de Presidencia, Francesc Homs, de CiU, aseguró públicamente que Método 3 «hizo tres informes para el Govern entre 2006 y 2010: uno sobre el cultivo de las avellanas, que encargó la Consejería de Agricultura y que costó 30.000 euros; otro sobre seguridad técnica, en 2007; y un tercero para la Conselleria de Innovación, Universidades y Empresa, que entregó en 2009».


      Josep Huguet, extitular del Departamento de Innovació i Empresa en tiempos del tripartito, mostró a través de Twitter su malestar.


      —Es falso que Innovació encargase nada a Método 3. Esta empresa ganó junto a decenas de otras una subvención en un concurso público —dijo el exconseller Huguet.


      Homs tuvo que realizar una retractación pública emitiendo un comunicado en el que se señalaba que el único informe encargado a Método 3 por el tripartito había sido el de las avellanas. Sin embargo, el exconseller Llena realizó en la radio unas declaraciones públicas que, realmente, no entendí:


      —Es evidente que algo así no lo tiene que llevar una agencia de detectives, en ese momento la empresa tenía otras funciones como hacer estudios económicos; es evidente que no elegimos bien, no me pregunte por qué elegimos esa empresa.


      Era más fácil decir la verdad. Solo una agencia de detectives podía investigar legalmente, uno a uno, a los perceptores de subvenciones y discriminar si las usaban para su beneficio personal o, realmente, para el cultivo de la avellana. Pero, en el fondo, entendí al conseller cuando comprobé que habían empezado a circular falsas informaciones que le vinculaban a otras investigaciones, a las que ni siquiera me referiré y que jamás realicé. Esta fue la primera, y única, investigación que para él realicé.


      


      


      
La decisión más difícil


      


      La decisión más difícil que he tomado en todo este proceso del mal llamado «caso del espionaje» ha sido la de cerrar Método 3. Tras muchos años haciendo crecer la empresa fundada por mi madre en 1986, llegaba el momento de retirarme temporalmente del mundo de la investigación. Una decisión difícil pero meditada. Las presiones, los medios de comunicación y, sobre todo, las amenazas del Ministerio del Interior, que me llevaron a solicitar un hábeas corpus, hicieron que la ilusión que puso en marcha nuestra empresa se desvaneciese.


      En 2012, tras dos años con pérdidas motivadas por la crisis e invirtiendo los ahorros en intentar salvar la empresa, tuvimos que hacer un ERE. Era la única forma de seguir adelante con Método 3, cuyo mayor activo era la marca. Ahora, tras el impacto de los medios fomentados desde Interior, su valor era insostenible. Poco pudimos hacer y pactamos con todos los empleados menos dos, Julián Peribáñez y una secretaria, que nos demandaron de forma beligerante. Con el resto de los veinte trabajadores acordamos un plan para llevar a cabo una reactivación económica aunque, obviamente, reclamaron las cuantías adeudadas. Pagamos a todos los proveedores y refinanciamos la deuda bancaria, dejando así Méto- do 3 en liquidación voluntaria. No hicimos suspensión de pagos (concurso de acreedores). Simplemente, nombramos un liquidador y empezamos a generar liquidez para pagar los retrasos que acumulábamos. La prensa, sin embargo, decía que la empresa estaba en quiebra, cosa que no era verdad.


      Sin embargo, dos exempleados que no entraron en el ERE, Antonio Tamarit y Elisenda Villena —el primero despedido por tener una condena por falsedad documental (en Método 3 no queríamos delincuentes condenados como empleados) y la segunda porque en su día dejó la empresa por voluntad propia— también lo pusieron difícil.


      Planeamos la siguiente reestructuración: mi madre, dueña de la agencia, liquidaba el grupo y me permitía empezar por mi cuenta en una nueva sociedad creada para dedicarnos a la consultoría antifraude, pero el Ministerio del Interior nos reventó. No teníamos deudas, estábamos negociando con esos pocos empleados más conflictivos y los bancos nos habían aprobado los planes de viabilidad y refinanciado las deudas. Entonces Alicia Sánchez-Camacho nos mandó a la ruina para proteger su puesto de trabajo. Habían tenido entre rejas a cuatro personas durante tres largos días sin, ni siquiera, pestañear sabiendo que de lo que se las acusaba era falso. La marca Método 3 hubiese sido nuestra principal baza hasta que la «banda de Alicia» la masacró mediáticamente.


      El target de Método 3 siempre habían sido las empresas, y a ellas nos dirigíamos impidiendo que se cometiesen actos fraudulentos en su contra. En cuanto entrábamos a protegerlas, los departamentos de compras dejaban de llevarse comisiones, los piratas de sus productos lo tenían más difícil para falsificar y los empleados volvían a sus puestos de trabajo que habían dejado con bajas laborales fingidas. Y ahora Sánchez-Camacho y el Ministerio del Interior habían convertido dicha marca en algo sin valor y mi nueva empresa de consultoría que había creado, al margen de Método 3, en terreno yermo. Pronto podría reclamárselo judicialmente.


      


      


      
Los pactos


      


      Todas las investigaciones políticas que conocí, las hubiese realizado o no, y que poco a poco el Ministerio del Interior filtraba de forma interesada con datos falsos, iban a plasmarse exponencialmente tras los pactos con Alicia Sánchez-Camacho.


      Sánchez-Camacho y «los Fernández» eran califatos diferentes que se habían unido en la misma causa. Creían firmemente que Método 3 estaba en la órbita nacionalista y no se daban cuenta de que eso era falso. Si algo me sentía —aunque después de este episodio un poco menos— era español y, por ende, mis sentimientos secesionistas eran nulos. Sin embargo, había trabajado para todo el arco parlamentario español y catalán porque, en realidad, investigaba la porquería de los políticos, en un intento de hacer limpieza interna, no espionaje entre partidos.


      La operación orquestada desde el PPC, con la ayuda del Ministerio del Interior, se debió a que, desde los grupúsculos de la inteligencia policial, se me posicionó en la órbita de CiU, cosa absurda para cualquiera que me conozca.


      —Macho, es que te has pasado al lado catalán —me dijo un político del PP.


      —Mira, yo nunca he tenido afiliación política. Lo único que odio es a los políticos chorizos.


      —Pues el PP catalán no se ha tomado muy bien tu pacto con Sánchez-Camacho y han comunicado que el partido va a seguir adelante con la denuncia.


      —Es un poco difícil, porque hay un auto firme en el que se aparta al PP de la causa y la propia Sánchez-Camacho solicitó su archivo y mi absolución en su propio nombre y como presidenta del PP.


      —¿Y tu amigo Alberto [por Alberto Fernández Díaz] no podría hacer nada para acercar posturas entre las dos alas del PP catalán?


      —Alberto ni está ni se le espera —le contesté.


      —Pues el grupo policial ha puesto el grito en el cielo por el pacto con el Partido Popular. Se han quejado en Fiscalía y en el Ministerio del Interior.


      —Es que ellos saben que, tarde o temprano, acabarán querellados por irregularidades en mi detención.


      —¿Tan claro lo tienes?


      —Los que han arruinado el buen nombre de mi empresa tendrán que pagar judicialmente por ello.


      —Pues tu pacto ha desatado una guerra interna en el PP catalán —insistió el político popular.


      —Es que estoy seguro de que Alicia les vendió que la grabación era ilegal y no lo es.


      —Ya, y porque eres nacionalista —reiteró como una termita.


      —En serio, no lo soy. Si lo fuese lo diría. Pero no voy a permitir que se ataque a quien piensa diferente a mí por sus creencias políticas. Ese tipo de comportamiento acabó hace muchos años.


      —Pero...


      —No me interrumpas, por favor. No creo en la independencia, considero la consulta que se pretende hacer inconstitucional, pero tampoco creo en los tanques en la calle.


      —Pero es que personajes como Rahola o Cuní no te han atacado a lo bestia y eso cuenta en España, y mucho.


      —¿Que no me han atacado? Repasa las hemerotecas y las videotecas. Políticamente estoy en las antípodas de Pilar Rahola y, posiblemente, mi figura no le gusta; pero he hablado con ella en diversas ocasiones y me parece una mujer lista y consecuente consigo misma.


      —¿La defiendes? —me preguntó el dirigente popular sin entender que no es necesario masacrar a alguien por tener pensamientos políticos divergentes.


      —No. Una vez más demuestras tu poco talante político. Nací en una ciudad nacionalista en la que, poco a poco, se han ido radicalizando sus posturas. Tengo amigos de todas las creencias y he investigado hasta para la CUP. Pero ni Fernández de la CUP ni Rahola me parecen desdeñables por sus ideas políticas, como no me lo parece el ala dura del PP o los comunistas. Todos tenemos derecho a pensar como nos dé la gana.


      —Ya, pero... —fue a reiterar sus posiciones.


      —Y no voy a admitir que desde el Ministerio del Interior se creen informes políticos y sus autores queden impunes. Mi libro se va a publicar. Díselo a quien se lo tengas que decir.


      —Joder, no lo hagas. Te masacrarán todos los partidos porque los Pujol tampoco salen bien parados —me dijo desvelando que sabían lo que decía mi libro antes de publicarse.


      —Entérate, Jordi Pujol padre ya ha dicho que lo que hayan hecho sus hijos no va con él. Pues te digo lo mismo. Ningún partido se puede sentir atacado con mi libro; solo los políticos que han hecho algo mal aparecerán reflejados y, por tanto, quiero creer que me lo agradecerán.


      —No te lo creas, Paco. En mi partido hay mucha preocupación.


      —Pues diles que duerman tranquilos, que, aunque yo lleve muchos meses sin dormir y me hayan usado como arma arrojadiza, no pienso atacar institucionalmente a nadie. Cumpliré mis pactos, que por cierto ya lo habéis filtrado desde el partido, de forma estricta y al límite, y en el ámbito personal no pienso entrar.


      —Pero si escribes que te contrató Alicia vulnerarás el pacto —me dijo el dirigente popular.


      —Estáis errados. Solo he firmado que no transmitiré el contenido de la conversación, nada más. Y únicamente he admitido la culpa in vigilando de la información. Jamás hubiese firmado un documento que me impidiese contar la verdad y no actuar contra todos aquellos que me han obligado a cerrar mi empresa.


      —Pero ¿en el ámbito personal piensas entrar?


      —Déjalo, yo he tenido que soportar muchos rumores y mentiras interesadas sobre mí. Lo más detestable es que buscaban destrozarme personalmente para que acabase suicidándome. Yo no lo pienso hacer; toda la sarta de bazofia que han dicho me resbala. La única verdad que han conseguido, tras seguirme y controlarme durante tres meses, es verme trabajando, con mi familia y cenando con mi mujer. Joder, ¡que ni siquiera bebo alcohol! ¿Qué pretenden, desacreditarme personalmente? Yo jamás lo he hecho en mis informes, nunca he entrado en la vida privada. Y la verdad es que poco me importa lo que se diga si soy un héroe para mi hijo y mi familia.


      —Pero ¿qué sabes de los políticos? —quiso cotillear.


      —Nada y todo.


      Los pactos firmados eran claros aunque, obviamente, podían intentar confundir con el lenguaje forense. El Partido Popular empezó a retorcer la letra de los mismos buscando quedar bien frente a la opinión pública, cosa que no consiguió. En ellos aceptábamos que dos empleados de Método 3, a los que habíamos denunciado y que estaban siendo investigados en un juzgado de instrucción barcelonés, habían tenido acceso al informe de Alicia Sánchez-Camacho y, por ende, aceptamos una culpa civil en la custodia documental del expediente. A cambio, la dirigente solicitaba el archivo definitivo de la causa.


      Pero con las guerras internas del PP, algún director de comunicación política no debió de leer bien la letra de los pactos y permitió que la dirigente saliese en programas de televisión y radio diciendo que habíamos reconocido una grabación ilegal (cosa que no hicimos) y que el Partido Popular podía seguir la causa contra nosotros. Filtraron a los medios de comunicación los pactos de forma torticera, por lo que tuvimos que salir al paso con un comunicado de prensa en el que señalábamos la verdad de los mismos. En este indicábamos que «ante la noticia en la que se indica que el PP catalán afirma que va a mantener la denuncia contra Método 3 manifestamos que en el escrito de renuncia de acciones penales presentado en el Juzgado de Instrucción número 14 de Barcelona por Doña Alicia Sánchez-Camacho se manifiesta literalmente que “Alicia Sánchez-Camacho, en nombre propio y como presidenta del Partido Popular de Cataluña, solicita el archivo definitivo” de la causa contra Método 3».


      Además, centrábamos el debate indicando que «sobre la existencia de posibles terceros perjudicados por informes de Método 3, queremos manifestar que la propia Alicia Sánchez-Camacho, en el mismo escrito, solicita el archivo definitivo de la causa principal, es decir, de la causa que se abrió a raíz de su denuncia y, literalmente, señala de cuantas piezas separadas se hayan podido iniciar a raíz de la denuncia que dio lugar a las presentes diligencias previas».


      Los partidos políticos se volcaron en tromba a atacar a la lideresa popular porque, en cuanto firmamos la paz de Breda, aún sin resolver como en aquella, los problemas territoriales se materializaron en un pacto que el PPC rápidamente filtró, de forma interesada y tergiversada. Pactos que ponían fin a las disputas, tanto civiles como penales, con Método 3, pero la crisis mediática no tardó en llegar y nadie entendió que Sánchez-Camacho acordase un cierre legal de sus disputas ofreciendo el perdón del ofendido a Método 3 y solicitando el archivo de la causa principal y de cualquiera accesoria. Ocultaron, también, que reconocían en el juzgado que las investigaciones de nuestra agencia solo le afectaban a ella y no a otros políticos, cercenando el camino al Ministerio Fiscal para continuar contra nosotros.


      Tampoco contaron que la líder del PP firmaba en su propio nombre y en el del Partido Popular, y rápidamente las facciones contrarias a ella, en su propio partido, quisieron continuar contra nosotros sin saber, en realidad, nada de la causa.


      La prensa creyó ver un pacto de silencio oculto que nunca existió y, tras filtrarlo y que la ciudadanía se volviese en su contra, pidieron árnica a los abogados para que no nos rebelásemos mediante comunicados.


      —Paco, piden silencio mediático —me dijo mi abogado.


      —Pues que dejen de filtrar información falsa.


      Los partidos políticos contrarios se lanzaron a su yugular y acusaron a la lideresa de tapar investigaciones políticas contratadas desde el partido. Eso era falso. Alicia Sánchez-Camacho decía la verdad al señalar que Método 3 nunca había sido contratado por el Partido Popular de Cataluña.


      Uno de los días posteriores al pacto llevé a mis hijos al parque para que jugasen con los patinetes. Estaba solo en un banco mirándolos y, de repente, vi a un grupo de gente que, posiblemente, estaba celebrando una comunión. Me quedé observándolos: iban con traje, aunque se habían despojado de la chaqueta y estaban en mangas de camisa y con corbata. Algunos incluso peor: con corbata y en camisa de manga corta. Las telas oscuras de los trajes contrastaban con las corbatas amarillas, clásico uniforme del trabajador catalán de clase media. De pronto, entre toda esa gente vi a un hombre con un traje de corte clásico, el último botón de la manga abierto denotando que estaba cosido a mano, camisa azul Oxford y corbata en tonos rojizos de Hermès. Parecía fuera de lugar. Su corte de pelo, ligeramente engominado, y sus zapatos, obviamente de cordón, también destacaban en aquel nido de mocasines. Parecía un abogado madrileño entre un grupo de vendedores de un centro comercial. Nuestros ojos se cruzaron y, al rato, lo vi escribir un SMS como ocultándose. Poco después, recibió una llamada y se disculpó con el resto del convite, marchándose casi a la carrera. Cuando pasó por mi lado se giró para decirme:


      —Seguimos controlándote.


      Ya habíamos firmado el pacto. ¿Ahora qué querían? ¿Y quiénes eran? No se trataba de ningún policía, eso era obvio, ni tampoco de un político nacional, porque lo hubiese reconocido. Estaba absorto intentando ponerle un nombre a esa cara cuando mi teléfono sonó. Era Javier de la Rosa, quien llamaba para citarme, otra vez, a uno de sus tête à tête con influencias de novela barata de espías.


      También esos días recibí la llamada de un periodista madrileño:


      —Hola, estoy en Barcelona.


      —¿Cómo te va?


      —Bien. ¿Podemos comer juntos?


      —Me es imposible, lo siento.


      —De todas formas, felicidades.


      —¿Por qué?


      —Me han dicho que has abierto una nueva agencia de detectives con un exjefe superior de policía.


      —¿Otro rumor? —pregunté riéndome a carcajada limpia.


      —¿No es verdad?


      —Claro que no. Diles a los de la UDEF que se dejen de rumores, ataques, filtraciones y mentiras sobre mí. ¡Estoy harto!


      Pero el ataque no tardó en llegar, y aunque hubiésemos firmado un pacto con el Partido Popular, su brazo armado policial volvió a la carga «forzando» un artículo contra mí en Interviú. El reportaje, que obviaba los ataques personales, hacía un refrito de todo lo publicado en diversos medios. Se habían olvidado de que la eterna cabecera de investigación se dedicaba a lanzar scoops y realizaron un mero ejercicio de recopilación de lo que ya se había publicado. Los servicios de inteligencia policiales usaban la misma revista que había filtrado una campaña de acoso y derribo contra Cataluña y recordé las palabras de uno de sus redactores, señalándome el «uso político de los periodistas para los intereses partidistas» de las cloacas del Estado.


      —Paco, pude examinar los expedientes que la policía te atribuye en los propios ordenadores de Canillas. Estuve tres horas revisándolos.


      —¿Qué?


      —Sí, me dejaron verlos y comprobé que en los metatags identificadores de los documentos aparece incluso el número de licencia de Word de Método 3.


      —Claro, es que han cogido algún parte interno de los exempleados y los han dado como ciertos y hechos por Método 3.


      —También aparecen datos de algún ordenador diferente no vinculado a ti.


      —Ahí lo tienes. Alguien cogió unos pocos partes internos y les dio forma para que pareciesen hechos por mí.


      —Puede ser —me reconoció el periodista.


      —Pero es muy bestia que te dejen los propios ordenadores de la policía, en pleno secreto de sumario, para ver supuestos documentos de Método 3.


      —Ya lo sé, pero les interesaba atacarte.


      A partir de ese día supe que, o explicaba quiénes eran y qué hacían, o no me dejarían vivir y trabajar en paz. Las esferas del poder policial de los sectores más inmovilistas de las fuerzas y cuerpos de seguridad no me perdonaban que nunca me plegase a sus designios de control de la información.


      


      


      
El silencio de los corderos


      


      El reportaje de Interviú sobre Método 3 me vinculaba a investigaciones sobre la Gürtel, Unió Mallorquina, Luis Bárcenas o Díaz Ferrán, y todas ellas «de forma previa» a su explosión mediática.


      —Si algo demuestra ese artículo es lo impresionante de tu trabajo y cómo desde una agencia de investigación privada se pueden adelantar los mayores casos de corrupción del país —me dijo el consejero delegado de una multinacional.


      —Sí, es cierto, hemos sido privilegiados pudiendo limpiar de mierda la política española.


      Pero un escalofrío me recorrió la espina dorsal cuando releí la revista en la playa Alberto Beach de Sitges. Pablo Crespo y Paco Correa, principales imputados de la trama Gürtel, podrían acabar absueltos si el mismo grupo policial de la UDEF usó extraprocesalmente los servicios de José Villarejo y los grupúsculos de la inteligencia policial española. Cuando se realizaban informes políticos al servicio del Gobierno de turno, la policía perdía su imparcialidad y dejaba de ser un perito fiable. ¿En cuántos casos más se investigaría, por parte de las defensas, a los policías de la UDEF y se conseguiría desacreditarlos?


      Abrí nuevamente la revista hasta llegar al párrafo que señalaba, textualmente, que existían indicios —según los investigadores policiales— de que la grabación de La Camarga era ilegal cuando ya había quedado meridianamente claro que había sido consentida. La causa seguía bajo secreto de sumario y no sabía qué atestado iba a emitir la policía. Pero tras leer Interviú supe que las acusaciones de «parcialidad» y «tergiversación» que había emitido en la prensa, días antes, Pablo Crespo eran reales. Recordé también los vínculos del espía Villarejo, el «hombre de negro», con las filtraciones de la Gürtel. Automáticamente llamé a un abogado penalista de Madrid implicado en la defensa de uno de los mayores escándalos políticos:


      —Hombre, el todopoderoso espía. ¿Cómo estás? —me atendió sarcástico.


      —Bien. Te llamo para decirte que contrates a un detective para investigar quién realizó los informes de la UDEF en la causa que defiendes.


      —Pero ¿por qué?


      —Puedes desacreditar su imparcialidad como peritos y expulsarlos del proceso.


      —¿Y tú? ¿Lo puedes investigar?


      La respuesta quedó bajo secreto de sumario.


      Pero el artículo de Interviú estaba plagado de silencios. Ocultaba información que los redactores callaron por respeto mutuo. La afasia del reportaje traslucía muchos riesgos. Era un aviso a navegantes de quién lo había filtrado y, obviamente, no de quién lo había escrito. Supe enseguida que desde la inteligencia policial me daban un nuevo aviso. «Cállate, mantente al margen, aguanta y asume». Y otra vez utilizaban a un medio de comunicación.


      Sin embargo, si ese mismo silencio se trasladaba a la política era síntoma de debilidad.


      El día 19 de julio de 2013, la policía entraba en la sede del Partit dels Socialistes de Catalunya para comprobar si existían correos electrónicos o documentos que vinculasen a Método 3 con dicho partido en la investigación de Alicia Sánchez-Camacho. La pieza teatral había llegado a su máximo esplendor.


      Mientras en Madrid se investigaban las finanzas del Partido Popular, el juzgado enviaba a prisión a Munar por las de Unió Mallorquina, y el juzgado del caso Palau establecía presuntas irregularidades en CiU, un solo partido quedaba al margen de la financiación ilegal desde los tiempos de Filesa: el PSOE mantenía el cuerpo a cuerpo parlamentario con amenazas de mociones de censura, indemne, aparentemente, en sus finanzas.


      Los foros legales no entendían que el Juzgado de Instrucción número 14, en lugar de archivar la causa contra Método 3 continuase —y bajo secreto de sumario— una partida de ajedrez política cuando la propia Alicia Sánchez-Camacho había pedido el archivo de la causa, tras otorgar el perdón del ofendido.Una y otra vez se escuchaban rumores del uso partidista de la Policía Nacional —que no del juzgado o la Fiscalía— por parte del PP. La opinión pública se había polarizado y la lideresa popular, que perdía terreno judicial siendo apartada de la causa, se convirtió de repente en protagonista, secundaria eso sí, de la ópera prima del ministro del Interior. La política tuvo una indisposición.


      Los hechos, machacones como puños, daban la vuelta a la tortilla con una jugada magistral digna de las mejores novelas de espías. La noche del 18 de julio debió de ser terrible para la senadora, porque la mañana siguiente, antes de que nada se supiese públicamente, se quedó en casita. Esa velada se indispuso y suspendió un viaje a Girona antes de que se conociera que los policías iban a intentar dar un golpe de efecto al proceso judicial. Parecía un guion cinematográfico en el que era necesario apartar de la escena pública a la lideresa.


      


      


      Interior de la vivienda de Alicia Sánchez-Camacho


      De día


      


      Alicia, cuarenta y siete años, mediana estatura, permanece en chándal en su sofá con un pañuelo en la mano, resfriada y con un tazón de leche caliente con miel en su regazo. La actuación fue tan novelesca que se relataba en la prensa: «En medio de un gran hermetismo», la mañana del 19 de julio se concretaron, con la irrupción de la comitiva judicial en la sede de los socialistas catalanes y la imputación de la gerente, las nuevas actuaciones que permitirían llegar hasta el final del caso Método 3. Las plumas de los periodistas de sucesos catalanes parecían hechas para momentos como aquel, que describían cómo «ante la sorpresiva irrupción de la policía en Nicaragua [la calle donde se halla la sede de los socialistas catalanes] se vuelve a colocar al PSC en el punto de mira de la trama». La situación recordaba a Federico Trillo relatando, magistralmente, la toma del islote de Perejil. «Al alba y con tiempo duro de levante, a las nueve de la mañana toca tierra, en la sede del PSC de la calle Nicaragua de Barcelona, el primero de los policías españoles que han sido enviados para tomar el partido político. Han sido algo más de cuarenta y cinco minutos antes del norte de la península en dos coches policiales y están realizando la operación denominada en clave “caso Método 3” para reestablecer la tranquilidad de espíritu de los ciudadanos catalanes».


      Era un absurdo. La intermediación de un miembro del PSC en la contratación de la grabación legal de la comida de La Camarga era conocida. Nadie, institucionalmente, lo había contratado ni pagado. Sin embargo, el juzgado indicaba en un auto que, al no poder contar con el servidor de Método 3, accedía a la incautación del ordenador de finanzas del partido político. Era, por fin, una realidad constatable que en nuestra sede nadie se había llevado el servidor informático, ni miles de expedientes, y la juez lo ponía por escrito. Pero lo hacía para justificar que la Policía Nacional y sus servicios de inteligencia ya tenían el ordenador de la contabilidad del PSC. Todos los partidos ya estaban empatados y allí se pretendía encontrar la nueva Filesa que callase la boca de los socialistas.


      Rápidamente declaramos en sede judicial indicando que en nuestra documentación encontrarían la referencia «PSC-Camacho» como uno de nuestros clientes. El PSC únicamente había contratado servicios de seguridad de la información en el partido y la referida a PSC-Camacho establecía, con la claridad que daba el apellido de la senadora, que era nuestra clienta. El juzgado no necesitaba el ordenador de las finanzas del partido para nada. Pero el guion estaba servido.


      


      


      Jordi Turull, presidente de CiU en el Parlament


      


      [Sarcástico]: «Todos los que difaman contra el president que vengan aquí y que den la cara. Esto es una cobardía».


      Y allí estaba. El silencio de los corderos. Días después de la irrupción policial en la sede del PSC, el president Artur Mas comparecía en sede parlamentaria para responder por la financiación ilegal de su partido en el caso Palau. Se esperaba una comparecencia de altura y se creía que los primeros espadas de todos los partidos asistirían a interpelarle. Era el momento político del año. Tiempo para escuchar un debate importante con los grandes estadistas catalanes. Los imaginaba minutos antes de enfrentarse, de forma beligerante, al presidente catalán, acusándolo de financiación ilegal y reprochándole que no tomase medidas políticas para evitar un nuevo caso de corrupción. Mi cabeza, ilusionada, creía ver a una Alicia Sánchez-Camacho retocando su lápiz labial antes de ponerse frente a los focos de las distintas televisiones; a Pere Navarro, líder de los socialistas catalanes, atusando su voz para no perderla en plena comparecencia; o al dirigente republicano Oriol Junqueras ordenando sus folios llenos de momentos históricos en los que el president tendría que sustentar sus futuras políticas secesionistas.


      Pero ninguno asistió. Enviaron a sus segundos. Todos, como en el silencio de los corderos, prefirieron una estrategia de comunicación diferente: pasar desapercibidos.


      Fundido a negro.





Capítulo XII

      

      EL MUNDO DEL DEPORTE


      


      


      


      


      
Barçagate. Amenazas al club


      


      —Hay un exempleado que amenaza con vender la base de datos del club —me informó Martorell, director de Seguridad del Fútbol Club Barcelona en el año 2008.


      Iniciamos una operación para poder grabar legalmente al chantajista. El contacto que el Barça había puesto para negociar la supuesta compra-venta llevaba una grabadora y un vehículo de nuestra empresa y debía recibir el audio mientras otro equipo filmaba la reunión. El Barça interpuso una denuncia en la policía catalana. Esta fue una de las primeras investigaciones que realizamos para el club deportivo. Oliver, exdirector general del Barça, y Martorell también estaban preocupados porque, aparentemente, una agencia de investigación había llevado a cabo el control sistemático de los correos electrónicos del club. Según la Fiscalía, en las diligencias de investigación 9/2012 se señalaba que si alguno de los correos contenía alguna de las palabras que constaban en un listado de quince folios, se enviaba copia de dicho correo a otro buzón de e-mail, del mismo club y así controlaban toda la información. En cuanto Martorell llegó al club en 2008, desinstaló ese programa y nosotros investigamos la legalidad de una instalación de aquel sistema. Con posterioridad, se confundió nuestro trabajo en el club con el sistema informático que había hecho instalar Ferrán Soriano a otra agencia de detectives.


      Pero la mayoría de las investigaciones tenían mucha menos enjundia. En el Barça, como en otros equipos de fútbol, se investigaba la reventa ilegal de entradas, la cesión de carnés por dinero y las equipaciones deportivas falsificadas. La mayoría de nuestros informes detectaban, simplemente, ilegalidades que afectaban a las arcas económicas del club. En internet aparecían, de forma sistemática, reventas y ofertas de cesión de los carnés de socio y nosotros averiguábamos quiénes estaban detrás de aquellas operaciones para que, posteriormente, les denunciasen o, simplemente, les quitasen el carné de socio.


      Sin embargo, la investigación que nos hizo saltar a las portadas de los diarios nacionales fue la de cuatro de los vicepresidentes de la entidad azulgrana.


      


      


      
Informes sobre los vicepresidentes


      


      —Nos ha pedido el vicepresidente que le investiguemos para saber qué se dice de él —nos solicitaron desde el Barça contratándonos un «autoinforme».


      —¿Qué necesita saber? —pregunté a mi interlocutor del club deportivo.


      El informe no fue extenso. Se limitó a determinar los riesgos públicos del vicepresidente si se ponía frente a los focos de una carrera presidencial y hasta dónde podía llegar a saber un periodista de investigación de ese vicepresidente sin necesidad de «usar información confidencial». No se hicieron seguimientos ni se investigó información confidencial; todo fue mediante información pública y entrevistas en su entorno. Hicimos, más bien, de «periodistas de investigación».


      El informe estaba en marcha cuando nos llamaron para decirnos que los otros tres vicepresidentes también solicitaban su propio autoinforme. De esa manera, se posicionaban igualmente en la carrera como sucesores de Joan Laporta.


      —Lo mismo que estás haciendo con él, hazlo con los otros tres —nos dijeron desde el Barça.


      El club nos solicitó la investigación indicando que los vicepresidentes lo sabían y que eran los ordenantes de las investigaciones.


      —¿Seguro que lo saben ellos? —pregunté sin que, en realidad, fuese necesario su consentimiento.


      —Sí. El informe es para ellos.


      —De acuerdo, entonces lo haré como un autoinforme —confirmé, indicando lo que en investigación privada se conoce como un estudio contratado sobre el propio cliente para determinar los riesgos y lo que se sabe públicamente de él.


      El primer autoinforme que realicé en mi vida fue el de un directivo que estaba buscando trabajo de director general en diversas multinacionales. Siempre que llegaba a la terna final de la selección laboral, perdía el trabajo y quería saber por qué. Descubrimos que una de sus antiguos empleadores «echaba pestes» sobre él. Ahora, estaba realizando cuatro autoinformes de los vicepresidentes de uno de los dos mayores clubes de fútbol españoles para saber quién de ellos tenía menos riesgos al ponerse frente a los focos de la prensa. Este tipo de informes son habituales en los países sajones. En Estados Unidos, cualquier candidato a unas elecciones se hace investigar por detectives o por periodistas cercanos a su partido para conocer, de antemano, cuáles son sus riesgos electorales.


      Sin embargo, la Fiscalía de Barcelona manifestó que no existía consentimiento por parte de los vicepresidentes; que desconocían la investigación, cosa absurda cuando «habían leído los cuatro juntos sus informes» según nos contaron desde el club. Sin embargo, la legalidad de la información hacía irrelevante que hubiese o no consentimiento por parte de los cuatro investigados, como antes he señalado.


      —Los han leído los cuatro juntos.


      —¿Qué?


      —Sí, ha sido un numerito. Les hemos dado los cuatro informes y los vicepresidentes se han sentado juntos y los han leído uno a uno.


      —¿Y cómo ha ido? —pregunté queriendo saber el resultado.


      —No les ha gustado mucho, la verdad. Han empezado a decir que si faltaba información, que si no vivían donde se decía, que lo que se les imputaba era falso…


      —Es decir, que ha ido bien, ¿no? —pregunté con sorna, sabiendo que si aquellos autoinformes hubiesen sido anodinos no habrían tenido reacción alguna en sus contratantes.


      Pocas semanas después de enviarlos, nos pidieron una copia de cada uno y otros dos informes previos fotocopiados.


      —Estoy harto de que tengamos que hacer fotocopias de todos los informes —me dijo el director financiero de Método 3.


      —Ya, pero los clientes prefieren no fotocopiar este tipo de información en sus propios sistemas ni dárselos a sus secretarias —repliqué.


      —Pero si enviamos los informes en PDF es para que lo hagan ellos —comentó mi financiero, acostumbrado a controlar los gastos de la empresa en estas épocas de crisis.


      A los pocos minutos, envié un correo electrónico: «Te mando un sobre con los seis». La prensa, tiempo después, tras haber recibido la filtración desde Interior, insinuó que yo lo que enviaba era un sobre con dinero. Por eso, y porque Julián Peribáñez testificó en el juicio laboral de Tamarit, corrió el rumor de que usábamos sociedades interpuestas para facturar al Barça.


      Era obvio que intentábamos que nuestras facturas pasasen desapercibidas en el club. Sin embargo, los medios de comunicación catalanes se cebaron con nuestras relaciones con el Barça olvidando que, días antes, en un juzgado laboral había tenido lugar la siguiente conversación:


      —M3 Consultoría de Seguridad era un cliente muy importante, que en tres años facturó al Fútbol Club Barcelona unos 800.000 euros. Entonces todas las facturas que se le daban al club eran de M3 y luego se refacturaba a Método 3 por la mitad de la cantidad.


      —¿Por la mitad de la cantidad? —preguntó el abogado—. ¿Dónde se quedaba la mitad restante?


      —Pues no lo sé. No sé dónde. El trabajo se realizaba en Méto- do 3. Yo en particular hice muchos servicios —dijo el exempleado en un juzgado laboral.


      —Señoría, si me permite, habría que recordar que son datos confidenciales y está dando nombres de clientes —intervino mi abogado.


      —Eso ha salido en los periódicos —contestó Peribáñez mientras Tamarit gesticulaba.


      —Particularmente lo que diga un periódico en esta sala no tiene importancia. Yo solo digo que no puede dar nombres tan alegremente —intervino por fin mi abogado.


      —Usted ha sido trabajador de la empresa Método 3. ¿Tiene una obligación de confidencialidad de todos los trabajos que ha realizado con esta empresa? —preguntó su señoría.


      —No lo recuerdo. Sí, supongo que sí, pero no lo recuerdo —contestó Peribáñez que, como todos los detectives, tenía un pacto de confidencialidad firmado con Método 3.


      El abogado de Tamarit me interrogó, nuevamente:


      —¿Me confirma que no realizó ningún tipo de facturación a clientes de Método 3, véase al Fútbol Club Barcelona?


      —Si usted me va a hablar de clientes concretos, en estos momentos tendré que pedir a su señoría ayuda y me voy a acoger a mi secreto profesional para no hablar. Ya he escuchado fuera de esta sala que íbamos a hablar aquí de clientes y sus amenazas. Las mismas amenazas que vengo sufriendo por parte de su cliente. Y si no las he aceptado durante todo este tiempo, no las voy a aceptar ahora —contesté.


      —Simplemente le ruego que me confirme que no hay clientes que se facturen por otras sociedades —dijo el abogado—. ¿Me confirma usted que si acudimos a los modelos 347 la misma partida de ingresos corresponde con la refacturación de esos servicios?


      —Sí. Y por cierto, ya es la segunda vez que usted me habla del 347. El 347 es un modelo confidencial. Si se han aportado modelos 347 de Método 3 voy a pedir conocer el origen de los mismos y voy a salir de aquí a poner una querella.


      —No, no se han aportado —dijo.


      —Queda claro y se le concede por mi parte que se acoja a su secreto profesional. Todos compartimos la obligación de secreto profesional —dijo la juez.


      —Gracias, señoría.


      Nunca había permitido que se hablase de los clientes de Méto- do 3 ni en los juzgados y siempre había mantenido —como hago en este libro— que deben permanecer ocultos. Sin embargo, fue el propio Barça el que me relevó del secreto profesional al filtrar a los medios de comunicación nuestra relación mercantil. Y ahora se pretendía saber si Método 3 usaba otras sociedades para facturar servicios a sus clientes. Era obvio. Muchos clientes no querían que apareciese una empresa de detectives, tan conocida, en sus facturas, por lo que usábamos la sociedad denominada M3 Consultoría de Seguridad. Se trataba de un mero utensilio contable por cuanto, posteriormente, se refacturaba todo, íntegramente, a Método 3.


      


      


      
Micrófonos en el Barça


      


      En el año 2009, uno de los vicepresidentes autoinvestigados se enfadó por las conclusiones del informe y filtró a los medios de comunicación el contenido de los mismos. El Barçagate estaba en marcha y, enseguida, se destruyeron los informes con el fin de proteger a los otros directivos autoinvestigados.


      Sin embargo, con el tiempo y la operación policial contra Método 3 en marcha, las investigaciones realizadas se desmadraron y me acusaron de espionaje masivo al club. Así, la madrugada del 26 de marzo de 2013 recibí una llamada de El Confidencial Digital que me acusaba de poner micrófonos en los despachos del club para captar las conversaciones de la junta. La noticia me asombraba porque nos imputaba, directamente, en la colocación de micrófonos en los despachos y el control de las conversaciones desde el exterior.


      Por la mañana, Javier Fumero, director del medio, me llamó para indicarme que no entendía por qué desde la policía les «habían intoxicado» contra Método 3 con una información falsa. Ya por la tarde me contó «que la policía [se lo había confirmado un comisario de la UDEF en Cataluña] me ha confirmado que hay grabaciones de audio a la junta directiva» y que «la policía está transcribiendo la grabación y que aún no está judicializado el tema; que todo proviene de alguien que tuvo acceso y no de lo que la policía ha obtenido en el procedimiento judicial». Obviamente, denunciamos ante los juzgados los hechos por cuanto eran falsos.


      La única vez que se grabó una conversación en el Barça fue cuando un «proveedor de información sensible» fue al club a chantajearlos con revelar lo que sabía de la Junta anterior si no le «mantenían el contrato con la entidad». Se instaló un sistema de grabación para, únicamente, controlar aquella conversación-chantaje y evitar las filtraciones, incluso rompiendo el contrato de colaboración. Una vez transcurrida la reunión se desinstaló el sistema y se facilitó la grabación al club para que pudiera defenderse ante los tribunales, si era necesario. Ahora se daba la vuelta a la noticia y se pretendía hacer ver que grabábamos las reuniones de la junta del club.


      Pero las investigaciones más críticas que se realizaron fueron las de los vicepresidentes y todo aquello que rodeó el proceso de sucesión de Laporta. Las elecciones de 2010 a la presidencia del Barça supusieron una lucha de poder de los cuatro aspirantes a encabezar la lista continuista: Jaume Ferrer, Joan Boix, Joan Franquesa y Rafael Yuste. Los vicepresidentes decidieron que cualquiera de ellos podía ser el sucesor y consideraron que las elecciones contra Rosell iban a ser duras y que el que se presentase debía tener un pasado impoluto.


      Por eso nos contrataron en busca de cualquier asunto conflictivo que pudiera utilizarse en su contra durante el proceso electoral. La prensa indicó, cuando se hizo pública la investigación, que «la orden de espionaje partió desde la propia entidad. Uno de los vicepresidentes habría aceptado voluntariamente esa investigación, pero el directivo del club que contrató el encargo lo hizo extensivo a los otros tres sin consultárselo».


      Cuando acabamos los informes de riesgo de los cuatro candidatos, se los enviamos a la dirección del club, que se los dio a cada uno de ellos. Según alguna fuente, uno de los vicepresidentes se molestó con los resultados y pidió explicaciones al entonces presidente, Joan Laporta, que era ajeno a la investigación; y también filtró a la prensa la investigación.


      Uno de los cuatro vicepresidentes, o algún directivo del club que tuvo acceso a los informes, filtró parte de las conclusiones de los informes y El Periódico de Cataluña publicó que en el de uno de los vicepresidentes «se insiste en que tiene vinculaciones políticas y empresariales con la familia de Jordi Pujol», así como que «está procesado por apropiación indebida y delito societario». Nuestros informes estaban destruidos y no los pensaba reproducir. Sin embargo, recuerdo que en las conclusiones de los directivos aparecían exconcejales imputados, directivos irreprochables, patrimonios discretos y acusaciones por parte de familiares.


      Lo cierto fue que un socio del Fútbol Club Barcelona denunció al presidente del Barça, por lo que la Fiscalía de Cataluña abrió unas diligencias de investigación. El Ministerio Fiscal, el 6 de febrero de 2013, estableció que «en el primer trimestre de 2009, el vicepresidente Joan Franquesa observó por internet que circulaban informaciones que podían perjudicar a la imagen del club». Entonces, el director general del club consideró la necesidad de realizar un informe sobre los riesgos de información de los cuatro vicepresidentes. La Fiscalía «archivó las actuaciones».


      El 20 de abril de 2013 por la mañana, tras ocupar las primeras horas del día en analizar la prensa y comprender qué y por qué se decía sobre nosotros lo que se decía, caminaba por la avenida Diagonal y, de repente, lo vi. Él también me vio. Enfundado en un traje azul oscuro y con cara de «bien criado», hablaba de forma inaudible con unos amigos. Con un gesto de cabeza le dije un hola sordo de aquel que estaba acostumbrado a conocer a gente y que, ahora, podían renegar de él públicamente. A Joan Laporta nunca lo conocí siendo presidente del Barça. Siempre trabajé a las órdenes de su primera línea de directivos, pero nunca despaché directamente con él. Sin embargo, el tiempo y conocidos comunes hicieron que tuviésemos que hablar cuando él ya no era presidente de uno de los clubes de fútbol más importantes del mundo, y yo continuaba mi vida como empresario de la investigación privada.


      —Perdonadme un momento —le escuché decir a sus interlocutores y acercarse a mí—. Deja que te dé un abrazo.


      —¿Cómo estás, Joan? —le pregunté.


      —¿Cómo estás tú? —dijo dándome el abrazo anunciado.


      —Aguantando. Siento que te veas en los papeles a diario cuando tú nunca contrataste ninguna de las investigaciones.


      —Tranquilo, sigue así. —Se apartó unos pocos centímetros para observarme—. Sigue con esa buena cara que lo que más les jode es no destrozarte físicamente —añadió en un español cristalino y nada palatal.


      —Gracias —dije despidiéndome.


      Laporta era la antítesis de lo que yo votaría en unas elecciones políticas pero, con sus luces y sus sombras, llevó al Barça a lo más alto de la tabla deportiva. Rosell, su sucesor, lo odiaba y consideraba «deleznable» todo lo que sonaba a Laporta. Algún día unas elecciones los pondrán frente a frente y dirimirán su contienda personal. Ese día la actual junta del Barça, que por cierto también me contrató para realizar investigaciones, olvidará mi paso por el club y, por fin, me dejará en paz.


      Lo que Rosell ocultaba a sus socios era que, tras ganar las elecciones del Barça, también me había contratado para realizar auditorías de seguridad de micrófonos y de seguridad informática, con el fin de evitar filtraciones. Esas facturas, que me pagaron a la misma sociedad con la que yo facturaba al Barça de Laporta, fueron abonadas con normalidad aunque, luego, tuve que escuchar que Rosell consideraba deleznable la investigación privada.


      Sandro Rosell inició su mandato como 39º presidente del F.C. Barcelona el 1 de julio de 2010 y el 8 de septiembre de ese mismo año emitimos la primera de esas facturas por investigaciones realizadas para la nueva Junta del Barça.


      


      


      
Gerard Piqué


      


      Sin embargo, lo que más me ha llamado la atención de la opinión pública han sido los controles a los jugadores del Barça.


      —¿Tienes alguna foto «nocturna» de Piqué? —me preguntaba la gente.


      —No tengo, y si tuviese jamás se harían públicas.


      Muchos ríos de tinta habían corrido sobre los seguimientos al jugador de fútbol Gerard Piqué, lo que motivó incluso que él manifestase que «la verdad es que en el 2010 ya percibí que algo estaba sucediendo, así que ahora que ha salido la noticia tampoco me ha sorprendido del todo, sabía que algo pasaba. Es algo feo, pero es agua pasada, ahora hay otras personas al frente del club».


      Retrocedamos a la temporada 2009-2010. El Barça visitaba Tenerife y junto al equipo viajan familiares del central. Pero Guardiola, con la incomprensión de la prensa deportiva, dejó al jugador en la grada. Se interpretó como un «toque de atención».


      El genial entrenador Pep Guardiola nunca quiso que Piqué se convirtiese en el nuevo Ronaldinho del Barça. Confiaba tanto en sus cualidades técnicas como dudaba de que su juventud le permitiese asumir la vida de éxito que el fútbol le brindaba. El míster, apoyado por la familia de Piqué, volvió a dejarlo en la grada posteriormente, sin estar lesionado y sin explicaciones públicas. Guardiola no quiso dar importancia a este hecho y defendió públicamente al jugador. Y esa era la verdad: trataba a Piqué como a un hermano pequeño y por eso lo protegía. El jugador no había cumplido con el «horario que establece el Barça» y el entrenador le sancionaba para que no se excediera con su vida social.


      La protección del jugador por parte del club tampoco era desconocida por la familia de Piqué, por cuanto en cada ocasión que no cumplía con los horarios, el central azulgrana dejaba su vivienda para volver a la de sus padres. Pero era aberrante leer las barbaridades que se publicaban y que hacían referencia a posibles adicciones al juego o «desmadres a la americana».


      —Ya han hablado con la madre e irá a dormir a casa de sus padres —decían desde el entorno del club cada vez que se comprobaba que incumplía con sus horarios.


      El jugador, joven y de éxito, ya fue sometido a seguimientos cuando jugaba en el Manchester; y cuando recaló en el Barcelona también fue objeto de especial protección por parte del club. Querían protegerlo «de malas compañías» y sus padres, a diferencia de muchas familias de deportistas profesionales, mantenían, siempre en contacto con el club, una férrea protección del central, que finalmente pudo centrarse en su vida profesional y en su vida personal.


      Además, lo cierto era que, por mucho que se haya dicho y escrito, Shakira aportó a Piqué la serenidad necesaria para cumplir con los horarios del club. La cantante y el jugador se conocieron durante la filmación de una de las promociones del «Waka Waka», canción que Shakira grabó para la Copa del Mundo de fútbol. Pero la confirmación de su relación no llegó hasta marzo de 2011 y, a partir de ahí, fue innecesario seguirle y comprobar el cumplimiento de los horarios del club.


      Antes de eso fueron muchas las noches en las que se controló el horario del jugador. Seguirle era tan difícil que los paparazzi denunciaban «las velocidades muy por encima de lo permitido», el «no respetar los semáforos en rojo», las «conducciones peligrosas haciendo zigzag»… Todos nuestros controles empezaban con multitud de paparazzi pero, a medida que pasaba la noche, solo quedaban nuestros detectives, ya que el central se deshacía, conduciendo imprudentemente, de todos los fotógrafos. Era entonces, precisamente cuando se creía solo, que el seguimiento empezaba a tener interés. Únicamente fallamos en una ocasión en la que el jugador nos detectó e informó al club de que le estaban siguiendo. Esa noche fue casi imposible continuar nuestro trabajo, pero cambiamos los vehículos e, incluso entonces, pudimos retomar el seguimiento.


      —Os ha detectado —me despertaron desde el club de madrugada.


      —Joder, es que llevamos muchas noches tras de él y los paparazzi interfieren.


      —Ha llamado a la policía.


      —Déjame que hable con la gente que está tras él y que cambie el sistema.


      Al poco tiempo, el coche y la moto que seguían al jugador se hacían visibles para que la policía los identificase frente al jugador, mientras otros dos vehículos llegaban a la zona y lo seguían sin ser detectados.


      Las noticias que vinculaban a Método 3 con seguimientos a Gerard Piqué eran las que más se distribuían en el resto de los medios de comunicación y las que daban la vuelta al mundo. Francia, Italia y Reino Unido devoraban las noticias que nos relacionaban con el jugador. Tanto el club como el entrenador estuvieron muy pendientes de que nuestras investigaciones se realizasen únicamente en lugares públicos y que los medios que utilizásemos fueran siempre legales, y así se hizo. El resto de bulos que corrieron alrededor de las supuestas investigaciones fueron meros chascarrillos de salón que, eso sí, alimentaron muchas páginas de diarios y horas de televisión.


      Durante la entrada y registro a nuestra oficina, forzada por la denuncia falsa del PP de Cataluña, los fiscales anticorrupción Emilio Sánchez Ulled y Fernando Bermejo, cansados aparentemente de la actitud del Ministerio del Interior que «metió» a cuarenta policías para llevarse tres expedientes, pudieron examinar alguno de los legajos de papel que quedaban en nuestras dependencias. Uno de ellos era precisamente un informe de Piqué, que examinaron concienzudamente y por fin ordenaron a la policía «dejarlo allí» porque no contenía información delictiva y su filtración podía afectar a la intimidad del jugador.


      Los fiscales, que abandonaron la sede en plena entrada y registro, dejando constancia por escrito de que se iban, parecían contrariados. Les habían «vendido» una historia que «no era» y creían, antes de entrar, que se trataba de un centro de espionaje que «nunca fue». Incluso el entonces fiscal jefe de Cataluña, Martínez Sol, con posterioridad declaró que la historia de Método 3 se había «sobredimensionado». Por eso, cuando leí las declaraciones de CiU tachando a la Fiscalía de partidista, me molestó e, incluso, valoramos sacar un comunicado de prensa defendiendo la labor del Ministerio Público, algo que finalmente se desechó.


      Si alguien había sido imparcial en la investigación de Método 3 era la Fiscalía, que se encontró con una denuncia sin firma y una actuación policial guiada desde las esferas políticas.


      


      


      
David Beckham


      


      También he sido testigo de lavados de imagen «usando» a la prensa. En el año 2004, estábamos inaugurando nuestra nueva sede madrileña y habíamos invitado a lo más granado de las empresas españolas y a algunos amigos periodistas. La prensa se hacía eco a diario de la relación del jugador del Madrid, David Beckham, con su asistente personal, Rebecca Loos.


      Un detective israelí que esos días estaba en Madrid de vacaciones nos había propuesto investigar si era real dicha relación. Nos intentó «vender» que le había contratado la familia de Victoria Adams, la mujer de Beckham, para determinar si el jugador mantenía una relación con Loos. Según se dijo, el detective, exmiembro de los servicios secretos israelíes, tras trabajar seis días en Madrid llegó a la conclusión de que Beckham no era «un gigoló o un donjuán» sino que que el inglés «solo ha cometido un error».


      En realidad, el detective israelí estaba realizando una campaña de lavado de imagen, nunca he sabido si a favor del jugador de fútbol o de sí mismo. Lo único cierto es que concluyó: «No puedo poner la mano sobre la Biblia y decir que no tuvieron una relación sexual», pero Loos y Beckham «no tienen una relación». Era todo falso. Lo único que pretendió el detective fue lavar la imagen de Beckham. Seguramente, ni el propio jugador, tan acostumbrado a los rumores, conocía su existencia. Tampoco Victoria Adams. Alguien del entorno creyó que necesitaba una campaña de imagen y usó al detective para «vender» que aquella relación con Loos no existía.


      


      


      
El verdadero espionaje del Barça


      


      Método 3 realizó multitud de investigaciones alrededor del mundo del deporte. Corredores profesionales de motociclismo que usaban sociedades en paraísos fiscales para evitar pagar al fisco, futbolistas que no cumplían con los contratos laborales, comisionistas del mundo del fútbol que distraían dinero, deportistas que también aportaban dinero a fundaciones, tenistas con conflictos familiares o, incluso, baloncestistas que negociaban contratos leoninos con su club y con el de la competencia. Incluso algunos grandes deportistas han sido clientes de nuestra empresa y les hemos protegido de mánagers que desviaban su dinero o de intermediarios que robaban comisiones.


      Trabajamos para muchos equipos de fútbol, no solo el Barcelona, protegiendo sus intereses inmobiliarios, demostrando estafas de directivos y buscando dinero de deudores, además de investigar la falsificación de ropa deportiva, como antes he dicho. También investigamos a candidatos a campañas presidenciales deportivas y a sus rivales, o incluso a directores federativos que robaban y acabaron detenidos. Pero únicamente han aparecido las noticias que nos vinculaban al Barça.


      Aún recuerdo cuando un equipo de fútbol nacional vendió parte de sus terrenos a una gran constructora que edificó viviendas y que debía pagar una comisión a las arcas del club. Sin embargo, parte de aquellas construcciones se vendieron en «dinero negro». Ese capital, obviamente, no llegaba a la entidad deportiva, hasta que conseguimos filmar a la directora comercial de la empresa de construcción ofreciéndonos viviendas «con el 15 por ciento pagadero en B». Tiempo después supe que el consejero delegado de la constructora había emitido un talón, a favor del club, con todo el dinero «distraído».


      En julio de 2013 leí en la prensa declaraciones del actual presidente del Barça acusando de espionaje a la junta anterior. Sabía que estas acusaciones no eran, en realidad, contra mí sino contra su predecesor en el cargo; sin embargo, cada una de sus palabras generaba un ataque mediático contra mi empresa. Aun así, nada malo tenía que decir de Rosell. Ni soy seguidor del Barça ni socio, y por tanto no opinaba. Tampoco sabía nada reseñable sobre su figura. Entiendo que todos aquellos que le dijeron que Método 3 les estaba investigado fueron los que «azuzaron el fuego». En muchas ocasiones, un presidente era el mero reflejo de sus asesores.


      Sabía, además, que el actual presidente conocía con exactitud que nosotros ni lo habíamos seguido ni lo habíamos investigado, por mucho que la prensa fabulase con informes apócrifos. Los medios señalaron que el Barça interpondría acciones judiciales contra Método 3, pero las palabras de su dirigente y asesores diferían, en parte, de lo publicado. La querella que interpusieron no estaba dirigida contra nosotros.


      La junta anunció que «emprenderemos acciones judiciales que corresponden a preservar la imagen del club, la intimidad de sus trabajadores y el patrimonio de la entidad». Según palabras de Toni Freixa, el F.C. Barcelona quería saber «a quién y por qué motivo se espió». Para ello destinó hasta 3,1 millones de euros en investigaciones, de los que 800.000 correspondían a tres años de trabajo en Método 3 (que generaron multitud de expedientes). Los otros 2,3 millones, decían desde el club, se habían destinado a las empresas Intelligence Bureau y Cybex Experience, ambas del mismo grupo y sin vinculación con nosotros.


      El club y la Fiscalía sabían que no éramos nosotros los que controlábamos su correo electrónico para conocer lo que los trabajadores decían. Las palabras de los dirigentes azulgranas no iban destinadas a Método 3, aunque la prensa las confundió. Tampoco creía, por lo poco que supe de la investigación de los correos electrónicos, que la misma fuese ilegal per se. La otra empresa de detectives controló, mediante palabras aleatorias, las posibles fugas de información y actos delictivos que se pudiesen producir desde el club, usando para ello un sistema legal de control y prevención. Además, si acababan imputados, habían elegido a uno de los mejores abogados penalistas de Barcelona, por lo que podía augurarse una sentencia absolutoria a largo plazo.


      También sabía que los asesores legales internos del club y el bufete que habían contratado para la interposición de la querella serían rigurosos en el estudio legal de nuestras investigaciones y comprobarían si, realmente, se habían destinado los recursos del club en investigaciones para proteger su patrimonio. Estudiarían legalmente que todas las investigaciones contratadas se hubieran realizado. La propia querella que el club interpuso contra Oliver y Soriano, dos de sus exdirectivos, nos citaba como meros testigos, pero no nos imputaba ningún delito.


      Se nos había acusado de camuflar informes políticos entre las facturas del Barça y de que Xavier Martorell nos contrataba para CDS y pagaba el equipo de fútbol. Era totalmente falso. Nunca se hicieron informes políticos a cargo del equipo deportivo; solo había que comprobar la querella que puso el equipo contra Oliver y Soriano. En la misma aparecían detalladas las facturas y sus conceptos, que además habían sido objeto de una auditoría por parte de KPMG. Pero los medios deportivos culés, en plena vorágine mediática, nos acusaban de ocultar en las facturas que el propio equipo desvelaba otras investigaciones. En España estábamos tan acostumbrados a leer que, para distraer dinero, se contrataban informes inexistentes, que era lo que la prensa buscaba al principio. Sin embargo, tras comprobar que todas las investigaciones se realizaron y se pagaron a precio de mercado, se nos tenía que acusar de algo. Y no se hacía judicialmente, sino a través de los medios de comunicación «intoxicados» por el Ministerio del Interior. Solo nos podían acusar de hacer nuestro trabajo y hacerlo bien, pero la prensa confundía las investigaciones que otras empresas habían hecho, incluso sobre Rosell u otros contendientes a la Presidencia del club azulgrana, y nos las atribuían a Método 3.


      En el año 2011, un periodista económico de Barcelona me citó en un bar de Barcelona.


      —¿Sigues teniendo contacto con Laporta?


      —Nunca he tenido contacto con él. Yo despachaba con sus directivos —le contesté.


      —Es que me ha llegado una información —que me contó— sobre vinculaciones empresariales de Rosell con otro presidente de club de fútbol. La información abriría el diario en portada.


      —¿Y yo qué puedo hacer?


      —No la puedo publicar tal cual sin confirmar. Y la investigación se debe hacer en un país —cuyo nombre me dijo— latinoamericano. ¿Te podrías encargar?


      —Sí, pero ¿quién la pagaría?


      —Por eso te he preguntado por Laporta.


      —Yo no tengo contacto con él, pero preguntaré a su entorno —le contesté.


      Nadie se mostró interesado en comprobar la información y nosotros mucho menos. Esa era mi fortaleza y, ahora, mi debilidad: el poder de la información. Sin embargo, imaginé un juicio ficticio en el que se me acusaba, por parte de la actual junta del Barça, de realizar investigaciones para la anterior junta. El onírico juicio era algo así:


      —Señor Marco, ¿ha realizado usted investigaciones para el Fútbol Club Barcelona?


      —Sí.


      —¿Y quién le contrataba?


      —La dirección de Seguridad del club.


      —¿Y no le contrataba Joan Laporta?


      —Nunca conocí al Sr. Laporta siendo presidente del club.


      —Pero diga que es más cierto que en cuanto el Sr. Laporta dejó la Presidencia del Barça usted dejó de trabajar para la entidad.


      —No es cierto, trabajé durante meses para la junta del Sr. Ro-sell realizando las mismas investigaciones que para la anterior.


      —¿Y el Sr. Rosell lo sabía? —diría el abogado del club de fútbol para defender la imagen de su presidente.


      —No lo sé, imagino que sus directivos le informarían, o no. Lo cierto es que las investigaciones se realizaban desde el Departamento de Compras del club facilitándonos para ello un código de control y, posteriormente, el departamento financiero las pagaba. Pero no sé si el Sr. Rosell, y en este mismo sentido tampoco el Sr. Laporta, sabía de la existencia de estas partidas económicas destinadas a la investigación.


      —No hay más preguntas, señoría.


      A partir de ese momento, el abogado de la acusación dejaría de preguntar y lo haría mi propio abogado.


      —Señor Marco, ¿y los precios que usted cobraba a la junta del Sr. Rosell eran los mismos que para el Sr. Laporta?


      —Exactamente los mismos.


      —¿Trabajó para algún departamento más que para el de Seguridad?


      —En la junta del Sr. Laporta nunca trabajé para otro departamento. En cambio, en la del Sr. Rosell trabajé tanto para Seguridad como para el Departamento de Informática, controlando la seguridad de los sistemas de información.


      —No hay más preguntas —diría mi abogado.


      


      


      
Arantxa Sánchez Vicario


      


      La investigación de Arantxa Sánchez Vicario fue todo menos discreta. Su familia nos contrató para investigar, de forma previa a su matrimonio, al futuro marido de la tenista, y tras desvelar a la deportista la investigación, la hicieron pública sin ni siquiera consultarnos. Tampoco Arantxa fue muy discreta al acusar directamente en la prensa a sus padres de la contratación de nuestra agencia, tras la publicación de su libro ¡Vamos!


      La investigación fue difícil por el empeño de la familia de la tenista, que consideraba que Josep Santacana, futuro marido de la deportista, era «lo peor». Y él no lo puso fácil ocultando su pasado económico, que tenía claroscuros. Y en medio de esta guerra de información estaba Arantxa.


      No hay cliente más complicado que aquel que tiene ideas preconcebidas del investigado, porque por mucha información que se obtuviese siempre la consideraría «escasa». Santacana no era un dechado de virtudes, pero tampoco un desalmado, como la prensa pretendió hacer ver. Simplemente era un empresario más con dificultades.


      Hace poco me encontré con Arantxa Sánchez Vicario en unos grandes almacenes de Barcelona. Nuestros ojos se cruzaron un instante, pero creo que no me reconoció —o no quiso hacerlo—, aunque mi imagen siempre ha sido la cara visible de Método 3.


      Los últimos quince años he aparecido en multitud de medios de comunicación y en entrevistas sobre la empresa; sin embargo, seguía investigando sin ser reconocido. Suelo cambiar mi aspecto sistemáticamente y cada dos años ofrezco mi imagen a los medios para pasar, posteriormente, al anonimato. Pero ahora caminaba por la ciudad y me sentía observado. La saturación mediática de mi imagen hacía mella en mí y no me permitía seguir investigando; ni tan siquiera podía pasear y sentirme tranquilo.


      La propia Arantxa y su marido reconocieron públicamente que Método 3 había investigado a Josep antes de su matrimonio. Creo que los padres de la mejor tenista que ha tenido este país quisieron, de verdad, proteger a su hija con este informe prematrimonial. Estaban tan acostumbrados a conocer todo lo que rodeaba a Arantxa que Santacana les resultaba un desconocido.


      El informe no dejaba bien parado a Santacana pero tampoco era demoledor. Como muy bien le dijo él a María Eugenia Yagüe en una entrevista: «¿Quién no tiene un pasado?». El problema vino después, cuando los problemas económicos hicieron aparición en la vida de ambas partes, y el informe se utilizó como arma arrojadiza.


      Los informes prematrimoniales fueron muy utilizados en las postrimerías del franquismo por parte de la aristocracia catalana. «Quiero saber quién se casa con mi hereu», solían decir las madres preocupadas porque alguna mujer se acercase a su hijo por interés material. Muchas son las anécdotas que cuentan los antiguos detectives sobre este tipo de servicios. Sin embargo, hay una que siempre recuerdo: la del detective que, tras seguir a la «noia que se casaba con el nen», descubrió que la chica era, en sus palabras, una «media virtud». Eso hizo que la madre, a la sazón contratante del informe prematrimonial, llevase a su hijo a visitar al detective, que le espetó, sin más, las conclusiones de su informe:


      —No te cases, chaval —le dijo al que hoy es un gran empresario catalán.


      —¿Por qué?


      —Porque tu novia es una media virtud.


      —¿A qué se refiere?


      —Mira, chico. Tu novia trabaja como chica de compañía de empresarios adinerados.


      —¿Y cómo se cree que la conocí yo? —contestó el entonces heredero de la fortuna familiar que, automáticamente, se levantó dejando ojipláticos al detective y a su madre, con la que por cierto no se habló durante años.


      Un error así, salvando las distancias que son muchas, fue el que cometió la familia Sánchez Vicario. Nunca se debe reconocer a un hijo que se le ha investigado, y menos a su pareja. La información, en muchas ocasiones, es para conocerla y actuar en consecuencia, pero nunca se debía decir, ni en privado, que se ha contratado a un detective y mucho menos hacerlo público. Por eso la tenista —y Santacana mucho más— se enfadó con razón. Ojalá el tiempo le haga ver que solo fue para protegerla y se reconcilie con sus padres.


      La investigación, que se remonta a abril de 2008, la definió la tenista en su libro como «una maniobra ruin». El informe trazaba un perfil de su futuro marido señalado que «tenía deudas, socios supuestamente estafados y vínculos con subasteros». Para Emilio Sánchez Vicario, según se publicó, era un «perfil espeluznante». Nunca supe, verdaderamente, la opinión de Emilio, pero le hubiera podido asegurar que, en realidad, no dejaba de ser el perfil clásico de muchos jóvenes emprendedores con problemas económicos.


      La verdadera crisis llegó cuando Santacana, convertido ya en marido de Arantxa, anunció a la familia que pretendía cobrar a los padres de la tenista un alquiler de 3.000 euros mensuales por la vivienda de avenida Diagonal, cuya propiedad era de la tenista. En aquella época, a don Emilio le detectaron una grave enfermedad.


      Lo que hubiese sido una mera disputa familiar, se trasladó a la prensa cuando el Tribunal Supremo confirmó una condena contra la deportista que la obligaba a pagar 3,5 millones de euros en impuestos atrasados. Entonces, acusó de expolio a sus padres y eso fue lo que se tomó como una afrenta. Resulta plausible que don Emilio realizara inversiones fallidas, pero jamás le hubiese robado un duro «a la niña de sus ojos». La justicia dirá, algún día, quién tenía la razón. Pero, por lo que pudimos probar, cuando la tenista afirmaba que estaba arruinada, tenía una veintena de inmuebles tasados que, antes de su boda, suponían cerca de 18 millones de euros; y, según se publicó, «contaba con más de 10 millones de euros en cuentas bancarias en Suiza y Andorra, de sociedades radicadas en el extranjero cuya beneficiaria final era ella».





Capítulo XIII

      

      EL MUNDO EMPRESARIAL EN ESPAÑA


      


      


      


      


      
La última investigación de Método 3


      


      Lo que realmente nos catapultó a la fama de la investigación privada en España y Europa fue el gran conocimiento de los «manejos empresariales» de nuestro país. He sabido de multitud de OPA’s con anterioridad a su inicio, he conocido grandes contratos públicos y he investigado a muchos empresarios infieles. Nunca permití que nadie de mi entorno tuviese dinero en bolsa. Nuestra información era privilegiada y sensible y, por ello, cercené el acceso a la misma, incluso por parte de mis empleados. Pretendía proteger a mis clientes poniendo «murallas chinas» en el acceso a la información. De ahí que nadie haya tenido acceso —ni lo tendrá— a las grandes investigaciones en las que me he visto envuelto.


      Escribiendo este capítulo me encontré con un famoso abogado civilista de la Ciudad Condal. Estaba yo con mis molesquines, confundido entre las mesas de un restaurante de la ciudad, solo pero mirando en derredor para detectar a los policías que me controlaban o a cualquier conocido que pudiese interrumpir mi concentración. Sin embargo, ver a aquel abogado me alegró y me levanté para saludarle. Yo iba vestido con unos jeans y la camisa por fuera de los pantalones; él uniformado con un traje gris claro y una corbata en tonos azulados.


      —¡Paco! —me gritó al verme, provocando que muchas de las personas de las otras mesas se girasen para ver quién era yo.


      —¿Cómo estás? —le contesté abrazándole, mientras añadía—: Baja la voz, por favor.


      —¡Oye, que yo no me avergüenzo de ti! —me dijo adivinando que algún que otro cliente, los menos por cierto, podían no saludarme públicamente.


      —Ya me lo imagino. Tampoco he hecho nada desdeñable.


      —En eso tienes razón. Bueno, lo importante, ¿cómo estás en el ámbito personal?


      —Eso es lo único que funciona en mi vida en estos momentos —le dije con lo que yo creí que era una cara sonriente, y él vio como pesadumbre.


      —No te preocupes, en cuanto la prensa baje el pistón todo se arreglará. Si algo sabemos en esta ciudad es que los políticos te han usado.


      —No sabes hasta qué punto.


      —Me lo puedo imaginar. Pero déjame que te dé una alegría.


      —Dime —le contesté creyendo que, en realidad, nada podía alegrarme.


      —¿Cuál fue tu última investigación antes de que te detuviesen?


      —Una para un cliente tuyo.


      —Por eso te lo digo. Pues bien, ¡ganamos y por goleada!


      Se refería a la investigación de un arbitraje empresarial. Una empresa del IBEX reclamaba 1.200.000 euros a un cliente del abogado y uno de los árbitros parecía tener una «inquina» desmesurada a nuestro cliente. Lo investigamos y se comprobó que el árbitro trabajaba, a su vez, para una empresa con intereses económicos en la parte demandante. Lo demostramos y, con nuestro informe, aquel abogado solicitó la recusación del árbitro.


      —Cuando presenté el informe recusando al árbitro, me hicieron llegar el mensaje de que, quizás, no era el momento de usar un documento de Método 3.


      —Me lo puedo imaginar —le contesté.


      —Lo importante no es Método 3, sino la información que contiene. Miradla y, si es real y está legalmente obtenida, que el árbitro se aparte del proceso —les dije.


      —¿Y qué pasó?


      —Que a los pocos días el propio árbitro renunció y ganamos el pleito. No solo no tuvimos que pagar el 1.200.000 euros, sino que, además, condenaron a los contrarios a pagar 600.000 euros.


      —Me alegro mucho —dije reconociendo que realmente me hacía feliz escuchar la noticia.


      —Muchas gracias por todo, Paco.


      


      


      
La Fundación Intervida


      


      Los informes nos habían hecho famosos porque sabíamos obtener información sensible de forma legal y aportarla ante cualquier instancia, pública o judicial. La revista Interviú, en pleno escándalo del espionaje, publicó un artículo que tituló «Los otros clientes de Método 3». Entre ellos aparecía la Fundación Intervida. Parece que, en cuanto leyeron el artículo, escribieron a la revista para solicitar una rectificación, aduciendo que nuestra contratación nunca se había realizado por la «actual junta directiva». Uno de los reporteros del medio preguntó al gabinete de Comunicación de la fundación si quería que se pusieran sus comentarios recordando la historia completa de nuestra contratación y «nunca más supimos del Departamento de Comunicación».


      La Fundación Intervida se convirtió en la ONG más grande de España hasta que se desmoronó, cuando la Fiscalía Anticorrupción de Barcelona acusó a los gestores de la misma de una estafa de 200 millones de euros. En pleno escándalo sobre la ONG, en 2007, escribí un libro autorizado por mis clientes titulado Objetivo Intervida: el complot contra la ONG. En él hacía un recorrido por una serie de tramas judiciales, como el desfalco cometido por un exdirectivo en Perú, que denunció a la propia Intervida y no solo perdió el juicio, sino que lo declararon en búsqueda y captura internacional. Esto provocó que la entidad fuera dada de baja en el registro de entidades que podían operar en aquel país y, posteriormente, fue rehabilitada al no encontrarse ningún indicio de delito. Al contrario, acabó siendo la víctima. Al denunciante lo encontramos en los anuncios clasificados de un diario catalán ofreciendo créditos a particulares a cambio de intereses usurarios. Era el padre del abogado de María Victoria Álvarez.


      —Pero lo condenaron en Perú en rebeldía —decía el abogado Sebastián de Juan defendiendo a su padre, cosa que le honraba.


      —No lo recuerdo, la verdad. Fue hace ya muchos años.


      —Mi padre no podía ir a Perú porque había un claro riesgo para su integridad.


      —Es posible, pero lo condenaron, ¿no? —le dijeron al letrado.


      —Pero ese libro hizo que la Fiscalía de Barcelona pusiese en la picota a Método 3 —comentó el abogado con un periodista de ABC.


      Esa historia la había escuchado en multitud de ocasiones, incluso por boca del propio Sebastián de Juan, que se la contó a mi actual mujer. Barcelona es un pueblo grande y todos nos conocemos. Una gran amiga de mi mujer era la ex de Sebastián de Juan, por lo que, incluso ella, sabía de la inquina del letrado por mi figura:


      —Es normal, destapé los trapos sucios de su familia —solía justificar al abogado frente a mi mujer.


      —Ya, pero dice que la Fiscalía te la tiene jurada. Y eso me preocupa.


      —No tienes por qué. Es obvio que algún fiscal no salió muy bien parado de aquel libro. Pero no debes confundir a un fiscal con la institución.


      Y ahora se unía el hijo de un investigado de Método 3 al asunto de Alicia Sánchez-Camacho y Victoria Álvarez Martín mediante la figura de Sebastián de Juan, abogado —y antiguo amigo— de la exnovia de Pujol.


      En el libro desgrané la instrucción del caso y los vericuetos judiciales explicando, a su vez, los diferentes modelos de gestión de las ONGs en el Tercer Mundo. Uno de los modelos se fundamenta en tener contrapartes en el Tercer Mundo donde solo la justificación documental es necesaria, sin auditar sobre el terreno el trabajo hecho, teniendo además en cuenta la habitual corrupción que existía en estos países. Intervida se alejó de ese modelo de contrapartes y apostó por la creación de una estructura propia sobre el terreno para tener mayor control de los fondos, creando ONGs propias o bien empresas sociales (construcción, microcrédito, laboratorios farmacéuticos…). Esto le dio una aparente imagen de «holding empresarial». Investigada por la Interpol en 2005, no se encontró ninguna irregularidad; hecho que, por cierto, obvió la instrucción del caso en Barcelona.


      —Existen puentes y pozos de agua que se han inaugurado dos y tres veces por diferentes ONGs —me decían desde la entidad—. Si no se controla en el terreno, con sociedades creadas en los países receptores del dinero, acaba habiendo fraudes.


      Lo cierto era que sobre nuestra investigación se tuvo que pronunciar la Audiencia Nacional en sentencia en la que sobreseyó toda la causa contra Intervida y, sobre nuestra contratación, estableció que la «Fundación Privada Intervida contrató a Método 3 a través del bufete de abogados encargado en aquel momento de la defensa jurídica del patronato de la fundación». Añadía, además, que «el concepto de las facturas de Método 3 es un contrato anual de seguridad informática en dieciocho países» y que «es cierto que los trabajos no fueron propiamente de “seguridad informática”, como se hizo constar en las facturas, pero la naturaleza de los mismos justifica su descripción en esos términos un tanto crípticos y que el Director General no conociera su exacto contenido. En ningún caso se cuestiona la realidad de los trabajos realizados, que están profusamente documentados en las actuaciones, sino simplemente su adecuación a los fines de la Fundación; es decir, si los patronos de Intervida podían emplear el dinero de los padrinos —recaudado para ser destinado al Tercer Mundo— para pagar este tipo de actuaciones».


      La sentencia establecía que en ningún momento se había ocultado la realización de los pagos y que, por tanto, eran absolutamente incontestables jurídicamente. Esta sentencia sería el precedente de las facturas con el Barça.


      En la presentación del libro, Javier Chicote, actual periodista de ABC, y yo acusamos a Intermón Oxfam de orquestar un complot contra Fundación Intervida, entidad intervenida por orden judicial, debido a una supuesta malversación de fondos por parte de sus administradores. Y aunque la publicación tuvo una escasa repercusión para el público en general, fue un «bombazo» en el sector de las entidades sin ánimo de lucro, teniéndose que hacer nuevas ediciones. Nos referimos a Intermón Oxfam como «una ONG que presume de transparencia» donde «todo es opacidad», basándonos en «un informe interno de la ONG» sobre un proyecto en Tanzania, para afirmar que la organización «quiere generar gastos para no tener que devolver al Gobierno de Navarra parte del dinero» con el que financió aquella iniciativa. «Cuando vimos el documento no queríamos creer que era cierto. Intermón recibió un dinero en subvenciones por parte de la Comunidad Foral; como la ONG no se había gastado el total asignado y debía devolver el resto, generaban gastos», lo que realmente nos sorprendió.


      Encontramos, también, un informe interno de Intermón que señalaba que «si queremos cerrar el proyecto de Navarra y enviar el informe a la Administración donante, necesitamos introducir más gastos en los fondos rotatorios. Es lo único que podemos hacer para evitar devolver dinero a la Administración». En mi informe destaqué que, si bien Intermón Oxfam no tramitó la denuncia contra la fundación catalana, solo tenía que «ayudar» a la Fiscalía y el resto lo hicieron distintos estamentos de la justicia encargándose en todo momento de filtrar a varios medios de comunicación la información necesaria para machacar a la ONG antes de tiempo, descubriendo «estrechos vínculos y cruce de intereses» entre Intermón y la Fundación Lealtad, entidad dedicada a evaluar según nueve principios las buenas prácticas y la transparencia de las ONGs que, voluntariamente, se sometían al control financiero.


      De entre los tres administradores nombrados finalmente para el control de la ONG, la Generalitat nombró a Ángel Miret, cuya experiencia en el ámbito de la cooperación tildaban de «claramente insuficiente» y que «nada más llegar a Intervida, indicó a todos los empleados que el modelo a seguir era el de Intermón (y lo reiteró en varias ocasiones)» porque —siempre según nuestras fuentes— «Intervida debía ser Intermón II».


      Fuentes de Intermón Oxfam señalaron a Europa Press, y así lo recojo, «que todas las acusaciones son falsas y están basadas en informaciones “cogidas por los pelos” y sacadas de contexto, por lo que están considerando “emprender acciones legales” por difamación». Las mismas fuentes sostuvieron, respecto a la financiación del proyecto en Tanzania por parte del Gobierno de Navarra, que el supuesto «informe interno» al que tuve acceso se trataba de una «simple comunicación» entre delegaciones, por la que se «mete prisa» a la entidad local africana para elaborar las facturas, y destacaba que «en ningún caso se trata de falsear nada» ya que «todo es explicable». Finalmente, la Audiencia Nacional absolvió a los antiguos gestores de Intervida y yo gané varios enemigos y algún amigo.


      Días después de la publicación del libro, salía de un restaurante de comer con un abogado penalista íntimo amigo y nos encontramos con un reputado y respetado abogado de Barcelona que, al ver a mi amigo, se levantó y le dijo:


      —Por cierto, dile a tu amigo Paco Marco que no escriba más libros contra Intermón.


      —Encantado de conocerte —dije—. Soy Paco Marco.


      —Me gustaría comer contigo —sugirió con cara de sorpresa, un poco avergonzado por su falta de discreción—. Me han sondeado para interponer una querella por tu libro sobre Intervida —dijo tras reponerse al haber hablado en mi presencia.


      —Cuando quieras, pero el libro es incontestable —sentencié.


      Sé que recomendó la no interposición de querella alguna —como también hicieron otros dos abogados— porque, si los informes de Método 3 siempre «probaban» sus afirmaciones, en un libro me había asegurado aún más de hacerlo. Por eso, tras veintidós mil investigaciones realizadas, no tenemos ni una sola condena por calumnias.


      


      


      
Histerismo colectivo en el mundo de la empresa


      


      El mundo de la empresa en España se vio envuelto, de golpe, en un histerismo colectivo tras el ataque al que me sometió el Partido Popular catalán.


      Mientras que los chascarrillos madrileños se centraban en el dinero de Bárcenas en Cataluña, los mentideros «jugaban» a ser espías. Incluso llegué al paroxismo de tener que escuchar en un restaurante a alguien que «fardaba» de ser «íntimo amigo de Francisco Marco de Método 3», y yo en la mesa contigua sin que nos conociésemos. Aquella vez, como en otras ocasiones, antes de irme saludé cortésmente al comensal.


      —Encantado de conocerte.


      —¿Perdona?


      —Sí. Soy Paco Marco. Como somos íntimos amigos y yo ni te conocía, pues te saludo.


      Ese tipo de situaciones eran normales. Los centros del poder español se llenaron de «supuestos clientes de Método 3» a los que ni conocía y gente que, incluso, se «enorgullecía de ser alguien porque les había investigado». Este país nuestro es así de ridículo. Pero la verdad es que en Método 3 habíamos realizado más de veintidós mil investigaciones y, obviamente, la mayoría vinculadas al mundo de la empresa, tanto en España, como en el extranjero.


      Además, sé que cuando aparezca este libro muchos clientes irán directamente al índice onomástico para comprobar si su nombre aparece reflejado, pero no estarán. Respeto profundamente a todos los que me contrataron a lo largo de estos años y confiaron en mí, y lo podrán seguir haciendo porque me llevaré «mis» y «sus» secretos a la tumba.


      Sin embargo, alguno de mis investigados —cuyos informes han sido aportados en juicios y, por ende, son públicos— merecen destacarse por cuanto adelantaron muchas de las grandes operaciones policiales y judiciales que, tiempo después, se llevaron a cabo. Es el caso de Ruiz Mateos.


      


      


      
José María Ruiz Mateos


      


      Una de las estafas que advertimos en Método 3 fue la de Nueva Rumasa.


      Corría el año 2001. Una empresa que compró José María Ruiz Mateos a través de la recién creada Nueva Rumasa vio cómo se desvanecían los activos, a través de un testaferro, quedándose el empresario con la marca en detrimento de mi cliente. Entonces descubrimos que el polémico empresario facturaba «más de un cuarto de billón de pesetas», cuando en España su patrimonio visible no ascendía ni a 25.000 millones de las antiguas pesetas.


      Nuestro primer informe, fechado en 2001, y otros posteriores que hicimos durante años, descubría una estructura que, desde Belice, controlaba, a través de Trindal Investment, la empresa avícola Hibramer, Berbury, la matriz de los chocolates Trapa y otras como Sucesores de Loewe, Wario Overseas o Buchanan Commercial, parte de sus inversiones en España. Los Ruiz Mateos usaban vehículos financieros en Holanda, con sociedades como Tinto Amsterdam Investments NV o Garvey NV, Alinda Finance y Dhul Holding NV, que protegían su patrimonio en nuestro país para, posteriormente, desviarlo a Belice y Panamá.


      A medida que pasaba el tiempo, nuestras investigaciones ampliaban los datos y se convertían en un cúmulo de acusaciones sobre delitos societarios. La actividad de la familia Ruiz Mateos era, aparentemente, sencilla. Simulaban comprar empresas con una situación financiera difícil para reflotarlas pero, enseguida, captaban sus activos y, con el fin de hacer inútiles los derechos de los acreedores, los vendían por un precio idéntico a los de las hipotecas que pesaban sobre los mismos a empresas controladas por testaferros del grupo. La empresa compradora, a su vez, vendía los activos a otra sociedad del grupo que o vendía la empresa a un precio superior en fraude de los acreedores de la empresa inicial o a alguna mercantil extranjera que realizaba «quitas» aparentando ser un comprador de buena fe.


      La estrategia de comunicación era de lo más delatora: cuando querían comprar una empresa lanzaban rumores al mercado y, en cuanto se hacían con la misma, aparecía un testaferro —aparentemente ajeno al grupo— que negociaba a la baja con proveedores y empleados. Al final no quedaba nada «sin interés empresarial para Ruiz Mateos». Lo superfluo, incluida la plantilla de trabajadores, era prescindible salvo los activos financieros, patrimoniales y los intangibles, como la marca. Y todo ello quedaba en manos de la estructura fiduciaria que había creado en el Caribe.


      Las condenas por alzamiento de bienes, estafa e insolvencia punible se sucedían y nuestros informes alertaban de las actividades ilegales de los Ruiz Mateos, que sin embargo seguían actuando impunemente en nuestro país. Con la intención de lograr un beneficio económico en perjuicio ajeno, creaban ante nuestros clientes «la falsa apariencia» de solvencia, aportando incluso avales de empresas del grupo que nunca se podían ejecutar y llegando a «falsificar las firmas de los avalistas en los pagarés que emitían y así poder evitar las reclamaciones de pago correspondientes».


      Por eso, cuando vimos en televisión la publicidad para captar capital mediante la emisión de pagarés, nos llevamos las manos a la cabeza. Ofrecían intereses de entre el 6 y el 12 por ciento con plazos de vencimiento a cinco años. Solo dos posibles inversores nos pidieron una investigación preventiva de la inversión, y nuestra recomendación fue no realizarla.


      En diciembre de 2010, uno de nuestros informes alertó de un procedimiento concursal del grupo al que se acogieron diez empresas de Nueva Rumasa el 17 de febrero de 2011.48 Precisamente, esas empresas eran las avalistas de los pagarés que nunca se llegaron a hacer efectivos.


      Con posterioridad, la familia Ruiz Mateos fue imputada por estafa y desde 2012 la Audiencia Nacional les acusó de usar dinero del grupo en beneficio propio y en detrimento de sus acreedores, tal y como ya advertimos diez años antes.


      


      


      
Gerardo Díaz Ferrán


      


      El informe de Díaz Ferrán no fue tan clarividente como el de Ruiz Mateos. Sin embargo, lo realizamos meses antes de su ingreso en prisión.


      En cuanto Díaz Ferrán se declaró en quiebra, dejó de pagar a sus acreedores, incluyendo a un empresario cliente de Método 3. El empresario cliente, cuyo libro de cabecera era uno sobre «ética», no entendía cómo otro empresario, al que había ayudado tanto por su afinidad personal, le «dejase colgada» una deuda sustancial sin advertirle, previamente, del concurso de acreedores.


      —Las empresas de caución no le daban crédito, pero forcé a que se lo siguiésemos facilitando.


      —En estas épocas es habitual que las aseguradoras corten el crédito, pero que los proveedores sigan ofreciendo productos o servicios por la confianza que les genera el empresario.


      —Sí, tienes razón. Pero aun así me dejó colgado —me dijo el empresario madrileño.


      —Es que con el libro ese que tienes en tu estantería poco puedes hacer —le comenté señalando el libro sobre ética que destacaba en la biblioteca del cliente.


      Había visto, a lo largo de los años, operaciones de desvío de capitales mucho más sofisticadas. Proveedores fantasmas, donaciones y compra-ventas ficticias, separaciones matrimoniales inexistentes y contratos con empresas pantallas que facturaban servicios desconocidos eran en España algunas de las estrategias utilizadas para «salvar los muebles» en épocas de crisis. Sin embargo, las insolvencias punitivas no eran tan fáciles de detectar. En cuanto se concursaba un grupo societario, aparecían administradores concursales, como Ángel del Cabo, que tomaban posesión de los grupos empresariales para «salvar activos» de la estructura.


      Díaz Ferran actuó de forma impulsiva. No imaginaba la debacle de su grupo, y, cuando tuvo encima la crisis, optó, por un lado, por intentar salvar todo lo posible con Del Cabo y, por otro, por realizar donaciones a sus hijas. Pero consideró que hacerlo en España era demasiado visible y lo realizó con el patrimonio que había amasado en Estados Unidos, además de «sablear» a sus «amigos españoles» con préstamos que jamás devolvió.


      El informe de Método 3 advertía, de forma previa a la investigación de la Audiencia Nacional, que a través de la sociedad Holdisan Inversiones y sus dos filiales —Holdisan Inversiones Nueva York y Holdisan Central Park LLC— se habían adquirido dos apartamentos en Nueva York por 7,8 y 2,7 millones de dólares, respectivamente. Las representantes en aquellas operaciones fueron sus hijas. En marzo de 2010 se constituyó una hipoteca conjunta sobre las dos propiedades con el Banco Sabadell por valor de 5,7 millones de euros y se «pusieron a la venta».


      La empresa patrimonial de Díaz Ferrán, Holdisan Inversiones, era además propietaria de un chalé en la localidad de Calvià (Mallorca) y de un yate que, posteriormente, la Audiencia Nacional ordenó embargar.


      Con la operación de la venta —aparente— de la sociedad Teinver, S.A., poseedora de las acciones de Marsans, a Posibilitum, una sociedad de Del Cabo, se pretendía, como hizo Ruiz Mateos, evitar hacer frente a los pagarés que Marsans entregaba a mi cliente y a otros. Finalmente, tras una denuncia de un gran bufete de abogados, otros proveedores de Marsans, entre los que no se encontraba nuestro cliente, acusaron a Díaz Ferrán y su socio de llevar a cabo «un deliberado, sistemático, doloso y perfectamente planificado proceso de alzamiento y ocultación apresurada de sus bienes personales con la finalidad de intentar eludir sus innumerables e importantísimas obligaciones de pago con respecto a sus acreedores».


      


      


      
Jueces y fiscales


      


      Si algo me ha enseñado todo este proceso es que he «vivido ciego» en mi propia autosuficiencia, creyéndome inmune a las fuerzas políticas. «No conozco a Paco Marco, pero si algo ha demostrado es que guarda más secretos que nadie», me comentó un gran abogado parafraseando a un amigo suyo. Me pedían y recomendaban «estar tranquilo». He vivido los últimos veinte años al límite y no me ha parado nada.


      El mensaje que me llegaba desde los grandes abogados penalistas era el mismo: «La judicatura está preocupada». «¿Pero has investigado a jueces, no?», preguntaban de forma retórica. La única vez que he investigado, de forma directa, a un juez fue al vicepresidente del Tribunal Supremo de República Dominicana. A finales del mes de marzo me reuní con uno de mis mejores amigos, abogado para más señas.


      —A los que tienes histéricos es a jueces y fiscales.


      —Ya me lo imagino —contesté casi sin pensar.


      —¿Entonces es verdad que los has investigado?


      —No digas tonterías.


      —Pues todos se miran de reojo pensando que lo has hecho.


      Sin embargo, yo sabía de dónde provenía el histerismo. El Confidencial publicó que en la sede de Método 3 habían aparecido dos completos informes sobre magistrados de Barcelona en los que se detallaban sus currículums, sus patrimonios, sus relaciones y las de sus familiares más cercanos. El artículo, titulado «Método 3 investigaba a jueces de Barcelona para poder chantajearlos», fue objeto de una querella criminal contra su autor que aún está pendiente de resolución. Y lo peor era que también se intentaba vehiculizar a la Fiscalía en mi contra apuntando que también les había investigado.


      Lo único cierto era que en República Dominicana, como he dicho, investigamos al vicepresidente del Tribunal Supremo, Rafael Luciano Pichardo, al que impugnamos al probar que una mujer, Elizabeth Pérez, supuestamente relacionada con el magistrado, prometió a nuestros contrarios conseguir una sentencia favorable a los contrarios a mi cliente en aquel país. Me entrevisté con el hijo del magistrado, Luciano, que me reconoció que su «papá» estaba vinculado a los «contrarios a mi cliente» en un proceso que se dilucidaba en el Tribunal Supremo dominicano. La entrevista, realizada en la sala club del hotel Embajador de Santo Domingo, la grabé para, posteriormente, aportarla en el juzgado.


      La grabación se incluyó en la causa y el presidente del Supremo, Jorge Subero, confirmó que el Pleno del Tribunal Supremo la había escuchado a instancias de varios jueces. La prensa dominicana filtró que «el abogado español Francisco Marco Fernández impugnó a Luciano Pichardo luego de enterarse de que una mujer, Elizabeth Pérez, supuestamente relacionada al magistrado, prometió conseguir una sentencia favorable a sus contrarios. La litis judicial era entre una empresa española y una constructora. Esta última reclamaba a la empresa española el pago de 2,5 millones de dólares». En la causa sostuve que había grabado la conversación con Luciano y enviado al Tribunal Supremo; que en ella se escuchaba la voz del vástago del juez Luciano Pichardo, abogado, reconociéndome la parcialidad de su padre y ofreciéndose para coordinar una reunión con el magistrado.


      Esta investigación y muchas otras que realicé en República Dominicana, como la de los vínculos de los imputados españoles en el caso Malaya o la de los representantes públicos dominicanos y sus corruptelas, me obligaron a vivir protegido en aquel país, que visité todos los meses durante casi seis años. Llegué incluso a realizar viajes de veinticuatro horas, yendo y volviendo con la misma tripulación del avión.


      También allí coincidí con grandes empresarios españoles y vi cómo dilapidaban fortunas en casinos o compraban a políticos locales para conseguir licencias diversas. Odiaba encontrarme a nuestros maduros compatriotas del brazo de jovencitas con uniforme escolar alardeando de ellas incluso públicamente.


      Pero hay una diferencia abismal entre nuestro país y aquel. En España me han detenido y masacrado públicamente cuatro politicuchos aferrados a su poltrona de poder. Sin embargo, en República Dominicana me habían disparado, amedrentado, venido a buscar con un ejército de pistoleros e intentado secuestrar. Fue allí donde investigué a un cargo de la judicatura por «venderse» al mejor postor. En España nunca lo hice, aunque tampoco hubiese descartado investigar a un juez corrupto para desenmascararlo en su mismo territorio, el judicial.


      Tras aquella investigación y otras muchas en suelo dominicano, vivía protegido las veinticuatro horas con el chaleco antibalas, a pesar de que la Dirección Nacional de Control de Drogas (DNCD) detuvo al hijo del magistrado al incautarle dinero en la avioneta HI-831 y tras descartar que estuviese relacionado con el tráfico de drogas. El titular de Aduanas, Miguel Cocco, durante una entrevista en el programa local de radio El gobierno de la mañana, comentó: «Ese dinero parece ser del narcotráfico porque no se explica la procedencia de billetes de baja denominación, ajados y envueltos en papel plástico y traídos en una maleta. Nosotros en ningún momento hemos tratado de encubrir nada».


      El dirigente de Aduanas dominicano, además, aclaró que, cuando se descubrió el caso, estuvo de acuerdo en que todos fueran sometidos a la justicia, aunque más tarde los propios abogados de Aduanas y la Fiscalía explicaron que no era posible, porque el piloto de la avioneta había asumido voluntariamente la responsabilidad, quedando excluidos del expediente el dueño de la avioneta, Rafael Alberto Luciano Corominas —hijo del juez—, y el otro tripulante. «Fuimos persistentes en los interrogatorios y el piloto insistió que era el único responsable». Después de aquello abandoné definitivamente el país para no volver hasta mucho tiempo después. Alguien me «abrió los ojos» y me hizo ver que mi vida peligraba si seguía desenmascarando la corrupción local. Lo que nunca advertí era que sería en mi propio país donde me «abrirían los ojos» de verdad. Sin matarme físicamente, lo hicieron civil y laboralmente.


      


      


      
La masonería


      


      La anterior no fue la única vez que tuve que abrir los ojos. En el año 2000 recibimos uno de los encargos más extraños que nunca nos han hecho: una organización española necesitaba demostrar que uno de sus miembros era masón.


      Planteamos la investigación haciéndole un mero seguimiento y pudimos fotografiar a nuestro investigando entrando en el edificio de la Gran Via de les Corts Catalanes 617 de Barcelona, sede de la Gran Logia de España. Pero nuestro cliente no quedó satisfecho, porque consideraba que era un edificio con muchas viviendas y quería algún «documento interno» que lo identificase como masón.


      —La única forma que veo es infiltrarme en la Logia —le dije a mi cliente con ironía.


      —Pues hágalo —sentenció.


      Empecé entonces a asistir a las reuniones en la logia y poco después me dieron la noticia: habían aprobado mi solicitud de iniciación. Los nervios se apoderaban de mí. ¿Me habrían descubierto? Para un detective ser descubierto era un signo de fracaso, y cada vez que asistía a aquel piso mis sentidos se ponían en alerta. El desconocimiento y las historias aprendidas me hacían un perfecto ignorante.


      Y llegó el día. Cuando me recibieron con su fraternal bienvenida, como era costumbre entre los miembros de la logia, la tensión se apoderaba de mí. En ese momento odié haber aceptado aquel encargo porque no sabía qué me esperaba entre aquellas paredes. Sin darme cuenta, de pronto me encontré solo y el resto de masones —«hermanos», como ellos se llaman— ya se encontraban en el interior de la vivienda que llamaban «templo». La tensión devino en miedo real cuando me vendaron los ojos. Uno de los hermanos me cogió del brazo:


      —Confía en mí —escuché mientras sufría con indignación la incomprensión de lo desconocido.


      La ceguera era absoluta.


      —Vamos a recorrer un camino complejo y peligroso —siguió mi guía mientras daba golpes sordos contra el suelo.


      —Espera aquí nuestras instrucciones —dijo otra voz mientras me dejaban solo en una zona que parecía húmeda y estrecha.


      —Puedes destaparte los ojos —escuché, y la escasa luz me devolvió los sentidos.


      Solo en esa habitación oscura y estrecha denominada «el cuarto de reflexiones», vi frente a mí un pequeño altar con un cráneo humano, un termómetro, agua, pan, algo que parecía azufre y una gran vela encendida. Pero lo que me asustó de verdad fue ver escrito un mensaje que decía: «Si la curiosidad te ha conducido aquí… vete».


      —Mierda, me han descubierto —dije casi en voz alta mientras leía la continuación del mensaje—: «Para emplear bien tu vida… piensa en la muerte».


      Entonces entendí que esas frases eran normales en el ritual iniciático y que intentaban representar un mero punto de partida en la vida de los iniciados. Allí, imbuido en el proceso, pensé en olvidarme de mi cliente y volcarme en convertirme en un nuevo ser; una nueva persona que no necesitase de estrategias para obtener la verdad de los demás. Pero el amor por mi profesión y el sentido del deber con mi cliente me hicieron desechar cualquier resistencia.


      —Despójate de todas tus vestimentas y de todos tus objetos metálicos y de valor —me pidió uno de los hermanos.


      Me colocaron unas prendas blancas y, de repente, se me erizaron todos los vellos del cogote. Me pusieron una soga al cuello, en forma de horca, mientras sonoros golpes contra el suelo me hechizaban pensando que allí acababa mi vida. El guía me llevaba hacia la puerta del templo.


      —¿Puede pasar el iniciado? —preguntó.


      El segundo diácono autorizó mi entrada al templo y por fin pude hablar:


      —¿Declaras que tu ingreso es por elección propia y a partir de este momento te debes a los mandatos de la orden?


      —Sí —contesté mientras el primer diácono me condujo alrededor del templo hasta que un hermano me paró de golpe. Era el segundo vigilante. «Mierda, ahora sí que me han pillado», pensé.


      Pero no. Solo me pidió que me presentase para poder proseguir mi ritual de iniciación hasta que me encontré de rodillas frente a un altar, con la mano izquierda sobre la Biblia y la derecha sosteniendo un compás sobre mi pecho.


      —Y Dios dijo: «Que se haga la luz», y la luz se hizo —dijo el venerable maestro mientras me concedía la libertad despojándome de la soga del cuello.


      Al fin supe que nadie me había descubierto cuando el primer vigilante me invistió con un mandil que me identificaba como aprendiz. Había acabado el ritual iniciático que simbolizaba la transición de mi vida cotidiana llena de imperfecciones y errores hacia una renovada y moralmente perfecta. Pero yo quise seguir en mi vida imperfecta y esperar, al poco tiempo de mi rito, la documentación de la orden con el nombre del investigado. El primer vigilante que me inició en la masonería fue el mismo que me vio declarar, meses después, en un tribunal demostrando que cuando mi cliente le había llamado «masón» no había mentido. Ahora veían descrito su ritual de iniciación, algo poco habitual dada la confidencialidad a la que se ven forzados todos sus miembros, muchos de ellos «grandes empresarios» a los que investigué y de los que, jamás, desvelé su condición, por puro respeto.





Capítulo XIV

      

      DETECTIVES CONTRA EL CRIMEN


      


      


      


      


      
Madeleine McCann


      


      En Semana Santa del año 2013 salimos dos días en familia. Necesitaba desconectar del mundo, sin prensa ni teléfono. Un tiempo para dedicar a mi familia y a mi mujer; devolverles lo que les había estado hurtando tantos y tantos años, y demostrarles que, aunque viviese en una preocupación constante, lo más importante eran ellos. Elegimos un hotel familiar con un apartamento dúplex donde nos podíamos alojar los cinco juntos. Algo barato porque, desde que cerré la empresa, no tenía ingresos y el tema económico empezaba a ser acuciante.


      —Estamos en un hotel.


      —¡Ya y qué! Están en la zona de juegos, no pasa nada.


      —Paco, son muy movidos. Y ya sabes lo que pasó. También era un complejo hotelero.


      Sabía a lo que se refería mi mujer. Si algo se les podía reprochar a los padres de Madeleine McCann era haberla dejado sola, sin control directo visual. Pero era lo único. No conozco a muchas familias que hayan sufrido más que sus padres, Kate y Gerry, y a los que la prensa haya tratado de forma más injusta por culpa de una policía —la portuguesa— ineficaz y maniquea.


      —¡No! No tienen nada que ver —me harté de decir durante años.


      Hace tiempo que no sé nada de ellos. Aún recuerdo su piel blanquecina y esos ojos muertos en vida de una madre que luchaba desesperadamente por encontrar a su hija. Cuando Brian Kennedy, un empresario inglés que ayudaba a la familia McCann, nos llamó en 2007, supe enseguida que esa investigación nos catapultaría a la fama mundial o sería nuestro gran fracaso. Aun así la aceptamos. Sin embargo, mi madre quiso primero conocer a Kate y mirarla a los ojos. Y allí vio, según sus propias palabras, la «desesperación».


      Algún día explicaré si creemos que Maddie está viva o muerta y, si la mataron, quién pensamos que lo hizo. Nacho Abad, periodista entonces de Telecinco, y nosotros siempre pensamos que había una persona que tenía algo que ver en la desaparición de la pequeña niña inglesa.


      Y sí, reconozco mi fracaso. Siempre buscamos —y fuimos contratados por una familia desesperada— a una niña viva. Jamás buscamos un cadáver. Por eso centramos la investigación en comprobar «avistamientos» de Maddie, o lo que es lo mismo, gente que tuviese pistas sobre su paradero. También investigamos a fondo a todos los posibles causantes de su desaparición. Pero nos contrataron seis meses después del secuestro y con todos los medios de comunicación del mundo centrados en una niña rubia con una «marca determinada en el ojo».


      Investigamos a más de veinte supuestas Madeleines y millones de pistas sobre su desaparición. Controlamos a diversos sospechosos y nos infiltramos en bandas marroquíes y francesas de pederastia; reventamos dos redes de pornografía infantil en internet y conseguimos diversas detenciones. Pero al final fracasamos porque Maddie aún sigue desaparecida. Sin lugar a dudas, también nos equivocamos al permitir que los asesores de la familia guiasen la «estrategia de comunicación».


      La policía portuguesa no nos quería investigando en su territorio y la marroquí también nos controlaba. Por tanto, cada vez que desplazábamos a un equipo a Portugal hacíamos ver que estábamos en Marruecos y viceversa. En cuanto nuestra gente cruzaba una de las dos fronteras, aparecíamos en los medios señalando que seguíamos una pista en otro país. Así pretendíamos que la prensa y la policía nos dejasen trabajar algo más tranquilos.


      No es este el lugar para explicar todo lo que hicimos y los resultados que la policía lusa obvió, porque Scotland Yard ha retomado la investigación y sigue confiando en que algún día se resolverá el enigma de la pequeña niña británica. Pero la investigación de su desaparición también me aportó uno de los peores momentos de mi vida.


      Recuerdo aquella mañana como si fuese hoy mismo. Estaba frente al ordenador, concentrado en una investigación financiera. Me acababa de llegar información de unas cuentas bancarias en Suiza de un empresario español supuestamente insolvente y estaba enfrascado en su análisis cuando entró mi asistente con un pendrive. Sabía que tenía que ser algún tipo de información sensible si se estaba manejando fuera del sistema informático de la empresa; información que debía permanecer oculta para evitar que algún día se filtrara por algún departamento de inteligencia policial o estatal. Por ello nunca formó parte de mi sistema, y el tiempo me dio la razón.


      —Si no me lo envías por correo interno debe ser algo importante —adiviné mirando a los ojos de mi asistente.


      —Los de Audiovisual me han dado esto de un chivatazo de Maddie.


      —¿Qué es? —pregunté dejando de lado la otra investigación.


      —Nos han enviado, desde un servidor oculto, un vídeo en el que dicen que aparece la niña.


      Necesité únicamente diez segundos para levantarme, como un resorte, y correr al baño. Estaba blanco como el papel, con el estómago revuelto y la conciencia removida de dolor al ver lo que los adultos pueden llegar a hacer a los niños inocentes. Aún hoy me persiguen las imágenes que hicieron saltar todas las alarmas de mi conciencia y comprobar en la bazofia en la que algunos humanos pueden convertir su maligna vida. Las explícitas imágenes no requerían de ningún análisis.


      —¡Qué mierda es esta!—comenté al salir del baño.


      Volví a mi mesa e intenté retomar mi trabajo, pero las imágenes de un miembro viril adulto frente a una pequeña y rubia niña seguían insertadas en mi cerebro. Intenté huir de mis pensamientos pero volvían como un boomerang a mi cabeza, sin poder centrar ninguna idea que no fuese la del odio cerval a quienes robaron la infancia de aquella desconocida y anónima niña para, meramente, satisfacer sus placeres más abyectos.


      —Me voy a casa —anuncié, sabiendo que el mareo que sentía era por la sensación adrenalínica que recorría todo mi ser—. ¡Menuda mierda de gente! —dije cerrando la puerta tras de mí.


      Al día siguiente, sin haber dormido más de dos horas, me presenté en la Brigada de Información Tecnológica:


      —Detened a estos hijos de puta —dije anunciando mi presencia.


      —¿A quién? —me preguntó el jefe del grupo mientras yo le daba el pendrive.


      —¿Tienes esto en tus ordenadores?


      —No. Ya sé que la mera tenencia es delictual. Nos llegó ayer y aquí lo tienes. Nos enviaron un correo electrónico que anunciaba que Madeleine McCann estaba en estas imágenes y lo he tenido que ver. Pero no es ella.


      —¿Y cómo estás? —quiso saber el policía, más acostumbrado que yo a tener que ver, a diario, imágenes similares.


      —Como la mierda.


      Redactamos una denuncia y, a los pocos meses, se produjeron las primeras detenciones. La policía llevó a cabo varios registros, detuvo a trece personas, imputó a otras diez y se incautó de una gran cantidad de material informático. Era una de las mejores colaboraciones que había hecho en favor de la vida. La red se desmanteló el 15 de diciembre de 2008. Solo ese año la policía detuvo a cuatrocientas ocho personas vinculadas a la pedofilia y, desde entonces, más de dos mil han sido vinculadas a redes de producción, distribución y venta de pornografía infantil. Y las detenciones las llevaban a cabo los integrantes de la Brigada de Investigación Tecnológica; la misma que ahora me investigaba a mí olvidando todos los servicios que les he dado hechos contra delincuentes de nuestro país.


      Si Método 3 solo hubiese existido para detener a esos trece asesinos de la infancia y hubiese permitido que cientos de niños puedan jugar en los parques, pasear por nuestros barrios y ciudades y crecer escolarizados sin traumas infantiles, creo que habría valido la pena. Con la venia de los políticos de nuestro país, claro.


      ¡Ah, por cierto! Por mucho que algunos se empeñasen, nunca dije que Maddie volvería a casa por Navidad.


      El periodista Carlos Salas, tras dejar la dirección de la revista El Economista, con la que habíamos colaborado, recaló en el periódico gratuito Metro, cuya cabecera era inglesa. Me llamó para que le concediese una entrevista y, por amistad y para apoyarle, se la facilité tras haberme negado en diversas ocasiones. El redactor que envió al encuentro me preguntó si Madeleine aparecería antes del periodo navideño y contesté: «¡Ojalá!». A partir de ahí y de una mala traducción al inglés, la historia se confundió y se dio por cierto que yo había manifestado que la niña volvería con sus padres antes de Navidad. Nunca una palabra mal traducida había provocado tantos comentarios y malas interpretaciones.


      


      


      
La historia de un violador: Martínez Singul


      


      Alejandro Martínez Singul salió de la cárcel tras cumplir solo dieciséis de los sesenta y cinco años a los que fue condenado por catorce violaciones. Se le conocía como el segundo violador del Eixample, barrio barcelonés en el que me crie. Tras su condena se sometió a un programa de rehabilitación de delincuentes sexuales. Nunca se le concedieron permisos penitenciarios, porque la Junta de Tratamiento de la cárcel consideró que no estaba rehabilitado y que los programas rehabilitadores no habían «tenido éxito» con el preso.


      El violador aterrorizó a mi barrio siguiendo a sus víctimas hasta sus domicilios y abusando de ellas en el ascensor. Yo tenía entonces diecisiete años y recuerdo a mis compañeras y amigas aterrorizadas por su existencia. Cuando fue puesto en libertad en 2007 tras cumplir la cuarta parte de la condena impuesta por la Audiencia de Barcelona, la sociedad se reveló porque la mayoría de sus víctimas habían sido niñas; la más pequeña tenía nueve años y la obligó a realizarle una felación.


      El violador salió de la prisión protegido por los mossos d’esquadra y con la imagen cambiada. Nadie, ni sus víctimas, podían reconocerle y el pánico se apoderó, nuevamente, de la ciudad.


      —¿Se le reconoce? —me preguntó un periodista de El Mundo.


      —No, ha perdido el pelo y la cara de inocencia se ha tornado cara de maldad —contesté.


      Permaneció oculto hasta que, tres días después, la ciudadanía ya pudo respirar tranquila. Lo localizamos a 20 kilómetros de Barcelona, escondido en la casa de su madre con protección policial «día y noche». Facilitamos su dirección a un medio de comunicación que se desplazó a la vivienda para intentar entrevistarle —y, de paso, desvelar su nueva faz y la dirección donde se ocultaba—, pero la policía no les dejó pasar.


      —¿Por qué no nos dejan pasar? —preguntó uno de los periodistas al policía autonómico.


      —Para su protección y por lo que pueda ocurrir —le espetó el policía ante la puerta del edificio tras pedir que se identificasen.


      —¿No es acaso un hombre libre que ha pagado su pena? Entonces, ¿por qué le vigilan? —insistió el periodista, molesto al tener que identificarse.


      —Órdenes son órdenes —contestó el funcionario.


      Pocos meses después, en mayo de 2008, lo detenían nuevamente acusado de «haberse masturbado e intentar manosear a una pasajera en un tren de cercanías de Barcelona». Al año ya estaba siguiendo a una menor a su casa desde una calle del Eixample y, tras entrar con ella en el edificio y meterse en el ascensor, le exigió que le entregase los objetos de valor que llevaba y, acto seguido, le ordenó que se bajara los pantalones. Posteriormente, acabó en la cárcel y nuevamente en libertad.


      


      


      
Buscando a nazis


      


      Muchos casos, como el del violador del Eixample, se llevan a cabo sin cobrar, tan solo a solicitud de algún medio de comunicación. En muchas ocasiones la denuncia de los periodistas topaba con la incomprensión de los poderes públicos y las «fuentes habituales de información» se tornaban paredes de incomprensión frente al trabajo de los medios.


      Habíamos colaborado, incluso, investigando de forma gratuita y anónima, con familias de niños desaparecidos en España. Muchos fueron los sospechosos de la desaparición de un menor muy famoso en nuestro país que pasaron por el tamiz de nuestros sistemas de información. Algunos buenos periodistas de las televisiones investigaban también ayudando a las familias de esos desaparecidos, informando sobre posibles sospechosos. Y nos pedían datos que les dábamos gratuitamente y sin ni siquiera repercusión para Méto- do 3 en sus medios.


      Uno de los casos que realizamos gratuitamente fue el de un famoso nazi al que vinculaban con España.


      —¿Puedes venir a Madrid? —me llamó el periodista Félix Martínez siguiendo sus obsesiones personales: perseguir a la red de amigos de criminales de guerra de la extrema derecha internacional en España.


      —¿Es urgente? —contesté con una pregunta pareciéndome, cada día más, a mi madre, gallega de nacimiento.


      —Sí, unos amigos necesitan conocerte.


      En tres horas me planté en la capital y me reuní con mi amigo periodista, que estaba con una mujer. No la conocía, pero inspiraba confianza y, sobre todo, dedicación. Tan pronto como Félix me la presentó, ella se giró y clavó su mirada en mi rostro. Se atusó el pelo, que recogió tras sus orejas, y me espetó:


      —Necesitamos que lo encuentres.


      —Si vive, lo haré.


      Estaba acostumbrado a trabajar con ejecutivas y ejecutivos agresivos que hablaban dando órdenes, y era, realmente, donde me manejaba mejor, porque yo actuaba de idéntica forma. No me gustan los rodeos ni las reuniones eternas. Cuando una persona trabaja de forma voluntaria y sin retribución, pretendía que los demás hiciesen lo mismo que ella.


      —A Aribert Heim se le atribuyen no menos de quinientos asesinatos en el campo de concentración de Mauthausen, en Austria —dijo con una voz cercana al acero frío de los cirujanos.


      —¿Y qué puedo hacer?


      —La mayoría de las muertes las cometió él mismo durante cinco semanas que estuvo destinado allí como médico.


      —Hasta el 60 por ciento de sus víctimas podrían ser republicanos españoles, ya que en el momento en el que Heim estuvo en Mauthausen, los españoles representaban ese porcentaje de la población reclusa del campo —añadió Félix Martínez.


      —¿Y qué puedo hacer? —reiteré.


      La red de protectores de Aribert Heim, conocido como el Doctor Muerte y el criminal nazi más buscado del mundo, era muy amplia, según me contaron.


      —En 2005 la Fiscalía alemana de Baden-Baden descubrió envíos de dinero desde las cuentas de la familia de Heim a España y la policía lo está buscando en vuestro país —añadió calculadora la mujer, que representaba al Centro Simon Wiesenthal de Jerusalén—. Necesitamos que lo encuentres y no tenemos fondos para utilizar en España.


      —Ya entiendo —dije, mientras calculaba mentalmente si podíamos afrontar la investigación sin cobrar.


      —Tiene noventa y dos años y mide 1,94 de altura; será fácil encontrarlo —dijo el periodista minimizando el trabajo que deberíamos realizar, sabiendo que yo estaba haciendo mentalmente los cálculos.


      —Ya, Félix, pero tú sabes que la policía española es de las mejores del mundo. Si está aquí lo localizarán.


      —Aún no lo han hecho —contestó la enviada sefardí.


      —Lo haremos —contesté.


      Seguimos multitud de pistas, pero ninguna que pudiese ubicar al Doctor Muerte en nuestro país, hasta que nos llegó, a través de Félix Martínez, una nueva:


      —¡La policía ha recibido en Barcelona una pista! —me gritó el periodista por teléfono citándome en un restaurante de la Ciudad Condal.


      Martínez llegó con un aspecto deslavazado. La ropa le colgaba y llevaba el pelo y la barba revueltas. Pero su sonrisa le delataba.


      —Uno de los sospechosos de haber dado cobertura a Heim es un tal Jensen.


      —¿Y ese quién es? — pregunté.


      —Fredrik Jensen es otro criminal nazi que, incluso, fue laureado con la cruz de oro nazi. Tiene más o menos la misma edad que Heim y te he preparado esto —dijo dándome por encima de la mesa un papel con diversos datos.


      «Jensen sirvió en varios regimientos de las Waffen-SS durante la II Guerra Mundial, como la SS-Panzergrenadier-Regiment 2 Der Führer; SS-Panzer-Division Das Reich; SS-Panzergrenadier-Regiment 9 Germania y, finalmente, en la SS-Panzer-Division Wiking».


      —El Partido Nazi noruego ascendió al poder en 1942. Su líder, Vidkud Quisling, era mucho más radical que los propios nazis alemanes —me contó Félix sin que yo hubiera terminado de leer su informe.


      —Espera, déjame leer y luego me lo cuentas —solicité.


      «Quisling se planteó como objetivo la deportación de todos los judíos de Noruega, algo que ni siquiera los alemanes habían soñado. Se le considera responsable del asesinato de 762 noruegos de confesión judía que perecieron en los campos de concentración alemanes. El caso más conocido es el del barco MS Donau, que transportó al mayor contingente (532 personas en noviembre de 1942) hacia Auschwitz. Casi todos murieron, bien asfixiados con gas o tras trabajos forzados. Quisling fue depuesto en 1945 y ejecutado por traición».


      —Joder, Paco, tenemos a otro nazi en España. Pero está desaparecido desde que dejó Cataluña.


      —Déjame acabar de leer el informe que me has preparado, por favor —le espeté furioso.


      —Coño, es que este tío, Jensen, era extranjero y Hitler le condecoró con la máxima distinción. Como un héroe.


      —¿Me dejas acabar de leer?


      «El final de la guerra en 1945 fue distinto para ambos nazis. Heim pasó unos meses en un campo de concentración. Ya en libertad, recuperó su vida en Baden Wurtemberg, donde abrió una clínica de ginecología y obstetricia. Desde 1947 hasta 1960 vivió cómodamente en su ciudad. Era, además, una celebridad jugando al hockey. Sin embargo, cuando uno de los fiscales encargados del proceso a los médicos revisó su expediente, a principios del año sesenta, las autoridades alemanas fueron conscientes de las atrocidades cometidas aquellas cinco semanas en Mauthausen. Y decretaron la inmediata detención de Heim. Desde entonces, y a pesar de los esfuerzos de las fuerzas del orden de todo el mundo y de los del Centro Wiesenthal, sigue oculto. Jensen, por su lado, pasó un tiempo recluido en un hospital militar de Viena, para ser luego internado en la prisión que los americanos habían instalado en el antiguo campo de concentración de Dachau. Tras diez años, fue liberado y se trasladó a Suecia, donde hizo fortuna con una compañía de maquinaria industrial».


      —Ahora —dije anunciándole que había acabado de leer su informe—. Dime —le invité casi condescendiente.


      —Mis fuentes en la policía me dicen que para encontrar a Heim en España se debe investigar a Jensen. Me aseguran que, años atrás, se realizó una vigilancia de la casa de los Jensen, cuando recibió a un amigo mayor y muy alto. Puede ser él —me dijo exultante.


      Localizamos a Jensen en Marbella. Nuestro informe señalaba además que «consta en los archivos de Interpol como criminal de guerra». Fue detenido y deportado a Estados Unidos, en 1994. Pero logró librarse. Encontramos, además, una entrevista a Jensen en un medio local de la Costa del Sol publicado en noruego, en la que su mujer, Karin, indicaba que, a la vuelta de uno de los viajes de negocios de Friedrik Jensen, le tenía preparada una sorpresa: había comprado un apartamento en Marbella. Finalmente, decidieron adquirir «un terreno y construir una vivienda de 800 metros, a la que se trasladaron definitivamente a finales de los años setenta».


      Nuestra información, además, señalaba que tras la jubilación de Jensen vendieron la finca y se trasladaron al apartamento del Nordic Royal Club. Y un informe que nos llegó desde Israel indicaba que «Jensen jamás había renunciado a su ideología».


      Pero, en realidad, seguíamos buscando alrededor del mundo a Heim. El Doctor Muerte era ya una obsesión, compartida con Félix Martínez. Sin embargo, hasta que no me despegué del «odio compartido» por la figura del nazi, no pude trabajar en plenitud de condiciones.


      Una madrugada, desvelado en mi cama, encendí la luz y cogí una de mis molesquines titulada «Nazis». Por aquel entonces guardaba mis libretas en mi vivienda particular, hasta que decidí, como ya he contado, ponerlas a buen recaudo, imaginando algún tipo de actuación política contra Método 3 en algún momento. «Sabemos demasiado y algún día nos lo querrán hacer pagar», escribí en el año 2007. Aquella noche de revelaciones, releí su nota biográfica escrita en mi libreta: «Aribert Ferdinand Heim nació el 28 de junio de 1914. Fue médico nazi en el campo de concentración de Mauthausen-Gusen. Se le acusó de matar y torturar a 500 personas con multitud de métodos, como por ejemplo inyecciones directas de compuestos tóxicos en los corazones de sus víctimas». «El 15 de marzo de 1945 fue capturado por soldados de Estados Unidos y enviado a un campamento para prisioneros de guerra. Fue puesto en libertad y trabajó como médico ginecólogo en Baden-Baden hasta su desaparición en 1962». La policía austriaca le advirtió de que se le investigaba por crímenes de guerra y desapareció. Se desplazó a España, a Uruguay («donde abrió un centro médico especializado en psiquiatría y ginecología entre 1979 a 1983») y, probablemente, a Latinoamérica y Egipto para luego volver a España de nuevo hasta 2005. «La familia de Heim, previamente, dijo que había fallecido en 1993 en Argentina, pero no mostraron ningún certificado de defunción».


      —¿La familia de Heim? —me pregunté a las cinco de la madrugada y descolgué el teléfono.


      —Dime —contestó Félix Martínez con voz temblorosa, temiéndose alguna mala noticia.


      —¿Heim tiene familia?


      —No me jodas. ¿No podías esperar hasta por la mañana? Sí, tiene una hija y un hijo. —Y colgó el teléfono.


      Localicé a un hijo de Heim que llevaba sus apellidos y a una hija que se ocultaba bajo el nombre de Waltraut Böser en Chile. Vivía en Puerto Montt casada con el chileno Iván Diharce. Montamos, con nuestro corresponsal chileno, una investigación en aquel país pero nadie había visto allí al Doctor Muerte.


      Entonces envié al centro Wiesenthal la siguiente información: «En el año 1942 Heim tuvo una hija natural con su novia, Gertrud Böser, que nunca llevó el apellido paterno. Únicamente se identificaba con el de su madre. Se trata de Waltraut Böser, esposa del chileno Iván Diharce y a quien muchos conocen como Waltraut Diharce. La pareja tiene tres hijos: N., V. e I.».


      En julio de 2008, Efraim Zuroff, director del centro en Israel, viajó desde Jerusalén hasta Chile con una comitiva de periodistas internacionales. Félix Martínez, del diario El Mundo, daría en España la exclusiva mundial. El miércoles 4 de febrero de 2009, The New York Times y el canal de televisión alemán ZDF publicaron una investigación periodística en la que revelaron que Aribert Heim había muerto en 1992 en Egipto bajo el nombre falso de Tarek Hussein Farid.


      Los periodistas que se trasladaron hasta el lugar donde había vivido encontraron documentos personales, como cartas a medios negando haber cometido las atrocidades que se le imputaban, diversos análisis sobre el aumento de los judíos en el mundo y también documentos en los que el nazi ordenaba qué hacer con sus bienes tras su muerte. Entrevistaron además a Rüdiger Heim, el hijo que localicé, quien negó saber nada de su padre, pero les reconoció a los periodistas «haberlo visitado en diversas ocasiones en Egipto hasta su muerte de cáncer».


      Finalmente, la justicia germana certificó la muerte de Aribert Heim al declarar que no había «ninguna duda» sobre la identidad del cadáver hallado en Egipto en 1992. El Tribunal de Justicia de Baden-Baden archivó la búsqueda del criminal nazi afirmando que «Aribert Heim fue Tarek Hussein Farid, muerto el 10 de agosto de 1992 en El Cairo».


      


      


      
La extrema derecha argentina


      


      Durante la investigación del Doctor Muerte, Félix Martínez, que no paraba nunca si se trataba de localizar a asesinos de la extrema derecha, me pasó un archivo sobre la Triple A argentina. Aún no habíamos localizado a la hija chilena de Heim cuando me citó para hablar de este archivo.


      —Estoy desmoralizado —me confesó.


      —No te entiendo.


      —Cada vez que creemos que lo hemos encontrado, aparecen pistas que ubican a Heim en otro lugar del mundo.


      —Es normal en una investigación de este tipo —le contesté.


      —Además, te está costando un pastón —me dijo entendiendo que abandonase la búsqueda gratuita del nazi.


      —Ese es mi problema, tranquilo —asumí la decisión que habíamos tomado siguiendo las instrucciones de mi madre, que se obligaba, desde sus inicios, a realizar algunas investigaciones probono, como aquella.


      —Tengo aquí a un tío que es más joven que Heim —me explicó bajando el tono de voz y reflejando un nerviosismo clásico del que va a pedir otro favor.


      Acababan de detener en España a Adolfo Scilingo por delitos de lesa humanidad, tras probarse su responsabilidad en la muerte de treinta personas.49


      —¿Podrás investigar esto? —deslizó en el aire la pregunta.


      Lo miré como quien mira a un niño que pide un regalo fuera de tiempo, sabiendo que su padre le ha dado tantas veces una negativa que le incomoda pedir nada otra vez. Pero, también, como los hijos, Félix guardaba una mínima esperanza, que le obligaba a reiterar su petición.


      —De acueeerdooo —contesté alargando las vocales.


      —¿De verdad?


      Tenía que haberle contestado que no. Es lo que hubiera hecho con mis hijos y con los de mi mujer. Pero al periodista no tenía que educarlo y solo me estaba pidiendo una dirección.


      Buscar a personas que quieren permanecer ocultas puede parecer un trabajo arduo, pero no lo es tanto. Y de esa forma complacía a mi amigo y le ayudaba en su «guerra particular» contra los crímenes de lesa humanidad.


      —Sí, pero dame unos días.


      —Sí, sí. Tranquilo —me contestó.


      Un amigo argentino, de quien se decía que había sido montonero, le había filtrado que Scilingo vivía en Madrid.


      La mañana siguiente fue un infierno. Como en todos los trabajos, el día que amanece torcido todo se vuelve una locura. Los teléfonos no paraban de sonar y todos los clientes necesitaban sus investigaciones «para ayer». Llevaba una hora centrado en diversos casos, con el teléfono móvil apagado, cuando recordé que tenía que hablar con mi hermano. Encendí el celular y me entraron siete llamadas perdidas de Félix. Olvidándome de mi obligación familiar, llamé al periodista:


      —¿Pasa algo? —le pregunté, escuchando yo mismo una queja solapada a mi pregunta.


      —Por fin.


      —No me fastidies, Félix, que llevo una mañana muy movidita.


      —Perdona que te moleste —se corrigió—. Estamos a 30 kilómetros de Madrid en coche. ¿Sabes algo de la dirección? —habiendo olvidado que le había pedido tiempo.


      —Tío, te pedí unos días y ¿te has ido de viaje a localizarlo?


      —Ya, perdona, Paco, pero es que es un criminal y tus investigados son meros delincuentes de guante blanco —comentó atacándome para prevenir mi recriminación.


      —¡Pero esas investigaciones me dan de comer y la tuya no! —contesté cabreado.


      —Por favor… —me suplicó mientras yo le colgaba el teléfono e iniciaba la investigación.


      —Sabía que lo harías —contestó al teléfono media hora después.


      Estaba harto de que me tratasen como a un mulo de carga. Nadie pensaba que yo tenía familia y una empresa con decenas de empleados que mantener. «Paco siempre dice sí», debían decirse unos a otros. Pero para mí Félix Martínez siempre fue un amigo especial y, por eso, encontré a Eduardo Almirón, personaje clave en un sumario abierto en Argentina desde 1974 contra el grupo de extrema derecha que asesinó a cientos de personas.


      —Dad la vuelta e id hacia Valencia. En una hora me dan la información —le informé.


      A los pocos minutos supe que no estaba en Madrid, sino efectivamente en el Levante español.


      —Sí, lo hemos encontrado —me llamó exultante Martínez—. Nadie diría que este hombre ha sido acusado por las organizaciones de Derechos Humanos y por la izquierda argentina de ser el jefe militar de la organización de terrorismo de Estado conocida como Triple A (Alianza Anticomunista Argentina) para acabar con la oposición interna.


      Tras más de treinta horas haciendo guardia en la casa de Almirón en el pueblo de Torrent, donde localicé a su mujer, Ana María Gil, los periodistas, comandados por Félix Martínez, pudieron ver al miembro de la Triple A.


      —Lo localizaréis junto al Barranco de Torrent, al lado de las chabolas. En el barrio de Xenillet —me dijo mi fuente de información.


      «Rodolfo Eduardo Almirón Sena nació en Buenos Aires el 17 de febrero de 1936. Tras ingresar en la Policía Federal argentina, se relaciona con la hija del comisario mayor Juan Ramón Morales. Ascendió a subcomisario de robos y atracos en los años sesenta. Llegó a España en febrero de 1975, casi un año antes del golpe militar liderado por el general Jorge Rafael Videla en marzo de 1976. Se le acusa de haber participado activamente en los tiroteos que acabaron con las vidas de dos carlistas partidarios del infante Carlos Hugo en Montejurra (Navarra) el 9 de mayo de 1976, en una operación represiva organizada por los servicios de inteligencia del Estado. Y alguna colaboración con el Batallón Vasco Español, precedente de los GAL», informaba Martínez.


      Meses más tarde, Félix Martínez escribió en El Mundo: «Salí de Barcelona conocedor de que se me ha otorgado, junto a mis compañeros Nando García y Joan Manuel Baliellas, el premio Ciudad de Barcelona de Comunicación en la modalidad de prensa escrita por el reportaje que sirvió para localizar a Rodolfo Eduardo Almirón Sena, el virtual jefe de la organización de terrorismo de Estado Agrupación Anticomunista Argentina (Triple A) que, durante los dos últimos años del Gobierno de Isabel Perón en Argentina, acabó con la vida de más de cientos de disidentes. Un buen final para una buena historia».


      Nunca se supo que Método 3 le ayudó en aquella investigación.


      


      


      
La extrema derecha española


      


      La diferencia entre el alemán Heim, el danés Jensen y el argentino Almirón era que los dos primeros tuvieron una capacidad económica importante y el argentino, por el contrario, vivía al lado de un poblado gitano en una situación precaria. La extrema derecha española, sin embargo, se aproximaba a la alemana y la danesa en cuanto a su estatus económico.


      Estábamos mi mujer y yo viendo un programa de Antena 3 sobre los niños robados, por circunstancias personales muy atentamente, cuando recibí un mensaje de un periodista para que realizase una investigación patrimonial sobre Eduardo Vela.


      El doctor Vela, que no estaba imputado por aquel entonces50 y al que muchos testimonios implicaban en el robo de bebés, parecía que había multiplicado su patrimonio en los años setenta. «Después de que María Antonia Iglesias en Interviú lo pusiese en la picota de la opinión pública —me indicaba mi interlocutor—, ocultó su patrimonio».


      Nuestro informe indicaba: «Actualmente el doctor Vela no tiene ningún bien a su nombre, dado que disolvió su sociedad de gananciales en 1985 después de aparecer su nombre en Interviú». Sin embargo, «su patrimonio inmobiliario y el de su mujer e hijos llega a cifras, incluyendo las inversiones societarias, muy importantes, con sociedades con activos por valor de más de 6 millones de euros».


      Eduardo Vela creó en los setenta una sociedad, Bellcasa, en la que contaba con socios que eran jerarcas del franquismo, como José Antonio Girón de Velasco —a través de su esposa—, ministro de Trabajo de Franco desde 1941 hasta 1957. Bellcasa, junto a miembros de la familia Vela y de los exaltos cargos franquistas Fernando Coca y José Pérez Sáenz de Miera, invirtieron en la constructora Albolar que «llegó a tener inversiones por valor de más de 6 millones de euros». Girón se rodeó del mismo núcleo de socios: el militar Fernando de Coca, antiguo jefe provincial del movimiento en Sevilla; José Sáenz de Miera, delegado de Falange en Palencia; y José Manuel González Fausto, exsubdirector general de Mutualidades, Montepíos y consejero del Instituto Nacional de Previsión.


      —¿Me estás diciendo que los políticos que controlaban los montepíos y el médico ginecólogo acusado de facilitar niños a los ricos españoles eran socios? —preguntó mi mujer.


      —Sí, así es. Parece un círculo cerrado como en casi todas las actividades ilegales. Alguien facilitaba la cobertura política, otros la legal y el médico tenía el control de la información y de los bebés.


      —¿Y luego iban a parar a familias que los compraban?


      —Eso lo tendrá que decir la justicia, pero parece que es así. Y coincidiendo con estas circunstancias se hicieron ricos y se asociaron en diversas empresas.


      Pero el ginecólogo disolvió la sociedad de gananciales con su mujer, Adela Bermejo, y pasó a tener un régimen puro de separación de bienes cediéndole a su esposa todo el capital amasado. Contaba con un patrimonio sustancial cuando la exdirectora de Televisión Española denunció la existencia de niños robados. Además de la vivienda familiar, tenían en Madrid treinta y ocho plazas de aparcamiento que puso a nombre de su esposa y de sus hijos.


      —¿Y un mero ginecólogo puede hacer tanto dinero? —siguió mi inquisitiva mujer, que no entendía por qué los informes señalaban meros datos objetivos sin llegar a las conclusiones lógicas de una actividad ilegal y un incremento patrimonial tan brutal.


      —No, pero los negocios le fueron bien.


      —¿Con políticos franquistas, no?


      —Sí, lo mismo que ocurre ahora con los constructores y los políticos democráticos —fue mi respuesta.





Capítulo XV

      

      DETECTIVES AL SERVICIO DEL CORAZÓN


      


      


      


      


      Tras la aparición en los medios de comunicación del escándalo que me vinculaba al espionaje político español, me «narcotizaba» viendo programas del corazón. Evitaba todos los magazines y debates políticos, creyéndome así inmune a lo que de mí se decía en los programas de televisión. En los programas del corazón encontré mi tabla de salvación. Me quedaba observándolos sin pensar y me dejaba llevar toda la tarde, con la mirada perdida y los sentidos adormecidos, con su sonoro debate.


      Muchos pensarán que no voy a reconocer que veía el denostado programa Sálvame, pero se equivocan. Ese y otros similares me salvaron de una guerra intelectual que atenazaba mis pensamientos a diario; fueron mi punto de anclaje con la realidad de la vida, sin tener que escuchar sandeces sobre nuestra empresa. Además, tengo que reconocer que ese programa, sin pretensiones intelectuales, estaba genialmente conducido y dirigido con un escaso presupuesto, permitiendo a los dirigentes de Telecinco cubrir cuatro horas de cuota de pantalla con una mínima inversión y una máxima repercusión. Era, empresarialmente hablando, un gran programa.


      Sin embargo, una tarde mi narcótico se convirtió en un nuevo revulsivo:


      —Salgo de casa —le dije a mi madre, que se alegró al comprobar que, por fin, abandonaba mi refugio para reintegrarme en la vida de la ciudad.


      —¡Qué bien, hijo! Es lo que tienes que hacer: salir de casa y dejar de comerte la cabeza.


      —Es que en Sálvame van a hablar de «los espías».


      


      


      
Tita Cervera


      


      En el año 2001 conocí a Francesca Thyssen y a su marido. Al-guien de su entorno, que posteriormente hizo pública mi investigación, me contrató para investigar a Tita Cervera, su madrastra, y demostrar determinadas circunstancias de su patrimonio en un pleito sobre la herencia del barón Thyssen que se dilucidaba en Bahamas.


      La baronesa Thyssen leyó ese mismo año el informe que sobre su patrimonio había realizado nuestra agencia. Desvelaba todo aquello que Tita había querido mantener oculto alrededor del mundo, sobre todo en los aspectos económicos. María Eugenia Yagüe informaba que «fueron Francesca Thyssen y sus hermanos» los que habían encargado a Método 3 que investigara la vida privada y los negocios de Tita en Andorra, Uruguay y Suiza.


      Lo cierto era que fue un abogado madrileño el que nos encargó la investigación, en pleno proceso judicial en Bahamas sobre la herencia del barón. Aquel informe no dejaba a Carmen Cervera mal ni apuntaba ningún tipo de acusación soterrada sobre ella. Era un mero informe patrimonial —muy extenso y exhaustivo, eso sí— que demostraba el patrimonio que la española tenía alrededor del mundo. Nada de lo que tuviese que avergonzarse o recriminarme. Era la verdad sobre su situación económica y patrimonial, y así lo reconoció la propia baronesa cuando, años más tarde, sus abogados nos contrataron.


      —Necesitamos información sobre Tita para poder negociar con sus abogados.


      —¿Qué tipo de información? —preguntamos en una sala repleta de abogados y con parte de los herederos del barón.


      —La herencia de Heinrich Thyssen cada día merma más y las discusiones en Bahamas están siendo un chorreo de dinero por la oposición de la baronesa con nuestros clientes —comentó uno de los abogados mirando a los herederos del barón.


      —Nos estamos gastando millones en abogados —intervino uno de los herederos.


      —Ya, pero la vida de la baronesa es pública —dije poniendo en duda nuestra labor.


      —Ya. Sin embargo, la información económica de Tita es secreta y queremos saber cuánto dinero tiene, dónde y cómo lo tiene.


      Tres meses más tarde entregamos el informe en un hotel en Madrid y, pocos días después, pude leer un artículo en ABC, firmado por un amigo de la familia, en el que se culpabilizaba a Tita de «perder para España la colección Thyssen». Más tarde, los herederos y Tita firmaron un acuerdo y se repartieron la herencia de Thyssen permitiendo que hoy todos podamos disfrutar de la mejor colección privada de arte para España.


      Cuando, años más tarde, se escribió una biografía no autorizada sobre la baronesa, la autora confundió, entre otros datos, los del registro civil de su madre. Entonces, los abogados de Tita recordaron nuestro informe y supieron a quién contratar para demostrar las falsedades del libro. Este documento se usó en un juicio que ganó Carmen Cervera. También utilizó un informe de Método 3 sobre un famoso inquilino que le debía dinero del arrendamiento, al que le localizamos bienes suficientes como para proceder a su embargo y que cubriese la deuda que había generado.


      Más reciente ha sido una investigación sobre Espartaco Santoni y Paola Santoni, y sus tres hermanos demandaron a la baronesa en el año 2010. Sus abogados aportaron en el juicio, tal y como señaló la propia Paola en una entrevista a la revista Vanitatis, un informe sobre la persona de Espartaco Santoni en el que se detallaba su vida y sus negocios. El juzgado inadmitió la demanda de la familia Santoni porque, a la luz de lo que dijo la baronesa y las pruebas aportadas por Método 3, «no existía vulneración del derecho al honor» en las palabras acusatorias de Carmen Cervera sobre Espartaco Santoni.


      


      


      
Espartaco Santoni


      


      «Espartaco Garibaldi Borga Santoni nació el 14 de junio de 1937 en Carúpano, una región del extremo oriental de Venezuela. Hijo de un napolitano y una venezolana, fue actor, productor de cine y empresario hostelero, pero fue más conocido por su faceta de playboy, es decir, por vivir a costa de las mujeres. Fue habitual de las revistas de la farándula en España y se casó con siete mujeres. Se le atribuyen centenares de romances», relataba mi informe.


      Descendiente de corsos radicados en Venezuela, estudió en la Academia Militar de Bogotá (Colombia) y a los quince años dejó su ciudad natal para recorrer el mundo. A los diecinueve regresó a Caracas a trabajar con su padre en un almacén de ropa interior. Poco después se casó con la catalana Maruja Valdez, con la que tuvo dos hijos. Salió de Venezuela acosado por su fama de mujeriego y por haber cometido infidelidades con algunas mujeres casadas.


      «Residió en Caracas, Bogotá, Nápoles y finalmente estableció su residencia en España a mediados de la década de los cincuenta», empezaba nuestro informe sobre este personaje.


      Como su hija había puesto en duda nuestros documentos, aprovechando mi detención, declarando a Vanitatis que el «informe en su mayor parte se inspira en sacar de contexto expresiones o autoconfesiones que narra mi padre en su libro No niego nada», decidí hacerlo público. Porque Paola Santoni olvidó que en las 26 páginas se relataban muchas perlas del playboy y que, en España, «en 1965 y después de declararse en quiebra M.D. Producciones, se dictó orden de detención y procesamiento para Espartaco Santoni por desfalco. Adeudaba entonces decenas de millones al Banco de Madrid. Las autoridades intervinieron la empresa y el investigado viajó entonces a Portugal para ver a un abogado que le aconsejó que regresara a Venezuela para evitar su arresto y se fugó».


      Tampoco de su libro obtuvimos la información que relataba que «a principios de los años setenta, el subdirector general de Cinematografía, Marciano de la Fuente, también inició acciones legales contra Espartaco». Ni que «en 1976, un antiguo socio inició acciones legales contra Santoni que se siguieron en el Juzgado de Instrucción número 9 de Madrid. Fue denunciado por estafa y apropiación indebida».


      Nuestro informe, además, contaba que «el 28 de febrero de ese año, día que coincidía con su primer aniversario de boda con Carmen Cervera, Espartaco fue arrestado bajo los citados cargos de estafa y apropiación indebida por lo que el juez le requirió una fianza de quince millones de pesetas». En el auto de procesamiento se afirmaba que «de lo actuado hasta ahora aparece que Espartaco B. Santoni, apoderado de Emaus Films, S.A., adeudaba a Madrid Films, S.A. por unos trabajos realizados y material servido para la película Infamia 1.399.188,66 pesetas y 537.348 por la película Los espectros». Para garantizar estos pagos otorgó un contrato el 6 de marzo de 1974 y otro en 22 de julio del mismo año, respectivamente, por el que se encargaba a Madrid Films el negativo de las películas, una vez terminado, «con todos los derechos a ellas inherentes, en prenda a favor y en poder de Madrid Films, con el consiguiente derecho de retención y enajenación». El auto del juzgado agregaba que «posteriormente, en octubre de 1974, vendió todos los derechos de exhibición y explotación de ambas películas a Juan Luis Renedo Sinovas, para lo cual se puso de acuerdo primero con Madrid Films, consiguiendo que esta sociedad le entregase unas cartas haciendo constar que las películas no tenían ninguna carga ni gravamen, cartas que entregó a Juan Luis Renedo y así consiguió que este aceptase la compra por once millones de pesetas». La querella fue interpuesta por José Luis Renedo Sinovas, un industrial de Bilbao, bajo la dirección del abogado Ángel López-Montero Juárez contra Emaus Films y sus representantes legales Espartaco Santoni y Francisco Julio Mayordomo. «Este último fue la mano derecha y secretario personal del productor venezolano durante años hasta que se enemistaron y el primero acusó a Espartaco de gastarse el dinero de la empresa».


      El playboy pasó treinta y cinco días en la cárcel de Carabanchel y el 5 de abril de 1976 salió en libertad bajo fianza de un millón de las antiguas pesetas. Al día siguiente, Espartaco dio una rueda de prensa en la que explicó que había interpuesto una querella en Bilbao contra el instigador de su causa, José Luis Renedo, por un delito de usura con derivación de estafa. «Semanas después se amplió la denuncia inicial con la declaración acusatoria de Mayordomo contra el venezolano. Y, meses después, volvió a ser arrestado y encarcelado. En junio de 1978, fue detenido y permaneció más de un mes en la misma cárcel de Carabanchel antes de ser puesto de nuevo en libertad. El propio abogado del actor, Luis Joaquín Garrigues, depositó un millón de pesetas de fianza para que pudiera salir de prisión».


      Aunque tenía prohibida la salida del país, Espartaco se fue a Nueva York y trató de falsificar su documentación. Poco después, la empresa Emaus Films se declaró en quiebra y dictaron su arresto domiciliario, que entonces residía en Madrid. El pleito se siguió en el Juzgado de Primera Instancia número 11 de Madrid. El 7 de enero de 1986, el Juzgado de Instrucción número 9 de Madrid archivó la causa contra Santoni abierta por estafa y apropiación indebida casi once años antes. Vivía entonces en Venezuela y sobre él había pesado una orden internacional de búsqueda y captura.


      Durante sus últimos años de vida, Espartaco fue objeto de una investigación del Tribunal de Cuentas junto al que fuera alcalde de Marbella, Jesús Gil, quien llegó a nombrarlo director del puerto deportivo de dicha población. «Por si hubiera tenido pocos problemas con la justicia, en octubre de 2010 la veterana actriz Josele Román acusó a Santoni de haberla violado. La supuesta víctima aseguró en el programa de televisión Sálvame Deluxe de Telecinco que el fallecido actor abusó sexualmente de ella cuando estaba ebria durante una fiesta», según se indicaba en nuestro informe. Paola Santoni salió en defensa de su padre en el mismo programa. De hecho, demandó a la actriz por verter tales acusaciones.


      El informe también ahondaba en sus circunstancias con el alcohol, las drogas y el juego, que no reproduciré por respeto a su familia, y que en Estados Unidos, donde también lo investigamos, «fue demandado por la empresa Night Life Enterprise Inc. en 1985 en el casoWEC 97641. El productor venezolano fue denunciado ante el Tribunal Superior de los Ángeles-Santa Mónica junto a la compañía Sevilla Inc.».


      No fue este el único procedimiento judicial abierto en los Estados Unidos al actor. El 20 de marzo de 1985 fue demandado por la que fuera su mujer, Natividad de las Casas, y la compañía Sevilla Inc. en el caso C 539404 del Tribunal Superior Central de los Ángeles. Fue denunciado en esta ocasión junto a SBS Internacional Develop Inc., Night Life Enterprise Inc., Maghame Robert y Amiri Sai. También fue demandado por las empresas Filet Menu y Postal Graphics el 29 de julio de 1983 en el caso C 462456 del Tribunal Superior Central de Los Ángeles. Natividad de las Casas también le denunció el 7 de diciembre de 1984 en el caso D 131302 por el asunto del divorcio ante el Tribunal Superior Central de Los Ángeles.


      La investigación sobre el playboy acababa así: «El soborno, el chantaje y el tráfico de influencias estaban a la orden del día en la vida de Espartaco Santoni».


      


      


      
Clara Suñer


      


      Pero aquellos no fueron los únicos trabajos que realizamos sobre el mundo del corazón.


      «Tras un arduo trabajo de investigación, hemos localizado a Clara Suñer», rezaba el programa ¿Donde estás, corazón?


      La verdad era otra. Después de numerosos programas sobre la desaparecida locutora Encarna Sánchez, una persona seguía oculta al gran público: su heredera. Pilar Cebrián, más conocida artísticamente como Clara Suñer. La productora nos contrató para localizarla.


      En «La otra crónica» de El Mundo se relataba el scoop como «una verdadera investigación periodística, consiguiendo localizar primero a Clara Suñer». Tras dicha localización, como reveló posteriormente Gemma López, estaba Método 3. Sin embargo, el verdadero trabajo vino más tarde, de la mano del periodista Gustavo González, que consiguió algo más difícil: hacerla hablar.


      La localización no había sido fácil porque la heredera de la locutora llevaba varios años escondida. Cuando dimos con ella, la filmamos en vídeo paseando por las inmediaciones de la población levantina donde vivía. Fue la primera de diversas colaboraciones sobre el mundo del corazón para los medios de comunicación, a la que siguieron otras como la de Javier Rigau, el supuesto marido de Gina Lollobrigida.


      


      


      
Javier Rigau


      


      —Necesito tener una reunión desnudo y grabar a mi interlocutor —me dijo mi cliente, al que recuerdo con cariño.


      —¿Qué? —pregunté incrédulo.


      —Sí, he quedado con un tipo llamado Javier Rigau y me ha citado en una sauna para evitar que grabe la conversación.


      Nuestro cliente, un empresario de la construcción, había tenido un pleito con Rigau, quien quería llegar a un pacto po- niendo «encima de la mesa» determinada información que tenía en su poder y sin dejar pruebas de estas conversaciones. Dos días más tarde, nuestro cliente aparecía con una pequeña toalla rodeando su cuerpo en una sauna de un gimnasio de la Ciudad Condal.


      Tras dos horas de negociación, quedó conmigo en un bar del centro de Barcelona. Entró sudando y muy nervioso. «Mierda —pensé al verlo—. Este no ha podido grabarlo». Pero su sonrisa, cuando se acercó a mi mesa, le delató:


      —Toma el reloj —me dijo facilitándome el cronógrafo de marca que le habíamos dado.


      Salí a mi coche y, allí, en solitario, conecté el falso Rolex a mi ordenador y descargué la grabación. Se escuchaba claramente la voz de Javier Rigau.


      La primera vez que lo investigamos era un perfecto desconocido. Cuando saltó a la fama, en el año 2006, como acompañante de Gina Lollobrigida, nos contrató un medio de comunicación para investigarlo.


      —Ofrezco un millón de euros a la persona que traiga un solo testamento en el que yo haya sido heredero —gritaba Rigau frente a las cámaras de televisión.


      Esta declaración le perdió, porque abrió la veda para investigarlo. Parecía que lo gritaba a los cuatro vientos: «Investíguenme. Medios de comunicación españoles, les reto a que me investiguen». Pero, verdaderamente, sabía lo que decía.


      —Rigau no hereda, compra a bajo precio —le dije a quien nos había contratado.


      El primero de nuestros informes sobre el empresario era una toma de contacto. Luego le investigamos en más ocasiones, siempre contratados por socios o parejas despechadas.


      La vida empresarial de Rigau se ha visto salpicada de múltiples contenciosos judiciales, pérdidas societarias, acusaciones y sociedades con las que, poco a poco, iba amasando un grueso patrimonio a través de entidades como Avcebi, S.L. Nuestros informes pusieron nombre, apellidos y fecha de nacimiento a un personaje que, con los años, ha sido incluso acusado por la actriz italiana de falsificar documentación necesaria para aparentar estar casados.


      Pero Rigau tenía razón. No iba a ser beneficiario del testamento de Gina Lollobrigida. Sin embargo, tras su muerte, aparecería como su flamante marido para reclamar a los legítimos herederos. Una más de Rigau.


      


      


      
Emilio Rodríguez Menéndez


      


      Corría el año 2001 cuando un amigo abogado me llamó para que fuese a su despacho a una reunión de trabajo. La sala de juntas, iluminada y amplia, me ofreció un espectáculo dantesco. De un lado de la mesa, dos abogados a los que conocía sobradamente y, del otro, el padre Apeles y Malena Gracia. La visita la había organizado el párroco, al que conocía de vista por frecuentar —ambos— diversas discotecas de la zona alta de Barcelona. Habiéndome criado y educado, en mi más temprana juventud, en los jesuitas, no entendía a un cura, vestido de sotana, que visitaba discotecas y bebía lo que, al menos, parecía alcohol. Y esa mañana lo tenía sentado frente a mí.


      —Me ha llamado mi amiga letrada para venir a verte —dijo Apeles refiriéndose a una gran abogada madrileña y al abogado que nos había citado a todos.


      —¿Y qué puedo hacer por vosotros? —contestó mi amigo letrado sin entender qué hacían juntos una buena abogada, un cura desubicado y una expresentadora del canal televisivo Playboy visitando a otro letrado.


      Sin embargo, en cuanto escuché a Apeles supe a qué se refería. Debía de conocer a Malena Gracia de finales de los noventa, cuando ella formó, junto a Yola Berrocal y Sonia Monroy, el grupo SexBomb, del cual saldría poco después por su incompatibilidad con Berrocal, a quien, a su vez, se vinculó sentimentalmente con el párroco.


      —Malena Gracia —a la que señaló— viene sufriendo una persecución mediática por parte de Emilio Rodríguez Menéndez.


      Una vez más mi cabeza, que a veces parece un archivo de información, me permitió analizar, apriorísticamente, lo que iba a escuchar. Emilio Rodríguez Menéndez, que apareció con una licenciatura chilena en Derecho y consiguió su convalidación en España, creó la revista Dígame con colaboradores como Nuria Bermúdez o Paco Porras. En esa revista se publicaron auténticas barbaridades de políticos y personajes del corazón, sin demasiadas demandas hasta la denuncia de Malena Gracia, que consiguió una orden judicial para secuestrar la publicación por haberse publicado un vídeo de ella ejerciendo la prostitución.


      —Sí —dijo Malena Gracia—. Hace años tuve una relación con este señor y desde entonces no para de atacarme. Mi familia está sufriendo mucho.


      —Y ella también —interrumpió Apeles.


      Parecía verdad. La actriz estaba muy apagada y contenida, sufriendo de corazón.


      —Mira, tienes una gran abogada, como la que te acompaña, y no creo que yo pueda hacer algo más que ella —empezó diciendo el abogado cliente de Método 3 que me había citado—. Pero he hecho venir a Paco Marco, dueño de la mayor agencia de detectives de este país, por si puede hacer algo.


      —Poco puedo hacer con un personaje tan nefasto como Rodríguez Menéndez —contesté—. Salvo… Déjame hacer un par de llamadas.


      Tardé diez minutos y finalmente volví a entrar en la sala:


      —Acabo de llamar a un abogado conocido que tiene un cliente, expolicía, que ha dicho textualmente: «A Rodríguez Menéndez solo lo podemos convencer para que pare de acosar a Malena Gracia una persona —y dijo el nombre de un altísimo mandatario español— o yo». Este es su teléfono. Poco más puedo hacer —contesté dándome cuenta de que un trabajo de investigación sobre Rodríguez Menéndez iba a ser muy caro y que allí nadie hablaba de dinero, sino de favores.


      —¿Cuánto te debemos? —preguntó mi amigo abogado dirigiéndose a mí.


      —Nada. Espero que te deje en paz —contesté a Malena Gracia, dándole un papel con el número de teléfono del expolicía que se había comprometido a hablar con Rodríguez Menéndez, del que no volví a saber hasta que se fugó.


      El ya exabogado Emilio Rodríguez Menéndez salió de la cárcel coruñesa de Teixeiro el 18 de agosto de 2008 con un permiso de cuatro días concedido de forma extraordinaria por el juez de vigilancia penitenciaria. El Grupo de Localización de Fugitivos de la Comisaría General de Policía Judicial estaba tras él y un equipo de abogados me encargó su localización. Lo encontramos investigando a su cuarta esposa, Vanessa Palomar, en Asunción (Paraguay); se hospedaba en el hotel Guaraní.


      El exletrado había sido condenado en España a una pena de nueve años y seis meses por fraude a la Hacienda Pública y buscaba un lugar donde evitar la extradición, como Paraguay. Con anterioridad, en junio de 2005, la Audiencia de Madrid lo había condenado a dos años de prisión por difundir en 1997 un vídeo que demostró la vileza de la política española y de su Ministerio del Interior.


      Avisamos a nuestro cliente, que a su vez informó verbalmente al Grupo de Localización de Fugitivos, y estos se desplazaron a Asunción solicitando a las autoridades una orden de detención y extradición de Rodríguez Menéndez. El exletrado había viajado de Madrid a Barcelona en tren y de ahí, por carretera, a Francia, desde donde voló a Brasil para saltar a Paraguay. Se hospedó el 23 de agosto en el hotel Guaraní, donde llegaron un grupo de policías paraguayos.


      Sin embargo, la policía de aquel país, corrupta como pocas, advirtió a Rodríguez Menéndez, que voló nuevamente. A partir de ahí, la información que tuve con posterioridad, y sin trabajar en el caso, es que un grupo de la policía española localizó las llamadas de su mujer desde Buenos Aires, donde tenía alquilado un piso en el barrio de Palermo. Entonces, con una orden internacional de busca, captura e ingreso en prisión, el abogado fue detenido en julio de 2005 en Argentina al salir de un restaurante, donde cenaba en compañía de su mujer, e ingresó en una cárcel del Servicio Penitenciario Federal (SPF). Pero un buen letrado porteño y una juez de aquel país le dejaron en libertad horas más tarde.


      Siempre estaré orgulloso de haber ayudado a la captura de este personaje, vil como ha habido pocos en España.


      


      


      
El fisco contra el mundo del corazón y los periodistas


      


      —Ha caído otro —me dijo un asesor fiscal madrileño a principios del año 2012.


      —Nos vemos esta tarde en tu despacho —le confirmé, odiando a aquellos que hablan de cualquier cosa por teléfono.


      Esa tarde nos entrevistamos y, en cuanto me vio, me lanzó un acta de inspección de Hacienda contra un periodista importante de este país.


      —Joder, otro más. Algo está pasando —comenté de forma obvia.


      —Te lo dije, Paco. Esto no es normal y necesito saber qué está pasando.


      —Pero ¿quién pagará la investigación? —le pregunté.


      —Yo mismo. No quiero investigaciones sobre ningún inspector.


      —Obviamente —le contesté.


      —No te adelantes. Solo necesito que descuelgues el teléfono y te veas con un par de amigos tuyos. Quiero únicamente información general para saber por dónde van los tiros.


      —Es decir, necesitas saber si existe algún tipo de medida extraadministrativa para defender a tus clientes.


      —Siempre me captas a la primera…


      Lo primero que me dijeron mis contactos es que en 2011 la Agencia Tributaria centró sus objetivos de inspección en los sectores profesionales y grandes contribuyentes, después de que en ejercicios anteriores se hubiera enfocado en el ámbito inmobiliario y en el seguimiento de los billetes de 500 euros, áreas que Hacienda consideraba explotadas por la crisis. «Nos quedamos sin defraudadores cuando desaparecieron los del ladrillo», me confesó uno de los inspectores con los que comí los siguientes días del encargo.


      —Pero 2011 fue un buen año para la Agencia Tributaria. Recaudó 10.400 millones —dije mirando la chuleta con los datos que había obtenido previamente—. Un 3,5 por ciento más que en 2010 y tres mil millones por encima de lo que se había impuesto como objetivo.


      —Paco, la mayor parte de este capital procede del impuesto de sociedades y del IVA derivado de la actividad inspectora que hemos desarrollado —me informó otro de los inspectores.


      —¿Entonces? —pregunté.


      —Aumentamos los ingresos un 10,6 por ciento, hasta 9.400 millones, un importe que supera en un 120 por ciento el objetivo que nos habían marcado de 7.500 millones de euros. Pero, a diferencia de los años previos, que solo inspeccionábamos a los del ladrillo, nos focalizaron en los grandes contribuyentes.


      —Lo sé. Los datos que me han pasado señalan que el 68 por ciento del fraude detectado fue en el IVA y en el impuesto de sociedades y el resto procede de los ricos.


      Pero lo cierto es que lo que se inició fue una persecución sin límites a los profesionales que facturaban sus colaboraciones y trabajos a través de sociedades evitando, así, pagar una renta elevada por sus ingresos. Sin embargo, el sistema lo habían recomendado los abogados fiscalistas «toda la vida».


      —Y es absolutamente legal, permite así pagar vía impuesto de sociedades lo que no se recauda vía IRPF —me informaron los inspectores.


      —¿Entonces qué pasó?


      —Belén Esteban.


      —¿Belén Esteban? ¿Qué quieres decir? —le inquirí incrédulo.


      En marzo de 2011, en su actividad inspectora normal, la Agencia Tributaria de Madrid inició un expediente de investigación de la famosa copresentadora de Sálvame que culminó con un mandamiento de embargo expedido el 18 de mayo de 2011 por un principal de 307.539,30 euros. A partir de ahí, lo que era una mera inspección de la delegación madrileña de Hacienda se convirtió en una caza de brujas contra los famosos de nuestro país.


      —Paco, es una operación de maquillaje tributario. En junio de 2011 algún inspector de la Administración Central puso en marcha una nueva operación «Lola Flores» para «lavar la cara» frente a las quejas de los profesionales liberales por ser objeto de esa «persecución» fiscal.


      —Necesito datos —le dije quedando días después en un restaurante de la Cava Baja de Madrid.


      Mi amigo me facilitó un papel en blanco donde se señalaba que «la inspección inicial de Belén Esteban, centrada en el IRPF de los años 2006, 2007 y 2008, provocó que a la presentadora le solicitasen todas y cada una de las facturas de P SL y de B SL [he anonimizado los nombres de las sociedades]» debiendo la famosa —y ahora acosada por la Administración del Estado— realizar «una hipoteca unilateral a favor de la Agencia Tributaria el 21 de diciembre de 2011 por un total de 344.566,44 euros».


      Belén Esteban fue la punta de lanza del bochornoso, podemos denominarlo, «fraude de la lucha de Hacienda contra los famosos», porque ella podía gustar o no, pero nunca debería haber sido una moneda de cambio del Estado. La Agencia Tributaria ha venido permitiendo el uso de sociedades para facturar los ingresos profesionales. La respuesta a la pregunta de por qué ahora los perseguían era muy simple; habían puesto en marcha una campaña de lavado de imagen investigando a profesionales de reconocido prestigio como AQ, CH, MTC, JJV, AE, RV, JO, AAH, AC y muchos otros (omito los nombres porque, aunque muchos lo hayan reconocido públicamente, no he de ser yo quien ayude a la Agencia Tributaria a publicitar sus propios actos).


      —¿Me dices de verdad que Hacienda utiliza a los famosos para lavar su imagen?


      —Todos ellos están siendo utilizados por Hacienda, investigando sus cuentas bancarias entre 2006 y 2009, para llamar la atención de la sociedad, actuar como «aviso a navegantes» y acallar las quejas de los profesionales liberales de nuestro país.


      »Pero eso, al final, no deja de ser un uso indebido de los mecanismos represores del Estado contra los profesionales más conocidos y reconocidos de nuestro entorno conllevando un desgaste de su imagen pública en un claro fraude de ley. Porque cuando el Gobierno realiza una campaña de mejora de su imagen pública, usando a parte de sus ciudadanos, actúa de forma fraudulenta», concluía mi informe sobre lo que más tarde llamé «el fraude de la lucha contra el fraude.


      Tiempo después comprobé cómo la campaña de publicidad de Hacienda no tenía fin, llegando incluso a precintar el restaurante del restaurador Sergi Arola con comensales en el interior o solicitando la imputación del jugador de fútbol Leo Messi. La Agencia Tributaria había pedido a sus inspectores «repercusión mediática» lavando, claramente, su imagen con golpes antifraude y «acosando» a periodistas y famosos.


      


      


      
Nobles impostores


      


      —Necesito que investigues al conde de Corsini. Ha intentado estafar a un cliente nuestro —me dijo un importante abogado español.


      El mundo del crimen y del corazón se confunden, a menudo, en la impostura. Las dictaduras, y sus consecuencias, siempre han dado personajes que, ocultos en el boato de la alta sociedad, son meros suplantadores de personalidad. Uno de ellos fue Enric Marco, que aprovechó la coincidencia de sus iniciales con las de un trabajador español en la Alemania nazi para fingir ser un superviviente del campo de concentración de Flossenburg. En poco tiempo, gracias a su oratoria y capacidad de engaño, se convirtió en el presidente de la Asociación Amical de Mauthausen, pero, finalmente, fue descubierto: «Mentí porque me escuchaban más y así mi trabajo divulgativo era más eficaz», declaró tras hacerse pública su historia.


      Tania Head fue otro caso que acaparó la atención mediática. Su nombre real era Alicia Esteve. Llegó a Estados Unidos en 1992 con la intención de pasar desapercibida. Sin embargo, tras los atentados del 11-S se convirtió, también, en una superviviente de la tragedia. Un relato dramático, un supuesto novio muerto y una minusvalía previa al accidente ofrecieron una pantalla a aquella mujer que, durante seis años, regentó incluso la Asociación de Víctimas del 11-S. La reciente tragedia del tren de Santiago de Compostela, el 24 de julio de 2013, permitió la aparición de un estafador que se inventó que su pareja embarazada, que en realidad no existía, viajaba en dicho tren accidentado y había fallecido. Quería cobrar el siniestro.


      Atentados, guerras y grandes tragedias han dado los mayores impostores del mundo.


      Ferdinand Demara, considerado el mayor embaucador del si- glo XX, usó durante la Segunda Guerra Mundial el nombre de sus compañeros en la armada para, después, fingir su suicidio y volver a empezar una nueva vida con otra identidad.


      Demara empezó a usar falsas identidades para desertar del ejército y Bernard Madoff, el financiero condenado en el año 2009 a ciento cincuenta años de prisión por estafa, buscaba dinero y reconocimiento social.


      —¿Qué querría el conde de Corsini? —me preguntaba cuando me dirigía a ver a mi cliente sabiendo que todos los impostores buscaban algo.


      Nuestro informe, un mes después, acababa con una carta:


      


      Estimado amigo: Su Alteza Serenísima, el príncipe de Salina y Sismano, es en realidad Jacinto Rosselló. No es príncipe. Está suplantando y usurpando nombres, como los de la Casa Real española. Además, falsifica facturas, documentos, referencias y certificados...


      


      Esta investigación es quizás una de las más divertidas que hemos llevado a cabo.


      Jacinto Roselló, un joven balear de una familia de clase media, se convirtió en un personaje que se rodeaba de celebrities simulando ser un príncipe o un conde que, además, usaba nombres del círculo de la familia real para dar verosimilitud a su falsa identidad. Actuaba como un espía para conseguir sus objetivos.


      Los detectives, a diferencia de la policía, no realizamos preguntas de forma directa. Investigamos el entorno, las redes sociales, los lugares de ocio y trabajo de nuestro investigado, obteniendo pequeñas piezas de información, y, finalmente, conseguimos un perfil global de nuestro objetivo. Para lograr esto, la agenda es fundamental. Podemos sentarnos en comidas, charlas, reuniones, despachos de abogados y redacciones de diarios con solo una llamada telefónica. Y en la inocuidad de una charla obtenemos nuevas piezas de un puzle mucho mayor que acaban siendo reveladoras cuando posteriormente se analizan.


      Jacinto Roselló hacía lo mismo. Se acercaba a las entidades de inversión y les ofrecía acceso a su agenda, que estaba, supuestamente, repleta de nombres como Agnelli, Koplowitz o Andic. Y, luego, urdía el engaño. Conseguía un sueldo como captador de negocios internacionales que nunca fructificaban y obtenía grandes bolsas de dinero para realizar viajes, comprar regalos y organizar comidas con los supuestos inversores que no existían. El falso príncipe solo quería ese puesto de trabajo para su verdadera afición: acercarse al mundo del corazón.


      La presentación de Jacinto Roselló al fondo de inversión no dejaba lugar a dudas. Pero no la hizo su supuesta alteza serenísima, el príncipe de Salina y Sismano y de las casas de Borbón y Borbón-Parma, Jacinto Solivellas de Oleza, sino otro de los alias del balear. Para acercarse al fondo utilizó el nombre de Eloísa Becer-Hartman, asistente personal de Alicia Koplowitz. Roselló, con una facilidad asombrosa para hacerse pasar por una mujer, envió un correo electrónico al fondo de inversión en el que recomendaba, encarecidamente, al príncipe.


      


      Como asesor suyo, Solivellas ha presentado a la Sra. Koplowitz sus servicios en el banco Standford Group. Aunque no sabemos mucho sobre su entidad, estamos entusiasmados por tener una relación con ustedes, fundamentalmente porque don Jacinto lleva también los asuntos de Mrs. Koplowitz con Goldman Sachs, UBP, Rothschild y Lehman Brothers.


      


      A Roselló, la revista Vanity Fair le describía como «de modales amanerados y porte aristocrático, es elegante hasta el dandismo: pañuelo florido en la americana, mocasín de color, extravagantes pulseras en la muñeca y una decente imitación de un bolso Louis Vuitton con sus iniciales grabadas. Diríase el eslabón perdido de Alfonso XIII; todo un personaje que llama la atención».


      El banco estaba encantado con Roselló y los clientes que le podía traer. Y él, por supuesto, empezó a sangrar su cuenta de gastos para acercarse al mundo del corazón. Para ello, usaba el nombre de Rosario Nadal, su supuesta prima; los príncipes Felipe y Letizia; Tatiana Vanderbilt; y muchos otros como Alejandro Sanz, Gonzalo Miró o Fernando Martínez de Irujo. Pero un día creó una sociedad ficticia, Olesis Capital Partners, y el mundo del private equity nos contrató. Allí acabó su carrera.


      Esta no fue la única vez que nos topamos con la realeza. Como ya he indicado, el límite de nuestra agencia estaba en el Estado español; nunca investigaríamos a la familia real española.


      Vozpópuli publicó que «Método 3 investigó al príncipe saudí amigo de Corinna que fue denunciado por violación». Alwaleed Bin Talal Abdulaziz Alsaud era un magnate árabe que fue acusado por una joven modelo española de una supuesta agresión sexual cometida en 2008 en Ibiza, a bordo de un megayate. Pero el confidencial de internet erraba la información.


      Método 3 no solo investigó al príncipe saudí, sino que lo hizo para su equipo legal. Pudimos demostrar, de forma fehaciente, que el príncipe, cuando fue acusado de violación, no estaba en España y que existían diversos registros públicos y fotografías que lo situaban en Francia. Tras nuestra investigación se emitió el siguiente comunicado:


      


      La oficina privada de su alteza real el príncipe Alwaleed Bin Talal Bin Abdulaziz Alsaud ha revelado registros detallados y comprensivos brindando evidencia clara e inequívoca de que su alteza real el príncipe Alwaleed no se encontraba en España en agosto del 2008 y que no tuvo ninguna conexión con los presuntos eventos con los cuales ha sido erróneamente vinculado en recientes comunicados de prensa. Los documentos que han sido revelados agregan un convincente cuerpo de documentos y un nivel de detalle que respaldan la declaración previamente hecha.


      


      La Audiencia Provincial de Palma sobreseyó la denuncia de la modelo. Su alteza real no era ni un violador ni un impostor, era un ciudadano rico que había sido objeto de una operación contra su persona. No todos los miembros de la realeza son impostores. O, por lo menos, este no lo era.





Final

      

      CERRANDO CAPÍTULOS


      


      


      


      


      El 20 de junio de 2013 fue un día clave en el caso de los espías.


      —Bien está lo que bien acaba.


      —No doctor, no ha acabado bien.


      Ese día apareció en todos los medios de comunicación el pacto que yo había firmado dos noches antes y que el Partido Popular había filtrado la tarde anterior.


      —La verdad es que es un milagro que te haya podido curar la boca.


      —¿Por qué?


      —Mira, te operé un jueves porque pactamos que necesitabas unos días de tranquilidad, y te detuvieron.


      —Es cierto.


      —Te hice una cirugía que requería, al menos, siete meses de curación y lo has adelantado a cuatro por motivos judiciales.


      —No podía estar eternamente curándome la operación.


      —Se te infectaron los puntos porque la policía no te facilitó la higiene bucal… ¿Sigo?... La verdad es que no envidio tu vida.


      —Tiene usted razón.


      El 18 de junio de 2013 firmamos lo que en la prensa se ha conocido como «los pactos de La Camarga» con Alicia Sánchez-Camacho. Un acuerdo civil, como ya he comentado, por el que Método 3 se allanaba en la demanda civil reconociendo, únicamente, una culpa in vigilando en la custodia documental y, a cambio, facilitaba sus pólizas de seguro para que cobrase una indemnización; por su parte, Alicia Sánchez-Camacho reconocía en los tribunales penales un perdón del ofendido asumiendo que Método 3 no había realizado ninguna grabación ilegal en el restaurante La Ca-marga.


      Lo que en aquella conversación se dijo queda protegido por aquel acuerdo y, por tanto, el lector no podrá leer ni una referencia a las conversaciones entre Alicia Sánchez-Camacho y Victoria Álvarez por parte de la dirección de Método 3. Los pactos están para cumplirse, aunque solo sea por nuestra parte, ya que el día después de firmarlos Alicia Sánchez-Camacho me la volvió a jugar en una rueda de prensa y en diversas entrevistas, lo que me obligó incluso a enviarle un burofax advirtiéndole que dejase de falsear la verdad de aquellos pactos.


      —Hola, Jesús —contesté a un periodista de El País.


      —Al final tenías razón.


      —¿En qué sentido?


      —A tus declaraciones iniciales cuando te detuvieron. La grabación no era ilegal.


      —Es que no hemos mentido en todo el proceso que, por cierto, ya dura muchos meses.


      —¿Y quién fue el cliente que os contrató en nombre de Alicia?


      —Eso no lo pienso desvelar. Pero no porque haya pactado no hacerlo, que ahí están los acuerdos y no lo pone, sino por respeto hacia el abogado de mi cliente que es un señor.


      —¿Y tu cliente?


      —Nos dejó tirados en los calabozos y ha dejado que nos lleven a la ruina por miedo. Yo no respeto a los miedosos.


      —Los periodistas de esta ciudad queremos saber quién es.


      —Preguntádselo a la Fiscalía y a la policía. Estoy seguro de que lo saben.


      Llegué a la noche del 20 de junio prácticamente exhausto. Era el santo de mi suegra y me senté a la mesa hundido. Mi cabeza estaba dispersa y me explotaba de presión. Era también el día de mi aniversario y aun siendo un hombre detallista con mi mujer, por primera vez en mi vida, me olvidé.


      Tras demostrar que, en realidad, habíamos realizado una investigación legal en la comida entre Alicia Sánchez-Camacho y la exnovia de Jordi Pujol Ferrusola y pretender cambiar mi estatus procesal de «imputado» a «acusador particular», me reuní con Álvaro Amigó, el abogado que habíamos elegido para nuestra defensa.


      —Paco, el lunes y el martes tengo una vista por acoso sexual. Nos vemos el miércoles, si te parece —me dijo, siempre dispuesto a entrevistarse con sus clientes.


      —No te preocupes. ¿Acoso sexual? Recuerdo, en el año 2000, una de las primeras acusaciones por acoso sexual en el trabajo, que fue muy publicitada en las revistas femeninas —empecé a narrarle.


      —¿Y qué pasó? —me preguntó mi abogado.


      —Nada, que la denunciante dijo que jamás había mantenido una relación consentida con mi cliente y él mantenía que sí eran amantes. Cuando rompió la relación, ella le acusó de acoso sexual en el trabajo. Era su secretaria.


      —¿Y qué hicisteis?


      —Le pedí a mi cliente una lista de los sitios públicos donde hubiesen paseado su amor. Uno de ellos era un restaurante en el Puerto Olímpico de Barcelona, uno de esos para guiris donde hay fotógrafos que hacen instantáneas a los comensales. Identifiqué el restaurante…


      —No me fastidies…


      —Sí, rebuscamos en el archivo del fotógrafo hasta que localizamos una instantánea en la que estaba nuestro cliente «de la manita» con su amante. Y ahí acabó el pleito.


      —Ojalá tuviese yo una prueba así —me dijo Álvaro Amigó.


      —Lo siento, Método 3 ya no existe. Pero algún día volveré.


      


      


      
Nuevas coacciones policiales


      


      Hace poco leí, no recuerdo dónde, que un libro debe acabar bien para dejar un buen sabor de boca en el lector. Y eso intenté. Busqué y rebusqué en mi memoria algún episodio que en los últimos meses me ofreciese a mí algún motivo para sonreír. Si lo encontraba, podría conseguir que los lectores de El método tuviesen su final feliz.


      El manuscrito original ya estaba en las manos de la editorial y había pasado el filtro del departamento jurídico. Pero había algo que me impedía seguir con mi vida, reinventarme y volver a renacer de mis cenizas. Habían acabado, cercenado, masacrado y mancillado el nombre de Método 3. Algo que había costado tanto crear, que nos había llenado de orgullo, era ahora motivo de escarnio público. Y cada vez que leía algo contra ese nombre era como si alguien, poco a poco, hundiese un poco más su daga en mi cuerpo.


      Escuchaba a nuestros asesores jurídicos felices.


      —Hay tantos motivos para conseguir la nulidad completa del proceso…


      —Yo solo quiero uno: el archivo del caso y la libre absolución. No me conformaré con nada más.


      —Pero ¿por qué? ¿Qué más da si al final quedas liberado del proceso?


      —Porque alguien tiene que luchar por el buen nombre de Método 3.


      Y eso intentábamos. Nuestros abogados se dirigían, casi a diario, a los juzgados con escritos solicitando el archivo de la causa porque la grabación era legal. Pero la justicia, lenta e insegura, no daba el carpetazo definitivo al asunto y no levantaba el secreto de sumario. Los medios, poco a poco, se olvidaban del caso Método 3, que únicamente resonaba cuando los políticos, siervos de sus silencios y culpables de sus mentiras, arrojaban en la arena parlamentaria nuestro nombre. Era su pequeño filón.


      —Tú más.


      Y en esas dos palabras incluían un nombre, el de nuestra agencia, sin darse cuenta de que había alguien que lo había creado luchando por convertirlo en un marchamo de la investigación de calidad y que el Ministerio del Interior, cubriendo sus intereses espurios, equiparó al espionaje.


      —¿Espionaje? —me decían incrédulos algunos abogados.


      —Sí, eso parece. Ahora somos espías —les contestaba.


      Nunca nos dedicamos a espiar. Investigábamos. Y lo hacíamos bien. Como el resto de los detectives de este país que, en su gran mayoría, conforman una sólida profesión desprestigiada por culpa del caso Pitiusa y el caso Método 3.


      No conseguía encontrar el final feliz para mis lectores.


      El mes de agosto lo dediqué a meditar y a replantearme mi vida, pero las secuelas volvían, aunque con sordina, una y otra vez. Incluso algunos se atrevían a darme lecciones de vida con mensajes del tipo «espero que aprendas de todo esto y puedas corregir tus errores». Esta maravillosa España da, a veces, soberbios personajes que creen que una discreta carrera profesional, aunada a un máster, les convierte en gurús de la autoayuda.


      Es obvio que he aprendido de mis errores y jamás volvería a trabajar para los partidos políticos. Ni para comprobar la seguridad de sus comunicaciones ni para realizar limpieza interna. No pienso ayudarles nunca más.


      —Pero ¿has levantado el teléfono? —me preguntó un político de segunda fila con el que me encontré de forma casual.


      —¿Para llamar a quién?


      —A…. —me dijo tres nombres.


      —No, ni lo pienso hacer.


      —Pero ¿por qué?


      —¿Te cuento lo que le ha pasado a Bárcenas y a otros muchos? Si recurres a ellos cuando las cosas van mal, se acojonan. Los políticos viven pendientes de lo que se dice de ellos y tienen que mantener, aparentemente, limpio el rellano de su escalera. Lo que pase en el piso de encima ya no les importa. Y si te acercas a ellos, creen que les vas a ensuciar.


      —Es decir, los políticos somos cobardes.


      —Tú quizás no, ya que no vives de la política. Pero los que sí lo hacen temen el qué dirán, su puesto de trabajo y que se conozcan todas las chorizadas que han hecho a lo largo de los años —le dije para automaticamente añadir—: No he llamado a nadie. Y conste que muchos me deben favores inmensos. Pero si no han venido ellos solitos a llamar a mi puerta y preguntar cómo estaba o si necesitaba algo, no seré yo el que les importune.


      Había confiado a mis abogados mi seguridad jurídica. Sabía que tarde o temprano acabaría absuelto y que, poco a poco, podría remachar a todos —políticos, policías y exempleados— la situación a la que me habían conducido.


      Había dejado la defensa del buen nombre de nuestra empresa confiada a este libro y me había obligado a escribir solo la verdad. La responsabilidad del que escribe es decir la verdad incluso cuando resulta difícil. Y yo había escrito un libro para ser «escuchado», para que se conociese la verdad. Pero aún quedaba saber qué ocultaba el secreto de sumario y quitarme de encima el acoso policial.


      Porque la policía no cejaba en sus ataques.


      El 22 de agosto tuve que volver a Barcelona desde el lugar donde me había ido para alejarme de mi ciudad. Mi hijo tenía que ir a casa a buscar unos papeles del colegio y a los cinco minutos de entrar por la puerta tenía, nuevamente, a la policía en mi vivienda. Les cerré la puerta de malas formas, aparté a mi hijo, lo encerré en el salón para que no escuchase la conversación y les volví a abrir.


      —¡Qué coño queréis ahora!


      —Necesitamos hablar con María Fernández para entregarle una documentación administrativa relativa a la agencia de detectives —dijo un policía encargado del departamento de Seguridad Privada que gestionaba las relaciones administrativas con los detectives privados, placa en mano y acompañado por una agente femenina.


      —Sabéis que esta es mi vivienda particular, que mi madre vive en Madrid, y si necesitáis hablar con ella haced como siempre se ha hecho: llamadla por teléfono y os atenderá amablemente, como acostumbra.


      —Esta es la dirección que tenemos.


      —Habéis venido, en los últimos meses, muchas veces placa en mano y vociferando imperativamente: «¡Abra, policía!». Habéis interrogado al personal de servicio de mi edificio, al personal de mantenimiento, habéis inspeccionado mochilas escolares e intimidado a mi familia... ¿Qué más queréis?


      —Solo queremos hablar con María Fernández y esta es la dirección que tenemos —reiteró el policía.


      —Si todo el mundo sabe que este es mi domicilio particular. Aparece en Google, en la prensa y en multitud de imágenes de televisión —concluí cerrándoles definitivamente la puerta.


      Y a las 14.00 horas me presenté en la Brigada de Seguridad Privada de la Policía Nacional y denuncié las coacciones.


      —¿Que has hecho qué? —me preguntó mi mujer.


      —He denunciado a la Policía Nacional ante la Policía Nacional —le contesté sabiendo que sonaba hilarante.


      


      


      
Y tras seis meses se levantó el secreto de sumario


      


      Y, por fin, llegó el día en que se hizo público el contenido de la investigación policial y judicial y pude leer lo que la policía había descubierto.


      Las conclusiones del informe policial eran, como toda la causa, de opereta. Allí no se encontraba ninguna de las acusaciones que tanto daño nos habían hecho y a la única conclusión a la que se podía llegar era que el proceso se inició con una denuncia sin firmar realizada por una entidad política que no podía ser parte en la causa y que provocaría la nulidad de todo el proceso judicial.


      Ocupé las primeras horas en las que me entregaron los autos judiciales en leer, casi en diagonal, las más de 1.200 páginas para localizar todas aquellas acusaciones que habían desembocado en nuestra detención. No olvidaba que la misma se había realizado ante la certeza de que existían máquinas de intervención telefónicas, micrófonos instalados durante meses en La Camarga, multitud de grabaciones sobre políticos, servicios realizados para el Centro Nacional de Inteligencia e informes sobre personalidades públicas. Pero ninguna de esas acusaciones aparecía en el sumario judicial.


      También, se señaló que éramos un centro de espionaje político y que se habían requisado más de veinte mil expedientes y llenado multitud furgones para su examen posterior junto al servidor informático de la agencia. Los expedientes nunca se aprehendieron, el servidor informático tampoco y del examen del sumario únicamente se probaba que se habían llevado tres carpetas cuyo contenido era absolutamente legal, así como diversos ordenadores locales sin información relevante contra nosotros.


      La policía había mantenido el secreto de sumario durante seis meses para acabar con un informe de 45 páginas en las que se señalaba que «no se puede demostrar» ni quién encargó a Método 3 la grabación de La Camarga ni que se hubiesen realizado actividades ilegales más allá de una grabación que para nosotros era legal. Además, determinaba taxativamente que «Francisco Marco nunca tuvo conocimiento ni información alguna de la grabación de La Camarga».


      En esos momentos supe que, más pronto que tarde, acabaría absuelto.


      Al final todo se centraba en determinar si Alicia Sánchez-Camacho había consentido y sabía que la grabación se estaba realizando. Y a eso solo podía contestar la propia dirigente o su amigo, el que intermedió en su nombre para grabar la conversación. Pero ya nadie la creía e, incluso, algunos medios como el diario ARA lo destacaba en titulares. Twitter era un clamor señalando a la política y, finalmente, pude ver que, incluso la Fiscalía, nuevamente objetiva en el proceso, la interrogaba. Ya no estaba sentada en una comisaría de sus amigos del Ministerio del Interior. Aquella grabación mostraba la verdad de la justicia.


      Las imágenes de la declaración judicial de Alicia Sánchez-Camacho distaban mucho de su chulesco aspecto público. Modosita, sentada al fondo de una sala de la Ciudad Judicial de Barcelona, con los brazos caídos que solo alzaba para mesar, continuamente, su pelo, contestaba a los fiscales anticorrupción de Cataluña, Emilio Sánchez Ulled y Fernando Bermejo:


      —Señora Sánchez, ¿quién conocía que esa comida se iba a producir? —preguntó uno de los dos fiscales.


      —Eso se gesta en primer lugar porque Jorge Moragas me pide que reciba a una persona amiga suya —afirmó la dirigente política cuya voz, a medida que declaraba, se apagaba en las lagunas de la inseguridad. Toda su aparente fortaleza pública ante los medios de comunicación se había hecho fosfatina y, de repente, interrumpió su discurso.


      El fiscal quería determinar cómo se había producido la reserva de La Camarga, el contacto inicial con Victoria Álvarez y quién o quiénes sabían que esa comida iba a tener lugar. Pero nadie fuera de su entorno profesional más cercano conocía el asunto, según las afirmaciones de la dirigente popular.


      —¿Tendrían ustedes un poco de agua? —interrumpió su discurso Sánchez-Camacho mostrando, de forma clara, su nerviosismo.


      Poco a poco el letrado público fue centrando el tema hasta que, finalmente, le indicó que en los días previos a la comida un detective de Método 3 había visitado el local indicando que era «su asistente».


      —Yo no tengo ningún asistente —contestó tajante Sánchez-Camacho creyendo que, por fin, podía introducir una mentira en el discurso de defensa de Método 3.


      Y ese era, precisamente, uno de los escollos de Alicia Sánchez-Camacho. Que no tenía asistente:


      —En el devenir de la comida llegó el dueño del restaurante y le comentó que su asistente había ido el día anterior y usted no se inmutó ante tal afirmación —le indicó al fiscal.


      —¿El día anterior? —preguntó la dirigente, de forma retórica, intentando ganar tiempo para pensar en una respuesta que sonase convincente.


      —¿No receló usted? —preguntó Emilio Sánchez Ulled.


      —No, creí que el asistente sería uno de los mossos d’esquadra de mi escolta.


      A partir de ese momento, dejé de escuchar el interrogatorio grabado de la dirigente popular. Confundir a un asistente con un policía y no reconocer que sabía que alguien había ido el día previo a comprobar el reservado donde comería, porque así se lo había ordenado ella a su amigo y este, a su vez, a los detectives de Método 3 era, simplemente, mentir.


      —Tengo que preguntárselo formalmente. ¿Usted sabía que esa comida iba a ser grabada? —preguntó para finalizar el interrogatorio el Ministerio Fiscal.


      Y ahí, de nuevo, volvió la compostura. Se irguió en su silla, se arregló el pelo, impostó la voz y miró al frente.


      —Yo no conozco a nadie de Método 3.


      Llevaba leídos más de mil documentos, escuchado horas de interrogatorios y declaraciones y, al fin, encontré algo que podía otorgar un final feliz a este libro; algo que podía ser el preludio de lo que el futuro debía deparar a esos actores mendaces que habían provocado la caída de una empresa para proteger sus intereses espurios. El juzgado establecía que «se tiene por desistida y apartada de la causa contra Método 3 a Alicia Sánchez-Camacho». Y, si ella ya no estaba, yo podía respirar y volver a trabajar.


      Iba a crear, olvidando los vestigios de Método 3 y todo lo que había sido y hecho, una nueva empresa. Un nuevo concepto en la consultoría de riesgos, sin ser un detective privado, para que los empresarios supiesen que podían acudir y obtener las pruebas que necesitaban en sus defensas judiciales y en sus desvelos empresariales. Una empresa que aprendiese de los errores del pasado y se conformase con probar lo improbable.


      Y ese era mi final feliz. Poder reinventarme y demostrar que, aun tras una campaña tan destructiva, soy capaz de volver a trabajar y renacer de las cenizas.





EPÍLOGO


      


      


      Si (como afirma el griego en el Crátilo)


      el nombre es arquetipo de la cosa,


      en las letras de rosa está la rosa


      y todo el Nilo en la palabra Nilo.


      


      «El Golem», poema de JORGE LUIS BORGES


      


      


      Cuando Ymelda Navajo me llamó para escribir este libro, decidí que había llegado el momento de contar cómo desde los poderes públicos se puede hundir empresas privadas y matar civilmente a cualquier ciudadano. No era la primera vez que la directora general de La Esfera de los Libros me llamaba para proponérmelo, pero siempre lo había descartado pensando que no se entendería que un detective escribiese, en primera persona, sobre sus investigaciones.


      Sin embargo, tras mi detención y los meses que tuve mi despacho cerrado, pude dedicarme a bucear en mi memoria. Y en ella descubrí cuánto hemos hecho por la limpieza de la corrupción en España. Cuando las personas «llevamos el piloto automático» y no nos paramos a reflexionar o a realizar un análisis retrospectivo de nuestros actos, no nos damos cuenta, realmente, de lo que hemos hecho. Gracias a este libro he podido rescatar algunas —pocas— de las investigaciones realizadas en los últimos veintiocho años respetando en todo momento la confidencialidad de mi profesión y, sobre todo, de mis clientes.


      Ymelda me lo puso fácil y me dio una libertad absoluta para escribir el libro. Solo pactamos que su gestación debía ser confidencial para evitar un intento de secuestro del mismo por parte de los poderes públicos. Nuestras comunicaciones se han llevado a cabo con correos electrónicos secretos y encriptados, y nuestras reuniones siempre han sido fuera de la editorial. Esta obra ha sido mi última investigación y es, sin duda, la primera cuyo interés va mucho más allá del partidista de un cliente que necesita información preventiva de un socio o la búsqueda de pruebas judiciales.


      Es cierto que, como se comprueba a lo largo de estas páginas, han sido muchas las investigaciones que hemos realizado cuyo contenido era de interés público pero, en el fondo, yo las trataba como informaciones para un único cliente. Sin embargo, en esta última investigación he podido desenmascarar las ciénagas del Ministerio del Interior que intentaron arruinar la reputación del «todopoderoso espía» y que, a partir de su publicación, se volverá en su contra como un boomerang.


      No creo que pueda a volver a usar nunca el nombre de Méto- do 3, gracias a unos exempleados infieles, un investigado con intereses mediáticos, una política de plástico sin escrúpulos, un ministro del Interior más preocupado en sus intereses partidistas que en la seguridad pública y unos medios de comunicación que se han alejado de la investigación periodística y se han convertido en un «vocero del político de turno».


      Los abogados que necesitan probar, los clientes que necesitan demostrar y los medios de comunicación que necesitan saber han perdido su mayor fuente de información. Los chorizos y políticos corruptos estarán más tranquilos. Y todos aquellos que nos atacaron o se apartaron de nosotros —habiendo sido amigos— se avergonzarán de su actitud. Pero la marca Método 3 ha colgado el cartel de «cerrado indefinidamente». Solo Dios sabe si algún día dejaremos de ser un sinónimo de la palabra «espía». Sócrates, en sus diálogos con Crátilo, discute sobre el origen de las palabras y, en particular, sobre la relación que existe entre ellas y las cosas que designan. Y para nuestra desgracia, Método 3 designa hoy por hoy la parte más embrutecida de la investigación.


      Ahora bien, no olvidemos el diálogo platónico en el que Hermógenes le pide a Sócrates que medie en la discusión que mantiene con el filósofo griego Crátilo sobre si el significado de las palabras viene dado de forma natural (como postula este último) o si, por el contrario, es arbitrario y depende del hábito de los hablantes (como propone Hermógenes). El filósofo griego sostiene una concepción presocrática, afirmando que la palabra contiene ciertos sonidos que expresan la esencia de lo nombrado: «El que conoce los nombres, conoce también las cosas». En contra, Hermógenes afirma que la relación entre el nombre y lo nombrado viene dada por la costumbre y la convención. El arquitecto griego defiende que «los nombres no expresan la esencia de las cosas, y pueden reemplazarse por otros si los que emplean la palabra así lo acuerdan».


      Sócrates, que disiente de ambos modelos, rechaza el lenguaje como revelador de ninguna verdad combatiendo, durante más de la mitad del diálogo, ambas teorías. A través de esta discusión, Platón no llega a un veredicto final acerca de cómo nacen los nombres. Pero el transcurso de los años nos ha demostrado cómo las palabras cambian aunque el objeto sea el mismo. Esto me lleva a afirmar, de la misma manera que Hermógenes, que los nombres son «arbitrarios y dependen del hábito de las personas» porque «no expresan la esencia de las cosas y pueden reemplazarse por otros si los que emplean la palabra así lo acuerdan».


      Por ello, deben ser las mismas personas y los mismos medios de comunicación que han dado significado a la acción de espiar a través de la marca «Método 3» los que reemplacen su significado fraudulento y lo asimilen a «UDEF».


      Esperamos ceses, dimisiones y condenas para los culpables. Mientras tanto, será usted, lector, el que juzgará en manos de quién hemos dejado el destino del Ministerio del Interior de nuestra España.





ANEXOS


       


Acuerdo firmado entre Alicia Sánchez-Camacho y Método 3, S. A.

      (documento no completo)
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Sociedad inglesa relacionada con Jordi Pujol Ferrusola

      a través de la que se realizan inversiones internacionales
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Carta de Método 3 al jefe superior de Policía de Barcelona

      (advirtiendo que desde ese cuerpo se está informando de forma errónea sobre la agencia)
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Respuesta del jefe superior de Policía de Barcelona

      (culpabilizando a los medios de comunicación)
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Declaración de bienes de Alicia Sánchez-Camacho

      registrada en el Senado
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Informe de la UDEF sobre las actividades realizadas en Cataluña
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Grupo de empresas del espía José Manuel Villarejo
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Información sobre el hotel Encanto (México) de Jordi Pujol Ferrusola


      


      
        
          
            	
              PORTAPLANOS

            
          


          
            	
              Miguel Ángel Aragonés nació en la Ciudad de México en 1963. Su primer proyecto, la Casa Lago de Guadalupe, lo realizó de forma autodidacta a los 18 años. Desde entonces, la arquitectura ha sido parte de su vida.


              


              El fundador de Taller Aragonés impartió cursos de posgrado en la Universidad Anáhuac entre 2002 y 2003, actividad por la que recibió el premio a la excelencia académica. En 2006 obtuvo los premios de la International Association of Lighting Designers y la European Lighting Designers Association por su proyecto Eucalipto 65.

            
          


          
            	
              Ficha técnica

            
          


          
            	
              Despacho:

            

            	
              Taller Aragonés

            
          


          
            	
              Arquitecto:

            

            	
              Miguel Ángel Aragonés

            
          


          
            	
              Constructora:

            

            	
              Grupo Hábitat

            
          


          
            	
              Responsable de obra:

            

            	
              Rafael Aragonés

            
          


          
            	
              Proyecto ejecutivo:

            

            	
              Ricardo Díaz, José Torres, Daniel Orozco.

            
          


          
            	
              Propietarios:

            

            	
              Rafael Aragonés, Jordi Pujol, Sergio Kam

            
          


          
            	
              Proyecto de iluminación:

            

            	
              Miguel Ángel Aragonés

            
          


          
            	
              Asesoría técnica:

            

            	
              (Etapa 1) Gustavo Avilés


              (Etapa 2) Alfonso Valadez y Heriberto Valadez.

            
          


          
            	
              Concreto:

            

            	
              Cemex

            
          


          
            	
              Mármoles:

            

            	
              Sergio Kam

            
          


          
            	
              Luminarias:

            

            	
              Alfonso Valadez

            
          


          
            	
              Cancelería:

            

            	
              Divimex

            
          


          
            	
              Lavabos:

            

            	
              Campobella

            
          


          
            	
              Ubicación:

            

            	
              Acapulco, Guerrero

            
          


          
            	
              Superficie:

            

            	
              13,000 m2 de terreno

            
          


          
            	
              Periodo de realización:

            

            	
              2001-2010

            
          


          
            	
              FUENTE: Taller Aragonés.
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Información sobre sociedades off shore vinculadas a

      Oleguer Pujol Ferrusola
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Vínculos empresariales en Argentina de Jordi Pujol Ferrusola
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Apelación de Ignacio González en defensa de su derecho al honor

      (documento no completo)
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          Notas

          

          1   Método 3 firmó un contrato con Alicia Sánchez-Camacho el 18 de junio de 2013, cuya cláusula sexta manifiesta: «Las partes acuerdan que el contenido de la grabación se mantendrá secreto frente a terceros, prohibiéndose expresamente su divulgación. Sin embargo, el contenido de los “pactos” del presente acuerdo podrá hacerse público a instancia de cualquiera de las partes, siempre que no vulnere la prohibición anterior».

        


        



          2   El caso Palau, también conocido como caso Millet o caso saqueo, es la investigación de una apropiación indebida realizada por Fèlix Millet i Tusell, presidente del patronato de la Fundación Orfeón Catalán-Palau de la Música, junto a su colaborador Jordi Montull. Causó un revuelo muy importante en la sociedad civil catalana por la significación del Palacio de la Música Catalana y la supuesta financiación irregular de Convèrgencia i Unió.

        


        



          3   La cifra bruta de su sueldo como senadora es de 78.458 euros al año.

        


        



          4   Las fechas de las deudas son diferentes, siendo los números y las fechas exactas las siguientes:


          
            
              
                	
                  

                

                	
                  Solicitud de

                  crédito

                

                	
                  Deuda a

                  12/2010

                

                	
                  Total pagado

                  a 12/2010

                
              


              
                	
                  07/08/2009

                

                	
                  648.000

                

                	
                  644.300

                

                	
                  3.700

                
              


              
                	
                  18/05/2007

                

                	
                  26.000

                

                	
                  18.000

                

                	
                  8.000

                
              


              
                	
                  23/12/2009

                

                	
                  37.000

                

                	
                  31.000

                

                	
                  6.000

                
              


              
                	
                  10/09/2009

                

                	
                  55.000

                

                	
                  41.600

                

                	
                  13.400

                
              


              
                	

                	
                  766.000

                

                	
                  734.900

                

                	
                  31.100

                
              

            
          

        


        



          5   Se trata de Enrique Barón Castaño, comisario general de Información de la Dirección General de la Policía.

        


        



          6   El proceso penal de la Iglesia de la Cienciología se dirigió al principio contra diecisiete acusados, pero tras varias vicisitudes fue necesaria la división del proceso en dos: una primera sentencia fue dictada por la Sala Cuarta de la Audiencia Provincial de Madrid el 28 de noviembre de 2001, en relación a dieciséis de los acusados (sentencia 335/2001); y en fechas siguientes, el 5 de abril de 2002, la misma sala dictó sentencia contra el acusado Hebert Carl Jentzsch, para el cual se abrió una pieza judicial separada (sentencia 123/2002).

        


        



          7   El accionariado se compone de Club Exclusivo de Negocios (Cenyt) y Transacciones, S.L. (43,6 por ciento ) y Lextor, S.L. (50,4 por ciento), quedando el 5,9 por ciento en minoritarios. La sociedad tiene sus cuentas bancarias en el BBVA. Se financia a través de préstamos por valor de algo más de 600.000 euros. Con Lextor tiene 400.000 euros de los que se disponen en metálico en Bancaja y Caixa Galicia. A través de la sociedad matriz participa en Topy, S.A. (100 por cien), Cenyt Mercosur, S.A. (100 por cien) y Pierre S.R.L. (50 por ciento). Con Cenyt Mercosur y Pierre, S.R.L. mantiene inversiones inmobiliarias en Uruguay. A través de Cenyt conforma su negocio de espionaje que se sitúa en la planta 9 de Torre Picasso, Madrid.

        


        



          8   Los agentes con carnés profesionales 18.799, 76.936, 65.053, 108.100, 17.625, 109.469, 123.112, 114.127, 114.383, 67.038, 123.574, 79.915, 102.033 y 28.292.

        


        



          9   El auto de 15 de marzo de 2010 del Juzgado de Primera Instancia número 55 de Madrid estableció que «el demandante (Ignacio González) no podía ser defendido y representado por el letrado de la Comunidad de Madrid, sino que había de integrar la postulación en la forma ordinaria; esto es, mediante abogado y procurador colegiados, de su elección».

        


        



          10   El 5 de junio de 2008, El Mundo publicó que «el sheriff de Coslada y jefe de la Policía Local, Ginés Jiménez, encarcelado por extorsionar a empresarios y por otros cinco delitos, aseguró ante la policía que su relación con los jueces era meramente institucional. Sin embargo, la investigación de la Brigada de Policía Judicial de Madrid le ha dejado al descubierto. De las conversaciones recogidas en el sumario se concluye que hay una íntima amistad entre Ginés y el magistrado Adolfo Carretero, juez decano de Fuenlabrada y antiguo juez de Coslada».

        


        



          11   El comisario falleció en enero de 2012.

        


        



          12   La adjudicación en noviembre de 2004 a la empresa promotora Martinsa de una parcela para construir en Arganda del Rey la llamada UE-124 o Área de Centralidad, supuso, según los informes policiales del sumario del caso Gürtel, el mayor pelotazo de toda la actividad de la trama corrupta. Francisco Correa, supuesto cabecilla de la mayor red de corrupción de la democracia, cobró presuntamente una comisión ilegal por encima de los doce millones de euros por participar en la operación.

        


        



          13   Francisco Javier Tallada García de la Fuente es el dueño de Rustraductus, S.L., con NIF B83119859 y domicilio en la avenida Alberto Alcocer 13 de Madrid. Es el accionista del cien por cien del capital de 10.682.000 euros y administrador único de la mercantil. A través de la sociedad es dueño del 13,83 por ciento de la sociedad Intereconomía Corporación, S.A., con NIF A82739483 y domicilio en paseo de la Castellana 36-38, cuyo presidente es Julio Ariza Irigoyen.

        


        



          14   Sentencia del 22 de junio de 2011, por juicio oral 311/2009.

        


        



          15   Posteriormente, esta sentencia fue modificada en una instancia superior.

        


        



          16   FOREX (Foreign Exchange Markets) es el mercado de divisas más grande, líquido e importante del mundo. En él se cambia la moneda de un país por la de otro.

        


        



          17   Los servicios secretos alemanes compraron, en febrero de 2008, información confidencial robada por un exempleado del banco LGT, propiedad de la Casa Real de Liechtenstein. La información, que costó 5 millones de euros a las arcas alemanas pagadas con fondos reservados, se revendió a las entidades fiscales de todos los países afectados. La HM Revenue & Customs británica informó a la Hacienda española de la existencia de ochenta depósitos bancarios en Liechtenstein, con ciento noventa y ocho titulares y beneficiarios individuales residentes en España, para su investigación por la posible comisión de delito fiscal. Tres meses más tarde, el juez de la Audiencia Nacional, Santiago Pedraz, ordenaba diecinueve registros simultáneos de bancos y asesorías de Marbella, Barcelona, Madrid y Zaragoza. La operación, denominada Jade-Limusina, se centraba en el fraude fiscal y en el blanqueo de capitales.

        


        



          18   La anotación de J. Camps había aparecido en un documento encontrado en el ordenador de la secretaria de Fèlix Millet junto a la cifra de 5.450.000 pagat (pagado).

        


        



          19   El Confidencial de 9 de julio de 2010 titula: «Jaume Camps, el “gran recaudador” de CDC, implicado en el caso Palau».

        


        



          20   Obviamos el listado completo.

        


        



          21   Rehac, S.A., 46.000 euros; Copisa, 170.000; Tamisa, 230.000; Bruesa Construcciones, 90.000; Nova Lloret, 100.000; Grupo Excover, 120.000; Construcciones PRH, 48.000; Cepsa, 60.000; Sorea, 255.000; Searsa, 160.000 y Grupo Ferrer Internacional, 150.000.

        


        



          22   María Victoria Álvarez declaró que «se estaba construyendo el hotel Encanto. No se compró, se construyó, me habló de inmuebles que tenía en Polanco, de dos cosas más de telecomunicaciones que yo no les veía ni pies ni cabeza, pero bueno, una era unas tarjetas que se llama Billetel, la empresa, eran unas tarjetas prepago para que la gente de Estados Unidos pasara dinero a México por vía telefónica».

        


        



          23   Victoria Álvarez manifestó: «El puerto de Rosario sí, lo compra y él aporta 40 millones de euros. 40 millones de euros. Yo sé que entonces, en esa época, está en Tarragona constantemente con alguien del gobierno de Tarragona, no sé quién, eh, no sé el nombre, no sé nada, pero me va contando cosas. Es que llega un momento que ya no quise preguntar porque estaba viendo unas cosas que no cuadraban. Por casualidad un día, mirando en Google dónde está el puerto de Rosario porque realmente físicamente no lo sé, veo que está hermanado con el puerto de Tarragona y digo, ¡caray qué casualidad, estas casualidades no existen!».

        


        



          24   Victoria Álvarez manifestó textualmente: «Bueno, mira, me presenta a un señor que se llama Herbert Brandford, un señor que es de origen hindú. Mayor, unos setenta y pico años, y ahí me presenta a otra persona, Rupert Galiar, y como yo me dedico, bueno, una de mis empresas es de telecomunicaciones, pues me empiezan a contar una historia de telecomunicaciones que no tenía demasiado sentido, pero bueno, es igual. Le escucho y digo: “Pero bueno, con qué empresa vamos a trabajar con esto, cuando lleguemos a Barcelona yo hablo con mis socios, vemos a ver la viabilidad…”, y dice: “Por eso no te preocupes, las empresas las abrimos en Liechtenstein aquí”. Digo: “Vale”. Ya me quedo un poco así, luego investigué un poquito la empresa...».

        


        



          25   Félix Martínez publicó en El Mundo el año 2004 que «Los Franco y los Lao firmaron la paz en 2001». Casi nadie recuerda cuándo empezó su guerra. Crecieron con ella, creyendo que si llovía era porque los Lao tenían «a Dios por aliado», o —en el otro bando— que «el Ciego [Miguel Durán, exdirector general de la ONCE] ve y tiene más poderes que el Mossad». El 13 de octubre de 2001 se reunían en el restaurante barcelonés Botafumeiro Miguel Durán, el coronel de los Franco, y Andreu Morell, el hombre fuerte de Cirsa. Durán logró que las dos partes cerraran un acuerdo: que Recreativos Franco se retirase de La Lotería Solidaria, una empresa privada de Argentina con trabajadores minusválidos, ciegos y sordos. Mientras, Cirsa invertiría 2.140 millones de las antiguas pesetas en tomar la sociedad, en la que entraría con un 50 por ciento Durán.

        


        



          26   El titular del Juzgado de Instrucción número 24 de Barcelona admitió a trámite la querella presentada por Laura Guillot denunciando a su antiguo jefe de amenazarla y acosarla tanto sexual como psicológicamente. Miguel Durán acudió a declarar ante el juez, que finalmente lo sobreseyó, para responder de dichas acusaciones.

        


        



          27   El caso Terres Cavades se inició en 2005 al ser admitida a trámite la querella presentada por 22 expropietarios de terrenos de la zona por considerar que fueron presionados para vender sus parcelas, que posteriormente multiplicaron su valor al ser recalificadas como urbanizables los terrenos por el anterior equipo de gobierno municipal, encabezado por el exalcalde Joan Miquel Nadal (CiU). El Juzgado de Instrucción número 5 de Tarragona imputó a once personas archivando la causa —posteriormente reabierta por la Audiencia— al no comprobar la existencia de delitos.

        


        



          28   La prensa local argentina publicó que «el proceso de licitación de la terminal multipropósito del puerto de Rosario se adjudicó con la presencia del gobernador de la Provincia, Carlos Alberto Reutemann, y el presidente de la Autoridad Portuaria de Tarragona, Dr. Lluís Badia i Chancho.

        


        



          29   En 1993 fue creado el ente público Enapro, de carácter no estatal, en la provincia de Santa Fe para encargarse de la administración y explotación del puerto como proceso de desregulación y descentralización de la actividad portuaria que realizaba el Estado mediante la Administración General de Puertos. Enapro es responsable de mantener en óptimas condiciones las redes de servicios de uso compartido y que se utilizan de apoyo a la operativa portuaria: playas ferroviarias y vías, accesos y trama de circulación interna del puerto, fuerza motriz, iluminación, redes de agua potable y servicios contra incendio… El puerto de Rosario permite la navegación con un calado de 32 pies. El plan estratégico de Enapro, en un plazo de cuatro años, es lograr un calado de 36 pies. Su jurisdicción como autoridad portuaria cubre la terminal multipropósito (1 y 2), la terminal de granos (4 y 7), la terminal de pasajeros y la estación fluvial.

        


        



          30   Sociedad de gestión de la terminal multipropósito, que cuenta con un total de 65 hectáreas, divididas en dos terminales 1 y 2 (norte y sur), en las que se desarrolla la actividad del puerto.

        


        



          31   Se han presentado cinco denuncias, dos a cargo de Interlogística Portuaria, S.A. y tres de Inter Rosario Port Services. En ellas se solicita la impugnación de las asambleas generales ordinaria y extraordinaria, así como que se reparen los daños ocasionados a las cuatro empresas tarraconenses.

        


        



          32   En total, según la sentencia, la malversación de fondos a la entidad comarcal, a la propia Generalitat y a una entidad financiera se eleva a algo más de 31 millones. El agujero económico en seno del Consell Comarcal se cifró inicialmente en más de 150 millones de pesetas. En el caso Priorat también aparece vinculada la sociedad Territorio y Medio Ambiente (TEMA) de Ramón Tico y cuyo gerente era Alberto Tasias Valls. La sociedad TEMA era una de las empresas que, también, estaba implicada en el caso Filesa y Alberto Tasias es el hermano de Joan Tasias, presidente de la sociedad Entorn, S.L. siguiente destino de Pere Pujol.

        


        



          33   49 expediente 12026.

        


        



          34   Informe de sostenibilidad ambiental.

        


        



          35   Realización cartográfica.

        


        



          36   Desde 1986 a 1993, fue directiva de Chomachron AG y encargada de negociar su venta a Egana Holdong. Desde su vinculación a Towning se la relaciona con la sociedad Swiss Hawk AG y diversas sociedades en el Reino Unido.

        


        



          37   Vistula Communications Services, Inc., constituida en Delaware, está controlada por Towing a través de Brantridge Estates, Ltd., Bls Futures, Ltd., Barron International Holding, Ltd., Oneta Associates, Inc. y Jbc, Inc.

        


        



          38   Para la información sobre la persona de Javier Tallada me he basado en los artículos publicados por El Mundo y El Economista en septiembre, octubre y noviembre de 2010.

        


        



          39   La sentencia fue recurrida en casación por parte de Javier Tallada el 21 de marzo de 2013.

        


        



          40   El joven de treinta y tres años, natural de Orbaitzeta, fue detenido en Alza tras un atentado de ETA perpetrado el 25 de noviembre. Mikel Zabalza y dos familiares (un primo y su novia), también arrestados, fueron trasladados al cuartel de Intxaurrondo, dirigido en aquel momento por Rodríguez Galindo. No se le volvió a ver con vida. Zabalza no pertenecía a ETA. Se ha considerado uno de los crímenes más deleznables de la guerra sucia.

        


        



          41   Otro de sus seudónimos lo indica el juez de Primera Instancia número 2 de Madrid, Xavier O’Callaghan Muñoz, que dictó sentencia el 16 de mayo de 1989 condenando a Cervero, conocido como «Arturo Cienfuegos», a indemnizar con 500.000 pesetas a la demandante. La sentencia fue confirmada por el Tribunal Supremo el 8 de abril de 1994.

        


        



          42   La primera edición pirata llevaba el título de Another city in ruins, parafraseando uno de los temas del rockero, «My city of ruins», y costaba 23,90 euros. Poco después, la tienda comercializó la grabación con una presentación más convencional y el título Barcelona 2002: Palau Sant Jordi 16.10.2002.

        


        



          43   El libro de Enrique de Diego señala que «José Antonio Expósito había actuado de escolta de Eduardo Tamayo. Una explicación lógica para hacer inteligible que recalara en Intereconomía es que Expósito le fuera facilitado a Tamayo por el PP de Madrid. Acusaciones similares fueron emitidas en la cadena SER en 2005 enviando Ariza una misiva que señalaba que “es absolutamente falso que el Grupo Intereconomía haya contratado al Sr. José Antonio Expósito o que se haya incorporado a trabajar como se afirma con “su nuevo jefe, el Sr. Ariza”. Dicha persona no tiene vinculación alguna con este grupo de comunicación, ni con el escolta del Sr. Ariza (por la sencilla razón de carecer del mismo) ni con el Sr. Ariza». Es curioso que De Diego, empleado de Intereconomía, vuelva a señalar en 2012 que Expósito era empleado de Ariza.

        


        



          44   El informe al que hago referencia apareció en El Confidencial de 26 de febrero de 2003. Sin embargo, el medio refiere el siguiente párrafo en nuestro supuesto informe: «A Pedrerol, desde el círculo cercano a Rosell [Sandro Rosell, actual presidente del Barça y entonces preparándose para ser candidato], le informan que, habitualmente, Laporta asiste a Luz de Gas los fines de semana y “monta” sus particulares fiestas». Este párrafo es falso y no existe en el informe original emitido por Método 3. Una vez más, las personas que lo filtraron partiendo de una «verdad» —la existencia de una factura— crearon un informe falso ad hoc.

        


        



          45   El Tribunal Supremo confirmó la condena a seis años y diez meses de prisión que impuso la Audiencia Nacional al exasesor urbanístico de Marbella por el llamado caso Saqueo I: el desvío de 22,9 millones de euros de las arcas municipales a cuentas particulares de los hombres fuertes del gilismo entre 1991 y 1995. La Sala de lo Penal del alto tribunal, en una sentencia del 25 de enero de 2010, desestimó íntegramente los recursos de Roca y de los otros dos condenados en Primera Instancia por la Audiencia Nacional: el abogado José Luis Sierra, antigua mano derecha del exalcalde Jesús Gil, y el contable Manuel Jorge Castel. Entre los tres suman penas de veintitrés años y diez meses de prisión por delitos continuados de malversación de caudales públicos y falsedad en documento mercantil. El Supremo ratifica asimismo la condena a los tres acusados a devolver solidariamente al Ayuntamiento de Marbella la cantidad detraída más los intereses generados: un total de 24,38 millones de euros.

        


        



          46   Según la sentencia del caso, en el año 1981 José Antonio Lasa Aróstegui y José Ignacio Zabala Artano pertenecían a ETA, formando parte, junto con Íñigo Alonso Uranga y otra persona sin identificar, del comando denominado Gorki. El 15 de octubre de 1983 Lasa y Zabala fueron secuestrados en Bayona (Francia) por miembros del GAL. Fueron retenidos en el cuartel de la Guardia Civil de Intxaurrondo. Siguiendo instrucciones del general Galindo, les llevaron al palacio de La Cumbre, en San Sebastián, donde fueron torturados. A la vista del estado en que quedaron, el general Galindo, con el conocimiento del gobernador civil Julen Elgorriaga y del teniente-coronel Ángel Vaquero, ordenó su desaparición. Por este crimen fueron condenadas diversas personas a trescientos sesenta y cinco años de cárcel, aunque, finalmente, y tras cumplir unos años de cárcel (cinco en el caso del general Galindo) acabaron siendo indultados por el gobierno.

        


        



          47   El espionaje político en la Comunidad Autónoma de Madrid se refiere a una presunta trama de espionaje el seno de la Comunidad de Madrid que saltó a los medios de comunicación en el mes de enero de 2009, cuando El País publicó en varias entregas información sobre estos supuestos casos de espionaje orientados a seguir los pasos de adversarios directos de la presidenta de la comunidad Esperanza Aguirre, que pasarían después a ser objeto de investigación judicial. El 15 de julio de 2010 la juez doña Carmen Valcarce Codes dictó auto de archivo del caso por no haberse acreditado la realidad de los seguimientos, y por falta de indicios de delito.

        


        



          48   Las diez empresas fueron: Clesa, Garvey, Hotasa, Dhul, Elgorriaga, Hibramer, Trapa, Carcesa, Quesería Menorquina y Rayo Vallecano.

        


        



          49   En 2007, el Tribunal Supremo de España le condenó por complicidad en doscientas cincuenta y cinco detenciones ilegales a mil ochenta y cuatro años.

        


        



          50   En la actualidad, Eduardo Vela sí está imputado, en el Juzgado de Instrucción número 46 de Madrid, por su presunta vinculación en la desaparición de un bebé en 1969.
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La investigacién que dio origen a la actual Intervencion Judicial,
comenzt a raiz de una inspeceion realizada por la AEAT para dar explicacion y
seguimiento a los motivos por los que una Institucion sin animo de lucro, como
era el Palau, estaba moviendo cantidades exageradas de billetes de 500 euros.
Dado que no se alcanzo justificacién suficiente al solicitar explicacion a los
interesados, se abrié la investigacion judicial que actualmente vigente

En un principio, la investigacion, asi como todos Ios registros se
adjudicaron a los MOSSOS D'ESQUADRA, detectéindose irreguiaridades en lo
referido a la custodia de algunos de los documentos requisados, durante los
referidos registros  incluso la sorprendente destruccion de algin soporte, que
a pesar de todo, pudo ser recuperado La pérdida de dicha documentacion, asi
como de fa manipulacion desafortunada, fue no obstante denunciada por
algunos de los propios MOSSOS D'ESQUADRA intervinientes en los registros,
aunque posteriomente, sus mandos negaron tal eventualidad cuando fueron
consultados al respecto.

Més tarde, consecuencia de la paralizacién de la investigacion, del
poco éxito de los avances en la averiguacion de los hechos, asi como ciertas
conductas de algunos mandos de los MOSSOS D'ESQUADRA, incursos en
otros sumarios sobre cormupcion y connivencia con delincuentes actualmente
imputados por tréfico de drogas y blanqueo de capitales entre otros delitos, la
Autoridad Judicial ordena que se practiquen las actuaciones oportunas,
tendentes a la averiguacién de las conductas presumiblemente delictivas, asi
como del analisis e los documentos intervenidos en los registros al CNP, en
concreto la UDEF de la CGPJ.
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CAMACHO PEREZ y DONA VICTORIA ALVAREZ MARTIN, y que tuvo
lugar el pasado 7 de julio de 2010 en el Restaurante “La Camarga”, impidiendo
su reproduccion total o parcial para evitar ulteriores intromisiones ilegitimas;

E)- A la demandada, @ la entrega a mi principal del original y de
cualquier copia que exista de la grabacion de la conversacion del pasado 7 de
julio de 2.010 de DONA ALICIA SANCHEZ-CAMACHO PEREZ y DONA
VICTORIA ALVAREZ MARTIN, para su destruccion definitiva.

¥).- Con expresa imposicion de las costas a la demandada.’

IL- Que admitida la demanda, la representacion procesal de
METODO 3, S.A. en Liquidacion, presento escrito de contestacion y
oposicion a la demanda antes mencionada.

1IL- Que el Ministerio Fiscal comparecio en el procedimiento y
se celebré Audiencia Previa, sefialindose dia para la celebracion de
vista oral con la admisién de las pruebas propuestas en su dfa.

IV.- Tras todo lo anteriormente relatado, se han mantenido
conversaciones entre las partes a fin de intentar alcanzar un acuerdo
sobre el presente ltigio, cosa que se ha logrado, acordando resolver
las controversias que justificaron el procedimiento mediante el
presente ACUERDO TRANSACCIONAL en los siguientes términos:

PACTOS.-

Primero.- METODO 3, S.A. en liquidacion se allana a la demanda, y
en consecuencia, reconoce:

a) Que dos ex empleados de la empresa grabaron y difundieron la
grabacién de la conversacién a que se hace referencia en la
demanda, y METODO 3, S.A. en Liquidacién manifiesta que por
este motivo ha iniciado un proceso penal contra los mismos en el
juzgado de Instruccién 32 de Barcelona (Diligencias Previas
2451/13) en el que se ha solicitado, expresamente, el ofrecimiento de
acciones a Alicia Sanchez Camacho.

b) Que como consecuencia de la grabacién y posterior difusién de la
misma se ha causado dafo a la Sra. Sanchez-Camacho Pérez y su
icacion de la demanda es la correcta, esto es: 80.000 euros.
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JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA
N2 21 de BARCELONA

P. Ordinario 191/2013

ALIVZGADO

Don ALFREDO MARTINEZ SANCHEZ, Procurador de los Tribunales y de Dofia
AUCIA SANCHEZ-CAMACHO PEREZ, y Dofia M? TERESA YAGUE GOMEZ-REINO,
Procurador de los Tribunales y de la mercantil METODO 3, S.A. en Liquidacidn cuyas
representaciones tenemos debidamente acreditadas en los autos al margen
referenciados, en la forma ms procedente en Derecho y al amparo del articulo 19.1
de la Ley de Enjuiciamiento Clvil, DECIMOS:

PRIMERO.- Que ambas partes han alcanzado un acuerdo para poner fin al presente
procedimiento seguido a instancias de D* Alicia Sénchez-Camacho Pérez contra la
mercantil Método 3, S.A. en Liquidacion.

SEGUNDO.- Que el contenido del acuerdo alcanzado y cuya homologacicn se pretende
el siguiente:
“REUNIDOS

De una parte D* ALICIA SANCHEZ-CAMACHO PEREZ, con
DNL , con domicilio a efectos del presente en

Y de otra parte , con DN.L
DNL ., con domicilio a efectos del presente en
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Quinto.- Que mediante el presente documento transaccional, y
en este acto, D* Alicia Sénchez-Camacho Pérez concede el mas
amplio perdén tanto civil como penal a la mercantil METODO 3,
SA, en Liquidacion, asi como al personal, apoderados y
administradores de la misma.

Sexto.- Las partes acuerdan que el contenido de la grabacion
se mantendré secreto frente a terceros, prohibiéndose expresamente
su divulgacion. Sin embargo, el contenido de los “pactos” del
presente acuerdo podran hacerse péblicos a instancia de cualquiera
de las partes, siempre que no vulneren la prohibicién anterior.

Séptimo.- El perdén no alcanza a la responsabilidad civil por
los dafios sufridos que serd reclamada, dada la solidaridad entre
todas ellas, de forma conjunta por los firmantes a las compaiias
aseguradoras de METODO 3, S.A., en liquidacién, la cual se obliga a
comunicar el siniestro de culpa in vigilando de Método 3 S.A. en
Liquidacién de forma inmediata a las mencionadas Cias
aseguradoras con entrega de copia del escrito a la Sra. Sanchez-
Camacho Pérez.

Octavo.- Las partes dan al presente documento valor de
acuerdo transaccional, por lo que se comprometen y obligan al
cumplimiento de lo que han acordado en los pactos precedentes de
manera conjunta e integra.

veno.- Las partes pactan expresamente que no habré
imposicion de costas a ninguna de ellas dado el acuerdo aqui
alcanzado.

Decimo.- El presente documento seré presentado al Juzgado
de Primera Instancia 21 de Barcelona, mediante escrito conjunto
firmado por los Procuradores de ambas partes a fin de que, previo
“visto bueno” del Ministerio Fiscal, SS* homologue el presente
acuerdo, ponga fin al procedimiento, librando por el Juzgado un

13
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©) Que Método 3 SA en liquidacién asume una culpa in vigilando de
la grabacion y del informe de Alicia Sanchez Camacho y reconoce
que ha afectado a la sra. Sanchez-Camacho en su labor como
dirigente politica.

Segundo.- METODO 3, S.A. en Liquidacion se compromete a
extremar las medidas de seguridad de su informacion para que se
produzca el cese inmediato, efectivo y permanente, de la
divulgacién de las grabaciones ilegitimas relativas a los datos,
hechos y manifestaciones contenidas en la conversacion mantenida
entre DONA ALICIA SANCHEZ CAMACHO PEREZ y DONA
VICTORIA ALVAREZ MARTIN, y que tuvo lugar el pasado 7 de
julio de 2010 en el Restaurante “La Camarga”, impidiendo su
reproduccion total o parcial para evitar ulteriores intromisiones
ilegitimas. Al mismo tiempo afirma que no puede entregar a la Sra.
Sanchez-Camacho Pérez el original u otra copia de la grabacion de
la conversacion del pasado 7 de julio de 2010 de DONA ALICIA
SANCHEZ-CAMACHO PEREZ y DONA VICTORIA ALVAREZ
MARTIN, para su destruccién definitiva, por no tener ninguna més
ensu poder.

Tercero.- En este momento, y por METODO 3, SA. en
Liquidaci6n se interesa el perdn de la Sra. Alicia Sanchez-Camacho
Pérez por los actos cometidos en su contra por el personal de
METODO 3, S.A. en Liquidacion y reflejados en los “hechos” de la
demanda.

Cuarto. En cuanto a la reparacion de los dafios causados, que
se cuantifican en un total de 80.000 euros, METODO 3, S.A. en
Liquidacion manifiesta que tiene concertada una poliza de
Responsabilidad Civil con la companifa ESTRELLA Seguros poliza
nimero RF-5-285.001374, y otra con la compaiiia W.R. BERKLEY
ESPANA péliza nimero 10P000004522 a las que dard parte del
siniestro para que se haga cargo, en su caso, de la correspondiente
indemnizacién, dada la solidaridad de todos ellas.
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testimonio de la resolucién que homologue el presente a cada una
de las partes.

Décimo Primero.- La Sra. Sinchez-Camacho Pérez presentard,
al dia siguiente de la firma del presente documento, un escrito al
Juzgado de Instruccion n° 14 de los de Barcelona, Diligencias Previas
485/2013-D, renunciando expresamente a cuantas acciones penales
pudieran corresponderle derivada de aquel, por perdén del
ofendido, interesando el archivo del procedimiento.

Décimo Segundo.- Tras el cobro de la Responsabilidad Civil
reclamada y fijada, no habré nada mds que pedir ni reclamar por
ninguna de las partes derivada de los hechos de la demanda.

Y para que conste, firman los otorgantes el presente por
duplicado y a un solo efecto, en el lugar y fecha ut supra indicados.”

Envirtud de lo expuesto,

ALIUZGADO SOLICITAMOS: Que tenga por presentado este escrito, se sirva adritirlo,
o una al Procedimiento su razén y tenga por electuadas las manifestaciones
contenidas en el presente; y, tras traslado al llmo. Ministeria Fiscal para su “Visto
Buena* y los demis trimites legaes opartunos, dice resolucién por 1 que homologue
ol acverdo alcanzado entre las partes, decretando el archivo del procedimiento, sin
imposicién da costas a ninguna de I partes.

En Barcelona, a 19 e junio de 2,013,
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Agustin Castro Abad

EL JEFE SUPERIOR DE POLICIA
OE CATALUNA

sanceLona Barcelona, 5 de julio de 2012

Estimado Sr. Francisco Marco

Agradezco su amable carta-misiva del pasado dia 2 de los
corrientes felicitando la labor reaizada por el Cuerpo Nacional de Policia,
el cual tengo el honor de dirigir en esta Comunidad Auténoma de
Catalua y en especial su felicitacion por la exitosa labor desarrollada por
€l mismo en relacién a la denominada operacion “Pitiusa” a la que usted
hace mencion.

Siento personalmente las molestias manifestadas que le hayan
podido causar personas ajenas a este Cuerpo, a las que usted hace
referencia en su carta y que pudieran afectar a la agencia de detectives
privados "Métodod", que usted dirige, y manifestarle que de todo lo
actuado en relacion a Ia citada operacion, en la actualidad entiende el
duzgado de Instruccion n° 17 de los de Barcelona, en dilgencias n®
2179/11-8, al cual usted podra dirigirse para cualquier averiguacion al
respecto,

Un saludo afectuoso,
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ATT. JEFE SUPERIOR DE POLICIA DE CATALURA

Barcelona, 2 de Jullo de 2012

e S AR A 56

periodistas se han puesto en contacto conmigo sobre la
posible implicacién de la agencia de detectives que tengo el
honor de dirigir, Método3, en la denominada operacién Pitiusa,
que con gran éxito a llevado 3 cabo el Cuerpo Nacional de
Policia.

Dicha supuesta implicacién se basa, segin nos hen explicado
los mencionados ~periodistas, en una nota informativa
elaborada por los miembros de la Polica que han dirigido las
pesquisas y en el que aparece el nombre de Método3. Es por
todo ello, que me permito la licencia de dirigirme a usted para
informarle de que por la reputacién y el bien de esta agencia
hemos tenido que desmentir que Método3 esté implicada en
esta Investigacién.

Aprovechando esta circunstancia, querfa mostrarle mi més
expreso deseo de poder conocerle personaimente, tal y como
siempre he hecho con sus predecesores en el cargo y asi poder
felcitarle por su labor de forma directa.

Un saludo afectuoso.

Francisco Marco Fem

Baclons: i Dogorl 52,7 080083
Berans e D B s 3134 5.7 1 150960 =
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En fecha 3 de mamzo de 2008 MAS BARNET ha presentado
edlaraciones complementarias por e IRPF el Impuesto sobre el Patrimonio
e los sjercicios 2003 a 2006, En la declaracién complementaria presentada
por el Impuesto sobre el Patrimonlo del ejercicio 2003 ha hecho constar que
tlene un depbsito en la entidad UBS por importe de 1.722.936,87 €, lo que no
hizo constar en la declaracion que efectud en plazo.

De las declaraciones del IRPF del ejercicio 2003 (en plazo y
complementaria) no se deduce que MAS BARNET hublera resizado
operaciones que justifiquen que el importe del citado depdsito (1.722.936,87 €)
se hubiera adquiido en el ejercicio 2003, limitdndose la declaracisn
complementaria a incorporar exclusivamente los crendimientos derivados de la

isién, amor o de otros activos » por importe
de 110.454,16 €, pero no la adquisicién del propio depdsito,

Esto es, ol padre de Artur MAS, tenla depositado en fa UNION DE
BANCOS SUIZOS la ciffa de 2.300.000 m. € aproximadaments, sin poder
justificar el origen de dicho efectivo, ni declarar actividad lucrativa alguna, saigo
a de realizar gestiones esporadicas a Jordi PUJOL y a Liuis PREFANETA

Consideraciones

Dada Ia gravedad de los hechos sefialados, asi como el importe de las
cantidades detectadas, una vez confinuasen las gestiones de verificacién de
los hechos, con las oportunas patrimoniales necssarias, por el excesivo e
injustificado enriquecimiento inséito y presumiblemente ficto, procederia fa
solictud 2 la Autoridad Judicial, a los efectos de que fibre los oportunos
mandamientos y solictudes, asf como las ordenes de extradicion y comisiones
rogatorias que pemiirian @ corto medio plazo, para la comprobacién
fehaciente de los mismos.

EL INSPECTOR, JEFE DEL GRUPO.
Fdo. C.P.
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Actuaimente en proceso se encuentra la verificacién de una serie de
documentos entregados, asi como datos faciltados voluntariamente por una
serie de personas, en aigunos casos muy vinculados politicamente con CIU y
en otros, que colaboraron transportando dinero en efectivo a ANDORRA y
LONDRES y que dicen sentirse engafiados, asi como otros colaboradores, que
por tener la impresién de no habérseles cumplido sus compromisos pactados,
desean colaborar en la investigacién y en aiguno de estos casos podrian
incluso declarar en sede judicial, siempre y cuando se les garantizara su
seguridad y en todo caso, pudiera tener la consideracidn de testigos
protegidos.

La familia PUJOL ostentan inversiones en EEUU (HUSTON, MIAMI y
DELAWARE), ARGENTINA (PUERTO MADERO) y en MEJICO (ACAPULCO
GUERRERO-JALISCO) a través de sociedades interpuestas y la mayoria de
elias residentes en paraisos fiscales.

En MEJICO, Jordi PUJOL FERRUSOLA construyo resort con un hotel y
villas de lujo (inaugurado en noviembre de 2010) en Acapulco en primera linea
de mar sobre un superficie de 130000 metros cuadrados y con 44 habitaciones.
Entre sus socios estan los mejicancs Sergio KAM y Rafael ARAGONES. La
inversién comespondiente a cada socio supero los 125 m. de §.

Parte del efectivo recibido, procede de varias transferencias del banco
privado LOMBARD ODIER, Rue de la Corraterie 11, Ginebra (Suiza), donde se
ha detectado una fundacion de la que pende a modo de racimo ocho
sociedades, con un capital disponible de casi 165 millones de francos suizos,
entre diferentes monedas y cuyos beneficiarios finales son el matrimonio
PUJOL- FERRUSOLA  los hijos Jordi y Oriol.

Siguiendo con las inversiones mejicanas, Jordi PUJOL FERRUSOLA
socio al 20% de Carlos RIVA PALACIO MAGARA, principal accionista del
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MOSSOS D'ESQUADRA, con fecha de matasellos de 22 de octubre de 2008
(Anexo n° 46),

En la citada misiva, que lleva por fecha el 22 de octubre de 2008, s
hacen manifestaciones sobre irregularidades existentes en el PALAU DE LA
MUSICA.

De las posiles imeguiaridades denunciadas destaca la presunta
exigencia de comisiones por todas las actividades contratadas por el PALAU
DE LA MUSICA, extremo que no ha podido ser confirmado en el examen de la
documentacién llevada a cabo por estos peritos, ¥ la circunstancia de que la
FUNDACION FAES obtuvo una comision de mas de UN MILLON
OCHOCIENTOS MIL EUROS (1.800.000€) por las obras en el PETIT PALAU.

De otra recibida igualmente con fecha de matasellos de 24 de noviembre
de 2011, (coincidiendo con la mayoria absoluta que el PARTIDO POPULAR
habia obtenido en las Elecciones Generales), donde segin testimonios de los
propios MOSSOS D'ESQUADRA, se habla recbido junto con una carta
explicativa, una muy detallada documentacién que contenia una serie de
entramados societarios, que decian corresponder a la familia PUJOL, asi como
a las comisiones que el padre del actual Presidente MAS recibia en
Liechtenstein por llevar dichas sociedades, de las que segin se sefialaba, una
parte de ello desviaba a su propio hijo.

De esta iitima misiva, no ha tenido conocimiento ni esta unidad policial
ni menos atn Su Sefioria, aunque existe la promesa de entrega de la misma,
por parte de alguno de los MOSSOS D'ESQUADRA integrantes del dispositivo
de registro que no estan conformes con la decisién de sus mandos politicos de
detraer dicha documentacién del conocimiento de la Autoridad Judicial.

Testigos voluntarios
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CASINO ROYALE (Monterrey-Méjico). En Casino Royale también interviene la
familia Madero, con la sociedad llamada CYMSA Corporation SA de CV.

Jordi PUJOL FERRUSOLA también dispone de importantes propiedades
en ARGENTINA, donde ha adquirido el 30% de la sociedad explotadora de
PUERTO MADERO en Buenos Aires (ARGENTINA), perteneciente a un trust
brasilefio con matriz en las Antilas holandesas. Inyectando para ello un activo
considerable a través del Banco Cantrade Lausane SA, Avd. Rumire 20 de
Lausana (Suize), donde ademés de tres cuentas numeradas la familia posee
dos cajas de seguridad, con nimero correlativo a la que el propio MILLET
posee en el mismo establecimiento.

Otras cuentas de las que se tiene referencia, se encuentran en el BANK
OF SCOTLAND DE LONDRES y el LLOYD BANK DE GINEBRA, usando
como firma corresponsal al HSBC de la oficina de MADRID, la misma donde
tuvo una grave incidencia con el tema de GESCARTERA. Por cuestiones de
dificil explicacion, esta linea de trabajo no pudo continuarse en su momento,
por lo que en este caso, de existir responsabilidades, dado el tiempo
transcurrido, estas habrian prescrito

Iguaimente, se han detectado conexiones con las diferentes cuentas
manejadas en Rhone Gestion SA, de Boulevard Georges-Favon 21204 de
Ginebra, regentadas por Arturo FASANA desde su oficina de CANONICCA y
las cuentas de su despacho suizo, con ultimo beneficiario el propio PUJOL, su
hijo Jordi y su esposa Marta FERRUSOLA, cuentas que desde la detencion de
BLANCO BALIN y otros relacionados con el procesado CORREA, aiin se
encuentran en fase de estudio.

Respecto al fondo de las cuentas del padre de Artur MAS encontradas
en LIECHTENSTEIN, en realidad pertenecen a la familia PUJOL toda vez, que
era quien llevaba las gestiones como fiduciario en dicho pals.
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‘procedimientos que se utiizaban para acabar en las de CDC/CIU. El Anexo n®
8, detalla en gréfico representativo el circuito que seguia el dinero:

La GENERALITAT como ADMINISTRACION PUBLICA, saca a
‘concurso la licitacién por una obra en Catalufia. Presentan plicas las diferentes
entidades, resultando adjudicataria, en la mayoria de los casos, FERROVIAL.
Atitulo de ejempio, las adjudicaciones que aparecen en los Anexos ni° 9y 10.

Al mismo tiempo que se daba la adjudicacion, la adjudicataria (en la
mayoria de los casos FERROVIAL) recibla factura emitida por aiguna de las
Instituciones del Palau (FUNDACIO u ORFEO), en la que constaba la cantidad
exacta caloulada correspondiente al 4% de Ia obra adjudicada, més el IVA
subsiguiente.

Los pagos realizados por FERROVIAL desde 2003 a 2008 constan en
los Anexos n° 11, 12 y 13. E n° 12 cormesponde al cuadro de cuentas con
FERROVIAL y fue encontrado en el registro  las Instituciones del Palau; los
Anexos 12 y 13 corresponden a libretas de tesoreria manuscritas por Gemma
MONTULL, hia de Jordi MONTULL y directora financiera del Palau.

Una vez el dinero habla sido ingresado en las cuentas de las
Instituciones del Palau (ORFEO y FUNDACION) salia inmediatamente por tres
vias diferentes:

- Talones y Transferencias a favor de la FUNDACIO RAMON TRIAS
FARGAS.

- Facturas cruzadas y tajones de pago a sociedades fiduciarias yio interpuestas
que posteriomente acababa en CDC.

Para terminar dichos abonos en las cuentas de COC, se simuiaban pagos
mediante supuestas prestaciones e servicios, asi como falsas aportaciones
voluntarias.

- Pagos en metdlico o cheque mediante cobro en ventanill, la mayoria
por Félix MILLET y Jordi MONTULL en proporcién 80%/20%, en pago de su
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‘aportaciones, facturas por servicios no prestados o con precios que no son de
‘mercado, unidad de caja de diferentes entidades, pagos en metalico y cajas de
seguridad

Son numerosos los documentos que vinculan a FERROVIAL con las
Instituciones del Palau y sus antiguos gestores.

Pablicamente FERROVIAL constaba como a principal patrocinadora del
ciclo de conciertos denominado PALAU-100, documentados en contratos y
convenios de colaboracién, adems, fue designada miembro de Honor de la
FUNDACIO DEL PALAU DE LA MUSICA CATALANA. Sin embargo, es
‘evidente que estos patrocinios lo eran para articular el pago de comisiones.

Asi figura en documentos incautados a Gemma MONTULL (Directora
Financiera del Palau) relativos a FERROVIAL (Anexos n° 14 y 15)

Diversos son los contactos que Félix MILLET tiene on FERROVIAL, con
diferentes protagonistas como PUIG-REY Director en Catalufia, con Rafael
DEL PINO Consejero Delegado y con Pedro BUENAVENTURA Director
General de Construccién. Contactos que constan documentados en los
siguientes anexos:

- Rafael PUIG-REY (Anexo n° 16)
- Rafasl DEL PINO CALVO SOTELO (Anexos e 17, n18y 19)
- Pedro BUENAVENTURA CEBRIAN (Anexo n° 20)

Especial trascendencia tiene este Gitimo, pues es Ia persona conocedora
de las adjudicaciones y el estado de licitacion de las obras de FERROVIAL.

Usma la atencién que Félix MILLET remita esa carta a Pedro
BBUENAVENTURA haciendo mencién a la adjudicacién del Pabelkén a favor de
FERROVIAL, insténdole a tener una reunién confidencal, toda vez que el
Palau se supone una Institucién ajena al mundo de la obra.
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comisién por la intemmediacién. Se detallaré més adelante en este y otros
escrtos, actuaimente en elaboracin, sobre estos pagos y sus movimientos.

Finalmente el dinero recibido en la FUNDACIO TRIAS FARGAS, se
hacla llegar a entidades vinculadas a CDC (GROUP PARLAMENTARI CIU,
FEDERACIO CIU, INSTITUTO CATALURA FUTUR Y FORUM BARCELONA)
para que éstas, a su vez, lo hicieran llegar a CDC mediante facturas por
prestaciones de servicios, donaciones, convenios yio préstamos fingidos en
numerosas ocasiones.

‘Asimismo el dinero que recibian las sociedades interpuestas se hacia
circular, mediante cruce de facturas de sociedades del grupo, vinculadas a las
interpuestas, para finalmente llegar a CDC por la via de la donacin, lo que se
detallara mas adelante.

Los pagos en metdlico cobrados por ventanilla por MILLET y MONTULL
tenfan bien diferenciada la proporcién de cada uno.

MILLET destinaba su 80% al pago de obras en sus propiedades, viajes
de su familia, bodas de sus hias y depositos en cajas fuertes. MONTULL,
usaba su 20% en su patiimonio y justificaba las salidas con facturas de viajes
(Visjes Baixas) y en otras ocasiones, lo empleaba para pagos en efectivo a
diigentes de CDC en persona ylo a través de familires directos, como se
detallaré a o largo de las investigaciones en curso.

Detalles de los procedimientos de pago:
La constructora FERROVIAL AGROMAN consta como la. principal
entidad financiadora de COC, consecuencia del pago de comisiones ya

mencionadas, a cambio de favores en la adjudicacién de obras,

Para canalizar los pagos de dichas comisiones hasta sus destinatarios
1onine. 56 trticulabe un slsteme do fackiris 0or Dakothios. donsHonss.
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‘aportada por el CONSORCIO DEL PALAU DE LA MUSICA, presuntamente
relacionado con la adjudicacién de obras piblicas a la empresa FERROVIAL-
AAGROMAN. (Anexo i 41).

La FUNDACIG RAMON TRIAS FARGAS opera como entidad
financiadora de CDC y sus grupos, segin se recoge en el informe de anaiisis
‘contable de facturas por desvio de fondos realizado por la UDEF.

‘Sociedades interpuestas

En el detalle e los movimientos de pagos hechos por FERROVIAL ya
fijados en el Anexo ' 42, se menciona a numerosas sociedades interpuestas,
vinculadas a MILLET y MONTULL.

Utiizéndose las mismas para desviar desde las Instituci
del Palau hacia CDC y fimas vinculadas, asi como para desviar fondos al
patrimonio de los ya sefialados, asi como pagos a otros directivos de CDC que
se estén verificando.

Las sociedades que se mencionan son:

- HISPARTSA

- NEW LETTER MARKETING DIRECTO SL
- LETTER GRAFIC SL

- MAILRENT

- ALTRAFORMA SA

- GPOINGENIERIA/ TRIOBRA

En Anexo n° 43, consta la resefia mercantiy datos mercantiles y fiscales
de dichas entidades.

Especial mencion merece el grupo "LETTER" (NEW LETTER, LETTER
GRAFIC Y MAIL RENT) ya que se trata de un grupo de empresas que acabd
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Ambos tienen la confianza de las Insttuciones de CDC, firnando como
representantes de la FUNDACIO RAMGN TRIAS FARGAS en los convenios
entre la FUNDACION y las Instituciones dol Palou y ademés, firna autorizada
de CDC y las entidades vinculadas (CIU, FEDERACION CIU, GROUP
PARLAMENTARI CATALA AL SENAT, FUNDACIO CATALANISTA |
DEMOCRATA RAMON TRIAS FARGAS) en las enfidades bancarias en las
que operaban (Véase Anexo n° 36). Asi como Anexo n° 37 sobre Carles
TORRENT y n° 38 sobre Daniel OSACAR,

Instituciones y cuentas bancarias

Estas personas se encargaban de canalizar el dinero procedente de las
Instituciones del Palau hacia las agrupaciones vinculadas a CDC. Para elo, se
valian de facturas que recoglan falsas prestaciones de servicios entre las
agrupaciones parlamentarias y la FUNDACION, préstamos entre la
FUNDACION y las entidades vinculadas a CDC o con la propia CDC y pagos a
cuenta de futuras facturas ain no confeccionadas.

De hecho, el propio Carles TORRENT cobré por ventanila uno de los
talones expedidos por la FUNDACION DEL PALAU, segin consta en Anexo
nimero 21a. También se vincula a Jaume CAMPS (CIU) con el cobro de
‘comisiones en el aflo 2003 al localizarse el pago en mayo de 2003 n el que
existe un reintegro mediante el talon n° 4358190 de la cuenta 2077 0008
763100328747 por un importe de CIENTO VEINTE MIL DOSCIENTOS DOS
CON CUARENTA Y DOS EUROS (12020242 €). (Anexa n° 36).

Iguaiments aparecs Jaime CAMPS relacionado con un pago en marzo
de 2003 por importe de SESENTA MIL EUROS (0.000 €). Consta en el
‘documento “Carles TORRENT" y que el pago se hizo 5.450.000 pts. a Jaume
CAMPS y 4,550,000 a TORRENT (Anexo n° 40)

Jaume CAMPS también figura en la documentacién remitida por el
Juzgado de Instruccién n® 30 a mediados de julio de 2010, previamente
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- Empresas dedicadas a la construccion con implantacion mds
autonémica, como COMSA ENTE SA (Carles SUMARROCA) REHAC
SA, COPISA, TAMISA, BRUESA CONTRUCCIONES, NOVA LLORET,
GRUPO EXCOVER, CONSTRUCCIONES PRH quienes donaron
respectivaments 300.000 € 46.000 €, 170.000 €, 230.000 €, 80.000 €,
100.000 €, 120.000 € y 48000 €.

Hay otras firmas de este tipo, sobre las que no se especifican las
cuantias donadas, para no ser exhaustivos de forma innecesaria,

- Empresas dedicadas a los servicios medioambientales, de suministro de
agua, de mantenimiento y explotacion de aguas residuales que es el
caso de CESPA, SOREA, y SEARSA, quienes donan 60.000 €, 265.000
€ 160,000 €, y de explotacién de autopistas, telecomunicaciones y
‘aeropuertos, que es el caso de ABERTIS, donante de 150.000 €.

Empresa dedicada a la fammacia, alimentacién y quimica, GRUPO
FERRER INTERNACIONAL, que dona 150.000 €.

Esto es solo un resumen de todos los movimientos recogidos en fa
contabilidad de la FUNDACIO RAMON TRIAS FARGAS, de la que se tratard a
continuacién.
Destino del dinero:

Los informes de la AEAT consiguen localizar parciaimente el destino
del dinero que sali6 de la FUNDACIO PALAU y del ORFEO CATALA y que se
resume en el correspondients cuadro descriptivo: (Anexo 39).

Cartas anénimas de denuncia a MOSSOS D'ESQUADRA

Entre la documentacién entregada por los MOSSOS D'ESQUADRA a
los peritos de la AEAT encontraron una carta anénima dirigida a los citados
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en concurso de acreedores y cuyo administrador concursal, Sergio W.
SABINICELIO, manifests que las socledades operaban con el citerio de
unidad de caja, que su contabiidad refllaba que eran empresas
instrumentales y que el dinero que facturaban al ORFEO acababa en CDC.
Véase Anexo i 4.

HISPART esté vinculada al CDC por su afiliacién al partido (paga cuota)
¥ porque tiene como clientes a grupos de CDC (CDC Barcelona, CDC Santa
Coloma, etc.) Véase Anexo n° 45

También aparecieron en el Registro de la nave industrial sito en Calle
Bronce n° 35 del Poligono Les Guilleries (Badalona) el dia 15 de marzo de
2012, albaranes justiicativos de pagos de propaganda de CIU. Nave ocupada
por el grupo “LETTER".

Otras entidades financiadoras.

Existen otras compafiias que también habrian contribuido a la
financiacién de los partidos politicos vinculados a COC/CIU. La diferencia es
que en este caso, las aportaciones se haclan a través de la FUNDACIO TRIAS
FARGAS (vinculada directamente a CDC, administrada por los tesoreros de
CDC, Carles TORRENT y Daniel OSACAR), en vez de a través de las
Instituciones del Palau.

Las otras compafiias involucradas son:

- Constructoras de 4mbito nacional, con fuerte involucracién en el
desarrollo de obras pbiicas como son; ACS (también tipficada en
varios apuntes como DRAGADOS), que habria donado DOS CIENTOS
CINCUENTA MIL EUROS (260000 €, FOMENTO DE
CONTRUCCCIONES Y CONTRATAS FCC, a quien se le atribuyen
CIENTO CINCUENTA Y NUEVE MIL EUROS (159.000 €).
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“indispensables para atender las necesidades que ti ya sabes’. Véanse los
Anexos n° 26, 27, 28y 29.

Igualmente son relevantes los documentos intervenidos a Gemma
MONTULL (Ex Directora Financiera del Pala) donde se hace una relacion
completa del origen y destino del dinero aportado por las constructoras, en
‘especial FERROVIAL.

El Anexo n° 30 es el fichero Excel correspondiente al cuadro del afio
2008 y los pagos realizados de 2003 a 2008, EI Anexo n° 31 se comesponde
con las notas manuscritas de a agenda personal de Gemma MONTULL y su
tesoreria referido a pagos en B.

En otros archivos que a pesar de aparecer como borrados pudieron
ser recuperados, se sefialan anotaciones en idioma catalén como “Pendent de
pagament el 20% del que ha estat assignat a Palau, a JP il treure en efectiu |
entrogar en ma al lloc habitual, el seu para ja ha estat informat com sempre',
esto es "Pendiente de pago el 20% de lo asignado a Palau, a JP hijo, sacar en
efectivo y entregar en mano en lugar habitual, su padre ya ha sido informado
como siempre".

En uno de ellos, se contienen una serie de consideraciones sobre la
dificultades de disponer tan seguido, de grandes sumas de efectivo, mediante
cheques al portador y el propio MILLET no comprende como no se puede
transferir como en ofras ocasiones a las cuentas de los bancos ingleses ¥
suizos, como en un principio se estaba haciendo desde su propia cuenta
abierta en Suiza.

Estos archivos, son algunos de los documentos encontrados durante los
registros practicados por los MOSSOS D'ESQUADRA, que sin embargo, no se
incorporaron en su momento a la masa documental del Sumario abierto por tal
causa, aunque i bien es cierto, posteriormente se pudieron recuperar.
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Entre otras comisiones, las que recibia la FUNDACION (Orfed-Palau),
correspondia al 4% sobre el presupuesto de adjudicacién de toda obra que se
adjudicaba en fa Comunidad de Catalufia. Dicho importe, se repartia
posteriommente en un 2,5% que revertia en los partidos polficos vinculados a fa
GENERALITAT y el 1,5% restante senvia para pagar gastos, comisiones y
colaboraciones de Félix MILLET, Jordi MONTULL, Gemma MONTULL y
otros, asi como a cuentas privadas de algunos dirigentes politicos y/o de sus
familiares directos més allegados.

Il PAGOS DE COMISIONES.

En el ordenador de la secretaria de Félix MILLET, se encontraron los
pagos y repartos entre FERROVIAL y la FUNDACION (Anexo namero 21). En
dicho documento, del afio 2000, se reconoce que FERROVIAL paga el 4% del
presupuesto de adjudicacién, con el consecuente reparto del 2.5% a la
GENERALITAT y el 1,5% para gastos y comisiones.

Las més resefiables entre Félix MILLET y Pedro BUENAVENTURA son
las del Pabelion PAV3 en Sant Cugat del Valkés, Linea 9 de Metro y Ciudad
Judicial, €1 pago de adjudicacién del Pabelién figura en ef Anexo n° 22 y el de
Ia Linea 9 de metro en el Anexo n° 23 donde ademés del reparto, se hace una
Propuesta de pago aplazada para que los abonos no sean tan llamativos; los
pagos por adjudicacion de la Ciudad Judicial constan en el Anexo n° 24.

Para entender la magnitud de los pagos realizados a través de
Instituciones del Palau, baste observar el Anexo n° 25, donde consta como se
articulaba la justificacién de los pagos al Palau mediante la fima de convenios
de patrocinio (PALAU 100y conciertos concretos) y membresia de honor.

Otros documentos acreditativos de los pagos realizados al Palau
constan en los diversos faxes que Félix MILLET enviaba a Pedro
BUENAVENTURA de FERROVIAL, reclamando las cantidades pendientes
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En dicho archivo se hace referencia a pagos a FP, con la anotacion en
catalén “portae 250 en sfetiu a Ia seva casa en el Golf de Vallomanes” esto es
“levar 250 en efictivo a su casa en el Gof de Vallromanes ....". Gestiones
practicadas sefialan que dichas iniciales podrian corresponder a Felip PUIG,
actual Conseller de Inferior de la GENERALITAT, ya que coinciden dichas
iniciales con su nombre asi como los datos de fa direccion que consta como su
domicilio particular.

+ Cuenta MORGAN STANLEY

Para rentabilizar el dinero obtenido, el PALAU tenla ademés de las
cuentas bancarias ordinarias una cuenta de inversiones en MORGAN
STANLEY (Anexo n° 6) que estaba a nombre de ORFEG CATALA pero que no
estaba contablemente registrada, lo que evidencia su uso privativo por parte de
MILLET.

Esta cuenta patrimonial era una forma de oblener MILLET una ata
rentabilidad del dinero que recibla el PALAU, procedente de FERROVIAL y
otros pagadores por las adjudicaciones.

+ Cajaseguridad

Para ocultar el dinero que MILLET sacaba de las Instituciones del
PALAU se valla de la Caja de seguridad nimero 508 de CAIXA CATALUNYA
donde ingresaba el dinero en metélico que recibia como pago de su comision y
que previamente habla extraldo cobrando cheque en ventanilla expedido por el
PALAU (FUNDACION ylu ORFEO). Véase Anexo n° 7.

Circuito del movimiento del dinero
FERROVIAL era uno de los principales financiadores de la trama,

aunque por supuesto o era ni la dnica ni la menos habitual. En el presente
Sumario, ya constan las cuentas donde se realizaban los pagos y los





images/00018.jpeg
&

Justificacion de movimientos y pagos de dinero

En Anexo ri* 32 se detallan los movimientos habidos en la cuenta
de las Instituciones del Palau relacionadas con FERROVIAL.

Varias conductas se aprecian a este respecto

- Utlizacién personal de cuentas titularidad del Palau que no estén
contablemente registradas (Cuentas opacas)

CAIXA MANRESA cuenta i 2041.0066.78.0040048761 a nombre de la
AASOCIACIO ORFEG CATALA, pero no figuraba en la contabilidad de la citada
entidad, hasta que se introdujo mediante asientos de regularizacion en el afo
2005. Cuenta utiizada para depositar el dinero reembolsado de otras cuentas y
disponer de &l como s fuera propiedad de los MILLET y MONTULL.

En el archivo *Ingresos a 31-12:2001.Doc” (Anexo i 1) el ordenador de
BARBERA, secretaria de Félix MILLET, constan varias partidas relativas a
ingresos de MILLET, donde se incluye el dinero de las cajas fuertes en los
domicilios de la calle Modolell de Barcelona, y de LAmetla de Mar.

+ Cuentaen el extraniero (Suiza)

En el anterior archivo y en el denominado “Moviments tresoreria fins any
2003.doc” (Anexo n° 2) se incluye entre los bienes, el sakdo de la cuenta abierta
en Suiza, asi como la mencién de “Venta a Angel Izquierdo”, que corresponde
a la venta a ALBA AGC entidad representada por Angel IZQUIERDO
BARRIOS, con la anotacion en catalén “confirmar antes que fodo es comrecto af
tino. 636996186". Fue realizada por los esposos MILLET-VALLES, de unos
terrenos inscritos en el Registro de la Propiedad de Granoliers (Anexos n° 3y
4). Los datos de la cuenta en Suiza, consta en el Anexo ° 5, carpeta con
informacién encontrada en las dependencias de MILLET,
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enpresarios, que creb con otros una sociedad que sustituys a
la anterior, con el comocido Caso Malaya, sin referencia

alguna en este aspecto al anora demandante.

La quinta adjudicacién relatada se refiere a las
televisiones digitales de Madrid. Se menciona la adjudicacién
o sicte empresas, las cuales, a su vez, crearon en diciembre
de 2.005 la emprasa Teledifusion Madrid, para gestionar la
sefial de las nuevas televisiones. Cada uno de los sicte medios
e comunicacién adjudicatarios suscribié el 108 del cepital y
el 304 restante “quedd en manos de una sociedad desconocida:
Centanor Spain”. Esa empresa, se dice, fue creada un mes antes
slendo su administrador Gnico el cufiado del gerente del Canal
de Isabel I, “el més estrecho colaborador de Gonzilez”. Y se
abunda en que Teledifusion Madrid contraté a la empresa
Secuenzia Pixels para gestionar la red de nuevas televisiones,
habiendo sido fundada esa empresa por L el

gerente del Canal de TIsabel II, ef® cual cuando comenzé a

trabajar en la Comunidad, 1a dejé en manos de su cufiado.

En el recurso se repite uno de los argumentos bisicos de
la demanda. Se imputa falta de veracidad por cuanto el
demandante no adjudica sino que tal actividad la realizan los
brganos colegiados correspondientes.  Naturalmente esto es
cierto. Pero no cabe confundir un articulo pericdistico con un
documento juridico, en el que deba precisarse con todo detalle
el fter del proceso de adjudicacién y la naturaleza de su
decisién. Por el contrario el articulo periodistico de lo que
da cuenta es que sl demandante, por su posicién en el seno del
srgano colegido, participa de la decisién, y eso es innegable.

Por otro lado, la utilizacién del término “sospechosas” en
relacitn a las adjudicaciones no es ya ejercicio de derecho a
la informacisn, sino qus, en cuanto expresa un juicio de
valor, penetra en el de libertad de expresitn. ¥, en ese

4mbito, no expresa sino el juicio que le merece al autor, pero





images/00050.jpeg
otras fuentes -estas si indeterminadas- aseguraban que 1o pagd
€1 empresario como “supuesto pago por contratos piblicos
recibidos” y se reflejan las adjudicaciones hechas en 2.005
por ol Canal de Isabsl II a SEGURISA y SAMINSA, ompresas
ligadas a , hechos éstos ciertos y

comprobados.

La sequnda es la rolativa a obras en carreteras

autondmicas. En su relato se menciona al ex tesorero del PP
como persona que “entendia que el proceso no

estaba siendo limpio, extremo que negd el vicepresidente”.

Y la Gnica conexién con el demandante que aparece en el
articulo es muy débil o tenue: la adjudicacién por la
Consejerta de Transportes de un contrato de vigilancia del
Metro de Madrid a SEGURISA empresa de “empresario con el que
Gonzélez viajé a Surafrica”.

La tercera se refiere al canpo de golf de Chamberi. Se
daba cuenta de la adjudicacién a un consorcio formado, entre
otras, por la empresa TECNOCONCRET, constituida por

que “resulté ser socio de un cufiado de
Gonzélez en otra sociedad”. Se refiere a que el Vicepresidente
no se abstuvo de votar ni advirti6 al resto de consejeros
sobre su relacién con TECNOCONCRET” y se recuerda que ya fue
publicado lo mismo en la Revista TIEMPO en abril de 2.007,
diciendo entonces el ahora demandante que la empresa
adjudicatarta “no era de un familiar suyo”.

La cuarta se refiere a la Plaza de Toros de Las Ventas. Al
respecto, se dice que tras un “polémico concurso” se quité la
explotacién al empresario anterior, Ly se adjudice

a TAURODELTA, diciendo textualmente que segin el informe
L manifiesta piblicamente que sabe (aunque no puede
probar) que Nacho Gonzalez obtuvo 50 millones de pesetas por

esa concesién. Y se concluye relacionando a uno de los
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funcionario hemos de correr, pues por esta condicién a todos
se nos exige una absoluta puleritud en la gestién de fondos,
de modo que, en todo caso, se disponga del medio de probar que
cse pago no se ha realizado por un motivo sospecho O

sparentenente espireo.

° Bajo el titular de "CINCO PREGUNTAS PARA EL SEROR
Gowghtez, se publica, siempre en el mismo medio, el 3 de
febrero de 2.008, un articulo en el que se vuelve a hablar de
la posible tenencia por el demandante de dinero liguido en una
caja de caudales, del viaje a Suréfrica y de las

“adjudicaciones bajo sospecha”.

En el recurso, el spelante se refiere a la falta de
zelevancia de la noticia sobre la caja de caudales, y su falta
de comprobacién, y a la reiteracion en las “adjudicaciones
bajo sospecha”.

bues bien, ses cierts o no qus ¢l demandante tenga una
caja de caudales en una entidad bimisia; e’ ese dato no se
puede inferir ninguna irregularidad: .ni’ses’ atentatorio al
derecho al honor, cuando se trata, por €l contrario, de una
activiaad absolutanente 1icita. Caestion distinta es lo que o
pretends sdivinar, pero la conjetua mo puede fornar parte
dol enjuiciamiento judicisl.

¥ en cuanto a la reiteracién, ya expresamos que la misna,
por si, no atenta al honor.

4° Bl 5 de febrero de 2.009, bajo el titular “UNA FIRMA
BENEFICIADA POR GONZALEZ TIENE DE SOCIO A SU EERMANO.
adquirié en noviembre de 2.008 més del 308 del
capital de Tecnoconcret, concesionaria del campo de golf
adjudicado por el vicepresidente’, se relata la concesién de
1a explotacién del Campo de Golf construido en el barrio de
Chamberi sobre terrenos del Canal de Isabel II, y la entrada
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nada més. Lo que se hace en este articulo, CORO en Otros, €S
que, partiendo de datos ciextos y constatados (las
adjudicaciones, y el  componente de las  empresas
adjudicatarias) se obtienen determinadas conclusiones por su
redactor, lo que ya es un juicio de valor que pueds o no ser
compartido por quien lea la noticia, y que no es sino
manifestacién de la libertad de expresién, que tiene unos
Limites mis amplios que el derecho a la informacién, en
cuanto no se exige veracidad -lo que seria imposible- sino la
ausencia de expresiones injuriosas. Y no es dnjuria el
calificativo en cuestién en cuanto sélo manifiesta una
opinién, tendente a contribuir al debate piblico, que por su
tono no excede de los usos aceptados del lenguaje.

Lo mismo cabe decir de las expresiones que se sefalan en
ol recurso: “un proceso controlado en todo momento por el
vicepresidente” o "el proceso no estaba siendo limpio”. Esta
expresion no es del pertodista sing’ qug se poné en boca de

|, no constando qus el misno haya instado algin
tipo de rectificacién. La otra no'se localiza en el articulo,
y en todo caso, decir que la autoridad de mayor relieve en un
determinado érgano “controla el procese” no es sino una
licencia del lenguaje, que no tiene relevancia para
constituirse en intromision ilegitima.

La frase de mayor calado es la que relata que, segin el
informe el viaje a Surifrica fue pagado por el empresario

en “supuesto pago” por contratos piblicos
recibidos.  Con todo, y aunque supone llevar al limite el
derecho a la informacién y la libertad de expresién, no
estimamos que, por si, la frase suponga intzomisién ilegitima.
Si se considera, como es obligado, en su contexto, lo que se
revela es una sospecha por la adjudicacién de contratos y por
la forma de pago del viaje, que, al efectuarse en metilico,
seqin el propio demandante, no permitia acreditar el pago con
fondos proplos de éste. Es un riesgo que toda autoridad o
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5¢ EL dia 6 de febrero de 2.009 se publica otro articulo
bajo el titular “EL NUMERO DOS DE AGUIRRE FALTA DE NUEVO A IR

VERDRD" .

El articulo carece, en realidad de autonomia, pues se
limita a reiterar la participacién de un hermano del
demandante en la empresa TECNOCONCRET, a partir de 2.008 ¥,
por tante, mucho después de la adjudicacién del Campo de Golf
& aquella sociedad, y a las adjudicaciones a empresas de

Cuando se dice que “falta a la verdad” se refiere el
acticulo a no otorgar veracidad al desmentido del
Vicepresidente que en el mismo articulo se recoge.

No es sino expresién del debate piblico en relacitn a

temas de interés, y, en suma, de la libertad de opi

6° En el mismo Diaric de la misma fecha, se incluye otro
articulo bajo el titulo “UN CUNADO DE GONZALEZ FUE PROMOTOR
DEL PROYECTO DEL CAMPO DE GOLF DEL CANAL. Empresas
relacionadas con familiares del vicepresidente se quedaron con
las subcontratas”.

Nuevamentc, la rferencia a cbras “adjudicadas” por el
demandante, no puede entenderse como atentado al honor, segin
hemos reiterado mas arriba.

La informacién estd basada en un video promocional de la
empresa ONLY GOLF, en cuyos titulos, en los “casos de éxito,
aparecia el nombre del cuflado del demandante, como promotor
del proyecto referido al Campo de Golf de Chamberi.

Los demandados han aportado informe pericial que demuestra
que asi era y que se hizo desparecer después la mencitn a esa
persona. El perito, en su declaracién en juicio, en términos
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en 1a empresa adjudicataria, con posterioridad a 1a
adjudicacién, del hermano del demandante.

Tampoco se aprecia ningin atentado al honor. Los datos
objetivos son ciertos y estdn contrastados por fuentes
absolutanente fiables.

Se dice on el recurso que es falso que el Viceprosidente
sdjudicase, por hacerlo una persona juridica, arumento ya
examinado en parrafo precedente de esta sentencia.

£1 término “polémica” que se da a la adjudicacién, no es a
ésta en st misma, sino a la propia decisién de construir el
campo de golf, relatando la noticia cémo existia una fuerte
oposicién vecinal, lo que luego s comprueba a través de una
denuncia ante la Fiscalia y un proceso contencioso
administrativo. Que aquella fuera archivada y éste estimado,
n nada hace variar al dato que se da: la oposicién vecinal.

La expresién “firma beneficiada por Gonzalez” no puede ser
extraida de contexto. Se refiere a que la sociedad (“la
firma") obtuvo la concesién en una decisién de la que también
particips Don Ignacio Gonzalez.

Lo miomo cabo decir de las otras expresiones que se
senalan (“entramado empresarial”, “altamente sospechoso”,
“suficientemente escandaloso” en referencia a la adjudicacion
del Campo de Golf). Muy correctamente sefiala la Juez de
Primera Instancia, en razonamiento que hacemos nuestro, que el
periodista, partiendo de unos hechos ciertos, lo que hace es
dar sus propias impresiones u opiniones, que no son en modo
alguno injuriosas, pues no hay objetivamente unos términos que
puedan ser considerados como denigrantes o vejatorios.
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queda claro, y asi se abundé en otros articulos, aue el
hermano del demandante entré en esa empresa muy posteriommente

a 1a adjudicacién.

Por tanto, los datos son clertos y afectan a un tema de

relevancia piblica, por 1o que no hay atentado al honor.

& En el Diario Pablico de 16 de febrero de 2.009 se
publics un articulo bajo el titular “BL GOBTERNO DEL PP OCULTA
INFORMACION A LA ASAMBLEA.

No se comprende cémo este articulo puede incidir en el
honor del demandante. Se trata de la narracitn o cxénica de
unas preguntas presentadas por la Diputada de Izquierda Unida
& la Asemblea de Madrid en relacién a determinadas empresas
adjudicatarias de concesiones otorgadas por la Comunidad.

Lo que se dice es que la Presidenta, y no el demandante,
s negs a aportar a una determinada Comisién parlamentaria la
documentacién oficial requerida.

¥ se concluye diciendo “en varias comparecencias ante la
prensa, Gonzdlez también se ha negado a aclarar sus
adjudicaciones”.

Ello no es incompatible con que, como se dice en el
recurso, anunciara el Vicepresidente que a peticién propia iba
o comparecer ante la Comisién de Vigilancia de las
Contrataciones, creads en la Asamblea de la Comunidad. De
aquello se habla en pasado, y de esto se habla en futuro. No
existe, pues, atentado al honor porque se dé cuenta que el
cargo piblico afectado no quiera dar explicaciones ante la
prensa y desee hacerlo, en cambio, por estimarlo més correcto,
ante el 6rgano parlamentario.
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tan contundentes como comprensibles, explicé: 1° que en el
video descargado en el servidor del Diario Peblico, que
Jogicanente fue ¢l que sirvié para confeccionar el articulo,
pudo comprobar que en los titulos spazecia el nombre
cuestionados 2° que en la fecha de su inspeccién, el enlace de
1a pagina web de ONLY GOLE ya no conducta a ese video, sino a
otro, cuya diferencia es que se habia hecho desparecer el
nombre, especificando ademis 1a fecha en que se hizo tal
modificacién, y 3% que no obstante, mediante  sus
conocimientos técnicos, pudo acceder al video primitivo, que

estaba en la red.

Por es0, decir como lo hace el apelante en la pagina 44 de
su zecurso que “el perito de parte no pudo demostrar con
certeza que realmente el cufiado de mi Eepresentado apareciera
en 1a pigina web”, es obviar al resultado de una prueba
sunanente contundente y esclarecedora.

7% E1 16 de febrero de 2.003, se publica muevo articulo
bajo el titular "OS TNGRESOS DEL SOCIO DE 105 GONZALEZ
CRECTERON UN 1.636%. La empresa beneficiada por el nimero dos
de Aguizre pasé de facturar 95.000 euros a 1,7 millones”.

Como pone de manifiesto la sentencia apelada, el dato se
extrae de registros piblicos, y mis concretamente de las
cuentas depositadas en el Registro Mercantil por TECNOCONCRET.

Que ese dato coincida con los que contiene el dossier, es
irrelevante, pues lo que se emjuicia es el contraste de la

noticia con una fuente tan fiable como un Registro piblico.

Las

zones que se dan en el recurso son ya reiterativas.
La expresién “empresa beneficiada® ya se ha enjuiciado, y la
suceaién de fechas demuestra que el incremento de esa empresa,
de cuya licitud y legalidad tampoco se hace cucstién, es
posterior a la adjudicacién del Campo de Golf. Por otro lado,
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Se relata asinismo cémo adquirié la empresa
prestonsChild y cémo ésta concerté un contrato con Ingesport
para la captactén de clientes. Finaliza el articulo con el
relato de la ruptura do relaciones entre v

, y se incluyen dos correos electcénicos, que se dicen
renitidos , el primero por a su Abogado,
diciéndole que “el vice esta al corriente de todo, o sea Gue
ellos van a perder mas, pues ya sabes que se buocé ingesport

(sic) porque al vice y a les interesaba, empresas
dispuestas a colaborar hay muchas”; el segundo, estaria
remitido por el Abogado a . en el que, tras
comunicarle gue ya no puede seguir su caso, concluye diciendo

“ni recibo, que era simbélico te lo de:

ré de pasar este mes,
explicaselo td a Ignacio”. En ol pie de la impresién de este
corzeo, se identifica a ese Ignacio con Ignacio Gonzalez.

11° En el mismo Diario, y al lado de.la resena de esos
correos, se da la versitn de . afirmando que toda
la negociacién para la entrada de capital entes relatada la
habia llevado personalmente y niega toda relacion de Don
Ignacio Gonzlez con esa operacion.

120 Al dia siguiente, 17 de febrero, se publica, en
relacién al mismo tema, la actuacién de tendente
2 1a consecucién de contratos piblicos

En otra noticla situada consecutivamente, se relata la
renision do un escrito  de negando que se
hubiera servido de su conocimiento con el Vicepresidente, y de
cémo los correos habian sido manipulados por una tercera
persona “para perjudicarnos”. En el mismo apartado se da la
version de la Sociedad Capital Riesgo negando también toda
actuscién o vinculacién de Don Ignacio Gonzélez con la
operacién a que la noticia se refiere
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5° VLA ASAMBLEA EXAMINA IAS CONCESIONES DE CONZALEZ. Dio
1a explotacién de un campo de golf a un socio de su hermano”,
s el titular con que se abre la moticia publicada el 25 de
febrero de 2.009.

El articulo es un anuncio o anticipo de la comparecencia
del Vicepresidente a la Asamblea, precisamente para explicar

Las adjudicactones.

Nada nuevo anade el articulo que mo fuera ya publicado ¥,
que, por tanto, no haya sido ya considerado en esta sentencia.

¥ nuevamente, 1o que son los datos expuestos son ciertos y
contrastados, quedando al margen del deber de veracidad los
Juicios de valor (a veces expresados con los calificativos)
que se emplean en el tratamiento informativo de la  mnoticia.

10°, E1 dia 16 de marzo se publica otro articulo con el
titulor "GONZALEZ BENEPICIO A LA- FIRMK DE SU PROFESOR DE
PADEL.  la sociedsd de capital riesgo de la Comunidad de
Madeid inyecto 1,3 millones en la eumpresa donde trabajaba

. Eate adnitié por escrito que la decisién habia
sido del “vice”.

En el articulo se relata la relacién de
profesor de pidel en el Hotel Eurobuilding de Madrid, con la
empresa INGESPORT, cuyo responsable era 2 su
vez, responsable del club deportivo del referido hotel. Se da
cuenta de la entrada en INGESPORT, a través de .

. persons adscrita a Caja Madrid, de capital de la
Sociedad Capital Riesgo, asi como de la reunién entre

v I, de lo que aquél dio cuenta a

en correo electrénico de 22 de diciembre de 2.005, siendo

la entrada de capital de la sociedad piblica en fecha 6 de
abril de 2.006.
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i ilicitas o ilegales, sino simplemente “presuntamente

woo | srregulares”.

En el recurso se contiene una afirmacion incierta, pero
que resulta intrascendente. B efecto, la Juez de Primera
Instancia expone en la sentencia que el periodista,

, revels, en el proceso penal que se siguié por la
confeceién del dossier, la fuente que se lo suministzé. No es
clorto. Pero aun no revelando la fuente, por acogerse al
secreto profesional segin se deduce de la declaracién en fase
de instruccién do aquel periodista (documento aportado en 1a
audiencia previa), lo que importa es que los datos
conpzobables se comprobaron, y que el tono general y el
contenido del articulo no atenta al honor del demandante, oz
més que pueda ser incémodo o irritante que se mencionen viajes
o relaciones personales.

Por otro lado, se insiste en el recurso sobre la falta de

novedad de las noticias, tema ya tratado anteridrmente.

2° En el mismo Diario en fecha 29 de enero de 2.009, se
publica otro articulo bajo el titular “10S CONTRATOS
S0SPECHOSOS DE GONZALEZ. Las cinco adjudicaciones de la
Comunidad de Madrid que encendieron las alarmas en el Partido
Populaz”.

En su texto, se expresa la preocupacion que “el patrimonio
y adjudicaciones realizadas por Ignacio Gonzlez” provoct a
1a cipula del PP.

Se relatan cinco adjudicaciones.

La primera se refiere a las concesiones a 1
persona con la viajé ol demandante a Suréfrica, trayéndose a
H colacién nuevamente la forma de pago del billete, que segin

propias manifestaciones del demandante fue en metilico, aunque





images/00040.jpeg
awrscepeNTES DE HECHO

PRIMERO.- Se aceptan los antecedentes de hecho de 1a

sentencia apelada.

SEGUNDO.- Seguido el juicio por sus trimites legales ante
el J00. PRIMERA INSTANCIA N° S5 de MADRID, por cl mismo s
dicté Auto de fecha 15 de marzo de 2.010 desestimando recurso
de reposicién interpuesto por el demandante y sentencia de
fecha 13 de mayo de 2.011, cuya parte dispositiva dice:
\FALLO: Que debo desestimar y desestimo la demanda formulada
por la Procuradora D* M4 ROSARIO VICTORIA BOLIVAR en nombre ¥
representacién de D. IGNACIO GONZALEZ GONZALEZ contra M

WSS todo ello condenando a la parte actora al
pago de las costas causadas”.

Contra las citadas resoluciones, por la representacion
procesal de D. JATME IGNACIO GONZALEZ GONZALEZ se interpuso
recurso de apelacién, que fue admitido, y cumplidos 1los
trémites correspondientes, se remitieron los autos originales
del juicio a este Tribunal donde han comparecido los
Litigantes, sustanciéndose cl recurso en la forma legalmente
establecida, y senalandose para deliberacién, votacion y fallo
el pasado dia 23 de mayo de 2.012, en que ha temido lugar lo
acordado.

TERCERO.- En la tramitacién de este procedimiento se han
observado las prescripciones legales.
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3. Examen particularizado de los requisitos de la
informacién y del ejercicio de la libertad de expresién.

DECIMOSEGUNDO.- Pues bien, disefiado el marco general,
debemos profundizar algo mas en tres aspectos: el primero, si
la reiteracién de publicactones sobre el mismo tcma constituye
una autentica campafia o “mobbing periodistico” como 1o
califica el demandante asé como su incidencia en el
enjuicianiento del caso; la veracidad de la informacién en
relacién a las fuentes indeterminadas, 1o que nos llevard a la
consideracién en torno a los dossiers a que se alude o en que
fundan los articulos que se han de examinar, y, finalmente, si
existen o se aprecian en los textos publicados expresiones
injuriosas, insultantes o desmerecedoras del crédito personal
del demandante, que excedan de los limites del derecho a la
informacién o de la libertad de expresién.

M) Incidencia de la alegads ‘campaia” contra el
demandante.

El prinero de los puntos tiene un valor
Juridico muy relativo, pues, a nuestro juicio, sélo incide en
una faceta del enjuiciamiento, pero no determina, per se, la
intromisién en el derecho al honor.

En efecto, el que exista 0 no una campafia no significa
necesaria y automsticamente que se vulnere el derecho al honor
de la persons concernida. Para ello serd preciso que el
contenido de la mism

manifestado a través de los distintos
actos en 10s que se descompone, sea atentatorio a ese derecho.

besde el otzo polo del conflicto, es obvio que ni el
darecho a la informacisn ni 1a libertad de oxpresién tienen

limites cuantitativos, ni impiden la reiteracién de los temas
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FUNDAMENTOS JURIDICOS

CONTENIDO DE ESTA SEGUNDA INSTANCIA.

PRIMERO.- Desestinada la demanda por la gue Don Ignacio
Gonzélez Gonzélez ejercitaba determinadas acciones en defensa
de su derecho al honor, que consideraba vulnerado por la
actuacién de los demandados, recurre en apelacién el
demandante.

1 recurso es doble, pues por un lado, se apela contra el
Auto dictado por el Juzgado de Primera Instancia en fecha de
15 de marzo de 2.010 (aunque, por mero error de transcripeitn
se identifica en el recurso como emitido en el afo 2.011), ¥r
por otro, se recurre la decisién adoptada en la sentencia.

Asi pues, con igual separacién a la que se contiene en el
escrito de interposicién del recurso, se exeminard, en primer
lugar, la impugnacién frente al referido Auto, 'y sélo en caso
de aue fuera desestimada, se entraria a conocer de la
apelacin frente a la sentencia.

EXAMEN DEL RECURSO DE APELACION INTERPUESTO CONTRA AUTO DE
15 D w20 DE 2.010

) Plantasatento del recurso.

SEGUNDO.- E1 Auto de 15 de marzo de 2.010, desestimando el
recurso de reposicién interpuesto por el demandante, confirma
la decisién sobre el defecto de postulacien que la Juez
aprecié en la audiencia previa, de modo que considers la
Juzgadora que el demandante no podia ser defendido y
representado por el letrado de la Comnidad de Madrid, sino
que habla de integrar la postulacién en la forma ordinar:

¢
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constitucional, en presupuesto de la legitimidad de su
ejercicio (articulo 20 d) de la Constitucisn).

Como ya hemos expuesto, no se exige la veracidad absoluta,
sino el cumplimiento del deber de comprobacién con l1a
diligencia exigible, segin las circunstancias del caso.

or otre lado, el xvquisito do la veracidad queda
cumplido, supuesta esa diligencia, aunque luego el devenir de
1os acontecimientos demuestre y revele que la noticia no eza
clerta. El enjuicianiento, por tanto, se ha de efectuar al
momento en que la noticia se publicé. Asi lo expone también la
Juez de Primera Instancia, en razonamiento que este Tribunal
estima correcto. Y, ciertamente, entender lo contrario, seria
hacer imposible el derecho a la informacién.

Con todo, 1o que interass en este apaztado es reflexionsr
sobro 1a incidencia que en la veracidad y en el deber do
tilgencia profesionsl del periodists Tengan las llamades
fuentes indeterninadas o genéricas, entendiendo por tales
squellas que ol profesional cita .como tales (a través,

usualmente, ~ de frases como “fuentes bien informadas”,

“fuentes relacionadas con el caso”, u otras similares).

£ tal caso, se supone que el periodista conoce y tiene
identificada la fuente, pero no puede o no quiere revelarla,
para lo que estd amparado por el secreto profesional,
imprescindible para el desarrollo de su labor, y, por ende,
para la plenitud del derecho a la informacién.

Con cardcter general, la jurisprudencia constitucional, ya
citada, y la que invoca el propio apelante, no descarta de
raiz la legitimidad de las fuentes indeterminadas o genéricas.
Onicamente se estima que no basta con la remivitn & esas
fuentes, a modo de escudo o excusa del informador. La fuente
indeterninada vale, pues, en cuanto el periodista compruebe,
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» tratar desde la perspectiva de uno u otro derecho ©
1ibertad.

rampoco se puede descalificar el ejercicio de estos
derechos porque se refieran a temas que no sean novedosos, al
menos en su totalidad. Y ello porque mno es requisito
consustancial de la noticia, para legitimar el devecho a la
intormacién, la actualidad del tema a que se refieza, en el
sentido de que deba ocurrir con cardcter immwdiato anterior &
su publicacién. La informecién no versa exclusivamente sobre
1o novedoso, sino sobre hechos que sean de relevancia
objetiva. ¥ si esa relevancia se ofrece por alguna
circunstancia, que valora, desde luego el informador y el
propio medio de comunicacién, ningin reproche se podrd hacer,
desde el punto de vista del derecho al honor, porque reviva
temas pretéritos.

Desde luego, traténdose de la livertad de, expresién, ai
siquiera en linea de principio puede ser considerada como
limite 1a novedad del tema, por cuanto esa libertad se refiere
a tdeas y opiniones y no a comunicacién de. hechos.

La Gnica faceta en la que la apreciacion de una campana
puede tener incidencia es en la determinacion de la gravedad
de la intromisién y en la intensidad de las medidas que se
hayan de acordar para reprimirla o evitarla. Pero cllo,
obviamente, supone la aprectacién de la ilegitimidad de 1a
intromisién, pues si no se apreciara ésta, en ningin caso
podria ser estimada la pretension actora.

B) Sobre la veracidad en el derecho a la informacién y las
fuentes indeterninadas o anénimas.

DECTMOCUARTO .

En el derecho a la informacién, cuyo
contenido esencial es la comunicacién de hechos, la veracidad

de la noticla se erige, por espresa prescripcion
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misnos, podrd discrininer a qué aspecto de la noticia le da

mayor, menor o ninguna relevancis.

or ultimo, es preciso distinguir el minimo exigible que
€1 requisito de la veracidad comporta con el tratamiento
informativo, pues no es el acierto periodistico, o el buen o
Rmal gusto en los términos empleados lo que determina, por si.
la ilegitinidad de la intromisién, sino que prims el contenido

noticioso.

) Carécter relevante de la informacién y ausencis de
expresiones formalmente injuriosa

DECIMOQUINTO.- Los restantes aspectos 2 exeminar plantean
ya menor problematica en este caso.

Ls relevancia piblica de las noticias es clara. El
demandante es un cargo piblico de primer orden en la Comunidad
de Madrid y en determinados organismos auténemos de la misna.
Si todas las noticias, sin excepcién, se refieren a su
sctuacién como tal cargo publico, adquieren relevancia
piblica, pues quien ostenta el poder ha de estar sometido al
escrutinio constante de sus actos, por parte de sus
conciudadanos, como elemental regla democratica que legitima

o1 ejercicio de aguel poder que ws sus manos se ha dopositado.

Incluso cuando alquna noticia, como la valoracién de un
determinado inmueble o la compra o venta del mismo, pueda
pavecer que se aleja del ejercicio del poder, tampoco es
irrelevante para el conocimiento piblico, pues el patrimonio
de quien ostenta ese cargo es también dato de relevancia. Las
normas que obligan a determinados cargos piblicos e declarar
su patrinonio o intereses, son buena prueba de ello.

Lo que no cabe es, como hace el apelante, confundir
relevancia con actualidad, pues como ya dijimos no es
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hasta donde le sea posible y exigible, los datos que la fuente
le ha revelado.

En nuestro caso, esa fuente indeterminada se concreta en
los dossiers a que se alude tanto en la demanda como en la
contestacién, y particularmente en el que se aporta como
documento n° 29 de la contestacién, del que se extrae buena
parte de la informacién.

Pues bien, el dossier tiene una doble faceta: es, en si
mismo, una noticia, y es, por otro lado, una fuente de
informacién para el periodista, que le pone sobre la pista de
un determinado dato noticiable.

Relatar 1a llegada del dossier, y la propia existencia del
mismo, en cuanto afecta a una persona de relevancia, forma
parte del derecho a la informacién.

Utilizar los datos que se exponen, en cuanto sean
comprobados por el comunicador de la moticia, también.

¥, sin perjuicio del examen particularizado de cada
articulo periodistico, de la comparacién entre el dossier y
las noticias publicadas, se comprueba que los autores de los
articulos utilizaron el dossier Gnicamente en aquello que eran

en las escasas menciones

que se hacen a afirmaciones del dossier que no se pudieron

datos que pudieron confirmar, y qu

comprobar, se hizo mencién a esa circunstancia.

i la veracidad do la informacién estd en funcion de la
propia finalidad del derecho fundamental correlativo, tendente
a formar una opinién piblica consciente e informada, se ha de
concluir que con ello se cumple esa finalida

es el lector,
al que se le ha de suponer la suficiente capacidad critica, el
que, teniendo a su disposicién los datos y la fuente de los
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£ dicho articulo se da cuenta de la oxistencia del
dossier principal (el aportado como documento n® 29 de la
contestacién), se transcribe la conclusién del mismo diciendo
que “el vicepresidente madrilefio lidera un grupo de amigos que
crean un megocio particular y, ademds, obtiene beneficios
extra de la Comunidad o el Canal de Tsabel I1” ; se menciona
la existencia de una caja de caudales asi como que “en
ocastones paga en negro”, extremo éste del que cxpresamente s
dice no existe prusba que lo demuestre.

Por otro lado, relata el viaje a Suréfrica acompafiado de
un empresario, al que el Canal de Tsabel II, que preside el
demandante, le otorgs un contrato de 33 millones de euros a
Luye
mencionando otras adjudicaciones de las que se afirma estin

través de una empresa denominada SEGURISA, y con

“bajo lupa” y destaca la amistad personal del demandante con
un ex Secretario de Estado que, al parecer, también viajé a
suzdfrica en la misma ocasion.

Claramente este articulo no excede de los limites al
derecho a la informacién, en cuyo dmbito ha de ser enmarcado
por su finalidad primordial. Se da cuenta de la llegada del
dossier, lo que, como dijimes, en si es noticiable, se expone
la conclusién del misno, que claramente se diferencia de la
4ol autor del asticulo, se cuids de semalar la no acreditacién
de los pagos “on negro”, y no puede considerarse que sea
atentatorfo al honor decir que una persona tiene una caja de
caudales o un determinado nivel de patrimonio. El viaje a
Surfrica, ademds de ser objeto de atencitn en otros medios,
es tambitn de relevancia piblica, pues interesa conocer las

zelaciones que quien ostenta un cargo piblico pueda tener, y

dato do adjudicacién del contrato a SSGURISA es cierto y
comprobado. Por 81timo mencionar que existen “adjudicaciones
bajo lupa®, no significa més que 11

an la atencién, pero no
se prejuzgan, ni desde luego en el articulo se dice que sean
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requisito sustancial de la noticia, en su valoracitn juridica,

au absoluta novedad.

Y, también en este examen general, no se aprecia la

emisién e ninguna palabra o frase formalmente injuriose o
insultante, o que resulte innecesaria para relatar el hecho o

revelar el dato en que cada noticia consiste.

Asi pues, del examen conjunto, no se revela ningén
atentado al derecho al honor del demandante.

4. Examen individualizado do cada uno de los articulos a
1os que la demanda se refiere.

DECIMOSEXTO.-A igual conclusién se llega si se examinan
cada uno de los dieciséis articulos publicados, entre el 28 de
enero y el 17 de marzo de 2.009.

Advertimos que no se transcribird en esta sentencia el
texto integro de cada articulo, remitiendo, en todo caso, a la
que se contiene de modo exhaustivo en la demanda y en los
documentos que con ella se aportan; nos limitamos a hacer la
resefia suficiente para poder fundar nuestro enjuiciamiento. En
&1, seguimos el mismo orden con que se exponen en el recurso,
aunque no responda a una suceoién estrictamente cromolégica,
por cuanto los agrupa el apelante por la autoria de los
nisnos.

Dicho esto, pasamos a examinar cada articulo:

1° £l primero se publics en el Diario Piblico el 28 de
enero de 2.009, bajo el titular “LOS INFORMES QUE ALIMENTAN LA
GUERRA DEL PP. El “dossier” principal scbre el nimero dos da
Aquirre tiens 69 péginas y detalla patrimonio, adjudicaciones
y relaciones de Gonzalez”.
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D. FERNANDO HERRERO DE EGARA Y OCTAVIO DE TOLEDO
 MADRID, a veintisiete de junio de dos mil doce.

VISTO en grado de apelacién ante esta Seccién 12* de la
Audiencia Provincial de MADRID, los Autos de Juicio Ordinario
N° 802/2009, procedentes del JDO. PRIMERA INSTANCIA N° 55 de
MADRID, a los que ha correspondido el Rollo 704/2011, en los
que aparece como parte demandante-apelante D. JAIME IGNACIO
GONZALEZ GONZALEZ ~representado por la Procuradora D' MARTA
DEL ROSARIO VICTORIA BOLIVAR, como parte demandada apelada

representados por la
Procuradora D* FLORA TOLEDO HONTIYUELO, con intervencién del
MINISTERIO FISCAL, sobre PROTECCION DEL DERECHO AL HONOR Y A
LA INTINIOAD, y siendo Magistrado Ponente el Tlmo. Sr. D. JOSE
M* TORRES FERNANDEZ DE SEVILIA.
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n la misma pigina, se incluye la reproduccion de tres
correos electzénicos, con los subtitulares siguientes: “Me ha
prometido el viceconsejero delante de I. Gonzalez..”, “tenemos
el polideportivo del Valle de las Cafias de Pozuelo” y “Si
hubieras soltado 1o que tenias que soltar.”.

E1 18 de marzo, se publica, siempre en el miswo Diario, la
afimmacién del Abogado que habia mediado entre v

. segin el cual los correos electrénicos “estin
burdamente manipulados”.

En su declaracién en juico, circunscribié
la manipulacién de los correos publicados en fecha 16 de
febrero a las frases que se referian al Vicepresidente de la
Comunidad, y concluys reconociendo que los correos remitidos
por &1 al pericdista (unidos como documentos 72 a
81 de la contestacién) eran muy similares a los que él les
envié, para acabar diciendo que ‘probablemente sean los
suyos”.

Pues bien, los tres apartados merecen un estudio conjunto,
pues en una sucesién de tres publicaciones, se agota la
noticia scbre la relacién del demandante con y
sobre la relacién de éste con Ingesport, a la que ciertamente
se aports la cantidad que se refiere en el texto de aquéllas
por la Sociedad Capital Riesgo de la Comunidad.

La cuestién que se plantes por el recurrente es el
cumplimiento o no del requisito de la veracidad de la noticia.

¥, en ese sentido, ostimamos que efectivamente se ha
cumplido. Se trata de hechos que se concatenan o encadenan y
que son sustancialmente ciertos, pues lo Gnico que no ha
quedado probado es que fuera el profesor de
pdel del demandante, aunque si se ha probado que en alguna
ocasién habia practicado con é1 ese deporte.
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Ese dato, como correctamente dice la Juez, no altera la
sustancia de la noticis, que ests en la relacién, por medio de
la préctica de ese deporte, entxe y bon Tgnacio.

La tfnica cuestién que restaria por considerar es la
importancia o trascendencia del titular, en el gque,
condensands 1a noticia, se llega a afirmar que el demandante
benezicié a la firma en la quo trabajaba su “profesor” de
pidel. Pero no hay, contrariamente a lo que expone el
apelante, una disociacién total entre titular y notieia, sino
Ilanada de atencién para invitar a la lectura de la misma, y
fio hay desconexién porque la secuencia de datos que se dan en
1a misma revelan esa relacién entre v -

La manipulacién de los correos, de existir, cuando no se
puede imputar al perilodista el conocimiento anterior de tal
circunstancia, no afecta al requisito de la veracidad, que,
como ya se dijo, se ha de enjuiciar” al tiempo de la
publicacién.

13° Bajo el titular EL TERCER PASAJERO.

via36 a Surkfrica con Gonzlez ¥
se publico el 29 de enero de 2.009 un articulo,
fizrmado por

En el, basicamente, se ofrecen los comentarios de

sobre el ya mencionado viaje a Suréfrica.

Del mismo, en la demanda Gnicamentc s reprocha que se
utilice el calificativo “polémico” para adjetivar el citado
viaje.

En el recurso, adends, se sefiala que se presenta el viaje
privado del Vicepresidente como una contraprestacién del
empresario vy la mencién a que

despacha a diario con Don Ignacio Gonzilez y que una
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or otro lado, se publican en el periédico, en unidad
temporal (puos asi se ha de considerar la secuencia de
publicacién en tres dias sucesivos), las versiones de todos
Jos afectados o concernidos que la han querido dar.

Los documentos 72 a 81 de la contestacién, junto con la
declaracién en  juicio de , ponen de
manifiesto que el periodista realizs una labor
sufictente de contraste. Bl periodista habfa recibido
determinados correos en los que se mencionaban los datos luego
publicados, y, en sustancia, a través de las contestaciones de

por igual medio electzénico, se confirman los
datos objetivos.

£ cierto que determinados correos pueden estar
manipulados, pero, aun dando por cierta esa posible
manipulacién, no se ha probado, por medio alguno que la
manipulacién fuera realizada por el propio periodista o
alguien del medio de comnicacién ni que aquél pudiera tener
conocimiento de tal manipulacién. Es mas, en las palabras
publicadas de se dice que la manipulacién la
realizé “una tercera persona”. En cualquier caso, el medio de
comunicacién deja claro que segin los autores de los correos
se considersn que éstos estin manipulados, y se ofrece por
tanto a los lectores los olementos para enjuiciar la veracidad
de la noticia.

La Gnica licencia que se toma el periodista, segin se
inflere del documento 73 de la contestacién, es afimmar que

es el profesor de pidel del Vicepresidente, por
considerar que, dada su cualidad como director de pidel del
SPA no va a “actuar de sparring”.
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¥ la mencién a los dossiers anémimos, no es ms que la

constatacién de su existencia.

Por lo demks, tratindose de opinién, los limites, en
ningtn caso traspasados, son mis amplios.

15° El mismo periodista, on ol Diario Péblico de 8 de
febrero de 2.009, publica un articulo bajo el titular “DE 108
GONZALEZ ¥ AGUIRRE DE TODA LA VIDA".

Nuevamente se trata de un articulo de opinién, en el que
el articulista recapitula noticias ya aparecidas, y apoyandose
en las mismas, expone su idea sobre las conexiones de
determinados adjudicaciones y miembros de la familia del
demandante.

El género satirico o irénico empleado en determinadas
expresiones (“Gonzilez lava més blanco”, “la trama de
adjudicaciones del Canal cada vez huele més a letrina”, “ponga
un Gonzélez en su vida”, “No Gonzalez, no-party”) se han de
entender en ese contexto.

No se trata, por tanto, de expresiones formalmente
injuriosas, ni desconectadas de las informaciones en que se
apoya el periodista.

¥, siendo un articulo de opinién, légicamente, ningin
documento puede aportarse para apoyarlo, como no sean los que
recogen las noticias de las que parte.

El juicio de la Juez de Primera Instancia sobre este
particular se estima correcto.
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de las hijas de aquél trabaja en la Fundacién del Canal de
Isabel TI.

Pues bien, el adjetivo “polémico”, no es sino el juicio de
valor que expresa el poriodista, y que estd en relacién,
precisamente, a las reiteradas noticas publicadas en relacién
al viaje, personas que acompaiaban al demandante y forma de
pago de los billetes. No pusde considerazse aquel término
insidioso o injurioso, en ese contexto.

En el articulo nada se dice sobre que el viaje fuera esa
pretendida contraprestacién a satisfacer por el empresario Don
Enrique Sanchez.

¥ los otros datos no estan desmentidos, y en realidad, ni
en 1a demanda ni en el recurso se afirma que sean inciertos.

be ningin modo puede pretenderse que sea vejatoria la
afirmacion que el despacha a diario con el
Vicepresidente, si se tiene en cuenta la afinidad politica

entre ellos y los cargos que aquel ostenta, segin se infiere

de la misma  publicacién, que no han sido negados ni
desmentidos.
14° B1 4 de febrero, firmado por se

publica un scticslo tituiado "RAIOY: MEJOR VAGO QUE COMPLICE"

En este caso, se trata de un articulo de opinién sobre la
postura que ol Presidente del Partido al que pertenece el
demandante, habia adoptado en relacién a los do

En el recurso se queja el apelante de que en dicho
articulo se cuestione el periodista la forma de pago de los
billetes de avién en el tan comentado viaje a Suréfrica, forma
de pago que ya ha sido considerada en esta sentencia, a cuyos
razonamientos nos remitinos.
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Ja atimacién que se pone en boca de una persona concreta
pero que no consta desmentida por ésta ni intentada
rectificacién alguna, habiendo ratificado su presencia en la
reunién a que el articulo se refiere (documento n® 60.2 de 12
contestacién) .

La veracidad, en cuanto exigible al aportar datos, se ha
de estimar cumpiida,

en o1 sentido que requiere el articulo 20
) de la Constitucién.
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16°  E1 8 de marzo de 2.009, se publict, por
, en el Diario Piblico, un articulo bajo el titular "L

MISTERIO DEL AREA 124"

El articulo es complejo en su contenido, pero del mismo se
puede extracr que las referencias al demandante son escasas.

Todo 41 esté relacionado con la instruccién del denominado
caso “Gurtel”, y se centra en un determinado negocio
{nmobiliario, afectante al Sector 124 (y de ahi su nombre) de
Arganda del Rey, en el que, segin se dice, determinados cargos
del Pp habrian cobrado comisiones ilegales. El periodista
relata que uno de esos implicados dijo en una reunion del
Partido que “era Gonzilez y no otro, quien le habia dado
instrucciones sobre cémo adjudicar la parcela”, extremo que,
segin se sigue relatando, negé la Presidenta de la Comunidad
de Hadrid.

La relacién con la parcela 124 y la Comunidad de Madrid se
destaca a través del viaje del Vicepresidente a Colombia, en
el que se afirma estuvo acompanado, entre otros, por un
consejero de MARTINSA, empresa a la que se adjudicé la obra de
1a parcela 124.

Otra de las reforencias, indirectas, al demandante, es la
mencién al negocio de compraventa de piezas de arte que
regenta su esposa, de la que se afirma es “capaz de entrar en
beneficios en su primer afio”.

Con estos datos, se estima correcta la valoracién de la
Juez, pues ciertamente se trata de un articulo de opinién, a
partir de informacién existente en el momento concreto.

La Gnica mencién que podria considerarse afectante al
demandante no es la del viaje, pues no se niega que fuera

acompafiado por aquella persona mencionada en el articulo, sino





